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			PRÓLOGO

			LAS ESTRUCTURAS POLÍTICAS y jurídicas de Europa occidental se han redefinido periódicamente con relación a la Antigüedad greco-romana. Los griegos, en su búsqueda constante de la “forma ideal” en todos los órdenes de la creatividad humana, se aplicaron también en encontrar la mejor “forma política” posible. Tras ensayar diversas vías, creyeron descubrir la solución en la democracia, que sin embargo conoció una precaria existencia. No fue una democracia como hoy la entendemos, pues su ejercicio estaba reservado celosamente al selecto grupo de quienes disfrutaban la condición de ciudadanos, marginando a otros (mujeres, esclavos, extranjeros), aunque constituyeran mayoría numérica. 

			Tal es la consabida crítica que se hace a aquel sistema, aunque supuso un decisivo avance. Pero quizás los griegos hubieran respondido a dicha acusación, alegando que nuestras modernas democracias representativas son realmente oligarquías electivas. Nunca hubieran entendido que en un régimen democrático la capacidad de decisión política efectiva no correspondiese al conjunto de la ciudadanía, sino a lo que hoy denominamos la “clase política”, a menudo distante por sus intereses de la comunidad gobernada. Para ellos el hombre solo podía funcionar como “animal político” en un sistema a la medida de lo humano, donde todos pudieran participar directamente. Esa medida era la ciudad-estado, la polis. 

			Es evidente que en nuestros modernos estados tales planteamientos resultan inviables. Pero quizás estemos entendiendo actualmente algo de lo que sentían los antiguos griegos (y luego hasta cierto punto asumiría la autonomía municipal romana), cuando nuestros gobiernos impulsan fórmulas de descentralización política a nivel territorial (se habla mucho también de la “Europa de las regiones”), para dar a la ciudadanía una más amplia participación y capacidad de decisión sobre las cuestiones que les afectan de cerca.

			En cualquier caso no deja de ser un descubrimiento importante en la antigua Hélade el concepto de “comunidad política” soberana, capaz de tomar sus propias decisiones, sin depender de despóticos poderes unipersonales amparados en legitimaciones divinas, por muy sabios que fuesen, como ocurría en los imperios orientales que, sustancialmente por dicha diferencia, los griegos consideraban “bárbaros”. Pese a su azarosa existencia política, tendemos a juzgar en este terreno a los griegos como más limpios que los romanos, viendo a estos como más corruptos, quizás porque los percibimos más cercanos a nosotros y los sometemos al mismo rasero. Pero mucho de lo que sabemos del abuso de poder nos lo contaron los propios romanos, así Cicerón o Plinio el Joven. Ello indica que al menos tenían un ideal de buen gobierno, y que ejercían ciertas formas de censura, algo esencial en nuestros modernos sistemas democráticos. Capacidad autocrítica que, retornando a la Antigüedad, difícilmente podríamos imaginar en un asirio, un egipcio o un persa. 

			Nadie duda, sobre todo después de haber leído la Política de Aristóteles, que los griegos también nos proporcionaron el lenguaje de la teoría política, que sigue hoy vigente. Pero en este terreno ha sido realmente Roma la que ha tenido más trascendencia en la praxis política moderna. Para algunos tratadistas nuestros actuales sistemas bicamerales proceden del viejo régimen de la República romana, que repartía los poderes entre un elemento monárquico, los poderosos cónsules; otro oligárquico, el Senado; y un componente popular, los tribunos de la plebe y los comicios. Sobre la teoría de los regímenes políticos ha tenido enorme influencia el análisis que en el siglo II a. C. hizo el historiador Polibio de lo que consideraba la “constitución” romana, de cuya creación, por cierto, nadie levantó jamás acta. Las nociones de separación y equilibrio de poderes, generalmente atribuidas al pensador francés Montesquieu, remontan en última instancia a la citada visión polibiana, de la que también se hace eco Cicerón, pero que hay que matizar por no ser del todo exacta.

			En realidad, la Roma republicana fue siempre un baluarte aristocrático con cíclicas variantes en su fisonomía política. Pero funcionaban componentes democráticos en el sistema porque, a fin de cuentas, los magistrados debían ser elegidos en unos comicios, donde los candidatos del orden senatorial debían solicitar los votos al pueblo. Y en tal coyuntura se ponía en juego lo que es la esencia de la política, tal como nos la aportaron originalmente los romanos: el arte de convencer, de revalorizar con argumentos las ideas propias ante las del adversario. De ahí la importancia de la formación retórica para defender las propias ideas ante las del adversario, realidad que mantiene su función en los modernos debates electorales. En lo positivo y en lo negativo seguimos sustancialmente sintonizando con aquellas formas de hacer política.

			Los intelectuales romanos, oradores, poetas e historiadores, han estado muy presentes en el pensamiento político europeo desde el Renacimiento y la Ilustración. El historiador Tácito fue muy popular entre los republicanos ingleses, y punto de referencia de los defensores de la nueva monarquía liberal y constitucional. También muchos líderes de la Francia revolucionaria estaban fascinados por la Roma republicana. Y Napoleón, a quien le gustaba evocar sus glorias bajo modelos estéticos “romanos” (basta ver sus monumentos en París), llevó el título muy romano de primer cónsul.

			Aunque si la Inglaterra liberal y la Francia revolucionaria del siglo XVIII convirtieron a la Roma republicana en paradigma, también la patria de Virgilio proporcionaba la antítesis detestable, la perversión del sistema bajo el régimen imperial, considerado absolutista y decadente, como el “Antiguo Régimen” derribado por la Revolución. Un sistema de gobierno que legó a la historia de Europa otro modelo político, lo que ha venido a llamarse cesarismo. Toma su nombre del gran Julio César, líder liberal y popular en la palestra política de su tiempo, pero que simbolizaba la opresión y el autoritarismo para los republicanos modernos. No olvidemos que dio el golpe de gracia a la decadente y corrompida República revistiendo los poderes de dictator, dando paso a lo que a partir de Augusto fue de hecho una monarquía absoluta y, en ciertos períodos, despótica.

			Hay otra cuestión histórica importante en nuestro mundo contemporáneo, donde el “modelo romano” ha sido reconocido como precedente en algunos discutidos aspectos: la expansión imperialista de Roma. Su desarrollo, pero también su caída, interesaron siempre a quienes han reflexionado sobre la Historia Universal y los hilos que la han movido. Y se ha contrastado con otras empresas coloniales emprendidas por grandes estados posteriores. Pero debemos recordar que su engrandecimiento no se limitó a incorporar territorios, con el fin de aprovechar sus recursos económicos o por razones geoestratégicas. Aquella enorme estructura política que Roma forjó en torno al Mediterráneo fue integrando sociedades de muy diversa naturaleza, pero que gradualmente asimilaron la que llamamos “cultura clásica”. 

			Y ello se hizo utilizando, entre otros medios, la expansión de la ciudadanía romana, para ir incorporando y equiparando pueblos muy diversos. Romano era un término con connotaciones jurídicas, y cualquiera de los súbditos del imperio podía alcanzar tal estatus, cuya difusión nunca estuvo limitada por raza, creencias religiosas o nivel económico. Fue un mecanismo de adopción acorde con la fusión dentro de la Romanitas de muy diversos componentes étnicos y legados culturales, todos los cuales llegaron a convivir en armonía. Lo que no fue óbice, y la moderna investigación lo viene valorando cada vez más, para que dicho proceso admitiera también muchas pervivencias culturales nativas reinterpretadas a la luz de la Latinidad. Pero es evidente que la idea de una ciudadanía universal, que debe mucho al concepto estoico y cristiano de fraternidad entre los hombres, ha influido notablemente en la identidad histórica de Europa. Y mucho después de que desapareciera el imperio romano de Occidente, ha seguido vigente la idea de una patria y cultura europeas compartidas.

			Aunque no todo fueron luces en dicho proceso. También conoció sombras que permanecen en los libros de Historia, precisamente porque los propios historiadores romanos no las ocultaron, sino que dejaron memoria de algunos de sus capítulos más ominosos. Tal es el caso, por poner un ejemplo, de los modernos conflictos entre lenguas y culturas, que suscitan un debate en el que subyace la propia experiencia imperialista romana, en muchos aspectos integradora, pero también destruc­tora a la vez. Todo ello tenía sin duda que aflorar en un imperio que fue, no lo olvidemos, un variopinto mosaico de etnias, y que se fue forjando a partir de procesos de aculturación, en los que prevaleció la dominante cultura greco-romana, pero que también generó radicales resistencias. Son cuestiones hoy también de actualidad, que reavivan algunos importantes problemas ya suscitados en aquellos siglos.

			Pero lo importante en nuestra reflexión sobre lo que Roma significó en la Historia es apreciar el decisivo legado que dejó para la construcción de la moderna Europa, sobre el cual se asienta en gran medida nuestra identidad de europeos. La aportación romana ocupa un lugar fundamental en la génesis de una Europa que aspira a la unidad, proceso complejo sin duda. Y de ella formaron parte hechos decisivos como la creación de la primera gran red de comunicaciones continental, que facilitó los intercambios comerciales y culturales en torno al eje mediterráneo, o la unificación monetaria, precedente del similar proceso acometido dentro de la Unión Europea. Por añadidura, los romanos, originalmente un pueblo de rústicos agricultores, impulsaron la primera “Europa de las ciudades”, expandieron la urbanización por todas partes, fundando colonias que funcionaron como centros políticos, económicos y culturales, o convirtiendo las antiguas comunidades indígenas en municipios gestionados bajo patrones jurídicos romanos. La toponimia de nuestro continente está plagada de evocaciones romanas, y algunas de las que hoy son grandes capitales y centros de decisión política en la moderna Europa nacieron en tiempos romanos.

			Fue aquella incipiente Europa la primera que se gobernó con criterios coherentes, organizándose desde Augusto una estructura burocrática destinada a administrar, con alto nivel de especialización, todo aquel extenso universo provincial. Pero igualmente fue la primera Europa donde los mecanismos centrípetos del poder se compensaron con un alto nivel de descentralización, y el desarrollo de una alta conciencia de autonomía local, con leyes municipales que regularon la convivencia humana en ese ámbito básico de las relaciones sociales que es la ciudad. Y hablando de leyes, no podemos olvidar que la historia política de Roma va indisolublemente unida al desarrollo de la ciencia jurídica; en el Derecho, los romanos nos han dejado una de sus más valiosas herencias. Estamos hablando, no debe olvidarse, del Derecho Romano, así con mayúsculas, el único que permitió superar en la vieja Europa la profusión de los derechos consuetudinarios locales, donde abundaban los primitivismos y los abusos de los poderosos. Aunque pueda parecer paradójico, el absolutismo imperial coexistió con un sistema legal altamente desarrollado, que ha sido modelo para la posteridad. 

			Todas estas reflexiones comprometen muy especialmente a quienes en las facultades humanísticas enseñan e investigan sobre la Historia Antigua, y más concretamente sobre lo que significó la experiencia política de Roma, y lo que todavía hoy puede aportarnos. Por ello resultan de enorme oportunidad, y por supuesto de indudable utilidad, obras como la que ahora presentamos, que nos ofrece una visión muy completa de mil años de “política romana”, desde sus orígenes hasta el siglo III d. C. Su autor la ha estructurado con notable acierto en tres niveles expositivos. El primero nos acerca a la organización del estado en sus tres grandes etapas históricas, Monarquía, República e Imperio, explicando cuáles fueron sus respectivas bases, instituciones y su funcionamiento. El segundo nivel centra su atención en la clase dirigente que en cada momento tuvo en sus manos el gobierno, cuya composición, mentalidad e intereses fueron evolucionando al compás de los grandes momentos históricos que a Roma le tocó vivir. Ahondar en sus parámetros ideológicos, en sus intereses materiales, en sus estrategias de poder, resulta fundamental para entender por qué Roma llegó a ser lo que fue. Y el tercer plano, quizás la dimensión más sugestiva de este libro, ahonda en los fundamentos teóricos institucionales, explicando cómo se desenvolvió en ese contexto la clase dirigente; cómo funcionó “políticamente” de acuerdo a sus principios ideológicos y a sus específicos intereses; y, en definitiva, cuáles fueron las estrategias de dominio que fue adoptando en cada momento según las circunstancias históricas. 

			Ahí radican muchas de las claves que este libro expone, y que se nos desvelan no solamente a través del uso y abuso que de la ciencia política hicieron los romanos, y especialmente sus gobernantes, sino también analizando sus conexiones con otros importantes parámetros de la creatividad humana, como la Literatura, el Arte, el Derecho, la Religión, etc., en los que Roma nos dejó decisivas aportaciones. Y siempre teniendo en cuenta las diferentes etapas históricas por las que fue pasando, desde su nacimiento como pequeña comunidad junto al río Tíber, acosada por sus vecinos, hasta convertirse en el más grande imperio que conoció la Antigüedad. Una civilización a la que ahora debemos valorar no tanto por lo que significó en su época, sino por la perennidad que todavía hoy, y seguramente por mucho tiempo, seguirá teniendo entre nosotros, al ser una de las piezas fundamentales sobre las que se ha ido configurando nuestra cultura. Un modelo que, con trascendentales consecuencias, se ha ido proyectando desde las fronteras de Europa hasta otros lares geográficos.

			 No es fácil hacer comprender todos estos aspectos de la Historia de Roma si no se proyectan al lector simplemente interesado, o al más cultivado, de forma clara, bien estructurada, y con lenguaje sencillo y, por tanto, asequible. Ese es uno de los méritos, entre otros, que acredita el autor de este libro, fruto de sus muchos años dedicados al estudio de las instituciones romanas, pero también a proyectar sus densos conocimientos en la materia a través de una dilatada actividad docente. Todo lo cual le ha permitido tener un profundo conocimiento de las fuentes históricas (literarias, epigráficas, jurídicas, etc.), y de la bibliografía más actualizada.

			Licenciado en Historia por la Universidad de Salamanca, y doctor en Historia Antigua por la Universidad de Navarra, donde ha desarrollado una larga y meritoria carrera como profesor de Historia Antigua, Francisco Javier Navarro se ha interesado de forma especial por las instituciones políticas y administrativas de Roma, pero también por su historia social, con particular atención a los órdenes senatorial y ecuestre, en cuyas manos recayó la gestión del Estado. Una parte muy importante de su labor investigadora se ha realizado dentro del prestigioso grupo de investigación ORDO (Oligarquías Romanas de Occidente), participando en diversos proyectos, publicaciones, congresos, etc. Y ha ido enriqueciendo su bagaje de conocimientos con provechosas estancias en universidades y centros de investigación de reconocido prestigio en Alemania, Italia, Estados Unidos, etc. A todo ello debemos añadir su labor como editor de diversos libros y como organizador de varios congresos y coloquios de Historia Antigua, ocupándose muy cuidadamente de la publicación de las correspondientes actas. Asimismo, además de sus ocho libros, es autor de numerosos artículos en importantes revistas de su especialidad tanto de España como del extranjero.

			Tales acreditaciones garantizan la calidad de esta obra que ahora dedica a la teoría y práctica del gobierno en Roma, y que se caracteriza por su capacidad de síntesis, sus bien definidos objetivos, su homogeneidad, su rigor histórico, y el amplio y actualizado bagaje de conocimientos que atesora. Además, su lenguaje conciso, y la sencillez para definir los conceptos fundamentales, evitando los prolijos debates de especialistas, hacen muy cómoda la lectura, resultando instrumento de conocimiento muy asequible. Y aunque destinada al gran público, es enormemente útil también para profesores e investigadores en Historia Antigua, pues con ella el alumnado puede recibir una formación amplia y clara, pero al mismo también muy asequible, sobre su historia en general, y más concretamente sobre los fundamentos políticos y constitucionales, los principios jurídicos y los mecanismos administrativos en los que se asentó el Estado romano. 

			Se trata de dar respuesta a una cuestión esencial, que siempre surge cuando nos acercamos a la antigua Roma y nos hacemos ciertas preguntas: cómo llegó a forjarse aquel gran imperio; cómo los romanos supieron no solo conquistarlo, sino gobernarlo durante tanto tiempo; qué procedimientos fue adoptando su olfato político para resolver los diversos problemas planteados por la gradual integración de muy diferentes territorios, pueblos y culturas. En definitiva, sobre qué bases teóricas y soluciones prácticas se cimentó aquel sólido edificio político, que hoy sigue asombrándonos por sus múltiples y decisivos logros a lo largo de más de mil años de la Antigüedad.

			JUAN FRANCISCO RODRÍGUEZ NEILA

			Catedrático de Historia Antigua

			Universidad de Córdoba

		


		
			INTRODUCCIÓN

            EL GOBIERNO EN ROMA

            
			POSIBLEMENTE POCOS CONCEPTOS del mundo político romano han tenido tanto éxito histórico como la expresión SPQR. Estas cuatro letras son sin duda el acrónimo más conocido y utilizado de todos los tiempos, pues ha formado parte de los escudos de decenas de ciudades a lo largo y ancho de toda Europa. No solo en la Edad Media se convirtió en el símbolo del Ayuntamiento de Roma, sino que se extendió como tal por Italia, España, Francia y especialmente por Alemania, donde muchas ciudades autónomas reivindicaron a través del acrónimo su estatuto especial de ciudad estado, como el que había tenido Roma en sus momentos iniciales.

			Se desconoce cuándo cuajó la expresión Senatus Populusque Romanus como síntesis del gobierno republicano. Las primeras apariciones del acrónimo son del siglo I a. C., y pronto se convirtió en la imagen del Estado romano, utilizado de modo abundante por los emperadores en todo tipo de documentos, inscripciones, monedas y obras de arte. Sin embargo, a pesar de su popularidad, nunca fue un mensaje verídico, pues ni respondió a la realidad política de la República que lo vio nacer, ni mucho menos a la del Imperio que lo difundió por todo el Mediterráneo.

			La República romana nunca fue un sistema político en el que compartieran poderes el Senado y el pueblo, como señala el acrónimo. Su constitución era eminentemente aristocrática y en ella el Senado era la institución que manejaba todos los resortes del Estado. El pueblo, representado en su Asamblea, era el mero espectador sin voz de las decisiones que tomaba su clase dirigente, y solo le cabía asentir aquello que previamente se había consensuado en el Senado. Mucho menos sentido tuvo la expresión SPQR durante el Imperio, a pesar de que formó parte de sus símbolos más difundidos. Si durante la República la institución clave fue el Senado, la llegada de los emperadores lo desplazó completamente. En el régimen instaurado por Augusto, ni el pueblo ni el Senado de Roma jugaron ningún papel, más que aquel secundario que los nuevos monarcas les pedían en cada momento. Así, la utilidad del acrónimo no estaba tanto en el contenido literal de la expresión, sino en el hecho de que su imagen recogía aquello que Roma siempre había sido: un Estado perfectamente organizado.

			Si se pudieran cuantificar todos los libros de historia que se han escrito en el devenir de la humanidad, posiblemente el tema más tratado haya sido el de la famosa caída del Imperio romano. Miles de autores se han esforzado por tratar de explicar las razones de que un imperio tan sólido se pudiera venir abajo de manera tan radical, dejando un vacío de poder que necesitó de siglos para recuperarse. Tantos estudios sobre la caída del Imperio romano han hecho olvidar el tema realmente fundamental de la historia de Roma: no el de su lógica caída, si se entiende que ningún imperio sobrevive eternamente, sino el de cómo llegó a formarse y cómo se organizó para alcanzar tal grado de solidez y aceptación, cuya sola caída se ha convertido en un tema de estudio tan fundamental.

			Qué duda cabe que la principal cualidad del pueblo romano fue su mentalidad jurídica. La capacidad normativa de la que estaba dotado le conducía a organizar su propio mundo sobre principios legales, que no dejaron de perfeccionar en su dilatada historia. Muchos en la antigua Roma pensaban como Cicerón que toda sociedad humana necesitaba de instituciones y de una praxis política que sentara las bases de la convivencia de los que la integraban. En Roma siempre hubo una constitución que amparaba en cada momento a las instituciones del Estado: Senado, Asamblea popular, Emperador, etc., y una forma de hacer política adaptada a los tiempos y que permitía a los ciudadanos sentirse parte de su comunidad.

			No ha dejado de sorprender que Roma no tuviera una constitución escrita, o al menos nunca completamente escrita. A diferencia de los griegos y de tantos otros pueblos, los romanos no contaron con un legislador, una cabeza brillante que diseñara los elementos fundamentales de su Estado. Las constituciones romanas fueron fruto de largos procesos de elaboración, que nunca acabaron de cerrarse, quedando sus instituciones siempre abiertas e imperfectas. La razón para ello descansa en las originales fuentes del derecho en Roma, que no se apoyaban en el prestigio de un individuo, que como Solón en Atenas propusiera un modelo de Estado, sino en dos principios, la tradición (mos) y la existencia de precedentes (exempla), que juntos dotaron a Roma de una notable singularidad.

			El funcionamiento del Estado y de la política en Roma fue siempre complicado, especialmente durante la República, ya que el peso de la tradición condicionaba la vida cotidiana. En Roma existían instituciones como el Senado que nunca se habían regulado y cuyos poderes eran impresionantes. Instituciones que tenían mecanismos de actuación no del todo lógicos o racionales, pero que nadie se atrevía a reformar porque su carácter ancestral las hacía especialmente venerables. Junto a la tradición, las circunstancias históricas también podían hacer variar la estructura del Estado, permitiéndole adaptarse a las necesidades de cada momento. Decisiones tomadas en épocas de crisis o ante problemas graves e imprevistos, facilitaban una cierta renovación que, sin tocar la tradición, hacían evolucionar al Estado. Esas novedades (exempla) cambiaban los procedimientos sin necesidad de legislarlos en su totalidad, ni de abolir lo que se deseaba superar. En Roma siempre hubo una fuerte resistencia a derogar leyes o procedimientos ancestrales: simplemente caían en el olvido y dejaban de aplicarse, salvo que el paso del tiempo los volviera a recuperar, si había especiales motivos para ello. Bastaba que cualquier abogado en un juicio o un político en el Foro apoyara sus argumentos en la tradición o en la existencia de precedentes antiguos para que sus argumentos se impusieran siempre, aun por encima de normas escritas, porque en Roma la tradición y los precedentes acaban imponiéndose a cualquier otra medida. Por ello, aunque el derecho civil y el penal tuvieron un gran desarrollo hasta alcanzar matices inauditos, el derecho público quedó habitualmente complicado e imperfecto, al ser resultado de una maraña de normas que mezclaban instituciones arcaicas sin apenas regulación con soluciones transitorias adaptadas a los tiempos. 

			Esta cierta debilidad política del Estado romano, nunca del todo preciso, nunca del todo completo, facilitó que su clase dirigente tuviera un enorme control sobre las instituciones. Tan singular como su sistema político fueron los valores que la aristocracia romana defendió y practicó ya desde los primeros años de la Monarquía. En aquel entonces, la clase dirigente estaba formada por los sacerdotes de la religión oficial, que ayudaban al rey a cumplir sus tareas de máxima autoridad religiosa. Pero realmente la edad de oro de la aristocracia romana comen­zó con la República, a partir de los siglos V y IV, cuando se renovó completamente, impulsando un Estado secularizado, arrebatando auténtico poder a los sacerdotes que hasta entonces habían sido los únicos intérpretes de la tradición y del derecho. La nueva clase dirigente se asentará gracias a los asombrosos éxitos militares de la conquista de Italia, que les otorgará un prestigio inigualable.

			Posiblemente, la nota más característica de la clase dirigente romana fue su popularidad, su permanente aceptación por el conjunto de la ciudadanía. Durante los quinientos años que duró la República, nadie puso en duda su derecho a gobernar. Es cierto que en determinados momentos de su historia algunos sectores reclamaron mejores condiciones de vida por las duras circunstancias económicas que atravesaban, pero a nadie se le ocurrió denunciar el papel político que la clase dirigente jugaba en la sociedad. La enorme cohesión que se logró durante siglos entre gobernantes y gobernados se debió, en buena medida, a que la clase dirigente supo poner en juego dos conceptos políticos de enorme calado: por una parte, el principio de honorabilidad (honos), a cambio del cual la ciudadanía recibía el de libertas.

			El gobierno de la República fue siempre un acto desinteresado de la clase política, un servicio a la comunidad (honos) por el que el senador no recibía ningún beneficio económico. Lo normal era que el aristócrata gastara su propio patrimonio en favor de sus conciudadanos, de los que solo esperaba recibir reconocimiento y aprecio. Por tanto, la relación política entre gobernante y gobernado era un contrato no escrito que beneficiaba a las dos partes: el gobernante entregaba su tiempo, sus esfuerzos y hasta su propia vida a cambio de que ello fuera formalmente reconocido por todos.

			Ese reconocimiento público de los servicios prestados (fama) se podía plasmar de muy variadas maneras: estatuas públicas, manifestaciones explícitas de apoyo, de obediencia rendida, etc. Pero lo que más necesitaba de la población el aristócrata romano era siempre su voto en los procesos electorales. La sociedad romana no medía el prestigio de su clase dirigente en términos de nacimiento, familia o riqueza, sino sobre todo por el acceso a las magistraturas, que otorgaban al senador republicano auténtico poder. Y para ello se necesitaban votos. Aquel político que tuviera este preciado bien, progresaba en la vida pública hasta alcanzar altísimas cotas de influencia.

			A cambio del voto, la aristocracia romana recompensaba a los ciudadanos con la libertas. Concepto que no alude en absoluto a la autonomía individual o a la capacidad de poder tomar las propias decisiones. Libertas es algo que solo podía ejercer la entera sociedad: es el Estado, la res publica, la que goza de libertas, no los individuos, porque la libertas surge del funcionamiento normal de las instituciones. Es la responsable del entramado político e institucional que convierte al romano en un auténtico ciudadano. Porque todos los habitantes de Roma tienen el derecho colectivo de formar parte de una maquinaria pública que se denomina Estado. La aristocracia permite que cada cual pueda sentirse parte de algo grandioso, de un proyecto común de convivencia que supera las aspiraciones individuales.

			En Roma no importaba en absoluto el grado de participación ciudadana en las instituciones: la legitimidad de un proceso electoral o de un proyecto legislativo no se medía por el simple número de votos depositados. No era más legítima una Asamblea populosa que aquella en la que participaban muy pocas personas. La legitimidad la tenían las instituciones por sí mismas, manifestada normalmente a través del correcto funcionamiento del Estado. Lo importante de la política en Roma no era el bienestar de los ciudadanos, sino la existencia de la propia política; porque siempre se tenía por más valioso la actividad de las instituciones que aquello que buscaban aprobar. La República era libera cuando nada paralizaba los procesos políticos ordinarios.

			El ejercicio del poder en la Roma republicana fue en general el privilegio de unas pocas familias. La población era el mero observador pasivo de lo que hacía su clase dirigente. La política se desarrollaba en presencia de la ciudadanía, en la Asamblea popular casi siempre, pero sin contar con ella, pues del pueblo se esperaba únicamente que actuara como simple espectador del gran teatro que se representaba ante sus ojos. La ciudadanía no era el principal propósito de los gobernantes, y esta solo podía esperar beneficiarse indirectamente, tanto por los gastos que los senadores hacían en favor de la entera comunidad (beneficium) como, sobre todo, a cambio del voto, pues este era la única moneda de cambio que podía poner en juego. La política la hacía la aristocracia, pero para ello necesitaba al conjunto de la población.

			La llegada de los emperadores a partir del año 27 a. C. cambió sustancialmente el panorama institucional y social de Roma. Frente al viejo régimen republicano representado por el Senado, los nuevos monarcas aportaron una forma novedosa de hacer política. Fue este un régimen con mayor desarrollo del Estado, más centralizado y profesional, en el que el gobierno será el privilegio exclusivo de los emperadores. El gran éxito de Augusto y de sus sucesores se basó en cuatro grandes líneas de actuación que hicieron mucho más aceptable el Imperio a aquellos que habitaban a su sombra. Todo empezó por un amplio desarrollo institucional y administrativo, con el objetivo fundamental de aumentar el bienestar de la población. En segundo lugar, el impulso del ejército, cuya misión no fue únicamente defender las fronteras frente a potenciales enemigos, sino especialmente convertirse en un rápido camino para la promoción e integración en la sociedad de aquellos que todavía no eran romanos. A ello se añadió la difusión de la figura del emperador como elemento de unidad en un Imperio diverso y plural. Gracias al culto a los emperadores divinizados y a una intensa labor asistencial que cuidaba muchos aspectos de la vida cotidiana, se logró la cohesión de todos los ciudadanos en torno a su gobernante. Por último, la decisión de convertir las oligarquías locales en el gran soporte del régimen imperial tuvo una eficacia más allá de lo esperado. Así como el orden senatorial fue el grupo dirigente que marcó la evolución de la República, en el Imperio tomó su puesto el orden ecuestre, mucho más próximo al emperador y de extracción más universal, que acabó convirtiéndose con el tiempo en la nueva clase dirigente.

			Pero Roma no ha pasado a la historia simplemente por las instituciones o por el Estado que supo crear, sino que es recordada por lo sorprendente de sus conquistas y por el imperio que levantó, donde volcó todo su saber jurídico y normativo. Lo especial de la expansión romana fue que se logró con un ejército no profesional, integrado por campesinos que pasaban la mayor parte de sus vidas trabajando la tierra y no dedicando sus esfuerzos a ejercitase para la guerra. Igualmente, su oficialidad tampoco era profesional y no contaba con los recursos tácticos para solventar todas las situaciones. Con ese ejército de soldados y mandos inexpertos, que no se convirtieron en profesionales hasta la llegada del Imperio, fue como Roma construyó su sólido poder mediterráneo.

			Ya desde la propia Antigüedad, los pueblos vecinos comenzaron a preguntarse por las causas del militarismo romano, de por qué Roma nunca dejó de expandirse, incluso cuando ya había alcanzado cotas inimaginables. Desde el mismo momento de su fundación, los romanos no dejaron de acudir regularmente a la guerra y de incorporar territorios vecinos. Durante la Monarquía se convirtieron en la potencia hegemónica del Lacio y en una de las grandes ciudades de Italia, sin haber sido conquistados ni por etruscos ni por ningún otro enemigo. Salvo durante la primera mitad del siglo V, donde la presión exterior obligó a Roma a retroceder un tanto, las conquistas exteriores fueron continuadas. Por ello, resulta lógico preguntarse qué impulsaba a los romanos a acudir permanentemente al campo de batalla, cuando todos sus soldados eran campesinos, más pendientes de la lluvia o de la sequía que de saborear las mieles del triunfo.

			Los historiadores modernos han alcanzado una notable unanimidad al afirmar que ese deseo de expansión se debió a dos causas fundamentales: al carácter aristocrático de su sociedad y al modo peculiar de entender la guerra, siempre por motivos de seguridad. Porque las conquistas de Roma fueron la tarea de cientos de generales que por siglos mantuvieron las mismas líneas de actuación. En Roma no hubo generales famosos y carismáticos como Alejandro Magno, que se impusieran más por la eficacia de sus tácticas militares que por el vigor de sus hombres. La gran expansión de los romanos por Italia y el Mediterráneo fue obra de la clase dirigente en su conjunto. La aristocracia romana se hallaba en una permanente necesidad de superación, de alcanzar prestigio y honores al servicio del Estado, especialmente en el campo de batalla. Difícilmente un senador romano lograba poder e influencia si no era eficaz en la guerra. A ello se añadía que el carácter anual de las magistraturas empujaba siempre a la conquista. Un cónsul, normalmente el que mandaba las unidades militares, contaba con un único año para adquirir fama y demostrar su valía. Era muy difícil que los generales romanos pensaran a largo plazo y fueran creando poco a poco las condiciones favorables para que otros obtuvieran triunfos sonados. Cada general precipitaba los acontecimientos para lograr ellos mismos la máxima eficacia en el corto periodo que duraba su mandato; por ello, la guerra en Roma era algo casi cotidiano, porque su clase di­rigente la necesitaba para sostenerse en el poder.

			En segundo lugar, los romanos entendían que la guerra tenía que ser siempre justa y por razones defensivas (bellum pium et iustum), para lo que se exigía la actuación de un colegio sacerdotal que vigilaba la declaración de guerra y la firma de la paz. Para no irritar a los dioses, toda guerra debía iniciarse tras una agresión manifiesta, bien contra Roma, bien contra amigos o aliados. Si se declaraba justa la causa (casus belli), la guerra se convertía en exigencia religiosa. La rectitud moral de la guerra, nunca agresiva y siempre defensiva, conducía a la permanente expansión. Cada vez que Roma ocupaba un territorio vecino para protegerse del ataque de sus habitantes, alargaba sus fronteras, entrando entonces en contacto con una nueva población, convertidos ahora en potenciales enemigos. No pasaba mucho tiempo hasta que las relaciones se deterioraban y los enfrentamientos obligaban a la conquista de dicho territorio para alejar otra vez la amenaza, y con ello se volvían a reproducir las mismas circunstancias, solo que un poco más lejos.

			Además, Roma tuvo la fortuna de ganar no solo las muchas guerras que libró, sino también la paz que las victorias traían consigo. Porque los romanos crearon una hegemonía sólida que no descansaba en el temor a sus legiones, que durante el Imperio se acuartelaron en las fronteras lejos de la población, sino en la satisfacción más que razonable de sus habitantes. Para lograrlo, Roma se sirvió de dos principios políticos de notable éxito: la doble ciudadanía y la hegemonía indirecta.

			Enormemente original fue el pueblo romano concediendo su ciudadanía a aquellos que conquistaba. Este fue el método que empleó básicamente durante la Monarquía, en su primera gran expansión por el Lacio, pues los pueblos sometidos adquirían de inmediato la total condición de romanos. Dicha práctica era novedosa, pues no se había utilizado hasta entonces. Los grandes conquistadores no solían integrar completamente a los sometidos: solían marcar distancias entre unos y otros para provecho de los vencedores. En Grecia, donde las polis tenían apenas un pequeño territorio del que alimentarse, cuando conquistaban al vecino no lo integraban ni les concedían la ciudadanía, pues posiblemente no hubieran tenido recursos suficientes para sostener el aumento de población que ello suponía. Muchos supervivientes eran vendidos como esclavos, mientras que los pocos que quedaban en el lugar malvivían en condiciones penosas. Hasta el siglo IV, Roma fue original en este aspecto, pues creció notablemente en superficie y población gracias a la incorporación de vecinos que, una vez derrotados, no eran explotados sino convertidos en ciudadanos de pleno derecho.

			Este procedimiento cambió en el siglo IV a. C., cuando las conquistas crecieron en número y ciudades mayores que Roma cayeron en su órbita. De haber continuado la misma política de integración total, la aristocracia romana corría el riesgo de perder el control sobre la entera sociedad, pudiendo surgir problemas no queridos por nadie. Por esta razón, la clase gobernante romana creó como solución lo que puede llamarse la doble ciudadanía, un remedio ingenioso que agradó a todas las partes implicadas, especialmente a las ciudades latinas que mejor se adaptaron a esta condición. En vez de su total incorporación, como se había hecho hasta entonces, o su total rechazo como hacían otros pueblos, los latinos quedaron en una posición intermedia. Seguían conservando la plenitud de derechos en la ciudad en la que vivían, la cual gozaba de la suficiente autonomía para regir su futuro inmediato. Pero esos latinos recibían también la ciudadanía romana, no total sino parcial, que se sumaba a la anterior, pues obtenían todos los derechos civiles y la libertad de acción de un ciudadano romano, menos los derechos políticos. Desde el punto de vista civil y económico, eran tan romanos como cualquiera, pero no podían participar en sus instituciones ni ser elegidos para ellas.

			A diferencia de los latinos, los demás pueblos de Italia, como etruscos, samnitas o griegos, no estaban tan interesados en perder su ciudanía ancestral por la nueva que les ofrecían los romanos, de los que aún les separaban notables diferencias. Por lo tanto, para ellos Roma tuvo que inventar una segunda solución ingeniosa que podría denominarse la soberanía indirecta, puesta en marcha básicamente en el siglo III. Por ella, la República renunciaba al gobierno directo y a la explotación de todas las ciudades conquistadas en la Península. Así, Roma evitaba levantar una administración compleja para controlar a todos los vencidos. La aristocracia romana fue siempre muy reacia a desarrollar cualquier burocracia rígida que les arrebatara a ellos el auténtico control del Estado.

			La hegemonía indirecta solucionaba esos problemas y temores. Todas las ciudades conquistadas de Italia conservaban su autonomía y seguían siendo gobernadas por sus leyes y por sus grupos dirigentes, y ninguna autoridad romana se inmiscuía en ellas. También Roma renunciaba a cobrarles impuestos, por lo que la situación tras la derrota no se convertía en gravosa ni humillante. A cambio de tanta generosidad, la ciudad itálica se convertía en aliada de Roma (socius) y renunciaba a aliarse con cualquier otra ciudad. La única obligación que pesaba sobre los aliados era la de sumar su ejército a las legiones cuando el Senado se lo pidiera y participar, ahora como aliados, en las guerras de Roma. De esta forma, la República extendía una hegemonía indirecta sobre toda Italia, logrando el control de la Península, sin gastarse en su gobierno directo. 

			Esta estrategia tan práctica dio un enorme resultado en Italia durante el siglo III, hasta el punto de que las iniciales derrotas ante Aníbal no consiguieron destruir la red de alianzas romana. Incluso cuando comenzó la expansión por el Mediterráneo en el siglo II, el Senado pensó mantener la hegemonía indirecta como instrumento diplomático, lo que se observa claramente en los tratados de paz firmados con Cartago (201) y con Macedonia (196), que siguieron el modelo itálico. Sin embargo, las dificultades en la conquista de Hispania y las frecuentes guerras en Grecia hicieron caer en la cuenta de que ese modelo de política exterior se adaptaba muy bien a Italia, por la cercanía geográfica de todos los aliados, pero que no era una solución universal. En las orillas lejanas del Mediterráneo se tuvo que reemplazar la hegemonía indirecta por un régimen provincial de explotación directa que a la postre cambiará mucho la mentalidad y los modos de hacer del pueblo romano, al tener que gobernar, ahora sin excusas, las vidas de millones de personas.

			La primera consecuencia de la conquista y ocupación del Mediterráneo fue el cambio en la visión de la guerra que tenía el pueblo romano. Como puede suponerse, ninguna de las guerras del siglo II podía considerarse legítima, pues no eran la lógica reacción a una agresión previa, sino actos bélicos deliberados con el objetivo de levantar un imperio. Por tanto, muchos pensadores de la época se lanzaron a dar nuevas soluciones teóricas que permitieran a la Republica continuar con su expansión sin alterar el orden de las cosas ni provocar la ira de los dioses. Pensadores como Panecio, al que siguió casi fielmente Cicerón, crearon para la aristocracia romana los argumentos intelectuales necesarios para gobernar con madurez su nuevo imperio. La guerra dejará de ser el procedimiento para lograr prestigio y botín, como hacían los primeros romanos, y se convirtió en un método que buscaba el bienestar de los derrotados.

			Panecio de Rodas (180-110) fue un filósofo griego de enorme influencia en la Roma de finales del siglo II, no solo por la gran cantidad de aristócratas que acudían diariamente a sus clases, sino también porque perteneció a uno de los círculos de intelectuales más activos del momento, en torno a la figura de Escipión Emiliano. Para este pensador estoico, la guerra no solo es legítima en defensa propia, sino que también lo es como instrumento para la paz, siempre y cuando el fin último sea el bienestar de propios y extraños. Porque la guerra, señala Panecio, es algo natural: todo hombre siente en su naturaleza un afán de imponerse a los demás (appetitio principatus). Pero la guerra exige del vencedor ante todo magnanimidad, para poder atender las nuevas responsabilidades sobrevenidas con la victoria.

			Con estos mimbres intelectuales, Marco Cicerón (100-43), el pensador más influyente del siglo I a. C., hizo un serio llamamiento a la clase dirigente para advertirle que la política exterior de Roma ya no podía seguir basándose en la guerra. Porque la violencia es el modo normal con que los animales resuelven sus disputas, y por tanto es extraña a la condición humana, que debe resolver sus diferencias siempre con la razón. Cicerón advertía a los líderes de su tiempo que la guerra tenía que ser la última opción, cuando hubieran fracasado todos los demás caminos, y nunca se podía realizar con crueldad, pues ello contravenía la esencia más profunda del ser humano.

			Quizá la aportación más trascendental que hizo Cicerón al pensamiento político de su tiempo fue clarificar qué es un ciudadano. Él pensaba que lo que marca la identidad de un pueblo no son la raza, la lengua, la religión o sus costumbres ancestrales. Que fijarse únicamente es esos aspectos equivaldría a devolver al hombre a sus momentos de evolución más primitivos. El ciudadano es aquel que vive en una sociedad sometida al imperio de la ley (iuris consensus) y en la que se busca el interés o el bien de la comunidad (utilitatis communio). Es la ley la que eleva al individuo a la condición de ciudadano y no el nacimiento como pensaban los griegos. Por tanto la ciudadanía romana no puede estar vetada por razones de lengua, religión o color de la piel, sino que se adquiere por la ley y la pueden recibir todos los que se sometan a ella. Adquirir la ciudadanía romana no implicaba traicionar el pasado de cada uno o la memoria de sus antepasados. Cicerón pensaba que todo hombre tiene dos patrias, posee una doble ciudadanía, la primera es la natural, aquella en la que ha nacido y en la que se ha educado, con una historia vivida intensamente; y luego también tiene una segunda, la patria común, la que le hace ciudadano, que se encuentra bajo el dominio de las leyes. Vivir las dos ciudadanías es perfectamente compatible porque no se rechazan mutuamente. Todos deben amarlas por igual, porque la primera hace al hombre humano mientras que la segunda lo eleva a la condición de ciudadano.

			Cuando Augusto inició el gobierno en solitario del Imperio, recogió todo este pensamiento político y supo percibir los cambios que se habían operado en la sociedad romana tras un siglo de crisis y de guerras civiles. Él se marcó una doble tarea que continuarían sus sucesores: en primer lugar, institucionalizar el nuevo régimen, creando un aparato administrativo complejo que pondrá al servicio de todos los habitantes: exactamente aquello que siempre se negó a hacer la República. Y junto a ello, conseguirá una profunda despolitización de la sociedad romana, arrebatando a la clase dirigente sus viejas prerrogativas y anulando la acción del pueblo, que perdió todas las competencias que tuvo durante la República.

			Pero, sin ninguna duda, el gran logro de los primeros emperadores fue crear las condiciones para el desarrollo de una paz y bienestar económico como no se había vivido nunca en el Mediterráneo. La satisfacción de la población en general fue lo que consiguió apuntalar el régimen imperial, plenamente aceptado por todos. En esos largos años de bonanza de los siglos I y II d. C. se desarrollaron las ciudades por todas las provincias, al frente de las cuales se hallaban grupos oligárquicos de gobernantes: caballeros y decuriones, plenamente identificados con el régimen. Ellos transmitieron por todas partes los valores aristocráticos de vieja tradición romana y de culto al emperador. A través de estas oligarquías se difundió la ciudadanía romana, pues eran los primeros en recibirla y los encargados de hacerla atractiva al resto de conciudadanos.

			Todas estas medida hicieron que el régimen imperial fuera ampliamente aceptado y no se diera ninguna contestación por parte de la población. Ni siquiera hubo intelectuales que desde la especulación teórica propusieran alternativas al gobierno de los emperadores, pues no se concebía ningún régimen mejor, ni siquiera aunque este fuera utópico.

			El proceso de integración de toda la población del Imperio tuvo su colofón con Adriano (117-138). La feliz idea de renunciar a la expansión militar y de levantar un sistema defensivo sólido contra posibles amenazas exteriores tuvo enormes consecuencias. Este emperador acabó con siglos de historia militar romana, que veía como algo natural la ampliación permanente de las fronteras por motivos de seguridad: un crecimiento en territorio que teóricamente no concluiría nunca, hasta alcanzar los límites de la aurora. Ya muchas voces a lo largo del siglo I d. C. se habían cuestionado si los beneficios de tantas conquistas justificaban los enormes gastos que producían. El Imperio romano tras Adriano dejó de mirar al exterior, a los potenciales enemigos que podrían amenazar la paz y que tarde o temprano había que conquistar, sin que ello terminara de solucionar el eterno problema de las fronteras. Roma renunció a estar siempre en movimiento, a no dejar de caminar por una senda sin fin. Desde ese momento y por primera vez, los pensadores del siglo II comenzaron a ver el mundo, el orbis terrarum, no como algo indefinido, sino algo singular y concreto que bautizaron sin ninguna duda como el orbis romanus.

		


		
			I.

            La Monarquía en Roma (753-509)

			1. El nacimiento de una ciudad

			A finales del año 1471, por indicación del papa Sixto IV, el escultor renacentista Antonio Pallaiuolo concluyó las figuras en bronce de dos niños desnudos destinados a formar pare de un conjunto escultórico junto a una loba de aspecto atento y amenazante. La escultura tosca de este animal era muy conocida en Roma, porque durante siglos había estado a la vista de todos, decorando las calles de la ciudad. Los niños representaban a Rómulo y Remo, y la nueva composición quedó instalada, por orden del papa, en el Palazzo dei Conservatori, en la misma cima del Capitolio, convirtiéndose desde ese momento en el emblema y símbolo de la ciudad. Aunque la llamada Loba Capitolina es una figura de bronce de época medieval, posiblemente realizada en el siglo XII, es sin duda la continuadora de una larga tradición de este tipo de representaciones que tuvo su origen en la Antigüedad. Los propios romanos, conscientes del trascendental significado de la escena, plasmaron en monedas, imágenes y pinturas la figura del animal que salvó de morir a los dos gemelos como símbolo de la perennidad de su propia cultura. Posiblemente no exista ninguna otra ciudad en el mundo que haya conseguido una mayor identificación con su animal representativo como Roma con su Loba Capitolina.

			Pero ¿qué verdad hay en todo el relato sobre la fundación de Roma? ¿Hasta qué punto puede afirmarse la historicidad de una leyenda tan sorprendente y fabulosa como la que se simboliza a través de los gemelos Rómulo y Remo? Estas preguntas no habrían tenido ningún sentido si se las hubiéramos realizado a un habitante de la Roma antigua. Para los propios romanos, esta tradición era cierta e indiscutible y tales habían sido las circunstancias que rodearon la fundación de su ciudad. Según la creencia más común, los dos hermanos se disputaron la ubicación exacta de la futura ciudad. Rómulo prefería la colina del Palatino, mientras que Remo se inclinaba por la del Aventino, junto al Tíber y algo más al sur que la anterior. Fueron los dioses quienes tomaron la última decisión y dieron su apoyo a Rómulo al enviarle un augurio más imponente: doce buitres volando a su izquierda, mientras que Remo solo pudo divisar seis. Prácticamente todos los romanos creían que el rito fundacional había tenido lugar el 21 de abril del año 753 a. C., cuando Rómulo, siguiendo el designio de los dioses, trazó con dos bueyes y un arado el perímetro de la futura ciudad sobre la colina del Palatino.

			A nadie se le escapa que la leyenda de Rómulo y Remo tiene los suficientes tintes fantásticos para poder ser rechazada por irreal. Además, los restos arqueológicos hallados en el Palatino demuestran que la colina estuvo habitada sin interrupción desde el 1000 a. C., o sea doscientos cincuenta años antes de la hipotética fundación. Ningún historiador moderno duda al afirmar que Rómulo jamás existió y que su figura fue la simple materialización de la historia inicial de una ciudad que llegó a convertirse en una gran potencia. Rómulo, cuyo nombre deriva del de Roma y no al revés, fue el resultado del deseo de muchos romanos de imitar a los griegos, cuyas ciudades contaban habitualmente con un fundador conocido y con un momento fundacional, de ahí que la figura del primer rey fuera creada para llenar el vacío y el desconocimiento de los momentos iniciales de la ciudad. Sin embargo, en lo que la investigación no ha logrado nunca alcanzar un entendimiento es sobre la cuestión de si detrás de lo aparentemente legendario de la figura de Rómulo se esconde algo de verdad, y que, aunque tengan que rechazarse muchos detalles del relato por inverosímiles, en el fondo la leyenda responde a un hecho histórico incuestionable, pero con otros nombres y otras circunstancias. La pregunta realmente clave es cómo se formó históricamente Roma: si tuvo un momento fundacional, un primer rey desconocido para nosotros, o si bien fue fruto de un largo proceso evolutivo representado y sustanciado todo él en la vida de un personaje fantástico llamado Rómulo.

			La respuesta no es nada fácil y ha provocado una larga controversia entre los especialistas. De alguna manera, la discusión sobre los orígenes de Roma se ha centrado en cómo interpretar la información procedente de las fuentes literarias y de la tradición, ya que estas contienen demasiados datos legendarios parea ser aceptada. El camino más frecuente que se ha emprendido para acertar con la verdad ha sido contrastar lo que pensaban los propios romanos con los restos arqueológicos hallados Roma en los momentos de su posible fundación. Hoy en día, gracias a las excavaciones realizadas en los años cincuenta en el Foro y en los ochenta en el Palatino, conocemos mucho mejor que nunca las vicisitudes y circunstancias iniciales de la ciudad, hasta el punto de tener una imagen más certera de lo que realmente pudo haber pasado. Sin embargo, las dudas surgen cuando se intenta contrastar la información que aporta la arqueología con la que aporta la tradición, y es ahí donde los especialistas no se ponen de acuerdo. 

			La mayor parte de los historiadores actuales piensan que el nacimiento de Roma fue fruto de un largo proceso evolutivo, por el cual, durante siglos, un conjunto de aldeas de pastores próximas al Tíber se fue trasformando en una auténtica ciudad hasta alcanzar una organización social y política propia de una polis avanzada. En cambio, en lo que la investigación moderna no se pone de acuerdo es en el momento en el que Roma dejó de ser una simple aldea y se convirtió en una auténtica ciudad. Durante buena parte del siglo XX se creyó que la ciudad de Roma había nacido hacia el año 575, cuando los etruscos ocuparon su territorio y forzaron a sus habitantes a modernizarse, concluyendo que Roma había sido una creación de los etruscos. Sin embargo, desde hace unas pocas décadas, la investigación ha comprobado que la conversión de Roma en ciudad fue muy anterior, y que en ella nada tuvieron que ver los etruscos, los cuales probablemente nunca conquistaron Roma. La teoría historiográfica de que la fundación de Roma había sido fruto de una imposición extranjera surgió a mediados del siglo XX debido a los errores metodológicos cometidos por la Escuela Sueca de Roma, dirigida por Einar Gjerstad, que excavó por entonces el Foro de la ciudad. Los fallos en la datación de las estructuras urbanas y la abundancia de objetos etruscos llevaron a pensar que hasta el año 575 Roma no había dejado de ser una simple aldea y que había sido este pueblo quien realmente había cambiado Roma. Sin embargo, nuevas excavaciones en el Foro y en el Palatino durante los años ochenta del siglo pasado han permitido afirmar que, hacia el 630-625, Roma ya tenía la apariencia de una ciudad, con sus instituciones y una estructura social evolucionada. Por tanto, había que concluir que Roma había alcanzado su condición urbana por ella misma, sin necesidad de pueblos extraños. Estos errores históricos proceden del excesivo afán por fijar la atención únicamente en los materiales arqueológicos de la primitiva Roma: el momento de la pavimentación del foro, cuándo se construyeron sus primeros templos o infraestructuras, etc., porque se puede llegar a confundir ciudad con urbanismo. Lo que caracteriza una ciudad son sus habitantes y no la extensión de sus calles o la riqueza de sus necrópolis. Sin ciudadanos no existe propiamente una ciudad, como ya señalaba Cicerón al definirla como iuris societatis civium (República 1.13.49), y, por lo tanto, la arqueología difícilmente puede señalar el momento en que una agrupación humana se organiza a nivel político. Para muchos historiadores solo se puede hablar de ciudad cuando se logra una total articulación entre los elementos políticos, institucionales, religiosos, sociales, etc., basados sobre vínculos jurídicos claros y definidos. Lógicamente, los restos arqueológicos por sí mismos no son capaces de señalar el momento preciso en el que una comunidad alcanza su madurez política, que es lo que define propiamente a una ciudad.

			Una solución de compromiso entre las fuentes históricas y arqueológicas se está alcanzando en torno a la idea de que la ciudad es previa al urbanismo, pues los espacios públicos son la necesaria consecuencia de una conciencia colectiva y urbana que necesita de ellos para interactuar políticamente: primero nace la ciudad y luego aparece el urbanismo. Por ello está tomando fuerza últimamente la propuesta de fechar el nacimiento de Roma hacia el año 650 a. C., momento en el que una serie de cabañas situadas junto a la vía Sacra son derribadas para crear una plaza pavimentada y establecer en ella el primer mercado o foro de la ciudad. Años más tarde, hacia el 625, se renueva el pavimento y la plaza se extiende más hacia el norte, hacia el Capitolio, a la vez que se crea en ella un lugar de reunión, comitium, de la Asamblea popular. La existencia de un cuerpo público y de una autoridad que organiza y regula la vida cotidiana son suficientes síntomas para permitir hablar ya de ciudad.

			La fundación de Roma

			Los notables avances en el conocimiento de la historia primitiva de Roma han permitido reconciliar el relato de las fuentes antiguas con los restos arqueológicos, que hasta hace poco se rechazaban mutuamente. Esta coincidencia se muestra más evidente en la cronología y en la evolución de la estructura social. Ya nadie duda de que Roma estaba formada como polis en el siglo VII, y que fue fruto de su propia evolución interna y no forzada por ninguna conquista. Sin embargo, en lo que todavía los especialistas no han conseguido alcanzar un criterio único es en cómo se realizó exactamente esa conversión. Al respecto existen hoy en día dos interpretaciones coherentes. En un lado se encuentran aquellos que defienden la literalidad de la tradición romana y piensan que Roma tuvo un auténtico momento fundacional. Este habría ocurrido en la colina del Palatino en algún año entre el 750 y el 730 a. C., exactamente como se afirmaba rotundamente en la Antigüedad. Desde el Palatino, la ciudad se iría expandiendo hacia las colinas próximas, incorporando las aldeas allí establecidas, especialmente las ubicadas entre el Capitolio y el Quirinal. Frente a esta postura, y también aceptando en sus líneas generales el relato de la tradición, están aquellos otros que sostienen la inexistencia de una fecha fundacional concreta y precisa. Para ellos, Roma sería el fruto de un largo proceso evolutivo, atestiguado desde el año 1000 en adelante, que llevará a Roma a convertirse en una auténtica ciudad a finales del siglo VII, como ya demuestra su primer urbanismo. Por añadidura, esta opción restaría importancia al papel jugado por los habitantes de la colina del Palatino como motor fundacional y defendería la paulatina unión de varias aldeas entre sí, un auténtico synoikismos al estilo griego, que haría converger en una unidad política llamada Roma a la población dispersa por sus siete colinas. Usando conceptos de la investigación alemana, la discusión se centraría entre si Roma fue fruto de una Stadtgrundung, un nacimiento con día y año reconocibles, o surgió como consecuencia de una larga evolución en la que convegieron diversos factores: una Stadtwerdung.

			La hipótesis de los que defienden un momento fundacional para Roma, una Stadtgrundung, ha cobrado mucha fuerza tras las excavaciones de A. Carandini en la ladera del Palatino próxima al Arco de Tito. Allí apareció una casa republicana de fines del siglo III a. C., bajo cuyos estratos se encontró una segunda, fechable hacia el 530-520, con atrio y jardín. Pero estas dos casas no estaban construidas sobre el suelo virgen, sino en un aterrazamiento artificial donde apareció un sistema de amurallamiento bastante complejo que discurría entre la Velia y el Palatino. Lo sorprendente es que esta muralla tenía cuatro fases diversas: la más reciente era coetánea a la casa con atrio y jardín de hacia el 530; luego seguían otras dos murallas levantadas entre el 600 y 670 a. C. respectivamente, hechas con tufa, la piedra volcánica típica de Roma. Pero ahí no acabaron las sorpresas, ya que se encontró una cuarta muralla más, paralela a las tres anteriores, tallada en la roca virgen, fechable hacia el 730 o 720 por los restos de cerámica y algunas fíbulas encontradas allí. Semejantes evidencias arqueológicas tan antiguas han permitido defender la historicidad de la fundación de Roma hacia mediados del siglo VIII. En la tradición mediterránea, el principal elemento para la fundación de la ciudad era siempre el establecer sus límites: en concreto, dividir la zona hostil del exterior de la zona amiga del interior, y eso en la ciudad lo marcaba la muralla o pomerium, que era mucho más un concepto religioso que físico. Por lo tanto, estos restos arqueológicos no serían meros testimonios de un sistema defensivo complejo, sino que prueban la presencia de una comunidad cívica que se manifiesta a través de una clara ideología que mezcla política y religión. 

			Sin negar la realidad física de estos hallazgos arqueológicos, muchos autores prefieren retrasar la fecha a partir de la cual se puede entender a Roma como una auténtica civitas. La razón de todo ello radica en que una ciudad es mucho más que su propio urbanismo, aunque este exija la presencia de una incipiente sociedad organizada y una cierta autoridad que coordine y aúne los esfuerzos. Una ciudad antigua integra siempre un territorio y es la sede de unas instituciones políticas que capacitan a sus habitantes como ciudadanos, con más o menos derechos, pero conscientes de la existencia de una entidad superior al individuo. Es por esta razón que muchos historiadores prefieren retrasar la conversión de Roma en auténtica ciudad al momento en que el relato arqueológico pueda dar pruebas de la existencia de instituciones políticas, aunque sean incipientes.

			El primer síntoma de que algo sustancial comenzaba a cambiar en Roma aconteció hacia el año 650 a. C. En ese momento, en un lugar próximo al futuro templo de Julio César, al final de la vía Sacra, se derribaron algunas cabañas de adobe para construir en su lugar una plaza pavimentada que se empleará como mercado. Unos veinticinco años más tarde, su pavimento se renovó completamente, a la vez que dicha plaza se ampliaba hacia el norte, hacia el Capitolio, creándose así el Foro romano. Simultáneamente, entre la Velia y el Palatino se levantaron nuevas casas, de estructra compleja y construidas en piedra, lo que puede indicar la aparición de familias con un mayor poder adquisitivo. El primer edificio claramente público testimoniado por las fuentes arqueológicas es la Regia, el palacio del monarca, que durante la República se convirtió en la residencia oficial del pontifex maximus, y que fue construido hacia el año 610. Con el cambio de siglo, en torno al año 600 se puede comprobar la construcción de un edificio en la parte opuesta de esta plaza pública y en el terreno donde siglos más tarde tendrán lugar las reuniones del Senado. Posiblemente se trate de la curia Hostilia que la tradición atribuye al rey Tulio Hostilio.

			[image: ]

			A partir del siglo VI, el Foro romano se irá completando con nuevos edificios públicos, a la vez que se mejora la pavimentación y se construye un sistema de alcantarillas para evacuar las aguas del Velabro, el arroyo que transitaba a través. Hacia el año 570 puede datarse el primer templo público del Foro. De él se conserva el altar, la parte baja de una columna, que posiblemente soportaba la estatua de la divinidad, y un bloque de piedra negra con inscripción en latín arcaico conteniendo la palabra rey (recei), el llamado Lapis Niger. Es muy probable que se trate del templo dedicado al dios Vulcano del que hablan las fuentes. Hacia el 560 se tiene ya constancia, igualmente, de la construcción del templo de Vesta junto a la Regia, el palacio del monarca. Por último, de mediados del siglo VI data el comienzo de las obras de lo que será el templo más grande del Mediterráneo en su momento. Con unas dimensiones de 61 por 55 metros, el templo Júpiter, Juno y Minerva en lo alto del Capitolio se convertirá en el centro religioso de Roma y referencia artística para muchas otras construcciones. 

			Todos estos datos recogidos por los arqueólogos no muestran solamente una evolución lineal del urbanismo de Roma, sino algo mucho más profundo: la creación de las primeras instituciones urbanas y el nacimiento de la conciencia de formar una unidad política. Por supuesto que estos datos arqueológicos sin las convenientes fuentes literarias serían de poca utilidad, pero tantos restos materiales juntos aseguran la correcta interpretación de la tradición literaria. Todo lleva a pensar que hacia el año 650 o 630 la polis romana ya estaba formada, hasta tal punto de necesitar espacios apropiados para que sus instituciones pudieran funcionar adecuadamente. En primer lugar, la plaza del Foro no era solo el lugar de mercado o de abastecimiento de víveres, sino que tenía un sitio especial para reunir la Asamblea popular o comitium, en el que todos los ciudadanos, con conciencia cívica de pertenecer a una entidad política superior, se reunían para acordar actuaciones conjuntas. Entre el año 610 y el 600 se construyó la residencia o palacio de los reyes de Roma y la sede de la tercera institución del Estado: el Senado. Frente a las cabañas de adobe de etapas anteriores, las nuevas edificaciones se harán en piedra con sillares bien trabajados, apropiados para el fin que se buscaba. Por último, la ciudad se completa con los edificios destinados al culto, tanto en el Foro como en el Foro Boario (mercado de bueyes) y en el Capitolio, manifestaciones últimas de esa conciencia ciudadana. 

			Muchos historiadores han querido ver en este proceso un fenómeno pausado en el tiempo, en el que la ciudad se fue formando con sus instituciones y su cuerpo cívico en la media en que las circunstancias lo permitieron. Por ello, no es de extrañar que frente a los que defienden una auténtica fundación de Roma por un rey llamado Rómulo, otros investigadores se inclinen por el concepto de evolución (Stadtwerdung). Fruto de un synoikismos o proceso de 
unificación, del que no se excluyen las influencias extranjeras, se fue formando la ciudad de Roma de modo paulatino. La agregación de las pequeñas aldeas que se repartían por las colinas en torno al Foro fue el elemento culminante de esa evolución. Quizás el Palatino, entre las demás colinas, pudo tener un papel más efectivo o de mayor peso como lo señala la tradición o algunas festividades religiosas, pero a la postre Roma fue el resultado de una voluntad común mantenida durante generaciones. 

			La primera expansión territorial

			En el año 43, Publio Varrón publicó su monumental obra sobre las Antigüedades romanas: una recopilación minuciosa de datos e informaciones sobre los orígenes de la ciudad. En ella se señala algo que muchos historiadores no han tenido ningún problema en ratificar: que las condiciones físicas del entorno de Roma eran tales que ahí tenía que surgir una ciudad tarde o temprano. Dicho de otra manera, que Roma tenía necesariamente que existir, pues alguien acabaría levantando en ella una ciudad poderosa. También Tito Livio se sumó a esta especie de determinismo geográfico al añadir por boca de Camilo: “no sin motivo, los dioses y los hombres han escogido este emplazamiento para fundar Roma” (5.54.4), a lo que se suma el geógrafo griego Estrabón, que añadió que el lugar de Roma había sido señalado “más por las condiciones que por la propia libre elección” (5.3.7).

			Posiblemente Varrón y los otros autores tengan razón al destacar dicho condicionante: Roma se encontraba en un lugar privilegiado. El Tíber es uno de los ríos más largos de Italia y divide prácticamente en dos la Península, constituyéndose en la principal vía de salida hacia el mar de muchos pueblos del interior, especialmente de aquellos que vivían a lo largo de los Apeninos. Próximo a su desembocadura se encontraban unas riquísimas minas de sal marina, obtenida a través de la evaporación del agua del mar. Esta actividad antiquísima ya existía en el momento de la posible fundación de Roma. Este producto era enormemente importante para la población primitiva, especialmente la que vivía en el interior de Italia, donde la sal no se podía obtener de otra manera más que trayéndola del mar. La sal era necesaria tanto para la conservación de los alimentos destinados al consumo humano, como para la salud del ganado doméstico, sin la cual difícilmente podría alimentarse convenientemente. En una sociedad ganadera y pastoril como la latina, la sal constituía un bien de altísima importancia.

			Roma se convirtió desde muy pronto en el centro del comercio y distribución de sal. Hasta la ciudad llegaba directamente una antiquísima calzada, la vía Salaria, que la comunicaba con la costa. Siguiendo el margen derecho del Tíber, alcanzaba Roma y, tras cruzar el río, abastecía el mercado local, el Foro Boario, donde acudían a buscarla tanto pastores de los alrededores como comerciantes que se encargaban de su transporte al interior. También desde Roma, pero a lo largo del margen izquierdo del río, transitaba otra calzada, la vía Campana, que una vez alcanzado el litoral giraba hacia el Sur, vinculando a Roma con las ricas ciudades de la Magna Grecia.

			Como queda dicho, el Tíber circulaba desde la montaña hacia la llanura y los campos de sal. Al llegar a Roma, antes del primer meandro y en el margen izquierdo, aparecía una amplia llanura de origen aluvial que en el futuro se conocerá como Campo de Marte. Más abajo, y poco antes del segundo meandro, se encontraba la isla Tiberina, de forma alargada y más próxima a la orilla izquierda que a la derecha. Su existencia facilitaba el paso de un lado a otro con puentes de madera, convirtiéndose en el mejor vado para cruzar de norte a sur la Península Itálica. La isla formaba una especie de dique que remansaba las aguas del Tíber, permitiendo la aparición de un puerto fluvial en la parte más cóncava de este meandro, exactamente donde se encontrará en su momento el Foro Boario. Ahí desembarcaban marineros procedentes de Ostia y con ellos ricas mercancías traídas por griegos y fenicios. Al pisar tierra, estos navegantes se encontraban con el panorama de las colinas de Roma. Como si fuera la cávea de un teatro clásico, ante sus ojos se extendía el Capitolio a su izquierda, el Palatino de frente y el Aventino a la derecha. En el Foro Boario se intercambiaban toda clase de productos: en primer lugar, la sal que procedía de la costa, pero también ganado y otros animales, a lo que se añadía la madera de los ricos bosques cercanos, tanto para ser usada en la construcción, como para ser usado a modo de combustible en las prácticas funerarias y en la vida cotidiana. En una sociedad pastoril como la latina o la sabina del interior, estos mercados constituían el eje de la vida económica; el lugar en el que se vendían los excedentes de producción y se intercambiaban por productos que la economía autárquica imperante no podía brindarles.

			Por último, las colinas de Roma ofrecían las suficientes garantías de seguridad para proteger convenientemente estas actividades económicas. Aunque los datos arqueológicos indican que el Capitolio fue la colina que primero se habitó, pues dominaba mejor que ninguna otra la isla Tiberina y el Foro Boario, sin embargo el Palatino fue la primera en fortificarse. Sus escarpadas laderas ofrecían suficiente protección y solo hubo que reforzar la vertiente norte: la que miraba directamente hacia el Foro romano. Como ha quedado dicho, entre la Velia y el Palatino se han encontrado restos de fosos y murallas de “época de Rómulo” que atestiguan el valor estratégico de este punto de la ciudad y explican por qué la tradición siempre ha concedido protagonismo al Palatino frente a las otras seis colinas de Roma.

			Sin caer en el dogmatismo de algunos autores antiguos y de otros tantos modernos, no se puede decir que Roma estuviera condenada a ser fundada, ya que en sus proximidades existían otras localidades que podrían haber ocupado su papel en la Historia. Roma fue capaz de jugar bien sus cartas y aprovechar las oportunidades que el entorno geográfico y las circunstancias le ofrecieron. Roma tuvo la suerte de estar al borde de uno de los ríos más importantes de Italia: no muy lejos del mar y no muy lejos de las montañas del interior. Con un vado muy accesible y fácil de cruzar, que se encontraba precisamente en la cercanía de un lugar utilizable como puerto. Unas colinas escarpadas y próximas al río daban protección a los habitantes y a los transeúntes, y su magnífico mercado junto al puerto era el lugar ideal para encontrar oportunidades económicas. Por último, su localzación en el cruce de caminos que surcaban de norte a sur la Península le permitió alcanzar la suficiente fuerza para iniciar una expansión imparable, primero sobre los latinos y luego por el resto de Italia. 

			La ciudad de Roma no dejó de crecer en superficie durante el periodo monárquico, tanto en sus propios límites como en influencia sobre los latinos. Según la tradición romana, Rómulo fortificó las colinas del Palatino, el Capitolio, el Aventino (Dionisio, 2.37) y también el Quirinal (Estrabón, Geografía, 5.3.7). El rey Tulio Hostilio incluyó en la ciudad la colina del Celio (Dionisio 3.1.5), mientras que Anco Marcio volvió a reforzar las defensas del Aventino. Tarquinio Prisco reemplazó las partes más débiles de las murallas, aquellas hechas de fosos y empalizadas, con sillares bien tallados (Dionisio, 3.67.4) y el rey Servio Tulio incluyó en la ciudad de Roma el Esquilino y el Viminal (Dionisio, 4.13.3), completando así las siete colinas de Roma.

			Servio Tulio fue responsable de algo más que las últimas tareas defensivas. Según los propios historiadores romanos fue el que estableció los límites definitivos de la ciudad, tanto en sus aspectos urbanísticos como en sus aspectos más formales, o sea, aquellos que afectan a la conciencia política de los ciudadanos. Las fuentes lo hacen responsable de la construcción del pomerium y de la división de la ciudad de Roma en cuatro distritos territoriales.

			El pomerium, o muralla que protege la ciudad, es un concepto muy romano. La fundación de toda ciudad nueva se realizaba por medio de un rito mágico con el objetivo de establecer sus límites físicos y religiosos. El magistrado romano encargado del rito fundacional uncía al arado un buey, en el lado derecho, y una vaca en el izquierdo; de esa manera, con la cabeza velada trazaba un surco por donde en su momento se levantarían las murallas de la ciudad, teniendo siempre cuidado de no dejar caer tierra en el lado exterior del surco: si ello ocurría, la tierra era cuidadosamente devuelta a su lugar. En el lugar donde estaban previstas las puertas, el arado se levantaba para que no dañara la tierra, volviendo a reiniciar el surco en el lugar en el que continuaba la muralla. De esta manera se lograba una protección mágico-religiosa de los dioses infernales contra todo aquel que intentara saltar los muros con intenciones perversas (Catón, Orígenes, 1.18).

			La tradición no es unánime al señalar si Rómulo realizó realmente este tipo de rito o no. Lo que sí es cierto es que se le atribuye a Servio Tulio el levantamiento del pomerium definitivo de Roma, convirtiéndose de esta manera en un segundo fundador de la ciudad. La superficie que abarcarían dichos límites a finales del siglo VI sería de unas 285 hectáreas, lo que convertía a Roma en la ciudad más grande del Lacio y en una de las más grandes de Italia, comparable a muchas de Etruria o de la Magna Grecia. Una ciudad media del Lacio podía tener unas 30 o 40 hectáreas, como Lavinium o Ardea respectivamente. Cumas, la primera colonia griega de la Campania, tenía 70 hectáreas, mientras que las ciudades más grandes eran Agrigento (450 ha.) y Tarento (510 ha.). En cuanto a la población, los especialistas la han situado entre 30.000 y 50.000 habitantes. Ello implica que Roma, en torno al año 500 a. C., se había convertido en una populosa ciudad, cuyo peso político y militar no va a dejar de crecer en los años futuros. 

			A la par que su desarrollo urbano, la influencia de Roma en la región creció significativamente a lo largo del siglo VI. Desco­nocemos muchos de los detalles de la expansión romana de esa época, pues las fuentes son muy imprecisas y sus relatos no pueden ser considerados totalmente ciertos. El mundo la­tino, en el que surgió Roma, estaba lleno de pequeñas ciudades independientes que se extendían desde los Montes Albanos hasta el litoral a través de la llanura Pontina. Estas comunidades estaban unidas, no solo por la posesión del mismo idioma, sino que también recordaban un pasado común a través de algunas festividades y santuarios que eran considerados como patrimonio de todos. Cada año, las ciudades latinas se reunían en lo alto del monte Calvo para un solemne sacrificio a Júpiter. Alba Longa, de donde procedían Rómulo y Remo, era de facto un centro de culto lacial, al igual que la ciudad de Lavinium donde se veneraban los dioses Penates traídos por Eneas desde la misma Troya.

			Los propios historiadores romanos se hicieron eco del progresivo protagonismo que fue tomando Roma en la zona hasta convertirse en la potencia hegemónica. El rey Tulio Hostilio fue el primer conquistador romano, al incorporar el territorio de Alba Longa, la ciudad en la que nacieron Rómulo y Remo. Su sucesor, Anco Marcio, tuvo un notable éxito militar al expandirse a lo largo del valle del Tíber, desde Roma hasta la desembocadura del río. Tarquinio Prisco desarrolló un nuevo ejército, capaz de responder a las necesidades defensivas de Roma. Servio Tulio construyó el templo de Diana en el Aventino, con el que pretendía desplazar el culto federal de esta divinidad localizado en Aricia, e imponer uno nuevo bajo dirección romana. Por último, con Tarquinio el Soberbio Roma alcanzó su máxima expansión en el siglo VI, estableciendo ya de hecho la hegemonía indiscutible en todo el Lacio. Él conquistó Gabii y Túsculum y se hallaba asediando la ciudad de Ardea cuando se instauró la República.

			Los intentos de los latinos de librarse de la hegemonía romana cuajaron en una coalición de ocho ciudades que se rebe­laron contra Roma el año 496 y que establecieron su centro político en el santuario consagrado a Diana, cerca de Nemi. En la batalla del Lago Regilo, el ejército romano derrotó dicha coalición, imponiendo a todos los latinos duras condiciones de paz. A consecuencia de ello, el año 493 el cónsul Espurio Casio firmó en nombre de Roma un pacto o alianza, conocido como foedus Cassianum, que materializaba la hegemonía de Roma sobre toda la región. Las ciudades latinas fueron obligadas a entrar en una alianza a la que se unió más tarde el pueblo de los ernios. Dicho foedus, que consideraba iguales a todos sus miembros, sirvió también para resistir conjuntamente a la presión de la población de los Apeninos, volscos y ecuos, que se habían extendido a través de la región póntica hasta el mar y amenazaban las comunicaciones de Roma con el sur de Italia. La alianza se realizaba sobre la base de la paridad y reciprocidad de las decisiones; se excluían las agresiones mutuas y se exigía a sus miembros la obligación de ayudar o auxiliar a las partes en peligro.

			Un último indicio de hasta dónde llegó la expansión romana en el siglo VI fue la posible firma de un tratado de Roma con Cartago el año 509. Esta información procede de Polibio, el escritor griego afincado en Roma, el cual en el año 152, durante sus investigaciones históricas, encontró en el archivo del Capitolio unas tablas de bronce que contenían los textos de tres tratados firmados entre romanos y cartagineses. El autor griego señaló que el más reciente de los tres procedía de la época de las Guerras Púnicas; el segundo no pudo fecharlo, pero la investigación tiende a fijarlo hacia el 348, siguiendo la indicaciones Livio (7.27.2) y Diodoro (16.69.1). En cambio, el primero y más antiguo de los tratados fue firmado el año 509, el mismo año en el que se proclamó la República romana, según la afirmación del historiador griego.

			La investigación moderna ha discutido enormemente sobre la veracidad o no de la información de Polibio; quizás no tanto si vio los textos a los que alude, sino más bien si se podían fechar en los años en que él lo hizo, especialmente el tratado más antiguo. Para muchos historiadores es sorprendente que a finales del siglo VI a. C. Roma estuviera en condiciones de cerrar un acuerdo político con la principal potencia marítima del Mediterráneo occidental, en el que ambas ciudades se repartieran sus áreas de influencias, comprometiéndose a no interferir en sus respectivos intereses: Cartago se reservaba la isla Cerdeña y la costa de Libia en el Mediterráneo, mientras que Roma extendería su protectorado por todo el Lacio, incluyendo la ciudad de Terracina a cien kilómetros al sur de la ciudad.

			Hoy en día son cada vez más los que aceptan la historicidad de la información del Polibio. A comienzos de los años sesenta se descubrió al norte de Roma, en el puerto etrusco de Pyrgi, una inscripción bilingüe en etrusco y fenicio fechable hacia el año 500. Aunque su contenido no tenga relación directa con la historia de Roma, lo que sí es cierto es que su hallazgo prueba la presencia de cartagineses en las costas del Mar Tirreno. Los etruscos consumían importantes objetos de lujo como cerámica, adornos personales, armas, etc., que eran llevados hasta ellos por comerciantes cartagineses que servían de intermediarios en los mercados del Mediterráneo. Estos cartagineses viajarían también a Roma y no sería de extrañar que la propia Cartago buscara una cierta seguridad jurídica, así como mantener buenas relaciones entre todas las partes, por la vía del respeto de los mutuos intereses. En todo caso, de lo que no hay ninguna duda es que Roma, hacia el año 500 a. C., se había convertido en el referente político de toda Italia gracias a su condición de ciudad hegemónica en el centro de la Península.

			2. La Monarquía romana

			El senador romano Cornelio Tácito fue un político culto e ilustrado que vivió a finales del siglo I d. C. y que desarrolló una cierta carrera política al servicio de emperadores como Domiciano o Trajano. Su actividad pública fue modesta, desem­peñando algunos puestos interesantes del cursus horum senatorial, pero sin llegar al peso político de coetáneos o parientes suyos como su suegro Julio Agrícola. A Tácito no se le conoce por haber sido gobernador y comandante de legión, sino por su condición de historiador. Sus obras se encuentran entre las más acertadas, y su método de investigación es crítico y pormenorizado. Su libro más extenso lleva por título Annales, que contiene el relato histórico de lo sucedido en Roma entre el año 14 y el 68 d. C. Al haber escogido este título, Tácito quedaba obligado a emplear una metodología muy peculiar y muy romana, consistente en el recuento de los hechos año por año (annales) desde la fundación de Roma hasta el momento en el que escribe el historiador. Pero Tácito no quería ser un autor más que escribiera anales, ya que su intención era estudiar Roma desde Augusto hasta Nerón. Por esta razón hizo la trampa de empezar con el año 753 y la Monarquía, pues lo hacían todos los analistas, pero resumió más de doscientos años de historia con la simple frase de que urbem Romam a principio reges habuere (Tácito, Anales, 1.1.). 

			Sin embargo, muchísimos historiadores modernos no están de acuerdo en absoluto con lo indicado por Tácito. La investigación a lo largo del siglo XX ha sido muy crítica con lo que las fuentes han transmitido sobre los reyes de Roma. Para unos, el relato de la tradición no tiene ningún fundamento y los siete reyes de la ciudad deben considerarse como falsos y sospechosa toda su información. Otros optan por intentar un cierto pacto con la tradición romana, aceptando algunos aspectos de la Monarquía, pero intentando a la vez maquillar o adaptar a una visión más racionalista aquellos aspectos que no terminan de aceptar. Por último, también están los historiadores que no rechazan en absoluto la tradición romana, que aceptan en su conjunto lo transmitido por esta, pero que a la vez son conscientes de que existen elementos legendarios, que, debidamente aislados, permiten salvar de la fantasía muchos acontecimientos reales. 

			El origen de tanta polémica radica en el hecho de que los historiadores romanos comenzaron a redactar la historia de Roma quinientos años después de su fundación. Fue a mediados del siglo III a. C. cuando los propios romanos iniciaron esta tarea de reconstruir su pasado, trabajo que solo se encauzará convenientemente a partir del siglo siguiente. Por ello, el conocimiento de la historia de Roma solo es científicamente seguro a partir de las Guerra Púnicas, mientras que la inseguridad y las dudas crecen progresivamente en la medida en que el relato se aleja de ese siglo. La Monarquía romana es, sin duda, el periodo peor conocido de todos, en el que a veces los relatos fantásticos e imaginativos se mezclan con hechos reales y completamente históricos, llevando a la confusión a todo lector inadvertido.

			El conocimiento de la Monarquía romana

			Las dos fuentes básicas de información sobre la Monarquía romana son sin duda las obras de Tito Livio y Dionisio de Halicarnaso, que escribieron en latín y en griego para sus respectivos mundos culturales, sendas historias de Roma. Tito Livio (59 a. C.-17 d. C.) es el autor de la obra Ab urbe condita, compuesta por ciento cuarenta y dos volúmenes, de los cuales solo treinta y cinco se han conservado con el paso de los años. El primer volumen está consagrado directamente a la Monarquía y abarca desde la fundación de Roma el 753 hasta la expulsión de los reyes el año 509. Dionisio de Halicarnaso, contemporáneo del anterior, estaba más interesado en el ascenso de Roma a potencia de primer orden y centró su relato en el periodo del 753 al 264, cuando estalló la Primera Guerra Púnica. Su obra constaba de veinte libros, de los que se conservan solo los once primeros, hasta la fecha del 443. Ambos autores son bastante coincidentes en la presentación de los acontecimientos que rodearon los primeros siglos fundacionales de Roma. Ello es debido a que ambos son la culminación de un largo proceso de elaboración de materiales, que desde el siglo III a. C. en adelante, llevaron a cabo los escritores romanos con el fin de obtener un relato histórico sobre la Monarquía. Los historiadores antiguos avanzaron notablemente en este proyecto gracias a la información obtenida de relatos orales, recibidos de muy diversas maneras, y de documentos escritos, conservados en diversos archivos de Roma. Tanto Tito Livio como Dionisio de Halicarnaso leyeron a los mimos autores y asumieron en sus obras buena parte del trabajo ya hecho, además de que ambos tenían una concepción común del papel jugado por Roma y de las características que fueron determinantes para la evolución de la ciudad. 

			El relato tradicional sobre la Monarquía fue fruto de muchos años de elaboración histórica a lo largo del siglo II y I a. C. Autores cuyos nombres en la mayoría de los casos han desaparecido fueron construyendo un edificio intelectual: la tradición analística, con los materiales que tenían a mano y en los que también vertían sus propios condicionantes y limitaciones. Como no existía una narración firme sobre la Monarquía, realizada en la cercanía de los acontecimientos, que hubiera sobrevivido al paso de los años, tuvieron que emplear dos fuentes de información que lastrarán en algunos aspectos el relato de los orígenes. En primer lugar se usaron leyendas elaboradas por familias nobles de Roma sobre sus respectivos antepasados, que eran auténticas sagas inverosímiles mantenidas vivas generación tras generación. En segundo lugar, también se emplearon documentos oficiales, conservados en archivos, que aportaban datos valiosos sobre cónsules, batallas, tratados internacionales, pestes, calamidades, etc.

			Por supuesto que solo con datos no se puede escribir una buena obra de historia: siempre se requiere método y capacidad; y quizás sea la ausencia de ambas cosas lo que mejor define al historiador romano en general. Ellos no eran auténticos profesionales de la historia, estudiosos que tras un periodo de formación se consagraban a la escritura. En su mayoría eran senadores que vivían la vida política diaria de Roma o personas muy próximas a ellos, sin un método claro y comprobado. La falta de recursos técnicos se remediaba cuando el relato histórico acaecía en un periodo próximo al que ellos habían vivido o del que tenían experiencia directa; pero cuando se alejaban en el tiempo de su presente, entonces aparecían con toda nitidez sus deficiencias. Mal equipados para discutir críticamente los datos empleados por sus propias fuentes, la práctica habitual era copiar la versión disponible o, en los casos en que hubiera varias, aquella que más les agradaba por sus méritos literarios o porque servía mejor a sus propósitos. Pero cuando no encontraban nada, se sentían perdidos en su incapacidad para recurrir a otras fuentes alternativas, algo que es práctica habitual entre los historiadores modernos. 

			El relato que poseemos de la fundación de Roma y de su Monarquía es la consecuencia del tipo de información que emplearon los historiadores latinos y de sus condicionantes metodológicos. Por ello no puede sorprender la frecuente combinación, como si no pasara nada, de fantasías evidentes con hechos que dan toda la impresión de ser verdaderos. Nunca se ha podido probar que en la intención de Livio o de Dionisio de Halicarnaso haya existido un engaño deliberado, el intento de dar una información falsa con el objetivo de confundir a sus lectores. Los historiadores modernos, que acusan a Tito Livio de haber ocultado la verdad o de haber deformado la realidad por una especie de espíritu nacionalista, no han conseguido mantener sus argumentos más allá de un par de reflexiones. El relato de la traición sobre la Monarquía romana hay que considerarlo globalmente como verdadero: lo que en él se relata fue esencialmente histórico, aunque en algunos momentos puedan aparecer alusiones que son claramente inverosímiles. El que se recurra al mito, y a veces con excesiva frecuencia, no puede anular la totalidad del relato histórico, puesto que este tiene su propia coherencia interna y los suficientes componentes de verosimilitud para que por sí solo se puedan rechazar los elementos extraños. Al historiador se le deben exigir prudencia y precaución para discernir cuándo está ante un hecho comprobable y cuándo ante una invención de la transmisión oral.

			Rómulo y la fundación de la Ciudad

			Según los historiadores antiguos, la fundación de Roma fue fruto de un largo proceso en el que la voluntad de los dioses y la de los hombres se conjuntaron a este fin. Un descendiente directo del héroe troyano Eneas, el rey Proca de Alba Longa, tuvo dos hijos, Numitor y Amulio, de los cuales el primero sucedió a su padre. Sin embargo, Amulio, no contento con su condición secundaria, decidió derrocar a su hermano mayor y sucederle en el trono de la ciudad. Para garantizar su continuidad asesinó a todos los hijos varones de su hermano y convirtió a la única hija, Rea Silvia, en sacerdotisa vestal, las cuales estaban obligadas a guardar la virginidad en honor de la diosa Ceres. Así pensaba que ningún descendiente de su hermano exigiría venganza de él o le disputaría el trono en algún momento.

			La belleza de Rea Silvia era tal que pronto atrajo la atención del dios Marte, muy venerado por los latinos, concibiendo en ella a dos gemelos, los futuros Rómulo y Remo. Cuando Amulio se enteró del embarazo de su sobrina, la condenó a prisión y a sus hijos a la muerte en cuanto nacieran. El pastor Faustulus fue el encargado de ahogar en el Tíber a los dos hermanos, pero cuando se acercó a sus orillas, se encontró que el río se había desbordado y que el barro y las aguas estancadas le impedían cumplir su propósito. Por ello decidió abandonar la cesta con los gemelos en las proximidades de una fuente con la esperanza de que alguna bestia acabara con ellos. El llanto de los niños atrajo a una loba que en vez de devorarlos les dio de amamantar. El pastor, sorprendido, interpretó el hecho como un augurio de los dioses sobre el futuro de los hermanos y se los llevó a casa donde su mujer Larentia cuidó de ellos hasta que se hicieron mayores.

			Al pasar el tiempo, los dos gemelos llegaron a conocer su verdadera historia y cómo Amulio había tratado a su madre y a su abuelo Numitor. Por ello, Rómulo y Remo decidieron tomar venganza de él asaltando su palacio y dándole muerte en el acto. Tras el asesinato, los hermanos sintieron el deseo de fundar una ciudad en el mismo sitio en el que la loba les había salvado la vida. El lugar escogido era saludable por su abundancia de agua y buenos pastos, pero los hermanos no se pusieron de acuerdo en el punto exacto en el que levantar la ciudad. Rómulo prefería la colina del Palatino, mientras que Remo se inclinaba por el Aventino. A la postre, fueron los dioses los que pronunciaron la última palabra. En un rito muy romano, cargado de simbolismo, ambos hermanos se dispusieron a observar el vuelo de las aves como manifestación de la voluntad divina. Remo fue el primero que observó a seis buitres volando a su izquierda, mientras que Rómulo afirmó haber visto doce. Los dioses habían decidido que sería el Palatino la primera colina de Roma.

			A Rómulo pronto le siguió un grupo de compañeros con los que afrontó la primera labor de fortificar el Palatino y de crear las primeras instituciones de la ciudad. Como rey tendría el derecho a verse precedido por doce lictores, según el número de buitres que había visto volar, y a tener una guardia personal de trescientos guerreros que recibirán el nombre de celeres. Para acrecentar la población de la ciudad, decretó que Roma sería una ciudad asilo, en la que todo el que lo quisiera pudiera encontrar refugio, independientemente de lo que hubieran hecho en el pasado, pues en Roma sus delitos anteriores quedarían perdonados. El éxito de esa medida provocó que todos los ladrones, asesinos y criminales de los alrededores acabaran refugiándose en la nueva ciudad. A las generaciones futuras poco les importó la certeza de que sus antepasados habían tenido tan bajo y lamentable origen. Con esta nueva población venida de muy variados lugares, Rómulo creó el Senado, nombrando a cien senadores con la tarea de asesorarle, a los que llamará patres y a sus descendientes patricios.

			Como en esta incipiente población eran muchos más los hombres que las mujeres, a Rómulo se le ocurrió el engaño de invitar a los vecinos, latinos y sabinos, a una fiesta en honor de Neptuno. En medio de los juegos, aprovechando la inadvertencia de padres y hermanos, los jóvenes romanos procedieron a raptar a las mujeres que creyeron convenientes. La reacción de sus respectivas familias fue dramática. Los latinos de Caenina, Crustumerium y Antemnae se aprestaron a luchar e intentaron asaltar la ciudad, siendo derrotados por Rómulo. Los sabinos, más inteligentes, ocuparon con sobornos la colina del Capitolio y desde allí se aprestaron a asaltar la ciudad de Roma. Cuando ambos ejércitos se desplegaron en el foro para la batalla, las sabinas secuestradas en Roma se interpusieron entre ambos ejércitos, pidieron tanto a sus padres y hermanos en un bando, como a sus esposos en el otro, que renunciaran a la lucha para no incurrir en la maldición del parricidio, y que ellas ya habían aceptado su condición de esposas en Roma.

			La unión de romanos y sabinos fortaleció esta primera comunidad. Para la nueva población, Rómulo creó una asamblea popular organizada en treinta curias, repartidas a su vez en tres tribus de Ramnes, Tities y Luceres. Con un nuevo ejército más fuerte que los anteriores, Rómulo continuó la expansión de su ciudad a través de la guerra contra Fidenas y Veyes. Una mañana en la que el rey se hallaba revisando las tropas en el Campo de Marte se desató una fuerte tormenta, cuyas nubes envolvieron completamente a Rómulo, que desapareció de la vista de todos. El senador Próculo Julio afirmó que a él se le había aparecido el rey, que le había revelado su condición de divinidad y que como tal prometía a Roma que sería cabeza del mundo entero. Desde entonces, Rómulo es venerado como el dios Quirino: hijo de un dios, rey y padre de la ciudad de Roma.

			Como resulta evidente, el relato de la vida de Rómulo y de la fundación de la Ciudad está tan plagado de leyendas y de elementos fantásticos que no puede ser tomado en consideración como información histórica. Podría afirmarse con un alto grado de seguridad que Rómulo nunca existió. Sin embargo, tampoco hay que escandalizarse por ello, pues el lenguaje mítico era algo muy habitual en la Antigüedad y gozaba además de un considerable prestigio. Esto no implicaba que los propios lectores se dejaran engañar como niños inocentes: todos sabían que se enfrentaban a algo fantástico, fruto no solamente del deseo de embellecer un acontecimiento del pasado, sino también, como ya se ha dicho, por la imposibilidad de encontrar otro relato alternativo. Gracias a su primer rey, Roma podía presumir de tener su propio fundador, su propio héroe clásico, hijo de dioses y hombres, que afrontó con éxito la ingente tarea de fundar una ciudad. Toda ciudad que aspirara a jugar un papel importante en su entorno o a gozar de una fama significativa, tenía que contar con este tipo de fundadores; si no, su prestigio quedaba seriamente mermado. En muchísimos casos, tras un mito o leyenda suele encontrarse un núcleo de verdad, un auténtico hecho histórico, que la transmisión oral y el soporte poético en el que se ha conservado han acabado por transformar, añadiéndoles tintes fantásticos. Pero no se puede rechazar el relato legendario simplemente porque sea inverosímil. La labor del historiador, del especialista, es intentar discernir en ellos qué es verdaderamente histórico y qué es simplemente buen gusto poético: y, en el caso de Rómulo y Remo, hay mucho de los dos.

			Cronología de los reyes de Roma

			Uno de los grandes problemas que han tenido que resolver los historiadores modernos es el de la cronología de los reyes romanos. Según la tradición, en Roma gobernaron siete reyes hasta que el último fue expulsado y reemplazado por una República en el año 509. Si Roma se fundó realmente el año 753 y la Monarquía concluyó el 509, ello supone que cada rey habría gobernado unos treinta y cinco años de media, lo que para la época de la que estamos hablando sería una suma excesiva, habida cuenta de que muchos reyes llegaron al poder mayores en edad, como fue el caso de Numa Pompilio. 

			Según la tradición, Rómulo gobernó desde el 753 hasta el año 717. A diferencia de este, el resto de reyes romanos podrían considerarse históricos, aunque en algunos casos habría que despojarlos de elementos míticos y legendarios. El Senado de Roma tardó un año en elegir al sucesor de Rómulo. Según sus disposiciones, era misión del Senado escoger al nuevo monarca, que debía ser confirmado por la Asamblea popular reunida por curias. Mientras durara la designación del nuevo monarca, un senador, en la condición de interrex, debía gobernar los asuntos públicos durante cinco días, al cabo de los cuales otro senador le sustituía en tal función. Numa Pompilio (716-674) fue el segundo rey de Roma. A él le tocó la tarea de completar la organización ciudadana que Rómulo había dejado sin acabar, especialmente en los asuntos de la religión. Numa creó los sacerdocios más importantes de Roma y organizó las festividades ciudadanas en torno a un calendario. Tulio Hostilio (673-642), tercer rey de Roma, es presentado por la tradición como el primer conquistador, ya que incorporó el territorio de Alba Longa, ciudad de la que procedían los pobladores originarios del Palatino. La forma singular en la que se produjo esta conquista quedó marcada en la conciencia de Roma como el enfrentamiento entre la familia romana de los Horacios y la albana de los Curiacios. En vez de librarse una batalla a campo abierto que hubiera provocado el derramamiento de la sangre de muchos hermanos, pues por hermanos se tenían los habitantes de Roma y Alba, se prefirió que fueran tres guerreros de cada bando los que se jugaran a vida o muerte la supremacía de su respectiva ciudad. La victoria final del más pequeño de los Horacios supuso para los romanos una importante expansión de su territorio.

			Anco Marcio (641-617) era de origen sabino y nieto por parte de madre de Numa Pompilio. De él recuerda la tradición la construcción del primer puente que atravesaba el Tíber, el pons Sublicius, y en especial la expansión de Roma hacia el oeste, siguiendo el curso de este río hasta el mar. A él se le debe la fundación de Ostia, que se convertirá en el futuro puerto de Roma. Tarquinio Prisco (616-578) fue ante todo un gran conquistador debido al nuevo ejército que puso en marcha, que doblaba en infantería y caballería al que hasta entonces tenía Roma. Reformó el Senado ampliando sus miembros hasta trescientos, y también varias instituciones de Roma. Fue sin duda un gran constructor e impulsor de la ciudad. Servio Tulio (578-534) accedió al trono tras el asesinato de su antecesor. Fue sin duda el más profundo reformador del cuerpo político de Roma al introducir una nueva estructura social basada en los ingresos personales y acabar con las viejas estructuras gentilicias basadas en la familia. Dividió la ciudad de Roma y su territorio en nuevos distritos o tribus para mejor organización ciudadana. Tarquinio el Soberbio (534-509) era hijo de Tarquinio Prisco y fue expulsado de Roma por su actitud tiránica y despótica, a pesar de ser un ambicioso constructor y llevar a Roma a su máxima expansión territorial.

			Este relato rápido y apurado de los reyes romanos permite advertir un grave problema en la cronología: la excesiva longitud de los reinados y determinadas incongruencias en las relaciones entre ellos. Si ya de por sí es sorprendente el promedio de 35 años en los reinados de los siete reyes, todavía lo es más la relación existente entre Tarquinio Prisco y Tarquinio el Soberbio. Según cuenta la tradición, el rey Tarquinio Prisco era hijo de un tal Demarato, un aristócrata griego de Corinto que se había visto obligado a huir de su ciudad al implantarse la tiranía de Cípselo el 657 a. C. Demarato se afincó en la ciudad etrusca de Tarquinia y, tras contraer matrimonio, amasó una cierta fortuna gracias a su condición de aristócrata. Su hijo Lúcumo heredó la fortuna de su padre y decidió emigrar a Roma con su esposa Tanaquil. En Roma, ya con el nombre de Tarquinio, entró al servicio de Anco Marcio, que apreció sus cualidades y le nombró tutor de sus hijos. 

			El problema de Tarquinio Prisco, y en consecuencia de toda la Monarquía romana, estriba en que si este personaje fue realmente hijo de Demarato de Corinto, que huyó de la ciudad con cierta edad el año 657, Tarquínio tendría que haber nacido hacia el año 650 más o menos. Pero si, como indica la tradición, Tarquinio el Soberbio era hijo de Tarquinio Prisco y murió lejos de Roma el año 495, resulta que el último rey romano falleció más de 154 años después del nacimiento de su padre. Esta incongruencia cronológica ya fue advertida en la Antigüedad e intentó solucionarse afirmando que Tarquinio el Soberbio no era realmente hijo sino nieto de Tarquinio Prisco. A consecuencia de todo ello, el largo periodo de tiempo ocupado por los dos Tarquinios lanzó hacia el pasado y hacia fechas más tardías al resto de monarcas anteriores.

			No pocos historiadores han intentado compaginar la cronología de los reyes de Roma con los descubrimientos arqueológicos más recientes en un intento de lograr una coherencia global para todos los datos aportados por la tradición y la arqueología. Muchos historiadores actuales sostienen una cronología corta y afirman que la ciudad de Roma habría nacido como tal hacia el año 630-625, momento de la pavimentación del foro y de la creación del comitium, y en consecuencia esa sería la fecha de inicio de la Monarquía, totalmente asentada a finales del siglo VII con la construcción de la Regia. Ello supondría acortar por la mitad todo el periodo monárquico, que no se extendería desde el 753 hasta el 509, sino desde el 630 al 509, o sea, solo por un periodo de 121 años, lo que supondría que cada rey de Roma habría gobernado una media de diecisiete años, cosa más razonable que la imposible cifra de treinta y siete años por rey. 

			La conjunción de los datos arqueológicos con la información aportada por las fuentes literarias ha permitido afirmar que los reinados romanos debieron de tener lugar necesariamente con posterioridad al año 630, porque lo que la tradición les atribuye pertenece forzosamente al momento urbano y no a la etapa anterior de génesis de la ciudad. Según la misma tradición, Rómulo y Numa dotaron a la ciudad de sus instituciones políticas, sociales y religiosas, mientras que Tulio Hostilio y Anco Marcio organizaron y extendieron el territorio dependiente de la ciudad. Esta labor solo pudo haberse realizado en el siglo VII y no antes. La construcción de la Regia, la residencia del rey, y luego del pontífice máximo, hacia el 610, podría invitar a datar el reinado de Numa en esa fecha; mientras que la aparición diez años más tarde de las trazas de la Curia Hostilia, al norte del comitium, que lleva el nombre del tercer rey de Roma, puede ser atribuida a este personaje y, en consecuencia, fechar así su reinado. 

			De cualquier manera, los problemas que tienen los historiadores actuales para fechar correctamente a los reyes de Roma ya los tuvieron también los escritores de la Antigüedad, que se perdieron como nosotros en la maraña de datos inverosímiles e intentaron dotar al relato de una cierta coherencia. Por tanto, es comprensible que en la actualidad no sepamos exactamente cómo fue la secuencia de los reyes de Roma, y posiblemente nunca lo sabremos, aunque siempre cabrán propuestas diversas y originales.

			El viaje de Eneas y la leyenda de la loba

			Cuando Virgilio murió el año 19 a. C., había dejado prácticamente acabada lo que con el tiempo se convirtió en la obra más importante de la literatura latina. En los doce libros de la Eneida se relata cómo el héroe Eneas y los supervivientes de Troya lograron hacerse a la mar y, tras recorrer el norte de África y Sicilia, arribaron al Lacio, fundaron la ciudad de Lavinium, antepasada directa de la futura Roma. El poeta Virgilio no fue el inventor de esta saga, sino el que le dio su definitiva configuración, convirtiéndola en una gesta de la literatura universal.

			La leyenda de Eneas, curiosamente, fue creada por escritores griegos y aplicada a la historia de Roma por los mismos que la crearon. Roma simplemente la asumió y, tras reelaborarla convenientemente, le aplicó un toque final. Pero la versión definitiva de Virgilio disgustó a muchos intelectuales griegos. El historiador Dionisio de Halicarnaso, que fue coetáneo del mismo Virgilio, aceptó como válida la versión romana de Eneas, pero defendía que su significado era otro bien distinto: Roma no era una ciudad troyana, sino una auténtica ciudad griega, como otras muchas del Mediterráneo occidental. Roma, según Dionisio de Halicarnaso, era el resultado de sucesivas migraciones que habían llevado a colonos griegos de Grecia hasta las orillas del Tíber: aborígenes en primer lugar, luego pelagios de Argos, a los que siguieron colonizadores de Arcadia a las órdenes del rey Evandro. También se sumaron compañeros de Heracles de vuelta de Hispania con los bueyes de Gerión, y por último, el mismo Eneas, que siendo como era un héroe griego, había colonizado con sus compañeros toda la zona y contribuido a fundar Roma, que, como todo el mundo sabía, era la más importante de las ciudades griegas de su época (Dionisio, 1.58. 2-5; 1.89.2.).

			La leyenda de Eneas es el típico ejemplo de cómo los griegos se relacionaban con sus vecinos más próximos, pues, en su sistema mental y en su peculiar visión del mundo, toda nación debía de tener siempre una explicación mítica de su existencia. La colonización de Sicilia e Italia en el siglo VIII había acercado al mundo helénico a multitud de pueblos y tribus que hasta ese momento eran totalmente desconocidos. Para integrarlos en su sistema mitológico, los poetas y creadores de mitos griegos utilizaron antiguas leyendas de viajeros y emigrantes, para justificar la presencia de los nuevos vecinos de Italia. En particular, a partir del siglo VI d. C., rehicieron con este fin los relatos basados, tanto en los trabajos de Hércules, que había recorrido todo Occidente, como las sagas 
de guerreros que regresaron a sus hogares concluida la Guerra de Troya, los nostoi, y en particular del periplo de Ulises, al cual Homero ubica ampliamente en Sicilia y en Italia.

			Da toda la impresión de que la leyenda de Eneas se concibió por primera vez hacia el siglo VI en Sicilia de manos del poeta Estesícoro, del que se conservan algunos fragmentos. Pronto se hizo popular en la isla y desde allí saltó a todo el mundo griego. Tucídides escribió en el siglo V que los troyanos fugitivos cruzaron el mar hasta Sicilia fundando Eryx y Segeda (Tucídides, 6.2.3). La leyenda estaba en plena elaboración cuando Roma, en el siglo IV, se convirtió definitivamente en la gran potencia de Italia. La necesidad de justificar a través del esquema mitológico griego los orígenes y la expansión de la nueva potencia que era Roma, obligó a los poetas a buscar en el ámbito de Eneas y de los troyanos una posible interpretación. Pronto Eneas se vinculó a la fundación de Roma: el poeta Alcimus consideraba que Eneas y su mujer Tyrrhenia habían sido padres de Rómulo, del cual procedía su hija Alba, que era la que había concebido a Rhodios, el fundador de Roma (Festo, 326, 328). El propio Eratóstenes pensaba que Rómulo era nieto de Eneas, y ello le permitía señalar que Rea Silva era hija suya y madre de los gemelos, uniendo así la tradición griega y la latina (Eratóstenes, FGH, 241, F-45).

			Los autores romanos no fueron meros sujetos pasivos de la elaboración de la leyenda de Eneas y no se contentaron simplemente con recoger el relato cuando ya estaba maduro. Mientras los escritores griegos elaboraban el mito de Eneras, los romanos completaban su propia tradición sobre la fundación de la ciudad: el nacimiento de Rómulo y Remo, el relato de la loba, los reyes Amulio y Numitor y los detalles sobre la elección de las colinas de Roma. El encaje de ambas tradiciones de Eneas y Rómulo no fue fácil, y para lograrlo hubo que adaptarse a las circunstancias y reinventar algunos aspectos como la dinastía de reyes albanos que servía de puente entre la leyenda griega y la romana.

			Es probable que la leyenda de Eneas llegara a Roma través de Etruria, donde se han encontrado representaciones del héroe griego tanto en vasos del siglo VI como en pinturas parietales de algunas sepulturas. En esas imágenes, Eneas no aparece todavía como fundador en Occidente, sino como modelo de virtudes, especialmente de la piedad. Hay que esperar hasta el siglo IV para que la leyenda troyana comience a ser usada cada vez con mayor intensidad. Algunas familias romanas comenzaron a vincularse con compañeros de Eneas, justificando una descendencia directa de esos troyanos, a fin de dignificar y prestigiar la tradición familiar. También en Roma se usará la leyenda griega con fines de política internacional: pues se convertirá en un argumento de prestigio de cara a la intervención en los asuntos itálicos y griegos. Por un lado, la leyenda de Eneas aseguraba la supremacía de Roma en el Lacio, pues se convertía en la continuadora de las ciudades de Lavinium y Alba Longa, que aunque ya no existían, conservaban clara raigambre antigua por sus ferias y sus cultos. Por otro, también contribuía a acrecentar el prestigio de Roma ante los griegos del sur de Italia, porque la descendencia de un héroe tan prestigioso como Eneas les aseguraba respeto y consideración. La conciencia troyana entra definitivamente en Roma en el siglo III a. C. con la aparición de los primeros historiadores, que, conscientes del beneficio de manipular leyendas, tuvieron las manos libres para moldear una versión canónica. Dicha versión ya quedó bastante definida en el siglo II de manos de Fabio Píctor o de Catón el Viejo, que transmitirán a las futuras generación un relato prácticamente elaborado. 

			Pero a muchos especialistas contemporáneos les ha sorprendido el hecho de que, al final del proceso de elaboración del mito de Eneas, Roma haya preferido ser una ciudad troyana, pudiendo haber pasado como una ciudad griega y haber entrado en la gran comunidad helénica con todas las ventajas y beneficios que llevaría consigo. La respuesta a esta cuestión ha provocado enormes controversias entre los entendidos. Muchos historiadores han pensado que no fue por afán de confrontación o de anti helenismo, sino porque Troya les ofrecía a los romanos dos grandes ventajas: por un lado, introducirse en el mundo griego de héroes y dioses y adquirir prestigio, especialmente en sus relaciones exteriores; pero también, en segundo lugar, aseguraba una cierta distinción, un lugar propio, diferente a los demás griegos: Troya no existía y se podía utilizar como símbolo y propaganda. Intelectuales griegos crearon el mito de Troya y griegos fueron los que lo moldearon para justificar la colonización de Occidente. El aumento del poder de Roma en Italia demandó su inclusión en la fábrica de leyendas: los griegos inventaron los antecedentes helénicos, los epónimos fundadores y los intermediarios troyanos. Roma, por motivos políticos y culturales, empleó la leyenda para sustentar su posición en Italia, pero acentuando sus orígenes no griegos a fin de asegurar su prestigio y sus diferencias.

			3. Las primeras instituciones

			Las fuentes romanas han intentado dar una visión muy personal del surgimiento de sus primeras instituciones y de su posterior evolución durante la Monarquía. Los escritores antiguos se han dividido en dos grupos a la hora de presentar el funcionamiento de la ciudad en dicha época. Unos transmiten la imagen de que Roma era una ciudad completamente organizada y estructurada, con sus poderes perfectamente repartidos y en la que las instituciones se relacionan siguiendo pautas de comportamiento racionales: exactamente igual a como será la ciudad muchos siglos después. Otros autores, en cambio, muestran la Roma monárquica como un mundo rural, de pequeños campesinos que vivían solidariamente y que se esforzaban por mantener las virtudes y la piedad hacia los dioses que consideraban propias del hombre romano. Es muy complicado saber qué hizo exactamente cada monarca individualmente y en qué medida contribuyeron a crear un estado basado en el juego de tres instituciones básicas: el Rey, el Senado y la Asamblea popular.

			La tradición analística representada por Tito Livio señala que Rómulo instituyó la Asamblea popular y el Senado. Toda la población de Roma fue repartida en tres tribus que a su vez se dividieron en curias. El nombre de las tribus y de las curias ha sido objeto de un larguísimo debate sobre si eran fruto de una división étnica, lingüística o territorial de la población. Lo cierto es que tanto las tribus como las curias formaban la base de la organización militar de Roma en época monárquica. Se desconoce también cómo surgió el Senado y cómo se organizaba. El nombramiento del rey es también muy problemático, pues el procedimiento recuerda demasiado lo que hacían los cónsules en época republicana y posiblemente sea una copia de época posterior. Aceptando una división tripartida de la política romana, hay que reconocer también que la comprensión última de estas instituciones no resulta nada fácil.

			El rey: sacerdote y general

			Los siete reyes de Roma tuvieron sin duda una personalidad muy marcada, hasta el punto de imprimir a sus respectivos reinados unas señas de identidad muy especiales. Sin embargo, de todos ellos se pueden obtener algunas características comunes que sintetizan todo este periodo de la historia de Roma. En primer lugar, la Monarquía romana era electiva y no hereditaria. Salvo Tarquinio Prisco, ningún rey fue sucedido por uno de sus hijos. Tras la muerte del soberano, el Senado asumía la tarea de gobierno mientras escogía a un sustituto. Cuando se lograba un consenso sobre el nuevo monarca, este se sometía a la aprobación definitiva de la Asamblea popular. Por ello ninguno de los hijos de Anco Marcio sucedió a su padre, sino que el Senado decidió que debía ser Tarquinio Prisco el que continuara con la Monarquía. Sin embargo, a pesar del carácter electivo, ente los reyes de Roma se percibe un cierto deseo de imponer una sucesión dinástica por encima de la elección. La tradición señala que Anco Marcio era nieto de Numa Pompilio por parte de madre, y que los hijos de este rey, tras el asesinato de Tarquinio Prisco, intentaron hacerse con la Monarquía. Tarquinio el Soberbio, que era hijo de Tarquinio Prisco, se casó con Tulia, la hija de Servio Tulio, para así garantizar una mejor sucesión al trono.

			Una segunda característica es que los reyes romanos eran extranjeros y algunos de ellos no eran ni siquiera de origen noble. El Senado romano buscó, en la mayor parte de los casos, a personas nacidas lejos de Roma para ser reyes. Numa Ponpilio y Anco Marcio eran sabinos, Tulio Hostilio fue el único romano, Tarquinio Prisco procedía de Tarquinia en Etruria y Servio Tulio de Corniculum en el Lacio. La tradición nunca ha aportado una explicación a esta peculiaridad. Es posible que se trate de un original método de selección, por el que los integrantes del Senado y electores del rey impusieran como condición el que ninguno de ellos pudiera gobernar: ellos elegían al rey, pero siempre fuera de su propio grupo. En apoyo de esta visión está el hecho de que algunos monarcas no eran patricios. Dos familias romanas de época muy posterior, los Hostilii y los Marcii, reivindicaron su condición de descendientes de los reyes Tulio Hostilio y Anco Marcio respectivamente. Esta aspiración no se vio disminuida ni empañada por el hecho de que fueran de origen plebeyo. El mismo rey Servio Tulio había tenido origen servil. Su madre Ocresia había sido una prisionera de guerra cuando los romanos conquistaron la ciudad de Corniculum y desde allí la llevaron a Roma: esto no fue un impedimento para que su hijo fuera elevado al trono.

			Lo especialmente significativo de la monarquía romana era el largo proceso de selección y nombramiento del rey, que en algunos casos podía alargarse más de un año. Tras la muerte de un soberano, el Senado asumía el control de la ciudad hasta la elección de un nuevo rey. Por sorteo, uno de los senadores era elegido para asumir los poderes del monarca durante cinco días con el nombre de interrex. Si al acabar ese corto periodo no se había nombrado ningún sustituto, un segundo senador asumía sus poderes durante otros cinco días, y así sucesivamente, hasta que la elección se completara. Cuando el conjunto de senadores alcanzaba un consenso en torno al candidato, este era consultado sobre si aceptaba o no el cargo. Si la respuesta era afirmativa, el escogido era presentado ante el pueblo reunido en asamblea por curias, que debía confirmar el nombramiento. Este acto multitudinario adquiría la forma de una lex curiata de imperio, que es como en la Antigüedad se conocía este apoyo popular al soberano. El pueblo reunido en sus curias le transfería el imperium, el oficio de Rey con todos sus poderes y atribuciones. Solo entonces el candidato podía considerarse auténticamente rey de Roma. 

			Un último acto cerraba el proceso de elección. Tras el apoyo del Senado y del pueblo, al nuevo rey le faltaba el refrendo de los dioses. Por eso debía someterse a la inauguratio, que marcaría el inicio real de su mandato. Se trataba de una ceremonia religiosa realizada ante el pueblo por un augur que, tras dividir el cielo a su derecha e izquierda en dos ámbitos distintos, observaba el vuelo de las aves como señal de la voluntad de los dioses. Solo cuando los signos eran favorables, normalmente la aparición de determinadas aves en el lado izquierdo del augur, este decretaba el asentimiento de Júpiter sobre el nuevo monarca y con la auctoritas de los dioses podía comenzar su reinado. Esta ceremonia tenía un alto valor simbólico, porque el rey, además, se convertía en el sumo sacerdote de la religión romana. 

			En la Roma primitiva, los papeles de jefe político y de jefe religioso estaban íntimamente unidos, de tal manera que el rey era fundamentalmente el sumo sacerdote de la ciudad. La tradición romana ha remarcado que eran tres en especial las tareas religiosas del rey. En primer lugar, debía regular todo lo referido al calendario de festividades y culto religioso. Esta labor era tan importante que la tradición la sitúa en el reinado de los dos primeros reyes. Rómulo impulsó el primer calendario lunar de diez meses y de trescientos cuatro días (Ovidio, Fastos, 1.27). El año se iniciaba en el mes marzo y acababa en el décimo mes o diciembre. En aquella época se pensaba que los dos meses de invierno (enero y febrero) eran tiempo perdido para un pequeño campesino y no se tenían en cuenta para las festividades. Numa Pompilio modificó esto, ampliando el calendario a doce meses lunares de trescientos cincuenta y cinco días (Livio, 1.19.6) e introduciendo sus festividades y ritos más importantes.

			En segundo lugar, el rey asumía la condición de augur y podía consultar por sí mismo a los dioses antes de tomar cualquier decisión política o militar. Su misión fundamental era la de no alterar en ningún momento la pax deorum, de ahí que debiera consultar frecuentemente el vuelo de la aves para conocerla en todo momento. Por pax deorum se entendía el designio de los dioses sobre los hombres y sobre las cosas, que solía coincidir con el orden habitual de la naturaleza. Los sucesos extraños como tormentas, eclipses, derrotas militares, epidemias, plagas, etc., solían ser signos evidentes de que la pax deorum se había alterado y que los dioses estaban descontentos con las actuaciones de la comunidad o de sus individuos. Era obligación del rey el volver a restaurarla, y para ello la religión romana contaba con los suficientes recursos en ritos y ceremonias.

			Por último, toda la tradición ha presentado a los reyes de Roma como fomentadores de la religión y grandes constructores de templos. A Rómulo se le deben los dos primeros templos de Roma construidos en honor de Júpiter tras el rapto de las sabinas: uno dedicado a Júpiter Feretrius con ocasión de la derrota del rey latino de Caenina, de quien se ofreció los spolia optima (Livio, 1.10.6; Dionisio, 2.34), y el otro a Júpiter Stator que evitó el choque entre romanos y sabinos en el valle del Foro (Livio, 1.12.6; Dionisio, 2.50.3). Numa Pompilio dedicó un altar a cielo abierto a Júpiter Elicius (Livio, 1.20.7) y construyó el templo dedicado a Termo bajo la advocación de Júpiter Terminalis (Dionisio, 2.74; Plutarco, Numa, 16). Del rey Tulio Hostilio no se conoce la construcción de ningún templo; aunque hizo el voto de construir uno a Miedo y Pavor (Livio, 1.27.7), dos abstracciones que tienen que ver con la guerra. A él, en cambio, se le debe la creación del colegio de los Salios, encargados de abrir y cerrar los periodos bélicos cada año. Anco Marcio amplió el tempo de Júpiter Feretrius construido por Rómulo (Livio, 1.33.9) y promovió la creación de los sacerdotes fetiales, encargados específicamente de la declaración de guerra y de la firma de los tratados de paz.

			Del rey Servio Tulio consta la construcción del templo de Diana en el Aventino, fuera del pomerium, en un intento de controlar a la liga latina y desplazar el tempo de esta divinidad en Nemi. Igualmente promovió el templo de Fortuna y Mater Matuta en el Foro (Livio, 5.19). A los dos Tarquinios, padre e hijo, se les debe la construcción del gran templo a la tríada Júpiter, Juno y Minerva en el Capitolio. Además, Tarquinio Prisco, para fomentar este culto, introdujo en el calendario los ludi Romani, unos juegos en honor de dichos dioses (Livio, 1.35.7-9).

			A la vez que sumo sacerdote de la religión romana, los reyes eran también jefes militares que debían proteger a la comunidad y promover su expansión. El rey dirigía personalmente el ejército, pues las instituciones romanas velaban para que ninguna tarea lo retuviera en Roma. Cuando abandonaba la ciudad, sus obligaciones sacerdotales eran asumidas por el flamen Dialis o bien por el pontífice máximo. En cambio, las tareas civiles eran adjudicadas a un praefectus Urbis, que según la tradición fue creado por Rómulo (Dionisio, 2.12.1; Tácito, Annales, 6.11) y que representaba legalmente al rey durante su ausencia.

			La organización militar y la organización cívica se superponían en época monárquica. En la Roma de los primeros momentos, la debilidad demográfica y la escasez de territorio obligaban al reclutamiento de todos los hombres válidos con capacidad de portar armas, de ahí que no fuera posible separar claramente lo civil de lo castrense. Rómulo promovió la primera estructura militar al crear un ejército de tres mil soldados y de trescientos jinetes. La infantería procedía directamente de las treinta curias, las cuales debían aportar al ejército cien soldados cada una. La caballería, en cambio, era reclutada a través de las tres tribus, a razón de una centuria cada una, las cuales se denominaban Tities, Ramnes y Luceres. A partir de entonces, todos los reyes fueron aumentando los contingentes militares en la medida en que Roma crecía en población y en extensión.

			El rey Tulio Hostilio, tras la conquista de Alba Longa, añadió a la caballería una centuria más con gentes procedentes de dicha ciudad (Livio, 1.30.3). Tarquinio Prisco dobló los efectivos militares, tanto de infantería como de caballería, hasta establecerlos en seis mil infantes y seiscientos jinetes. Servio Tulio fue, sin duda, el gran reformador del ejército, habida cuenta de la amplísima expansión que había logrado Roma. A las seis centurias de caballería añadió doce más hasta completar el número de dieciocho, o sea, mil ochocientos jinetes. A la infantería la organizó según las propiedades de los ciudadanos (classes) y el tipo de armamento que portaban. Aquellos que poseían una renta superior a 100.000 ases iban equipados a la griega, como un hoplita, con escudo redondo o clipeus. Además, portaban casco, armadura y grebas de bronce y lanza de combate (Livio, 1.43.2). Las centurias inferiores, en vez de portar el clipeus redondo, portaban un arcaico scutum oval, que era más barato que el anterior. Toda la población de Roma quedó encuadrada en cinco niveles o classes, salvo aquellos, los capite censi, que por falta de recursos económicos no podían pagarse el equipamiento. Tarquinio el Soberbio hizo la última reforma militar al incorporar al ejército a los iuniores latinos, jóvenes de ciudades aliadas, obligados a luchar junto a Roma en virtud de pactos previamente firmados (Livio, 1.52.5-6).

			Según el jurista Pomponio, una de las tareas de la Asamblea popular en época monárquica era la de votar las leyes propuestas por el rey (Digesto, 1.2.2.2; 1.2.2.36). Dicha afirmación ha hecho pensar a bastantes historiadores que el rey también tenía una función legislativa. Sin embargo, esto no es nada evidente, pues la tradición no deja ver una clara acción de este tipo, sino más bien una prolongación legal de la actividad sacerdotal del rey. Hay que entender que en esta época tan antigua las leyes no tenían el carácter de las que vendrán después en la República, sino que eran mucho más elementales. Como se verá en el siguiente apartado, la ley era esencialmente un hábito sagrado, pues en su mayoría regulaban los aspectos religiosos de la comunidad, y no se podían cambiar fácilmente, al menos no por medios legislativos directos. El papel de la Asamblea popular, comitia curiata, era bastante pasivo, ya que solo estaba destinada a aprobar o rechazar las propuestas del rey.

			Senado y senadores

			Desde el inicio de la Monarquía, el rey estaba asesorado por un consejo cuyos miembros se denominaban patres. Según la tradición, Rómulo escogió a cien padres entre sus primeros acompañantes para que le ayudaran en los asuntos de gobierno de la ciudad. Además de dicha tarea, el Senado recibió una importantísima misión: intervenir en la sucesión del monarca. Cuando un rey fallecía, la dirección del Estado correspondía al Senado, que asumía la capacidad de reconocer los auspicios (auspicia ad patres redeunt) y por lo tanto el gobierno de todos los asuntos públicos. Junto al poder de consultar a los dioses, los senadores afrontaban la tarea de escoger al nuevo soberano. Un pater era designado como interrex, encargado de dirigir las deliberaciones del Senado sobre el posible candidato, así como de resolver los asuntos de urgencia durante cinco días. Designado el nuevo monarca y sancionado por las curias, el Senado quedaba otra vez como mero consejo asesor, consilium, del nuevo soberano, el cual se aprestaba a su renovación.

			Desconocemos en su mayoría las características del Senado de estos momentos, pues las fuentes literarias y la tradición presentan la institución creada por Rómulo con muchas características y cualidades del posterior Senado republicano. Por ello, no pocos investigadores han puesto en duda su existencia en esta etapa primitiva de Roma. Sin embargo, no hay razón para dudar completamente de lo que señalan las fuentes. Posiblemente lo que existía en época monárquica fuera el simple consejo del rey y no una institución firme e individualizada como a veces los autores romanos la presentan. Es muy probable que no se llamara Senado, de anciano (senes), pero sí que asumiera alguna de las funciones que la tradición le atribuye, como la de ser la cámara electiva del nuevo monarca. La figura del interrex es de esta época y no de tiempos republicanos, pues su nombre no deja lugar a dudas sobre el momento histórico en el que apareció. Que el Senado fuera el lógico consejo asesor del rey resulta lo más plausible. El hábito de escuchar a un consilium estaba tan arraigado en la sociedad romana que se puede encontrar esta figura en todas las circunstancias de la vida, tanto públicas como privadas. Cuando un padre de familia, por ejemplo, debía tomar una decisión importante, lo primero que hacía era convocar al consilium familiar, formado por parientes y amigos, para luego seguir sus indicaciones. Por ello, no es de extrañar que el rey también tuviera su propio consejo, integrado por personas de su entera confianza. 

			Las fuentes no dudan en llamar patres a los integrantes de esta incipiente institución. No pocos historiadores recientes han llegado a sostener que estos senadores serían las cabezas visibles de los distintos grupos gentilicios o familias originarias de Roma. Por tanto, los descendientes de los primeros patres formarían las familias patricias, que sobrevivieron a toda la etapa monárquica y luego cobraron protagonismo con la instauración de la República, distanciándose así del resto de la población, que recibiría el nombre de plebeya. Aunque los propios historiadores romanos presentan esta sociedad arcaica ya dividida entre patricios y plebeyos desde la época de Numa Pompilio, habría que decir que esta dicotomía no se dio nunca en época monárquica. La separación entre patricios y plebeyos no surgió en la historia de Roma hasta el siglo IV, si alguna vez llegó a darse verdaderamente. No es cierto que los patricios fueran la población inicial que acompañó a Rómulo y los plebeyos todos los que vinieron después. Las fuentes literarias no pueden ocultar que el Senado monárquico era una institución flexible y abierta. Rómulo nombró inicialmente a cien patres, pero cuando, tras el rapto de las sabinas, se integró a Tito Tacio y a su gente, el número de senadores se elevó en cincuenta más. El rey Tulio Hostilio, tras la conquista de Alba Longa, introdujo en el Senado a otros cincuenta aristócratas procedentes de esa ciudad. Tarquinio Prisco fijó el número de senadores en trescientos. Tras la caída de Tarquinio el Soberbio, nuevos miembros ingresaron en el Senado. El clan sabino de los Claudios, dirigido por Apio Claudio, fue admitido en Roma el año 503 (Livio, 2.16.3-5; Dionisio, 5.40) y su caudillo, añadido al número de los patricios, porque esta categoría a finales del siglo VI era flexible y se podía ser o dejar de ser patricio. La aristocracia romana estuvo siempre muy abierta a aceptar nuevos miembros durante los siglos VII y VI a. C., y en general a lo largo de toda su historia.

			El Senado monárquico no tenía el carácter de institución firme y consolidada que poseerá siglos después, sino que era meramente el consilium del rey, que escogía a todos aquellos que debían aconsejarle. Entre sus asesores estarían sus parientes más próximos, los oficiales o mandos del ejército, aquellos que le habían apoyado en la elección, los sacerdotes de la religión oficial de Roma, etc. Difícilmente el rey tendría que obligarse a mantener un consejo con un número fijo de miembros, y mucho menos tener que alcanzar la cifra de trescientas personas, que en aquella época hubiera sido inoperante.

			La clave para entender la evolución de la aristocracia de época monárquica y qué era propiamente un patricio está en el texto de Livio en el que se distinguen claramente a los miembros del Senado entre patres y conscripti (Livio, 2.1.10-11). Según este autor, a los primeros les correspondería el privilegio de ser nombrados interrex y ejercer la patrum auctoritas necesaria para sancionar la elección del nuevo candidato. Junto a ellos, las fuentes hablan de los senadores conscripti, o sea aquellos incorporados, porque es muy probable que los patres fueran senadores por derecho propio, mientras que a los conscriptos había que escogerlos de entre un grupo mayor. Durante toda la República se mantuvo en la aristocracia romana la distinción entre padres y conscriptos, hasta que en el siglo II a. C. perdió sentido y la fórmula padres conscriptos pasó a ser sinónimo de todos los miembros del Senado.

			Es muy probable que el núcleo del Senado o consilium del monarca estuviera formado por los sacerdotes de la religión oficial de Roma. El Senado, a lo largo de toda su historia, se encargó básicamente de los asuntos religiosos de la ciudad. Actuaba como un colegio religioso que se reunía en un lugar sagrado (templum). Su autoridad era religiosa y moral; ellos no gobernaban por leyes, sino que interpretaban la tradición o mos maiorum. La voluntad del Senado no era de obligado cumplimiento, pero tenía que ser obedecida en virtud de la auctoritas de sus miembros.

			Sería muy lógico pensar que los primeros miembros del Senado fueron los sacerdotes: los patres. Como jefe de la religión romana, la actividad pública del rey incluía importantes compromisos religiosos que requerían el asesoramiento de aquellos que conocían los complicados ritos y ceremonias del calendario oficial. Las consultas del rey por estas cuestiones serían muy frecuentes, lo que provocaría una cercanía a los colegios sacerdotales. Cuando el rey moría, el vacío era reemplazado por un interrex, básicamente un sacerdote en virtud de las especiales obligaciones que el puesto llevaba consigo, y los poderes públicos eran asumidos por el conjunto de sacerdotes que integraban el Senado y que habían gobernado con el rey la religión oficial. La patrum auctoritas, incluso en época muy posterior, era la sanción colectiva al proceso de elección realizado por los senadores sacerdotes. Debido a sus cargos religiosos, los sacerdotes de Roma eran miembros de pleno derecho del Senado, ingresaban en él de modo automático. Esto los distinguía claramente de los conscriptos, que eran incluidos en la institución por voluntad del monarca, en virtud de sus preferencias o afinidades. De esta manera se formarán ya desde la Monarquía dos tipos de senadores que pervivirán durante siglos en la historia de Roma: aquellos que accedían automáticamente a la condición de senador por ser sacerdote (patres) y aquellos otros que accedían por voluntad del rey o tras el ejercicio de un oficio o de una magistratura en la República (conscripti).

			El término patricio es un adjetivo derivado directamente del sustantivo pater y expresa aquellas cosas que se refieren o que son propias de los patres. Por tanto, si un pater es un sacerdote, la condición de patricio alude a la tarea religiosa que esa persona desempeña y no al hecho de ser descendiente de los primeros fundadores de Roma o poseer unos vínculos de sangre específicos. Patricio es un sacerdote que por tal tiene un asiento inmediato en el Senado. El sacerdocio se transmitía de padres a hijos y, por tanto, el asiento en el Senado también se heredaba de la misma manera. Una familia que tras generaciones hubiera desempeñado alguno de los sacerdocios de Roma, tendría seguro un asiento en el Senado y, por lo tanto, una posición destacada en el seno de la sociedad. Pero si esa familia no conseguía transmitir en un momento determinado el sacerdocio a sus descendientes, sin duda perdía la condición de patricia y, por tanto, su influencia social a través del Senado. En consecuencia, en época monárquica no existió nunca la plebe como los autores latinos la quieren presentar: como un grupo políticamente consciente de su identidad y opuesto al patriciado. En los orígenes de Roma, plebs y populus eran lo mismo: parte de la misma ciudadanía, los quirites, ya que no existía ninguna dicotomía o contraposición que enfrentara a varios grupos sociales entre sí.

			El nacimiento del populus

			En torno al año 100 d. C., el jurista Laelius Felix escribió un comentario sistemático al ius civile, prestando especial atención a las diversas formas en que podía ser convocada la Asamblea popular (comtia) para la toma de decisiones y la aprobación de leyes. Según Felix, se llama asamblea curiada cuando las personas se reunen según su categoría (genera hominum), en cambio, cuando lo hacen según el censo y la edad, se denomina comicios centuriados, y si es acorde al lugar en el que viven, se llaman comicios tributos (Gelio, Noches Áticas, 15.27.25). Mucho han discutido los historiadores sobre el origen y el carácter de la Asamblea popular romana. Según la tradición literaria, nació en la primerísima hora y fue Rómulo el que organizó a todo el populus en treinta curias que eran la subdivisión interna de la Asamblea popular. La importancia de esta institución reside en que es una prueba suficiente para poder hablar de Roma como una auténtica ciudad. El nacimiento de la Asamblea organizada en curias supondría la definitiva desa­parición de la aldea, y con ella la de un sistema social basado únicamente en vínculos familiares intensos. Las curias implicarían la total renovación de la aldea, ya que a partir de su existencia las familias poseerían una institución superior, que actuando políticamente se convertiría en un cauce de expresión solidaria. Las curias no fueron meras unidades militares, o agrupaciones de culto, las curias suponen realmente el nacimiento de la política en Roma.

			Algunos historiadores han empleado el texto antes mencionado de Felix para indicar que las curias eran la plasmación del sistema gentilicio romano, manifestado en unidades militares. La expresión de que la comitia curiata se reunía según la genera hominum les ha dado pie a ello al entender que el elemento de unión era el nacimiento y los vínculos familiares, de ahí que cada curia integraría a una gran familia o clan romano: curia, por tanto, podría traducirse simplemente por familia. Otros autores han criticado esta posibilidad insistiendo en que si curia es igual a familia, por qué no se usa simplemente la palabra familia; además, en dicho caso el complemento del nombre hominum sería ocioso, pues todas las familias son siempre de personas. A través de la literatura latina se puede comprobar el uso polisémico del término genus: puede significar raza, y si se le añade un étnico como hispanum o italicum, adquiere mayor precisión. Pero también puede indicar grupos de personas, gente que vive en un mismo pueblo o territorio. El emperador Claudio, el año 46 emitió un edicto sobre la ciudadanía de los Anauni en el valle del Po, refiriéndose a sus habitantes como genus hominum, para distinguirlos así de sus vecinos (CIL V 5050). De esta manera, es muy probable que el significado del término empleado por Laelius para referirse a las curias sea simplemente el de un miembro o integrante de la primitiva comunidad.

			La Lingüística ha podido comprobar que curia deriva directamente de la expresión indoeuropea co-viria* e indica la reunión de varones, o sea, de aquellos que pueden portar armas y son útiles para la guerra. Por estudios de historia comparada se ha podido saber que el surgimiento de esta forma de organización supone la superación del sistema familiar de clanes. Las formas más primitivas de vínculos familiares, propias de aldeas incipientes, tienden a la autarquía y a una sociedad acéfala: una autoridad superior o formas políticas complejas suponen una notable amenaza para la familia y su supremacía como grupo compacto y solidario. La aparición de formas políticas avanzadas como las curias son fruto de la propia evolución y de cierto desarrollo general. La curia es, en su origen, el órgano en el que se reúnen las familias o sus representantes en busca de una mayor flexibilidad social o para el mejor aprovechamiento de la actividad económica y religiosa. En estas asambleas incipientes, los clanes familiares pueden defender mejor sus intereses, especialmente cuando un peligro externo amenaza a todas las familias. Con el paso del tiempo, las curias, o sea, las reuniones de hombres y representantes familiares, tienden a afianzarse por encima de los propios clanes debido a que sus posibilidades de negociación y coordinación son mayores que las que puede tener una familia autárquica.

			La imagen que nos transmiten las fuentes literarias sobre la Asamblea popular organizada en curias es muy pobre, debido a que los romanos no sabían exactamente cómo había nacido y cómo se organizaba durante la Monarquía. Según la tradición, Rómulo creó treinta curias para integrar a toda la población de Roma. De ellas se conocen los nombre de siete: Rapta, Foriensis, Veliensis, Velitia, Acculeia, Faucia y Titia; de las cuales, las cuatro primeras hacen referencia a lugares de Roma y las tres últimas a nombres personales. Cada curia poseía sus propios locales y edificios. En ellos tenían lugar los ritos religiosos de la comunidad. Posiblemente todas las curias honrasen a la vez a Juno como divinidad colectiva, y luego cada cual a su correspondiente deidad: para ello contaban con un flamen curialis. El curio era el encargado de organizar la vida de cada unidad. Debía ser persona mayor de 50 años y no tener ningún defecto corporal que le invalidase para el ejercicio de sus funciones. Todos los curiones escogían al curio maximus, que asumía la coordinación del conjunto. La importancia de este cargo en la vida política de Roma se vislumbra a través del hecho de que los patricios lo monopolizaron hasta el año 209, en el que el primer plebeyo lo asumió oficialmente.

			La Asamblea popular organizada en curias ofrecía nuevas perspectivas a la sociedad romana. El momento cumbre de la actividad de las curias lo suponía la elección de un nuevo monarca. Cuando los senadores habían consensuado un candidato para la sucesión, la asamblea de curias se reunía, no ya en el Capitolio como era habitual, sino en el espacio especial que existía en el Foro, para entregarle al rey la denominada lex curiata de imperio, y así confirmar la designación. Al constituir todas las curias el ejército ciudadano de la primera época, estas le otorgaban al rey un principio de legitimidad muy superior al puramente religioso. Le transferían su propia legitimación para afrontar una guerra que ahora era comunitaria y no simplemente familiar. Ahí radica la ventaja de la ceremonia, porque desde el momento en el que el pueblo confirma a su monarca, la guerra y la organización militar se convierte en algo también político y no meramente accidental. Son la ciudad y su estructura social las que salen ganando en última instancia.

			Ninguna función más se le conoce a la comitia curiata, pues con la elección de rey acababan sus competencias. Algunos historiadores han llegado a interpretar esto como la imposición de la autoridad del monarca sobre la Asamblea popular, pensando que cuanta más fortaleza del poder real, mayor debilidad del poder popular. La falta de otras actividades de la Asamblea puede explicarse porque lo esencial eran las curias individuales y no el conjunto de la comitia curiata. Cada curia tenían su programa, sus propios sacerdotes y sus lugares de culto. A través de ellas se manifestaba también la vida social ordinaria de la Roma primitiva. Constituían un espacio de acción particular de las clases superiores, que a través de las curias extendían su influencia social. Ellas eran realmente el corazón social de Roma que palpitaba en la vida cotidiana. Podría haberse hablado de una contraposición entre el rey y las curias si en estos momentos el desarrollo de la administración romana hubiera sido suficiente para crear una vida política compleja. La clase dirigente del momento, como se aprecia en las fuentes, estaba más interesada en la vida ordinaria de la ciudad que en acumular cargos en una administración inexistente.

			Las reformas de Servio Tulio

			Salvo el caso de Rómulo, al que la tradición presenta lleno de matices, es sin duda el rey Servio Tulio la figura más compleja de la lista de reyes romanos. El relato de su vida que ha transmitido la tradición combina con total naturalidad hechos fantásticos con logros políticos indudablemente históricos. Aclamado por la plebe como uno de los suyos, su gobierno fue sin duda autoritario, dejando sentir en toda la sociedad el peso de su voluntad. Él transformó la ciudad, tanto en lo físico como en lo político, hasta el punto de que fue tenido como el segundo fundador de Roma. Podría fácilmente decirse que modernizó la ciudad, dándole nuevas instituciones más acordes con los tiempos, y le añadió el último impulso en su larga marcha por convertirse en una polis consolidada. 

			Sobre los orígenes y nacimiento de Servio Tulio existen dos tradiciones completamente distintas: una de origen latino, recogida especialmente por Tito Livio (1.39-41); y una segunda de origen etrusco, referida por el emperador Claudio en un discurso ante el Senado el año 49 d. C (ILS 212 18-24). Según la primera versión, el futuro rey Servio Tulio era hijo de una esclava de nombre Ocresia que había sido hecha prisionera por los romanos cuando tomaron la ciudad de Corniculum. Servio Tulio nació en palacio y se crió en él como uno más de sus sirvientes. Todavía muchacho, una noche que dormía, su cabeza se iluminó y unas llamas la rodearon sin quemarlo ni despertarlo. Tarquinio Prisco, consciente de que ello implicaba una especial protección de los dioses, se interesó por él y lo educó a su lado, encargándole en su momento importantes tareas militares y de gobierno. Cuando Tarquinio fue asesinado por orden de los hijos de Anco Marcio, la reina Tanaquil ocultó su muerte para que Servio Tulio tuviera ocasión de conseguir el exilio de los asesinos y preparar su propia sucesión al trono, como así fue.

			Frente al relato tradicional, de claros tintes legendarios, aparece una segunda versión aportada por el emperador Claudio y procedente de escritores de origen etrusco. Claudio se sirve de un discurso ante el Senado para pedir a sus miembros que acepten en la institución a personas nobles procedentes de la Galia. Tras poner como ejemplo a Numa Pompilio y otros reyes extranjeros, el emperador argumenta sobre los orígenes humildes de Servio Tulio, pero también advierte que otros escritores creen que esa no fue la historia verdadera. Según Claudio, Servio Tulio se llamaba realmente Mastarna y había sido uno de los más fieles compañeros de Caelius Vivenna, una especie de condottiero de origen etrusco que se había dedicado a hacer fortuna con la guerra. Un cambio de suerte hizo que el futuro Servio Tulio tuviera que hacerse cargo de las tropas y abandonar Etruria. Así consiguió establecerse en una de las colinas de Roma, a la que dio el nombre de Caelius en recuerdo de su antiguo jefe. Dicha posición de fuerza le ayudó a conseguir el trono de Roma.

			 Los orígenes de este rey han provocado una enorme polémica entre los historiadores debido al fuerte contraste entre las dos versiones: una romana, más extensa y completa pero con elementos legendarios muy evidentes, y otra etrusca, más breve pero de difícil constatación. También ha sido objeto de una larga discusión si el rey era o no esclavo; si Servio era su praenomen, uno de los quince habituales en Roma y usado por muchas familias prominentes, o bien se trataba realmente de una alusión a su origen humilde: y en consecuencia, si era posible que un esclavo fuera capaz de llegar a ser rey en una sociedad como la arcaica.

			Las reformas de este monarca fueron las más profundas de toda la Monarquía. Además de crear el pomerium y de establecer los límites definitivos de la ciudad, a él se le debe una profunda reforma social de enormes consecuencias posteriores. Según la tradición, Servio Tulio elaboró el primer censo de la ciudad: dividió a toda la población en cinco classes, según sus ingresos, las cuales debían aportar al ejército un número de centurias en función de las edades de los que a ellas pertenecían. Los que tenían más de 100.000 ases de renta formaban la primera clase e iban equipados con escudo redondo de bronce (clipeus en latín y hoplon en griego), además de casco, coraza y grebas del mismo metal. Sus armas se completaban con una lanza de combate y espada al cinto. Esta primera clase aportaría ochenta centurias de infantería, de las cuales cuarenta serían de jóvenes (17-45 años) y las otras cuarenta de mayores (45-60 años). Los primeros lucharían en campo abierto mientras que los segundos quedarían en la retaguardia para asegurar la defensa de Roma. Además, la primera clase debía aportar también 18 centurias de caballería que servirían para guardar las alas de la legión.

			La segunda clase estaría formada por aquellos que tenían más de 75.000 ases; la tercera, más de 50.000; la cuarta tenía entre 25.000 y 50.000; y la quinta más de 12.500 ases. Fuera de esta estructura estarían los llamados capite censi, que eran el proletariado de Roma, ya que solo poseían como bienes sus propios hijos, su prole, que como una mercancía podía intercambiarse libremente. La segunda, tercera y cuarta clases aportaban veinte centurias cada una; mientras que la quinta lo hacía con treinta centurias: siempre la mitad de ellas era de seniores y la otra de iuniores. Sus armas iban perdiendo calidad en la medida en que disminuían sus rentas. El nuevo ejército de Roma estaría formado por dieciocho centurias de caballería y ciento setenta de infantería, a las que se sumaban dos centurias de ingenieros y una más de músicos (Livio, 1.43).

			La segunda gran reforma que la tradición atribuye a este rey es la superación del viejo sistema tripartito de tribus, en donde la familia y las gentes tenían un peso específico. Servio Tulio dividió la ciudad de Roma en cuatro tribus o distritos que abarcarían el nuevo espacio creado por sus murallas: el pomerium. Todo el territorio dependiente de Roma lo dividió en diecisiete nuevas tribus rústicas, que se sumaron a las cuatro urbanas para completar el número de veintiuno. Junto con las centurias, las nuevas tribus serían el engranaje de la organización social de Roma a partir de este momento; las curias, por tanto, quedaron reducidas a tareas meramente secundarias.

			La investigación histórica no ha dejado de criticar todos de los aspectos de la reforma de Servio Tulio. Muchos especialistas la han negado completamente por anacrónica, argumentando que sus elementos son de época posterior, cuando la República se encontraba en pleno desarrollo y necesitaba de estas instituciones; lo que había hecho la tradición era darle un barniz de antigüedad y legitimidad retrotrayéndolas a época monárquica. Por lo tanto, estos historiadores afirman que Servio Tulio nunca realizó esta reforma porque toda ella pertenece a un momento muy posterior a este monarca.

			Para otros historiadores existe un punto intermedio entre la negación total y la aceptación ciega. Está claro que hay algunas medidas que no pueden ser de época monárquica. Es imposible que la Roma de finales del siglo VI pudiera reclutar ciento setenta centurias de infantería y dieciocho de caballería: semejante población no existía en Roma. Incluso sería también imposible que solo la primera clase social, la de los más ricos, pudiera afrontar la recluta de ochenta centurias de infantería y dieciocho de caballería. Por último, es absurdo que la proporción de iuniores y seniores fuera de uno a uno: que hubiera tantos ancianos como jóvenes en el ejército. Una proporción más ajustada a la realidad hubiera sido la de tres centurias de jóvenes por una de mayores. Por tanto, existen argumentos sobrados para rechazar algunos componentes de la reforma, aunque no todo el conjunto.

			Aunque posiblemente la creación de las classes y centurias fuera de época republicana, quizás el rey Servio Tulio pudo introducir un primer censo muy elemental que dividiera en dos a la población de Roma: por un lado estarían aquellos que podían comprarse un armamento y combatir (adsidui) y por otro aquellos que no podían hacerlo, los llamados capite censi o proletarii; pero sin distinguir con tanta precisión entre las cinco clases ya mencionadas. De lo que no tiene duda la investigación es que tras este relato subyace la introducción del armamento y de las tácticas hoplitas en el sistema militar romano. 

			A lo largo del siglo VI, los contactos de Roma con las colonias griegas de la Magna Grecia se fueron intensificando. Mercaderes griegos y fenicios remontaban las aguas del Tíber para traer productos de lujo de todas partes del Mediterráneo. Junto con ellos llegarían noticias, avances, nuevos conocimientos, etc., que serían rápidamente adaptados por la población de Roma. Entre esas novedades estaba la nueva táctica de combate basada en el orden cerrado en tono a filas compactas y unísonas: la llamada falange griega. El soldado que así luchaba llevaba un vistoso escudo de madera redondo, de unos noventa centímetros de radio, cubierto de placas de bronce. Dicho escudo, hoplón se llamaba, servía para proteger el costado izquierdo del que lo portaba y el derecho del compañero que tenía a su izquierda, formando como las escamas de un pez. Para que este escudo fuera realmente eficaz, los soldados de la misma fila debían combatir hombro con hombro, sin separarse nunca, ni consentir la creación de huecos entre ellos. Mientras se mantuvieran firmes las líneas, la falange podía aguantar constantes acometidas. El casco, la coraza y las grebas mantenían al soldado incólume y su lanza de combate le permitía herir al enemigo.

			Pero lo distintivo del hoplita no era su táctica o su armamento, sino su estrecha vinculación a la polis. Se trataba de un ejército de ciudadanos que reproducía la esencia misma de la ciudad: en la falange nadie resaltaba especialmente y su eficacia consistía en mantener la unidad. Lejos quedaron atrás guerras como la de Troya, en las que aristócratas destacados luchaban cuerpo a cuerpo con sus iguales. El soldado hoplita debía costearse su propio armamento por lo que era un ejército de propietarios, con suficientes recursos como para atender a esta necesidad. 

			Servio Tulio fue sin duda el que introdujo esta nueva modalidad de combate en la historia de Roma. Para ello tuvo que crear un censo, a fin de saber quiénes podían luchar como infantería pesada y quiénes como simples velites (infantería ligera). El éxito de esta reforma no solamente convirtió al ejército romano en una máquina militar de primer orden, sino que concluyó la larga fase de formación de la ciudad de Roma imponiendo nuevos criterios políticos, basados ahora en las rentas y en el lugar de residencia. Así, las viejas relaciones personales derivadas de la familia o de los lazos de sangre, fueron dejando paso a nuevas instituciones, más sólidas y más seguras para la evolución del Estado.

			4. El ordenamiento jurídico de Roma

			Quizás existan pocas máximas tan redondas para definir el alma romana como la famosa frase del poeta Enio: moribus antiquis res stat Romana virisque: la fortaleza de Roma reside en sus hombres y en sus tradiciones antiguas (Enio, Anales, frag. 500). Para el autor romano del siglo II a. C. son dos los elementos fundamentales que cohesionan la sociedad: viri et mores, o sea: las personas que la integran y las costumbres o leyes que la hacen funcionar. Quizás hoy en día no tendríamos ningún problema en afirmar que lo importante de una sociedad son las personas, la gente que la constituye y la nutre; pero hay que ser muy romano para aceptar que también la tradición, las costumbres y las normas forman algo esencial en toda sociedad. Aunque Enio emplea la fórmula mos antiquus, la expresión canónica aceptada para lo que él quiere decir es mos maiorum. Dicho término aporta mayor riqueza al anterior pues, a diferencia de antiquus o vetus, en donde también existe la legitimación de las prácticas antiguas, el genitivo maiorum implica la necesidad de seguir unas actitudes, unas directrices y comportamientos que desarrollaron los antepasados en su forma de actuar. 

			En la tradición romana, el término maiores no era un concepto vago que se retrotraía a periodos anteriores imprecisos, a una especie de edad de oro en la que las cosas al menos habían sido diferentes. Los maiores eran gentes concretas, que habían vivido en un momento histórico preciso y que habían servido al Estado magnífi­camente y por ello habían ganado fama y reputación. Maiores eran todas las familias patricias de Roma, que habían sostenido la religión oficial ejerciendo durante siglos los distintos sacerdocios. Maiores eran, por supuesto, los plebeyos que habían alcanzado notoriedad, que habían sabido servir a Roma desde los puestos más altos, especialmente desde el Consulado, con leyes, victorias, triunfos y botines de guerra. Sus vidas y su memoria nunca caían en el olvido, sino que corrían de boca en boca entre los romanos para justificar actuaciones posteriores. En un juicio, en una negociación o en la toma de una decisión política, se invocaban los hechos notables de los maiores a modo de ejemplo, y de ordinario tenían más peso que las leyes o la jurisprudencia de un tribunal. Porque, con frecuencia, el mos maiorum era el concepto paralelo a derecho o ius y, por eso, tenía capacidad normativa para regular la sociedad. 

			La aparición de estas categorías sociales en época monárquica es la prueba más evidente de que ya existía una organización política ciudadana. Tanto Platón como Aristóteles afirmaban que la ciudad nació por la incapacidad de los clanes y grandes grupos familiares de satisfacer el ideal de autarquía que les es propio. Esta idea es también aplicable a la historia más antigua de Roma, en el sentido de que para situar el comienzo de la fase urbana conviene fijarse en la superación de las relaciones gentilicias; esto es, para que un poblamiento pueda considerarse ciudad, es necesario que sus habitantes sean ante todo miembros de una comunidad política y sus relaciones parentales, aunque sigan existiendo, pasen a un segundo plano: en la balanza de las relaciones sociales del individuo con la comunidad, la condición de ciudadano ha de pesar más que la de gentil.

			Familia y sociedad

			Poco se conoce de la organización social de la Roma arcaica. La tradición analística no ha dejado excesivos datos de cómo se estructuraba la población, y los pocos que se conservan contienen muchas interpolaciones anacrónicas de épocas posteriores. Otras fuentes de información no resultan muy oportunas. La arqueología ha podido demostrar que el sistema aristocrático romano ya se estaba formando a finales del siglo VIII, y que las diferencias sociales crecían en la misma proporción en la que lo hacía la ciudad. Sin embargo, los restos materiales apenas son útiles para dibujar las complicadas relaciones familiares y de grupo que subyacen en toda sociedad compleja. Con el fin de obtener al menos un poco de luz sobre estos momentos primitivos de Roma, los historiadores modernos suelen recurrir a etapas posteriores a la monárquica, especialmente a la Ley de las XII Tablas, de inicios de la República, para localizar arcaísmos o referencia a instituciones más antiguas que puedan iluminar los primeros estadios de la sociedad. Sin embargo, no siempre este método consigue llenar las lagunas y las dudas sobre este momento tan importante de la historia de Roma.

			La familia romana básica era la agnaticia, aquella integrada por la línea masculina, o sea, la formada por los hijos varones de un mismo padre. Cada casa contaba con su propio culto familiar, los Lares y Penates domésticos, y estaba gobernada por un único pater familias. Bajo su autoridad se encontraban su mujer, los hijos varones con sus respectivas mujeres y las hijas, mientras estas no contrajeran matrimonio. Las obligaciones jurídicas del pater hacia los demás miembros las conocemos solamente de época republicana, por lo que es muy difícil señalar sus características en el momento que estamos estudiando. Sí que es cierto que existían mecanismos para vincularse a una nueva familia o para desvincularse de la propia. Se podía entrar en una familia distinta por adopción, adrogatio, o bien un padre podía emancipar a un hijo y este se convertía, sui iuris, en un nuevo pater familias independiente. Las familias romanas podían agruparse en una unidad superior denominada gens, en virtud de la conciencia, real o ficticia, de descender de un antepasado común. Todos los miembros gentiles portaban el mismo nomen como seña de identidad y se agrupaban en torno al culto a unas mismas divinidades, que eran tenidas como propias.

			Una institución muy especial en la historia de Roma lo suponía la clientela. La condición de cliente se obtenía mediante juramento (fides) o vínculo sagrado, por el que un superior, un patrono, se comprometía con un inferior, o cliente, a prestarse mutuos servicios: el patrono cuidaba de la integridad de sus clientes y estos a su vez le obedecían en lo que fuera necesario. La protección del patrono solía ser, la mayor parte de las veces, de índole económica. Con frecuencia, los clientes eran campesinos humildes, con unas pocas tierras a su disposición, que en los momentos de mayor actividad agrícola colaboraran en las tierras próximas de su patrón a cambio de una especie de salario. Ello provocaba un estrecho vínculo entre ambos llegando a generar profundos lazos de dependencia. El vínculo entre el patrono y el cliente era tutelado por la religión. El patrono que defraudaba al cliente era declarado sacer, sacrílego, y perdía la protección ciudadana y, por lo tanto, podía ser asesinado por cualquiera que así lo deseara.

			La mayor parte del populus romano se encontraba fuera de las relaciones clientelares y desarrollaba su vida cotidiana con total normalidad. Muchas fuentes antiguas tienden a denominar a esta amplísima población con el término de plebe, separándola de su antagonista, el patriciado. Sin embargo, hay que rechazar la falsa ilusión que ha creado la tradición romana sobre la existencia dos grupos enfrentados en momentos tan iniciales. Estas dos categorías sociales no existieron en época de los reyes, y por lo tanto no formaron grupos enemistados. El patriciado en la Monarquía eran aquellos que ejercían alguno de los sacerdocios de la religión oficial, y de ahí procedía su prestigio. Esta condición se podía ganar o perder a tenor de posibles relevos en los colegios sacerdotales, y por lo tanto su peso social sería totalmente circunstancial, y por supuesto no necesariamente mayor que el del resto de senadores que no tenían esta condición. Hay que esperar todavía muchos años para que se pueda hablar con propiedad de plebe como un núcleo individualizado dentro del conjunto de la sociedad. El pueblo romano se formó por sucesivas oleadas de población, mostrando con ello una flexibilidad sin paralelos a lo largo de la historia. A los descendientes de aquellos que habitaban las colinas de Roma se sumaron pronto habitantes de los territorios conquistados. La expansión de Roma por el Lacio tras la ocupación de Alba Longa debió de provocar la incorporación de muchos latinos a la nueva ciudadanía en formación. Además, inmigrantes, viajeros o incluso fugitivos también pudieron ser aceptados en una Roma expansiva. Sería muy lógico pensar que solo las primeras incorporaciones nutrieron inicialmente la clientela de las familias romanas y de sus grupos gentilicios, pero no todos los recién llegados terminaron de la misma manera. 

			El populus no formó nunca un grupo compacto y uniforme. Entre sus componentes cabía una enorme gradación en fortunas, preparación, posición social o influencia. Prueba de ello fue la reforma de Servio Tulio que, como ya se ha visto, dividió básicamente a la población en cinco niveles sociales según sus rentas, por lo que hay que concluir que desde el siglo VI la sociedad romana había evolucionado lo suficiente, en jerarquía y complejidad, para poder llamarse una sociedad moderna de la época. Todo ello prueba la enorme flexibilidad que desde sus orígenes mostró el pueblo romano. No en vano, la propia tradición señala que Rómulo convirtió a Roma en una ciudad asilo; una especie de ciudad abierta en la que podía integrarse cualquiera que lo deseara. Desde época monárquica, Roma recibió un gran contingente de población que venía de otras ciudades que se fue integrando en la ciudadanía. Esta facilidad de aceptación provocó que los distintos niveles sociales se fueran enriqueciendo. Todos ellos encontraron en Roma un lugar donde integrarse y donde comenzar una nueva existencia, sin tener que sobrevivir en grupos aislados o marginados por su condición de extranjeros. La generosidad de los romanos al compartir con los recién llegados la propia ciudadanía hizo posible que la estrecha estructura de pequeñas aldeas, más o menos vinculadas entre sí, fuera sustituida por una auténtica ciudad como tal.

			La génesis del derecho

			Para que un poblamiento pueda llamarse ciudad, además de tener unas relaciones sociales claras, por encima de los lazos de sangre y parentesco, debe exigírsele también un cierto marco jurídico, aunque sea muy somero. Una ciudad necesita que sus habitantes puedan resolver sus disputas, no por la vía de la violencia o de la venganza, sino acudiendo a un tercero, revestido de autoridad, que pueda señalar quién tiene razón y quién no. El derecho romano, de una manera incipiente, surgió a lo largo de los siglos VII y VI, dando respuesta a una sociedad cada vez más compleja, que se expresaba hacia afuera tanto en las instituciones públicas como en la actuación religiosa. Podría decirse que el derecho romano creó su propio corpus de normas a través de dos fuentes distintas: por un lado, la necesidad de regular la actividad religiosa y el propio culto, que obligaban a todos los ciudadanos a una serie de comportamientos determinados; y, en segundo lugar, por la tradición y las costumbres surgidas en la actuación diaria de las familias entre sí, y de estas con la ciudad.

			En un primer momento, desde la fundación de Roma hasta el siglo V, los romanos no fueron capaces de distinguir entre el derecho secular (ius) y el derecho divino (fas). El primero afectaba a la convivencia de los individuos, el segundo a la relación con los dioses. Por tanto, en la primera legislación romana se mezclaban sin mucha atención lo religioso y lo profano. Ello fue consecuencia de que los sacerdotes eran a la vez cargos políticos como miembros del Senado, y también responsables de las tareas religiosas, y, en consecuencia, se fundían en las mismas personas dos ámbitos contrapuestos. El más antiguo colegio sacerdotal fue el de los pontífices, creado por Numa Pompilio (Livio, 1.20; Dionisio, 2.73). Ellos ejercían una supervisión general en todo lo referente a la religión, tanto en los aspectos positivos de las ceremonias y rituales (ius sacrum) como en los posibles castigos por su incumplimiento (nefas). A veces los dos ámbitos, ius y fas, se solapaban, porque cierto tipo de comportamientos que pertenecían al ámbito civil y, por tanto, al ius, eran especialmente reprensibles en el caso de que se violase también el fas. Esto se mantuvo hasta bien entrado el siglo II a. C. por el peso determinante en la interpretación del derecho (ius) que tuvo siempre el colegio de pontífices.

			Las leyes no escritas de la primera sociedad romana emanaron de dos fuentes diferenciadas: en primer lugar, de las propias costumbres anteriores a la Monarquía, y en segundo lugar del derecho positivo emanado por el propio rey. Cuando la sociedad romana comenzó a crecer y a hacerse más compleja, especialmente a partir del siglo V, las leyes procedentes de la tradición, en general vagas e imprecisas, dejaron paso a nuevas leyes más apropiadas a las necesidades sociales y económicas, como fue la Ley de las XII Tablas. Sin embargo, el ordenamiento jurídico romano no eliminará del todo el papel fundamental de la costumbre. Muchas leyes en la historia de Roma sancionaban normas consuetudinarias ya extintas, hasta tal punto de que bastantes aspectos de la vida cotidiana eran intocables, pues pesaba sobre ellos el condicionante de antiguas leyes no escritas. Ámbitos fundamentales como la familia, la propiedad, los contratos y herencias o algunos elementos de la organización del Estado, como el Senado, los magistrados y las asambleas populares permanecieron durante siglos invariables por el atavismo de no querer alterar unos orígenes más que discutibles. La costumbre constituyó siempre la base fundamental del modo de hacer las leyes en Roma. 

			Con la consolidación de la ciudad y de sus instituciones se inau­gurará una nueva forma de entender la relación entre política, religión y derecho, que será, en buena medida, la base del pensamiento republicano posterior. Cuanto más peso cobre la política, como sucedió a partir de Servio Tulio, más retrocederá y disminuirá el peso de la religión y de las relaciones familiares. Hay que esperar hasta el siglo IV para que el pensamiento jurídico se convierta en el auténtico símbolo de la ciudad de Roma. La antigua mezcla y confusión entre religión y derecho va a evolucionar hacia una nueva realidad, gracias a un cierto proceso de secularización que llevará a cabo la nueva aristocracia republicana por el que política y derecho irán restando espacios a la religión.

			5. La religión romana arcaica

			Marco Vegetio, un escritor del siglo IV de nuestra era, redactó un Epitoma militaris en el que intentaba sintetizar todos los conocimientos que sobre el arte de la guerra había acumulado Roma. El autor insistía en que los romanos en muchos aspectos eran inferiores a los demás pueblos vecinos: a los germanos en población; en valor a los hispanos; en sabiduría a los griegos; pero, añadía, a todos superaban en ambición de dominio (1.1). Esta opinión sobre las especiales dotes de los romanos para el gobierno fue un tópico muy común a lo largo de su historia. Cicerón, sin apartarse de esta impresión general, añadió que la capacidad militar no era la única cualidad propia de los romanos, sino que también lo eran la piedad y la religión (Har. Resp., 9.19). La ciudad de Roma estaba llena de templos, capillas y hornacinas con imágenes de divinidades procedentes de todo el mundo. A lo largo del año se sucedían las fiestas y ciclos festivos de todo tipo de dioses, a veces tan arcaicos que prácticamente eran irreconocibles para sus devotos. Las obligaciones religiosas llenaban la actividad cotidiana de los magistrados y de las demás instituciones del Estado. Cualquier actividad pública requería la realización de los auspicios, la ofrenda de algún sacrificio o la recitación de una oración. La religión llenaba todos los rincones de la actividad política y privada. Por ello, no hay que extrañar lo acertado de la afirmación de Cicerón sobre la importancia de este aspecto en la vida de Roma. 

			Podría decirse que el pueblo romano era profundamente religioso, ya que esta actividad constituía un elemento fundamental de su vida social. Las propias fuentes romanas reconocían que su religión se basaba en tradiciones que se retrotraían a sus orígenes más remotos. Evandro trajo de Arcadia una gran variedad de ritos griegos y, en especial, el culto a Hércules. Eneas sacó de Troya los dioses domésticos (Penates) y la estatuilla de Pallas Ateneas alojada en la casa de las Vestales. Todos los reyes de Roma construyeron templos, organizaron ritos, crearon sacerdocios y fomentaron la religión tradicional. En las plazas públicas de las ciudades romanas, o en lugares de fácil acceso, lucían gigantescos calendarios tallados en piedra donde se recogían las festividades del año, con sus oraciones y sacrificios, y se señalaba qué días eran oportunos para la celebración de mercados o de actividad pública y en qué días estaba prohibida toda labor. Estos calendarios, de los que se conservan unas cuarenta copias del siglo I a. C., son una fuente fundamental para el estudio de la religión primitiva de Roma, debido a que en ellos aparecen escritas en letras capitales de mayor tamaño una serie de festividades realmente antiguas, que pudieron surgir en época monárquica y por ello se destacaban de forma especial.

			La religión romana era muy singular y notablemente distinta a la de otros pueblos históricos. Por muchas razones se podría hablar más de superstición que de auténtica religión elaborada. La actividad religiosa en Roma era enormemente pragmática y buscaba de los dioses la obtención de un beneficio inmediato y tangible. Para cada necesidad o momento del día existía una fuerza divina a la que acudir a fin de obtener el resultado necesario. El hogar de la casa era el centro del culto a los Lares y Penates familiares: no había comida en la que no se ofreciera un sacrificio. El alimento era tan sagrado que cuando caía algo de la mesa había que recogerlo y, sin limpiarlo, se quemaba como expiación. Toda la casa estaba llena de demonios familiares a los que un rito ancestral ponía en movimiento, por accidente o por necesidad. El nacimiento de un hijo era un periodo de peligro para el niño y su madre: en el momento del parto, tres hombres armados con un hacha, una mano de mortero y una escoba cerraban con grandes gestos el umbral de la casa a la entrada de cualquier espíritu hostil. 

			Especial importancia tenían los malos presagios, primordialmente el vuelo de las aves (auspicia), pero también las palabras premonitorias (omina) o los signos funestos de la naturaleza (portenta). A diferencia de los griegos, que buscaban en la adivinación un conocimiento del porvenir, los romanos consultaban en la naturaleza las posibilidades de éxito de una empresa que luego podían acometer o no, según su voluntad. Para evitar el constante agobio que sentía el hombre griego por la acción caprichosa del destino, en Roma existía un elaborado sistema para escapar a los malos presagios si estos se producían. Bastaba que el observador declarase que él no los había percibido, que no había querido poner atención, o simplemente que rechazaba su carácter premonitorio para que los augurios no tuvieran ningún efecto. En todo caso, su eficacia se perdía transcurridas veinticuatro horas.

			A consecuencia de esta actitud pragmática e inmediata, la religión romana era fundamentalmente simple y poco elaborada. A diferencia de Grecia, donde grandes poetas como Homero y Hesíodo crearon un sistema complejo de mitos y de explicaciones sobre el origen del cosmos y del ser humano, en Roma nunca existió interés por una propuesta mítica, ni siquiera elemental. Los dioses romanos eran normalmente fuerzas de la naturaleza, poco elaboradas e imprecisas, demonios o genios de los bosques, cuya actividad se extendía sobre lo más preciado para el hombre: sus tierras, sus ganados y sus casas. No cabía en ellos una relación cercana con los mortales; por tanto, eran poderes temibles e inesperados: seres aislados, sin relaciones de parentela ni vida privada, que cumplían una misión en el orden de las cosas y a los que había que conjurar para evitar su fuerza funesta.

			Por último, la religión romana era profundamente ritualista. No buscaba satisfacer las necesidades espirituales del individuo, en una relación de proximidad con la divinidad. Lo fundamental era la obtención del beneficio y el éxito, que dependía de la buena realización de un rito, muchas veces mecánico y repetitivo. No se trataba de atraer la benevolencia de la divinidad, sino de evitar su acción negativa con la realización de una especie de conjuro ritual. Este consistía, por lo general, en una serie de oraciones realizadas de manera apropiada por el sacerdote apropiado. El éxito se hallaba sobre todo en repetir la oración precisa sin ningún error, aunque fuera tan arcaica que no la entendiera ni el que la pronunciaba ni el que la escuchaba. En caso de equivocación había que volver a repetir todo el rito desde el inicio. No pocos autores han llegado a pensar que la palabra latina religio procede del verbo relegere, o sea, leer y volver a leer, pues en ello estaba el éxito y la eficacia del ritual.

			Dioses, fiestas y ritos

			La tradición literaria romana atribuye al rey Numa Pompilio la creación del primer calendario con sus ritos y festividades. Se trataba del típico calendario campesino, vinculado directamente al desarrollo natural del crecimiento y maduración de las cosechas. Inicialmente cubría solo los meses de marzo a diciembre, que era cuando el campesino estaba más pendiente del proceso agrícola y no consideraba como meses a tener en cuenta los de enero y febrero. Su organización era muy compleja porque se mezclaban el ciclo lunar y algunos atavismos o supersticiones, propios de temores primitivos. Los romanos tenían una fuerte preferencia por los números impares, que eran signos de buen augurio, mientras que los números pares, al ser divisibles por la mitad, eran signos de mala suerte. Por ello, todos los meses, salvo febrero, dedicado a los muertos, eran impares, y todas las festividades caían siempre en día impar. El año tenía trescientos cincuenta y cinco días, distribuidos en un mes de veintiocho (febrero), cuatro de treinta y uno (marzo, mayo, julio y octubre), y los siete restantes eran de veintinueve días. Para adecuarse al cómputo solar, cada dos años había que intercalar veintidós días suplementarios entre el 22 y el 23 de febrero. 

			El mes se iniciaba cuando el rex sacrorum anunciaba ante las curias el primer cuarto creciente lunar: Kalendae, en el que la luna se iluminaba tenuemente. Inmediatamente establecía los Idus, o plenilunio, que acaecía el día 15 en los meses de treinta y un días y el 13 en los meses de veintinueve. Las Nonae eran el noveno día (inclusive) anterior a los Idus y coincidía con el cuarto creciente lunar (días 7 y 5 respectivamente). Los primeros cuatro meses del año, de marzo a junio, estaban especialmente dedicados a la agricultura y puestos bajo la protección de una divinidad: Marte, Afrodita (Apru), Maia y Juno; los siguientes, simplemente, se nombraban por el numeral de Quintilis a Decembris. Enero estaba consagrado a Jano, el dios de los comienzos, y febrero a Februs, un dios de origen sabino de carácter purificador, indispensable para cerrar el año.

			La principal divinidad del panteón romano era Júpiter, especialmente desde el momento en que los dos Tarquinios le dedicaron el gigantesco templo del Capitolio. Representaba el cielo luminoso y a él estaban dedicados todos los plenilunios del año (Idus). Marte era también una divinidad muy importante entre los romanos, como lo demuestra el que el año comenzaba con el mes dedicado a él. Inicialmente no era solo el dios de la guerra, como luego será habitual. Era más bien una fuerza impersonal que protegía las tierras de labor próximas a la aldea de todos los peligros que pudieran amenazarlas, del mundo salvaje de los bosques y territorios lejanos. Por consiguiente, era invocado por las tropas, que se alejaban de los límites de la ciudad. Tenía el doble carácter de dios agrícola, protector de los campos de labor, y de dios de la guerra. Por ello, el mes de marzo recogía los principales ritos bélicos y de fecundidad de la religión romana.

			Juno era la diosa del vigor juvenil y de la plenitud. Los granos y cereales llegaban a su madurez durante el mes dedicado a ella; los iuniores eran los hombres jóvenes capaces de portar armas. En época posterior a la Monarquía se convirtió en la diosa de las mujeres y de los partos con el atributo de Juno Lucina. A ella estaban consagradas todas las kalendae para que la luna nueva creciera convenientemente. El dios Jano debió de tener un peso notable en la religión primitiva. Era el dios de las puertas: el que abre y el que cierra. A él se le dedicaba el mes de enero que cerraba el año y preparaba para la expiación y purificación del mes de febrero. Se le representa habitualmente como un dios con dos cabezas como símbolo de su omnisciencia y del carácter ambivalente de abrir y cerrar. Su templo, cerca del Foro, permanecía abierto en caso de guerra y cerrado en tiempos de paz. Solo en unas pocas ocasiones en la historia de Roma permaneció cerrado.

			Como sucede en muchos pueblos primitivos, los principales ciclos festivos de Roma correspondían a la agricultura y a la guerra: el primero, centrado entre abril y agosto; el segundo, en los meses de marzo y octubre. La religión romana era especialmente activa durante el mes de abril, cuando el arranque de los frutos aseguraba la buena cosecha. El ciclo biológico de la tierra se inauguraba el 15 de dicho mes, en el que cada una de las treinta curias sacrificaba una vaca preñada para asegurar la fertilidad de la tierra. A partir de entonces se sucedían las fiestas: el 19 se celebraba la Ceralia, dedicada a Ceres, la diosa de la agricultura. La Parilia tenía lugar el día 21, aniversario de la fundación de Roma, que era cuando se desestabulaba el ganado y se le llevaba a pastar a los prados (Dionisio 1.88.3). El 23 se celebraba la Vinalia para garantizar el buen estado del vino desencubado en esos momentos. Todo termina el día 3 de mayo con la Floralia, dedicada a la diosa de la vegetación. Para el mes de agosto se reservaban las festividades de la recogida de los frutos y de la abundancia. Se abría el día 21 con la Consualia, dedicada al dios Consus, seguida el día 25 por la Opiconsiva, consagrada a Ops. Consus era el dios de los silos y se encargaba de conservar en buen estado los granos y animales. Ops era el dios de la abundancia.

			La guerra en la Antigüedad era una actividad esencialmente estacional. Se realizaba de marzo a octubre, ya que las lluvias y los fríos del invierno dificultaban su práctica. Por ello, los ritos propiciatorios para un buen resultado se abrían y se cerraban en dichos meses. El ciclo lo iniciaba la cofradía sacerdotal de los Salios. El 1 de marzo, estos sacerdotes retiraban de la Regia los doce escudos de bronce que allí se guardaban desde época de Numa y danzaban con ellos por las calles de Roma, haciendo resonar los escudos, buscando con ello despertar las fuerzas divinas dormidas durante el invierno. El 19 se procedía a la purificación de las armas y el 23, los salios asistían a un solemne sacrificio, realizado por el rex sacrorum, que cerraba esta primera fase. El 15 de octubre se clausuraba el año bélico con la celebración de October Equos (Caballo de octubre). La fiesta consistía en la organización de una carrera de bigas en el circo y el consiguiente sacrificio del caballo derecho del carro vencedor. El atravesarlo con una lanza ponía final al ciclo militar y las fuerzas mágicas protectoras se preparaban para el descanso invernal (Plutarco, Cuest. Rom., 97).

			Los sacerdotes de la religión oficial

			La organización de la religión romana era muy compleja debido a la gran variedad de ritos y de posibilidades que ofrecía. A diferencia de Grecia, donde todo varón podía ofrecer sacrificios a los dioses y, por lo tanto, no existían sacerdotes propiamente dichos, en Roma la práctica religiosa estaba dirigida por profesionales, que ejercían el cargo de modo vitalicio. La religión oficial del Estado se organizaba a partir de tres niveles: sacerdotes individuales, colegios sacerdotales con tareas colectivas y cofradías especializadas en una determinada actividad. Solían ser elegidos por cooptación dentro de sus respectivos colegios y tenían carácter vitalicio, siendo todos ellos, en su tarea, responsables por igual del bienestar de Roma. Con mucha frecuencia, padres e hijos se sucedían en el desempeño de los mismos puestos sacerdotales. Dos podían ser las notas más comunes a todos los sacerdotes: la especialización en las tareas y la colegialidad. Cada sacerdocio o colegio tenía unas funciones bien diferenciadas y no cabía injerencia alguna en las ocupaciones de los demás: el grado de especialización era tal que aseguraba la total autonomía del respectivo colegio. El sacerdocio fue siempre un privilegio de la elite dirigente romana: ante todo de los patricios, que mantuvieron el monopolio durante siglos en la historia de Roma, hasta que el resto de la clase gobernante pudo tener igual acceso a estos puestos de honor.

			En primer lugar, la religión romana poseía cargos sacerdotales individuales. Según Festo, los cinco sacerdotes más importantes eran el rex sacrorum, el flamen Dialis, el flamen Martialis, el flamen Quirinalis y el pontífice máximo (Festo, 198-200). El rex sacrorum era el sacerdote habitual del templo de Jano y fue el sustituto del monarca en las tareas religiosas al suprimirse esta institución. Presidía la comitia calata y cuidaba de los cultos que tenían lugar en la Regia. Los flamines eran quince en total, pero destacaban tres sobre el resto: el flamen de Júpiter (Dialis), el de Marte y el del dios Quirino. Sobre estos tres pesaba tal cantidad de limitaciones y atavismos que sus cargos no eran especialmente apetecibles. El pontífice máximo acabó por convertirse en el jefe de la religión oficial romana. Sus competencias fueron creciendo a lo largo de la historia hasta alcanzar la supervisión general de todas las cuestiones religiosas y de la actividad de los demás sacerdotes. Junto con los cuatro anteriores, la gran Vestal y el resto de pontífices formaban un colegio de gran influencia en Roma, ya que ellos velaban por la moralidad de la sociedad y por la interpretación correcta de las leyes.

			La religión romana también contaba con colegios especializados para atender diversas necesidades de la ciudad y aconsejar a sus instituciones, especialmente al Senado. Junto al colegio de los pontífices ya mencionado, se encontraba en orden de importancia el colegio de los augures, formado inicialmente por seis personas. Eran expertos en la inauguratio de las fiestas, de los actos públicos y de interpretar el vuelo de las aves. Con su bastón curvo (lictus), el augur dividía el cielo en dos partes y, según la aparición de determinados signos en el cielo, interpretaba la voluntad de los dioses sobre la pregunta realizada o el acto a celebrar. Frecuentes consultas del Senado romano recibía el colegio de los duoviri sacris faciundis (de dos miembros, inicialmente, luego elevado a diez y, por último, a quince). Ellos tenían el encargo de consultar e interpretar los Libros Sibilinos, adquiridos por el rey Tarquinio el Soberbio directamente a la Sibila de Cumas. Se trataba de una colección de conjuros y remedios mágicos, muy típicos en la Grecia del siglo VI y V, que se podían aplicar en caso de producirse algún portento o fenómeno natural desacostumbrado, para el cual los demás colegios no tenían una respuesta apropiada. Ellos fueron los responsables de la introducción de muchos elementos griegos en la religión romana.

			El último de los colegios importantes era el de los Fetiales. A ellos se les encomendaba sacralizar la guerra, pues se encargaban de su declaración formal y de la firma del tratado de paz. Actuaban siempre siguiendo las indicaciones del Senado o de un magistrado con mando militar. Su tarea consistía en presentarse ante el enemigo con el conjunto de reproches que justificaban la declaración de guerra, el casus belli. Si no recibían satisfacción del enemigo procedían a proclamar la justicia de la causa romana (bellum pium et iustum), y declaraban la guerra arrojando simbólicamente una lanza hacia el territorio contrario. En el caso de un tratado de paz, se encargaban de los juramentos y de los ritos que protegían los compromisos adquiridos.

			Ya para acabar, la religión romana tenía también diversas cofradías, fratres, con tareas muy específicas en la religión oficial. Además de los salios, que danzaban por las calles de Roma en la apertura del año militar, la cofradía más importante fue sin duda la de los fratres Arvales. Fundados por Rómulo, según la tradición, tenían como misión la realización de determinados ritos que favorecían la fecundidad de la tierra. A principios de mayo, en su lugar de reunión a las afueras de Roma, inmolaban sacrificios a las fuerzas de la fecundidad y rezaban una oración muy arcaica e ininteligible al dios Marte como divinidad agrícola.

		


		
			II.

            Los inicios de la República (509-264)

            
            
			1. El nacimiento de un nuevo régimen

			En los comienzos de la República, la tradición literaria romana sitúa la figura singular de Gneo Marcio Coriolano, un personaje contradictorio y atormentado. Su biografía se conoce a través de Plutarco, Tito Livio y Dionisio de Halicarnaso, que lo muestran como la síntesis de las fuertes tensiones que sacudieron Roma a comienzos del siglo V. Descendiente del rey Anco Marcio y, por lo tanto, de familia plebeya como todos los Marcios, intentó acceder al consulado el año 492, al poco de crearse la figura del tribuno del pueblo, máximo representante de los intereses populares en Roma. Plutarco señala que en aquel entonces el Senado y los patricios se hallaban divididos sobre qué actitud tomar ante una plebe cada vez más descontrolada. Unos eran favorables al entendimiento, a condescender con sus demandas y facilitarles un mayor acomodo en la ciudad. Otros, como Marcio Coriolano, pensaban que había que actuar con mano dura, acabando con las recién estrenadas instituciones plebeyas por los medios que fueran necesarios. Plutarco añade que los patricios hacían campaña electoral presentándose ante el pueblo vestidos con la toga, pero sin túnica, para que todos pudieran observar las muchas cicatrices que recorrían sus cuerpos, obtenidas en el campo de batalla contra los enemigos de Roma. Las heridas eran el mejor resumen de los méritos del candidato, y debían bastar para conseguir la apreciada magistratura, sin tener que acudir a vagas promesas ante la plebe. 

			El odio abierto de Coriolano hacia la plebe de Roma y su propuesta de manipular el precio del trigo para que el hambre acabase con la resistencia popular, provocó que los tribunos de la plebe le acusaran de intentar imponer la tiranía y por ello fue condenado al exilio. Consiguió refugiarse en la corte del rey volsco Aufidio, su antiguo enemigo, que le nombró general de su ejército con el objetivo de conquistar Roma y de dar rienda suelta a su venganza. Al frente de los enemigos de Roma, Coriolano pudo cuajar sus planes poniendo asedio a la ciudad que había sido su propia casa. Solo las súplicas y las lágrimas de su madre y de su esposa pudieron aplacar el odio que sentía hacia los suyos y salvar a Roma de una destrucción segura.

			Coriolano no fue rechazado y condenado al olvido, como hubiera sido lógico al tratarse de un cruel enemigo de su patria, sino que su figura pasó a ilustrar la lista de personajes ilustres de la historia de Roma, ya que su última decisión lavó la maldad de sus hechos anteriores. La reacción de Coriolano de dejarse conmover por los ruegos de su madre se convirtió en un ejemplo de vida que fue recordado por los romanos de generación en generación, engrosando el relato de lo que en Roma se conocía como mos maiorum. Las frases finales dirigidas a su madre fueron recordadas por todos como modelo de auténtico comportamiento cívico: «Venciste, le dice, alcanzando una victoria tan feliz para la patria como desventajosa para mí, que me retiro vencido de ti sola» (Plutarco, Coriolano, 36). La vida de Coriolano fue sin duda un magnífico modelo de las nuevas actitudes y comportamientos que se vivieron en Roma a partir del final de la Monarquía.

			Muy apropiadamente podrían denominarse los siglos V y IV a. C. como los años oscuros de la República romana. A diferencia de otras etapas de la historia de Roma, las fuentes antiguas pasan muy deprisa por estos años, a pesar de los importantísimos acontecimientos que se vivieron en ellos, como si tuvieran miedo de tomar conciencia de un mundo sombrío y desconocido. Los propios historiadores antiguos ya advertían de esta deficiencia y se quejaban de lo poco segura que era la información sobre los inicios de la República. Dionisio de Halicarnaso (1.6.2) criticó muy duramente a los primeros historiadores romanos, como Fabio Pictor o Lucio Cincio, que escribieron sobre dicha época, de una manera sucinta y despreo­cupada. El propio Polibio comienza la historia de las grandezas de Roma con la Primera Guerra Púnica, pues no se fiaba de la información disponible de los siglos anteriores. También Livio se quejaba de que sus fuentes de información estaban adulteradas por la introducción consciente a lo largo de los años de datos falsos, consulados inexistentes, éxitos militares de dudosa precisión, etc., atribuidos a grandes hombres de la historia de Roma por sus descendientes, sin importarles distorsionar la realidad con el objetivo de aumentar el prestigio de la familia (Livio, 8.40.4). Tanto es así que no pocos historiadores recientes han avisado de la imposibilidad de conocer con exactitud los dos primeros siglos de la República, pues creen que han sido conscientemente falseados por los analistas romanos.

			Durante buena parte del siglo XX, muchísimos historiadores cayeron en una visión muy pesimista de las fuentes literarias romanas. Creían sinceramente que los historiadores antiguos se habían inventado su propia historia, especialmente los acontecimientos anteriores al siglo III a. C. A consecuencia de ello se leyeron los textos literarios de forma hipercrítica, intentando averiguar dónde estaba la mentira, para así poder evitarla y alcanzar la verdad. Ello llevó a enormes elucubraciones y novedosos planteamientos en los que cada historiador intentaba ser más original que el anterior. La consecuencia fue que durante muchas décadas del siglo XX la historia de Roma ha permanecido estancada en un callejón sin salida, pues los planteamientos hipercríticos no han sabido dar ninguna solución coherente ni salvar los obstáculos que creían tener ante sí.

			Desde hace unos pocos años, nuevos historiadores están volviendo a leer otra vez las fuentes: a revalorizar la información transmitida. Se ha comprobado que mentir no era fácil. Los autores romanos no tenían carta blanca para alterar conscientemente su propia historia: ni su sociedad, ni las personas afectadas lo hubieran consentido. Además, cuando los romanos empezaron a poner por escrito su propio pasado, ya existían textos de autores griegos que lo habían hecho con anterioridad, por lo que no se les habría permitido caer en esa tentación. El relato que surge de los textos literarios que se han conservado presenta una enorme coherencia en sí misma, una insistencia en sostener los mismos planteamientos, cosa que no hubiera sucedido nunca si cada cual hubiera podido dar rienda suelta a su imaginación. Recientemente, la arqueología ha venido a confirmar de forma incontestable que las fuentes romanas no se equivocaban al presentarnos su propia reconstrucción de lo que fue Roma. Solo después de un trabajo muy serio de crítica histórica se está en disposición de afirmar que el relato de los analistas romanos es sustancialmente cierto. Ello no quiere decir que no contengan errores o no se pueda leer de forma crítica. Pero de ahí a negarlo todo en su conjunto hay un enorme salto. El problema se soluciona no dudando sobre lo que han dicho en concreto, sino entendiendo por qué en la Antigüedad se contaban las cosas de una determinada manera.

			Antes de que Roma pusiera por escrito su propia historia a comienzos del siglo II, ya se había creado un relato que guardaba la memoria de muchos acontecimientos anteriores: importantes logros militares, decisiones significativas del Senado, sucesos internos como la expulsión de los reyes, tratados con ciudades extranjeras, hambres, epidemias, etc. Prácticamente todos estos datos estaban recogidos en las crónicas que el pontifex maximus redactaba anualmente y que se guardaban en los archivos de Roma. Pero a nadie se le escapa que la historia no es la mera sucesión de datos y fechas ordenados cronológicamente. La historia implica presentación de los acontecimientos, un relato global y matizado que tiene en cuenta la mayor parte de las circunstancias acaecidas, la evolución de grandes procesos, etc., y ello es fruto habitual del trabajo y experiencia del historiador. Este es sin duda el problema de las fuentes romanas: cuando se escribió la primera historia de Roma en el siglo II a. C., existían muchos datos, pero faltaban explicaciones porque nadie tenía una idea clara de cómo había sido la sociedad trescientos años antes. 

			Pese a la abundante documentación confeccionada por el pontífice máximo y disponible en los archivos de Roma, los historiadores romanos no estaban bien preparados para el uso de un método crítico que diera una visión coherente de una sociedad tan pretérita. Por esta razón interpretaron los datos históricos como si fueran realidades del presente, en una especie de actualización errónea de pasado. Creyeron que las instituciones del siglo V y IV, los conflictos sociales, los comportamientos políticos, etc., no serían muy distintos de aquellos que acontecían en su mundo, y los presentaron como tal. De alguna manera llevaron su presente al pasado para poder explicarlo, ya que desconocían cómo había sido realmente el original. La consecuencia dramática de esta desviación metodológica ha llevado a la conclusión de que, según la visión de los historiadores antiguos, Roma apenas evolucionó en lo sustancial desde el siglo V al siglo II, porque las motivaciones, la mentalidad o las actitudes de personajes públicos o de instituciones eran exactamente los mismos que trescientos años más tarde. El error de la historiografía romana estuvo en aplicarle al mundo del siglo V la misma madurez que la del siglo II.

			El efecto más inmediato de esa fuerte tendencia de la historiografía romana a retrotraer al pasado los fenómenos y las circunstancias del presente, fue la de ver la historia como un fenómeno unitario. A los propios romanos les resultaba muy difícil concebir la historia como algo dinámico y cambiante, en permanente estado de evolución. Para ellos, la historia era más una acumulación de hechos que un desarrollo constante: todo permanecía siempre igual y cada momento se distinguía únicamente del anterior por la mera aparición de nuevos matices. Difícilmente comprendían que las cosas cambian con el correr de los años, y que no podía ser la misma la sociedad del siglo V que la del siglo III a. C. La historia de la República fue siempre para los historiadores romanos el relato de su clase gobernante, de su aristocracia, presentada de manera homogénea y única a lo largo de los siglos; que permaneció siendo la misma todo el tiempo en valores y comportamiento, independientemente del momento histórico concreto: siempre dividida en patricios y plebeyos, siempre compuesta por trescientos miembros, siempre acumulando una auctoritas y rigor moral excepcionales.

			Todo ello no supone un obstáculo insalvable para conocer la primitiva historia de la República. Gracias a que se entiende el método de trabajo y los condicionantes del historiador romano, se está mucho más cerca de valorar su trabajo y de ser capaces de utilizar con rigor la información que ellos aportan. Hay que saber distinguir entre hechos históricos y presentación historiográfica. No hay razones para rechazar de manera global la información que transmiten las fuentes, basta únicamente con apartar aquellas deficiencias metodológicas o elementos retóricos que las fuentes suelen introducir y que son fáciles de identificar. 

			La caída de la Monarquía

			La etapa monárquica de la historia de Roma terminó de manera trágica el año 509. Según la tradición, una conjura nobiliaria de personas próximas al rey, de familiares y otros cargos públicos, decidieron expulsar a Tarquinio el Soberbio y poner la ciudad bajo la protección de dos cónsules: Junio Bruto y Tarquinio Colatino, con poderes paritarios y elegidos por un año. El desencadenante del proceso fue un suceso menor, utilizado por los conjurados para incendiar al pueblo de Roma. El segundo hijo del rey, Sexto Tarquinio, se había enamorado de una mujer de familia noble llamada Lucrecia, casada con un primo del rey de nombre Tarquinio Colatino. Al no responder ella a sus deseos, Sexto Tarquinio decidió violarla, lo que provocó que Lucrecia se suicidara en presencia de su padre y de su marido.

			Los conjurados presentaron ante el pueblo de Roma el trágico suceso como prueba de la violencia y crueldad de la familia del rey, el cual se encontraba con el ejército asediando la ciudad latina de Ardea. Cuando los soldados se enteraron de los nuevos acontecimientos, se sumaron a la conjura y regresaron a Roma. Allí, Junio Bruto les hizo jurar que nunca más aceptarían a un rey como gobernante, quedando la institución proscrita de la historia de Roma. De esta forma tan extraordinaria y llena de retórica se instauró la República. A pesar de la envoltura novelada y pintoresca del desencadenante, las fuentes insisten en que en ese mismo año 509 se instauró un régimen de libertad basado en dos instituciones que fueron el corazón del nuevo orden político: el poder personal del rey fue reemplazado por dos magistrados llamados cónsules, que gobernaban de modo colegial durante un año, y además el ciudadano recibió el derecho de apelar a la asamblea popular cualquier decisión de un magistrado romano que considerara injusta. La República, la libera res publica, como la llamaban los romanos, tuvo desde entonces dos pilares fundamentales: los cónsules y la apelación, provocatio, con la intención de evitar que ninguna voluntad tiránica volviera a instaurarse en Roma.

			Tarquinio el Soberbio no se contentó con su nueva situación, sino que buscó apoyos entre otros monarcas que le permitieran recuperar el trono. Encontró ayuda en Lars Porsenna, rey de la ciudad etrusca de Clusium, que se aprestó a poner asedio a Roma el año 508. Desconocemos si Porsenna ocupó la ciudad o no. Tito Livio señala que el valor y la audacia de los romanos, especialmente de Horacio Cocles y Mucio Escévola, libraron a la ciudad de caer en poder del rey etrusco. En cambio, otros autores latinos como Tácito o Plinio llegaron a afirmar que Roma cayó en poder de los sitiadores (Tácito, Historia, 3.72; Plinio, Historia Natural, 34.139). Sea como fuere, lo cierto es que Porsenna, en su deseo de expandirse más hacia al sur de Roma con la conquista de nuevas ciudades, fue derrotado por los latinos junto al santuario de Aricia gracias a la ayuda de Aristodemo, tirano de Cumas. Es muy probable que esta derrota obligara a Porsenna a volver a su ciudad de origen, permitiendo que la República se asentara definitivamente en Roma. No contento con su fortuna, Tarquinio el Soberbio acudió a la corte de su yerno Octavio Mamilio, rey de Tusculum, con la misma petición de devolverle el trono. Octavio reunió a la liga latina con la intención de acabar con la República romana, pero fue derrotado el año 499 o 496 junto al Lago Regilo. Ya sin más apoyos, Tarquinio se exilió en la ciudad griega de Cumas, donde murió el año 495.

			No pocos historiadores recientes han criticado duramente este relato de las fuentes romanas como fantasioso e inverosímil, y por lo tanto rechazable en su conjunto. Otros especialistas han preferido condescender algo más con las fuentes, otorgando cierta verosimilitud al relato, pero señalando que el proceso no se desarrolló en los pocos años que señalan las fuentes, sino en un periodo mayor que podría abarcar hasta los años cincuenta del siglo siguiente. En su conjunto, estos historiadores piensan que las fuentes ocultan un hecho de mayores proporciones: la sublevación de Roma y de los latinos contra el poder etrusco que habían controlado el territorio a todo lo largo del siglo VI. Estos historiadores opinan que los romanos revistieron de gesta individual lo que no fue más que una lucha por el control de la Italia central, que tuvo lugar a lo largo de toda la primera mitad del siglo V.

			Además de lo pintoresco del relato de Lucrecia, la valentía de Mucio Escévola ante Porsenna o la actitud tan inconstante de latinos y griegos, el nacimiento de las primeras instituciones republicanas también ha sido objeto de crítica por los historiadores más recientes. La aparición de dos cónsules con igual poder o el derecho de apelación han sido vistos como sospechosos y prueba de que muchos elementos del relato fueron enriquecidos posteriormente, gracias a la imaginación de algún que otro autor. Extraña mucho en una visión crítica que los dos cónsules aparezcan tan perfilados en el 509, con poderes anuales y colegiales. Por ello, se ha aventurado la opinión de que el consulado como tal no surgió hasta el año 367 y que mientras tanto lo que se produjo fue un poder desigual de dos magistrados, en el que uno estaría por encima del otro. Ello se justifica por la falta de antecedentes históricos y de paralelos en otros pueblos de figuras semejantes, lo que dificulta la aparición de la nada de un colegio de magistrados paritarios.

			Sin embargo, a pesar de todas estas críticas, también existen muchos historiadores que piensan que el relato de la tradición es cierto en su conjunto. Si se le despoja de sus elementos retóricos y dramáticos, propios del modo de hacer historia de los romanos, aparece con un proceso bastante coherente, merecedor de ser analizado con seriedad. En primer lugar, es evidente que en el trasfondo se halla el típico complot palaciego tal y como se ha producido mil veces a lo largo de la historia. Los principales implicados son personas próximas al rey: Junio Bruto, el primer cónsul de Roma, era sobrino de Tarquinio el Soberbio, y además tribuno de los celeres, la guardia personal del monarca. El segundo cónsul, Tarquinio Colatino, era primo hermano del rey. El padre de Lucrecia había sido prefecto de la ciudad y, por lo tanto, reemplazaba al monarca en los asuntos públicos durante sus ausencias.

			Este complot pudo haberse producido por la forma de gobierno de Tarquinio el Soberbio, altanero e impopular, y no ser el resultado de una posible sublevación contra el dominio etrusco. Al rey no se le expulsó por ser etrusco, sino porque era un tirano, y como tal lo tratan las fuentes. El pretendido dominio etrusco en Roma en el siglo VI fue una elucubración de las corrientes hipercríticas del siglo 40, que no podían concebir que Roma por sí sola hubiera podido alcanzar el esplendor y poderío al que llegó en esos años. Por ello, se inventaron una conquista de Roma fechada en los años 70 del siglo VI, con el apoyo de datos erróneos proporcionados por la Escuela Sueca de Arqueología, que había excavado el Foro de la ciudad (pág. 40). Sin ninguna base en las fuentes, sin pruebas seguras, se propuso que la ciudad etrusca de Tarquinia había conquistado Roma hacia el 570 a. C., y que la República había logrado la definitiva liberación a finales de siglo. El hecho de que en Roma se hayan encontrado abundantes objetos etruscos, o que muchos elementos culturales parece que tuvieron ese origen, no obliga a creer que Roma fue ocupada por dicho pueblo. Los recientes hallazgos arqueológicos prueban que Roma ya era una gran ciudad casi un siglo antes de la pretendida conquista etrusca y que supo desarrollar una cultura propia, sin influencias exteriores determinantes. Sin duda, en Roma vivía muchísima población de origen etrusco, pero nunca fue conquistada por este pueblo, salvo quizás los dos años de Porsenna, si hacemos caso a Tácito y a Plinio.

			Por último, hay que añadir que las nuevas instituciones republicanas, especialmente el Consulado, sí que contaban con antecedentes en la propia Roma. Cuando Numa Pompilio creó los primeros sacerdotes de la religión oficial, los dotó de una organización colegial, de tal manera que era necesario el entendimiento entre ellos para sacar adelante cualquier medida. No sería impensable que los primeros cónsules comenzaran a funcionar siguiendo modelos sacerdotales, habida cuenta de que el Senado estaba compuesto en gran medida por sacerdotes. Si, como parece, los primeros conjurados eran militares próximos al rey como Junio Bruto, jefe de la guardia personal, no sería impensable que durante la monarquía algunos oficiales hubieran sido elegidos por la asamblea militar, comitia centuriata, como parecen indicar Livio y Dionisio de Halicarnaso (Livio, 1.60; Dionisio, 4.85.3), y que luego pasaron a ejercer la mismas funciones con los nuevos cónsules al haber desaparecido el rey de Roma. No hay que negar a los romanos capacidad de innovación política. Ellos se convirtieron en dueños del Mediterráneo y demostraron sus dotes para encontrar nuevas soluciones de gobierno.

			Valores políticos de la aristocracia romana

			Si hubiera que definir qué es una sociedad aristocrática, no habría más remedio que señalar que es aquella gobernada por los mejores (aristoi), pues así eran tenidos sus líderes políticos por el común de la población. La aristocracia estaba compuesta por familias selectas, con suficientes recursos económicos, que lucían un nacimiento brillante y que, por lo normal, controlaban, a través de sacerdocios o de ciertos cultos, la vida religiosa de su comunidad. Cicerón describe perfectamente estas sociedades al indicar que «el modelo de estado aristocrático se compone de un consejo (Senado) de naturaleza casi monárquica, es decir, paternal, formado por los ciudadanos más eminentes (principes) que velan por el interés del pueblo» (República, 1.65).

			En la Roma del siglo V, tras la expulsión de los reyes, se implantó un régimen aristocrático que va a gobernar los destinos de la ciudad durante unos quinientos años. En este larguísimo periodo, las familias aristocráticas se fueron renovando sin solución de continuidad, en una permanente reposición, nunca igualada en la historia de la humanidad. Durante la República no faltaron nuevas familias procedentes de muy variados orígenes que ocuparon el lugar de aquellas otras que el paso del tiempo había hecho desa­parecer. Lo singular en este proceso fue que, en líneas generales, la profunda renovación de la clase dirigente romana no alteró su carácter aristocrático primitivo, sino que este se fue reforzando con el paso de los siglos hasta alcanzar el final de la República.

			Lo sorprendente de la aristocracia romana fue la profunda aceptación que los habitantes de Roma siempre le profesaron. Durante sus quinientos años de vida, el régimen aristocrático nunca fue puesto en duda. Es verdad que en algunos momentos se levantaron voces de queja entre los sectores más bajos de la sociedad, acuciados por graves necesidades económicas, pero ello no implicó una contestación ni un rechazo al sistema. El éxito político y social de las familias aristocráticas romanas se debió a una forma muy peculiar de gobierno basado en el principio de honorabilidad y en el hábil uso del concepto de libertas.

			Desde los mismos inicios de la República, la clase dirigente romana presentó el ejercicio del poder como un privilegio, un acto desinteresado, un servicio a la comunidad por el que no se recibía ninguna compensación económica, y que, incluso llegado el caso, podía costarle al gobernante la entrega de su vida y de toda su hacienda. Sobre este principio de honorabilidad se basó durante toda la República la legitimidad de la clase dirigente romana y su exigencia a la población de total acatamiento. Los magistrados en Roma no aspiraban a recibir ningún beneficio de sus esfuerzos, salvo el reconocimiento público de su labor y de su dedicación en servicio de la comunidad. De alguna manera, la sociedad romana se gobernaba sobre el pacto del do ut des (dar para recibir), que beneficiaba igualmente a todos los que participaban en él. Cada gobernante romano entregaba desin­teresadamente a la comunidad su tiempo, esfuerzos, fortuna, etc., a cambio de recibir únicamente prestigio social; y en ese equilibrio de intereses comunes se basó la estabilidad del régimen republicano.

			El máximo reconocimiento público (fama) al que aspiraba el aristócrata romano era el favor popular en los procesos electorales. Un político romano, tras acumular suficientes méritos, aspiraba a que sus conciudadanos le reconocieran dicho servicio votándole en las siguientes elecciones. El voto en Roma fue sin duda el bien político más apreciado y el que movilizaba todo tipo de alianzas dentro de la clase dirigente. En Roma, las diferencias entre las familias aristocráticas no se medían en término de nacimiento o de riqueza, sino básicamente por el acceso a las magistraturas, y para ello era necesario el voto de la ciudadanía. Un político que tuviera los sufragios suficientes tenía futuro en la sociedad romana y podía progresar como gobernante: pero sin votos, sus posibilidades quedaban reducidas a la nada.

			A cambio del voto, la aristocracia romana recompensaba a la población con la libertas. Bajo este término tan republicano no se expresaba la autonomía del individuo para actuar según sus deseos o intereses: la libertad en Roma no era entendida como un derecho personal, exigible a las instituciones. Libertas es poder hacer lo que las leyes y las costumbres permiten. Para que hubiera realmente liberad, lo importante era que hubiera instituciones ante todo, o sea res publica, y que esta funcionara acorde con la tradición. Aunque en las instituciones, especialmente en la Asamblea popular, participaban personas, lo importante no era el grado de participación, sino que esos órganos constitucionales funcionaran siempre y lo hicieran bien. El ciudadano podía reivindicar la libertas en cuanto que pertenecía a un engranaje constitucional que funcionaba correctamente.

			Este juego bidireccional de la libertas y del honos generó una característica constante del régimen aristocrático romano: su gran déficit social. Con mucha frecuencia, la mayor preocupación de los gobernantes no era el bienestar de las clases populares. La política en Roma fue siempre el privilegio de unas pocas familias, las únicas con capacidad de hacer política, que no solían tener el bien común como el objetivo de sus proyectos. El político romano pensaba mucho más frecuentemente en beneficiar a sus clientes y partidarios que al conjunto de la población. Los posibles gastos en favor de la comunidad (beneficium), tan característicos de la sociedad romana como la construcción de edificios, el saneamiento de calles, los repartos de alimentos, etc., no respondían casi nunca al interés social, sino a la necesidad de buscar apoyos, especialmente ante la proximidad de un proceso electoral. El voto era la gran moneda de cambio que provocaba la auténtica redistribución social de la riqueza.

			También la aristocracia romana fue muy original a la hora de establecer mecanismos de cohesión dentro del grupo, que a la vez permitieran a sus miembros la posibilidad de promocionar y de alcanzar mayores cotas de prestigio. Durante la República, el único camino que tenían los miembros de la aristocracia para lograr su promoción era el ejercicio de las magistraturas, que exigía del senador tanto la posesión de una serie de criterios objetivos, que se condensan en el término dignitas, como de otros subjetivos, que abarcarían una serie de virtudes y comportamientos éticos con los que se identificaba al grupo en su conjunto y le daban cohesión.

			La posición social de un aristócrata romano se medía principalmente por el número de magistraturas desempeñadas. La vida pública de un senador consistía en intentar llegar lo más lejos posible en la política, acumulando triunfos, éxitos militares y méritos al servicio del Estado. El llamado cursus honorum, o lo que es lo mismo, el cursus dignitatum, no solo prestigiaba al que lo había realizado, sino que servía además como herencia a las generaciones futuras. Todas las familias nobles romanas guardaban con mucho celo los hechos memorables de sus antepasados, pues servían a los futuros descendientes como carta de presentación. Un joven aristócrata que participaba por primera vez en unas elecciones, y no tenía por tanto ninguna cualidad que le avalase, solía acudir a los méritos de sus antepasados como si fueran una recomendación (maiorum commendatio) y así lograr los avales suficientes. En Roma se creía que la fortuna que había favorecido a los grandes hombres de Estado seguía viva en sus descendientes y ello bastaba para tomar en consideración las aspiraciones del candidato. A consecuencia de esto, la aristocracia romana vivía ante la permanente exigencia de superar en méritos a aquellos que los habían precedido.

			A los criterios objetivos que marcaban la posición de un senador (dignitas) habría que añadir la obligación de todos los aristócratas de reflejar una serie de virtudes (honos), reales o no, que pertenecían a toda la aristocracia y de las cuales el individuo no podía prescindir. El catálogo de estas virtudes fue bastante amplio. A comienzos de la República, las notas más exigidas a los senadores romanos eran la gravitas, constantia y magnitudo animi. Desde el siglo II a. C., todas ellas se unificarán bajo el concepto de mos maiorum, que exigía a los miembros de la clase gobernante el manifestarse hacia el exterior como servidores abnegados del Estado: capaces de gran valor y sacrificio en la guerra y de una entrega total a la República en tiempos de paz.

			Así se constituyó en Roma una sociedad aristocrática muy singular; que animaba a sus miembros, por una parte, a una exigencia y superación permanentes al servicio del Estado, y, por otra, a mantener y sostener una imagen pública común, indicadora de su pertenencia a la clase gobernante. Durante toda la República, la aristocracia romana vivió en una constante tensión entre ambos polos, a veces contradictorios: el derecho de los individuos a ambicionar puestos públicos y gloria militar, y los intentos del grupo aristocrático por mantener su cohesión y una línea de gobierno acorde con los intereses comunes.

			2. Una época de cambios

			No estamos seguros de si el primer cónsul de Roma, Junio Bruto, hizo jurar al pueblo que nunca más se dejaría gobernar por reyes (Livio, 2.1). Es posible que el odium regni, el rechazo de la Monarquía, como planteamiento ideológico no cuajara en Roma hasta el siglo II a. C., cuando otros problemas castigaban la ciudad. Lo que sí es cierto es que, tras la expulsión de los reyes, nacerá paulatinamente un nuevo régimen político que se levantará sobre el concepto de res publica. Esta expresión puede traducirse tanto por República como por Estado, pero enmascara el concepto original del término, ya que inicialmente la expresión utilizada pudo ser la de res populi o res popularis, o sea, las cosas del pueblo. Cicerón, muy consciente de los claros orígenes de este término, rechazaba que pudieran considerarse res publica la tiranía, la oligarquía o el gobierno de las masas, porque en estos regímenes faltaba lo fundamental que identifica al Estado romano: el consenso o el asentimiento del pueblo a un ordenamiento jurídico.

			No cabe duda de que lo esencial de la República romana fue la creación de un marco político distinto: el nuevo régimen necesitaba de nuevas instituciones y de una praxis de actuación pública que hiciera realidad el cambio de sistema. De hecho, los siglos que se abren en la historia de Roma tras la caída de los reyes vieron el largo proceso por el que la relativamente simple sociedad monárquica se verá reemplazada por un cuerpo más coherente en el que todos los grupos sociales estarán integrados en sus derechos, obligaciones y en sus propias funciones públicas. Roma pasará de tener una organización política muy elemental, en torno a la figura del Rey, a un nivel muy superior con instituciones públicas asentadas y una constitución equilibrada.

			Pero lo realmente original del pueblo romano fue el modo en el que se dotó de la nueva estructura política. A pesar de sus muchos contactos con Grecia, Roma no siguió el modelo griego de encargar a un sabio jurista la creación de una constitución, de unas leyes fundamentales que enmarcaran las nuevas relaciones públicas. La constitución romana, que nunca fue escrita, o al menos nunca completamente escrita, no la redactó un legislador, sino que fue fruto de un largo proceso que nunca acabará de cerrarse. Por ello, la política en Roma fue siempre una realidad compleja, un juego que se ejecutaba a través de normas difíciles de entender. Sin el conocimiento de estas reglas no se puede deducir el porqué de muchas decisiones o actuaciones públicas.

			Las causas de la singularidad de la constitución romana fueron sus especiales fuentes de derecho: la autoridad que sanciona o indica qué cosa forma parte de la constitución y qué no. Así como en Grecia la legitimación procedía de la autoridad del legislador o en las sociedades modernas la autoridad de un parlamento escogido democráticamente, en Roma las fuentes del derecho fueron siempre la tradición y la existencia de precedentes. Los romanos tenían instituciones cuya naturaleza nunca se había puesto por escrito: la elección anual de los cónsules, la existencia de distintas asambleas populares a tenor de los temas tratados, la organización y funciones del Senado, etc. Otras instituciones sí que se regularon por escrito, pero su legitimidad no se derivaba de los textos en los que estaban redactadas, sino que eran aceptadas porque surgían de las dos fuentes básicas del derecho romano: la tradición (mos) y los precedentes creados (exempla).

			Frente a otras culturas, que también han tenido constituciones no escritas y han funcionado con esos hábitos del pasado, la constitución romana estaba en continua evolución: los cambios consti­tucionales eran posibles sobre la misma base no escrita, pues los precedentes consumados, o sea, los actos realizados y aceptados (exempla), también eran fuentes de derecho y ayudaban a cambiar el marco legal. Todo ello hacía muy compleja la vida política en Roma, pues las leyes o normas podían caer en desuso y dejar de aplicarse sin que fueran formalmente derogadas, hasta que alguna institución o particular pudiera exigir de nuevo su aplicación. Igualmente, nuevas prácticas, resultado de circunstancias no previstas, cambiaban rápidamente la praxis política sin necesitar de una legislación que la hiciera posible. El sentido práctico de los romanos hizo realidad que, sin perder la continuidad de las normas asentadas en la tradición, estas pudieran cambiar rápidamente en función de las nuevas circunstancias o necesidades del momento.

			Naturaleza del conflicto patricio-plebeyo

			Durante muchas décadas, los historiadores más recientes han aceptado sin excesiva crítica la visión de las fuentes romanas de que, a comienzos de la República, la sociedad se dividió entre patricios y plebeyos, enfrentados durante dos siglos por la posesión de las nuevas instituciones republicanas, especialmente el consulado. Corrientes historiográficas hipercríticas con otros datos de las fuentes no tuvieron problemas en aceptar la visión tradicional de que patricios y plebeyos ya eran una realidad en época de Rómulo, en el siglo VIII a. C., y que ese antagonismo se mantuvo hasta comienzos del siglo III. Quinientos años de historia de Roma en los que la sociedad se polarizó en dos grupos opuestos que apenas evolucionaron.

			Muchos de esos historiadores modernos no han caído en la cuenta de que dicha presentación tan polarizada de la sociedad romana es el resultado de la forma tan especial en que las fuentes presentan la evolución histórica: como un proceso continuo y unitario donde todo está establecido desde el principio y en el que el desarrollo de los acontecimientos es el mero añadido de hechos puntuales. Hoy en día sabemos que todas las sociedades tienden siempre a evolucionar, especialmente la romana, tan flexible y pronta a admitir nuevos grupos de población y a adaptarse a las circunstancias. Por ello, no se puede caer en el error de dar crédito a lo que señalan las fuentes: de que fuera lo mismo el patriciado o la plebe del siglo VIII que durante la República; como tampoco fue lo mismo el patriciado del siglo V de aquel de los siglos IV o III.

			La raíz del problema estriba en que muchos historiadores han aceptado que senador y patricio eran la misma cosa en época monárquica, y que los trescientos miembros que lo componían tenían esta condición. En consecuencia, cuando se instauró la República eran unas pocas familias patricias las que intentaron impedir a otros el acceso al consulado y a diversos privilegios sociales. Esta presentación de la sociedad romana es falsa, pues el Senado monárquico era una institución que no tenía ni poder ni autoridad y que estaba formado por los consejeros del rey (pág. 67). En ese consejo, los sacerdotes eran miembros natos a los que se añadirían parientes, colaboradores o gentes próximas al monarca. En el Senado habría, pues, dos tipos de senadores: los que ocupaban un asiento de modo automático por ser sacerdotes, a los que se llamaba patres y patricios, y aquellos otros que eran senadores por voluntad del rey, por ejercer un oficio secular. Cuando se instaura la República, el Senado seguirá formado por esos dos tipos de miembros que Livio llama patres et conscripti y que serán los que gobernarán las nuevas instituciones y lucharán por acceder al consulado. Todos ellos formarán la aristocracia o la clase gobernante romana (Livio, 2.1.10-11).

			Si se lee el relato de las fuentes teniendo esto en cuenta y atendiendo al modo en que los historiadores romanos contaban su propia historia, se comprobará la actuación coherente de la aristocracia romana durante el siglo V. En esos años no existió un auténtico patriciado en el sentido en el que lo presenta el relato de la tradición. Si se observan la listas de cónsules de ese siglo, los fasti consulares, se comprobará que existen muchas familias no patricias (todavía no son plebeyas) accediendo al consulado. Entre el año 509 y 445 aparecen en los fasti cuarenta y tres familias distintas con algún miembro cónsul: dieciséis de ellas (37,2%) eran familias patricias, atestiguadas como tales en época posterior; diez familias (23,3%) eran “plebeyas”, como así serán reconocidas siglos más tarde; de las diecisiete restantes (39,5%) se desconoce qué condición tenían, pues se extinguieron antes de tiempos mejor conocidos, pero seguro que algunas serían patricias y otras plebeyas. Esta alternancia se mantuvo hasta el año 423, cuando se produjo un cambio radical en el comportamiento de la clase gobernante, ya que a partir de ese momento, hasta el año 367 solo los sacerdotes patricios detentarán la magistratura suprema en Roma.

			Quizás la gran novedad de comienzos del siglo V fue la aparición de la plebe, que tardó un siglo en convertirse en el grupo opuesto al patriciado que presentan las fuentes. El término plebe, que significa multitud, ya se usaba en época monárquica, sin las connotaciones políticas que poseerá en el siglo V y siguientes. La plebe en la Monarquía no sería distinta del populus y comprendería a toda la población en su conjunto, incluyendo a los patricios-sacerdotes, que formarían parte de la plebe como formaban parte del populus. La plebe como grupo político, con conciencia de su identidad y de sus condiciones socioeconómicas, debió de surgir a comienzos de la República; pero no como grupo opuesto al patriciado para arrebatarle el poder, sino como grupo opuesto a toda la clase gobernante, integrada en su conjunto por patricios y no patricios. En los albores del siglo V, el patriciado no detentaba ningún poder, ni significaba especialmente nada dentro de la clase gobernante: simplemente eran los que ejercían un sacerdocio. Si a alguien se va a enfrentar la plebe es a la clase gobernante en su conjunto, de la que una parte estaba constituida por patricios.

			Las causas del surgimiento de la plebe debieron de ser las difíciles circunstancias por las que pasó Roma tras la muerte de Tarquinio el Soberbio el año 495. El final del miedo a la reinstauración de la Monarquía pudo provocar un cambio de actitud en la clase gobernante. La creciente presión militar sobre el campo romano, la carestía de alimentos, el hambre y la aparición del nexum como método de saldar las deudas, llevó a la población más necesitada de Roma a organizarse y plantear sus exigencias a la aristocracia. Exigencias que fueron de carácter económico y no político: pretendían una mejor situación y no un brusco cambio de régimen.

			Las dificultades de comprensión se derivan del hecho de que las fuentes denominan plebe a un amplio grupo social organizado a comienzos del siglo V, cuando simplemente era una pequeña fracción de la población. Tomando la parte por el todo, las fuentes se exceden en la auténtica representatividad de la plebe. De esta manera, la tradición romana confunde la información y también a aquellos que la han leído hasta hace poco. No sería lógico pensar que los que se alzaron a comienzos del siglo V en demanda de mejoras económicas, y que las fuentes denominan plebe, englobaran a todas las clases sociales no aristocráticas. Si hubiera sido así, si hubieran pertenecido a la plebe las primeras clases sociales del sistema censitario de Servio Tulio, como han creído muchos historiadores, o sea, el pequeño y mediano campesino que formaban los hoplitas de la legión, el pretendido conflicto patricio-plebeyo se hubiera resuelto rápidamente: no hubiera durado no ya los doscientos años indicados por las fuentes, sino ni siquiera un par de días. La plebe de Roma que se organizó el año 494 cuando se retiró al Monte Sacro estaba formada por los campesinos más pobres y por los trabajadores manuales: aquellos englobados en la cuarta y quinta clase timocrática y que, a tenor de sus rentas, combatían como velites en la legión romana. La infantería ligera era importante en el sistema defensivo y, por tanto, podían presionar, pero no de modo determinante como los hoplitas, y así no podían imponer cambios radicales. El problema de la historia de Roma del siglo V es que las fuentes llaman a una pequeña parte de la población, la más necesitada económicamente, con un término que abarca a todo el conjunto, con el consiguiente equívoco que ello suscita, transmitiendo la idea de que eran más de los que realmente fueron. En consecuencia, hay que volver a leer la historia de Roma de los siglos V y IV con una nueva perspectiva y se comprobará cómo muchos de los interrogantes de estos años se resuelven por sí mismos.

			Por supuesto que en la Roma del siglo V hubo problemas sociales, levantamientos populares, luchas internas en el seno de la clase gobernante por acaparar poder: situaciones que se repitieron en multitud de casos en la historia de Roma, y que en este siglo no tenían por qué ser una excepción. El error está en integrar todo en un único proceso permanente, como si se tratara del mismo fenómeno a pesar de los años transcurridos. A lo largo de los siglos V y IV se dieron situaciones críticas, pero ellas no formaron nunca parte de un proceso insistentemente repetido.

			La tradición romana yerra cuando presenta a los senadores como un bloque único enfrentado al resto de la sociedad denominada plebe. Esta deformación hace especialmente difícil descubrir la auténtica evolución que se dio en el seno de la aristocracia romana. Según las fuentes, la acaparación del consulado por los patricios fue el gran problema que fracturó a la sociedad romana, pero es muy probable que eso no fuera nunca así. En primer lugar, porque no se produjo una acaparación del consulado por parte de una minoría de aristócratas, al menos no durante todo el tiempo, y por otro lado porque los pobres de Roma integrados en la plebe no tenían fuerza suficiente para forzar sus voluntades. 

			La mayor presencia de patricios entre los cónsules del siglo V, y cuyos porcentajes ya hemos mencionado, no tuvo por qué deberse a una acaparación intencionada de dicha magistratura, sino que pudo haber sido la consecuencia del sistema electoral romano: el voto mayoritario de los comicios iba a parar casi siempre a los candidatos mejor conocidos y valorados. Los patricios eran sacerdotes y, por ello, su presencia pública y su prestigio eran constantes, muy superior al resto de la clase gobernante que no ejercía esta función, de ahí que posiblemente pudieran ganar con más facilidad las elecciones al Consulado que aquellos con menor fama; los cuales también consiguieron con las mismas reglas de juego alcanzar la preciada magistratura. Esta praxis era la aceptada por todos y no tenía que provocar divisiones irreparables o graves crisis de unidad.

			La realidad histórica del siglo V se deforma cuando se piensa que los patricios de esa época eran los mismos que los del siglo II a. C., grupo selecto de unas pocas familias que disfrutaban de esta condición por su nacimiento y por los lazos de sangre. En el siglo V, los patricios eran los sacerdotes de la religión oficial romana, unos cien aproximadamente, y cuyo estatus se derivaba del oficio que ejercían y no del nacimiento. En esta época, muchas familias tendían a transmitir a sus hijos las funciones sacerdotales que generaban prestigio e influencia, pero si fracasaban en la sucesión hereditaria otra familia podía ocupar tranquilamente el puesto vacante. Tanto durante la Monarquía como en los primeros años de la República la condición de patricio podía ganarse o perderse según las circunstancias. 

			Es muy probable que el Senado del siglo V estuviera integrado abrumadoramente por patricios, pues como sacerdotes de Roma tenían garantizado un asiento en el Senado. En cambio, los senadores no patricios (no sacerdotes) debían luchar primero por el Consulado para poder llegar a ser senadores. Un patricio siempre acudía a una campaña electoral siendo senador, mientras que el resto, los denominados conscripti por Livio, debía recorrer el camino inverso: ser candidato para lograr un puesto en el Senado. De los teóricos trescientos miembros del Senado en estos momentos iniciales, unos cien habrían accedido a la institución de manera automática, gracias al sacerdocio que ejercían, que los convertía en miembros natos del Senado. El resto, hasta completar el cupo de trescientos, si había realmente un cupo, tendrían que acceder tras el ejercicio de una magistratura curul, que entonces solo podía ser el Consulado o el tribunado militar. Si son ciertos los fasti, y no hay razones para dudarlo, el Senado del siglo V no superaría los ciento veinte miembros, con mayoría patricia, pero no por haber acaparado el Consulado sino por detentar los cien puestos aproximados de cargos sacerdotales que había en Roma.

			El gran cambio en todo el proceso debió acaecer el año 423, cuando los dos cónsules fue reemplazados por seis tribunos militares con poder consular. Entre ese año y el 367 se produjo una auténtica acaparación de la mencionada magistratura por familias patricias, pues casi ninguno que no lo fuera accedió al cargo y, por tanto, al Senado. Esta actitud consciente de los sacerdotes de Roma de excluir a los que no ejercían esta función pudo dar origen a un conflicto interno y al surgimiento de dos sectores enfrentados, con conciencia política de su respectiva identidad, y que se acercarían a la idea de patriciado y plebe que las fuentes atribuyen a todo el proceso desde sus inicios. Hubiera sido muy interesante saber si aquellos que acapararon los tribunados militares entre el 423 y 367 también excluyeron a otras familias patricias, con sacerdocios públicos, pero que no contaban con los medios económicos, clientela o prestigio social para conseguir sacar a delante a sus candidatos en los comicios electorales. Si estas familias patricias también hubieran sido excluidas y se hubieran aliado con los no patricios (no sacerdotes) para combatir a los primeros, nuestra visión del conflicto podría cambiar radicalmente. Todas las posibilidades quedan abiertas, pues la aristocracia romana, a pesar de que con frecuencia actuaba en bloque, gustaba de crear grupos dentro del grupo.

			El patriciado, tal y como es presentado por las fuentes, nació entre los años 423 y 367, provocando seguramente la oposición de la otra parte de la clase gobernante, excluida del poder de forma tan brutal. Sin lugar a dudas, los excluidos hubieron de buscar nuevos apoyos para recuperar su antigua posición, pudiendo encontrarlos en el mediano y pequeño propietario y también en la plebe más empobrecida. Solo a partir del siglo IV las reivindicaciones socioeconómicas de las clases más bajas se unirán a las políticas, y ello dará lugar al auténtico conflicto patricio plebeyo. A partir del año 367, como luego se verá, la clase gobernante comenzará a securalizarse, pues los senadores plebeyos, ahora sí plenamente plebeyos, comenzarán a arrebatar el control del Estado a aquellos que lo habían detentado en virtud del ejercicio del sacerdocio del culto oficial: o sea, a los patricios. No es descabellado señalar que el año 367 no es el del fin del conflicto patricio-plebeyo como aparece en muchos libros de historia, sino realmente su comienzo. El auténtico conflicto patricio-plebeyo, en el seno de la clase dirigente romana, se libró a propósito de la secularización de las instituciones, lo que suponía librar a la sociedad del peso de los colegios sacerdotales, dominantes hasta entonces. La visión monocorde de la tradición ha hecho que se pierda una apasionante aventura de cambios y reformas debido a su empeño por retrotraer al año 509 un conflicto que se inició propiamente el 367: la aparición de los dos cónsules en la primera fecha y su reinstauración en la segunda ayudó notablemente a crear la falsa ilusión de pensar que todo era lo mismo. Esta confusión ha llevado a perder los detalles y matices que nos hubieran permitido contemplar la gran flexibilidad y capacidad de adaptación del pueblo romano.

			Las reformas del siglo V

			Los primeros sesenta años de la República vieron numerosas reformas destinadas a dotar al nuevo régimen de un marco legal de funcionamiento, a fin de que la ciudadanía y sus instituciones pudieran adaptarse a la nueva situación. Especial relevancia tuvieron los años 494 y 471, donde nacieron, según la tradición, dos instituciones que marcarán el devenir futuro de la República: los tribunos de la plebe y la asamblea de tribus.

			Según la tradición más asentada (Livio, 2.23; Dionisio, 6.26; Cicerón, República, 2.58), en el año 494 se produjo un hecho lamentable que precipitó los acontecimientos. Un soldado veterano había caído en la ruina total. Sus campos habían sido arrasados por el enemigo y la necesidad de pagar los impuestos le había obligado a endeudarse. Al no poder devolver el préstamo, sus acreedores lo encarcelaron, lo hicieron torturar, para acabar sometiéndolo a trabajos forzados (nexum). En su nueva condición se presentó en el Foro provocando el escándalo de todos por su suerte. La tensión creció hasta hacerse inaguantable en el momento en que otros condenados por deudas (nexi) siguieron el ejemplo del anterior, portando incluso sus cadenas.

			El rechazo a los trabajos forzados por deudas (nexum), causa del suceso, hizo que el pueblo de Roma reclamara su total abolición. Al no ser atendidos por el Senado, la plebe abandonó la ciudad refugiándose en el Monte Sacro, al norte de la Urbe. El Senado tuvo que negociar, llegando a un acuerdo con los plebeyos que evitó la sedición. Aunque los trabajos forzados no se suprimieron, el Senado accedió a aprobar una nueva magistratura para la República: los tribunos de la plebe, formando un colegio de dos miembros, luego de cinco y definitivamente de diez. A ellos se sumaron dos ediles como auxiliares de los tribunos. Estas nuevas figuras políticas entraron en funciones el año 493.

			La institución del tribuno de la plebe (tribunus plebis) fue sin duda uno de los grandes pilares del estado republicano. Sin embargo, todavía existen muchas dificultades para comprender las causas reales y el modo en el que se produjo su creación. Otra vez las fuentes analísticas caen en el error de presentar en el año 493 unos tribunos con todas las característica y funciones de sus colegas del siglo III y II a. C. Si se hiciera caso a la literalidad de las fuentes, en el año 493 ya estarían configuradas todas las características de la institución, y otorgados todos los recursos necesarios para cumplir sus tareas. Es muy probable que en sus inicios los tribunos del pueblo no fueran figuras tan complejas como lo serán luego. Como en muchos otros casos, las fuentes romanas retraen a comienzos del siglo V un tribuno de la plebe varios siglos posterior, causando con ello la pérdida definitiva de todos los matices reales con los que esta institución nació.

			En la República clásica, aunque las fuentes lo sitúan en el siglo V, el tribunado de la plebe estaba formado por un colegio de diez magistrados que tomaba posesión del cargo el día diez del décimo mes del año (diciembre). Según la tradición, entraron en funciones el año 493, coincidiendo con la dedicación del templo de Ceres en el Aventino. La construcción de este templo había sido iniciativa del dictador Aulo Postumio, que el año 496 había hecho el voto de construirlo (Dionisio, 6.17.3). La coincidencia de fechas y el hecho de que este templo fuera el beneficiario de los bienes confiscados a aquellos que atentaran contra la integridad de los tribunos, ha hecho pensar a muchos historiadores que la fuentes fecharon intencionalmente el nacimiento de esta institución el 493 para hacerla coincidir con la dedicación del templo. Si hacemos caso a las fuentes, los tribunos de la plebe fueron creados con un único objetivo: acudir en defensa de cualquier ciudadano amenazado o maltratado por un poder del Estado: el Senado, los cónsules o incluso otro tribuno de la plebe. Para ello contaban con el ius auxilii, que los convertía en los protectores de los derechos ciudadanos. Para lograr este objetivo, los tribunos tenían un enorme poder: la intercessio o derecho de veto, que paralizaba de inmediato cualquier decisión del Senado o de un magistrado de la República. Par evitar interferencias en su labor, los plebeyos congregados en el Monte Sacro (otras fuentes hablan del Aventino) votaron una lex sacrata: hicieron un juramento de carácter militar, por el que dotaban a los tribunos de una especial protección de los dioses (sacrosanctitas). Si alguien atentaba contra sus personas podía ser declarado inmediatamente sacrílego (sacer) y, como grave amenaza para la convivencia, ser muerto por quien quisiera hacerlo y sus bienes confiscados en beneficio del tempo de Ceres en el Aventino. Debido a que nunca podían permanecer más de veinticuatro horas alejados de la ciudad, los tribunos asumieron durante la República importantes tareas civiles, hasta convertirse en los grandes promotores de la legislación republicana.

			Los tribunos de la plebe tuvieron dos ayudantes denominados ediles (aediles). Su nombre indica claramente la tarea a la que estaban destinados: cuidar del templo (aedes) de Ceres en el Aventino. Sin ser magistrados inicialmente, acabaron convirtiéndose en los cuidadores de la Urbe, especialmente aptos para la limpieza de las calles, la conservación de edificios y el abastecimiento de los mercados. Los vínculos que siempre existieron entre tribunos y ediles con Ceres se explican claramente porque la diosa de la agricultura tenía su templo en el Aventino, cerca del Foro Boario y del puerto de Roma, donde se comerciaba abundantemente con granos, y allí llegaban los abastecimientos de la ciudad.

			A pesar de lo dramático del relato del soldado forzado a trabajar por deudas, típico recurso de la oratoria romana, lo que no pueden ocultar las fuentes es que en el levantamiento de la plebe no había motivos políticos, sino claramente económicos: las especiales circunstancias de la propiedad de la tierra, la amenaza de la esclavitud y del trabajo dependiente, problemas crónicos de la sociedad romana, que afectaban especialmente a los más pobres. Por ello, se puede pensar con bastante verosimilitud que la plebe que se organiza políticamente a comienzos del siglo V estaba formada por las clases inferiores del sistema censitario romano: los miembros de la cuarta y quinta clase que servían en el ejército como velites. Las clases superiores, al ser medianos y grandes propietarios, estaban en condiciones de evitar con mayor fortuna las consecuencias de la crisis y no participarían en este proceso.

			Aunque no existan datos seguros sobre la situación económica de Roma en la primera mitad del siglo V, los restos arqueológicos no dejan lugar a dudas de que fueron años de profunda crisis, donde la guerra, la reducción del comercio, la escasez y hasta el hambre debieron de ser frecuentes. Ello afectó a los más débiles, especialmente al pequeño propietario, tan habituales en el campo romano. Lo característico del sistema agrícola fue la pequeña parcela de dos a cinco yugadas (1 yugada = 0,25 ha), mucho menos de lo que una familia necesitaba para alimentarse durante el año a tenor de la producción agrícola media en esta época. Dichos campesinos vivían al límite de la subsistencia, de la que salían gracias al trabajo asalariado en las tierras de algún rico propietario próximo. El campo romano estaría dibujado a través de la combinación, sin solución de continuidad, entre la pequeña y gran propiedad. El campesino, que además de su parcela trabajaba la de un vecino más rico, solía estar vinculado con este por lazos de clientela. La mejor manera de sobrevivir en un sistema agrícola tan ajustado era ponerse bajo la protección de un rico patrono que, a cambio de obediencia, velaba por el bienestar de sus dependientes.

			Pero el gran propietario en Roma era sin duda el Estado. Desde la reforma de Servio Tulio ya no quedaría nada de la propiedad colectiva que en sus orígenes tuvieron las grandes familias gentilicias. A comienzos del siglo V todo era propiedad privada, salvo lo que se integraba en las tierras del Estado (ager publicus). Estas tierras no estaban ociosas, sino que eran entregadas en arriendo a aquellos que pudieran ponerlas en explotación. Es muy probable que el ager publicus comenzara a formarse en época monárquica cuando el territorio de las ciudades latinas fue cayendo bajo el control de Roma. Los antiguos propietarios de esas tierras fueron desplazados totalmente o vieron reducidas sus posesiones al tipo medio de pequeño campesino de dos a cinco yugadas. Las tierras públicas eran explotadas por personas influyentes que obtenían la concesión.

			En el año 486 se produce el primer intento de reparto de tierras a través de una ley agraria promovida por el cónsul Espurio Casio. Hasta el año 367 se produjeron veinticinco intentos más de repartir en lotes individuales las tierras públicas a campesinos necesitados. Aunque estas cifran son altísimas, y en muchas ocasiones se trata de interpolaciones posteriores, lo cierto es que fue un problema grave que afectó a los más necesitados.

			Junto al problema de las tierras, las fuentes también añaden el agobio que suponía a las clases más bajas la posibilidad de caer en los trabajos forzados. La insolvencia no era un obs­táculo para no devolver las deudas: en ese caso, al acreedor se le abrían nuevas posibilidades. Una vez vendidos los bienes del insolvente, incluyendo sus propios hijos, al deudor ya solo le quedaba pagar con su libertad, pues los acreedores podían cobrar obligándolo a trabajar para ellos mientras durara la deuda. Las fuentes no hablan mucho de los nexi y del problema de las deudas en el siglo V, pero la amenaza estuvo siempre presente. Bastaba un periodo de mayores dificultades militares o la simple escasez de alimentos para que un número sustancial de la población pudiera perderlo todo.

			En estos problemas subyacen las causas de las reformas introducidas entre el 494 y 471. El nacimiento de los tribunos de la plebe y de los ediles en torno al templo de Ceres en el Aventino se completó con la creación de la comitia tributa. El año 471, además de aumentarse el número de tribunos de dos a cinco, se creó una nueva forma de organizar la Asamblea popular que se sumará a la de curias y centurias de época monárquica. Como las anteriores, la nueva comitia se organizará a través de subdivisiones, en este caso de tribus territoriales, que además eran unidades de voto. En estos momentos su número había aumentado a veintiuna gracias a los territorios recientemente incorporados. En épocas posteriores, esta asamblea elegirá a los magistrados que no tenían mando militar, a la vez que aprobaba leyes y podía actuar como tribunal de justicia. 

			Lo singular de la nueva organización es que las unidades de voto eran territoriales, ya que los votantes son siempre varones mayores de edad que viven en la misma comarca. Ello prueba que la plebe en esta época no tenía en absoluto objetivos políticos de cambio de régimen. En la nueva asamblea jugaba un papel decisivo el rico propietario de tierras que, el día de votación, acudía a acompañado de sus clientes, que a cambio de trabajar para él, le obedecían en las decisiones políticas más relevantes. Esta asamblea afianzó el poder del gran propietario, como no podía ser de otro modo en esta sociedad arcaica.

			La ley de las XII Tablas

			Entre las reformas que se realizaron en el siglo V no hay ninguna más controvertida que la elaboración de la ley de las XII Tablas (pág. 83), pues prácticamente todos los aspectos de la tradición han sido criticados a fondo por los historiadores más recientes. En el relato global, que se extiende desde el 462 hasta el 445, se suceden hechos novelados y dramáticos, la simulación de sucesos ocurridos en Grecia y Atenas, contradicciones notables en muchos matices, etc., que prueban la falta de unidad de la tradición romana, que reelaboró durante décadas los hechos reales hasta hacerlos prácticamente irreconocibles. Según las fuentes, todo surgió el año 462, cuando el tribuno de la plebe C. Terentilius Hasa (Livio, 3.9.1-5) exigió por primera vez la redacción de las leyes consuetudinarias con el fin de limitar el poder de los cónsules, que era tenido en ocasiones por arbitrario. El Senado no consintió esta reforma, lo que provocó una creciente protesta de la plebe y la consiguiente tensión social, agravada por varias derrotas militares entre el 460 y 458. Las demandas plebeyas fueron creciendo en intensidad a lo largo de los años cincuenta, hasta provocar el aumento del número de tribunos de la plebe de cinco a diez (457). Será a partir del 455 cuando el Senado decida entenderse con la plebe. En dicho año se envió una embajada oficial a Atenas para conocer de cerca la constitución de Solón y buscar modelos que se pudieran importar a Roma.

			El año 451 no se eligieron ni cónsules ni tribunos de la plebe, como era costumbre, sino que se creó una comisión de diez patricios con la tarea de escribir las leyes tradicionales de Roma (decemviri legibus scribundis), a la par que gobernar la ciudad con poderes consulares. Esta comisión redactó el grueso de la nueva legislación romana, que se estampó en diez tablas de bronce. Una segunda comisión de otros diez miembros concluyó la tarea el año 450, añadiendo al conjunto dos tablas más. Pero el comportamiento tiránico de los segundos decenviros provocó una alianza de patricios y plebeyos que expulsó a los comisionados bajo la dirección de los cónsules Lucio Valerio y Marco Horacio, que restauraron el orden político anterior al 451, con la consiguiente elección de cónsules y tribunos, a la par que se confirmaba el total de la legislación contenida en las XII Tablas.

			Excede completamente al objetivo de este libro analizar en detalle todos los elementos de este proceso tan complicado, indicando qué hay de verdad y qué de problemático en todas sus fases. Lo esencial que se puede decir es que, al contrario de lo que señala la tradición, la codificación legislativa de las XII Tablas no fue en absoluto una exigencia de la plebe, y su elaboración fue completamente independiente de las posibles tensiones sociales del momento. Son, sin duda, los propios historiadores romanos los culpables de haber introducido un importantísimo proceso de codificación en un contexto de crisis social al que no pertenecía, alterando completamente la realidad: codificación y conflicto patricio plebeyo no fueron parte del mismo proceso, sino independientes uno del otro. Existen serias razones para pensar así al analizar a fondo el relato conservado, pues las circunstancias reales fueron muy distintas a las indicadas por la tradición.

			En primer lugar, las fuentes señalan que el motivo fundamental de la reforma fue el de limitar el poder de los cónsules, pues los plebeyos lo consideraban como causa de arbitrariedades, especialmente en el momento de reclutar las legiones. Sin embargo, este tema no está presente en las XII Tablas. Prácticamente todo el contenido legislativo es de derecho privado, mientras que el Estado no está regulado en sus instituciones. Si la principal reivindicación era regular el imperium consular, algo tendría que haberse hecho, salvo que esto último fuera una mera excusa para vincular codificación y crisis social. También las fuentes son contradictorias a la hora de establecer la finalidad de la comisión. Por un lado, su objetivo era facilitar la integración de patricios y plebeyos, creando una nueva magistratura que asumiera el poder de los cónsules y la actividad de los diez tribunos, a la par que poner por escrito el derecho consuetudinario. Pero lo que las fuentes no son capaces de señalar es qué aspecto de los dos fue el más importante: si integración o derecho. Si lo esencial hubiera sido la creación de una magistratura integradora, entonces la codificación se hubiera convertido en algo secundario, muy marginal comparado con la tarea de gobierno. Pero si lo fundamental es la labor de redacción legislativa, ¿por qué suprimir cónsules y tribunos de la plebe? También las fuentes se contradicen al señalar que en la primera comisión eran todos patricios, cuando al menos uno de sus componentes era plebeyo, y por el hecho de que las medidas más duras contra la plebe, como la prohibición de matrimonios mixtos, fueron aprobadas por la segunda comisión, en la cual la mitad de los miembros eran plebeyos (no patricios). 

			Como puede observarse, las fuentes desconocen las circunstancias reales que rodearon a la codificación, ya que en el relato se perciben las interpolaciones de distintos autores que, entre los siglos II y I a. C., fueron añadiendo sus propios puntos de vista. Como resultado, surge un relato enmarañado donde realidad y ficción se funden sin claros límites. El error de base de las fuentes fue el de insertar la codificación de las leyes en el imaginario del conflicto patricio plebeyo, dando por sentado que el primero fue consecuencia del segundo, cuando sin duda nada tuvieron que ver el uno con el otro: fueron dos procesos separados aunque cercanos en el tiempo. A esta conclusión se llega si se advierte que el gran beneficiado de las XII Tablas fue la aristocracia romana y no la plebe más pobre. No hay nada en la nueva legislación que beneficie a esta última y, por lo tanto, hay que pensar que la codificación no fue fruto de sus demandas.

			Muchísimas escuelas historiográficas recientes dan por sentado que la Ley de las XII Tablas, como la reforma de Solón en Atenas, fue resultado de las presiones políticas que obligaron a la clase gobernante a poner por escrito el derecho consuetudinario, que hasta ese momento interpretaba libremente a su favor. Sin embargo, no pocos historiadores han advertido que Roma no siguió el modelo griego. En Atenas la legislación se produjo varios siglos después del fin de la monarquía, con una aristocracia dividida por intereses partidistas y una sociedad en plena expansión. En Roma, en cambio, la legislación se llevó a cabo poco después de la expulsión de los reyes, apenas cincuenta años más tarde y con una aristocracia todavía cohesionada. Mientras que en Atenas la constitución de Solón sumaba viejas tradiciones consuetudinarias y nuevas normas destinadas a calmar la tensión social, en Roma esto no ocurrió así, pues las XII Tablas solo contienen leyes y hábitos antiguos, y no hay novedades fruto de las circunstancias del momento. El conflicto social no fue en Roma el motor de la codificación. La sociedad que traslucen las XII Tablas es rural y estable, con enormes diferencias de riqueza y cuya economía se basa en la posesión de la tierra, para la cual la seguridad jurídica era fundamental. La familia constituye su núcleo, regulada en torno al dominio y a la autoridad del pater. Igualmente son esenciales las relaciones entre el patrón y sus clientes, así como el papel que juega la esclavitud por deudas o los trabajos forzados (nexum) para resolver la insolvencia de los deudores. Las demandas plebeyas de tierras y la abolición de la esclavitud por deudas no tienen cabida en la nueva legislación, pues nada hay en ella que sea revolucionario o perturbador del orden social.

			Todo esto se explica porque posiblemente fue la propia clase gobernante la que promovió la codificación, sin tener que atender a demandas sociales. A mediados del siglo V, Roma estaba en total contacto con las polis griegas del sur de Italia y sabía de cómo los regímenes tiránicos estaban acabando con la supremacía de la aristocracia. No sería de extrañar que la clase gobernante romana se adelantara con la codificación en busca de dos cosas: cohesión interior ante posibles intentos de otros aristócratas ambiciosos y seguridad jurídica para la propiedad de la tierra. En definitiva, buscaba mantener el statu quo político y económico.

			Se ha dicho muchas veces que la codificación, al poner las leyes por escrito, arrebataba privilegios a los gobernantes y se los entregaba al pueblo. Si bien esto es así a largo plazo: se ahonda en los procesos democratizadores o de estabilidad institucional, a corto y medio plazo es muy difícil de comprobar. El efecto inmediato de la nueva legislación en Roma fue dar estabilidad a la sociedad y a las bases económicas de los que detentaban el poder: de hecho, abrió ochenta años de paz social. En la codificación de las XII Tablas salió ganando la aristocracia romana, pues evitó la división en bandos enfrentados y ayudó a crear modelos únicos de comportamiento y de tipo de propiedad para la clase gobernante. La plebe consiguió poco o muy poco. Quizás logró seguridad jurídica y esperanza en el futuro, pero muy poco más. El comportamiento de la aristocracia romana fue bastante inteligente: ante la perspectiva de un Estado amenazado por tensiones sociales, decidió crear uno nuevo mucho más sólido y vacunado contra tales peligros.

			Volviendo al relato tradicional, el comportamiento tiránico de los patricios y plebeyos de la segunda comisión fue respondido con un nuevo levantamiento de la plebe, que se refugió esta vez en el Aventino (449). Los cónsules Lucio Valerio y Marco Horacio consiguieron la paz social tras pactar con la plebe la vuelta a la situación anterior al 451. Además, se reafirmó el carácter sagrado de los tribunos de la plebe, se restauró la apelación al pueblo y se consiguió que las decisiones de la asamblea plebeya tuvieran carácter vinculante para todos los ciudadanos de Roma, tras su confirmación por la patrum auctoritas del Senado.

			El último peldaño del proceso de codificación lo supuso el levantamiento de la de prohibición de matrimonios entre patricios y plebeyos, tenido tradicionalmente como prueba de la imposición patricia sobre la plebe. Esta exclusión, contenida en las XII Tablas, fue levantada el año 445 a iniciativa del tribuno de la plebe C. Canuleyo (Livio, 4.1.7). Sin embargo, no todo está claro en la información transmitida por las fuentes. Si la prohibición realmente existió, su vida fue muy corta, pues apenas estuvo vigente cinco años, del 450 al 445. Pero es muy probable que también aquí estemos ante una visión deformada de las fuentes romanas. Es difícil de explicar que, si la prohibición de matrimonios mixtos realmente buscaba ahondar la división entre patricios y plebeyos, por qué fue redactada por la segunda comisión de decenviros, integrada por cinco patricios y cinco plebeyos (Livio, 3.35); y por qué el año 449, ya restablecido el orden social por un pacto entre plebe y Senado, se confirmó la legitimidad de las dos últimas tablas donde se contenía esta prohibición. Por otro lado, siempre ha sorprendido a 
la investigación que así como Livio le dedica una gran atención a los esfuerzos de Canuleyo por sacar la ley adelante, en cambio Dionisio de Halicarnaso ni siquiera la mencione (11.53-61), habida cuenta del sumo cuidado con que el autor griego analiza los pormenores del conflicto de órdenes.

			Posiblemente, como le sucede al conjunto del relato, las fuentes antiguas presenten alterada la realidad histórica, que debió de ser bastante distinta. La prohibición de matrimonios entre patricios y plebeyos fue vista por las fuentes del siglo I a. C. como un escándalo contra la convivencia y tenida como una ley inhumana (Cicerón, República, 2.61-63). Estos calificativos facilitaban la inserción de las XII Tablas en el conflicto de órdenes, con el que no tenía ninguna conexión. Se probaba con ello que la codificación formaba parte de la pugna social, falseando la realidad histórica. No sabemos exactamente qué pudo ser falseado, pero es probable que, si algo contuvo la ley de las XII Tablas en esta dirección, quizás fuera la prohibición de usar uno de los tres ritos de matrimonios, que la ley tenía previstos, para enlazar familias patricias y plebeyas. Las XII Tablas regularon con detalle los ritos del matrimonio cum manu, por el que la mujer entraba en la patria potestas de su marido y abandonaba su familia de nacimiento. La primera fórmula era el matrimonio in usu, por el cual, transcurridos dos años de convivencia marital, la mujer quedaba bajo la potestad de su marido. El segundo rito se llamaba coemptio y se asemejaba a una compraventa de bienes, en la que el marido adquiría a su mujer. Por último, estaba el rito usado por los patricios de la confarreatio, denominado así por la torta de pan que se entregan los esposos. Este rito sagrado 
en la tradición romana exigía la presencia del pontífice máximo, del flamen de Júpiter y de diez testigos.

			La importancia de este rito matrimonial no se debía a su carácter indisoluble o a su vistosidad social, sino que era imprescindible para los que aspiraban a ocupar un puesto sacerdotal en Roma. Los principales sacerdotes se debían casar por este rito, a la par que tenían que haber nacido de un matrimonio celebrado también así (Livio, 4.6.2-3). Es muy probable que las XII Tablas prohibieran el uso de este matrimonio entre aristócratas patricios y no patricios, o sea, entre sacerdotes y no sacerdotes, en orden a preservar su dignidad y privilegios. Hay que recordar que el patriciado daba acceso directo al Senado y otorgaba mayores posibilidades de alcanzar el consulado. Este fue sin duda un problema interno en el seno de la clase gobernante y no entre patricios y plebe, formada por los niveles más bajos de la sociedad. Es muy plausible que la tradición histórica romana transformara la noticia de la imposibilidad de celebrar un determinado rito entre patricios y no patricios en una prohibición general de matrimonios entre ambos, para dar pie a su visión de la existencia de un conflicto permanente y secular.

			Las leyes Licinias-Sextias

			En la segunda mitad del siglo V, Roma continuará con las reformas y la modernización del Estado hasta cambiar totalmente la fisonomía de la República. En la primera mitad del siglo, los romanos se habían visto agobiados por enemigos próximos que llegaron a poner en duda su supervivencia. Desde el sur y el este, pueblos de los Apeninos como ecuos y volscos sometían al campo romano a periódicas razias destructivas, que no solo amenazaban las vidas de los pobladores, sino que los empobrecían al arrebatarles como botín las cosechas de las que dependía su existencia. Desde el norte, la ciudad etrusca de Veyes se convirtió en otra amenaza, mucho más grave aún, al disputarle a Roma el control del Tíber. Los etruscos llegaron a ocupar la colina del Janículo y, desde allí, amenazaron con tomar la propia Ciudad (483-474).

			Roma sobrevivió a tantos peligros con la ayuda de sus aliados latinos. Desde el año 455 las fuentes informan de largos periodos de paz que permitieron a la clase dirigente sacar adelante las reformas internas necesarias, como la codificación de las XII Tablas. Pero a partir de la década de los cuarenta, la estrategia militar de Roma cambiará radicalmente. Lo que antes había sido una lucha a vida o muerte por la supervivencia se convertirá en una progresiva expansión de siglos que Roma aprovechará para renovar completamente su clase dirigente.

			Los primeros síntomas de que algo estaba cambiando fueron la creación de nuevas magistraturas vinculadas a la organización del ejército y necesarias para soportar la expansión. El año 446 se crearon los primeros cuestores, cuyas tareas fundamentales eran el abastecimiento del ejército y el reparto del botín. El 444, en lugar de los dos cónsules normales, se crearon tres tribunos militares con poderes consulares para dirigir la guerra en un número mayor de frentes y de manera más eficaz (Livio, 4.7.2). Por último, el año 443 se nombraron los dos primeros censores, entre cuyas tareas más importantes estaba la de distribuir a la población en las cinco clases sociales, requisito imprescindible para organizar el ejército hoplita romano. Gracias a todas estas reformas, el peligro de ecuos y volscos se redujo sensiblemente y Roma pudo concentrarse en la guerra contra Veyes, enemigo más peligroso que los anteriores. Entre los años 437 y 435, Roma arrebató a los etruscos importantes posiciones y, en especial, conquistó la ciudad de Fidenas, que controlaba uno de los vados más importantes del Tíber al norte de Roma. El momento final de este conflicto se desarrolló entre el 406 y 396, cuando tras diez años de asedio, Roma logró conquistar Veyes y con ella todo su territorio.

			El largo asedio de la ciudad, de igual duración que la guerra de Troya, introdujo novedades militares de enorme significación para la futura expansión militar. En primer lugar, se entregó por primera vez una paga a las tropas (stipendium), que facilitará que a partir de ahora puedan sostenerse guerras más largas (Livio, 4.59-60; Diodoro, 14.16.5). En segundo lugar, se creó un impuesto especial a la población romana (tributum) para costear mejor la creciente actividad militar. Por último, Roma impondrá nuevas condiciones a las ciudades vencidas, no contentándose únicamente con obtener un botín, sino que se hizo frecuente la imposición de una fuerte indemnización de guerra, como sucedió con Falerii el 394 (Livio, 5.27.15). Todas estas novedades de la segunda mitad del siglo V llevaron a Roma a dotarse de una mejor organización militar en cuadros de mando, intendencia y recursos económicos.

			Sin embargo, los éxitos militares se verán frenados momentáneamente por una horda de galos procedentes del Valle del Po, que el año 390 derrotó al ejército romano y sometió a la ciudad a un duro saqueo. Pero este revés no dejó secuelas permanentes y pronto las fuentes vuelven a señalar victorias militares contra los latinos, ecuos y volscos. Se fundaron nuevas colonias, como la de Satrium, y se ampliaron las tribus electorales romanas con los territorios incorporados. En los años sesenta del siglo IV, Roma ya estaba en condiciones de ejercer un intenso liderazgo militar en toda la Italia central.

			La nueva realidad expansiva de Roma propició la introducción de más reformas constitucionales que producirán un cambio radical en la República romana, con el nacimiento de un nuevo Estado más maduro y consolidado. Según la tradición histórica, el año 376 fueron elegidos tribunos de la plebe C. Licinio Estolón y L. Sextio Laterano, que propusieron al pueblo de Roma tres leyes de enorme trascendencia. En primer lugar, aliviar la dramática situación de los pobres con deudas, estableciendo que los intereses gravosos ya pagados hasta ese momento se restaran del capital prestado y que lo restante por devolver pudiera pagarse en partes iguales durante tres años. La segunda medida preveía que ningún ciudadano romano pudiera acumular más de 500 yugadas de tierras públicas en unas solas manos. Por último, los tribunos exigieron que se volviera al sistema de dos cónsules anuales, interrumpidos por los tribunos militares, y que uno de los dos cónsules fuera obligatoriamente plebeyo (Livio, 6.3-42).

			Estas propuestas, que atentaban al control de los patricios sobre el consulado y a la propiedad de la tierra y de los préstamos, fueron rechazadas inmediatamente por el Senado, donde el peso de los patricios era más que notable. Ello abrió diez años de auténtica crisis política por la negativa de los tribunos de la plebe a retirar sus propuestas, a pesar de la oposición de otros tribunos y de muchos plebeyos. Los promotores de la nueva legislación fueron reelegidos año tras año y con su veto pararon el Estado, impidiendo la elección de cónsules o tribunos militares entre el 375 y 371. La mediación del anciano M. Furio Camilo logró el consenso y la aprobación por el Senado de las nuevas medidas que recibieron el nombre de leyes Licinias-Sextias por sus dos promotores. Al año siguiente (366), L. Sextio Laterano fue creado cónsul, el primero plebeyo según la tradición, junto a tres nuevos magistrados: un pretor para la administración de justicia y dos ediles curules para las tareas de aprovisionamiento de la ciudad y organización de los mercados. Por último, el colegio de los duumviri sacris faciundis, sacerdotes encargados por el Senado de consultar los Libros Sibilinos, fue ampliado y convertido en decemviri sacris faciundis, de los cuales cinco debían ser patricios y los otros cinco plebeyos (Livio, 6.42.2).

			Como muchos de los aspectos del llamado conflicto patricio-plebeyo, la discusión en torno al carácter y a la realidad de las leyes Licinias-Sextias ha sido enorme entre la investigación más reciente, pues teóricamente cerrarían el conflicto de órdenes en Roma al permitir el acceso de los plebeyos al consulado. Sin embargo, la simplicidad de planteamientos de las fuentes deja mucho que desear. Aunque las tres medidas tomadas por los tribunos sobre las deudas, las tierras públicas o los cónsules, sean propias del siglo IV, posiblemente no fueron medidas aprobadas a la vez, sino en periodos muy distintos dentro del mismo siglo. El relato tal y como lo presenta la tradición es muy sospechoso. En primer lugar, sorprende la noticia de que los dos tribunos de la plebe, Licinio y Sextio, fueran elegidos ininterrumpidamente durante diez años, cuando se sabe que la iteración de una misma persona en ese cargo sucedió por primera vez a finales del siglo II a. C., cuando los hermanos Graco intentaron servirse de la magistratura por intereses políticos. También sorprende, no solo la información sobre la oposición a la ley de otros tribunos plebeyos, sino especialmente el dato de que, entre 375 y 371, Licinio y Sextio lograron con su veto parar la elección de cónsules y magistrados curules durante cinco años, cuando esto no sucedió nunca en la historia de Roma, pues el Estado tenía recursos constitucionales suficientes para evitar el veto del tribuno a unos comicios. Por último, tampoco la ley debía de incluir la obligatoriedad de que uno de los cónsules fuera plebeyo, pues más tarde, entre el 355 y el 343, hubo bastantes parejas consulares compuestas únicamente por patricios. Pero si las leyes Licinias-Sextias lo que regulaban era la posibilidad de que un plebeyo pudiera ser cónsul y no su obligatoriedad, eso no suponía ninguna novedad, porque tal era la práctica habitual hasta ese momento.

			Posiblemente las fuentes romanas generaron un relato épico en torno al final del conflicto patricio-plebeyo con la llegada de estos últimos al consulado. Sin embargo, si se analizan de modo pausado los acontecimientos, posiblemente se descubra que no estamos ante un hecho excepcional de la historia de Roma, sino ante una mera reforma administrativa. El problema es que las fuentes se empeñan en insistir en que, hasta el 367, no hubo cónsules plebeyos gobernando Roma, cuando la realidad es la contraria. A lo largo del siglo V, especialmente en los dos primeros tercios, los fasti consulares y la tradición literaria recogen casos de familias plebeyas ejerciendo la preciada magistratura. Incluso en el siglo IV, cuando el control de la República por los patricios fue mucho mayor, siguió habiendo plebeyos en las altas tareas del Estado. En los años 399 y 396 se nombraron seis tribunos militares con poder consular para dirigir la República. En ambos casos, cinco tribunos eran de origen plebeyo y solo uno patricio. Es muy probable que lo que realmente sucedió el año 367 fuera el final del colegio de seis tribunos militares de competencias genéricas, instituidos el año 443 para hacer frente a las amenazas exteriores. Su lugar fue ocupado por un nuevo colegio de cinco magistrados curules con atribuciones específicas: dos cónsules para dirigir la guerra, un pretor para la administración de justicia y dos ediles curules para la supervisión de mercados y abastecimientos. Algo completamente distinto de lo que las fuentes se empeñan en señalar. La tradición aprovechó el final de los tribunos militares y la creación de nuevas magistraturas para convertirlos en el último eslabón de un conflicto secular. Con el objetivo de hacerlo más verídico y acentuar los tintes dramáticos del proceso, las fuentes ubicaron en el mismo año 367 las leyes sobre deudas y el reparto de tierras públicas, que nada tenían que ver con lo anterior y que hay que fechar probablemente en otro momento.

			Para entender mejor lo que realmente está sucediendo conviene prestar atención a otra novedad acaecida en el año 367 y a la que ni la tradición literaria ni la investigación más moderna han prestado especial atención, pues no encaja con el planteamiento épico del final del conflicto. Según señala Tito Livio (6.37.42), las leyes Licinias-Sextias reformaron el colegio sacerdotal de los duumviri sacris faciundis, que aumentó su número a diez, y se convirtieron por tanto en los decemviri sacris faciundis. La novedad no estuvo en el mero incremento de los miembros, sino en que los puestos del colegio debían repartirse a partes iguales entre patricios y plebeyos. Este colegio fue creado por Tarquinio el Soberbio para que cuidara e interpretara los Libros Sibilinos, adquiridos por el monarca directamente de la Sibila de Cumas (Dionisio, 4.62). Tras la expulsión del rey, este colegio, formado íntegramente por patricios, comenzó a encargarse a petición del Senado de buscar remedios religiosos para solucionar portentos o graves problemas de Estado. Al ser libros de tradición griega, fueron los responsable de la introducción en Roma de muchas novedades culturales helénicas. 

			Esta reforma indica que lo que estaba en juego dentro de la clase política romana era el control global de la República, pues la lucha no se libraba únicamente por un puesto en el consulado, sino ante todo por el acceso a los colegios sacerdotales, que era donde estaba realmente el poder del patriciado. A partir del 367 sí que se puede hablar en la clase gobernante con toda propiedad de patricios y plebeyos, en el sentido que las fuentes le dieron a todo el conflicto de órdenes. Hasta las Leyes Licinas-Sextias, la clase gobernante, integrada por patricios y no patricios, se había comportado con notable unidad frente a las exigencias de las clases sociales más pobres, que eran las que integraban la plebe. A partir de ahora, quizás debido a la expansión militar, en la aristocracia romana se dará una pugna por arrebatar a los patricios las fuentes de sus privilegios específicos: los sacerdocios de la religión oficial y, vinculado a ello, el control sobre las fuentes del Derecho. La aspiración fundamental no era otra que lograr una mayor homogenización que igualara en posibilidades a toda la clase gobernante, y que el mérito personal fuera el único elemento distintivo entre los aristócratas. Los dos últimos tercios del siglo IV serán el escenario de una lucha en el seno de la aristocracia romana que dará a luz a una nueva clase gobernante conocida como la nobilitas, y cuya principal nota fue su carácter secular.

			La nueva clase dirigente va a tener mucho más de plebeya que de patricia, pues la historia dará mayor protagonismo a los primeros que a los segundos. Frente a los patricios del siglo V, que basaban su poder en el nacimiento y en el control de los sacerdocios, la nueva clase dirigente lo hará en el nacimiento y en el prestigio, especialmente el militar. Por otro lado, la nobilitas será un grupo social secularizado en el que el sacerdocio y el control sobre la religión romana se convertirán en algo más secundario. Desde el 367 hasta el 300 a. C. se producirá la auténtica revolución de la sociedad romana, que consistirá en la secularización de sus instituciones y en la desaparición definitiva del carácter polémico de la plebe.

			La secularización del Estado

			Desde que Roma comenzó a expandirse en la primera mitad del siglo IV, los elementos no sacerdotales de la clase gobernante comenzaron a crecer en poder e influencia y a enfrentarse a los patricios en lo que podría llamarse, en toda regla, según lo entendían las fuentes, el auténtico conflicto patricio-plebeyo. Para lograrlo buscaron el apoyo de la plebe revolucionaria a fin de presionar con más fuerza. El primer tribuno de la plebe que llegó a cónsul fue C. Licinio Estolón, miembro de la aristocracia romana y representante de la plebe descontenta. Unos y otros, unidos contra los patricios, sacaron adelante las Leyes Licinias-Sextias, que además del consulado, tierras y deudas, abrían por primera vez los colegios sacerdotales. Pero lo realmente significativo de esta legislación no fue lo que logró, aunque fuera notable, sino la nueva fase de la historia de Roma que posibilitará. Desde el año 367 hasta el 287, el Estado romano se dotará de una legislación muy profunda que se dirigirá en dos direcciones. Por un lado, arrebatar al patriciado el control sobre los colegios sacerdotales y sobre la interpretación del Derecho; y por otro lado, desmontar el movimiento plebeyo revolucionario, no por la vía de suprimirlo brutalmente, sino de integrarlo en las estructuras del Estado para hacerlo inocuo. Todo ello fue la primera gran victoria de la nueva clase gobernante conocida como nobilitas.

			La secularización de la República romana tuvo, lógicamente, sus fases. Importante fue la ley Genuncia del 342, que obligaba a que uno de los dos cónsules fuera siempre plebeyo, de tal forma que se diera un reparto equitativo entre unos y otros. Esta ley se cumplió sin ninguna excepción hasta el año 172 a. C., en que, por falta de candidatos patricios, fueron elegidos por primera vez dos cónsules plebeyos. Otro año importantísimo lo supuso el 339, cuando accede al consulado Q. Publilio Filón, que en su condición de dictador introdujo la reforma legal conocida como las leges Publiliae (Livio, 8.12.14). En primer lugar, estableció la obligatoriedad de que uno de los dos censores fuera a partir de entonces plebeyo. También señaló que las decisiones de la asamblea plebeya debían obligar a todos los ciudadanos de Roma y no solo a una parte. Por último, reguló la patrum auctoritas, o sea, la capacidad que tenían los patricios de aprobar o rechazar todas las decisiones de la asamblea centuriada, pudiendo paralizarlas a conveniencia. A partir de ese momento, la auctoritas de los patricios se ejercerá previamente a la presentación de cualquier proyecto de ley, transformándose en la práctica en un mero asesoramiento técnico sobre posibles aspectos religiosos de las leyes propuestas. Un nuevo paso fue la lex Ovinia del 313, que entregaba a los censores la responsabilidad de establecer la lista de senadores, regularizando el acceso a esta institución a partir de criterios más objetivos, sometiendo también a los patricios a esta norma.

			 En los años finales del siglo IV tuvo lugar el último momento en la secularización del Estado y en la configuración definitiva de una nueva clase gobernante. El año 300 se aprobó la lex Ogulnia, que arrebataba a los patricios los dos colegios sacerdotales más importantes de Roma: el de los pontífices y el de los augures (Livio, 10.6-9). La ley señalaba que los pontífices pasaran de cuatro a ocho miembros, con la obligación de que la mitad fueran patricios y la mitad plebeyos, mientras que los augures elevarían su número de cinco a nueve, y en el nuevo colegio los plebeyos debían tener cinco asientos mientras que los patricios los cuatro restantes. A partir de entonces estos sacerdotes, cuyos cargo eran vitalicios, serán renovados manteniendo siempre la misma proporción. Esta ley estuvo precedida por un hecho muy significativo: la publicación el año 304 de los ritos y palabras que debían abrir los procedimientos judiciales (legis actiones). Para que cualquier particular pudiera acudir a un juicio y ver satisfechas sus demandas, tanto civiles como penales, tenía que repetir una serie de frases y fórmulas rituales. De equivocarse en algún aspecto, como no elegir bien la oración en función del delito, errar en algún gesto o palabra, etc., el procedimiento se suspendía y su causa decaía inmediatamente, no pudiendo continuarla. Los únicos que hasta ese momento en Roma conocían tales fórmulas y frases eran los integrantes del colegio de pontífices, únicos capacitados para señalar qué hacer en cada momento, y responsables en última instancia de la validez del procedimiento. Como es obvio, ello daba a estos sacerdotes un poder sobre la justicia y una influencia social notabilísima. La reforma del 304 consistió en hacer públicos unos conocimientos que hasta entonces estaban en las cabezas de unos pocos. A partir de ahí, cualquiera podía saber claramente con qué oraciones y gestos debía comenzar su procedimiento, sin tener que acudir previamente a un sacerdote, que en función de otros intereses, podía beneficiar o perjudicar al acusador. Desde el año 304, todo un conocimiento exclusivo de los patricios será compartido por mucha mayor población. Desde el siglo III, el derecho también se irá secularizando con la aparición en Roma de abogados y jurisperitos, que gozarán de un conocimiento que hasta entonces era propiedad de unos pocos. 

			Para concluir con este apartado conviene señalar que la nueva aristocracia romana secularizada de la segunda mitad del siglo IV logró con sus reformas otra importante victoria: la desaparición de la plebe revolucionaria, aquella integrada por las últimas clases de la sociedad romana, que aspiraba a repartos más justos de las tierras públicas y a una mejor situación frente a los propietarios. Ello se logró institucionalizando o integrando en el Estado a sus figuras más importantes: los tribunos de la plebe y la asamblea plebeya. Así como los tribunos del pueblo del siglo V no pertenecían a la clase gobernante, desde mediados del siglo IV esta institución entrará a formar parte de las magistraturas de la República y será un eslabón más en el cursus honorum de jóvenes aristócratas al comienzo de sus carreras, ya sin el carácter revolucionario y reivindicativo de los anteriores. En segundo lugar, la asamblea plebeya se convirtió definitivamente en una parte del Estado, y desde la ley Hortensia del 287, lo que había sido el lugar de encuentro de los grupos más pobres para aunar esfuerzos, se convirtió en la comitia tributa, dirigida y controlada por los grandes propietarios de tierras, que además eran los miembros de la clase gobernante. 

			En todo este juego político la plebe salió perdiendo, pues la aristocracia, que se sirvió de ella, la abandonó poco después de alcanzar sus objetivos, como no podía ser de otro modo. La plebe del siglo V quedó desmontada como motor de cambios sociales y económicos en el momento en que la nobilitas se puso al frente de ella y con ella llenó todos los rincones del Estado. Los intereses de la clase gobernante no coincidían con los de las clases bajas, como lo muestra la anécdota de que C. Licinio Estolón, con posterioridad al 367, fue multado por acumular en su persona más de quinientas yugadas de tierras públicas, contraviniendo él mismo el texto de la ley por la que luchó duramente. Es obvio que, una vez en el poder, el aristócrata no dejaba de comportarse como tal. Pero a la larga, las clases bajas, como toda la sociedad romana, salieron ganando con la evolución histórica acaecida. La nueva aristocracia romana, la nobilitas, en su afán de consolidar su prestigio gracia a los méritos militares por encima de los sacerdocios, lanzará a la República a una intensa y exitosa expansión por toda Italia, cuyos beneficios alcanzaron a todos los niveles de la sociedad.

			3. La nueva potencia militar

			A pesar de que Roma había entrado en el imaginario griego como una ciudad fundada por los últimos troyanos supervivientes de la guerra, y a pesar de que los contactos comerciales y culturales con las ciudades de la Magna Grecia fueron muy intensos ya desde el siglo VI, Roma como fenómeno histórico no interesó a los griegos hasta la segunda mitad del siglo IV. Apenas pueden rastrearse entre las fuentes helénicas alusiones a Roma anteriores a esa fecha, hasta que de repente todo el mundo empezó a hablar de ella: filósofos como Aristóteles o Teofrastro, historiadores de la talla de Timero, Jerónimo de Cardia y Teopompo se sorprendieron de los éxitos militares de Roma y de su rápida expansión por Italia. La larga serie ininterrumpida de victorias que culminan con la derrota del rey helenístico Pirro, heredero de la tradición y de las técnicas de Alejandro, obligaron a los griegos a preguntarse por las razones de tanto éxito acumulado.

			Muchas son las causas que los griegos atribuyeron a la imparable expansión de Roma; pero por encima de todas, siempre asombraba la eficacia de sus tácticas militares. En la guerra, los griegos habían sido pioneros: en primer lugar, desarrollando el combate en falanges de hoplitas que les permitieron vencer al gigantesco Imperio persa, y luego las tácticas de Alejandro Magno, con las que habían conquistado medio mundo conocido. Por eso los creadores del arte de la guerra no podían entender cómo un pueblo ignoto había llegado a innovar muy por encima de sus conocimientos, derrotándolos en numerosos campos de batalla. El historiador Polibio, en el libro sexto de su Historia, al tratar la constitución romana, a lo que le dedica mayor atención es al ejército, al que describe en todos sus matices, porque, aun a mediados del siglo II a. C., las legiones romanas no dejaban de asombrar.

			Quizás lo permanente en el ejército romano durante siglos fue su extraordinaria disciplina; la habilidad, gracias a un duro entrenamiento, de realizar complicadas maniobras, manteniendo siempre el orden cerrado en todas las circunstancias. En la sociedad aristocrática romana, donde la competencia y superación eran algo habitual, la búsqueda del honor en el campo de batalla dotaba al soldado romano de una fiereza y audacia inauditas hasta entonces. En las arengas previas a las batallas que los generales romanos solían dirigir a sus hombres, el tema constante era la gloria de la victoria y el desho­nor de la derrota. Para un romano, la batalla suponía la oportunidad de adquirir distinción. El rango militar no solo otorgaba a su poseedor mando y jerarquía, sino que acrecentaba su prestigio social ante la comunidad civil y militar. No cabía reconocimiento público si este previamente no se había ganado en el campo de batalla.

			La fortaleza y resistencia del soldado romano tenía también su causa en los duros castigos a los que podía ser sometido. Cobardía y rendición no eran concebibles, y en caso de darse solo podía lavarse con la muerte: bien en el mismo campo de batalla, revolviéndose contra el enemigo, o en el campamento de la mano de los propios camaradas. Todos tenían claro que era preferible una muerte heroica y digna frente al enemigo que el deshonor en el campamento después de la derrota. La conjunción de tantos elementos significativos generó un tipo de soldado duro y eficaz que logrará para su ciudad cotas de éxitos inigualables.

			El ejército romano

			Una de las instituciones fundamentales de Roma fue su ejército. Gracias a él la República pudo salvar airosamente los difíciles años de sus comienzos, logrando posteriormente una expansión que no concluirá hasta conquistar las orillas del Mediterráneo. Pero quizás lo realmente sorprendente de los éxitos militares es que fueron mérito de campesinos inexpertos y no de un ejército profesional o permanente, a lo que hay que sumar que tampoco los mandos de esas legiones estaban mejor preparados para ello.

			El ejército republicano reclutaba a ciudadanos de todos los niveles económicos, que eran llamados a filas en caso de peligro exterior. Si nada amenazaba la seguridad de la República, en principio, el ejército no se reclutaba. La iniciativa era una cuestión de Estado y le competía al Senado ser consultado sobre su conveniencia. En caso de que fuera aprobada la leva, su realización era tarea del magistrado con mando (cum imperio) que luego dirigiría las operaciones. Este general elaboraba una lista de los hombres que cada clase social tenía que aportar y que se leía públicamente para conocimiento de todos: la palabra legión (legio) procede del verbo latino leer (legere). Además, el general al mando indicaba el día y lugar en que habían de congregarse, con frecuencia el Campo de Marte, una amplia superficie fuera de las murallas, formado por el primer meandro del Tíber. La recluta afectaba a todos los varones de edades comprendidas entre los 17 y 45 años (iuniores), mientras que los mayores (seniores) solo eran convocados en caso de extremo peligro. Cuando las guerras de la República fueron defensivas o libradas en las cercanías de Roma, la guerra empezaba en marzo y solía concluir a mediados o finales de septiembre. Durante el invierno, Roma no tenía ejército.

			El carácter ciudadano también se aprecia en que cada soldado debía costearse su propio armamento. Obviamente, aquellos con más recursos económicos solían portar mejores armas y recibían tareas de mayor responsabilidad, mientras que los más pobres, que no podían pagarse el armamento, o bien quedaban libres del servicio o eran empleados como infantería ligera (velites) para tareas secundarias. Tampoco los oficiales ni el mando legionario estaban formados por profesionales. El comandante en jefe de la legión solía ser un magistrado en ejercicio: lo normal es que fueran los cónsules, pero en caso de grave peligro se recurría a un dictador (magister populi) que nombraba a un jefe de la caballería (magister equitum), los cuales acumulaban en sus manos todo el potencial militar de la República. La creación en el 366 del primer pretor facilitó el poder acudir a él en el futuro como mando subordinado a los cónsules. El carácter ciudadano y no profesional implicaba que ni los soldados ni los mandos recibían un salario. A comienzos de la República, la única recompensa a la que podía aspirar un soldado era a repartirse el botín o los frutos del saqueo. Cuando las guerras se complicaron y se hicieron más largas, como el asedio de Veyes, el soldado pasará a recibir dietas para su sostenimiento.

			Los contingentes militares que tuvo la República a su disposición fueron creciendo a la par que crecía su poderío. Durante la Monarquía posiblemente no pasaran muchas veces de 3.000 soldados. En el siglo V, Roma era capaz de poner en movimiento cuatro legiones, lo que significaban unos 20.000 hombres. En el siglo siguiente llegó fácilmente a reclutar diez legiones, o sea, un contingente fabuloso de 50.000 combatientes. No todos ellos eran ciudadanos romanos, pues durante la época de expansión más de la mitad de las legiones estaban formadas por aliados, latinos u otros pueblos de Italia. El sistema de alianzas que levantó Roma en los siglos IV y III le aportaba el beneficio de contar con miles de combatientes no romanos que luchaban codo con codo con el resto, siguiendo las mismas órdenes y tácticas militares.

			Lo sorprendente del ejército romano fue su gran capacidad de evolucionar y cómo supo incorporar y mejorar las técnicas de sus vecinos, sacándoles mayor partido. En sus inicios, en el siglo VI a. C., el modelo a imitar fueron las falanges de hoplitas griegos, como parece indicarlo la reforma censitaria de Servio Tulio. Se trataba de un guerrero armado con casco, coraza y escudo redondo de bronce. Como armas ofensivas portaba una espada y una lanza de combate. Pero, muy pronto, las legiones romanas fueron mejorando el armamento: frente al escudo redondo de bronce (clipeus), que obligaba al soldado a pegarse al costado de su compañero, los romanos usaron el escudo oval o rectangular (scutum), más versátil, pues protegía mejor al individuo que lo portaba. A diferencia de los griegos, diversificaron muy pronto las líneas que componían la falange. Frente a la homogeneidad griega de armamento, una falange romana tenía tres líneas de profundidad: los principes, hastati y triari. Los principes eran los más jóvenes y combatían con jabalinas y espada corta; muy parecidos a ellos y ubicados detrás se encontraban los hastati, normalmente mayores en edad. La última línea de defensa la formaban los triari, que eran los soldados mejor armados y que entraban en combate si fallaban las dos líneas anteriores. Estos iban armados de bronce y luchaban con lanzas de combate (hastae), imitando muy de cerca las tácticas del hoplita griego. Por último estaban los velites o infantería ligera, encargados de acciones puntuales y de vigilar el sueño nocturno y el descanso de sus compañeros. La caballería, como también sucedía en Grecia, apenas tuvo peso en el combate legionario y por lo tanto solía confiarse a los aliados.

			Las guerras del siglo IV marcaron la madurez del ejército romano. La legión, integrada por unos 4.000 o 5.000 soldados abandonó la rígida formación de falange griega que obligaba a luchar en bloque como un mecanismo sin articular, para desarrollar la nueva táctica del manípulo. Durante las guerras samnitas, el terreno escarpado donde se realizaban las operaciones militares aconsejó introducir una subdivisión de la legión formada por unos 120 hombres, al mando de dos centuriones, que se denominó manípulo. El orden cerrado (acies) y la lucha hombro con hombro se hacían sobre estas pequeñas unidades, y no sobre el conjunto de la legión. De esta forma, el ejército se adaptaba mejor al terreno y contaba con unidades autónomas más capacitadas para enfrentarse a un enemigo huidizo como el samnita. Este sistema sobrevivió hasta el siglo II a. C., cuando, por las guerras en Hispania y contra los galos, fueron sustituidos por las cohortes. De los samnitas los romanos copiaron el pilum, una jabalina de amplio vuelo, muy estable y con una punta fina y penetrante. Su evolución posterior dotó a los romanos de un arma ofensiva terrible y sangrienta.

			Peligros y expansión

			El siglo VI había sido en el terreno militar una especie de época dorada. La expansión de Roma al sur del Tíber había sido fulgurante hasta convertirse en la ciudad hegemónica del Lacio. Tanto es así que los propios cartagineses que comerciaban con Italia central a través de Pyrgi, el puerto de Caeres, lograron un acuerdo el año 509 con la naciente República para asegurar el tráfico de mercancías. Sin embargo, el siglo V se abrió con los peores presagios de una lucha sin cuartel que hará retroceder a Roma a su más inmediato entorno. La victoria de Roma frente a los latinos en la batalla del Lago Regilo (499 o 496) le permitió recuperar su prestigio, perdido tras la expulsión de los reyes, e imponer a los demás latinos una alianza militar muy beneficiosa para Roma. El año 493, el cónsul plebeyo Espurio Casio logró la firma de un tratado, grabado en un pilar de bronce en el Foro (Dionisio, 6.95), que sellaba un acuerdo bilateral entre dos contrayentes: Roma en un lado y el resto de latinos por otro. En primer lugar, se establecía una paz perpetua entre ambas partes y, a renglón seguido, una alianza defensiva, por la que cada uno de los dos miembros debía acudir en ayuda del otro en caso de amenaza. Aunque no es seguro, parece que el mando de la liga estaba encomendado siempre al ejército romano. En el año 486 fueron admitidos en ella en condición de igualdad los hérnicos, un pueblo de origen sabino asentado al noreste del Lacio.

			Las razones últimas del nuevo sistema de alianzas era la defensa común frente al nuevo peligro que amenazaba a todos por igual. A finales del siglo VI, desde los Apeninos centrales, pueblos de lengua osco-umbra comenzaron a abandonar el duro y pobre territorio en el que vivían para intentar asentarse en las ricas tierras de agricultores próximas a la costa tirrena. Este movimiento de poblaciones fue muy amplio en Italia y no afectó únicamente a Roma y a sus aliados. Sus efectos se dejaron sentir en la Magna Grecia, y en especial, en la ciudad de Capua (423).

			Los volscos ocuparon la llanura Pontina al sur del Lacio, mientras que los ecuos amenazaron las ciudades latinas del interior. Prácticamente hasta mediados del siglo V la amenaza de ambos pueblos fue constante año tras año. Su actividad era devastadora y buscaba sobre todo el botín: productos agrícolas y manufacturas que llevarse a casa. No fue tanto una guerra de conquista, sino más bien los intentos de pueblos con notables deficiencias económicas para lograr sobrevivir. Roma y sus aliados lograros escapar a estos asaltos estacionales, que a partir de la segunda mitad del siglo V se hicieron cada vez más infrecuentes, hasta acabar desapareciendo.

			Al rechazo de las razias de ecuos y volscos había seguido la conquista de algunas partes del territorio que previamente estos habían ocupado. Ahí los aliados fundarán nuevas ciudades que llevaron el nombre de colonias latinas, como la de Antium (467). En ellas se asentará población necesitada de las ciudades aliadas. El término colonia latina no hay que asociarlo con el tipo de fundación griega característico de su expansión por el Mediterráneo. Las colonias latinas ingresaban en la liga latina como miembros, y sus habitantes disfrutaban de una serie de derechos comunes al resto de latinos: la posibilidad de moverse y asentarse libremente en el territorio latino (ius migrandi); el derecho a firmar acuerdos y contratos comerciales legalmente válidos (ius comercii), y el derecho a contraer legalmente matrimonio con cualquier otra persona de condición latina (ius connubii).

			La mayor amenaza de Roma fue la ciudad etrusca de Veyes, situada a 15 kilómetros al norte de la ciudad. Tanto la vecindad como las aspiraciones de ambas polis por controlar los mismos recursos económicos habían llevado a una encendida rivalidad desde antiguo. Veyes aprovechó la presión de ecuos y volscos sobre Roma para iniciar la primera guerra (483-473). En esta ocasión, los etruscos llegaron a amenazar seriamente la supervivencia de Roma al ocupar y fortificar la colina del Janículo, en el margen derecho del Tíber. La segunda guerra contra Veyes tuvo lugar casi cincuenta años más tarde (437-435) y se centró en torno a la ciudad de Fidenas, aliada de los etruscos y vado estratégico en el Tíber. La última fase del conflicto acaeció entre el 409 y 396, cuando, tras un largo asedio, la ciudad capituló. Sus habitantes fueron vendidos como esclavos y todo su territorio convertido en tierras públicas. Esta victoria supuso un enorme salto adelante para Roma. A comienzos del siglo V, el territorio romano ocupado era de unos 822 kilómetros cuadrados de extensión. En las décadas posteriores se habían producido notables incrementos con la conquista de Crustumenium (50 km2), Ficulea (37 km2), Fidenae (50 km2) y Veyes (562 km2). De ello resultaba que el año 396 Roma había incrementado su territorio un 85%.

			[image: ]

			A partir del siglo IV, gracias a los cambios sociales y a las nuevas condiciones económicas, Roma iniciará una expansión en el centro de Italia que la convertirá en la ciudad hegemónica sin ninguna duda. Sin embargo, un breve frenazo a esas aspiraciones tuvo lugar el año 390 cuando una horda de galos senones, procedentes del Valle del Po, tras derrotar a las legiones romanas en la batalla de Alía, sometieron la ciudad al saqueo de varios días y no se retiraron hasta que la República hubo pagado un fuerte rescate de guerra. Pero las consecuencias para la futura expansión de Roma no fueron graves y la ciudad solo sufrió el parón de unos pocos años. En las décadas sucesivas las campañas militares se diversificaron en medios y territorios. Se lograron importantes victorias contra los etruscos de Tarquinia, a la vez que se afianzaba la expansión hacia el sur y el este. Gracias a ello, el número de colonias latinas no dejó de crecer en esos años, a la par que los nuevos territorios se integraban en la estructura de tribus romanas. Sin ninguna duda, a mediados del siglo IV Roma ejercía un liderazgo en el centro de Italia más que notable.

			El control de Italia

			Durante cincuenta años, entre el 343 y el 290, Roma libró tres duras guerras contra los samnitas, un pueblo de lengua osca que procedía de los Apeninos centrales, desde donde se trasladaron a la rica llanura campana en el siglo V. A pesar de extenderse por una de las regiones más fértiles de Italia, mantuvieron siempre una economía pastoril y de escasos recursos. Su población no se asentó en las numerosas ciudades que había por la zona, sino que mantuvieron siempre un hábitat disperso, en lugares montañosos y escarpados. En el siglo IV formaban una confederación de cuatro distritos o territorios en los que se repartía la población. Según Tito Livio (7.29-30), a pesar de la alianza que unía a samnitas y romanos, la primera guerra se declaró cuando una embajada de la ciudad de Capua acudió al Senado en petición de ayuda por el asedio y la amenaza a las que les habían sometido los samnitas. Las legiones romanas invadieron el territorio campano, sometiéndolo a devastación. Al año siguiente, ante la perspectiva de operaciones similares, los samnitas forzaron la paz.

			Desgraciadamente, a la investigación moderna se le presentan muchas dudas sobre cuáles fueron los motivos últimos que provocaron esta y las siguientes guerras contra Roma. Como otras muchas veces, lo normal es que solo se hayan conservado fuentes latinas, que suelen contener el punto de vista de Roma. Al faltar la versión antagónica, no se está en condiciones de establecer la justicia de los argumentos de unos y otros. Pero también la investigación se enfrenta en estos casos con otra dificultad añadida, que deforma la realidad de los hechos, proveniente de cómo concebían la guerra los romanos. Para estos, toda declaración de guerra debía atenerse a unos parámetros religiosos de justicia y equidad. Ellos pensaban que la guerra ofensiva podía disgustar a los dioses y alterar la pax deorum con las peores consecuencias. La guerra tenía que ser siempre justa y solo era votada por la Asamblea popular romana en casos de legítima defensa, bien del propio pueblo romano o de alguno de sus aliados. Para que siempre se diera el bellum pium et iustum, Roma contaba con el colegio de los sacerdotes fetiales, que en número de veinte, llevaban a cabo la declaración de guerra o la firma de la paz como acto supremo de religión. Si el pueblo romano consideraba que ellos o sus aliados habían sido agredidos injustamente, los fetiales se presentaban ante el agresor para exigirle reparación por la acción cometida. Si no recibían satisfacción, arrojaban contra el enemigo una lanza pura (sin punta de hierro) y declaraban la santidad de la causa y la justicia de la guerra. Todo este ritual hacía muy difícil saber las causas reales, no solo de las tres Guerras Samnitas, sino también de otros conflictos armados, pues siempre, forzando la verdad o no, toda guerra en Roma se presentaba como acto de legítima defensa o de justicia cara a los aliados.

			El final de la Primera Guerra Samnita llevó consigo la firma de nuevas alianzas con los antiguos enemigos, a lo que se sumó también la ciudad de Capua. El creciente poderío de Roma alertó a los aliados latinos que, según Tito Livio, se sentían tratados por los romanos como súbditos y no como hermanos (Livio, 8.5.2-3). Antes de aceptar una mayor hegemonía de Roma, las ciudades latinas se levantaron entre el 340 y el 338 en una breve guerra que fue rápidamente sofocada por Roma. La consecuencia fundamental de este conflicto fue el cambio radical de actitud de Roma hacia sus antiguos aliados. La liga fue disuelta y las ciudades integrantes comenzaron a relacionarse jurídicamente con Roma de forma individual y no en bloque como hasta entonces (Livio, 8.14). Muchas ciudades pequeñas fueron disueltas y se incorporaron al territorio romano con plena ciudadanía: Aricia, Nomentum, etc. Un segundo grupo conservó su autonomía, pero perdió parte o todo su territorio: Tusculum se convirtió en un municipio, mientras que Tibur o Praeneste permanecieron como aliadas. El resto de ciudades siguieron disfrutando de los derechos y privilegios en relación con Roma que tenían antes de la guerra: el ius connubii, el ius migrandi y el ius comercii. Estos tres derechos, conocidos habitualmente como derecho latino, dejaron de ser algo étnico o lingüístico para convertirse en el marco jurídico que regulará la relación de muchas ciudades con Roma.

			La Segunda Guerra Samnita (327-304) se originó por los ataques de Nápoles contra Roma a instigación de los samnitas (Livio, 8.22-23). Las operaciones militares comenzaron pronto, en el año 326 se reanudaron los típicos saqueos anuales de las tierras y recursos samnitas. Los éxitos romanos fueron notables hasta que, por falta de precaución, un ejército entero quedó atrapado el 321 en un estrecho desfiladero llamado Horcas Caudianas. Las legiones se rindieron y tuvieron que soportar la humillación, para salvar la vida, de pasar por debajo de un yugo hecho con lanzas. Tras un breve periodo de paz, que concluyó el 316, las legiones romanas volvieron a pisar suelo samnita, esta vez apoyadas por los aliados de Apulia y Lucania, situados al este y al sur del Samnnio. Los éxitos romanos, con invasiones a gran escala, obligaron a los samnitas a pedir la paz el 304.

			Pocos años más tarde, ambos enemigos volverán a encontrarse en la Tercera Guerra Samnita (298-290). Una vez más, las causas de la guerra son presentadas por las fuentes como justificación del bellum pium et iustum que tanto gustaba a los romanos. En esta ocasión, los samnitas habían pedido a los lucanos que abandonaran su alianza con Roma para unirse a ellos y juntos enfrentarse al común peligro. Los lucanos rechazaron la petición y, al ser invadidos en represalia, acudieron al Senado en busca de ayuda. La guerra comenzó lentamente, con escasos incidentes hasta el 296. En dicho año, los samnitas lograron un notable éxito estratégico: armar una importante coalición anti romana formada por etruscos, umbros y galos del valle del Po: una auténtica amenaza para Roma. En contra, los romanos movilizaron a sus aliados de Apulia, Campania y Lucania para contrarrestar el peligro.

			Las acciones romanas se marcaron dos objetivos: con un gran ejército, enfrentarse a la coalición enemiga donde esta se congregara, a la par que con tropas más pequeñas y móviles realizar ataques en retaguardia con el fin de obstaculizar las operaciones en marcha y obligar a los enemigos a la defensa de su propio territorio. Dicha estrategia dio fruto en la batalla de Sentium (295), en la que ni etruscos ni umbros estuvieron presentes, ocupados en defender sus propias tierras. Frente a los romanos, se encontraron solo los samnitas y los galos, a los que Roma derrotó, no sin dificultad. La alianza contra Roma se disolvió, lo que permitió a las legiones romanas concentrarse en atacar el territorio samnita. En el 293, la nueva victoria de Aquilonia sentenció prácticamente la guerra que concluyó el año 290 con la conversión del Samnio en aliado de Roma y la incorporación de extensos territorios del norte de Italia.

			Como dueña y señora de la Península, Roma comenzó pronto a interesarse por los complicados y peligrosos asuntos de las ciudades griegas del sur. En el año 285, una embajada procedente de la ciudad de Thurii pidió al Senado ayuda para rechazar los ataques de los lucanos. Tras esta ciudad, otras polis griegas se someterán igualmente al arbitrio de Roma, amenazando así los intereses de Tarento, que había ejercido hasta entonces como potencia hegemónica.

			La guerra se declaró el año 282, cuando una flotilla romana se presentó ante la ciudad de Tarento y fue atacada por sus habitantes, hundiendo algunos barcos. Los tarentinos, seguros tras sus murallas, pidieron ayuda a Pirro, rey de Epiro, que aceptó el compromiso. Con 25.000 soldados y 20 elefantes, el rey helenístico desembarcó en Italia el año 280, derrotando a los romanos en la batalla de Heraclea. El Senado no aceptó las condiciones de paz, lo que forzó a Pirro a avanzar hacia Roma, aunque pronto se retiró al comprobar la firmeza de sus alianzas. Una nueva victoria alcanzó Pirro contra Roma en Ausculum, el año siguiente, sin consecuencias prácticas pero con enormes bajas en su ejército. Ante la inviabilidad de este proceder contra Roma, el año 278 se volvió hacia Sicilia para ayudar a los griegos en su lucha contra los cartagineses. Los avances modestos en la isla le harán volver a Italia el año 275, donde será derrotado por los romanos en la batalla de Benevento. Esta pérdida le forzó a regresar a su país, en el que murió pocos años después. Los romanos procedieron a ocupar todo el sur de Italia, concluyendo la guerra el 272 con la total rendición de Tarento.

			La doble ciudadanía y la hegemonía indirecta

			La expansión romana de los siglos V y IV hizo cambiar la visión que Roma tenía del enemigo y del sometido. Mientras que durante la Monarquía la población derrotada tras una batalla era integrada dentro de la ciudadanía con plenitud de derechos, la larga guerra contra Veyes y su conquista final acabó con el planteamiento de generosa integración de los vencidos. Como ya se ha señalado, los supervivientes de Veyes fueron vendidos como esclavos y todo el territorio convertido en tierras del Estado.

			Quizás el cambio de actitud pudo deberse a la conciencia de que no era sostenible en el tiempo una constante integración de los vencidos. Un incremento descontrolado de la población podía provocar conflictos internos no deseados: una mayor presión de la plebe o, incluso, la amenaza de una tiranía al estilo griego, por la que algún aristócrata ambicioso pudiera servirse de la población descontenta. Pero también es cierto que ese comportamiento tan cruel con los habitantes de Veyes no va a volver a repetirse.

			A lo largo del siglo IV se ensayó una tercera vía que evitara los peligros de la fácil integración y también el de la violencia excesiva. La aristocracia romana estuvo muy acertada al hallar una solución al problema de qué hacer con los vencidos. Estos fueron tratados de dos formas distintas: bien porque eran latinos, con los que se compartían lengua y tradiciones, o bien por ser habitantes de Italia, con su cultura propia asentada. Para los primeros se creó la doble ciudadanía y para los segundos un sistema de alianzas que desarrollará una hegemonía indirecta de Roma sobre toda Península.

			Roma acertó plenamente cuando expandió el llamado derecho latino (ius Latii). En su origen había nacido el año 493 cuando se creó la Liga Latina. Se trataba de un pacto militar de mutua defensa, pero que incluía una serie de derechos comunes para todos los aliados. Cada miembro de la Liga podía desplazarse libremente por el territorio de los demás y asentarse allí donde quisiera (ius migrandi). Si decidía casarse en el nuevo domicilio, el matrimonio y los hijos eran tenidos por legítimos (ius connubii) y, por supuesto, podía desarrollar cualquier actividad económica (ius comercii). Todo ello facilitaba el entendimiento de los que tenían el latín como lengua materna.

			La novedad del siglo IV fue que estos derechos civiles se desvincularon de la alianza militar que los había amparado y se extendieron a ciudades que no eran miembros de la Liga Latina. A partir del año 338, con la victoria de Roma sobre el Lacio y la disolución de la alianza, se creó definitivamente lo que se ha denominado la doble ciudadanía. Todos aquellos que tuvieran la condición de latinos gozarían de los mismos derechos que un ciudadano romano, menos de uno: el de poder participar en la Asamblea popular y ejercer en Roma una actividad política. Por tanto, un ciudadano de Tibur, Praeneste o Tusculum podía seguir reteniendo su condición de ciudadano allí donde tuviera su domicilio, pero también podía ejercer la ciudadanía romana, con todos sus privilegios salvo los políticos. Solo si se trasladaba a vivir a Roma y fijaba allí su domicilio, su conversión en ciudadano de pleno derecho se efectuaba de forma inmediata. Un ciudadano de Roma era únicamente ciudadano de Roma, mientras que un latino, a la par que lo era de su ciudad, también lo era de Roma, aunque de modo incompleto.

			Para el resto de pueblos itálicos la solución pasaba por extender una hegemonía indirecta a través de un novedoso sistema de alianzas. En él se incluyeron a los etruscos, samnitas, griegos, etc., que seguramente no se sentirían tan atraídos por la ciudadanía romana, como podían estarlo los latinos. El primer nivel de relaciones de la República con otros pueblos se conocía como amicitia, que en el caso de intensificarse podía convertirse en una alianza (foedus), de tal manera que quien pactaba con Roma podía ser o amicus populi Romani o socius populi Romani.

			El exitoso sistema que se va a desarrollar a partir del siglo III se basaba en el foedus. Todos los pueblos no latinos de Italia (socii), según iban cayendo en la órbita de Roma, de modo voluntario o forzados por una derrota, eran obligados a firmar una alianza que les limitaba su soberanía. La limitación consistía en la prohibición de pactar con cualquier otra ciudad: solo se podía ser aliado de Roma y de nadie más. La ciudad sometida guardaba un altísimo grado de autonomía, sobre todo en los asuntos internos, y no se veía obligada a pagar ningún impuesto. En cambio, tenía que entregar su ejército cuando fuera solicitado para participar en las guerras de Roma. Estas condiciones fueron muy asumibles por todos los habitantes de Italia, porque sin estar condicionados a cambios radicales, ni forzados al empobrecimiento, podían participar en la gloria y en las victorias de Roma.

			Qué duda cabe que, en la implantación de esta estrategia de política exterior, también pesó la especial fisonomía de la aristocracia romana, siempre temerosa de crear un gran aparato burocrático si se decidía a ejercer una hegemonía directa sobre el terreno conquistado. La solución fue dividir a los habitantes de Italia según la gradación de sus derechos y la de establecer una hegemonía indirecta sobre la Península, limitándose Roma a realizar una simple supervisión en un mundo de ciudades autónomas. El gran aliado de la clase gobernante romana fueron siempre las oligarquías locales de tantas ciudades itálicas a las que privilegió y con las que pronto empezó a establecer vínculos familiares y de dependencia: ellos se encargaban de gobernar para Roma sus propias ciudades. Estas formas tan originales de gobierno fueron el primer gran éxito político de Roma y quedaron prácticamente concluidas al final de la guerra contra Pirro, siendo la base de la romanización de la Península y de su expansión por las aguas del Mediterráneo.

			4. Derecho y religión en la República

			Una de las características básicas de la época monárquica fue la profunda vinculación de los asuntos públicos con todo lo divino. No solo porque el Rey era, en primer lugar, el sumo sacerdote de Roma, sino también porque la producción del derecho y de las normas que hacían funcionar la ciudad recaían en las manos expertas del colegio sacerdotal de los pontífices. Los cuatro miembros de este colegio formaban el núcleo del Senado, y consecuentemente pertenecían a la clase política de Roma.

			La República, en sus primeros años de vida, perpetuó esta característica tan singular de la Monarquía por la que los asuntos religiosos (res divinae) se fundían con el gobierno de la ciudad (res humanae) en las personas de los sacerdotes de Roma, cuyos miembros formaban el patriciado. Sin embargo, la sociedad en su conjunto evolucionaba en la dirección contraria, consistente en la progresiva secularización de las instituciones, que arrebatará a los sacerdotes de Roma no solo el poder político o la capacidad de influir sobre las leyes (patrum auctoritas), sino sobre todo su facultad de interpretar el derecho. 

			No pocos autores han llamado la atención sobre la importancia que tuvo en este proceso la reforma del rey Servio Tulio, que introdujo el censo y creó un ejército de ciudadanos que funcionará con otros parámetros de comportamiento. El paso de los años y la expansión de Roma en el siglo IV, confirmada por la solidez de su ejército, generaron una nueva sociedad en la que se identificará completamente el soldado que combate con el ciudadano que vota y con el propietario de tierras que cultiva y produce. La consecuencia más inmediata fue la progresiva separación entre lo religioso y el ámbito de lo público, que se vinculará cada vez más con el ejército y los éxitos militares. La entrada de plebeyos en los colegios sacerdotales sentenció el domino que ejercía el patriciado en la clase dirigente romana y en la producción del ius, cuya fuente será a partir del siglo III no solo la costumbre o la tradición, sino también la experiencia humana, de carácter civil y desacralizado. El signo más visible de la absoluta secularización de la República será el nacimiento del saber jurídico y de su producción especulativa.

			La codificación de las leyes

			El primer documento legal y la primera auténtica legislación en la historia de Roma fue la Ley de las XII Tablas, datada a mediados del siglo V (pág. 118). El texto original se ha perdido completamente y solo se dispone de citas y alusiones de juristas, historiadores o anticuarios muy posteriores al momento de su redacción; con el agravante de que estos autores, al referirse a las XII Tablas, lo hacen con el vocabulario y las expresiones de su momento y, consciente o inconscientemente, adaptan el texto original del siglo V a las formulaciones de su tiempo. Por ello, se desconoce la cantidad exacta de artículos que contenía la ley y su organización en bloques o temas. Los intentos que se han realizado por especialistas modernos para restituir su forma original son absolutamente hipotéticos y fuentes de grandes controversias. El texto legal se desarrollaba en la forma de mandamientos y prohibiciones, exhibiendo una cadencia rítmica en las expresiones que facilitaba la memorización de las leyes. La redacción es a menudo obtusa y gramaticalmente ambigua debido a las serias dificultades de una sociedad poco alfabetizada para expresar complejas normas legales.

			La Ley de las XII Tablas no se asemeja a nuestros modernos códigos de origen napoleónico, en donde se busca la exhaustividad en la regulación. En la ley romana no hay un desarrollo sistemático del derecho, sino una larga secuencia de casos para los que se establece una solución legal. La casuística contenida en la ley refleja la vida de una sencilla sociedad agraria, donde se marca una notable diferencia entre ricos y pobres y que se organiza en un sistema de leyes consuetudinarias no escritas hasta ese momento. Por ello, la mayoría de los artículos regulaban el uso de las cosas y las relaciones personales en lo que podría llamarse un derecho civil: relaciones familiares; posesión y transmisión de la propiedad; deudas, esclavitud y trabajos forzados, etc. Los litigios entre particulares a tenor del disfrute de esos derechos eran atendidos en las XII Tablas gracias a una somera regulación del procedimiento ante los tribunales. En cambio, la ley apenas contenía normas de derecho penal o de derecho público del Estado.

			Particularmente son dos los aspectos mejor conocidos de la regulación de las XII Tablas: por un lado, la familia y el matrimonio y, por otro, el tratamiento de las deudas y su consecuencia en la esclavitud y en el trabajo forzado (nexum). La familia romana basculaba sobre la autoridad del pater, que ejercía un dominio total sobre las personas y las cosas. Poseía la plena facultad de ordenar y regular los asuntos familiares, pudiendo castigar a sus dependientes con el rigor que considerase oportuno. Sobre sus hijos extendía su autoridad hasta el momento de su muerte, pudiendo darse el caso de que importantes magistrados de la República, con todo el poder del Estado en sus manos, se vieran obligados a doblegarse ante los deseos de su padre al cruzar el umbral de su casa. Sobre la esposa ejercía también una notable autoridad que recibía la expresión cum manu. Las XII Tablas recogen tres posibles ritos matrimoniales por los que una mujer quedaba bajo la potestad de su marido. El matrimonio más vistoso y de mayor prestigio, empleado especialmente por los patricios, era el de la confarreatio, nombre derivado de la torta de pan (far) que se entregaban mutuamente los contrayentes. Era un matrimonio indisoluble en el que la mujer quedaba bajo la completa tutela de su esposo. El siguiente tipo se denominaba coemptio y se asemejaba mucho a una compraventa por la que el esposo adquiría a su mujer como si la comprara a su padre. Por último, el usus era la fórmula por la cual la mujer entraba en la autoridad de su marido tras una larga cohabitación en la casa familiar: normalmente dos años, asemejándose mucho al sistema de cambio de poseedor conocido como la usucapio. Esta posesión (manus) podía evitarse, y por lo tanto mantener la dependencia del propio padre, si la mujer pasaba al menos tres noches al año fuera del domicilio de su marido.

			Bajo la autoridad del pater familias también se encontraban los esclavos, a los que las XII Tablas presta notable atención. Su situación de dependencia era muy semejante a la de los hijos, aunque nunca alcanzaban la mayoría de edad legal, salvo que su patrono los liberase formalmente. El código recoge tres caminos para la manumisión, queriendo expresar que esta era una práctica muy frecuente en el siglo V a. C. La primera fórmula consistía en aprovechar la realización de un censo, normalmente cada cinco años, e inscribir en él al esclavo que alcanzaba en ese momento la plena ciudadanía. También podía iniciar un procedimiento legal de reconocimiento ante el pretor u otro magistrado competente. Finalmente, podía disponer la manumisión de los esclavos en su testamento, para que tuviera efecto en el momento de su muerte. En cambio, las XII Tablas apenas regula el pacto de clientela, tan extendido e importante en la sociedad romana. La razón se hallaba en que este vínculo legal quedaba amparado por la fides, o sea por un acto religioso y, por lo tanto, no era susceptible de regulación legal.

			Especial significación y peso tuvo en las XII Tablas todo lo referente al incumplimiento de los contratos y al pago de las deudas. La ley recogía una completa gradación de multas para los contratos fallidos o para las agresiones personales, por lo que hay que suponer que la ley del talión, en sentido estricto, apenas se llevó a efecto. Ante el deudor insolvente el acreedor tenía dos posibles opciones: por un lado, venderlo como esclavo y cobrar de ahí su dinero, o pactar con él un tiempo de trabajo forzoso, que le permitiera recuperar su inversión. La solución de condenar a un ciudadano romano a la esclavitud no era lo más frecuente. De hecho, las leyes impedían la presencia en Roma de ciudadanos esclavizados. En el caso de que el acreedor se empeñase en su venta como esclavo, tenía que hacerlo fuera del territorio romano, en suelo extranjero, normalmente al otro lado del Tiber (trans Tiberim peregre), con la imposibilidad de volver a Roma. Lo más frecuente para resolver el impago era obligar al deudor a trabajar forzosamente y con el salario rescindir su deuda (nexum). Esto podía hacerse, bien trabajando directamente para el acreedor en situación de auténtica penuria y miseria, o bien logrando que una tercera persona saldase la deuda y el deudor quedara obligado a trabajar para él. Una vez completado el pago, el ciudadano recobraba su total autonomía.

			A pesar de que muy pronto la Ley de las XII Tablas quedó obsoleta por la rápida evolución de la sociedad romana, su prestigio permaneció intangible durante siglos. Nunca fue formalmente derogada ni alterada, aunque pronto se dejó de aplicar. El conservadurismo de la sociedad romana y una cierta veneración por las decisiones de los antepasados obligaron a los juristas romanos a encontrar nuevos caminos para aplicarla o para no aplicarla. La solución que evitó su reforma o su derogación fue la de reinterpretar sus mandatos, distinguiendo entre lo que dice y el modo en el que se tiene que aplicar. Tal fue el peso de las XII Tablas que Roma tardó un milenio en volver a codificar sus leyes.

			Independientemente de su contenido y de a quién podría beneficiar su implantación, lo realmente importante fue que este código marcó el primer paso en la madurez republicana al reservarse el Estado el control sobre el modelo social y la administración de justicia. Un notable avance de la legislación de las XII Tablas fue el hecho de que la venganza se arrebatara de las manos privadas y fuera reemplazada por el castigo público, que se ejercía tras un procedimiento de litigación entre particulares. De alguna manera, el gran avance fue lograr el monopolio del Estado sobre todos los actos de la administración de justicia, imponiendo su soberanía sobre la ley y sobre los actos de los individuos.

			Religión y política en la República romana

			Como ya se señaló en el capítulo anterior, la religión romana se acercaba mucho más a una especie de superstición que a una auténtica elaboración racional, bajo la forma de una teología coherente. En ella era tan importante lo que se creía como lo que se evitaba, pues la función fundamental de la religión en Roma era remediar las necesidades de una población campesina, inerme ante las fuerzas de la naturaleza. En sus primeros momentos, los romanos no llegaron a tener auténticos dioses, con una biografía, atributos o unas relaciones coherentes entre sí. Eran más bien fuerzas de la naturaleza (numina) y abstracciones que surgían de determinados epítetos funcionales. No se daba culto a un dios, sino a una necesidad que se abstraía para poder ser interpelada.

			La religión romana era básicamente práctica, sin necesidad de adornos teóricos. La búsqueda de la eficacia impulsaba a los romanos a dar forma divina a los problemas sociales y colectivos: siempre los mismos, siempre insuficientemente conjurados: guerras, epidemias, hambres, etc. Por lo tanto, la religión era una cuestión ante todo social y no personal, pues del individuo como tal no se esperaba una especial relación con los dioses. Era la comunidad, representada por su clase gobernante, la que podía apelar a las divinidades en busca de remedio a sus penurias. La constante necesidad de conjurar el poder de la naturaleza inducía a invocar, no solo a las viejas fuerzas tradicionales de Roma, sino también a nuevas divinidades procedentes de amigos o de enemigos. La capacidad de integración social de la que Roma hizo gala durante siglos se evidenció también en la capacidad de integrar nuevos dioses y ritos que hicieron evolucionar de modo sorprendente la visión que Roma tenía de su entorno. 

			Lo especialmente característico de los siglos V y IV fue el proceso de helenización que afectó a la religión, pues Roma incorporó nuevos cultos mucho más elaborados y avanzados que los que ella tenía. Estas fechas no supusieron la primera llegada a la ciudad de influjos de origen griego. Todo el Lacio se había beneficiado de los avances civilizadores procedentes del sur de Italia desde el periodo orientalizante de la cultura Lacial (siglos VII-VI). En especial, Roma recibió directamente, sin pasar por los etruscos, influjos procedentes de la Magna Grecia, como se observa en la decoración del templo encontrado bajo la iglesia de San Omobono o en la cerámica griega abundante en el siglo VI. Pero será a partir de los siglos V y IV cuando el proceso de helenización se haga más intenso al afectar a elementos tan sensibles de una sociedad como sus esperanzas y temores.

			Roma empleó dos caminos para la integración de divinidades y ritos extranjeros. La primera y más antigua fue la de compartir pacíficamente cultos y dioses con pueblos vecinos, como en el caso de las ciudades latinas: a Diana se le daba culto tanto en su santuario de Aricia como en el monte Aventino; también el culto a los Penates públicos tenía lugar tanto en Roma como en Lavinium. Pero el sistema más utilizado para importar divinidades foráneas fue el de la evocatio. El verbo evocare significa llamar o convocar, y se empleaba especialmente para volver a llamar a filas a los veteranos de otras guerras, que recibían el nombre de evocati. Con la evocatio, Roma acudía mediante promesas o votos a las divinidades de los adversarios a fin de que les retiraran su protección y se pasasen al bando romano. Roma no solía destruir ninguna ciudad sin evocar previamente a sus dioses, porque estos no eran los auténticos enemigos y podían ser asimilados (Livio, 5.22).

			La helenización de la religión romana supuso su modernización y adaptación a los tiempos de una polis expansiva. Las viejas divinidades romanas comenzarán a asimilarse a las nuevas procedentes de Grecia, incorporando sus atributos y su trasfondo mitológico. Las viejas abstracciones y fuerzas de la naturaleza siguieron existiendo, pero la mayoría se adaptaron a través de una interpretación de sus atributos y cualidades.

			Este novedoso proceso de transformación cultural fue querido y dirigido por la clase gobernante y no el resultado de un proceso descontrolado, de puro fervor popular. El Senado se sirvió para ello del colegio sacerdotal de los duumviri sacris faciundis, encargados de la lectura e interpretación de los Libros Sibilinos. Según cuenta Dionisio de Halicarnaso (4.62), un día se presentó una vieja mujer ante el rey Tarquinio el Soberbio portando nueve libros de oráculos y remedios mágicos, por los que pidió una altísima suma de dinero, que el rey rechazó. Al día siguiente, tras quemar tres de los nueve libros, la Sibila de Cumas volvió a exigir el mismo precio por los seis libros restantes. El rechazo de esta nueva oferta de pagar lo mismo por menos libros provocó que la adivina quemara otros tres y le ofreciera al rey los restantes, siempre por el valor inicial. Tarquinio tuvo que ceder y comprar a un altísimo precio solo los tres últimos libros, que fueron entregados a los duumviri para su custodia e interpretación. En casos de grave necesidad o ante portentos extraordinarios, el Senado ordenaba la consulta de estos libros y aplicaba los remedios allí recogidos. Al estar estos libros escritos en griego, facilitó la entrada de divinidades orientales: Apolo el año 431 y Esculapio el 293. Nuevas formas de culto también tuvieron este origen: el primer banquete sagrado de dioses para invocar su ayuda (lectisternio) tuvo lugar durante el asedio de Veyes el año 399. Los juegos y competiciones atléticas, extraños en la religión romana, comenzaron a organizarse a partir del 390, cuando se celebraron por primera vez los ludi Romani o Magni en honor a Júpiter. El año 247 se celebraron por primera vez los ludi saeculares.

			La religión romana fue el elemento fundamental que tenía su aristocracia para controlar la vida pública. A diferencia de otras muchas culturas de la Antigüedad, en Roma se dio una fuerte vinculación entre el poder político y el religioso, pues los sacerdocios estaban en manos de los mismos que gobernaban. Los patricios, a comienzos de la República, no solo dirigían la vida civil por medio del consulado o de otros puestos militares, sino que eran los que se ocupaban también del bienestar espiritual de la comunidad. Ellos reparaban la pax deorum y la pax hominum en una única acción. Estos sacerdotes eran gentes especializadas que, a través del conocimiento de rituales arcaicos, alcanzaban la voluntad de los dioses y suavizaban su ira. De ahí el enorme peso que este grupo llegó a ejercer en los primeros años de la República. Por ello no es de extrañar que en el centro de las reformas del año 367 (Leyes Licinas-Sextias) estuviera la conversión del colegio de los duumviri sacris faciundis en decemviri, repartidos en igual proporción entre patricios y plebeyos. El objetivo no era otro que arrebatar a los primeros uno de los colegios fundamentales, responsables de la apertura de Roma a influencias extranjeras, y facilitar así la secularización de la República, a través del acceso de todos los plebeyos a los colegios sacerdotales.

			La helenización de la religión y de la sociedad romana provocó la progresiva universalización de su cultura. Esta había sido hasta ahora básicamente latina, la propia del centro de Italia, con sus horizontes limitados a su espacio más próximo. La cultura griega y luego la helenística eran transnacionales, propias de un gran espacio universal. Gracias a esta evolución, Roma irá entrando en modelos o estándares de comportamiento que la prepararán para insertarse plenamente en las culturas de la cuenca del Mediterráneo, que era un gran conglome­rado de civilizaciones. Todo ello facilitó a Roma enlazar con una amplia red de relaciones que la prepararán para convertirse en la gran potencia que llegó a ser en su día.

		


		
			III.

            El funcionamiento del Estado

            
            
            
			Fue posiblemente el historiador griego Polibio el primer intelectual de la cultura occidental en preguntarse a qué se debía la grandeza del pueblo romano; de cómo había sido posible que un grupo de campesinos austeros y de soldados valientes pudieran crear un imperio tan descomunal y prolongado en el tiempo. Esta pregunta no ha dejado de resonar en la boca de tantos hombres posteriores que hasta nuestros días la han seguido repitiendo por el asombro que causa la herencia y su legado. La respuesta a la excelencia de Roma ha sido casi siempre la misma: la perfección de su constitución y su saber a la hora de gobernar pueblos. Este es el motivo de que Polibio inicie su libro sobre las grandezas Roma con las siguientes preguntas: «¿Habrá hombre tan estúpido y negligente que no apetezca saber cómo y por qué género de gobierno los romanos llegaron en cincuenta y tres años no cumplidos a sojuzgar casi toda la tierra, acción hasta entonces sin ejemplo? ¿O habrá alguno tan entregado a los espectáculos, o a cualquiera otro género de estudio, que no prefiera instruirse en materias tan interesantes como estas?» (1.1).

			Para Polibio, la constitución romana era la causa de su fulgurante expansión a través de todo el Mediterráneo. Gracias a ella, Roma se había hecho irresistible, gozando de una gran estabilidad y enorme paz interior (6.18). La esencia de esta constitución era su carácter mixto pues, según el autor griego, en ella se fundían elementos propios de una monarquía, en especial el extraordinario poder y los recursos de los cónsules, con los típicos de una aristocracia, representada por el papel central del Senado, y de una democracia, como se observa en la capacidad legislativa y electoral de la Asamblea popular. Para el autor griego, Roma había conseguido una constitución perfecta porque había conservado lo mejor de los tres regímenes políticos fundamentales. Al contar con elementos propios de la monarquía, de la aristocracia y de la democracia, el régimen político romano gozaba siempre de buena salud porque no contenía los gérmenes de degeneración que suelen padecer esos sistemas y que los lleva hacia la tiranía, la oligarquía o la demagogia (6.3). Roma había logrado una especie de equilibrio de fuerzas contrapuestas que limitaba el ejercicio del poder y lo controlaba. El gran valor, según Polibio, de la constitución romana, era su estabilidad (6.10) y, por ello, la larga pervivencia del régimen republicano, que ya gozaba de casi cuatrocientos años de vida cuando Polibio compuso su obra. Sin embargo, el historiador griego se equivocaba al caracterizar la constitución romana como mixta, porque los tres elementos que teóricamente la componen: monarquía, aristocracia y democracia, no tenían en el conjunto igual peso o relevancia. El sistema político republicano fue completamente aristocrático y así se mantuvo durante los quinientos años de vida de la República. Los elementos monárquicos y democráticos fueron más bien aparentes, pues servían, como todo en el Estado, al grupo dirigente que lo gobernaba.

			Si en algo tenía razón Políbio al describir las instituciones republicanas fue en su gran estabilidad: pero no solo institucional, sino sobre todo social. Hasta el final de su historia, la República no sufrió importantes tensiones sociales. En Roma no se dio el fenómeno tan característico de las ciudades griegas llamado stasis, por el que amplios sectores de campesinos, comerciantes y pobres de necesidad, descontentos con sus aristocracias, consiguieran expulsarlas e introducir nuevos regímenes políticos. En la República romana no hubo nunca una auténtica contestación al régimen aristocrático, ni se puso en duda su derecho a gobernar la ciudad. Ni siquiera el conflicto con la plebe llegó a dañar ese poder, sino todo lo contrario: la consecuencia de esos años de luchas y de reformas fue el fortalecimiento de la misma clase gobernante, que salió mucho más cohesionada y fuerte. La plebe nunca puso en duda la capacidad de su aristocracia para gobernar; lo único que le exigía eran medidas que mejoraran su situación social y económica, nunca un acceso al poder. Si esa hubiera sido la intención de la plebe, o sea, la expulsión del sistema aristocrático, tendrían que haber denunciado o combatido el régimen de clientela, auténtico corazón del poder aristocrático, y eso no lo hicieron en ningún momento.

			Son un puro espejismo los elementos monárquicos que Polibio cree descubrir en el poder de los cónsules. Si bien es cierto que estos magistrados disponían de una enorme discrecionalidad en su actuación, especialmente fuera de Roma, hasta tal punto que algunos historiadores modernos han caracterizado la República como una especie de monarquía compartida; sin embargo, los grandes poderes de que gozaban los magistrados cum imperio fueron el instrumento aristocrático para logar el total control sobre la sociedad romana y su eficacia en las guerras exteriores. El poder de los cónsules, o el nombramiento de un dictador, podía reconducir las tensiones sociales y devolver la calma en una teórica situación de peligro. Un cónsul representaba todo el poder del Estado y de su clase gobernante que se expresaba a través de ellos, y por lo tanto, no suponían ningún peligro. La aristocracia romana prefirió siempre que hubiera pocos magistrados con muchísimo poder a tener muchos pero menos eficaces; de esta manera podía controlarlos fácilmente. La República romana subsistió durante quinientos años gracias a la enorme cohesión de su aristocracia y al notable control que ejerció sobre los poderes del Estado.

			Sin duda, la peculiaridad más visible de la constitución romana fue su carácter no escrito. Roma nunca tuvo un legislador que pusiera en orden las instituciones del Estado. Su gobierno se fue levantando sin una conciencia clara de qué buscaba; se hizo a base de añadidos, pegotes y recambios, a tenor de las circunstancias históricas. Ello no se debió a una falta de capacidad o a la ausencia de mentes brillantes que desarrollaran los mejores mecanismos de servicio a la sociedad. La constitución romana no se escribió porque su clase gobernante no lo quiso, pues siempre fue reacia a levantar un Estado complejo que exigiera una gran burocracia y unas estructuras administrativas complejas, pues ello les llevaría a la autodestrucción. En un régimen aristocrático lo fundamental no es el Estado, sino las familias que lo sostienen, de ahí que su administración deba ser lo más débil posible.

			Roma nunca tuvo una constitución mixta porque nadie quiso crearla; ni fue el resultado de un objetivo claro y previsto. El marco legal de la República fue fruto de condicionantes históricos, del sentido práctico del pensamiento romano y del azar, pues no pocas soluciones legales fueron el resultado de una secuencia de aciertos y fracasos. Por ello, el funcionamiento del Estado romano era siempre complicado y engorroso, lleno de contradicciones sin sentido que ni los propios protagonistas conseguían entender. Roma no solo no tuvo nunca un legislador que pusiera orden en el entramado público, sino que tampoco tuvo estudiosos, tratadistas o pensadores que fueran capaces de dar razón de por qué y hasta dónde se había llegado.

			1. El gobierno de la República

			Posiblemente no exista una definición más precisa de en qué consistió el gobierno en Roma que aquella lanzada por Junio Bruto cuando dirigía la revuelta contra Tarquinio el Soberbio. Según menciona Dionisio de Halicarnaso, los conjurados contra el rey, al conocer el suicidio de Lucrecia, se reunieron en casa del padre de esta para coordinar sus movimientos y conseguir el fin que buscaban (4.72-74). Pronto surgió la discusión sobre qué régimen de gobierno habría de reemplazar al que pensaban derribar. Muchos de los presentes preferían mantener la monarquía en memoria de los muchos bienes que habían recibido de los reyes anteriores a Tarquinio el Soberbio. Otros pensaban que había que poner al frente de los asuntos públicos al Senado, mientras que unos terceros creían conveniente instaurar una democracia, como habían hecho los atenienses. Al no lograrse unanimidad en las opiniones, Junio Bruto propuso un nuevo régimen en el que el poder supremo no debía estar en las manos de una sola persona sino en las de dos: «No hagáis que un solo criterio sea soberano en todos los asuntos, sino por el contrario, confiad a dos hombres el poder real. En efecto, al dividir el poder en dos y tener cada uno la misma fuerza, serán menos soberbios y orgullosos» (4.73.4). En consecuencia, Bruto planteó limitar el mandato de esos dos nuevos magistrados a un año, como hacen en Atenas, para así evitar que se embriaguen de poder, y concluyó con una magnífica síntesis del nuevo régimen republicano: «El hecho de que una misma persona alternativamente gobierne y sea gobernada, siendo desposeída del mando antes de que su mente se corrompa, refrena a las naturalezas audaces y no permite que el temperamento se embriague con el poder» (4.74.3).

			La expresión gobernar y ser gobernado, que resume la esencia del régimen republicano, no fue una mera frase ingeniosa de Dionisio de Halicarnaso, sino que debió de ser una expresión frecuentemente utilizada en su tiempo para explicar el funcionamiento del poder y de las magistraturas en Roma. Gobernar y ser gobernado expresa un ciclo de renovación por el cual nadie permanece mucho tiempo en el poder, ni conserva privilegios una vez abandonado. Quizás no haya expresión más apropiada que esta para definir lo que es un régimen aristocrático, donde el grupo, el conjunto de familias que tienen el poder, son realmente los que gobiernan. El individuo, que en un momento concreto ejerce un poder político, solo lo hace como delegado del grupo, y terminada su función regresa al grupo para ser gobernado por otro representante, en una especie de cadencia interminable.

			El Estado republicano fue difícil de gobernar porque se basaba en el equilibrio de otorgar amplísimos poderes a sus magistrados, a la vez que se buscaba el tenerlos totalmente controlados. Ello suponía crear fórmulas que no siempre resultaban coherentes. El gobierno en Roma estuvo durante la República en constante revisión porque no fue nunca un sistema racional y sistemático. Su formación se produjo por la conjunción de dos elementos, a veces de difícil encaje: ley y tradición. Desde finales del siglo IV en adelante, la Asamblea popular fue creando un marco legal cada vez más complejo que buscaba regular los poderes que regían la República. Pero la ley no era el único factor a tener en cuenta, sino también la costumbre: los hábitos políticos, la praxis inmediata, jugaban un papel organizador y podían hacer caer en desuso las leyes reguladoras sin que tuvieran que ser formalmente derogadas. La interrelación entre un pensamiento organicista y una conciencia práctica y flexible hizo que el Estado romano fuera, sin duda, el más singular de la historia del pensamiento político.

			Características generales

			El gobierno de Roma se realizaba a través de una serie de magistraturas que se fueron creando en los primeros siglos de la República. Para cada una de ellas se nombraba a un magistrado, miembro de la aristocracia romana, que ejercía dichas funciones en nombre de la ciudad. Las magistraturas se distinguían de otras tareas o encargos de gobierno por tener tres requisitos: elección popular, anualidad y colegialidad.

			Todos los magistrados ordinarios debían ser elegidos por la correspondiente Asamblea popular: la comitia centuriata para aquellos que poseían mando militar y la comitia tributa para los que solo tenían una potestas civil. En ambos casos, la votación popular entregaba el poder al magistrado y lo legitimaba para el ejercicio de sus funciones. La única excepción a esta norma eran el dictador y su ayudante, a tenor de las especiales circunstancias de su cargo. En segundo lugar, todas las magistraturas estaban limitadas en el tiempo, acabado el cual cesaba el magistrado en su situación y se convertía en un ciudadano corriente. La mayoría de las magistraturas se ejercían durante un año (anualidad). Casos especiales eran el dictador (magister populi) y su ayudante (magister equitum), limitados a seis meses. Los censores estaban en ejercicio dieciocho meses a tenor de lo complicado y laborioso de sus tareas. Una última posibilidad era la de los magistrados extraordinarios, designados para asuntos especiales como fundar colonias, realizar repartos de tierras, participar en embajadas, etc., que estaban en el cargo el tiempo necesario para ello. La repetición de la misma magistratura varias veces seguidas estaba expresamente prohibida, requiriéndose un intervalo de diez años para volver a ejercerla (Liv., 7.42.2). También estaba prohibida la posesión de varias magistraturas a la vez, siendo lo ordinario dejar pasar dos años entre una magistratura y la siguiente.

			Por último todas las magistraturas eran colegiadas y estaban ejercidas simultáneamente por varias personas. Como se ha señalado en el texto de Dionisio de Halicarnaso, esta era la cualidad más novedosa del Estado republicano, pues impedía que un solo individuo acumulase demasiado poder y repitiera los usos violentos de la Monarquía. A imitación de los colegios sacerdotales, cada cargo o magistratura estaba ocupado por varias personas: dos como el caso de los cónsules y de los censores, diez en los tribunos de la plebe o veinte en los cuestores de época de Sila. Colegialidad no significa que el voto mayoritario de los magistrados obligase a todo el colegio, como sucede habitualmente hoy en día. En Roma, colegialidad significaba que cada magistrado tenía todo el poder de la magistratura y su voluntad era tan fuerte como la del resto de sus colegas juntos: un solo miembro del colegio podía paralizar la labor del resto. Claro está que esto generaba frecuentes problemas, pero en Roma se daban por supuestos, ya que a los miembros de una misma magistratura no se les exigía actuar al unísono o compartir las mismas opiniones. Ello podía llevar a situaciones de bloqueo que de permanecer en el tiempo solo se resolvían al concluir el año de mandato.

			Situación especial para la colegialidad lo suponían los magistrados con mando militar (cum imperio), donde las diferencias de criterio y el mutuo bloqueo podían causar graves perjuicios, especialmente en la dirección de la guerra. En estos casos, la constitución romana tenía varias soluciones. En la República era frecuente separar la acción de los colegas, bien en el tiempo, bien en el espacio. En Roma, los cónsules podían alternarse en la dirección de los asuntos públicos por meses. Mientras que uno ejercía la plenitud de sus competencias durante un mes, el segundo se quedaba en casa a la espera de que su colega concluyera dicho periodo: pasado el plazo, se reemplazaban mutuamente, y así hasta completar los doce meses del año. Sin embargo, lo más habitual fue evitar la posible confrontación a través del reparto de encargos alejados entre sí, recibiendo cada magistrado una tarea (provincia) específica. Por provincia se entendía la misión en la que un magistrado cum imperio era competente. Normalmente eran decididas por el Senado al comenzar el año y repartidas por sorteo entre los candidatos. Los cónsules en Roma se repartían los campos de batalla: o bien uno iba a la guerra y el otro permanecía en la ciudad, o cada uno recibía una tarea militar distinta y distante.

			Todo magistrado poseía una potestas otorgada por la Asamblea que lo había elegido a fin de realizar sus funciones. Este término es muy amplio y flexible y se usa para señalar aquellas cuestiones donde el magistrado es competente. Para detallar aspectos concretos de la administración se requería un adjetivo que la determine: así, se habla de la potestas tribunicia, edilicia o la potestas del censor. Para las magistraturas superiores como pretores, cónsules o dictadores, no se hablaba tanto de potestas como de imperium, pues dicho concepto tenía connotaciones jurídicas más precisas que el de potestas. Dicho de otro modo: la potestas consularis quedaba absorbida dentro del concepto de imperium. Los magistrados que lo poseían estaban capacitados para dirigir tropas, pero también para intervenir en la vida política de Roma: convocar al Senado y a la Asamblea, mantener el orden, hacer cumplir las leyes, etc.

			Para que un magistrado pudiera tener imperium se requería, además de la elección popular, una lex curiata, que se otorgaba a través de un acto meramente formal en el que treinta representantes de las viejas curias monárquicas, lo investían con esa condición. A partir de entonces, el magistrado cum imperio tenía derecho al uso de una serie de signos visibles que simbolizaban su dignidad: doce lictores portando un manojo de varas y unas hachas (fasces et secures), el derecho a sentarse en una silla adornada de marfil (sella curulis) y a usar una toga con banda de púrpura en su borde (toga praetexta). El sumo premio que se podía conceder a estos magistrados era la entrada triunfal en Roma. Además de la dirección efectiva de la guerra, estos gobernantes tenían capacidad judicial tanto para investigar delitos como para dictar sentencias, y religiosa, especialmente en la consulta de los auspicios, necesarios para la buena realización de sus funciones. Aunque esta última actividad no constituía una tarea prioritaria de los magistrados, lo que sí es cierto es que de ellos se esperaba la consulta de la voluntad de los dioses antes de tomar decisiones importantes.

			Magistraturas con poder militar

			La posibilidad de mandar un ejército la tenían en Roma el cónsul, el pretor, el dictador y su ayudante, el jefe de la caballería (magister equitum). Ellos eran los depositarios de un conjunto de magistraturas singulares, con amplios poderes civiles y militares que las hacían muy distintas al resto. Salvo la pretura (366), las demás surgieron en el primer momento de la República, como respuesta a las amenazas exteriores y a las necesidades del gobierno de la comunidad cívica. Cuando Roma creció a partir del siglo IV y se convirtió en dueña de Italia, estas magistraturas apenas se alteraron, pues su carácter antiguo las hacía venerables y, por ello, intangibles.

			El cónsul era el comandante supremo de Roma y, por lo tanto, su tarea principal fue la dirección de la guerra. Hasta el año 225 existió una gran flexibilidad en cuanto al día en el que entraban en ejercicio. Desde entonces, comienzan a hacerlo el 15 de marzo, coincidiendo con el inicio de las operaciones militares. A partir del año 154 esta fecha se abandona para unir el año natural al político: así, cónsules empezaron a tomar posesión del cargo el 1 de enero. Estaban en Roma en los primeros y últimos meses del año, cuando dirigía los debates en el Senado o tomaban la iniciativa legislativa con la aprobación en la Asamblea de sus propuestas de ley. Rara vez participaban en la administración de justicia, salvo casos realmente graves de traición. Una vez asignadas sus tareas militares (provinciae), abandonaban Roma hacia el correspondiente campo de batalla. El mando militar (imperium) alcanzaba plena capacidad una vez que atravesaban las murallas de la ciudad (pomerium), y así permanecía hasta que a su regreso volvían a cruzarlas. Durante los meses de campaña, que solían ser los centrales del año, el cónsul gozaba de bastante discrecionalidad, pudiendo emprender cuantas acciones considerase oportunas. solo dos hechos limitaban su extraordinario poder en la guerra: disponía de recursos económicos controlados, ya que era el Senado el que les asignaba el dinero del que podían disponer; y, en segundo lugar, sus decisiones importantes y de carácter permanente: compromisos con el enemigo, firma de la paz, organización o incorporación de territorios conquistados, etc., requerían la aprobación del Senado para su completa validez. De regreso a Roma en otoño, antes de concluir su mandato, se esperaba de los cónsules que presidiesen los comicios electorales, de donde saldrían elegidos sus sucesores. En caso de que la guerra les impidiese llevar a cabo esta tarea podían nombrar a un dictador encargado especialmente para este fin.

			A diferencia de los cónsules, que habitualmente se ausentaban de Roma, los pretores permanecían casi todo el tiempo en la ciudad. Por lo tanto, a ellos les tocaba principalmente la dirección de los asuntos políticos y, de modo más intenso, la administración de justicia. Como eran la única autoridad militar en Roma durante la ausencia de los cónsules, los pretores se responsabilizaban del orden interno, como también, en caso de necesidad, de la defensa de la propia Roma ante un ataque externo. Su principal tarea estaba en el ámbito de la justicia, aunque no eran propiamente los jueces de Roma. En el año 242 se creó un segundo pretor, denominado peregrino, debido a las mayores necesidades militares del tramo final de la Primera Guerra Púnica. El objetivo era hacer compatible su mando militar en distintos campos de batalla con su jurisdicción entre un ciudadano romano y un extranjero (inter cives et peregrinos). El año 227 se crearon otros dos pretores para el gobierno directo de Sicilia y Cerdeña, y el 197 otros dos más, hasta completar el número de seis, para las dos provincias de Hispania.

			Una magistratura especialmente temible para los romanos era la del dictador, pues representaba la máxima expresión del poder militar en Roma, ya que todos los poderes del Estado se sometían a su voluntad y ante él se anulaban los derechos civiles de los ciudadanos. Esta magistratura se creaba en los momentos de grave situación militar o de revueltas internas, pues disponía de recursos suficientes para acallar las amenazas o las protestas sociales. Por este motivo, su mandato era breve, reducido a solo seis meses, pasados los cuales cesaba en el cargo. Se desconocen los detalles precisos de por qué se creó esta figura, que nació en los confusos momentos iniciales de la República (año 500). Livio lo justifica por la necesidad de tener un mando unificado en caso de guerra (2.18), pero también debieron de pesar los problemas internos surgidos por las demandas de la plebe. Era el único magistrado en Roma que no pasaba por la elección popular, pues era escogido por uno de los dos cónsules a tenor de su criterio personal o a sugerencia del Senado. Ello le otorgaba una enorme versatilidad y rapidez en su nombramiento, pues no tenía que someterse a un proceso electoral. Por su parte, el dictador (magister populi) nombraba a su ayudante, el jefe de la caballería (magister equitum), al que asignaba tareas específicas para desarrollar. Con sus veinticuatro lictores que le precedían, el dictador no siempre era elegido para casos de grave peligro y necesidad: un uso frecuente de esta magistratura fue la de organizar los comicios electorales si los cónsules se encontraban fuera de Roma y no podían emplearse en esta tarea.

			Magistraturas civiles

			La tradición señala el año 443 para la creación de los dos primeros censores, debido a que los cónsules, ocupados en diversas tareas militares, no podían realizar el censo y hacía ya bastantes años que se venía posponiendo (Livio, 4.8.2-7; Dionisio, 11.63). Aunque los censores eran elegidos por los comicios centuriados, no poseían imperium, ni lictores a su disposición, pero tenían derecho al uso de la sella curulis y de la toga praetexta. Los dos censores actuaban de manera colegial con la posibilidad de vetarse mutuamente. Debido a las especiales tareas del censo, no se trataba de una magistratura permanente, de elección anual como las demás, sino que se votaba a intervalos. Hasta el año 313 (lex Ovinia) estos intervalos fueron muy irregulares, llegándose a vacíos de más de diez años. También fue muy insegura la fijación del tiempo en ejercicio de los dos censores. En los primeros momentos tras su creación no estaban limitados temporalmente, pues solo cesaba en sus funciones al concluir el censo. La tradición alude a una lex Aemilia del 434 que fijó el límite de la magistratura en dieciocho meses (Livio, 4.24; 9.33.8). Será a partir del año 313 cuando se consiga una cierta regularidad, y desde mediados del siglo III a. C. ya quede fijado el intervalo de cinco años para su elección. 

			Las tareas de los censores fueron muy variadas, complicándose progresivamente a lo largo de la República. Inicialmente se centraban en contar a los ciudadanos y registrar sus bienes a fin de distribuirlos en las cinco clases censitarias de la reforma de Servio Tulio. Ello llevaba implícito el distinguir, dentro de la primera clase, aquellos pertenecientes a las dieciocho centurias de caballería de los inscritos en las ochenta de infantería; por lo tanto, era competencia de los censores completar la lista de caballeros romanos. Desde el año 313 se añadió entre sus funciones la revisión de los miembros del Senado (lectio Senatus). A lo largo del siglo II, los censores asumieron muchas de las tareas económicas de la República, especialmente la supervisión y subasta de arrendamientos públicos a particulares: el cobro de impuestos en las provincias, la gestión de los bienes del Estado, la construcción o reparación de edificios e infraestructuras de comunicación, etc.

			Especial importancia tenía en la labor de los censores la revisión de las costumbres (regimen morum). Bajo este concepto se encerraba la capacidad que tenía el Estado republicano de introducirse en la vida privada del individuo. Cada ciudadano estaba obligado a aceptar las reglas de comportamiento transmitidas y compartidas por todos. La ruptura de los códigos morales se castigaba con la pérdida del honor y del reconocimiento social. El control de las costumbres era tenido por la tarea más importante del censor, el cual estaba comisionado no solo para desterrar la indignidad de la sociedad, sino para conducirla por el camino apropiado a través de sus edictos o de los castigos ejemplarizantes que podía imponer. 

			El concepto de regimen morum es difícil de definir, pues no se trata de un catálogo de prácticas morales por el que se pueda castigar a un infractor. Permanece en la oscuridad cómo se formó, pues solo se sabe de su existencia a partir del siglo III a. C. Es muy probable que surgiera con posterioridad a la lex Ovinia (313), que regulaba los mecanismos de acceso al Senado, pues desde ese año los censores podían castigar a un senador retirándole esta condición a tenor de su comportamiento moral. Cada cinco años, los censores valoraban la vida y actuación de los componentes del Senado, pudiendo castigar duramente a aquellos cuya ejemplaridad dejara que desear. Los castigos podían ser la expulsión del Senado, la retirada del caballo público, la exclusión de la tribu, etc. En las fuentes tampoco es fácil saber qué comportamientos eran especialmente censurables, pues con frecuencia se unían delitos públicos y privados. Merecían una nota censoria el abandono y descuido de las tareas del magistrado; la negligencia en las obligaciones religiosas; la cobardía o desobediencia en el momento de la batalla; el quebrantar los compromisos con los clientes o no cumplir con las obligaciones matrimoniales. Otro espacio importante era la lucha contra el lujo: el abuso de los materiales de construcción, la ostentación en el vestido, la exquisitez en las comidas, etc. A pesar de que el regimen morum podía introducirse en la vida privada, las condenas de los censores por estos hechos fueron más bien escasas.

			Los tribunos de la plebe fueron una figura enormemente importante en la vida de la República por los especiales poderes con que fueron revestidos (pág. 113). La tradición analítica no es muy unánime en detallar las razones de su surgimiento y de cómo se constituyó esta figura. Según Tito Livio, surgió en el año 494, cuando la plebe de Roma se retiró al Mons Sacer molesta por las condiciones en las que se realizaba el reclutamiento de nuevas tropas y por el problema de los trabajos forzados para pagar las deudas. Los plebeyos allí congregados realizaron un juramento que convertía en sacro sancti a los tribunos. Quienes atentaran contra ellos serían considerados sacrílegos y, por tanto, merecerían la muerte inmediata. Todos los poderes del tribuno derivarían de ese juramento y de su condición de persona inviolable. Para llevar a cabo su tarea de socorro, los tribunos contaban con un extraordinario poder de veto (intercesio), por el que podían paralizar las decisiones de los magistrados e, incluso, las deliberaciones del Senado.

			El problema esencial en torno a esta figura es que la traición romana insiste en que ya estaba completamente definida y en plenitud de poderes desde el mismo momento de su creación. Sin embargo, la investigación histórica está cada vez más segura de que este cargo fue el resultado de una evolución de años, y que sería objeto de diversas leyes que la fueron dotando de sus peculiaridades. Ello se comprueba a partir de varios elementos esenciales de su figura: el carácter sacrosanto, derivado de un juramento, y su condición de líder popular. Cuando la plebe, posiblemente los miembros de la cuarta y quinta clase social, más afectados por el nexum, abandonó Roma el 494, el juramento realizado obligaría únicamente a aquellos que tomaron parte en él y no a los que se habían quedado en la ciudad. Por lo tanto, el tribuno no fue inviolable desde el principio, o por lo menos lo fue solo para los juramentados: una parte pequeña de la población. Para que esta condición pudiera ser aceptada por toda la ciudadanía, era requisito imprescindible la aprobación de una ley, pues ni siquiera un pacto o acuerdo con el Senado hubiera sido suficiente. Como cualquier poder de la República, el tribuno de la plebe tendría que estar bajo la regulación de la Asamblea popular. En segundo lugar, las fuentes no pueden ocultar que los poderes del tribuno en sus primeros años eran esencialmente defensivos: su capacidad de auxiliar a la plebe solo se lograba por la vía de la interposición de su persona, evitando con su presencia y obstrucción la actuación de un magistrado contra un plebeyo, una leva militar, una reunión del Senado, etc. Su condición de líder social, que se deriva de sus poderes de veto, de convocar al Senado o proponer leyes a la Asamblea fue fruto de una larga maduración de años.

			Como se viene diciendo, a lo largo del siglo V el tribuno de la plebe vio modificadas sus características. Las fuentes hablan esencialmente del aumento del número de estos magistrados, pero detrás puede ocultarse una regulación más profunda de su figura, difícil de justificar si ya se había dado por sentado que el tribuno estaba completamente formado el año 494. Podría pensarse que en el año 471, cuando los comicios por tribus modificaron el número de tribunos de dos a cinco (Livio, 2.58.1), se produjo una profunda regulación de sus poderes, siendo entonces cuando el carácter inviolable obligaría al resto de la población. También es posible que el año 449, tras la expulsión de los decenviros, los cónsules Valerio y Horacio lograron que la Asamblea aprobara medidas legislativas que convertían a los tribunos en auténticos líderes populares: entonces se confirmó su carácter sacrosanto, el derecho del ciudadano a apelar a sus personas y su iniciativa legislativa a través del consilium plebis, cuyas decisiones afectaban a todo el pueblo previa sanción de la patrum auctoritas del Senado (Livio, 3.55).

			Estos magistrados eran elegidos anualmente por el consilium plebis organizado por tribus bajo la presidencia de uno de los tribunos en ejercicio, escogido por sorteo. En número de diez, entraban en funciones el día décimo del décimo mes (diciembre). Hasta el año 342 (lex Genucia) se permitió la reiteración sucesiva de esta magistratura por las mismas personas, como medio de presión social y política. Sin embargo, a partir de esa fecha, como el resto de magistraturas, quedó prohibida su repetición, así como la acumulación con otras tareas del Estado. Sus poderes se circunscribían al espacio urbano dentro de las murallas (pomerium), teniendo legalmente prohibido pasar una sola noche lejos de la ciudad. Los tribunos no tenían que actuar al unísono, ni perseguir los mismos objetivos: raramente se reunían para concertar una línea de actuación. Para cumplir sus funciones de auxilio solían estar a disposición de quien quisiera en la basílica Porcia, cerca del Senado y del comitium. También la ley les obligaba a tener permanentemente abiertas las puertas de sus casas día y noche para todo aquel que quisiera acudir a ellos. A diferencia de otros magistrados que tenían claras competencias militares o administrativas, de las que carecían los tribunos de la plebe, esta magistratura se convirtió en el gran gestor de la actividad política en Roma.

			Las fuentes señalan que los ediles plebeyos en su origen fueron elegidos como ayudantes de los tribunos el año 494, actuando de delegados suyos en aquellas tareas que les asignaban. Su relación con templos y obras públicas vino tiempo después (Dionisio, 6.90), especialmente cuando el templo de Ceres en el Aventino se convirtió en el archivo donde se guardaban las decisiones de la Asamblea y del Senado. Eran elegidos por el consilium plebis bajo la presidencia de un tribuno. La creación de los ediles curules fue una de las consecuencias de las leyes Licinias-Sextias del 367, formando colegio con los dos cónsules y el pretor, de ahí que pudieran utilizar la silla curul y la toga praetexta. Inicialmente, estos dos ediles eran patricios, pero pronto se instauró la costumbre de elegir en años alternos una pareja de patricios y otra de plebeyos (Livio, 7.1.5). Con el paso de los años, incluso este hábito acabó decayendo, siendo los ediles curules indistintamente patricios o plebeyos.

			Muy pronto, tanto los ediles plebeyos como los curules acabaron formando un colegio único de cuatro miembros cuya tarea fundamental era el buen funcionamiento de la ciudad de Roma (cura Urbis). Ellos eran competentes para regular la actividad comercial: supervisaban los mercados, controlaban los pesos y medidas, impedían la especulación o la alteración de precios, para lo cual podían imponer multas económicas a los infractores. También atendían la limpieza de las calles, la conservación de edificios y lugares públicos, así como el abastecimiento de agua. Una tarea singular de los ediles era la organización de juegos y festivales. A lo largo del año, el calendario romano tenía previsto la celebración de seis grandes juegos en honor de diversos dioses. Cinco de ellos corrían a cargo de los ediles, mientras que para el pretor urbano quedaban reservados los ludi Apollinares (Livio, 25.12.9). Los ediles plebeyos organizaban los ludi Florales, los Ceriales y sobre todos los ludi Plebei. Los ediles curules hacían lo mismo con los ludi Romani y los Megalenses. Esta actividad se convirtió pronto en un instrumento de promoción interna dentro de la aristocracia romana. El éxito en la organización de dichos juegos otorgaba enorme popularidad a sus promotores, hasta poder allanarles el acceso a otras magistraturas más importantes. En estos juegos, los ediles consumían buena parte de su fortuna personal con vistas a contentar a las masas populares.

			Por último, los cuestores cierran la lista de magistraturas de carácter civil. Las fuentes son muy inseguras a la hora de señalar cuándo surgieron realmente: unas los datan en el primer año de la República (Plutarco, Publícola, 12.3), mientras que Livio y Dionisio de Halicarnaso los mencionan como acusadores en procesos judiciales ante la Asamblea popular el año 486 (Livio, 2.41.11; Dionisio, 8.77). Por último, Tácito indica expresamente que fueron elegidos por el pueblo el año 446 (Anales, 11.22.4). Todas estas dudas de la tradición romana revelan la inseguridad en torno a la magistratura. Una posible explicación es que ya desde época monárquica existiera un funcionario nombrado por el rey para la administración de sus bienes y que continuara con dichas tareas desde el inicio de la República, pero nombrado directamente por los cónsules. Solamente a mediados del siglo V, el 446 según Tácito, se convirtieron en auténticos magistrados al ser elegidos por la Asamblea popular, dejando de estar directamente subordinado al cónsul, al contar con un potestas propia.

			Los cuestores eran elegidos por los comicios tributos bajo la presidencia de un cónsul, y sus tareas específicas eran asignadas por el Senado a través de sorteo. Eran los magistrados competentes para administrar los recursos financieros de la República. En los primeros momentos estuvieron más vinculados a la actividad militar y se encargaban de aprovisionar al ejército, pagar a los soldados o vigilar el reparto del botín. Su número inicial fue de dos, elevado a cuatro el año 421 (Livio, 4.43.3), y nunca dejó de crecer al mismo ritmo que lo hacía el Estado romano: seis el año 267 (Livio, Perioca, 15; Tácito, Anales, 11.22.5), hasta alcanzar la cifra de veinte con Sila. César los dobló brevemente a cuarenta para recompensar y dar entrada en el Senado a partidarios suyos, pero Augusto los volvió a fijar en veinte. En los momentos de máxima expansión militar, la distribución de los cuestores podía ser la siguiente: dos permanecían en Roma (cuestores urbanos); otros dos acompañaban a cada cónsul en sus respectivos campos de batalla; dos más eran asignados a la administración de Italia y el resto seguían a los gobernadores provinciales para cumplir las mismas tareas de aprovisionar al ejército. Especial dignidad tenían los cuestores urbanos, pues ellos se ocupaban de los ingresos y gastos de la República.

			2. El Senado de Roma

			El Senado romano fue, sin duda, la fiel imagen de lo que era el gobierno de Roma. No se trataba de una más de las muchas instituciones de este tipo que existieron en la Antigüedad, especialmente en Grecia, ni se parecía a nuestros modernos parlamentos, organizados a partir de leyes aprobadas por la ciudadanía. El Senado romano era el fruto de antiguas tradiciones, moldeadas por una larga evolución. Nadie sabía cuándo había surgido y cómo había alcanzado sus peculiaridades, de ahí que se lo atribuyeran a Rómulo, pues no podía ser anterior al fundador de la ciudad: el Senado era consustancial al pensamiento romano, pues había existido siempre y no necesitaba justificación. No se sabía cuáles eran las fuentes de su poder, ni la razón de su especial papel en el gobierno de Roma, pero ello no importaba ni se exigía una aclaración. La fuerza de su autoridad descansaba en que el Senado era tenido por la materialización de la experiencia en Roma. En el conjunto de sus miembros se había acumulado todo el saber político y militar del pueblo romano. El paso de los siglos, la toma de tantas decisiones, habían hecho de él una institución venerada e intocable, cuyas sentencias no se ponían en duda. La historia de Roma era la historia de su Senado y de cómo había sabido dirigir su propio destino. Al ser los guardianes de las costumbres, estaban en condición de señalar qué era lo más conveniente en cada momento, pues sus opiniones no eran meramente coyunturales, sino que se justificaban por el peso de los años.

			Si era la tradición la que explicaba su existencia, eran en cambio los dioses los que daban carta de naturaleza a sus decisiones. Sus opiniones (sententiae) debían ser obedecidas en virtud de su auctoritas y no en razón de lo acertado de sus argumentos. Auctoritas es un sustantivo que deriva del verbo latino augere. En época clásica significaba crecer, aumentar algo; pero originalmente era el verbo para indicar la acción de los dioses sobre los hombres, el cumplimiento o realización de la voluntad divina. Un augurio era siempre un aviso, el medio visible en el que se manifestaba la providencia de los dioses y, por lo tanto, debía seguirse so pena de violentar la pax deorum. Así como el vuelo de las aves o determinados signos atmosféricos eran augurios que los dioses dirigían a los hombres para que obraran de una determinada manera, la opinión mayoritaria alcanzada por consenso en el Senado romano era tenida también por una señal evidente de cuál era la voluntad de los dioses y lo mejor para la ciudadanía. Por ello, aunque ninguna ley escrita obligaba a una magistrado a seguir las opiniones del Senado, nadie osaba contradecirlas, por el peligro al que sometía a toda la comunidad si obraba de otra manera.

			Competencias y composición

			No es nada fácil llegar a comprender cómo fue la transformación que sufrió el Senado monárquico, mero consejo asesor de los reyes, para convertirse durante la República en la gran institución del Estado. Los romanistas del siglo XIX, especialmente Mommsen y sus seguidores, hallaron la fácil explicación de pensar que el Senado republicano había sido muy parecido al de la época anterior. Si en el siglo VI a. C. era el consilium del rey, a partir del V se convirtió en el mero consilium de los magistrados superiores y, por lo tanto, con competencias muy limitadas. Los historiadores del Derecho romano tendieron a devaluar el papel del Senado republicano, porque su fuerza legal no era comparable con la que tenían los magistrados y la Asamblea popular. Las decisiones del Senado eran meras opiniones y no tenían la capacidad normativa del edicto de un magistrado o de una ley votada por el pueblo. Por ello, muchos romanistas, incluso en el siglo XX, no han tenido problemas en rebajar la importancia del Senado frente a los otros poderes del Estado. Pensaban que si escaso fue el papel del Senado en la Monarquía, escaso también lo había sido en la República.

			Sin embargo, desde hace décadas esta visión organicista y puramente formal se ha abandonado completamente, reconociéndole al Senado el papel de institución fundamental de la República. El Estado romano no era un conjunto de leyes, de órganos administrativos o de costumbres establecidas. Ante todo, la República era una estructura social que generó un ordenamiento legal y no al revés, como pensaban en el siglo XIX. Roma, desde el siglo V, estaba gobernada por una clase dirigente aristocrática bastante compacta que se expresaba a través del Senado y que tenía en los magistrados a los meros ejecutores de sus mandatos. El Estado republicano se identificó en sus comienzos con su Senado, siendo las competencias de este todo el gobierno de la ciudad, pues hasta cierto punto Estado y Senado eran exactamente lo mismo. El paso del tiempo y el aumento de las necesidades provocaron el nacimiento de magistraturas destinadas a atender servicios administrativos, pero nunca se superpusieron a la autoridad del Senado.

			La República romana no fue un entramado político sostenido por la legitimidad popular. Sus instituciones no eran legítimas porque hubieran sido votadas en la Asamblea al estilo de nuestras modernas democracias. Quien sostenía a la República era su clase aristocrática, auténtico corazón y motor de la sociedad, que se manifestaba a través del Senado. Todo magistrado era antes de nada un aristócrata y, por lo tanto, estaba estrechamente vinculado a su grupo. El magistrado no rendía cuentas a la Asamblea popular que lo había elegido, sino al Senado que lo sustentaba. Obedecer las decisiones del Senado no suponía ningún problema para el magistrado, pues era una expresión del propio Estado. Por ello cabría decir que en sus inicios el Senado tenía todas las competencias, sin ninguna restricción.

			Sin embargo, a lo largo de la República, la acción de la plebe y la presión de grupos no patricios en busca de una secularización del Estado provocaron el nacimiento de nuevas magistraturas y un mayor protagonismo de la Asamblea popular. Sobre el pueblo recaía, en primer lugar, la elección de los magistrados ordinarios, pero pronto también la de los magistrados extraordinarios y la prorrogación de los mandos militares. La competencia más notable que recibió el pueblo fue la propia regulación de la administración y de los poderes del Estado. Lo que desde el comienzo de la República había sido tarea exclusiva del Senado: creación de magistraturas, aprobación de leyes, reparto de competencias, etc., pasó a ser desde finales del siglo IV una atribución de la Asamblea popular. La declaración de guerra era una competencia antigua del pueblo, a la vez que la persecución de determinados delitos, especialmente los más graves. Si estas competencias no pertenecían al Senado, ello no implicaba que estuvieran vedadas a esta institución, ya que había muchos caminos para influir. Toda iniciativa ante el pueblo partía siempre de un magistrado, y sobre el magistrado influía siempre el Senado.

			A partir del siglo II, cuando la crisis comienza a hacer mella en las instituciones republicanas, el Senado entró en competencia con la Asamblea, arrebatándole, no de iure pero si de facto, muchas atribuciones. En primer lugar, asumió una nueva capacidad legislativa hasta entonces desconocida, porque sus decisiones, los senatus consulta, empezaron a tener un carácter regulador y normativo de igual capacidad que las leyes aprobadas por la Asamblea. Las declaraciones de paz y de guerra se hicieron menos frecuentes, aunque los conflictos en las fronteras no disminuyeron en la misma proporción: simplemente se renunció a los formalismos. El Senado también asumió a finales de la República la condición de tribunal de justicia al atribuirse la capacidad de declarar quiénes eran los enemigos públicos del Estado y, por lo tanto, juzgaba y condenaba por delitos políticos.

			La actividad del Senado desde el siglo II se convirtió en irresistible en diversos asuntos claves de la vida pública. Las finanzas del Estado cayeron bajo su total control y a consecuencia de ello la dirección de la guerra, que dependía de los recursos disponibles, y de toda la política exterior. El Senado entregaba a los generales romanos el dinero necesario para sus campañas, establecía los impuestos que tenían que pagar los ciudadanos y en especial los pueblos sometidos. También recibía y enviaba embajadas y nombraba comisiones para organizar las provincias o las relaciones con potencias amigas. El poder del Senado era obvio para todos y, como tal, aceptado por la entera ciudadanía.

			Las fuentes no nos permiten saber cómo era el ingreso inicialmente en el Senado. Livio dejó constancia de que, tras la expulsión de Tarquinio el Soberbio, se procedió a completar los asientos del Senado, distinguiéndose entre dos tipos de senadores: los patres y los conscripti (Livio, 2.1.10-11). La inclusión de los patricios en el Senado no supone ningún problema a la investigación. Ellos eran los sacerdotes de la religión oficial y, por lo tanto, tenían acceso directo a la institución. Más complicado era saber cómo se reclutaban los conscripti, que completarían el Senado hasta el teórico número de trescientos miembros.

			A lo largo de los siglos V y IV eran los cónsules los que rellenaban las vacantes de senadores, en primer lugar con los patricios, que se convertían en tales en el momento de asumir el cargo religioso, y luego los no patricios, al acabar el ejercicio de una magistratura curul. El cambio radical en la recluta del Senado se produjo con la aprobación de la lex Ovinia de senatus lectione que en el año 313 entregaba a los censores la misión de revisar y componer su lista. A partir de entonces, todos los magistrados curules (dictador y ayudante, cónsules, pretores y ediles curules) ingresaban en el Senado en la oportunidad siguiente al desempeño de su magistratura: normalmente cada cinco años. Durante la Segunda Guerra Púnica comienzan a entrar directamente en el Senado los ediles plebeyos, mientras que los tribunos de la plebe tendrán que esperar hasta finales del siglo II. En el año 81, Sila otorga a los cuestores la condición de senador de modo inmediato, sin tener que esperar a la siguiente lectio Senatus. Sin embargo, siempre quedó abierta la posibilidad de reclutar a senadores entre personas que no hubieran ejercido una magistratura. Para ello, al candidato se le exigían unos requisitos mínimos, como pertenecer al orden ecuestre y tener unas rentas superiores a 400.000 sestercios en el siglo II a. C. 

			En esta dirección, es interesantísimo el testimonio conservado en Tito Livio sobre la recomposición del Senado realizada el año 216. Los desastres militares de la guerra contra Aníbal, especialmente la batalla de Cannas, habían dejado a la República muy mermada de senadores. Por ello, se decidió nombrar, en ausencia de censores, al dictador M. Fabio Bateo para que completara las vacantes del Senado y así permitir el regular funcionamiento de la República. Fabio procedió a hacer la nueva lista, confirmando, en primer lugar, a todos los senadores que seguían vivos tras las importantes derrotas militares. Luego incluyó, como era habitual, a los cónsules, pretores y ediles curules que habían ejercido esas magistraturas con posterioridad al último censo. Además, de modo excepcional, tomó la decisión de introducir en el Senado a los ediles plebeyos, tribunos y cuestores, que en condiciones normales no hubieran recibido esta condición. Por último, como aún quedaban muchos puestos por ocupar, incluyó también en el Senado a personas que no habían ejercido ninguna magistratura, pero que gozaban del suficiente prestigio militar y de un notable reconocimiento social para merecer esta condición (Livio, 23.22-23).

			Procedimiento y actuación

			El Senado se reunía siempre en un lugar cerrado donde previamente se habían tomado los auspicios y, por ello, tenía la condición de templum. El lugar habitual fue la curia Hostilia en el Foro, pero podían hacerlo en cualquier parte de Roma: lugares frecuentes fueron el templo de Júpiter en el Capitolio o el de Castor y Polux en el Foro. Fuera de las murallas también podían reunirse para atender, por ejemplo, a un magistrado con mando militar, pero nunca podían alejarse más allá del primer miliario de la ciudad. 

			La convocatoria de una reunión de Senado era un proceso sencillo y de enorme flexibilidad, porque no estaba sometida a atavismos religiosos que dificultaban las convocatorias de la Asamblea popular o de otros actos públicos. El Senado se podía reunir siempre, sin importar que el día fuera festivo o dedicado a otros asuntos, porque, al tratarse del principal órgano del Estado, debía acudir con prontitud a la llamada de un magistrado. La convocatoria solo la podrían realizar los magistrados superiores: cónsules, pretores, el dictador o su ayudante. Si todos estos estaban fuera de Roma, podía hacerlo interinamente el praefectus Urbis, o el interrex durante el proceso electoral. El resto de magistrados no podían convocarlo, a excepción del tribuno de la plebe desde finales del siglo IV. Lo normal es que lo convocara uno de los cónsules.

			Tras los sacrificios iniciales, la reunión del Senado comenzaba con la exposición del magistrado convocante sobre los asuntos que se debían tomar en consideración. Si se trataba de meros trámites ordinarios, el magistrado en su relatio solía incluir una propuesta de resolución que se votaba inmediatamente. Para ello, el método más frecuente era el de la discessio: se señala un punto de la sala donde se reunían los que votaban a favor y otro punto para los que lo hacían en contra; así cada senador se dirigía al lugar de su preferencia (pedarii) y se sumaban los votos. Si la cuestión a tratar era más delicada e importante, el magistrado no incluía ninguna resolución en su exposición y se dirigía al Senado preguntando qué se debía hacer (quid fieri placeat). A partir de ese momento se abría un turno de debate en el que todos los senadores podían exponer su opinión. El orden en el que los senadores se expresaban estaba perfectamente regulado y correspondía a aquel de dignidades establecido por los censores en la lectio Senatus. En primer lugar, hablaba el senador más antiguo, el princeps Senatus, seguido de los consulares por orden de edad; luego iban los pretores, ediles, etc. Aunque todo el mundo podía tomar la palabra, ello no era obligatorio y muchos preferían sumarse a las opiniones ya avanzadas con antelación. El presidente podía intervenir en todo momento para poner orden en las ideas, recapitular y hacer balance. 

			Como las reuniones del Senado eran siempre a puerta abierta, podían producirse interrupciones por los gritos y alborotos procedentes del exterior. También cabía la posibilidad de obstruir el debate por el recurso frecuente de alargar innecesariamente la intervención hasta que cayera la tarde, momento en el que se suspendía la sesión. Contra esto, el presidente no podía hacer nada. Los tribunos de la plebe, que no eran habitualmente miembros del Senado, seguían la discusión desde la puerta y podían intervenir amenazando con interponer su veto a una opinión concreta. Si esto sucedía, y el veto podía prosperar, se dejaba el asunto para una mejor ocasión.

			Una vez concluido el debate se procedía a la votación de las propuestas surgidas. Normalmente los senadores de rango inferior se desplazaban a donde se encontraba el senador cuya propuesta deseaban apoyar, y así se sabía el número de votos que cada cual tenía. Siempre se trataba de votos individuales, nunca se actuaba como partido o siguiendo directrices. El Senado no tenía medios para ejecutar sus decisiones, sino que era el propio magistrado convocante el que se encargaba de ello o de comunicar la tarea a quien tenía que realizarla. Si ello no se producía, el Senado contaba con diversos instrumentos para controlar a los magistrados y lograr que sus recomendaciones se realizaran. Pero la práctica general fue que las decisiones del Senado se cumplían siempre, porque la fuerza de la resolución no estaba en los argumentos presentados, sino que una vez que el Senado se había pronunciado, lo importante era la palabra emitida por los senadores y no lo razonable de la propuesta.

			Este procedimiento para la elaboración de una sentencia del Senado podría llevar a un grave error de percepción. A simple vista, da la sensación de que las resoluciones se toman por mayoría y que el voto de todos los senadores tenía exactamente el mismo peso, pues al final salía adelante la opinión de aquel que tenía más seguidores: nada más lejos de la realidad. Lo decisivo en todo el procedimiento era el orden en el que se tomaba la palabra y se expresaban las opiniones: el peso de los que hablaban en primer lugar era mucho mayor que el del resto. Era prácticamente imposible que la opinión de un senador de rango inferior pudiera llegar a prosperar aunque se apoyara en argumentos irrebatibles. El Senado romano lo manejaban grupos pequeños de senadores que se imponían fácilmente a los demás. Los primeros en hablar eran siempre los que habían sido cónsules, o sea, los miembros de la nobilitas, cuyo prestigio y eficacia al servicio de la República estaba fuera de duda y, por ello, arrastraban la opinión de todo el Senado.

			3. La Asamblea popular

			El escritor griego Polibio dibujó en unas breves pinceladas los impresionantes poderes con los que estaba revestido el pueblo de Roma: «Él distribuye los cargos entre los que lo merecen; la más bella recompensa que se puede conceder a la virtud en un gobierno. Es dueño de aprobar o reprobar las leyes y es consultado sobre la paz y sobre la guerra. El pueblo juzga e impone multas cuando lo merece el delito, y estas recaen principalmente sobre los que obtienen los primeros cargos. Es el único que condena a muerte» (Polibio, 6.6.9-12). Si traducimos esto a categorías actuales, habría que concluir que el pueblo romano asumió durante la República las más importantes competencias del poder ejecutivo, además de todo poder legislativo y judicial. Sin embargo, ello no implicaba en absoluto que la sociedad romana fuera democrática. En Roma no existió nunca una división de poderes al estilo de las democracias parlamentarias. El Estado republicano era una estructura constitucional, un ordenamiento legal que servía de instrumento a la aristocracia gobernante para extender su control sobre la entera sociedad. Lo importante en Roma no era la estructura legal, sino la estructura social que actuaba a través de unos resortes legales, uno de los cuales era el pueblo.

			La política en Roma no se hacía en servicio de la ciudadanía, sino de cara a ella, teniéndola como simple espectador. La clase gobernante romana no solo controlaba la política, sino que era el único grupo que hacía realmente política, mientras que la gran masa de la población era considerada un simple sujeto pasivo de sus acciones. Los auténticos políticos en Roma eran los aristócratas que seguían siempre criterios personales en su actuación pública. Los lugares para hacer política eran siempre los mismos: en el Senado y ante el pueblo. La Asamblea popular era el ámbito en el que la clase política encontraba su espacio de competición. Todo aristócrata que deseara llevar la República en una determinada dirección o que aspirara a tener una extraordinaria influencia social, encontraba en la Asamblea su teatro natural. El pueblo en Roma era el espectador de la política, pues los problemas de Estado se debatían en su presencia, de cara al público, aunque sin contar con el público, al que solo le cabía asentir lo que su clase gobernante deseara en cada momento.

			En Roma los magistrados en ejercicio convocaban con frecuencia al pueblo, a veces hasta de manera obsesiva. Con discursos ardientes y llenos de ejemplos del pasado presentaban la situación de la República, hacían propuestas de todo tipo, pedían la aprobación de muy variadas medidas, etc. Esos deseos del magistrado se convertían en leyes y, por tanto, vinculaban a toda la sociedad. Así, la Asamblea popular se transformaba en el cauce legal de los proyectos individuales, a la espera de que al siguiente año otro aristócrata intentara también sacar adelante sus intereses particulares. De esta forma actuaba la nobilitas romana, en una praxis secular conocida y aceptada por todos, porque el pueblo no era más que una pieza en el entramado de lucha de un aristócrata frente a otro.

			Este modo de proceder tan romano no fue más que la consecuencia lógica del sistema clientelar. La clase gobernante veía al resto de la población como un patrono veía a sus clientes. Aquel estaba obligado a cuidarlos, atenderlos y protegerlos, pero los clientes no eran consultados sobre el modo en que debían obedecer y sus voluntades estaban completamente sometidas a aquel que los protegía. El conjunto de la ciudadanía era vista como la clientela de la clase gobernante, que tampoco tenía mayor inconveniente en actuar como tal.

			Las distintas unidades de voto

			El sistema asambleario romano fue la consecuencia de la forma en la que se organizaban muchas ciudades en la Antigüedad. De antiquísimo origen indoeuropeo, la Asamblea popular reunía a los que eran capaces de defender militarmente a la comunidad. La profunda identificación entre asamblea y ejército provocaba que en ella solo pudieran participar los varones mayores de edad y que, en caso de peligro, debían luchar en defensa de la polis. La pertenencia a la asamblea-ejército era lo que confería a la persona su estatuto de ciudadano y, en consecuencia, sus derechos públicos.

			La Asamblea popular romana se apartó en muchos aspectos fundamentales del modelo griego. En Roma esta dependía de dos elementos: el magistrado que la convocaba y la forma en la que se hacía. Prácticamente todos los magistrados ordinarios podían convocar la Asamblea popular para lo que considerasen oportuno: la única excepción eran los cuestores que, como administradores de los recursos económicos del Estado, respondían únicamente ante el Senado. Todos los demás magistrados podían convocarla, llegándose a producir con frecuencia conflictos de unos contra otros por encontrar huecos en el calendario. En segundo lugar, según el modo en el que se convocaban las asambleas podían llamarse comicios o contiones. Comicios (comitia) era la Asamblea ordinaria convocada por el magistrado competente en el lugar adecuado, en la que el pueblo votaba formalmente y de la que se derivaba un acto jurídico: la aprobación de una ley, la elección de nuevos magistrados o el veredicto final de un juicio popular. En cambio, una contio (del sustantivo conventio) era una reunión más informal en la que ni se votaba, ni se tomaba ninguna decisión, ni tenía efectos legales. Este segundo tipo de asamblea no estaba atada por formalismos religiosos ni por determinados plazos, de ahí que podían celebrarse con mayor frecuencia. La contio servía para poner en conocimiento público una noticia importante, una decisión del Senado, el edicto de un magistrado, el contenido de la ley que se esperaba aprobar, los méritos de los candidatos que concurrían en las elecciones o donde se escuchaban los argumentos de las partes en un litigio judicial. Dado su carácter más informal y no resolutivo, el pueblo podía manifestar con gritos o silencios sus sentimientos o se podía invitar a particulares para que tomaran la palabra. Una vez concluida la reunión, el pueblo se disolvía sin haber votado ninguna propuesta.

			Los comicios eran las reuniones asamblearias donde el pueblo manifestaba su maiestas y actuaba como sujeto constitucional. No eran reuniones caóticas y desorganizadas como fue lo normal en muchas ciudades griegas. Los romanos llamados a votar lo hacían siempre de forma disciplinada y según unos criterios claros conocidos para todos. Los ciudadanos, siempre los mismos, se agrupaban de tres maneras distintas según el modo en que iban a depositar sus votos: a tenor de las circunstancias podía congregarse por curias, por centurias o por tribus.

			La Asamblea por curias fue la primera organización popular de Roma (pág. 71). Su origen se atribuye a Rómulo, que dividió a toda la ciudadanía en treinta curias, agrupadas a su vez en tres tribus. Durante la República perdieron casi todas sus funciones, quedando reducidas a una antigualla del pasado por la dificultad que tenían los romanos para deshacerse de instituciones antiguas y veneradas. Sus funciones se limitaban a aspectos religiosos y familiares como la inauguración de los sacerdotes, la elección de las vírgenes Vestales y para aprobar determinadas adopciones. En la República se siguieron utilizando para conferir el imperium a los magistrados superiores, pero sin necesidad de convocar al pueblo, ya que treinta lictores o subalternos asumían esta condición y reemplazaban a la entera ciudadanía en una ceremonia formalista.

			Los comicios centuriados fueron la evolución lógica del ejército romano, que desplazó a las curias cuando se introdujo la táctica de combate hoplita. Tanto los comicios curiados como los centuriados representaban al ejército romano en dos fases de su evolución social y armamentística. Según la tradición, que no hay que poner en duda en su conjunto, fue el rey Servio Tulio el que creó esta asamblea popular, resultado de distribuir a toda la población de Roma en cinco clases sociales a tenor de sus ingresos (pág. 74). 

			El régimen de combate hoplita no fue solo un tipo de táctica militar, especialmente evolucionada por los griegos. Respondía ante todo a un arquetipo de sociedad en la que la propiedad tenía no solo consecuencias económicas, sino sobre todo políticas. Los derechos y privilegios públicos dependían del armamento que aportaba cada soldado al ejército y, en consecuencia, al nivel de rentas de cada uno. Un hoplita perfectamente equipado y con armas de gran calidad era mucho más valioso en la falange que aquel que luchaba con lo imprescindible, y, por lo tanto, la utilidad militar del primero era mayor que la del segundo: el que defendía mejor a los suyos podía exigir a su comunidad mayor presencia social. La técnica de combate hoplita respondía espléndidamente al modo de sociedad timocrática, en la que la variación de derechos políticos estaba en función de la gradación de las rentas personales.

			Toda la sociedad romana estaba dividida a comienzos de la República en cinco clases sociales, cada una de las cuales aportaba, en función de sus rentas, un grupo de centurias a la legión. La primera clase social estaba integrada por los que poseían más de 100.000 ases y formada por 18 centurias de caballería y 80 de infantería. En la segunda clase se incluían las personas con rentas superiores a los 75.000 ases que aportaban a la legión 20 centurias. Con igual número de centurias contribuía la tercera clase social (más de 50.000 ases) y la cuarta (más de 25.000 ases). En la quinta clase, sin duda la más populosa, estaban aquellos con rentas superiores a 12.500 ases y con una aportación a la legión de 30 centurias de infantería. En total, las cinco clases sumaban 188 centurias a las que había que añadir tres más de ingenieros, una de músicos y una de capite censi, de aquellos no incluidos en las cinco clases anteriores. De esta manera, cuando se convocaba la comitia centuriata el pueblo acudía organizado en 193 centurias, que eran sus unidades singulares de voto.

			La Asamblea popular así organizada era convocada por y para elegir a los mandos militares y magistrados curules. Como ejército que era de Roma se reunía fuera de las murallas, en el Campo de Marte, y entre sus competencias específicas estaba aprobar la declaración de guerra y la firma de la paz. Tuvo mucho protagonismo en los inicios de la República hasta que acabó siendo desplazada por las tribus. Desde el siglo III a. C. perdió todo vínculo con el ejército, pues el número de centurias no creció a pesar del aumento de efectivos reales en las legiones. Su evolución posterior es muy confusa, porque las fuentes romanas no aclaran bien las reformas que sufrió al final de la República. Entre la Primera y la Segunda Guerra Púnica se intentó reformar esta Asamblea para unificar centurias y tribus sin mucho éxito. Según parece, se decidió que las cinco clases timocráticas tuvieran todas el mismo número de centurias, 70 cada una, divididas en 35 de iuniores y 35 de seniores, agrupados según sus respectivas tribus. Al total de 350 centurias había que añadir las 18 de caballería, cuatro de obreros y una de capite censi. Ello suponía una Asamblea de 373 votos, cuya mayoría absoluta estaba en 186 centurias, lo que implicaría que la tercera clase timocrática tenía que votar siempre para inclinar la mayoría en una dirección u otra. Sin embargo, si esta reforma llegó a realizarse, debió de durar muy poco tiempo. A través de Cicerón (República, 2.39) se comprueba que en su época la asamblea de centurias seguía teniendo 193 unidades de voto. La primera clase timocrática se dividía en 70 centurias de infantería, 18 de caballería y una más de ingenieros, y sumaban 89 votos. Al no tener la mayoría absoluta, como a inicios de la República, solo necesitaba de ocho centurias de la segunda clase para obtenerla e inclinar a su favor cualquier votación.

			La comitia tributa fue sin duda la gran novedad de la Roma republicana, ya que con ella se renunciaba al modelo griego de asamblea militar para dar mayor protagonismo a la tribu: auténtico elemento de organización civil. Desde sus inicios, las tribus estaban repartidas por el territorio en el que vivían los ciudadanos de Roma, y en la medida en que este se fue extendiendo por Italia, el número de tribus no paró de crecer. Las dos últimas tribus, la Velina y la Quirina, se crearon el año 241, alcanzando en esa fecha el número final de treinta y cinco. Se desconocen los motivos de la decisión de no crear más tribus a partir de esa fecha y de incluir los nuevos territorios conquistados en las tribus ya existentes, que se dispersaron por todo el Mediterráneo.

			La Asamblea organizada por tribus (comitia tributa) nació el año 471 como fruto de las exigencias de la plebe de que sus tribunos fueran elegidos por la Asamblea popular (Livio, 2.56-57; Dionisio, 9.42-49). Sin embargo, las fuentes no son muy precisas a la hora de hablar de estos comicios, pues con frecuencia se confunden con el concilium plebis, también organizado a partir de las treinta y cinco tribus romanas. Las dificultades en la precisión de las fuentes han provocado una notable discusión entre los historiadores contemporáneos sobre las diferencias entre la comitia tributa y el concilium plebis.

			Cuando en el siglo XIX los historiadores positivistas comenzaron a leer las fuentes latinas llegaron a pensar que en los primeros siglos de la República se habían dado dos instituciones paralelas que usaban una idéntica organización. Por un lado estaría la comitia tributa, que representaba a todos los ciudadanos, tanto patricios como plebeyos, y por otro el concilium plebis, que integraría solo a los plebeyos y que podía aprobar leyes de obligado cumplimiento para estos. Dichas medidas legales, llamadas plebiscitos, solo se extendían al conjunto de la población si eran refrendadas por la patrum auctoritas del Senado, hasta que en el año 287 la lex Hortensia dio plena validez legal a las decisiones del concilium plebis, suprimiendo dicha sanción previa del Senado.

			Sin embargo, la investigación más moderna ha puesto en duda la existencia de este dualismo asambleario, de dos instituciones civiles con parecidas atribuciones y con la misma organización. Ninguna fuente latina contrapone formalmente una asamblea a la otra: por supuesto que hablan de ambas, pero nunca como si fueran realidades políticamente distintas. La única referencia que podría negar esta afirmación es un texto de Aulo Gelio de mediados del siglo II d. C., de no mucha precisión y enormemente conflictivo (Gelio, Noches Áticas, 15.27.4). En él se recoge la idea, tan difundida por las corrientes hipercríticas del siglo pasado, según las cuales un concilium sería la reunión de una parte de la ciudadanía, en el caso aludido solo de la plebe, mientras que una comitia era siempre una asamblea de todo el populus, independientemente de la condición social de los convocados. Pero la escasa solidez del texto de Gelio, sumado al hecho de la falta de correspondencia en el resto de las fuentes, permite pensar que estamos ante una falsa recreación moderna, fruto del pensamiento hipercrítico de los siglos XIX y XX.

			Las fuentes latinas, cuando emplean el término comitia, lo hacen con bastante precisión, queriendo señalar una asamblea convocada según sus unidades de voto: curias, centurias o tribus. En cambio, el concepto concilium es mucho más laxo y genérico y se usa para todo tipo de reuniones asamblearias, tanto de la ciudadanía, sin distinguir entre comitia o contio, como de aliados y extranjeros: por ejemplo, el concilium sociorum Latinorum. El pensar que en la Roma republicana existía una asamblea de tribus para todo el populus y otra solo para plebeyos es posiblemente una distorsión de la realidad. Nadie ha sido capaz de responder por qué el consilium plebis, si era solo para plebeyos, se organizó desde el primer día por tribus y no siguiendo los modelos ya existentes. Se entendería que no quisieran hacerlo a través de las curias, donde los patricios tenían un gran peso de los sacerdocios. Pero es extraño que no se organizaran por centurias, que era la forma habitual en ese momento de comienzos del siglo V, y en donde el criterio de ingresos económicos era mucho más objetivo y favorable para la plebe. Que la plebe prefiriera las tribus como unidades de voto, además de romper la tradición con nuevas soluciones, tampoco añadía mayores ventajas que las centurias. En las tribus, la influencia descansaba en los grandes propietarios, que con sus masas de clientes podían hacer oscilar la voluntad de toda la tribu; exactamente lo mismo que podían hacer los ricos a través de las centurias. Es muy probable que a comienzos del siglo V lo que se organizó a través de las tribus no fuera la plebe, sino la entera sociedad civil.

			En consonancia con esto, hay que añadir que los mismos conceptos de populus y plebs están sufriendo últimamente una fuerte revisión. La creencia de que populus alude a la entera ciudadanía, patricios y plebeyos, mientras que plebs solo representa a este último sector, puede ser también igualmente falsa. El uso de estos dos términos quizás encierre esa visión tan romana que dividía la vida pública y la actividad de los magistrados entre lo que sucede dentro de la ciudad y lo que sucede fuera (domus militiaeque), pues un magistrado no podía hacer las mismas cosas o tener las mismas competencias si estaba fuera que dentro de la murallas de Roma (pomerium). Es altamente probable que los términos plebs y populus respondan al mismo conjunto de personas. Plebs aludiría a toda la ciudadanía en cuanto a cuerpo civil, mientras que populus reuniría al mismo conjunto de personas, pero en cuanto a sus obligaciones militares. 

			No sería descabellado pensar que el concilium plebis y la comitia tributa fueron exactamente lo mismo: la Asamblea que se reunía dentro del pomerium con atribuciones civiles, y que solo se distinguía por el magistrado que las convocaba y no por los ciudadanos convocados a ella. En el concilium plebis participarían patricios y plebeyos, exactamente los mismos que los convocados a la comitia tributa. Una explicación lógica a las alusiones en las fuentes entre un tipo y otro de asamblea podría ser que el concilium plebis sería la Asamblea de las tribus reunidas bajo la presidencia del tribuno del pueblo, mientras que la comitia tributa sería exactamente lo mismo, pero presidida por un cónsul. En cambio, la comitia centuriata era la que se reunía fuera del pomerium para resolver las cuestiones militares. No hay que olvidar que esta asamblea es denominada muchas veces por las fuentes como comitia populi. Que el término populus se refiere a la ciudadanía en cuanto a sus obligaciones militares se muestra plásticamente en el nombre que recibe el dictador, que como mando supremo del ejército es denominado magister populi.

			La aprobación de las propuestas

			La Asamblea popular romana era el cauce por el que se expresaba el poder soberano de la entera ciudadanía. Era competente para aprobar leyes, elegir a los magistrados de la República y para emitir veredictos en causas judiciales especialmente graves. Sin embargo, carecía absolutamente de toda iniciativa propia: solo se reunía cuando un magistrado la convocaba y para resolver los aspectos previstos en la convocatoria. En ningún momento podía proponer alternativas ni reformar lo presentado. Por tanto, era la expresión pasiva de la soberanía popular, ya que todo el proceso estaba en las manos de la clase dirigente, que controlaba al magistrado y, en consecuencia, controlaba a la Asamblea.

			Como ha quedado indicado, todos los magistrados, salvo los cuestores, podían convocar la Asamblea popular. Para ello existían días hábiles e inhábiles en el calendario, en razón de festividades religiosas o viejas tradiciones legales. Era bastante frecuente que se dieran disputas entre los magistrados por hallar un hueco en el que convocar la Asamblea deseada, pues a veces las opciones no eran muchas. El plazo habitual entre la convocatoria y la realización solía ser de un triundinum, que era el tiempo transcurrido entre tres semanas de ocho días (nundinae), el equivalente a veinticuatro días. Los comicios electorales se convocaban inicialmente en la República con tres días de antelación, y luego se convirtió en habitual hacerlo con un margen de entre dieciocho y veinticuatro días. Si se trataba de un juicio popular, el magistrado señalaba los días en los que se podían escuchar las alegaciones de las partes; terminadas las cuales, y pasado un triundinum, se convocaba a la asamblea para emitir el veredicto. Las contiones, en cambio, podían convocarse con mayor flexibilidad, pudiendo celebrase varias simultáneamente.

			El día de la votación, el magistrado convocante que presidía la Asamblea ordenaba la realización de augurios, convirtiendo el lugar de reunión en un templum. Si los augurios eran favorables, los heraldos recorrían las calles de Roma emplazando a los votantes. La asamblea de curias solía reunirse en el Capitolio, la de tribus en el Foro y la de centurias en el Campo de Marte. Desde el siglo II a. C., las tribus terminaron por reunirse también en ese mismo lugar, fuera de las murallas, pues estaba equipado con estructuras de barreras para facilitar el proceso de votación (saepta).

			Una vez congregado el pueblo, el presidente presentaba brevemente el tema o a los candidatos si se trataba de elecciones. Sin mediar más palabras, todos se dirigían a sus respectivas zonas de voto. La costumbre romana obligaba a señalar una tribu o una centuria prerrogativa. Se escogía por sorteo una de las treinta y cinco tribus o una centuria de la primera clase social que votaban antes que ninguna. Inmediatamente después, se escrutaba dicho voto y se hacía público a toda la Asamblea, teniendo así un carácter premonitorio, capaz de inclinar en la misma dirección al resto de tribus o centurias.

			En los primeros siglos de la República, el voto se emitía oralmente ante unos funcionarios escogidos por el presidente (rogatores). Ellos tenían la lista con todos los candidatos y anotaban junto a sus nombres las preferencias de los votantes. Al concluir el proceso comunicaban al presidente el resultado final que se hacía público. Desde el siglo II, lex Gabinia del 139, se impuso el voto secreto para evitar las presiones y la manipulación de los votantes. Los ciudadanos tenían a su disposición unas tablas de madera enceradas (tabellae) donde, con un punzón, escribían el nombre del candidato o la intención de su voto. Luego se incorporaban a una serie de carriles, separados por vallas, en los que los votantes guardaban cola. Al final de la fila estaban los custodes, encargados de recibir el voto escrito y efectuar el posterior escrutinio.

			No era frecuente que todas las unidades de voto, centurias o tribus, procedieran siempre a votar. La falta de recursos técnicos obligaba a que la votación se simplificase lo más posible en pro de un proceso abreviado. Lo normal era que las tribus y las centurias acudieran a votar en un orden escogido al azar. Una vez que hubieran votado la mitad más uno de las tribus o centurias, se procedía a su escrutinio y se hacía público el resultado. Cuando la iniciativa legal o el candidato recibían los votos suficientes, se suspendía la votación y las demás unidades no emitían su parecer, pues la ley, el veredicto o el candidato quedaban confirmados. Este sistema era sin duda práctico cuando había que escoger únicamente entre dos opciones: aprobar o denegar una ley, condenar o absolver al acusado, etc. En cambio, generaba muchos problemas en el caso en el que hubiera que elegir entre varios candidatos, pues eran nominados no los que tuvieran más votos, sino los que alcanzaban en primer lugar el voto favorable de dieciocho tribus, pudiendo suceder que fuera rechazada una candidatura con más tribus a favor, pero cuyo escrutinio se hubiera realizado más tarde. Una vez concluido el recuento, el presidente comunicaba el resultado o el nombre de los nuevos magistrados electos. Todo el proceso debía completarse el mismo día. Si por alguna circunstancia caía la noche o algún prodigio paraba el proceso, este quedaba completamente invalidado y debía repetirse otro día desde el principio.

			4. La administración republicana

			El funcionamiento de la República romana fue fruto del sistema social que lo amparaba. El orden constitucional era un entramado de normas y de prácticas asentadas al servicio, no de los intereses de la mayoría, sino de las pocas familias aristocráticas que lo sustentaban, que por otro lado nunca fueron contestadas ni puestas en duda por la generalidad de la población. Todo el mundo reconocía al aristócrata romano su derecho exclusivo al gobierno y a imponer las formas legales que creyera más convenientes.

			A pesar de que la República fue creciendo en población, territorios, necesidades y problemas, ello no provocó el surgimiento de una estructura burocrática, de un Estado con recursos para atender a la ciudadanía. El número de magistrados en Roma fue siempre escaso y varió muy poco con el paso de los años. Además, estos administradores no contaban con personal subalterno permanente que les ayudara a sacar adelante sus trabajos. Todo magistrado tenía que apoyarse en sus esclavos, clientes y amigos si quería atender los miles de asuntos diarios. La aristocracia prefería que sus magistrados, especialmente aquellos con mando miliar, tuvieran poderes fuertes y absolutos para así facilitar el logro de los objetivos. Se entendía que era más fácil ganar una batalla, incorporar un territorio hostil, etc., si el general en jefe tenía un poder ilimitado y podía ejecutar sus planes de campaña. El peligro que suponía tal acumulación se atajaba por el hecho de que el mando era siempre temporal: un año para el cónsul y seis meses para el dictador. El poder militar en Roma solo estaba limitado por la anualidad, la colegialidad y la propia acción de grupo, que promovía a aquellos magistrados competentes que aceptaban las reglas del juego aristocrático.

			El gobierno de Italia y de las provincias

			La expansión de Roma por Italia y el Mediterráneo fue muy sorprendente. A diferencia de otros grandes pueblos que crearon imperios como fruto de un plan estratégico, siguiendo criterios claros, en Roma la expansión fue alocada y precipitada. Las fuentes antiguas no recogen planes de Estado sobre cómo debían de ser las conquistas, ni declaraciones de principios que fueran el fundamento de las guerras que se libraban. En cambio, lo que con frecuencia señalan los testimonios era que detrás de un conflicto casi siempre se escondía la mera búsqueda de prestigio personal y de botín. Prestigio para su clase gobernante, que justificaba en la victoria militar el derecho a dirigir los destinos de la comunidad; y botín para los ciudadanos, que de esta manera aceptaban los beneficios del régimen aristocrático que los dirigía. Da la impresión de que la clase política romana tuvo que expandirse a regañadientes, pues siempre adoleció de claridad de ideas, de racionalidad y de una certera justificación.

			Para poder llevar a cabo esta forma tan peculiar de expansión, Roma inventó lo que podría denominarse una hegemonía indirecta: conquistar y controlar amplios espacios sin tener que afrontar su administración, sin asumir la responsabilidad de sacarlos adelante (pág. 144). A este fin, Roma buscó la complicidad de las aristocracias locales de aquellos territorios que conquistaba. Una vez sometida una ciudad o un pueblo se concertaba con el vencido una alianza que le otorgaba una enorme autonomía, un autogobierno muy similar al que tenía antes. En la nueva situación se confiaba a la aristocracia local la marcha de los asuntos públicos a cambio de que estrechara sus lazos con Roma: bien a través de los vínculos de clientela, bien por el simple y puro interés. Dos clases dirigentes aristocráticas que compartían valores y proyectos podían entenderse con más facilidad de lo que pudieran hacerlo a nivel institucional.

			Roma extendió por Italia una red de alianzas que fue el mayor éxito político de la República. Quizás la genialidad no fue imponer a estas ciudades un gobernador que les dirigiera su vida cotidiana o unos impuestos gravosos, como solían hacer los grandes imperios con sus territorios conquistados. Roma no tocó el autogobierno de las ciudades itálicas, porque fueron las propias clases gobernantes locales las que siguieron gestionando la vida pública de los aliados (socii), y el único impuesto que tenían que atender era el de aportar soldados a las legiones romanas, participando igualmente en los beneficios de la guerra, pero ahora en el bando ganador. De esta manera la aristocracia romana se garantizaba el control de Italia sin tener que desarrollar una burocracia ni asumir el gasto de la gestión directa.

			El sistema provincial romano se basó también en el principio de la hegemonía indirecta, pero adaptado a la lejanía de Italia que suponían las provincias. Cuando Roma creó las provincias de Sicilia (241) y Cerdeña (237), no extendió allí el modelo de alianzas que tan bien había funcionado en Italia. La nueva fórmula fue la del enviar a cada isla un pretor (227) al mando de un ejército de ocupación. A partir de ese momento, cada año se producía la renovación del gobernador con los nuevos magistrados enviados a sustituirle. Es posible que una razón para el cambio de estrategia estuviera en el temor a la creciente expansión cartaginesa en Hispania; pero es más probable que solo buscaran una mayor explotación económica de ambas provincias. Así como en Italia Roma había renunciado al cobro de impuestos a cambio de que los aliados aportaran contingentes militares, en Sicilia y en Cerdeña Roma buscará la explotación económica del territorio y, en cambio, no extraerá tropas como pedía al conjunto de los aliados.

			El modelo provincial se fue extendiendo muy lentamente, como si Roma tuviera miedo de profundizar en él ante los riesgos que suponía. El año 197 se crearon dos nuevas provincias en Hispania, la Citerior y la Ulterior; y las dos siguientes tardaron bastante en llegar: Macedonia el 148 y África el 146. Hasta estas últimas fechas, Roma no tuvo el objetivo claro de crear un auténtico imperio y, por lo tanto, no quiso desarrollar una estructura burocrática que lo sostuviera. Simplemente intentó enriquecerse con la posibilidad de explotar directamente ricas zonas del Mediterráneo. Por ello, en los primeros momentos (siglos III y II a. C.), el régimen provincial fue muy elemental, casi inexistente. Todo él basculaba sobre la figura del gobernador y no sobre la del territorio. Anualmente se enviaba a las provincias un pretor, que en vez de ejercer sus tareas en la ciudad de Roma lo hacía en el territorio que le había tocado en suerte. La novedad estribaba en que este magistrado estaba libre de muchas de las limitaciones que tenía en Roma, como la colegialidad y, en especial, el control directo que sobre él podía ejercer el Senado. Por ello, los gobernadores republicanos gozaron siempre de bastante discrecionalidad y capacidad de acción, hasta llegar incluso a generar una gran inseguridad jurídica.

			Siguiendo el principio de la hegemonía indirecta y el temor visceral a desarrollar una administración compleja, el régimen provincial fue siempre pobre en recursos. El gobernador poseía poderes casi ilimitados para lograr sus objetivos básicos: explotar económicamente la provincia y mantener el orden y la paz en ella. Junto al gobernador se encontraba el cuestor, con competencias específicas para administrar la caja pública y supervisar los recursos económicos del territorio. Por último, el gobernador podía nombrar a los legados que creyera conveniente para que le ayudaran en la gestión de los asuntos públicos y le dieran consejo en caso de necesidad. Cuando creció el número de provincias y, al mismo tiempo, el peso de los asuntos de los magistrados en Roma, se introdujo la práctica de prolongar un año más las funciones del gobernador en la provincia, extendiendo extraordinariamente sus poderes con el título de procónsul o de propretor.

			En la época republicana la mayoría de la población provincial se encontraba en situación jurídica de sometida, pues se había rendido sin condiciones al poder de Roma (dediticii). Por tanto, la tierra y las riquezas de la provincia eran propiedad del pueblo romano, que los cedía a la población local para su uso a cambio de un impuesto, reservándose el derecho a revocar estas condiciones cuando lo considerase oportuno. En esta propiedad soberana del pueblo romano se basó la obligación de pagar impuestos anuales (tributum, stipendium) de las comunidades provinciales. Donde la situación económica era más favorable, como en Sicilia, se combinaban los impuestos directos con los indirectos (vectigal), y también con los colectivos que gravaban a las comunidades. En esta isla se mantuvieron los sistemas impositivos anteriores a la ocupación romana para facilitar la explotación. Por un lado se encontraban los impuestos directos, que gravaban el 10% de las rentas personales (decuma), y por otro los indirectos sobre la actividad económica y los aranceles a los productos importados (portoria). Pero, además, Roma extendió sobre la isla un nuevo tipo de impuesto que gravaba a la comunidad urbana y que se trataba de una suma global que la ciudad se encargaba de recaudar, distribuyendo las aportaciones entre sus habitantes como mejor creyera conveniente.

			La obtención de estos impuestos no era tarea del gobernador, pues para ello hubiera sido necesario crear una extensa estructura administrativa, que repugnaba a la clase gobernante romana. La explotación de los recursos económicos de las provincias estaba en manos de particulares que habían firmado un contrato con el Estado romano. La explotación de los impuestos, de las tierras públicas y demás riquezas que habían pasado a propiedad de Roma en el momento de la conquista estaban sujetos a una subasta pública que se realizaba en Roma. En ellas, los censores entregaban a las sociedades de capital privado que habían pujado (publicani) la explotación de dichos recursos a cambio de un beneficio estipulado. De esta manera, eran particulares, y no el Estado, los que hacían funcionar la vida económica de la provincia. Ello, por supuesto, implicaba un cierto riesgo de que los publicanos pudieran extralimitarse en el cobro de impuestos y provocar malestar entre los provinciales, pero Roma siempre prefirió este sistema indirecto de publicanos, a la vez que se intentaban paliar o limitar los aspectos negativos de la explotación privada.

			Como ha quedado dicho, el principio básico de la administración provincial romana fue el de intentar no entrometerse en los asuntos de los provinciales. Por ello, todas las ciudades de la provincia gozaban de una gran autonomía para resolver sus propios asuntos. La actividad judicial del gobernador fue, en consonancia, muy escasa. En cada ciudad funcionaban los propios tribunales de justicia que sentenciaban los litigios civiles y penales de su propia población. Cuando se producían conflictos entre comunidades, o entre particulares y una comunidad, existían para ello tribunales especiales encargados de administrar justicia en nombre del gobernador. Solían estar integrados por jueces locales a los que el gobernador confiaba esta misión. solo en caso de apelación, tras superar la instancia, el gobernador podía intervenir en los litigios.

			En cambio, donde la actividad judicial del gobernador se intensificaba era en el caso de pleitos entre ciudadanos romanos o en los que estos estuvieran implicados. Era lógico que el ciudadano romano que habitaba en la provincia acudiera a la máxima autoridad para resolver sus demandas. Por ello, Roma creó los conventos (conventus civium Romanorum) como unidad administrativa dentro de la provincial. Para facilitar la atención judicial y otras tareas administrativas, el gobernador solía desplazarse por el territorio, acudiendo él al problema, y no al revés. En alguna ciudad destacada, que se convertía en la cabeza del conventus, el gobernador fijaba temporalmente su tribunal y procedía a impartir justicia y atender las demandas de comunidades enteras que acudían allí. De esta forma se intentaba acercar a los provinciales una administración que fue siempre parca en recursos.

			La administración de justicia

			La administración de justicia sufrió una larga evolución a través de la historia de la República, tanto en el derecho civil como en el penal. Hasta la redacción de la ley de las XII Tablas, con la aparición del derecho civil y de las primeras normas procesales, es muy difícil saber cómo se impartía justicia en Roma. Es muy probable que en los primeros años de la República el sistema más empleado fuera el arbitraje, por el que las partes litigantes acudían a personas de reconocido prestigio: por edad, conocimientos o servicios al Estado, las cuales sentenciaban el pleito, obligándose a las partes a cumplirlo. Algo semejante podría suceder en el derecho penal. El Estado romano tardó mucho tiempo en asumir la persecución de los delitos, quedando en general la resolución de los conflictos a la acción de las partes. Solo en casos muy graves como la traición (perduelio), el asesinato (parricidium) o algunos delitos contra la religión oficial el Estado asumía la persecución y el castigo del delincuente.

			No cabe duda de que, durante la Monarquía y los primeros siglos de la República, la ciencia jurídica estuvo en manos de los pontífices, el colegio central de la religión romana y del patriciado. Ellos no solo controlaban las fórmulas, oraciones y gestos para comunicarse con los dioses y obtener los bienes deseados. También controlaban los mecanismos para la comunicación eficaz entre los ciudadanos: las fórmulas para litigar y para concluir los negocios jurídicos. La influencia del colegio de pontífices sobre la creación del derecho hizo que este en Roma fuera muy rígido y formalista. Se pensaba que en las relaciones jurídicas entre los hombres, al igual que en las oraciones hacia los dioses, todo dependía del empleo de la palabra adecuada. Solo el que sabía qué palabras decir y con qué gestos acompañarlas estaba en condiciones de vincular jurídicamente a los hombres como se vinculaba también a los dioses. Hasta el año 304, las fórmulas que se debían emplear en el procedimiento civil, o sea, las palabras exactas y su secuencia, fueron atesoradas por los pontífices, que las transmitían como un tesoro exclusivo de generación en generación dentro del colegio. Toda persona que hasta esa fecha deseara iniciar una acción civil solía acudir a un pontífice para que le indicase qué fórmula legal debía emplear, pues si erraba en la elección sus pretensiones podían decaer jurídicamente. En consecuencia, la capacidad de influencia que tenía este colegio, formado íntegramente por patricios hasta el año 300 a. C., era enorme. A lo largo del siglo III ese monopolio se rompió gracias a la publicación de estas fórmulas, permitiendo la génesis de un derecho y de procedimientos más flexibles y evolucionados.

			La administración de la justicia republicana, en lo que respecta al derecho civil, tuvo dos claros procedimientos. El primero venía recogido en la ley de las XII Tablas y se denominaba legis actio (acción basada en la ley). El segundo se implantó más tarde, cuando Roma comenzó a expandirse por el Mediterráneo y se comprobó que las rigideces del primero no se adecuaban a los nuevos tiempos. Por esta razón se introdujo el procedimiento formulario que se basaba en el texto escrito (formula) que el pretor entregaba a las partes en litigio para que un árbitro sancionara el conflicto.

			El procedimiento denominado legis actio, para resolver las demandas civiles, fue elaborado por los pontífices y luego recogido en la ley de las XII Tablas. Se conducía oralmente y constaba de dos partes o fases. La primera, in iure, se realizaba ante el pontífice, luego el cónsul y, a partir del 366, el pretor. El procedimiento lo iniciaba el demandante ante el magistrado dotado de iurisdictio. La parte actuante comenzaba haciendo públicas sus exigencias a través de frases elaboradas y de gestos apropiados, que formaban parte del ritual. El demandado se defendía empleando también una suerte de palabras y gestos invariables. Tras ello, si no se habían producido errores formales que podían hacer decaer la causa, el pretor pronunciaba la fórmula definitiva, algo así como “si se demostrara esto, aquello y lo de más allá, el juez condenará, si no, absolverá”. En estas frases se concedía mucha más importancia a los gestos y palabras que a los hechos constitutivos de delito.

			En presencia del pretor, las partes litigantes escogían de común acuerdo al juez que debía emitir la sentencia; porque en Roma el magistrado no era realmente el juez, sino el que daba validez al procedimiento. Con los presupuestos establecidos por el pretor, las partes acudían al juez, normalmente un privado de reconocido prestigio. Esta segunda fase, apud iudicem, era más flexible y estaba libre de los formalismos de la anterior. Dentro del marco o fórmula establecido por el pretor, el juez escuchaba los testimonios o los documentos aportados por las partes y pronunciaba el veredicto; no como un simple particular, sino en virtud de la autoridad que le había conferido el magistrado en la fase anterior. Contra la sentencia no cabía apelación a un tribunal superior.

			La evolución y el crecimiento de Roma a partir del siglo III y la secularización del Estado lograda por la nobilitas plebeya, hizo que el procedimiento de legis actio fuera cayendo en desuso. Su excesiva rigidez y acentuado formalismo provocaban que no se adaptase bien a los cambios que se operaban en Roma. Para reemplazarlo surgió el procedimiento formulario a finales del siglo III, que llegó a convertirse en el habitual en el Imperio romano tras su reforma por el emperador Augusto el año 17 a. C. La nueva solución constaba de las mismas fases que el anterior: una primera ante el pretor (in iure), que establecía el marco legal, y una segunda, apud iudicem, en el que jueces privados, actuando como árbitros, emitían el veredicto. Pero la novedad estaba en la acción del pretor, que se librara de los formalismos y rigideces arcaicos del derecho pontifical en pro de una mayor fluidez y flexibilidad en el procedimiento, pues ahora este magistrado tenía mayor libertad en la fórmula que enviaba al juez.

			La primera fase in iure era muy similar al sistema anterior de las XII Tablas. El demandante acudía al pretor anunciando su deseo de litigar, el cual señalaba fecha para iniciar el procedimiento con la presencia del demandado. El día establecido, el pretor atendía las alegaciones de la parte actora, tras lo cual podía rechazar el litigio por carecer de entidad o por la debilidad de los hechos. Si, en cambio, el procedimiento continuaba, era el momento para que el demandado tomara la palabra. Si aceptaba los hechos y deseaba llegar a un acuerdo, el procedimiento podía concluir ahí. Pero si no era así y el demandado rechazaba las exigencias de la otra parte, entonces se procedía a designar a un juez y a la confección de la fórmula que se remitía a este.

			En este punto es donde se encuentra la novedad del nuevo procedimiento. La fórmula era un documento escrito que emitía el pretor a modo de edicto y que marcaba los siguientes pasos del proceso. El documento contenía una exposición de la disputa e instrucciones para el juez. Lo relevante es que ahora el pretor escogía la fórmula que mejor se adaptaba a las características del litigio sin tener que atenerse a viejos rituales o a soluciones arcaicas, que le restaban discrecionalidad y eficacia procesal. Todos los pretores al iniciar su año de mandato, emitían un edicto con instrucciones y con las fórmulas procesales que él iba a emplear durante el ejercicio, pudiendo hacer las modificaciones que creyera oportunas en todo momento con un nuevo edicto. En el caso de que para un litigio no hubiera fórmulas apropiadas, podía emplearse una semejante, introduciendo los cambios que fueran oportunos. La práctica habitual fue la de incorporar en cada edicto del pretor las fórmulas de los colegas anteriores, mejorando aspectos o introduciendo novedades en pro de una mayor flexibilidad. Esta práctica continuada causó el surgimiento de un corpus legal denominado ius honorarium o ius praetorium que fue uno de los grandes avances del derecho romano, ya que el procedimiento civil y la interpretación de la ley fueron sometidos a permanente renovación y mejora sin requerir complejas reformas legales. Este sistema de edictos renovados cada año se mantuvo hasta el año 130, cuando el emperador Adriano fijó todo su contenido en una normativa denominada edicto perpetuo.

			La fórmula o documento escrito que el pretor entregaba a los litigantes se iniciaba con el nombre del juez que se había acordado con las partes. Seguidamente aparecía la demostratio, o relato conciso de los hechos y circunstancias en los que se apoyaba la demanda. Luego seguía la intentio, que era la parte más importante, en la que se expresaba exactamente qué exigía el demandante. Por último, la condemnatio, en la que se delegaba en el juez el poder de condenar o absolver. Las partes debían aceptar el documento, pudiendo proponer modificaciones o precisiones en la fase denominada litis contestatio. 

			Concluida la redacción del documento, se iniciaba la siguiente fase apud iudicem. Las partes acudían al jurisperito, normalmente particulares de prestigio y con conocimientos, que a tenor de la fórmula del pretor, tenían que sentenciar una vez oídas las partes y estudiados los documentos aportados. El veredicto (sententia) se pronunciaba normalmente en presencia de las partes.

			En cambio, el procedimiento penal siguió en Roma un curso completamente distinto. En la República primitiva los delitos entre personas y contra la propiedad eran dejados a la iniciativa de las partes. El Estado solo asumía la persecución de aquellos delicta publica especialmente graves como la traición o el asesinato, de los que se encargaba especialmente el cónsul. La práctica habitual hizo que cualquier ciudadano pudiera apelar a la Asamblea toda condena a muerte, hasta convertirse en algo tan normal que la acción penal del cónsul fue una mera fase inicial de un procedimiento que se resolvía ante el pueblo.

			El procedimiento ante la Asamblea pudo ser efectivo mientas Roma se mantuvo como una polis modesta. El crecimiento de la República a partir de los siglos III y II a. C., con un aumento y mayor complejidad de los delitos, hizo que el procedimiento asambleario se volviera inoperante. Para solucionarlo se crearon tribunales (quaestiones) permanentes que asumieron cada vez más los iudicia populi, especialmente en la persecución de delitos cometidos por magistrados en el ejercicio de sus funciones. El primer tribunal permanente (quaestio perpetua) se creó el 149 a. C. para condenar a los gobernadores corruptos que se habían enriquecido a costa de los provinciales (quaestio de repetundis). Estaba presidido por un pretor y contaba con un panel de jueces escogidos por sorteo. Sus sentencias no podían ser vetadas ni apeladas a una institución superior.

			Pronto, el número de estos tribunales comenzó a crecer con el paso de los años. Primero, para abarcar más crímenes de magistrados romanos: corrupción electoral (ambitus), malversación de caudales públicos, etc. Pero también se extendieron a materias no políticas. Este fue el tenor de la gran reforma que realizó Sila el año 81 a. C., por la que estos tribunales se hicieron competentes para perseguir asesinatos, secuestros, violaciones, robos, adulterios, etc. Ello provocó que el viejo sistema de tribunales comiciales acabara cayendo en el olvido.

			Los miembros de estos tribunales permanentes variaron con el tiempo. Cuando se crearon el año 149 estaban compuestos íntegramente por senadores, bajo la presidencia del pretor. El año 122, el tribuno de la plebe C. Sempronio Graco reemplazó a los senadores por caballeros. Luego, Sila, el año 81, volvió a restituir a los senadores como jueces. Al final, el año 70, una lex Aurelia los despolitizó introduciendo a partes iguales a senadores, caballeros y tribunos del erario. Lo normal es que cada uno de estos tribunales estuviera formado por cincuenta y un miembros escogidos por sorteo de una lista amplia de candidatos y estuviera presididos por el pretor. El procedimiento era siempre iniciado por la parte, pues estos tribunales carecían de competencias para actuar de oficio y para investigar lo sucedido. La vista pública comenzaba escuchando a las partes, con frecuencia representadas por abogados (oratores), y a tenor de los hechos y pruebas condenaban o absolvían.

			5. El ejercicio del poder

			La Primera Guerra Samnita supuso un punto de inflexión en la historia de Roma, tanto en política exterior como en la evolución interna. En primer lugar, amplió los horizontes hegemónicos de Roma, hasta entonces reducidos al Lacio y a los territorios inmediatamente contiguos. La Guerra Samnita convirtió a Roma en una potencia itálica cuya presencia se hará sentir a lo largo y ancho de la Península. En segundo lugar, las victorias alcanzadas durante este conflicto bélico consolidaron el régimen aristocrático, permitiendo profundizar en la secularización del Estado, iniciado con las leyes Licinias-Sextias (367). Fruto de ello fue el reforzamiento de una nueva clase dirigente que las fuentes denominan nobilitas.

			Quizá no haya mejor descripción de lo que sucede en Roma dese el año 342 en adelante que el discurso dirigido a sus tropas por el cónsul de ese año, M. Valerio Corvo. A él le tocó en suerte librar la primera batalla contra los samnitas de la historia de Roma en el Monte Gauro, cerca de la ciudad de Cumas. El éxito fue tan notable que hasta los cartagineses enviaron una embajada a Roma para felicitar al Senado por la victoria. Ante sus soldados, en vez de arengarlos con promesas de gloria militar o de un cuantioso botín, como hacían habitualmente los generales romanos, les habló de que confiaran en su mando, porque no había recibido el consulado gracias a sus dotes oratorias sino a su capacidad militar, añadiendo que: «No han sido las luchas de partido ni las intrigas, tan habituales entre los nobles, sino mi propia mano derecha la que ha ganado tres consulados y alcanzado la más alta reputación. Hubo un tiempo en el que se me podría haber dicho: “Sí, tú eres un patricio descendiente de los liberadores de nuestra patria, y tu familia obtuvo el consulado en el primer año en que esta Ciudad nombró cónsules”. Ahora, sin embargo, el consulado está abierto para vosotros, los plebeyos, tanto como para los que somos patricios; no es ya la recompensa por el alto nacimiento, como antes, sino la valía personal» (Livio, 7.32.13-14). Valerio Corvo les pedía a sus hombres que confiaran en él porque en ese momento de la historia de la República los cónsules eran elegidos por sus méritos y logros personales y, no como antes, por pertenecer a determinadas familias sacerdotales.

			Obviamente, en el texto de Livio subyace una contraposición entre patricios y plebeyos que no debió de ser exactamente así. La aristocracia romana no se transformó a lo largo de la segunda mitad del siglo IV porque las familias plebeyas obligaran a las patricias a cambiar, forzándolas a una especie de simbiosis que dará lugar a una aristocracia patricio-plebeya, como se indica con frecuencia. Como ya se ha señalado (pág. 107), lo que se produjo en estos momentos fue la evolución global de toda la clase dirigente, porque ser patricio o plebeyo no era determinante para las relaciones familiares y de poder, en contra de lo que quieren presentar las fuentes. La aristocracia romana se había comportado durante los siglos V y IV con bastante coherencia y unidad. El hecho de que unas pocas familias dirigieran la vida política en un momento determinado (por ejemplo, las familias patricias con control sobre los sacerdocios) no implicaba que toda la aristocracia romana estuviera rota y dividida. El juego de la aristocracia romana fue siempre formar grupos dentro del grupo, dando el resultado de que unas pocas familias intentaran copar todos los resortes del poder. Se trataba de una permanente renovación por la que aquellos que podían gobernar lo hacían exclusivamente, hasta verse desplazados por otros pretendientes que fueran capaces de ocupar su lugar.

			Lo que se produjo sin duda a partir de las leyes Licinias-Sextias fue la subida a primera línea de nuevas familias que habían tenido que esperar su momento oportuno para lograrlo, siguiendo la praxis normal de promoción de la sociedad aristocrática. Los recién llegados impusieron nuevas vías para el control de la sociedad. Frente a la religión, que había sido el principal elemento de ejercicio del poder a través de los patricios, se impusieron la expansión militar y nuevos valores sociales que lógicamente provocaron la evolución del Estado. Lo sacro dejó de ser lo preponderante en las relaciones sociales para ser reemplazado por lo militar y por el prestigio profesional. La nobilitas fue, pues, la consecuencia de la adaptación a los tiempos y a las nuevas circunstancias históricas de la clase gobernante romana.

			La clase dirigente romana: nobilitas

			La aristocracia romana, que surgió durante las Guerras Samnitas, se denomina habitualmente nobilitas porque los romanos, a finales de la República, llamaban así al conjunto de aquellas familias que habían tenido algún cónsul entre sus antepasados. De manera similar a como había acaecido a comienzos de la República, cuando un grupo de familias habían controlado el Estado en virtud del ejercicio de los sacerdocios, ahora Roma comenzará a estar gobernada también por grupos pequeños de familias, cuya característica es haber alcanzado el consulado, acumulando cargos públicos y prestigio social.

			Este nuevo grupo dirigente, que tomó el relevo al patriciado, no tenía nada que ver con otros muchos en la historia de la humanidad, donde el nacimiento, la sangre o la religión eran el elemento identificador del noble. En Roma, lo peculiar de la nueva clase gobernante que surge a partir del siglo IV era el ejercicio de las más altas tareas del Estado, y especialmente el consulado. Como se ha indicado muchas veces, así como los griegos ambicionaban tener un antepasado en el Olimpo, los romanos querían tenerlo en los fasti consulares, porque la seña de identidad del nuevo grupo era de orden político y no religioso, ya que se constituía gracias al prestigio personal y a su valía al servicio del Estado.

			Tal era la importancia del mérito que algunos historiadores modernos han tratado de presentar a la nobilitas romana como una especie de clase de funcionarios, donde se progresaba a través del ejercicio de sucesivos cargos dentro de la administración. Nada más alejado de la realidad, porque en Roma no se era noble por un simple concurso de méritos. La nobilitas era un auténtico grupo aristocrático, o sea, un grupo cerrado, pero con otras señas de identidad. Nobilis no es lo resultante de haber sido nombrado cónsul, sino que la nobilitas se exigía previamente para poder llegar al consulado. Nobiles son los que tienen derecho al consulado, de tal manera que aquellos que no poseen esa cualidad difícilmente alcanzan dicha magistratura. Era muy difícil que una persona que no perteneciera a una familia consular pudiera llegar a cónsul. solo en situaciones de crisis y tensiones sociales cabía esa posibilidad, pero siempre bajo la condición de que el pretendiente (homo novus) se identificara con los valores y con el juego político de la propia nobilitas.

			Debido a estas notas tan singulares, la nobilitas subsistió durante toda su historia en un equilibrio inestable, que de alguna manera la mantuvo viva. Por un lado, su carácter aristocrático la obligaba a exigir una fuerte cohesión y unidad a sus miembros, porque el principio de igualdad era esencial al grupo oligárquico. Cualquier gobierno aristocrático se basa en el presupuesto de que todas las familias de la élite son exactamente iguales y ninguna puede sobresalir por encima de las demás: todas tenían igual derecho a disponer de los recursos del Estado, y si alguna acumulaba más poder que las demás podía corromper el sistema, degenerando en una tiranía (regnum). Pero dicha unidad y coherencia tenía que dejar espacio para que el individuo pudiera desarrollarse y acumular los méritos necesarios para su promoción. No se podía ser nobilis si no se alcanzaban las más altas magistraturas del Estado, y para ello se requería competencia y ambición.

			Por consiguiente, lo que marcó en particular a la nueva clase gobernante romana fue el equilibrio entre la cohesión del grupo y la rivalidad de los individuos. El éxito de la nobilitas fue lograr que durante siglos esto no fuera un problema, sino una oportunidad. Porque al grupo le interesaba tener en su seno a individuos prestigiosos que con sus victorias militares y logros políticos justificaran su derecho al gobierno de la República. Pero igualmente le interesaba que esos individuos, al acumular poder, no acabaran con la unidad de acción del grupo. Por tanto, se aprestó a articular algunos mecanismos para controlar al individuo, a fin de que solo pudieran progresar y alcanzar el éxito aquellos que estaban dispuestos a aceptar las reglas de juego y no pusieran en peligro la cohesión de todos. Esta exigencia no debilitó a la nobilitas, sino que la hizo más fuerte y coherente. El peligro no estaba en la existencia de unas reglas de juego aceptadas por todos, sino en la posible existencia de individuos que se negaran a seguirlas.

			El control sobre sus miembros individuales lo logró la nobilitas tanto en el ámbito institucional como en el social. En primer lugar, la vigilancia se ejercía sobre las magistraturas, que era donde el nobilis se salía del grupo para lograr el necesario prestigio personal. Para que su ambición no fuese peligrosa, el magistrado tenía, en primer lugar, la limitación de la anualidad, pues trascurrido ese periodo, el individuo se reinsertaba en el grupo. Luego la colegialidad, por la que el nobilis era controlado por otro nobilis. A ello habría que añadir la prohibición de acumular varios cargos públicos, de reiterar una misma magistratura, etc. También desde el punto de vista social el nobilis estaba de algún modo controlado. La aristocracia romana consiguió imponer a toda la ciudadanía una serie de valores y virtudes del buen gobernante que se resumían en el concepto de mos maiorum y que obligaba al aristócrata a entregarse eficazmente al servicio del Estado. El senador que no viviese según estos principios era fácilmente bloqueado, tanto por los otros aristócratas como por el conjunto de la sociedad. En Roma, el aristócrata no gobernaba porque tuviera un derecho secular a ello, sobrevenido por motivos religiosos o familiares; gobernaba porque era útil a la comunidad y gracias a su valor y rendimiento justificaba su papel destacado.

			Estas familias no siempre eran las mismas y dependían de la habilidad y eficacia de sus componentes. La nobilitas era un grupo flexible que se formaba y se deshacía en función de méritos objetivos y cuya pertenencia no implicaba poseer siempre el mismo poder. En la cúspide del grupo estaban los que en cada momento desempeñaban las más altas magistraturas, pero esa situación podía cambiar en la generación siguiente, por la irrupción de individuos más aptos que llevaran a sus familias a lo alto de la sociedad. Esta capacidad de adaptación fue sin duda la nota más propia de la clase dirigente romana. Es un arcano que la nobilitas nunca degenerara en un grupo exclusivo de pocas familias, que detentaran prolongadamente el poder. El gran éxito de este grupo, como no podía ser de otra manera, fue siempre su capacidad de actuar como un bloque y, por tanto, controlar el completo funcionamiento del Estado. La aristocracia asumió la gestión de todos los negocios públicos a cambio de la seguridad y bienestar de los ciudadanos. Se consagró como clase política gracias a sus victorias en la conquista de Italia y de la cuenca del Mediterráneo, pues las enormes riquezas que ello ocasionó en botín y repartos de tierras entre la ciudadanía hizo que su posición social fuera incuestionable.

			Valores políticos y praxis de gobierno

			El Senado fue, sin duda, el órgano de expresión de toda la aristocracia romana y, en particular, de la nobilitas como clase gobernante en Roma. En esta institución se presentaban las propuestas y proyectos particulares, que tras la conveniente negociación y entendimiento entre sus miembros, acababan convirtiéndose en los intereses de todo el grupo. Para el correcto funcionamiento del Senado, la nobilitas necesitaba el apoyo y el voto de otras familias senatoriales de menor rango que no pertenecían a los círculos reales de poder. Pero no por ello se puede olvidar que las decisiones del Senado no se tomaban por el voto de las mayorías, sino por el peso de las minorías, dado que unas pocas familias influyentes podían arrastrar fácilmente al resto de senadores.

			Cualquier sesión del Senado estaba precedida por negociaciones en las casas de los nobiles donde se trazaban estrategias y se lograban alianzas. El Senado se movía siempre en razón de los pactos que se pudieran formar en cada momento (amicitia). Quienes quisieran sacar adelante una resolución tenían que contar con apoyos suficientes, y era entonces cuando las familias de la nobilitas entraban en acción, poniendo en funcionamiento todos sus resortes. El peso político de una familia noble se medía por el número de voluntades que era capaz de movilizar.

			El control permanente del Senado no fue el único éxito de la nobilitas, como vértice de la sociedad aristocrática. El otro logro de este grupo fue hacerse presente ante la sociedad: llenar todos los rincones de la vida cotidiana, a fin de que la ciudadanía fuera consciente del papel que la aristocracia jugaba en sus vidas y en su bienestar. Ello se consiguió tanto por la vía institucional de controlar la Asamblea popular, como por la estrategia de contagiar a todas las capas sociales de los valores, virtudes y modelos de comportamiento que representaban el modo de ser de la nobilitas.

			El control de la Asamblea popular fue un hecho permanente de la aristocracia romana. El camino no consistió únicamente en activar los lazos de clientela para que los resultados de las votaciones fueran siempre del agrado del Senado. El éxito estuvo más bien en saber actuar, como si de un gran teatro se tratase, ante los miles de personas que participaban en el régimen asambleario. En Roma, las decisiones se tomaban en el Senado, pero se materializaban en la Asamblea, bajo la forma de una propuesta de ley, una declaración de guerra o de las múltiples medidas que estaban en las competencias de la Asamblea popular. Eran los magistrados los encargados de conectar institucionalmente el Senado con la Asamblea y de sacar adelante lo que la cámara había decidido. De esta forma se conseguía el espejismo de una participación popular en las tareas de gobierno, que introducía a toda la ciudadanía en los mecanismos constitucionales. El pueblo podía sentirse coparticipe de la marcha del Estado, reconociendo en ello lo que la tradición romana denominaba libertas: que no era tanto un derecho personal, como un derecho colectivo a formar parte de la maquinaria de la República. Sin embargo, el pueblo fue siempre un sujeto pasivo de la política, mero espectador de las acciones de su clase dirigente. Cuando un magistrado convocaba la Asamblea para cualquier fin, no lo hacía como quien acude al órgano que lo había elegido para rendir cuentas. El magistrado hablaba de tú a tú con la Asamblea popular porque él, en ese momento, representaba todo el poder del Estado. Por ello, a la Asamblea solo le cabía aceptar o denegar la petición, y de ningún modo podía modificar aspectos de la propuesta: normalmente solo le cabía asentir a lo que el Senado, a través de los magistrados, le proponía.

			Junto al control institucional, la nobilitas logró también el total dominio de las mentalidades y de los hábitos sociales del pueblo romano. La permanente presencia de la clase gobernante en la sociedad hizo que los valores aristocráticos se extendieran a todos los rincones de la ciudadanía, logrando una profunda identificación del pueblo con sus gobernantes. Para ello, el gran descubrimiento de la aristocracia romana fue el uso de la Historia, ausente en la literatura latina hasta el siglo II a. C. La Historia, como relato del pasado, no va a tener un mero fin retórico o de divertimento, sino que será utilizada para fijar la conciencia colectiva del pueblo romano. El ciudadano de Roma tenía un trato cotidiano con los grandes acontecimientos del pasado: no solo en sus ceremonias religiosas, fiestas, etc., sino a través de lo que contemplaba en las calles, en una especie de continuo impacto visual. El Foro, las plazas y los lugares públicos de Roma estaban llenos de los despojos y expolios arrancados al enemigo, como la célebre columna con las proas de barcos cartagineses capturados por C. Duilio. Desde el siglo II a. C., Roma se va a embellecer con las estatuas, pinturas y con todo tipo de obras de arte arrebatada a las ciudades griegas de Oriente. En los lugares de encuentro y esparcimiento de la ciudad se levantan las estatuas ecuestres de los grandes triunfadores de Roma, que eran un ejemplo y motivo de emulación para los conciudadanos. Por último, multitud de templos, en los que se rezaba diariamente, habían sido erigidos con ocasión de una batalla decisiva y costeados con el botín arrancado al enemigo. Cualquier visitante de Roma no podía menos que asombrarse ante los méritos y éxitos de su clase gobernante.

			Pero los hechos históricos también estaban presentes en las conversaciones diarias de la completa ciudadanía: en los negocios comerciales, en los tribunales de justicia, en la vida política habitual, etc., siempre las alusiones al pasado eran constantes. Bastaba presentar un ejemplo, un suceso, un modo de actuación de los antiguos para zanjar la cuestión, y no porque fueran fruto de una elucubración o de una justificación racional. Lo importante eran los hechos en sí mismos, los ejemplos (exempla) de cómo se había actuado en otras ocasiones. Entre los más habituales estaban aquellos realizados por los prohombres de Roma: las hazañas (res gestae) ejecutadas en servicio de la República y especialmente aquellas que implicaban desinterés personal y sacrificio por la patria.

			Durante los siglos II y I a. C. se creó en Roma un corpus elaborado de exempla que se conoce con el nombre de mos maiorum (la tradición de los antepasados): todo un tesoro de experiencia y hacer político acumulado por la nobilitas. Porque este grupo dirigente era el único que en Roma tenía maiores. Ni el resto de la aristocracia senatorial ni el común de la ciudadanía disponía de dicho privilegio. Maiores eran los antepasados de los nobiles, estructurados de forma gradual: en primer lugar, los cónsules y triunfadores, hasta llegar a los ediles, que ocupaban el último puesto. Ellos tenían el privilegio de disponer de máscaras de cera obtenidas tras la muerte, para que su memoria perdurase entre sus descendientes.

			El mos maiorum no fue el resultado de un simple deseo de coleccionar logros del pasado, por muy meritorios que fueran, sino que se elaboró con un claro fin político: crear un cuerpo de virtudes y reglas de comportamiento que se extendiese a todos los niveles de la ciudadanía. Los años de crisis al final de la República obligaron a la clase gobernante romana a revitalizar estos mecanismos de integración y de unidad entre sus miembros. El mos maiorum no contenía todas las virtudes (mores) posibles, sino solamente aquellas más importantes para la vida pública, adaptadas al momento presente en que se necesitaban: sus contenidos se establecían no por la realidad de hechos pasados, sino por las necesidades del momento. 

			Cada familia de la nobilitas romana tenía la obligación de cuidar y perpetuar los hechos de sus antepasados, que eran un permanente reproche y un reto, particularmente para el joven nobilis que iniciaba su carrera política. El deseo de emulación empujaba a los senadores a exigirse al máximo para imitar todo lo que sus ancestros habían conseguido, especialmente en el sacrificio desinteresado por la República. Por otro lado, los méritos de los antepasados suponían también una carta de presentación a exhibir por el joven senador. Ante la falta de otros méritos al inicio de la carrera política, el nobilis solo podía presentar los éxitos de sus antepasados (maiorum commendatio) y su obvio compromiso de imitarlos. Qué duda cabe que esta práctica logró cohesionar a una clase gobernante donde la ambición era el requisito para entrar en ella. El mos maiorum fomentó una serie de virtudes colectivas enormemente interesantes para el grupo, pues le exigía del nobilis la entrega total a la República, la simplicidad de sus costumbres, la capacidad de sacrificio y el heroísmo desinteresado. Aquel que no fuera capaz de actuar así era rechazado por el grupo nobiliario como un cuerpo extraño.

			Por último, el mos maiorum fue el mejor instrumento hallado por la nobilitas para legitimar su poder. Los exempla virtutum de los antiguos magistrados recordaban continuamente a los ciudadanos cómo era su clase gobernante y lo mucho que le debía su bienestar. Pero este uso no era meramente retórico u ocasional. La sola alusión a un comportamiento del pasado tenía fuerza suficiente para justificar un proyecto de ley, un veredicto de un tribunal o una discusión privada. Era para el conjunto de la población un auténtico corpus normativo del que nadie se podía sustraer. A partir del siglo I a. C. se convirtió en legislación ordinaria de la República cuando el Senado comenzó a introducir estrictas normas de actuación ética, del uso de las riquezas o de otros comportamientos morales que afectaban al conjunto de la población. El mos maiorum no era únicamente algo del pasado, sino que se hacía realidad en el presente y se proyectaba a las generaciones futuras. Hasta tal punto era importante que la creencia habitual fue que el bienestar de la República dependía de su permanente plasmación.

		


		
			IV.

            
            Los años de la expansión (264-133)

            
            
            
			1. La conquista del Mediterráneo

			El profesor Pierre Grimal (1912-1996) fue, sin duda, uno de los mejores historiadores franceses del pasado siglo XX. Sus conocimientos de la cultura y civilización grecorromanas fueron tan profundos que sintetizó felizmente el siglo II a. C. en un magnífico libro titulado El siglo de los Escipiones: Roma y el helenismo en tiempos de las Guerras Púnicas (París, 1953). La razón de este título no fue otra que la de advertir que estos años de transición se abrieron y cerraron con las impresionantes figuras de dos aristócratas romanos llamados ambos Publio Cornelio Escipión; uno con sobrenombre de Africano y el otro apelado Emiliano. Por línea de sangre, el primero fue tío del segundo, pero por adopción el Africano se convirtió en el abuelo de Emiliano. Ambos fueron muy idealizados por las fuentes posteriores, hasta borrarse muchos de sus rasgos naturales y convertirse en el prototipo del duro soldado y magnífico general, como es presentado Escipión Africano, o del mecenas de las artes e ideal de político cultivado, como se suele alabar al segundo. Por suerte, la información que de ellos se posee permite descubrir tanto características comunes como elementos discordantes, que los convierten en prototipos de la aristocracia romana del siglo II a. C. y modelos de las transformaciones sufridas por la clase gobernante a consecuencia de la expansión.

			Publio Cornelio Escipión Africano puede ser presentado como el último exponente de una época que Roma estaba dejando atrás: aquella de la conquista de Italia; en la que la República había levantado un poderoso sistema de seguridad frente a peligros y agresiones. Las guerras del siglo IV y III habían sido conflictos muy singulares: eran las consecuencias de profundos temores del pueblo romano e intentaban remediar la inseguridad frente a vecinos, considerados siempre como enemigos potenciales. Guerras que exigían una estricta justicia moral y acatamiento a la voluntad de los dioses y que no podían iniciarse sin una agresión previa o grave perjuicio para aliados y amigos. Conflictos pensados para el botín y el enriquecimiento de los que en ellos participaban: tanto desde el punto de vista económico como también de la fama y prestigio social. Exactamente las mismas guerras que se reflejan en las inscripciones de los sarcófagos hallados en el mausoleo de los Cornelios junto a la vía Apia. En ellas, los antepasados de Escipión Africano celebraban ante todo dos cosas: el número de magistraturas realizadas y el botín de objetos y prisioneros capturados. Todo muy alejado de la gestión o el cuidado de los pueblos sometidos.

			Podría decirse que Escipión Africano fue un continuador de la tradición de sus padres y del papel jugado por estos en la vida pública. Su carrera puede ser descrita como brillante y asombrosa: fue el primer aristócrata romano al que se le concedió un imperio proconsular sin haber ejercido ninguna magistratura previa (209). Tras ser creado cónsul el año 205, recibió inmediatamente la dirección de la guerra en África, mando prorrogado el 204 por un año y en 203 de modo indefinido hasta que concluyera el conflicto: caso único hasta entonces. Cónsul por segunda vez el 194, participó junto a su hermano en la campaña que derrotó al rey Antíoco III en la batalla de Magnesia en el 190. Sin embargo, sus actuaciones políticas levantaron muchísima polémica y una enorme oposición en el Senado romano, porque dirigió personalmente las conversaciones de paz con Cartago sin contar para nada con Roma. El año 194, durante su segundo consulado, al enterarse de que Aníbal se había exiliado en la corte de Antíoco III, intentó forzar una campaña contra este rey por motivos personales. De nuevo, tras la batalla de Magnesia inició las negociaciones de paz con el rey sin permiso del Senado, que tuvo que apartarlo y posponer durante meses la firma de la paz. El año 184 es de nuevo acusado en Roma por tratar con reyes helenísticos a espaldas de la República. Todo ello le provocó una enorme frustración que le obligó a abandonar la vida pública para morir poco después en su villa de Liternum. Actuaba como si la Segunda Guerra Púnica fuera cosa exclusiva de los Cornelios Escipiones y ello debió de ser difícil de soportar a muchos aristócratas romanos.

			Como su abuelo, P. Cornelio Escipión Emiliano manifestó también comportamientos muy semejantes con respecto al ejercicio de las magistraturas o al control sobre la República. Pero él fue el primer aristócrata de Roma en intentar adaptarse a la nueva situación creada por la fabulosa expansión del siglo II a. C. En contra de lo que opinan algunos historiadores modernos, que dividen a la clase gobernante romana en filohelenista y antihelenista, Emiliano fue un auténtico aristócrata, amante de sus tradiciones y de todo el contenido del mos maiorum. La novedad en su personalidad es que supo percibir ciertos peligros que amenazaban a la Roma del siglo II y trató de ponerles remedio.

			Emiliano fue el segundo hijo de L. Emilio Paulo, el vencedor del rey Perseo en la batalla de Pidna (168), nacido el año 185. Su padre le educó en los valores tradicionales romanos y en la cultura griega. En el año 151 aparece como tribuno militar en el ejército de Lúculo en Hispania, y con dicho rango participó el año 149 en la Tercera Guerra Púnica. Fue elegido cónsul el 147 por aclamación popular sin tener la edad apropiada y sin haberse presentado al cargo, pues él optaba a ser elegido edil; por supuesto, contra la voluntad del Senado y del cónsul que presidía los comicios. A propuesta de un tribuno de la plebe, sin acudir a la suerte como era lo normal, se le asigna la dirección de la guerra contra Cartago, ciudad que conquistó en la primavera del 146. Fue censor el año 142 con L. Mummio, el conquistador de Corinto. Su segundo consulado, el año 134, también fue polémico y contra la voluntad del Senado, asumiendo el mando del ejército acantonado frente a la ciudad de Numancia. Al año siguiente, tras un largo asedio, conquistó la capital celtibérica y, sin esperar la autorización de Roma, la arrasó y repartió el territorio entre sus vecinos. Sus últimos esfuerzos antes de morir el 129 fueron apoyar a las ciudades de Italia molestas con la comisión agraria creada por Tiberio Sempronio Graco. Falleció con 56 años en circunstancias extrañas, cuando preparaba un discurso ante la Asamblea. No hubo investigación.

			Aunque sus éxitos militares y enfrentamientos con el Senado no distan mucho de los de su abuelo el Africano, la imagen que las fuentes posteriores transmiten de Emiliano es bastante distinta. Él era un aristócrata culto y refinado, amante de la poesía, el teatro y la elucubración filosófica. Su padre, L. Emilio Paulo, tras la batalla de Pidna se quedó como botín de guerra la biblioteca personal del rey Perseo para la educación de sus hijos. Emiliano actuó de mecenas con notables historiadores de la talla de Polibio o Rutilio Rufo; protegió y animó al poeta y dramaturgo Terencio para que escribiera las más bellas obras del teatro latino. Acogió en su casa al filósofo Panecio de Rodas, que fue el que introdujo el estoicismo en Roma. El poeta latino Lucilio se contaba como uno de sus mejores amigos. Su amor por la cultura griega le llevó a algo poco frecuente en un aristócrata romano: realizar un viaje de estudio por Egipto, Siria y Asia entre los años 140 y 139.

			Escipión Emiliano vivió su filohelenismo desde el modo en que podía hacerlo un romano. No se trataba de abandonar las tradiciones y la forma de ser de su propio pueblo, en una especie de traición cultural soterrada. Emiliano descubrió que la creación griega podía ser un buen soporte, un canal atractivo de transmisión del mos maiorum romano. Entendió que la identidad secular de Roma requería de nuevos instrumentos de comunicación para que pudiera perdurar y extenderse por las nuevas tierras conquistadas. 

			La censura realizada el año 142 fue de vital importancia para este proyecto. En los meses en los que estuvo al frente de esta magistratura, el tema de especial preocupación fue la regeneración moral de Roma. El historiador Polibio ya había advertido a la clase dirigente romana sobre los síntomas de degeneración que él percibía en ella. Este autor se atrevió a predecir la futura decadencia de Roma, pues observaba los mismos síntomas de degeneración moral que habían llevado a los griegos a perder el liderazgo del mundo (Polibio, 31.25.5a). En la misma dirección, el filósofo Panecio también invitaba a los romanos a una vida de rigor moral, pidiendo a la clase dirigente que evitase los instintos egoístas. Les recordó que, en primer lugar, debían buscar el bien común y solo después el bien particular. El llamado círculo de intelectuales de los Escipiones no fue otra cosa que el intento de impulsar, desde dentro, la vida moral y política romana, valiéndose de un nuevo instrumento: la ética y el pensamiento político griego, muy alejados de la vieja forma romana de actuación que atribuía este particular a unos censores elegidos cada cinco años.

			Sin faltar a la verdad, podría afirmarse que Escipión Emiliano fue el primer aristócrata en entender que las circunstancias de la República habían cambiado. Roma había dejado de ser la simple potencia itálica que, por el carácter de su sistema de alianzas, no necesitaba ocuparse de aquellos que habían sido vencidos por las armas. Emiliano entendió que el Senado no podía dar la espalda a los sometidos, al conjunto de itálicos y provinciales conquistados por las legiones. Advirtió que Roma había creado un imperio y que tenía la responsabilidad de gobernarlo. Su gran preocupación eran los provinciales y los itálicos. Su viaje por Egipto, Siria y Asia no solo le acercó a la cultura helenística, sino que también le puso en contacto con los problemas cotidianos y los puntos de vista de aquellos que visitaba. El año 130 tomó la decisión de asumir el patronazgo y protección ante el Senado de los intereses de muchas ciudades itálicas, molestas por la marcha de la reforma agraria. Fue el consular C. Lelio el que habló por primera vez en la historia de Roma del imperio romano (terrarum imperium), y lo hizo el año 129, cuando redactó el discurso fúnebre de su amigo Escipión Emiliano (Cicerón, Murena, 75). En él se describía la nueva realidad política de Roma, no como una mera yuxtaposición de territorios, sino como un proyecto común de convivencia. Sin duda, muchos colegas de Emiliano en el Senado se sorprendieron del nuevo concepto, tan extraño en el pensamiento político romano.

			La Primera y Segunda Guerras Púnicas

			Las guerras entre las dos repúblicas aristocráticas se iniciaron posiblemente sin la voluntad explícita de ninguna de las partes. Cartago y Roma habían mantenido muy buenas relaciones, iniciadas el año 509 con la firma de un tratado de amistad. Los puntos de entendimiento eran muchos y no había habido razones hasta ahora para el conflicto: Roma era una sociedad agraria, mientras que Cartago se organizaba como una república comercial, cuyos productos abastecían a los romanos como a muchas otras partes de Italia. Además, romanos y cartagineses habían tenido enemigos comunes en las ciudades griegas del sur de Italia, especialmente durante la invasión de Pirro, que se convirtió en una amenaza para ambos. Pero de repente, sin fundados motivos estratégicos ni cambios apreciables en la evolución de Roma o de Cartago, ambos estados se van a enzarzar en una guerra sanguinaria y violenta que se saldó con la victoria de Roma y la completa desaparición histórica de los antagonistas.

			 Cartago (Ciudad Nueva en fenicio) había sido fundada el año 814 por colonos de la ciudad de Tiro. En vísperas de las guerras contra Roma controlaba importantes núcleos costeros de África: sus factorías se extendían desde Libia hasta el norte de Marruecos. A ello se añadían importantes ciudades en el sur de Hispania, islas Baleares, Cerdeña y occidente de Sicilia. Los intereses comerciales eran el factor de unidad, mucho más que un control directo sobre el territorio, pues Cartago mostró siempre un notable desinterés por mantener un ejército permanente. Su población no gustaba del servicio militar, y en las zonas de mayor conflicto, como Sicilia, se servía de mercenarios y de aliados. Como república estaba gobernada por instituciones muy parecidas a las romanas: dos magistrados anuales, los sufetes, y un Senado que representaba los intereses de armadores y comerciantes, más preocupados por firmar tratados de paz con sus vecinos que en enfrentarse a ellos en guerras interminables.

			El estallido de la Primera Guerra Púnica fue imprevisto e inconsciente. Durante la guerra contra Pirro, la ciudad de Mesina había sido ocupada por huestes de mercenarios procedentes de Campania que se llamaban a sí mismos mamertinos (los hijos de Marte). Estas hordas se habían convertido en un problema diario para las ciudades griegas de Sicilia por sus frecuentes saqueos. El rey Hierón I de Siracusa decidió poner fin al problema, asaltando la ciudad para acabar con sus habitantes. Los mamertinos, incapaces de evitar la amenaza, acudieron a Roma en busca de auxilio. La petición al Senado no solicitaba una simple alianza defensiva, sino que los mamertinos decidieron entregarse jurídicamente al pueblo de Roma (deditio), tanto en sus personas como en todos sus bienes. La República aceptó recibirlos en propiedad y la aristocracia romana contempló la posibilidad de librar una guerra fácil y rápida contra los siracusanos, que les reportaría mucho botín y honor militar.

			Como el cónsul Apio Claudio, encargado de estas operaciones, se retrasó en acudir en ayuda de Mesina, sus habitantes se dirigieron también a los cartagineses, que estaban mucho más cerca. Cuando las legiones romanas llegaron al escenario bélico se encontraron una flota púnica bloqueando el estrecho de Mesina y una guarnición dentro de la ciudad. Los romanos exigieron lo que era suyo, y la falta de entendimiento entre las partes provocó el conflicto.

			Roma siempre pensó en una guerra limitada en el tiempo y de escala reducida. Nadie era capaz de prever que se iba a extender por más de veinte años. Siracusa fue rápidamente vencida, pero con Cartago no sucedió lo mismo: ninguna de las dos partes podía aceptar una derrota. Roma estaba construyendo en ese momento su sistema de alianzas en Italia y no deseaba volver a casa vencida y falta de prestigio; además, la flota cartaginesa había comenzado a atacar a los aliados de Roma en distintos puntos de la costa itálica, y ello no se podía consentir. Los cartagineses, por su parte, llevaban siglos defendiendo la parte occidental de Sicilia, que era vital para la supervivencia de su imperio comercial.

			La Primera Guerra Púnica (264-241) empezó muy bien para las aspiraciones romanas: las ciudades griegas de Sicilia se rindieron pronto y el objetivo principal se puso en ocupar la parte occidental de la isla, en manos cartaginesas. Para asegurar el avance, Roma decidió construir su primera flota de guerra, logrando el año 261 una importantísima victoria frente al cabo Mylai (Capo di Milazzo) bajo la dirección del cónsul C. Duilio. En los años siguientes Roma ocupó Córcega, Malta y las islas Líparas, alcanzando un total dominio del mar y de las comunicaciones. Estos éxitos indujeron al Senado romano a preparar la invasión del norte de África con un poderoso ejército al mando de los dos cónsules el año 256. Sin embargo, la expedición resultó todo un fracaso, ya que las legiones fueron destruidas el 255 por la reacción cartaginesa.

			En los años siguientes se acumularon los desastres, especialmente los marítimos: hasta el año 249, Roma llegó a perder cuatro flotas, lo que provocó un notable retroceso en lo ya conseguido. La falta de dominio del mar exigió que las operaciones se concentraran en el asedio terrestre de las principales plazas fuertes de la isla: Panormus (Palermo), Eryx, Drépano y Lilybaelum (Marsala). La situación de atasco y falta de progreso obligó a Roma a construir una nueva flota de guerra, gracias a las aportaciones de miles de particulares que entregaron sus bienes para este fin. El 10 de marzo del 241, el cónsul C. Lutacio Catulo derrotó a la flota cartaginesa en las islas Égadas, cortando las comunicaciones entre África y Sicilia. Por ello, Cartago no tuvo más remedio que pedir la paz a costa de perder completamente la isla. Roma impuso una cuantiosa indemnización de guerra a la vez que el rescate monetario de miles de prisioneros.

			La mayor parte de los historiadores griegos, entre ellos el mismo Polibio, tomaron en general postura a favor de los cartagineses. Pensaban que el motivo último de la guerra había sido el afán expansivo de Roma en su camino por crear un gran imperio. Posiblemente esta interpretación es muy precipitada, porque es difícil de creer que Roma, a mediados del siglo III a. C., ya pensara en la creación de un imperio mediterráneo. Probablemente el interés de Roma en Sicilia era el de siempre: botín, riquezas y prestigio militar. Un botón de muestra de ello es la inscripción de la columna que se levantó en el Foro romano en honor de C. Duilio por su victoria naval del 261, donde se recoge ante todo la cantidad de piezas de oro, plata, bronce, etc., que había arrebatado a los cartagineses (ILLRP, 319).

			La firma de la paz no puso fin a las operaciones militares de los dos contendientes, sino que ambos se vieron ocupados en distintos escenarios secundarios. La atención de Roma se concentró en la limpieza de piratas de la costa del Adriático (228) y en la ocupación del valle del Po. Los galos del norte de Italia volvían a convertirse en un problema por sus correrías devastadoras contra los intereses romanos. El año 225, los galos fueron derrotados en la batalla de Telamón, a lo que siguió la irrupción de las legiones romanas en el Po (222) y la conquista de Mediolanum (Milán). A partir de ese momento, empezaron a fundarse enclaves militares para asegurar el territorio y asentar allí a miles de colonos romanos en ciudades de nueva creación.

			Los cartagineses, en cambio, se concentraron en la recuperación militar, económica y moral de su patria. Tras acabar el año 237 con la revuelta de mercenarios, Amílcar Barca inició el ambicioso proyecto de conquistar la Península Ibérica. Al frente de un ejército de mercenarios libios y de caballería númida alcanzó la costa de Hispania el 236 e inició la conquista del valle del Guadalquivir y de la Andalucía oriental hasta la cuenca del Segura. Su objetivo no era otro que explotar directamente las ricas minas hispanas de Riotinto, Sierra Morena y Cartagena, y tener así también acceso directo a la recluta de mercenarios ibéricos, muy apreciados por entonces en las ciudades del Mediterráneo. 

			A su muerte en el 229, le sucedió en el gobierno peninsular su yerno Asdrúbal. A él se le debe la fundación de Cartago Nova (Cartagena), en el mayor puerto natural de la costa mediterránea, y la firma con Roma del tratado del Ebro (226). El nuevo acuerdo fue iniciativa del Senado romano, que por entonces estaba empeñado en la guerra contra los celtas del valle del Po. Por ninguna circunstancia los romanos querían un ataque sorpresa, ni que sus enemigos galos pudieran recibir ayuda extranjera. Así, se estableció el río Ebro como frontera natural entre el área de influencia romana y cartaginesa. Ambas partes se comprometieron a no inmiscuirse en los asuntos del otro más allá de esa línea de demarcación. También Roma conseguía con ello solucionar los temores de Marsella, una vieja aliada, preocupada por el futuro de su colonia en la costa catalana (Ampurias).

			La muerte de Asdrúbal el 221 aceleró enormemente los tiempos, pues los asuntos cartagineses en Hispania cayeron bajo la dirección de Aníbal, el joven hijo de veinticinco años de Amílcar Barca. Con él cambió la actitud pacifista anterior por otra más beligerante con Roma y con los habitantes de Hispania. El año 220, Aníbal realizó una campaña militar que le llevó al Tajo y al Duero, librando una importante batalla con los carpetanos. En sus nuevos dominios hispanos se encontraba Sagunto, vinculada por un tratado de amistad con Roma. Con un nutrido ejército, puso asedio a la ciudad, pues Aníbal difícilmente podía consentir que un núcleo comercial tan notable como Sagunto quedara al margen de su control, valiéndose de una pretendida alianza con Roma. El asedio de la ciudad duró ocho meses y concluyó poco antes del invierno del año 219.

			Los avances logrados por los cartagineses en la Península Ibérica habían provocado alarma en Roma, y no eran pocas las voces del Senado que proponían un ataque preventivo antes de que el peligro se convirtiera en auténtica amenaza. Una embajada romana exigió del Senado cartaginés el levantamiento del asedio de Sagunto y la entrega inmediata de Aníbal para ser castigado por su delito. Los cartagineses respondieron que el tratado del Ebro lo había firmado Roma con Asdrúbal y no con la República de Cartago, por lo que con ellos seguía vigente el tratado de paz del 241, donde no se mencionaba a Sagunto como aliado de Roma y que no se les podía exigir ninguna reparación. Los embajadores se marcharon con las manos vacías de Cartago y, poco después, se proclamó la Segunda Guerra Púnica (218-202).

			El Senado romano ordenó a los dos cónsules del 218 que con sus respectivos ejércitos atacaran los puntos vitales de Cartago: Tib. Sempronio Graco debía invadir África desde Sicilia, mientras que P. Cornelio Escipión debía hacer lo mismo con Hispania. Conocedor de estos planes envolventes, Aníbal tomó la decisión estratégica de no dejarse atrapar y de llevar el conflicto a territorio enemigo: por tanto, se puso en camino de Italia al frente de 50.000 infantes y 10.000 jinetes en la primavera del 218. Cruzó el Ródano cerca de Avignon y, para evitar a las tropas romanas que habían llegado a Marsella, decidió dar un rodeo por los Alpes con el fin de alcanzar Italia desde el norte sin ningún contratiempo. Las semanas que pasó en esta cordillera se pagaron al altísimo coste de perder casi la mitad de su ejército.

			Antes de acabar el año 218, Aníbal tuvo la oportunidad de demostrar sus magníficas dotes militares. Junto al río Ticino (al sur de Milán) derrotó a la caballería de P. Cornelio Escipión, quien salvó a duras penas su vida por haber quedado gravemente herido. El otro cónsul, Tib. Sempronio Graco, corrió una suerte semejante, perdiendo ante los cartagineses en la batalla de Trebia, poco antes de acabar el año. El resultado fue que las tribus galas del valle del Po se pasaron al bando de Aníbal, reforzando con ello su ejército y permitiéndole invernar en un lugar seguro, con tiempo suficiente para preparar las futuras campañas.

			Roma tuvo que levantar el año 217 dos ejércitos consulares para evitar que Aníbal continuara su marcha hacia el sur. Al cónsul C. Flaminio lo derrotó completamente en las orillas del lago Trasimeno (cerca de Perugia), y al otro cónsul solo parcialmente. Aníbal no tenía fuerzas para asediar la ciudad de Roma, por lo que decidió retirarse a la Apulia. Su plan consistía en provocar con su presencia militar una rebelión de los aliados de Roma, a fin de que abandonaran dicho bando y se pasaran al suyo. Conocía perfectamente que el poderío romano no estaba únicamente en sus legiones, sino sobre todo en su red de alianzas, que lo hacía prácticamente invencible.

			En un esfuerzo notabilísimo, Roma preparó, para el año 216, un nuevo ejército de 80.000 soldados con la intención de superar en número al ejército de Aníbal. Los cartagineses se encontraban cerca de la ciudad de Cannas (Apulia), donde se libró la más dura y sangrienta batalla de la historia de Roma. Con un ejército notablemente menor (50.000 hombres) y empleando inteligentemente una táctica de flanqueo, Aníbal causó a los romanos la mayor derrota de su historia. En los cuatro años posteriores (216-212), la situación de Roma fue de angustia y desesperación. Muchas ciudades del sur de Italia se pasaron al bando cartaginés, dando a Aníbal la posibilidad de asentarse en la Península. Especialmente graves fueron las traiciones de Capua, Tarento y Siracusa. El año 215, el rey Filipo V de Macedonia firmó un tratado con Aníbal y declaró la guerra a Roma (Polibio, 7.9.1-17). Para minimizar estos desastres, el Senado romano optó por una doble estrategia: una defensiva en Italia, evitando batallas abiertas con los cartagineses; y otra agresiva en teatros secundarios, para restar apoyos a Aníbal: Sicilia, costa adriática de los Balcanes e Hispania se convirtieron en lugares fundamentales para el futuro de Roma. En Hispania, los hermanos P. Cornelio Escipión y Gn. Cornelio Escipión cosecharon notables éxito antes de ser derrotados y muertos el año 211. El punto de inflexión en la marcha de la guerra lo supuso la conquista de Siracusa (212), con lo que se le arrebató a Aníbal uno de sus aliados más importantes. En los años siguientes fueron cayendo el resto de plazas itálicas: Capua (211) y Tarento (209), a la par que muchas ciudades del sur.

			El año 209, P. Cornelio Escipión Africano, el hijo del homónimo cónsul del 218, se hizo cargo de las tropas estacionadas en Hispania. En esa misma fecha logró la conquista de Cartago Nova. El 208 arrebató a los cartagineses las ricas minas de Sierra Morena gracias a su victoria en Baecula. Por fin, el 206 alcanzó otro sonado triunfo en la campiña sevillana, frente a los muros de la ciudad de Ilipa (Alcalá de Guadaíra), logrando al poco la total expulsión de los cartagineses de Hispania.

			Gracias a que Aníbal había quedado aislado en el sur de Italia, el Senado romano ordenó a Escipión que invadiese África el 204 para forzar a los cartagineses a firmar la paz. Allí consiguió el éxito diplomático de una alianza con el reino de Numidia y pudo disponer de la mejor caballería del momento. Tras fracasar las negociaciones de paz, los ejércitos de Aníbal y Escipión se encontraron ante la ciudad de Zama el año 202, donde las legiones romanas consiguieron una victoria aplastante. Cartago tuvo que capitular y aceptar durísimas condiciones. Además de tener que pagar la gigantesca deuda de 10.000 talentos de plata y sufrir pérdidas territoriales, tuvo que prescindir de su ejército, de su flota e incluso de la posibilidad de una defensa futura sin el permiso de Roma.

			Los reinos helenísticos de Oriente

			La paz con Cartago apenas se había firmado cuando, en el otoño del 201, llegó a Roma la embajada del rey Atalo I de Pérgamo y de la isla de Rodas para solicitar del Senado protección contra la expansión del rey Filipo V de Macedonia, el cual se estaba haciendo con las posesiones que Egipto tenía en el mar Egeo. Aunque eran evidentes los destrozos y el agotamiento provocados en Italia por la Segunda Guerra Púnica, a pesar de que lo prudente era incentivar la recuperación y reponer las fuerzas perdidas, el Senado se interesó por la petición, pues en ella veía una ocasión apropiada para vengarse de los apoyos dados por el rey de Macedonia a Aníbal. El Senado decidió enviar rápidamente una embajada a Grecia para evaluar la situación real de los macedonios y sondear posibles apoyos entre las polis y estados griegos. Los emisarios romanos advirtieron pronto que Filipo V, a pesar de sus conquistas, estaba pasando por dificultades crecientes debida a una actividad militar mal realizada, lo que animó a Roma a pagarle con la misma moneda que había recibido de él. En el otoño del 200, un ejército desembarcó en la costa adriática de los Balcanes, iniciando la Segunda Guerra Macedónica (200-197). 

			Los primeros compases fueron muy inseguros y las legiones romanas apenas avanzaron en sus objetivos por la falta de apoyos necesarios. En el año 198 se hizo cargo del ejército T. Quinctio Flaminino, con el que las armas romanas recobrarán la iniciativa. Gracias a numerosas gestiones diplomáticas, Roma logró los suficientes aliados para enfrentarse con éxito a las falanges macedonias. En junio del 197 tuvo lugar la batalla de Cinocéfalos (cabeza de perro por la forma de la colina donde se libró). Macedonia fue obligada a renunciar a su flota y a sus posesiones de Asia y Grecia, salvo algunas plazas significativas. Las cláusulas del tratado se hicieron públicas en el año 196 en Corinto ante los representantes de las ciudades griegas. Flaminino proclamó que Roma no tenía mayor interés en permanecer en suelo griego, declarando por consiguiente la libertad (eleucería) de todas las ciudades de Grecia en un claro acto propagandístico, a fin de presentar a Roma como el bienhechor (evergeta) de los griegos. Dos años más tarde, el 194, las tropas romanas abandonaron completamente Grecia.

			[image: ]

			La derrota de Macedonia y la partida de las legiones romanas de Grecia fueron aprovechadas por algunas polis para aumentar su poder local. La liga de Etolia pidió al rey seleúcida Antíoco III que ocupara Grecia con la ayuda que ellos podían prestarle. Que este rey helenístico aceptase la petición, indica que todos en Grecia pensaban que la guerra entre Roma y Macedonia había sido una simple venganza resuelta tras la firma de la paz. Muy pocos aventuraban que el Senado romano estuviera poniendo las bases de un gran imperio mediterráneo. Antíoco III desembarcó en Grecia el otoño del 192 y se encontró con que sus potenciales enemigos griegos, en vez de defenderse en el campo de batalla, habían enviado embajadas a Roma en demanda de una nueva intervención.

			Un ejército romano entró en Grecia el año 191, derrotando en el mes de abril a los seleúcidas en la batalla de las Termópilas. Poco más tarde, el 190, un poderoso ejército mandado por Gn. Cornelio Escipión, en cuyo estado mayor se encontraba su hermano el Africano, cruzó los estrechos entre Europa y Asia y derrotó a Antíoco III en la batalla de Magnesia (190). Las negociaciones de paz se alargaron bastante, no quedando resueltas hasta el año 188 en la ciudad de Apamea. Allí se obligó al rey a renunciar a todas sus posesiones en Asia Menor y en Europa, a la vez que veía reducidos drásticamente sus ejércitos de tierra y mar. Roma recompensó la fidelidad y ayuda que Pérgamo le había prestado entregándole el control de extensos territorios en Anatolia (Livio, 37.45.4-21; Polibio, 21.16).

			Como se verá en los años posteriores, el Senado romano no tenía la intención de ocupar Grecia, donde las enrevesadas relaciones entre sus polis hubieran acabado con la resistencia y el prestigio de Roma. El plan inicial consistió en extender hasta allí la estrategia de la hegemonía indirecta, que tanto éxito había reportado en Italia. Para su ejecución, Roma retiró todas las legiones de Grecia y de su inmediato entorno, a la vez que establecía relaciones políticas por mecanismos indirectos. El Senado prefería que los griegos siguieran gobernándose como lo habían hecho secularmente, y solo intervenir en los asuntos realmente importantes a través de files aliados en la zona como el reino de Pérgamo, Rodas, Atenas o la Liga Aquea.

			 Roma consiguió todos estos objetivos salvo el principal: controlar realmente los asuntos griegos. La realidad del dominio romano, indirecto pero dominio a fin de cuentas, hizo surgir en las ciudades griegas una fuerte ola de rechazo, en la que se fundían insatisfacciones, amarguras y la terrible sensación de un historia humillada. Muchas de las seculares disputas de las polis griegas, que antes se resolvían con la guerra, ahora se llevaban a Roma para que el Senado sentenciara a favor de alguna de las partes. Ello provocaba resentimientos y una conciencia de impotencia que atribuía a los romanos la causa de todos los males. Aunque el plan era dejar a los griegos solos, ello no siempre se conseguía.

			A la muerte del rey Filipo V en el año 179, su hijo Perseo heredó la corona y pronto advirtió el sentimiento anti romano que dominaba Grecia y se aprestó a capitalizarlo. Gracias a una inteligente política matrimonial y al entendimiento con muchas polis griegas, incluidos antiguos enemigos macedonios, logró crear una coalición anti romana, lo que obligó al Senado a declarar la guerra antes de que la situación se volviera incontrolable (171-168). Los generales romanos actuaron inicialmente con bastante prudencia, consiguiéndose poco en los primeros dos años. El 168 asumió el mando de las legiones el cónsul L. Emilio Paulo, que el 22 de junio derrotó en la batalla de Pidna a las falanges Macedonias y cautivó al rey Perseo para exhibirlo en su entrada triunfal. Una comisión de diez senadores diseñó el futuro de Macedonia, que se dio a conocer ese mismo año en la ciudad de Anfípolis. La Monarquía macedónica quedaba disuelta y el país dividido en cuatro repúblicas independientes que vieron muy limitada su autonomía, pues tenían prohibidas las relaciones diplomáticas y comerciales entre ellas. Se trataba de dejar sin fuerzas el viejo reino de Alejandro Magno. Muchas ciudades griegas fueron duramente castigadas, teniendo que entregar rehenes como garantía: uno de ellos fue el famoso historiador Polibio de Megalópolis. Pérgamo cayó en desgracia, siéndole prohibida toda defensa contra los gálatas, sus peligrosos enemigos del este. Rodas también perdió sus territorios en Asia Menor y tuvo que lamentar la creación por Roma de un puerto franco en la isla de Delos, que se convertirá en su mayor competidor comercial. De modo indirecto, la embajada de C. Popilio Lenas a Alejandría impidió ese mismo año 168 que el rey Antíoco IV se hiciera con el control de Egipto.

			A pesar de todo y de tanta violencia, la paz no fue duradera. El año 151, un hombre llamado Andrisco, de aspecto parecido al rey Perseo, encabezó una revuelta en Macedonia reclamando para sí la dignidad real. La rebelión se extendió por Grecia hasta que el pretor Q. Cecilio Metelo acabó con ella el año 148. Las cuatro repúblicas se convirtieron en la provincia de Macedonia, pues Roma rompió la estrategia anterior de su hegemonía indirecta para sustituirla por una presencia continuada en la zona y dirigir así con más eficacia los asuntos provinciales. Grecia se sumó a la nueva provincia el año 146, cuando Roma destruyó Corinto y acabó con la resistencia de la Liga Aquea.

			La violencia de los romanos provocó que en décadas no se volvieran a registrar nuevas revueltas. La consecuencia de la paz fue una progresiva integración de Grecia en el Imperio romano, que incluso provocó que algunos reyes helenísticos disolvieran sus estados en favor de Roma por las grandes ventajas que ello suponía para sus súbditos. Sin duda, era preferible formar parte de una provincia romana, con las ventajas económicas y de estabilidad que ello reportaba, a ser un estado teóricamente independiente aunque dirigido desde Roma, en donde no se gozaba de los beneficios de la integración. Así, se comprende que el rey Atalo III de Pérgamo dejara su reino en herencia al pueblo romano el año 133, provocando la creación de la provincia romana de Asia (129); y que su ejemplo lo repitiera años más tarde el rey de Bitinia (74).

			El Mediterráneo occidental: África e Hispania 

			El tratado del año 201 fijó la estrategia de la hegemonía indirecta para el norte de África. Cartago fue reducida a un pequeño estado sin relevancia política, gestionado por una aristocracia autóctona que cada vez tendrá más vínculos con la romana. El Senado romano no dejó de seguir al detalle la vida interna de Cartago, como hacía con otros estados del Mediterráneo: las embajadas iban y venían de una república a la otra para llevar o traer instrucciones. Un ejemplo de ello fue lo acaecido el año 195, cuando Aníbal asumió el cargo sufete en Cartago, máxima magistratura anual, con notables apoyos populares y contra el parecer del Senado cartaginés. Este acto disgustó en Roma, que envió una embajada exigiendo el inmediato exilio de su viejo enemigo, como así sucedió sin más dilación.

			Las relaciones de Cartago con el reino de Numidia, fiel vasallo de Roma y representante de sus intereses en África, nunca fueron fáciles. Las disputas constantes obligaron a Roma a intervenir en varias ocasiones para resolverlas, especialmente con el envío de embajadas los años 193 y 181. Tras concluir la Tercera Guerra Macedónica, las relaciones entre ambos antagonistas se agravaron. Si hasta ese momento los conflictos tenían un carácter jurídico y siempre se resolvían según el parecer del Senado romano, a partir de entonces comenzarán a producirse las agresiones militares en las que Numidia arrebataba territorios de soberanía cartaginesa. La tensión en la zona creció enormemente el año 154, cuando Cartago, aprovechando un momento de debilidad de su vecino, quiso pagarle con la misma moneda. Estos sucesos alertaron al Senado romano, provocando una división de opiniones en su seno sobre qué actitud tomar. Aunque Cartago no suponía ningún peligro real, no pocos senadores creían que lo mejor era su total destrucción.

			Todo se precipitó el año 150, cuando Masinisa el rey de Numidia atacó Cartago y la ciudad se defendieron sin pedir permiso a Roma, como exigía el tratado del 201. El ultimátum enviado por el Senado hizo reflexionar a los cartagineses, que suspendieron las acciones militares y pidieron perdón por ello. La reacción de los cónsules fue brutal: se condenó a los habitantes de Cartago a abandonar la ciudad con su magnífico puerto y a fundar otra nueva en un emplazamiento más al interior, lejos de la costa. Los cartagineses rechazaron la solución, dando lugar a la Tercera Guerra Púnica (149-146), que concluyó con la total destrucción de la ciudad a cargo de P. Cornelio Escipión Emiliano, hijo natural de L. Emilio Paulo, el vencedor de Pidna. Todos los supervivientes fueron vendidos como esclavos y la ciudad asolada y sembrada de sal para que nunca más volviera a crecer nada en ella.

			La actitud de Roma hacia la Península Ibérica fue notablemente distinta a la que mostró con Cartago. Las legiones romanas no llegaron a Hispania en un afán de conquista ni de explotación: lo hicieron para destruir las bases que tenían los cartagineses en ella, de donde extraían oro, plata y mercenarios. Pronto, Roma advirtió las enormes riquezas en metales del suelo peninsular, además de los muchos recursos agrícolas que explotaban sus habitantes: todo muy aprovechable para reparar las consecuencias económicas de la durísima Guerra Púnica. A este fin, el Senado decidió mantener sus tropas y proceder a la explotación. Roma no pudo imponer en Hispania su estrategia de hegemonía indirecta: la lejanía y las difíciles comunicaciones lo hacían imposible. Además, en suelo peninsular no existían aliados fiables y poderosos a través de los cuales defender sus propios intereses. Por ello, Roma no tuvo más remedio que implantar la misma solución que había dado buen resultado en Sicilia y Cerdeña: crear dos provincias, Citerior y Ulterior (197), con sendos ejércitos permanentes al mando de un gobernador, que con el rango de pretor gobernaba anualmente dichos territorios. 

			Las minas hispanas fueron convertidas en bienes del Estado (ager publicus) y explotadas por decenas de miles de esclavos, que vivían en las peores condiciones posibles. La gestión de estos recursos fue confiada a sociedades de capital privado (publicanos) que ingresaban en el erario público el fruto de las explotaciones a cambio del correspondiente beneficio. La otra fuente de ingresos fue la de exigir a los hispanos la entrega de impuestos en especie, en particular los frutos agrícolas que tradicionalmente trabajaban. Las exigencias cada vez mayores de los recaudadores de impuestos provocaron frecuentes enfrentamientos, que se saldaban con abundante derramamiento de sangre. Entre los años 197 y 175 se celebraron en Roma hasta ocho entradas triunfales por otras tantas victorias militares de generales romanos en Hispania.

			El momento más complicado de la presencia de Roma en la Península se produjo entre el 154 y el 133, cuando lusitanos y celtíberos, sin haberse coordinado, iniciaron una guerra de veinte años que puso en jaque el dominio de Roma en Hispania. El año 147, Viriato consiguió el total control del centro de la Península derrotando en varias ocasiones a ejércitos romanos muy bien pertrechados. Este peligro no desapareció hasta su muerte violenta el año 139. En el otro lado de Hispania, los éxitos de los numantinos hicieron sentir de nuevo a los romanos el pavor y miedo que no habían experimentado desde los tiempos de Aníbal. En un esfuerzo supremo de Roma, P. Cornelio Escipión Emiliano conquistó Numancia el año 133, aplicándole a la ciudad el mismo castigo que había impuesto a Cartago: su total destrucción y la venta de sus habitantes como esclavos.

			Sin embargo, el Senado pronto advirtió que no tenía sentido someter a las provincias hispanas a semejantes tensiones, que implicaban también enormes bajas entre sus soldados. En los años 180-179 se comenzó a aplicar el mismo sistema de cobro de impuestos en especie empleado por los cartagineses en las décadas anteriores: a cada comunidad se le fijó una cantidad máxima, con la que tenían que contribuir anualmente, evitando así los atropellos. Además, se limitó al 5% la cantidad que el gobernador podía recaudar para sostener las necesidades administrativas de la provincia. En la misma dirección de entendimiento y buen gobierno provincial, a partir del año 171 el Senado comenzó a poner remedio a las numerosas quejas sobre las actividades ilegales y abusos de los gobernadores romanos.

			Pero la buena administración peninsular no se recondujo apropiadamente hasta concluir la guerra contra Numancia. El mismo año 133, una comisión de diez senadores se desplazó a la Península para reorganizar, sobre bases más racionales y eficaces, la vida de los provinciales. Aunque se desconoce lo que realmente hicieron, de lo que no cabe duda es que a partir de ese momento se redujeron al mínimo las reacciones violentas de los hispanos, comenzando con ello el largo proceso de romanización que convertirá Hispania en el fiel reflejo de la cultura romana.

			2. El gobierno de Roma

			Posiblemente uno de los libros más dramáticos de la historia de Roma sea el que relata la conjuración de Catilina, acaecida el año 63 a. C. En las páginas de Cayo Salustio se percibe una frustración mal contenida ante unos hechos que desagradan al autor profundamente. Este libro fue escrito con posterioridad a la muerte de Julio César (44 a. C.), cuando la crisis de la República se había agravado hasta lo imposible y muchos coetáneos se preguntaban por las razones de cómo el Estado romano había llegado a las crueles guerras civiles que marcaron el final del régimen.

			Aunque el tema central del libro sean los sucesos del años 63 y de cómo un miembro de la nobilitas, L. Sergio Catilina, había intentado un golpe de estado para hacerse con la República, en el fondo el tema que recorre el libro es el de los sucesos del año 60, cuando tres miembros de la aristocracia romana Pompeyo, Craso y César, pactaron entre sí el control de la República por métodos inconstitucionales. La propia conjuración de Catilina no fue más que uno de los elementos de la crisis republicana que abocaron a la creación del triunvirato. El historiador Salustio debió de razonar mucho los porqués de la situación de caos y desastres que se vivían en su momento, a finales de los años cuarenta del siglo I a. C. No debió de ser un razonamiento precipitado su afirmación de que la fecha más importante de la historia de Roma había sido el momento de la derrota del viejo enemigo cartaginés y de los poderosos reyes helenísticos: desde entonces, “comenzó a airarse la fortuna y a confundirlo todo”. Porque la ausencia de enemigos y de peligros externos había dejado a la República sin fuerzas y sin la necesidad de permanecer alerta. A consecuencia de ello, «se dejaron oprimir del peso de la ociosidad y de las riquezas que no debieron desear; en primer lugar, de la avaricia, y luego de la ambición, que fueron el punto de arranque de los demás vicios». La falta de vigor y de rectitud moral destruyó la convivencia hasta el punto de que el gobierno de la ciudad «hasta entonces el mejor y el más justo, se hizo cruel e intolerable» (Salustio, Catilina, 10).

			Qué duda cabe que probablemente los juicios de Salustio no sean del todo exactos. Este autor sufre de los mismos defectos que toda la historiografía romana, que tiende a ver los procesos históricos como fenómenos unitarios, que se extienden inmutables por el tiempo, sin matices ni desarrollo. Como muchos otros autores de su época, Salustio juzgaba el pasado volcando en él la realidad de su presente; creyendo que los males de su tiempo ya estaban perfectamente delimitados más de un siglo antes de que sucedieran.

			El problema de los historiadores actuales es que no siempre se está en condiciones de analizar bien los hechos del siglo II a. C., porque hay que hacerlo con los ojos deformados de autores que como Salustio volcaban en el pasado los conflictos de su momento sin diferenciarlos mínimamente. Durante buena parte del siglo XX, las obras científicas se centraron excesivamente en la evolución de la clase dirigente: en sus luchas intestinas, en sus ambiciones y manejos para lograr riquezas y poder, etc., porque de ello hablaban continuamente las fuentes, dejando de lado otra información a veces más significativa. Cada vez se está más seguro de que no todo fue como parece. La República no entró en crisis únicamente porque sus dirigentes se dejaron llevar por la ambición, aunque eso creyeran los romanos, sino por un cúmulo de problemas que, sumados al de la desintegración de la clase dirigente, condujeron a la República en una determinada dirección.

			Qué duda cabe que el siglo II fue un momento crucial de la historia de Roma; en el que se emprendieron profundas reformas para adaptarse a las circunstancias de la nueva hegemonía surgida tras el fin de las Guerras Púnicas. Aunque las fuentes no hablen con frecuencia de ello, ocupadas en sus problemas de divisiones y luchas políticas, lo que se comprueba a lo largo del siglo II es un intento de mayor institucionalización de la República; de apuntalar el régimen a través de leyes y normas que regulasen mejor su funcionamiento. De alguna manera, el siglo II supuso el primer intento de quitar elementos aristocráticos más arcaicos del régimen republicano para crear un Estado fuerte y legítimo, independientemente de quienes fueran las familias que lo gobernaban.

			Roma había llegado al siglo II manteniendo prácticamente intactas las instituciones de la polis del siglo IV a. C., con una aristocracia de viejo cuño que, como Escipión Africano, veía en la guerra una fuente de ingresos y de honor personal. La evolución económica y social del siglo II, los nuevos problemas derivados de las relaciones con itálicos y provinciales, además de la influencia de las ideas helenísticas, llevaron a muchos a entender que la República tenía que cambiar para afrontar la nueva realidad. Reformas que tendrían que hacerse al modo romano: sin rupturas radicales con el pasado y sin desprenderse del todo de antiguos usos, que no había que revocar sino dejar morir con el paso del tiempo.

			Las reformas del siglo II prestaron especial atención al régimen electoral y a las magistraturas. Estas habían sido siempre el ámbito de competición de las familias aristocráticas y eran tratadas por la nobilitas en términos de propiedad y control. Las magistraturas no pertenecían al pueblo romano, sino a aquellos que disfrutaban de su ejercicio. El derecho de una familia a acaparar cargos procedía de un principio básico de todo régimen aristocrático: el principio de honorabilidad por el que los cargos públicos se realizaban de modo gratuito, sin la exigencia de una contraprestación. El senador que servía a la República lo hacía sin la esperanza de recibir algo a cambio, solo la honra de sus conciudadanos, que se expresaba en plenitud en los procesos electorales, donde el pueblo tenía la ocasión de recompensar con sus votos la buena gestión realizada. Este servicio del aristócrata sin recompensa y a costa de su fortuna era lo que legitimaba al gobernante romano para dirigir los asuntos de la República. A lo largo del siglo II se produjo un intento de racionalizar el Estado, regulando los procesos constitucionales más importantes. Ello, lógicamente, rompía viejas formas de hacer política y tradiciones asentadas que desagradaron a un sector de familias romanas.

			Es una pena que las fuentes antiguas, como sucedió con el llamado conflicto patricio plebeyo, se centren demasiado en fenómenos secundarios como el choque entre optimates y populares dentro de la nobilitas. Esta división, más aparente que real, ha oscurecido nuestro acceso al siglo II al obligarnos a poner los ojos en fenómenos colaterales y apartarlos de los verdaderos problemas de fondo. La división entre optimates y populares no fue realmente significativa: ambos grupos tenían más elementos en común que puntos de fricción: los dos eran profundamente conservadores, respetuosos con las tradiciones romanas, y defendían los mismos objetivos últimos. Lo único que los distanciaba eran las prácticas electorales: determinadas tácticas que se ejecutaban en el momento de los comicios. Roma estaba cambiando en el siglo II a. C. porque estaba dejando de ser una polis aristocrática para convertirse en un imperio aristocrático. La nueva realidad se percibe en el momento en que Roma tuvo que mirar a su alrededor y dejar de pensar en sí misma como la simple polis que había sido hasta entonces, con un horizonte limitado. Cuando empezó a comprender su responsabilidad con los vencidos en sus guerras de expansión, entonces comenzó a gestarse realmente un imperio.

			Evolución institucional

			Los cambios operados en Roma durante los siglos III y II a. C. fueron asombrosos, aunque a veces para descubrirlos haya que excavar profundamente en las fuentes literarias. La mayor parte de la información procede de Polibio y Tito Livio, que compartían la idea de que esos años fueron el comienzo de un periodo de crisis social e institucional. En plena expansión de Roma por el Mediterráneo, el historiador griego descubrió en la sociedad romana síntomas de degradación moral que la llevarán a su perdición; los mismos problemas que acabaron con la hegemonía griega en su momento. Tito Livio también entrevé la degradación moral que, en su caso, llevó a la República a cien años de profunda crisis, salpicada por crueles guerras civiles. Estas visiones unitarias han provocado serias dificultades para entender los profundos cambios que se operaron en el siglo II.

			En contra de lo que pensaba la historiografía romana, se puede afirmar que el siglo II no fue un periodo de crisis institucional, sino de todo lo contrario: de consolidación del régimen republicano. Fue el periodo de mayor producción de leyes de la República, con el objetivo principal de fortalecer al Estado y librarlo de personalismos e inseguridades, heredadas de épocas anteriores. La constitución republicana vigente al final de la Segunda Guerra Púnica apenas había variado en los dos siglos anteriores, y en ella los elementos aristocráticos seguían pesando enormemente. La República seguía siendo el campo de batalla en el que un grupo selecto de familias luchaba por mayores cotas de poder, principalmente a través del ejercicio de las magistraturas y del control de la Asamblea popular. Este modo de actuación podría ser el más apropiado para una polis de unas pocas decenas de miles de habitantes, como era Roma en el siglo IV, anterior a las Guerras Samnitas. Pero en el siglo II ya no se podía actuar de la misma manera, de ahí que se abriera un profundo periodo de reformas.

			La Segunda Guerra Púnica fue el gran despertador de la conciencia de Roma. Los desastres militares ante Aníbal hicieron aflorar no solo las debilidades de las tácticas romanas, sino, en particular, problemas más profundos, como la flexibilidad en el mando, la lentitud de determinadas reacciones, las dificultades de coordinar una respuesta común con los aliados, etc. Especialmente dejó en evidencia lo anticuado de muchos elementos de gobierno que debían ser solucionados con prontitud: el escaso número de magistraturas cum imperio para hacer frente a tantas urgencias militares; los problemas derivados de la anualidad en el mando, que limitaba la planificación a largo plazo; la coordinación de las distintas estrategias llevadas a cabo por los generales romanos y cuáles debían prevalecer sobre las demás. También la falta de recursos e instrumentos económicos como una moneda regularizada o unos ingresos claros y proporcionales. Todos estos problemas se mostraron como evidentes defectos de la República romana en las primeras campañas contra Aníbal.

			El esfuerzo de la Guerra Púnica recayó desde el primer momento sobre el Senado que, aunque no estaba preparado para ello, asumió la dirección de la guerra y la coordinación de todos los recursos del Estado: desde las relaciones con los aliados, los tratados con amigos y enemigos, hasta la imposición de criterios estratégicos únicos por encima del hasta entonces ilimitado imperium de los magistrados romanos. El resultado de tanto esfuerzo fue doble: por un lado, la conciencia de que había que hacer reformas, pues el mundo alrededor de Roma estaba cambiando notablemente y, por otro, la novedad de un Senado que empezó a adquirir mayor protagonismo en la dirección de la República.

			Desgraciadamente, el escaso hábito de las fuentes en detallar los matices y su obsesión por centrarse en los aspectos colaterales de los problemas, convirtiéndolos en los únicos existentes, impiden saber quiénes fueron los impulsores de las reformas, qué planteamientos subyacían en ellas y cómo llegaron a sacarlas adelante. Pero si intentamos mirar un poco más allá de la lucha en el seno de la nobleza, y prescindir de personajes concretos, se observará que en los dos primeros tercios del siglo II existió un serio interés por avanzar en cuatro grandes áreas: una mayor institucionalización de las magistraturas; la mejor regulación de los gobiernos provinciales; el impulso de la labor legislativa de la Asamblea popular, buscando una mayor legitimación en las reformas; y, por último, consolidar el papel coordinador del Senado. Cuatro pilares de una República renovada que intentaba deshacerse de la herencia del pasado; sobre todo, de la inestabilidad provocada por su escasa regulación.

			El primer gran reto que afrontó la República romana tras la Segunda Guerra Púnica fue el de definir más detalladamente las magistraturas. Estas habían nacido a lo largo de los siglos V y IV para solucionar problemas concretos y nunca habían respondido a una planificación racional que atendiese a las necesidades globales de la comunidad. Algunas magistraturas no tenían sus competencias claramente establecidas, y las que poseían mando militar adquirían poderes inmensos, sin ninguna supervisión, al alejarse de los muros de Roma. Una de las primeras medidas que tomó la República fue el control sobre los poderes extraordinarios. La dictadura cayó rápidamente en el olvido tras la guerra contra Aníbal, pues era la más imprecisa y abusiva de todas las instituciones del Estado y respondía a unos tiempos pasados donde los temores y peligros militares atenazaban la convivencia diaria. Esta magistratura, que escapaba a la elección popular y al control del Senado, no volvió a utilizarse hasta que Sila la empleó entre el año 81 y 79 a. C. para poder legislar a través de ella. El Senado romano intentó también limitar el poder excesivo que adquirían los magistrados cum imperio al abandonar la ciudad y dirigirse al campo de batalla. Para no romper una tradición centenaria, la solución que se encontró fue la de que el Senado asumiera todas las competencias de la política exterior, incluyendo la dirección de las negociaciones con los potenciales enemigos y controlar los recursos económicos que todo general necesitaba para llevar a cabo la guerra, limitando así su capacidad de actuación.

			Pero la auténtica regulación de las magistraturas se produjo en los mecanismos de acceso a ellas y de selección de los candidatos. Dos fueron, al respecto, las grandes novedades del siglo II: en primer lugar el orden de acceso y las edades mínimas para el ejercicio de las magistraturas y, en segundo lugar, las leyes reguladoras de los procesos electorales, con el fin de evitar la compra de votos o la alteración de los resultados.

			Hasta comienzos del siglo II no existía ningún orden en el ejercicio de las magistraturas, de tal manera que cada cual podía presentarse a aquella que más le pudiera convenir en un momento concreto. No era infrecuente que muchos aristócratas romanos empezaran por el consulado y luego realizaran una magistratura de rango menor, como la pretura, etc. Solo a partir de los años ochenta del siglo II puede hablarse de auténtico cursus honorum en las magistraturas romanas (Cicerón, Filípicas, 5.47). La primera reforma es de fecha imprecisa y se trató de la lex Pinaria que exigía el ejercicio previo de la pretura para poder acceder al consulado, e incluía entre ambos puestos, al menos, un intervalo de dos años. Poco después, en el 180, se promulgó la lex Villia annalis (Livio, 40.44.1), en la que se establecía una edad mínima para el ejercicio de los cargos, a la par que imponía de modo general un bienio entre una magistratura y la sucesiva. Esta ley detallaba que solo podían aspirar al consulado quienes previamente hubieran sido cuestor y pretor. Las edades mínimas establecidas no son seguras en las fuentes, pero a principios del siglo I a. C. era necesario tener treinta años para ser cuestor, cuarenta para ser pretor y cuarenta y dos para cónsul. Según Polibio, para revestir cualquier magistratura hacían falta previamente diez años de servicio militar (Polibio, 6.19.5). Hasta donde las fuentes son capaces de informar, estas leyes se cumplieron estrictamente durante el resto de la República.

			Del año 181 procede la lex Baebia de ambitu, la primera medida que pretendía regular la compra de votos en las campañas electorales. A lo largo del siglo II se fue extendiendo el hábito de garantizar con dinero una magistratura o de presionar a clientes y conocidos para conseguir un mayor número de votos. Las leyes contra la corrupción electoral se fueron repitiendo a lo largo del siglo, precisando muchos más aspectos y acotando las posibles acciones de los corruptores. Por ello, se promulgaron la lex Gabinia tabellaria del 139 y la lex Cassia tabellaria, que instituían en la Asamblea popular el voto secreto, facilitando así la liberad del elector a la hora de expresar su opinión.

			El segundo gran aspecto que intentó regular la República fue el de los gobiernos provinciales. La lejanía de Roma y la gran discrecionalidad con la que un gobernador podía ejercer sus poderes preocupó siempre a la nobleza romana. Las medidas que se desarrollaron a lo largo del siglo II iban en dos direcciones: controlar, hasta donde fuera posible, las decisiones políticas y militares que pudiera tomar y, luego, una vez vuelto a Roma como simple particular, ser capaz de revisar su labor, llegando a castigarlo por las eventuales irregularidades que pudiera haber cometido. Por eso se intentó fijar los criterios sobre la prórroga de sus mandatos, consiguiendo que fuera un proceso claro, previsible y sin irregularidades. También se impuso el sorteo obligatorio para el reparto de las provincias o de otras tareas militares. El Senado romano promovió el envío frecuente a las provincias y lugares estratégicos de embajadas, compuestas normalmente por diez senadores, que supervisaban la organización provincial y pactaban condiciones con aliados y amigos. Para evitar la ambición de los gobernadores provinciales se regularon los requisitos mínimos para obtener una entrada triunfal en Roma a través de la lex Sempronia de triumpho del año 167. Gracias a ella quedó claro quiénes podían alcanzar esta recompensa pública y quiénes no. Coincidiendo con las graves denuncias llegadas desde Hispania el año 171 sobre los crímenes de algunos gobernadores, el Senado promovió tribunales de corrupción para analizar la actividad delictiva de los gobernadores sospechosos. Estos tribunales se convirtieron en permanentes el año 149 con la creación de las quaestiones de repetundis. El nombramiento de patronos entre los senadores romanos por parte de los provinciales favoreció la persecución de este tipo de delitos.

			No solo fueron las magistraturas y los gobiernos provinciales los que sufrieron la correspondiente regulación para adaptarse a los nuevos tiempos, sino que lo mismo se hizo con la Asamblea popular y el propio Senado. El actor principal de todo ello fue el tribuno de la plebe, que adquiere ahora un nuevo papel institucional. De oscuro nacimiento en los inicios de la República, esta figura fue durante muchos años una realidad al margen del Estado, siendo su función principal la de proteger a las clases más necesitadas. Hasta el siglo III había sido una magistratura irrelevante, que se podía ejercer o no, ya que no daba acceso al Senado. Pero a partir de las Guerras Púnicas, la República romana le va a encontrar un nuevo papel, mucho más importante y fundamental que desempeñar: ser el gran promotor de la legislación y de la modernización del Estado. El tribuno de la plebe tenía dos rasgos que lo hacían muy apropiado: un enorme peso político, del que carecían las demás magistraturas, ya que al no tener ninguna tarea específica en la administración de la República, salvo la de auxiliar al pueblo, podía convocarlo en asamblea siempre que quisiera. Por otro lado, el tribuno de la plebe tenía prohibido pasar más de una noche alejado de Roma, y por lo tanto no podía ser empleado para otros asuntos que le exigieran abandonar la ciudad. Tal fue a partir de entonces su importancia y prestigio para la República que, desde fines del siglo II, esta magistratura era recompensada con el acceso directo al Senado. 

			La actividad legislativa de los tribunos de la plebe a partir del siglo III fue desbordante y siempre en coordinación con el Senado. Lo normal hasta el final de la República fue que las leyes que aprobaban la Asamblea popular fueran o bien iniciativa de un tribuno de la plebe con el consentimiento del Senado, o bien leyes de especial interés para el Senado, cuya tramitación ante el pueblo encargaba a un tribuno. En uno y otro caso, los temas que regulaban estas leyes tribunicias o también llamadas plebiscitos, eran de todo tipo: materias civiles, penales y en particular el derecho público.

			La gran legislación de los siglos III y II sobre el Estado romano la hicieron los tribunos de la plebe por iniciativa del Senado (ex senatus consulto). Este fue el resultado más importante de la ley Hortensia del 287, la de poder usar a la plebe como órgano legislador con la ayuda de los tribunos. Esta colaboración fue fundamental durante la Segunda Guerra Púnica, pues se usó para prorrogar mandatos militares, reforzar los poderes de algún magistrado, crear magistraturas extraordinarias, conceder la ciudadanía o firmar los tratados de paz con Cartago (201) y Macedonia (196). Obviamente, el procedimiento a través del tribuno otorgaba a los proyectos del Senado una mayor legitimidad, especialmente cuando eran cuestiones difíciles, arriesgadas o se salían de lo habitual: una leva de soldados más exigente que las anteriores (Livio, 25.5.8), algunas subastas promovidas por los censores (Livio, 27.11.8), incluso la fundación de nuevas colonias (Livio, 32.29.3-4). Algunas leyes sobre impuestos se aprobaron de esta manera (Livio, 35.20.8-10). Las leyes políticamente más significativas fueron las que regulaban los procesos electorales (de ambitu) o la lex Calpurnia del año 149, que creaba los tribunales permanentes contra la corrupción.

			La otra gran institución del siglo II fue el Senado romano. Su papel político se vio reforzado al convertirse en el gran coordinador de la política romana. Impulsó de modo decisivo la expansión por la cuenca del Mediterráneo, pues se atribuyó en exclusividad toda la política exterior. Era el Senado el que recibía o despedía las embajadas de aliados o países extranjeros y el que firmaba tratados de paz o declaraba la guerra. Su control sobre las finanzas de la República le permitía manejar a los mandos militares y sus operaciones. Jurídicamente se hizo presente a través de unos nuevos senatus consulta que, aunque no tenían rango de ley, al contener normas y medidas detalladas iban mucho más allá que una mera opinión o sententia. 

			Hasta el siglo II a. C., Roma había funcionado con unas normas constitucionales muy elementales, en donde la tradición o las costumbres se habían impuesto a la legislación detallada. La aristocracia romana era la única que tenía el privilegio de hacer política, actividad que era entendida como el juego de intereses familiares y que solo repercutía en la ciudadanía a través del beneficio de su clase dirigente. Los desastres acaecidos durante las dos Guerras Púnicas evidenciaron que los viejos usos aristocráticos se habían vuelto insuficientes ante la realidad de una República que era dueña del mundo. El sentido práctico de los romanos hizo que, al concluir la guerra contra Aníbal, el Estado romano se embarcara en un proceso de reformas con el objetivo de modernizar su constitución y adaptarse a las nuevas circunstancias. Podría criticarse que estas reformas no se hicieran con la rapidez y rotundidad necesarias, o que los objetivos no estaban del todo claros, porque a todo régimen aristocrático le cuesta enormemente reformarse a sí mismo, por sus características especiales. Pero qué duda cabe de que Roma entendió en el siglo II que tenía que dejar de funcionar como la polis del siglo IV y adaptarse al impresionante futuro que se abría por delante.

			La nueva clase dirigente: senadores y caballeros

			Acorde con todas las reformas que se llevaron a cabo en el siglo II, la aristocracia romana inició también un proceso de mutación que la va a alterar profundamente. Ya desde la Segunda Guerra Púnica, con sus secuelas de destrucción y muertes, había comenzado a cambiar la composición y características de la clase dirigente romana. Muchas familias tradicionales, con abundantes magistrados al servicio de la República, desaparecieron definitivamente, dejando paso a otras completamente desconocidas, con mayor dinamismo y deseos de renovación. Como señalan las fuentes, en el año 216 se tuvo que nombrar al dictador M. Fabio Bateo para que completara los puestos vacantes en el Senado, muy mermado por las numerosas bajas de guerra. Además de adelantar el acceso a la curia de aquellos que les correspondía por derecho, no tuvo más remedio que otorgar la condición de senador a personas que nunca habían desempeñado una magistratura ni tenían parientes que lo hubieran hecho (Livio, 23.23), comenzando así la señalada renovación. Los recién llegados pronto ocuparán puestos importantes en la gestión del Estado y serán grandes protagonistas de las reformas del siglo II.

			Esta progresiva renovación de la clase dirigente obligó al Senado a un mayor esfuerzo de cohesión y a cerrar filas. La posibilidad de que se perdieran muchos valores aristocráticos tradicionales por la llegada de individuos ambiciosos, que no se sintieran obligados a cumplir con las reglas del juego, forzó al grupo a tomar ciertas medidas para evitar consecuencias no deseadas. Qué duda cabe de que detrás de la creciente importancia que tomó el mos maiorun en el siglo II y de la intensa acaparación del consulado por familias a las que las fuentes llaman optimates, estaban los intentos de la clase gobernante de cohesionarse aún más.

			La aristocracia romana se había caracterizado siempre por ser una rica propietaria de tierras y depender completamente de la agricultura para satisfacer sus necesidades. Cuando Roma comenzó a convertirse en una potencia itálica y derrotó a Cartago en la Primera Guerra Púnica, muchos senadores pensaron en variar sus fuentes de ingresos a través del comercio y del préstamo de capitales. Los iniciales pasos de algunos aristócratas en el mundo de los negocios debieron de hacer saltar las alarmas en la clase dirigente, pues la diversificación de los recursos podía poner en peligro la cohesión del grupo, al generar en la aristocracia intereses contrapuestos. A fin de evitar este peligro se promulgó la lex Claudia de nave, aprobada por la Asamblea popular el año 218 (Livio, 21.63.1). Esta medida prohibía a los senadores y a sus hijos poseer una nave cuya capacidad excediera las 300 ánforas (unos 7.000 kilos), pues se consideraba que con ese tonelaje todo senador podría transportar hasta los mercados la producción de sus tierras. Aunque despertó un notable rechazo entre muchos senadores por la pérdida de oportunidades económicas, la ley fue aceptada y no se alteró ni se derogó con posterioridad.

			Las consecuencias del plebiscito del tribuno C. Claudio sobre la capacidad de los barcos que podían poseer los senadores fueron enormes. Se entendía que el comercio y los negocios no eran acordes con la dignidad de un senador, además de que les impedirían dedicarse enteramente al servicio de la República, y por lo tanto se les prohibía tener los medios para ello. Los senadores se vieron obligados a invertir sus recursos en grandes latifundios y en la actividad agrícola. Consiguieron agrandar sus tierras comprándolas a medianos y pequeños campesinos de los alrededores, o adquiriendo en arriendo tierras públicas (ager publicus), que solían ser de excelente calidad. En los nuevos latifundios, notablemente más grandes que los antiguos, impusieron el sistema de cultivo más moderno alrededor de una casa o villa, que era lugar de residencia y centro de transformación. En ellas se trabajaba según principios racionales, a fin de obtener la mayor productividad posible con el mínimo de inversión: se empleaba a esclavos como mano de obra barata, se cultivaban productos rentables como el aceite y el vino en vez de cereales y se fomentaba la ganadería intensiva en vez del pastoreo.

			El espacio vacío dejado por los senadores en la actividad mercantil lo van a ocupar otras personas con enormes recursos económicos pero ajenas a la administración del Estado y, por tanto, no sometidas a la lex Claudia de nave. Los nuevos comerciantes, banqueros, armadores, etc., procederán en casi su totalidad del orden ecuestre. Este grupo procedía de las dieciocho centurias de caballería creadas por el rey Servio Tulio, y que a lo largo de la República asumieron el protagonismo de combatir a caballo, siendo recompensados con distintos privilegios sociales. Se trataba pues de los más ricos de Roma, cuyo censo mínimo de acceso pronto se fijó en 400.000 sestercios. Senadores y caballeros no se distinguían socialmente en casi nada: el senador era un caballero que había entrado en política por decisión propia y aspiraba a las magistraturas de la República; caballero era aquel rico propietario con rentas semejantes a los senadores, que al no intervenir en política no ocupaba un asiento en el Senado. Ni en riquezas, ni en prestigio social, ni en relaciones familiares se distinguía un caballero de un senador, porque estos últimos eran caballeros que no podían dedicarse a la actividad mercantil.

			Un progresivo distanciamiento entre senadores y caballeros comenzó a producirse con la lex Claudia de nave, al excluir de la actividad mercantil a aquellos que gobernaban la República. En el seno del orden ecuestre se formará un núcleo significativo de ricos empresarios que se lucrarán enormemente con la expansión de Roma por la cuenca del Mediterráneo gracias a sus contactos en la administración y a que actuaban bajo la sombra de las legiones romanas. Así nacieron ricos banqueros, prestamistas, comerciantes de productos de lujo, fabricantes de armamento, mercaderes de esclavos, etc. Un grupo más selecto dentro de los caballeros lo formarán los publicanos, dueños de sociedades de capital que se asociaban para pujar con eficacia en las subastas de servicios públicos y hacerse con los derechos de recaudar impuestos en las provincias o explotar recursos del Estado, como minas, tierras, etc.

			Las escasas diferencias iniciales entre senadores y caballeros se fueron agrandando a lo largo del siglo II. No porque los caballeros no fueran también ricos propietarios de tierras, sino porque en sus fortunas el peso de la actividad mercantil se hizo cada vez mayor. El distanciamiento entre ambos grupos resultó inevitable cuando los caballeros entendieron que sus intereses económicos no formaban parte de los intereses generales de la República, al estar claramente excluidos del debate político. La fecha para la ruptura de la aristocracia romana en senadores y caballeros fue posiblemente el año 129, fecha en la que se aprobó un plebiscito que obligaba a los senadores a entregar el caballo público y abandonar el orden ecuestre (plebiscitum reddendorum equorum). A partir de ese momento, se puede afirmar que la aristocracia romana se dividió en dos: en senadores y en el orden ecuestre. Aunque los primeros no formaban un ordo en sentido estricto, sí que estaban excluidos de pertenecer al ecuestre. La lucha por el poder en Roma entre senadores y caballeros estalló el año 122 cuando el tribuno de la plebe C. Sempronio Graco entregó los tribunales de corrupción a los caballeros que formarán la totalidad de los cincuenta miembros que los componían, alcanzando así una capacidad de presión sobre el Senado como no habían tenido nunca.

			El cuerpo electoral: ingenuos y libertos

			Uno de los aspectos de la sociedad romana que más ha sorprendido a los historiadores de todos los tiempos ha sido la asombrosa unidad y sintonía que se produjo en la República entre las masas populares y su clase dirigente. Según la tradición antigua, los conflictos entre senadores y los estamentos más empobrecidos de la sociedad cesaron en el siglo IV a. C., cuando se regularon los graves problemas del nexum y del acceso a las tierras del Estado. Desde entonces, si hacemos caso a las fuentes, no se volvieron a repetir situaciones críticas de rechazo a la política de la República. Da toda la impresión de que las victorias militares de la clase dirigente, primero en Italia y luego a lo largo del Mediterráneo, debieron de afianzar un entendimiento entre gobernantes y gobernados pocas veces repetido en la historia.

			Que el papel de la Asamblea popular fuera meramente simbólico no tenía por qué alejar al pueblo de su clase dirigente. En Roma los derechos políticos no se tenían que plasmar necesariamente en derechos individuales, pues los primeros los ejercía la comunidad y no el individuo. La libertas romana no era la capacidad de actuar como a cada cual le pareciera: libertas no era sinónimo de autonomía, sino más bien de poder hacer lo que las leyes y las costumbres permitían. La cohesión de las masas populares con su clase dirigente se debió a la combinación de variados elementos objetivos: la eficacia en la guerra, el bienestar económico, etc., junto a otros componentes subjetivos de difícil fijación, como la confianza, el entendimiento y la mutua renuncia entre el pueblo y sus gobernantes. Aunque la Asamblea popular no tuvo nunca la iniciativa legislativa y al pueblo no le quedaba más que asentir o rechazar lo que el magistrado convocante les presentaba, fue tal el volumen de legislación que se desarrolló a lo largo del siglo II que muchos pudieron sentirse satisfechos de su papel de regulador y constructor de un Estado.

			Como no podía ser de otra manera, las sangrientas Guerras Púnicas y aquellas derivadas de la conquista del Mediterráneo afectaron notablemente a la ciudadanía romana. Según los censos de población, en el año 265 Roma contaba con 292.234 varones, que según la edad podían ser movilizados para el servicio militar. Poco antes de acabar la Primera Guerra Púnica (246), el número se había reducido a 241.716, con una pérdida de más de 50.000 personas. La población romana consiguió recuperarse en los años posteriores hasta alcanzar una cifra de 270.713 el año 233, pero la Segunda Guerra Púnica truncó el proceso causando una enorme sangría de vidas humanas: al concluir el conflicto se censaron únicamente 214.000 varones. No hay que olvidar que en esos años de la guerra contra Aníbal, Roma llegó a movilizar un total de veinticinco legiones. Por el contrario, a lo largo del siglo II la población no dejó de crecer: 258.794 personas en el censo del año 178 y 328.316 en el del año 163.

			Esta sangría de vidas humanas supuso una enorme carga para el campesino romano, llevando a muchas familias a la ruina económica. En las levas militares se solía reclutar a los hijos jóvenes aptos para la guerra, mientras que el padre, la madre y los hijos menores quedaban en la granja, lo que reducía sin duda el rendimiento de estas al retirar la mano de obra más capaz. Para paliar este problema y reponer al pequeño y mediano campesino, la República emprenderá un amplísimo programa de colonización en el norte y el sur de Italia. Roma disponía para asentar a sus veteranos de guerra y a su población más necesitada de enormes superficies confiscadas a los antiguos aliados que se habían pasado al bando cartaginés. Nada más concluir la guerra contra Aníbal, la República logró asentar a unos 43.000 veteranos en la Apulia y el Samnio. Poco más tarde, a partir del 190, empleó para el mismo fin tierras ubicadas más al sur. Concluidos los asentamientos en esas zonas, se procedió a hacer lo mismo con las tierras del valle del Po, donde nacieron importantes ciudades como Bolonia (187) o Aquileya (181). Todo acabó el año 177 con la fundación de la ciudad de Luna, en la costa de Liguria, para asentar a 2.000 colonos.

			El reparto de tierras no respondía a un plan consciente de desarrollo agrícola con vistas a la recuperación económica. Eran ante todo recompensas por el servicio militar y para asegurar el control pacífico de las zonas donde se asentaban los colonos. Desde el punto de vista político, los asentamientos coloniales tuvieron sus ventajas y sus inconvenientes. Por un lado, al aumentar el número de campesinos propietarios de tierras (adsidui) se garantizaba una población masculina suficiente de donde extraer soldados con que atender a la expansión por el Mediterráneo. No hay que olvidar que el ejército romano seguía siendo censitario y se necesitaba un mínimo de rentas para ser enrolado. Por el contrario, las fundaciones coloniales debilitaron el cuerpo electoral, pues los ciudadanos, al ser ubicados en una nueva ciudad, cambiaban su estatuto por el de latinos, que les privaba de los derechos políticos, como el voto en la Asamblea o la capacidad de ser elegidos para un cargo público.

			La consecuencia más inmediata fue que a finales de los años setenta del siglo II, la República romana se había quedado sin tierras que repartir y no podía continuar con su política de asentamientos. Los problemas estallarán a los pocos años cuando este viejo método de recompensas militares con tierras, que no llegó a abolirse nunca, dejó de ponerse en práctica por falta de medios. Tampoco el ager publicus podía ser una solución, porque en su conjunto también había sido puesto en manos privadas. El ejemplo más emblemático fue el ager Campanus, unos 5.000 km2 arrebatados a la ciudad de Capua en castigo por su defección al bando cartaginés. Entre los años 180 y 170, estas riquísimas tierras fueron entregadas a manos privadas a cambio de un arriendo. La propiedad seguía siendo del Estado, su condición legal era la de ager publicus, pero estaban registradas a nombre de particulares. Entre los que las explotaban había muchos senadores, caballeros y publicanos de enorme peso e influencia política. 

			Un nuevo fenómeno social que apareció en el siglo II fue el de los libertos, consecuencia del crecimiento del número de esclavos registrados en esos años. Muy pronto se convirtieron en el signo más visible de los cauces de promoción e integración que existían en la sociedad romana. Desde la ley de las XII Tablas, la legislación ya contemplaba la manumisión como forma frecuente de recompensar los servicios de un esclavo fiel. Como el número de esclavos en Roma fue siempre reducido hasta el siglo II, el impacto de la figura del liberto había sido muy limitado.

			Las guerras a lo largo del Mediterráneo y las nuevas necesidades agrícolas atrajeron a decenas de miles de esclavos a las ciudades y al campo de Italia. Las manumisiones se hicieron por tanto más frecuentes, especialmente entre los esclavos domésticos, debido al trato cotidiano que tenían con el señor. Las fórmulas habituales para ello eran su inscripción en el censo, la declaración de libertad ante el magistrado competente, o la manumisión testamentaria para que surtiera efecto a la muerte del dueño. Pero lo realmente significativo de la sociedad romana fueron las posibilidades que se abrían al antiguo esclavo el día siguiente de su libertad; porque no solamente podía empezar a actuar con autonomía y tomar sus propias decisiones, sino que sobre todo recibía el mismo estatuto jurídico de su señor, o sea, la plena ciudadanía romana. De tal manera que aquel que unos años antes había luchado como enemigo de Roma en cualquier campo de batalla, en apenas unas décadas de convivencia fiel, podía recibir el don de la total integración jurídica y social entre aquellos que en el pasado intentó combatir.

			La razón última de este actuar provenía de que, en la visión jurídica romana, lo que se poseía del esclavo era fundamentalmente su fuerza de trabajo y no tanto la persona en sí: cuando se concluía el trabajo o se podía prescindir de él, el individuo recobraba su libertad. Una prueba de ello es que el término latino más propio para designar a un esclavo era el de niño (puer), puesto que la palabra servus era un préstamo tomado del etrusco y no tuvo su origen en Roma. El esclavo también formaba parte de la familia y estaba bajo la potestas del padre como el resto de sus miembros. Así como el hijo natural era puer hasta que alcanzaba la edad legal y se emancipaba de la autoridad paterna, el esclavo era otro hijo (puer) que nunca alcanzaba la edad legal, salvo que su amo decidiera lo contrario. Una manumisión significaba en el fondo el reconocimiento de que el esclavo había alcanzado ya su edad legal y era capaz de actuar autónomamente.

			Pero la recompensa al esclavo de confianza y fiel no estaba solo en poder afrontar una vida independiente. El gran regalo que se le hacía al esclavo era el de recibir la condición jurídica de su amo: ciudadano romano, latino, etc., como si fuera un hijo de la misma sangre. Este trato generoso de la legislación romana fue sin duda una gran novedad en la historia de la Humanidad. No solo consiguió crear un grupo social agradecido con la República y que con su dinero contribuyó a su desarrollo, sino que consolidó en la práctica la conciencia de que para la integración social y jurídica en Roma no se requería nada más que el desearlo y que todos los posibles condicionantes: raza, lengua, lugar de nacimiento, religión, etc., no serían obstáculos si había voluntad para superarlos.

			3. La gestión del imperio

			Uno de los acontecimientos más sorprendentes de la política exterior romana del siglo II a. C., tuvo lugar ante los muros de Alejandría, pocas semanas después de la gran victoria de Roma sobre las falanges macedonias en Pidna (168). Mientras se estaba librando esta guerra contra los herederos de Alejandro Magno (171-168), el rey helenístico Antíoco IV quiso aprovecharse de la división interna de la monarquía egipcia para acrecentar aún más su reino con la conquista del país del Nilo. El rey Tolomeo VI, ante la imposibilidad de evitar la invasión, hizo lo único que podría hacer: pedir ayuda a Roma. Sus embajadores se presentaron ante el Senado recordando lo bien que los egipcios habían servido a la República y lo peligroso que sería para Roma consentir la expansión de un reino peligroso para el futuro de todos. El Senado aceptó los argumentos del rey egipcio y despachó una embajada de tres antiguos cónsules con la orden de comunicar a Antíoco IV que debía desistir de sus pretensiones militares y retirarse de Egipto.

			Los emisarios romanos llegaron a Alejandría cuando el rey seleúcida asediaba la ciudad. Los tres aristócratas fueron llevados inmediatamente ante Antíoco IV, momento que aprovechó C. Popilio Lenas para entregarle en mano el escrito de resolución del Senado por el que debía renunciar a la plaza. El rey leyó en silencio el texto y comunicó a los embajadores romanos que lo discutiría con sus consejeros a fin de darles una respuesta. La reacción de Popilio Lenas fue sorprendente, teniendo en cuenta que se encontraba ante un rey en plena campaña militar y cuyo reino excedía con crecer lo que poseía Roma en ese momento. Popilio trazó con su bastón un círculo en la tierra en torno al rey y le advirtió de que no podía salir de él hasta que diera una respuesta a los requerimientos del Senado. Antíoco IV, consciente de su situación y de su auténtico poder, no pudo más que responder: «Haré lo que me ha demandado el Senado» (Livio, 45.12). Lógicamente, levantó el asedio de Alejandría y abandonó sin más consecuencias el país del Nilo. Semanas más tarde, Antíoco IV envió una embajada a Roma para dejar constancia de que había cumplido el decreto del Senado y sus emisarios transmitieron a los presentes las palabras del rey de que «había obedecido las órdenes de los embajadores romanos como si se tratase de un mandato de los dioses» (Livio, 45.13.2-3). Lo sorprendente de todo esto es que había pasado poco más de un siglo desde que Pirro, que gobernaba un reino mucho más reducido y menos prestigioso, puso en jaque a las legiones romanas y estuvo a punto de truncar el dominio de Roma sobre Italia. Ahora los reyes herederos de las victorias de Alejandro Magno se plegaban sin rechistar y llenos de temor a las órdenes provenientes de Roma.

			La creación del gigantesco Imperio romano en apenas cien años ha sido uno de los acontecimientos más señalados de la Historia, que llenó de orgullo y admiración a sus protagonistas. Como es lógico, este proceso fue fruto de muchos factores: el primero, de la eficacia y capacidad de adaptación de las legiones romanas, pero también de decisiones estratégicas que acompañaron siempre a las victorias militares. No es que los romanos fueran un pueblo violento por naturaleza. Ellos preferían la paz a la guerra, pero también preferían la victoria a la derrota. Aunque perdieron muchas batallas, en todas las que participaron estaban seguros de poder ganar la última. Porque Roma supo demostrar en los años finales de la República que no solo era capaz de vencer en la guerra, sino que además sabía ganar en la paz. 

			Los romanos construyeron su impresionante imperio gracias a tres principios que intentaron llevar a la práctica casi siempre. El primero podría resumirse en la fórmula divide et impera: Roma supo aprovechar las divisiones y rivalidades de sus enemigos para utilizarlas en su favor, a la par que impedía las alianzas entre sus súbditos para no verse pagada con la misma moneda. En segundo lugar, la praxis habitual con los sometidos fue la de concederles un alto grado de autonomía, a fin de que pudieran seguir gestionando su propios asuntos internos y ser gobernados con sus leyes y tradiciones. La gran tolerancia religiosa que Roma mostró siempre dentro de su imperio fue toda una prueba. Por último, Roma nunca dejó de consolidar y desarrollar los territorios sometidos: todas las orillas del Mediterráneo vieron pronto cómo la unidad política creada era fuente de riqueza y progreso. Roma no solo venció a decenas de pueblos y estados organizados por la fuerza de las armas, sino que sobre todo consiguió que, tras la derrota, los descendientes de los vencidos comenzaran a sentirse razonablemente satisfechos de la nueva situación.

			El modelo romano de expansión

			Durante muchas décadas del siglo XX fue común entre los historiadores pensar que el Imperio romano había sido el resultado de la casualidad, de una sucesión de guerras no queridas, que trajeron de modo inevitable una hegemonía total sobre los márgenes del Mediterráneo. De alguna manera, se pensaba, el dominio romano no fue un objetivo intencionalmente buscado por la clase gobernante, sino sobrevenido como consecuencia de resultados imprevisibles. Esta es también la imagen que transmiten casi unánimemente las fuentes antiguas, y por ello se entiende que dicha visión haya tenido tantos seguidores entre los especialistas modernos. Sin embargo, desde hace unas décadas se está abriendo paso la tesis de que el Senado romano quiso desde el principio un dominio amplio sobre extensos territorios más allá de Italia. Porque, aunque las fuentes no lo expongan así directamente, los hechos lo avalan, ya que desde muy pronto Roma creó una serie de nuevas estructuras administrativas y económicas que lo hacía posible.

			La lectura de las fuentes romanas podía llevar a pensar que el Senado nunca se planteó realmente la creación de un imperio hegemónico. Si atendemos a lo que decían los habitantes de Roma, en ningún momento se hicieron planes de expansión, no se marcaron objetivos estratégicos, no se facultó a ningún magistrado o embajada para que pusieran los fundamentos del imperio. Por el contrario, la presentación que hacen los escritores romanos es que las guerras del siglo II estaban desvinculadas unas de las otras, que surgían por causas indirectas, no buscadas voluntariamente por el pueblo romano. De modo involuntario, solo por ayudar a aliados y amigos, las legiones romanas lograron contundentes éxitos en múltiples escenarios bélicos, cuyo resultado final fue que Roma quedó como única potencia en un Mediterráneo roto y dividido. Pero este planteamiento fatalista choca con la evidencia de que Roma sí que creó desde el primer momento instrumentos políticos para gobernar con una cierta eficacia los nuevos espacios que caían bajo su hegemonía, lo que no hubiera pasado de no haber tenido la clara intención de hacerlo. La novedad estuvo en la creación de un sistema provincial que se irá perfeccionando paulatinamente y de una unidad económica por todas las orillas del Mediterráneo.

			La aparente contradicción entre lo que dicen las fuentes y lo que opinan los historiadores más recientes se salva si se observa que la hegemonía de Roma se levantó de modo paulatino, a través de muchas décadas, y que requirió el cambio de viejas mentalidades y de antiguos modos de hacer. El imperio romano no se asemejó al de Alejandro Magno, construido en pocos años por la eficacia militar de un líder singular. El sistema anual de magistraturas romanas impedía la aparición de generales carismáticos y obligaba a que en la expansión el Senado fuera el gran protagonista, la única institución con la suficiente continuidad para sostener esta política durante años. Por otra parte, hay que entender que una expansión no requiere necesariamente la anexión del territorio sometido. Roma se extendió por el Mediterráneo creando un fabuloso imperio, pero anexionando muy pocos territorios, que solo asumían la condición de provincias en el momento en que estuvieran preparados.

			Roma siguió su propio camino para crear el imperio. Como en otros aspectos de su cultura, los romanos no emplearon modelos ya diseñados. Podría afirmarse con rotundidad que la organización política de la República llevaba irrevocablemente a la expansión militar, a un estado de guerra permanente. El sistema de alianzas que levantó en Italia tenía la peculiaridad de no exigir a sus miembros aportes económicos, sino únicamente soldados para completar las legiones romanas. Ello obligaba a Roma a estar siempre en guerra, pues si quería afirmar su autoridad sobre los pueblos de Italia debía exigirles la entrega de soldados para dar cumplimiento a los antiguos tratados. Una prolongada paz hubiera enfriado las relaciones de Roma con sus aliados con el riesgo de su posible disolución por falta de sentido.

			En segundo lugar, en la creación del Imperio romano también pesaron causas subjetivas como tradiciones, viejos complejos, atavismos heredados del pasado que requirieron tiempo para su total desaparición, y ello pudo provocar la confusión de las fuentes a la hora de relatar los motivos reales de la expansión. En Roma, la religión había sido un condicionante real de toda acción bélica. La pax deorum exigía que las guerras fueran siempre justas, que respondieran a la legítima defensa, propia o de los aliados. Por tanto, la expansión en sentido estricto, el deseo de conquistar territorios y someter pueblos, no encajaba con esta visión romana, y no se le podía dar cabida entre los argumentos que justificaban las conquistas. Por ello, las guerras del siglo II no podían declararse expansivas, sino acordes con la tradición: actos piadosos del pueblo romano en socorro de aliados y amigos. Otro factor que tuvo su peso en las decisiones militares del siglo II fue, sin duda, la existencia de anteriores estrategias consolidadas. Para levantar su poderío en Italia, Roma desarrolló lo que hemos denominado la hegemonía indirecta: el control eficaz sobre un mundo de ciudades autónomas. Roma no pensó nunca en anexionarse Italia, pues ello le hubiera provocado nuevas necesidades organizativas de alcance imprevisible. Roma sabía que para mandar no se requería la anexión sino la obediencia de sometido. Esta táctica quiso utilizarla a comienzos del siglo II, como se comprueba en los tratados de paz firmados con Cartago (201) y Macedonia (196). Posiblemente pensó extenderla incluso a otros territorios, pero pronto desistió de ello ante la realidad de que, en determinadas circunstancias, podía provocar mayores problemas, como los que condujeron a la destrucción de Cartago (146) y Corinto (146). La anexión de un territorio al Imperio romano era siempre futro de un cálculo, resultado de contraponer el desgaste de su ocupación con los beneficios que se podrían obtener del territorio. Esta fue la razón por la que Sicilia, Cerdeña e Hispania se convirtieron pronto en provincias, porque los riesgos de su gestión compensaban los enormes ingresos que reportaban.

			Por último, qué duda cabe que el carácter aristocrático de la República condicionó la formación del Imperio romano. Es muy corriente que los grandes imperios lo formen personajes singulares, pero en Roma fue fruto de cientos de aristócratas que sumaron sus esfuerzos en la misma dirección. La anualidad de las magistraturas, propia del régimen aristocrático, fue un condicionante claro en varios aspectos. En primer lugar, empujaba a los generales romanos a no diferir las operaciones militares. Todo aristócrata buscaba en el servicio a la República, ante todo, fama y reconocimiento social. Para logarlos tenía solo un año, el de su consulado, por ejemplo, concluido el cual se convertía en un privado y volvía al grupo aristocrático. Por tanto, todo general deseaba obtener el máximo éxito en el poco tiempo de que disponía, precipitando acontecimientos si esto fuera necesario. Pocos magistrados romanos creaban las condiciones para que el honor y la fama se las llevara su sucesor. Por eso la guerra, en sus muy diversas formas, era algo muy frecuente, ya que con ella había que dar satisfacción a la clase gobernante.

			La anualidad también fue un problema en el desarrollo del régimen provincial. Roma no tuvo durante mucho tiempo auténticos magistrados que enviar como gobernadores a las provincias, lo que retrasó las anexiones y la creación de un imperio unificado. La necesidad de utilizar a los pretores para esos puestos provinciales fue sin duda un parche que muchos en la República entendieron como un problema real: eran magistrados pensados para la justicia, pocos en número, cuyas tareas se sometían a sorteo, y sin tener en cuenta las cualidades personales para las que estaban mejor dotados. Sin ninguna duda, no fue la mejor solución, pero era la única posible. Todo ello retrasó la formación de un auténtico imperio cohesionado. Pese a todas estas limitaciones y dificultades, de lo que no cabe duda es que la República se esforzó en crear su hegemonía salvando los problemas previsibles y buscando nuevas soluciones, entre las que destacan la coherencia económica de la que estuvo dotado desde primer momento y luego las soluciones políticas y jurídicas que la República pondrá en marcha para asegurar la gobernabilidad.

			Es un hecho evidente que desde comienzos del siglo II, el Imperio romano tuvo una profunda lógica económica. La Segunda Guerra Púnica mostró al Senado lo peligroso que podía ser la falta de liquidez y capitales en periodos de crisis. Los esfuerzos por obtener ingresos regulares van a marcar todas las décadas de este siglo. En primer lugar, los cuantiosos botines y las altísimas indemnizaciones de guerra harán fluir hacia Italia una masa enorme de capitales que fueron un seguro motor de su evolución económica. En segundo lugar, la extensión a las provincias del sistema impositivo practicado en Sicilia, que combinaba impuestos directos, indirectos y colectivos. Luego, la explotación arrendada de las minas hispanas o de los grandes latifundios africanos completarán los recursos del Estado. Por último, la enorme circulación monetaria a través de un denario de plata asentado en su patrón y en manos de ricos comerciantes y banqueros, produjo un enorme crecimiento económico y una profunda urbanización en todas las orillas del Mediterráneo, sin parangón hasta entonces. La satisfacción de los habitantes de este gran espacio, independientemente del color de su piel, debió de ser notable, pues el nuevo Imperio romano se levantó sobre unas bases tan sólidas que sobrevivieron con estabilidad a la gran crisis de la República que acaeció durante el siglo I a. C.

			El nuevo sistema provincial acabó imponiéndose a la hegemonía indirecta, tan exitosa en la conquista de Italia el siglo anterior. Poco a poco, y siempre buscando el equilibrio entre ingresos y gastos, las provincias se irán extendiendo por el Mediterráneo. Al principio con más problemas que ventajas, pero qué duda cabe que el Senado buscó siempre nuevas soluciones en la medida de sus posibilidades. Aunque las fuentes se fijan mucho en la figura del gobernador y en su consolidación como nueva institución de la República, el éxito del régimen provincial se encontraba en el compromiso con el gobernado más que con el gobernante. Pasarán décadas hasta que nazca un auténtico gobernador provincial o se perfeccionen las leyes provinciales. Donde realmente triunfó la provincialización fue en la atención a los provinciales y en su romanización. Para ello, como no podía ser menos, se empleó una vieja solución itálica: la doble ciudadanía (pág. 144). Ese invento extraño para la concepción de la política antigua, que permitía a Roma tener ciudadanos de distinta categoría, que disfrutaban de derechos graduales sin dejar de ser ciudadanos. El mundo provincial no quedó dividido entre romanos y no romanos, pues estos antagonismos llevaban a los grandes imperios con frecuencia a su fracaso. Entre el romano y el extranjero (peregrinus) existía un camino que se podía recorrer en diversas fases consecutiva: amigos, aliados, latinos, etc. Entre Escipión el Africano, que representaba la vieja guerra itálica, hasta Escipión Emiliano, la guerra por razones de seguridad siguió siendo lo esencial, y por eso Roma tenía el mundo a sus pies. Pero ese mundo se estaba trasformado por la incorporación cientos de pequeños estados que pronto se percibirán como una unidad cohesionada.

			El distanciamiento de Italia

			La creación del Imperio romano trajo como efecto colateral la crisis del sistema de alianzas itálico, que había cumplido con creces su papel en el pasado, pero que las nuevas circunstancias internacionales habían dejado vacío de contenido. El entramado de alianzas levantado por Roma benefició enormemente a todos los pueblos de la Península: una paz consolidada y duradera, la seguridad en las comunicaciones, el empleo de una moneda única y, al final, el uso generalizado del latín como lengua común fueron factores innegables de desarrollo. La satisfacción también procedía de la gran autonomía de que disfrutaban todas las ciudades de Italia, gobernadas por sus propias aristocracias, que garantizaban la estabilidad de los vínculos con Roma. Por último, la Segunda Guerra Púnica fortaleció aún más los lazos de Roma con sus aliados fieles, que también participaron con entusiasmo en la expansión imperial. Sin embargo, a lo largo del siglo II esta amistad se transformó en irritación contra Roma y condujo a una guerra sangrienta (91-89 a. C.) que puso fin al sistema que tantos beneficios había reportado a todos.

			Las fuentes antiguas no son muy generosas a la hora de informar sobre el progresivo distanciamiento entre Roma y sus aliados. Las alusiones son vagas e imprecisas y hablan de quejas por la intromisión de la República en los asuntos locales; por la persecución del Senado de graves crímenes allanando la autonomía de las ciudades, como acaeció el año 186 cuando se prohibió el culto a Baco en Italia (senado consulto de Bacchanalibus); por el reparto a ciudadanos romanos de tierras, propiedad de aliados itálicos, etc. Sin embargo, da toda la impresión de que la causa real era más profunda: la escasa participación de los aliados en la política internacional y en particular en los beneficios económicos de las guerras del siglo II. Para todos era evidente que más de la mitad de los soldados que combatían en las legiones romanas eran de origen itálico y, sin embargo, ese esfuerzo en vidas humanas no se veía compensado por los beneficios de la victoria. Por ello, las ciudades de Italia comenzaron a pedir la total integración en la ciudadanía romana y el fin del sistema de alianzas: pues si todos eran iguales en el campo de batalla, debían ser iguales en los derechos y deberes públicos.

			Aunque las quejas se levantaron en petición de derechos políticos comunes, también existía una grave cuestión económica no resuelta. Porque en el fondo, lo único que diferenciaba a un ciudadano romano de un aliado era la posibilidad o no de participar en Asamblea popular romana. Derecho más teórico que real, habida cuenta de que la mayor parte de la población de Italia vivía a tanta distancia de Roma que le resultaría costosísimo recorrer cientos de kilómetros para disfrutar de unos derechos condicionados. Es muy probable que los motivos económicos pesaran enormemente, a lo que se sumaban problemas de reparto que afectaban directamente a toda Italia.

			Las aristocracias de las ciudades aliadas de Roma no tenían las mismas aspiraciones de honor y fama que tenía la nobilitas. A ellos les preocupaban su posición, el prestigio local y el bienestar de sus comunidades. Los nuevos territorios provinciales ofrecían un amplio mercado para las ciudades de Italia, especialmente las del sur, que por hablar griego tenían fácil entrada en los riquísimos mercados de Oriente. Es muy probable que la clase dirigente romana no diera facilidades para la expansión de estos intereses o que los itálicos no se vieran suficientemente escuchados para poder influir en la marcha de los asuntos internacionales a pesar de acudir al patrocinio de influyentes senadores como hicieron el año 130 con Escipión Emiliano.

			La irritación se convirtió en conflicto cuando el año 121 el tribuno C. Sempronio Graco propuso a la Asamblea romana una ley que extendía la ciudadanía a todos los habitantes de Italia. La violenta oposición del Senado y del pueblo a esta medida provocó la pérdida de la confianza de muchos itálicos en que Roma seguía siendo la defensora de sus intereses. La guerra abierta entre romanos y sus aliados de Italia estalló el año 91 a. C. en el momento en el que el último intento de diálogo fracasó con el asesinato del tribuno de la plebe M. Livio Druso.

			4. El pensamiento político griego

			Alejandro Magno ha pasado a la historia no por haber sido un monarca más de la lista de reyes macedónicos, sino porque su genio militar llevó a su patria, un país pobre y falto de recursos, a crear un imperio como nadie antes había soñado. Imperios de la extensión del de Alejandro se van a repetir en diversas épocas de la Historia, pero ninguno se formó en tan solo trece años, que fueron los que el rey estuvo al frente de los destinos de Macedonia.

			Con toda justicia, Alejandro Magno es tenido como el mejor militar de la Historia de la Humanidad. Sus grandes victorias no fueron fruto de la casualidad, ni de la fortuna, ni siquiera de no tener enfrente enemigos competentes y eficaces. Su imperio no se levantó únicamente por la debilidad intrínseca de sus oponentes o porque supiera utilizar magistralmente, como sucedió en muchos casos con Roma, de la táctica del divide et impera. Alejandro Magno tuvo la oportunidad de demostrar su genio militar, especialmente su capacidad de adaptación al terreno, y de improvisar las mejores tácticas para lograr la derrota contundente de sus enemigos. A ello hay que sumar su gran capacidad de liderazgo. Sus hombres sentían por él auténtica devoción y eran capaces de cualquier sacrificio por secundar sus deseos. Las fuentes cuentan que Alejandro se mantenía siempre muy próximo a los soldados. No solamente combatía con ellos en primera fila, sino que conocía a muchísimos por sus nombres. Tras la batalla solía visitarlos para interesarse por su salud y por la marcha de sus heridas. Nunca fue mezquino a la hora de recompensar el valor y la entrega en la batalla. Por ello, los macedonios lo tenían como su rey, al que siguieron hasta el mismísimo nacimiento de la aurora.

			Pero sería una enorme injusticia con Alejandro pensar que sus éxitos fueron únicamente militares. Su batalla más importante y peligrosa fue contra la propia historia de Grecia. Desde el primer momento en que desembarcó en Asia y libró la batalla del río Gránico (334) dejó de comportarse como el simple rey de Macedonia que lideraba también una liga de ciudades griegas. Él quería ser el rey de todos sus súbditos, independientemente del lugar de origen, de la raza o de la lengua que hablaran. Las fuentes literarias no dejan lugar a dudas de la profunda transformación que se fue operando en la cabeza y en las intenciones de Alejandro desde el primer momento. Detrás de sus victorias militares existía el propósito de superar la vieja rivalidad entre Europa y Asia que había provocado frecuentes enfrentamientos y cuyas últimas manifestaciones habían sido las Guerras Médicas. Alejandro no veía en los nuevos territorios conquistados la mera oportunidad de alcanzar gloria o riquezas, como seguro que lo hacían todos sus soldados y especialmente sus generales más próximos. Él nunca sucumbió a la fácil tentación de esclavizar a la población vencida para venderla y así obtener riquezas fabulosas con las que volver satisfechos a casa. Alejandro no veía la guerra como un fin en sí mismo, lo que sí habían hecho durante siglos griegos y macedonios, sino como la oportunidad de crear un nuevo espacio de convivencia para los suyos y los demás pueblos de Asia. La falta de entendimiento entre sus hombres le causó enormes problemas, de entre los que no estuvieron exentos el complot o la conjura.

			La guerra interna que tuvo que librar Alejandro contra su propia gente fue sin duda más violenta y complicada de lo que el mismo rey podría haber esperado: porque el enemigo de fondo no era otro que siglos de comportamiento y de modos de entender la realidad. Pese a los grandes éxitos de los griegos en el arte, la literatura, la filosofía, etc., sus horizontes en el siglo IV a. C. seguían siendo el de la vieja polis tradicional. La cultura griega se había desarrollado en un mundo de ciudades escasamente pobladas, con un pequeño territorio del que apenas obtenían lo necesario para vivir. Un universo estrecho, lleno de tensiones, en el que la guerra era la forma frecuente de relacionarse con los vecinos; en donde existía una permanente desconfianza hacia el extranjero, que era visto como sospechoso y un enemigo potencial. Si los griegos tenían dificultad para aceptar a otros griegos, el rechazo alcanzaba el paroxismo cuando se trataba de bárbaros con los que era imposible comunicarse.

			Alejandro pensaba en un mundo abierto, libre de los viejos atavismos griegos, en el que pudieran transitar sin fronteras personas e ideas. Quería construir un estado centralizado que integrara a todos sus súbditos sin distinción de raza o de lengua. Pero se encontró con que su propio pueblo no fue capaz de comprender lo que él deseaba. Los grandes filósofos griegos del siglo IV, como Platón, Aristóteles, etc., seguían proponiendo soluciones políticas aún ancladas en la ciudad estado e inservibles para su proyecto universal.

			La muerte repentina de Alejandro Magno en junio del 323 a. C. le impidió ver el fruto de sus esfuerzos, pero dejó abierta la puerta de la renovación cultural del mundo griego. Pronto llegarán nuevos pensadores que lograron superar las formas raquíticas de la polis, donde importaba más el funcionamiento de las instituciones que el interés de las personas. Esas nuevas corrientes, especialmente el estoicismo, arraigaron con fuerza en Roma, en donde el sueño de Alejandro de un imperio integrador se hizo realidad.

			Una ética para el gobierno del mundo

			El sueño de Alejandro Magno de fusionar a griegos y asiáticos no va a caer en saco roto. Sus planteamientos de fondo, de superar la vieja polis griega, serán recogidos por nuevos pensadores que le darán consistencia intelectual, facilitando así su amplísima difusión. A través de todas la actividades del intelecto humano: filosofía, arte, literatura, nuevos pensadores de origen griego marcarán las pautas de lo que tenía que ser ese mundo ideal. Pero curiosamente, una vez confeccionada la teoría, será Roma la que la difundió por todo el mundo conocido. Si no hubiera sido por los romanos, tan apasionados por la cultura griega, el helenismo no hubiera tenido la fuerza que poseyó ni se hubiera extendido como lo hizo.

			Fue Atenas, una vez más, el centro de elaboración de las nuevas corrientes filosóficas del helenismo. En esta ciudad, que Alejandro amaba profundamente y en la que pasó algunos días, se congregarán nuevos pensadores que abandonaron definitivamente la reflexión sobre la polis y sus instituciones, para hacerlo ahora sobre el cosmos y sus habitantes. Porque el nuevo objetivo de la filosofía será el conducir al hombre a la felicidad y enseñarle a vivir en un mundo sin horizontes. Dos corrientes filosóficas ofrecerán a sus discípulos sendos caminos para alcanzar el mismo fin. La escuela de Epicuro (341-270), interesada en evitar a toda costa los problemas que alteran al hombre y centrada en la búsqueda siempre del placer, y el estoicismo, que difundió por el mundo la realidad de que el hombre era ante todo un ser comunitario (zoon koinonikon).

			No cabe la más mínima duda de que fue la corriente de pensamiento estoica la que alcanzó mayor difusión e impregnó profundamente la sociedad romana. Su fundador fue Zenón de Citio (333-262), natural de Chipre, que se asentó en Atenas hacia el año 300 a. C., ocultando con sus planteamientos el prestigio de las demás escuelas filosóficas. Ocupó para sus clases el llamado Pórtico de la Alianza (Stoa Poikile), de donde tomó nombre su propia escuela. El centro de sus pensamientos descansaba en la enseñanza de que el sabio es el único que puede alcanzar la auténtica felicidad, lo que no es otra cosa que permanecer impasible ante el dolor (ataraxia), la enfermedad o la cercanía de la muerte. Para ello ser requería un aprendizaje y un esfuerzo que llevaba al hombre a convertirse en un sabio, como ideal de perfección. Ya que el hombre es por naturaleza un ser social, esa felicidad no se podía alcanzar al margen de los demás, por lo que Zenón también desarrolló la idea de que todos los hombres eran hermanos y debían amarse y ayudarse unos a otros a alcanzar la felicidad. Por ello, el concepto de filantropía era esencial a los estoicos: todos los hombres, independientemente de su raza, lengua o religión, formaban parte de la misma humanidad, que es la que puebla la tierra, sin tener en cuenta la ciudad en la que hayan nacido.

			La primera fase del estoicismo (300-130) tuvo una difusión muy escasa por las enormes exigencias morales que imponía a sus seguidores, solo alcanzables por un pequeño número de escogidos. Esto cambió radicalmente con el llamado segundo estoicismo (130-50 a. C.), que consiguió suavizar el excesivo rigor de los planteamiento iniciales. El impulsor de la nueva corriente reformadora fue Panecio de Rodas (180-110), que se hizo cargo de la Escuela del Pórtico desde el año 129 hasta su muerte. Este pensador tuvo una enorme influencia en Roma, ya que fue la corriente de pensamiento que más caló en la sociedad, especialmente en su clase dirigente. Sus escritos han desaparecido completamente y solo se conocen por algunos fragmentos y las referencias que Cicerón hace de su pensamiento. Frente al ideal de sabio impasible y resistente a los temores, Panecio sostuvo que la felicidad no es un bien absoluto que solo se puede alcanzar de una única manera, sino que cada hombre tiene su propio camino de acceso: todos los hombres deben comportarse como seres racionales que son, sin desatender los condicionantes de su propia naturaleza.

			Panecio se asentó en Roma hacia el año 144, entrando en contacto con Escipión Emiliano, que le tuvo por amigo y maestro. Tras la muerte de su mecenas el año 129, Panecio abandonó Roma y se asentó en Atenas para dirigir la escuela a la que pertenecía. En sus años romanos, el filósofo de Rodas redactó su obra más importantes: Sobre los deberes (Peri tou kathēkontos), en donde propuso a la sociedad romana y a su clase dirigente una serie de criterios éticos y políticos para la actuación pública. Su influencia en Roma fue importantísima, ya que gracias a él se fundieron dos realidades históricas hasta entonces separadas: el ideal político romano con la ética griega, que será la base de la solidez del propio Imperio romano.

			Seguramente Panecio advirtió desde el primer día que pisó Roma que la gran característica de su clase gobernante era la ambición, el afán de acumular magistraturas, el deseo de recibir el reconocimiento del pueblo a su valor y servicios al Estado. Por su larga experiencia de la sociedad griega, el pensador estoico comprendió sin duda que en dicha actitud se encerraba una bomba de relojería que podía hacer saltar por los aires a la aristocracia romana y a la entera República; por ello se aprestó a hacer sus propuestas de reformas, que poco a poco fueron calando entre los romanos.

			La gran propuesta de Panecio fue la de añadir al ideal de excelencia de la aristocracia romana algo que le faltaba: una mayor conciencia ciudadana, que se daba con normalidad en las sociedades griegas. Panecio advirtió a la nobilitas que gobernar no era acumular honores: magistraturas, sacerdocios, triunfos militares. La grandeza no se encontraba en el mero reconocimiento externo, porque la fama radica en los hechos y no en la alabanza «mejor ser que aparentar» señalaba Cicerón (Deberes, 1.61). El buen político debe lograr en primer lugar su gloria interior y solo después la opinión de los demás. Fiel a su formación filosófica, Panecio elaboró toda una serie de criterios éticos pensados para la clase dirigente romana y para el gobierno del mundo. En primer lugar, expuso su concepto de belleza moral, que hunde sus raíces en el ideal aristocrático griego del gobernante como un ser bueno y virtuoso (kalós kaì agathós). Todo gobernante debe destacar, según Panecio, por la grandeza de sus virtudes (kalokagathia), concepto que Cicerón traduce al latín como honestum. Este término fue muy bien aceptado por la aristocracia romana, pues está directamente relacionado con honos, que es en el fondo lo que busca todo aristócrata romano en el ejercicio del poder. El honos, para que sea auténtico, tiene que fundamentarse en los hechos virtuosos, porque si no la fama sería totalmente falsa. Para lograr la bondad moral (honestum), el aristócrata romano debe hacer siempre lo adecuado y conveniente (decus, decorum), aquello para lo que el pueblo le ha escogido.

			El político romano virtuoso (honestus) debe guiarse siempre, según Panecio, por la virtud cardinal de la magnanimidad (megalopsychia). De la misma manera que todo padre se desvive por su familia y parentela, el auténtico gobernante debe hacer lo mismo con aquellos que están bajo su autoridad. El hombre de estado debe ganarse el amor de la ciudadanía a través de acciones morales ejemplares; sus obras deben ser útiles a la comunidad y no únicamente seguir sus intereses particulares. Lo que es bueno para la comunidad también lo es para el político. Con ello, Panecio proponía un cambio radical de actitud a la clase dirigente romana: no pensar que la política era el simple juego de intereses particulares, y por lo tanto les animaba a tener una mayor preocupación social, de la que carecían hasta ese momento del siglo II a. C.

			Por último, el filósofo estoico realizó otra aportación intelectual de enorme significación al gobierno de Roma: fue el primero que justificó racionalmente la política expansiva que había llevado a cabo el Senado a lo largo del siglo II. Es indudable que el imperio que Roma estaba levantando a lo largo y ancho del Mediterráneo era incompatible con la vieja concepción republicana de que la guerra tenía que tener siempre una causa justa (bellum pium et iustum): la defensa propia o de los aliados ante una agresión exterior. Ello era incongruente porque ninguna de las guerras del siglo II tenía como causa de su declaración una amenaza exterior y, por lo tanto, se corría el riesgo de provocar la ira de los dioses ante tan flagrante incumplimiento de la tradición. Panecio fue el que dio solución al problema al poner las bases intelectuales de la expansión futura que se realizará en las décadas siguientes. El filósofo de Rodas afirmaba que la guerra no tenía un fin en sí misma: saqueo, botín, etc., o que buscara únicamente la propia integridad frente a una amenaza exterior. El objetivo último de la guerra tenía que ser siempre alcanzar la paz. Por tanto, la guerra expansiva, la puramente imperialista, que conduce a la conquista de los territorios vecinos, podía ser legítima porque su fin era el bienestar y la seguridad de los sometidos.

			La guerra expansiva, señalaba Panecio, se comprende porque en todo hombre habita el deseo natural de supremacía (Cicerón, Deberes, 1.13), de imponerse a los demás (appetitio principatus) y, por lo tanto, de gobernar una familia, una ciudad o un estado poderoso. En consecuencia, la guerra imperialista es moralmente buena, porque es la consecuencia de ese impulso natural al que el hombre puede dar satisfacción como algo lógico y normal. Como toda tendencia natural, el afán de dominio tiene que estar sometido a la razón, al logos y, en consecuencia, a las virtudes cardinales que hacen que la actividad humana sea honesta. Un imperio legítimo exige al político romano que gobierne ejercitando la virtud de la magnanimidad (magnanimitas), porque es la que rige, según el pensamiento de Panecio, a todas las demás, y es la guía última de la actividad pública. Con esta defensa de la teoría del principado, el filósofo griego estaba prestando un enorme servicio a la clase dirigente romana y, a la larga, a todos los habitantes del Mediterráneo.

			El helenismo al servicio de Roma

			A muchos historiadores del siglo XX les costó entender la actitud de Roma hacia el mundo griego durante los años de expansión. Les resultaba complicado explicar la aparente contradicción de la clase dirigente romana, que por un lado asumía la cultura griega con sus manifestaciones artísticas, literarias o filosóficas, y que a la vez era capaz de librar sangrientas guerras contra los griegos y someterlos a crueles castigos en el momento de la conquista. Este comportamiento ambivalente de Roma hacia los griegos ha sido explicado de maneras muy distintas. Muchos historiadores del siglo XX pensaron que la aristocracia romana se había dividido en filohelenista y antihelenista y que, dependiendo de quién gobernara, se reaccionaba de una manera amigable o violenta. Otros autores apostaron por que Roma actuaba con cinismo, pues la actitud favorable hacia los griegos no era más que una pantalla para facilitar las conquistas y su posterior sometimiento. Hubo incluso quienes llegaron a creer que la clase gobernante romana tenía graves problemas sicológicos por la conciencia de sus inferioridad cultural que los llevaba a cometer actos injustificados de violencia.

			Posiblemente ninguna de esas razones apuntadas pueda explicar qué fue lo que pasó realmente. La aristocracia romana no estaba dividida en filohelenista y antihelenista en el siglo II, porque casi toda ella era filohelenista. Roma llevaba siglos aceptando elementos culturales griegos que incorporaba a sus propias tradiciones. Sus relaciones con las ciudades del sur de Italia y Sicilia eran espléndidas y no existía con ellas ningún complejo de inferioridad. La primera historia de Roma fue escrita por Fabio Píctor en griego, no para potenciales lectores de esta lengua, sino para las clases cultas romanas, que eran capaces de entender perfectamente sus contenidos. El llamado círculo de los Escipiones, que congregaba a políticos romanos y a intelectuales griegos, no debió de ser el único de Roma, sino que muy probablemente las grandes familias de la nobilitas promovían actividades de este tipo.

			Lo que sucedió durante el siglo II fue que la llegada masiva del helenismo a Roma coincidió con su expansión militar por las aguas del Mediterráneo, uniéndose en el mismo momento atracción cultural y estrategia política. La afinidad que sentía la aristocracia romana por el mundo griego no tenía por qué desplazar el amor por la propia patria y los intereses del conjunto. En muchas decisiones drásticas del Senado no subyacían problemas sicológicos, un cinismo atroz o una actitud ambivalente: simplemente se tomaban decisiones políticas a tenor de los intereses generales de la expansión.

			Un magnífico ejemplo de lo que estaba sucediendo en la aristocracia romana del siglo II lo supone el cónsul del año 195 M. Porcio Catón. Originario de Tusculum, fue el primero de su familia en acceder al consulado, convirtiéndose en una figura clave de la política romana de esos años. Las fuentes han transmitido de él la imagen de un romano conservador, amante de la tradición de los antepasados, sincero, austero, piadoso con los dioses, más de hechos que de palabras. Debido a algunas actitudes políticas, muchos historiadores recientes han querido ver en él al más genuino representante del antihelenismo, ya que advirtió frecuentemente de los peligros que suponía para Roma la aceptación de unas ideas procedentes de un pueblo en decadencia. Sin embargo, si se observa con detalle su biografía se comprobará que su formación intelectual era profundamente griega. Se educó de joven en la escuela pitagórica de Tarento y junto al poeta Enio, que usó versos homéricos para confeccionar sus Anales. Catón, en su libro Orígenes, empleó giros y palabras griegas que evidencian su profundo conocimiento de esta lengua. Cuando siendo censor el año 184 construyó la basílica Porcia en el Foro romano, lo hizo siguiendo modelos griegos. Él estaba emparentado con Escipión Emiliano, tenido habitualmente como la cabeza visible del filohelenismo en Roma.

			Catón era un filohelenista como casi toda la aristocracia romana. Su preferencia por la cultura griega no puede ponerse en duda desde que decidió que su hijo, casado con la hermana de Escipión Emiliano, y todos los niños de su casa, se formaran con preceptores griegos. Pero ello no implicaba dejar de ser romano o dejar de amar las tradiciones de su pueblo. A Catón le tocó participar en dos procesos básicos de la Roma del siglo II de los que ya hemos hablado: la consolidación institucional de la República y la difusión del mos maiorum como forma de cohesionar a la clase dirigente romana. Catón estuvo muy activo en la aprobación de leyes que regulaban los procesos electorales, especialmente en la lex Baebia de ambitu (181) y en la prohibición de la reiteración del consulado el año 151 (Livio, Perioca, 56). Pero su bandera más importante fue la defensa de los valores y virtudes romanas que él asumía: modesto, recatado, severo y austero, valiente en la guerra y capaz de todo sacrificio por servir al Estado. Estos valores tradiciones los defendió durante su censura del año 184, que fueron los mismos que años más tarde también defendió Escipión Emiliano durante su censura el año 142.

			Como muchos aristócratas romanos tenidos por antihelenistas, Catón nunca fue enemigo de los griegos y de su herencia cultural, sino más bien un defensor de Roma. En su actividad pública ambos polos nunca entraron en conflicto, pues sabía que su lealtad estaba con su pueblo y no con los griegos. Para reconocer todo lo que había logrado Grecia no era necesario minusvalorar los aportes de Roma, en particular la superioridad de su constitución política, no hecha por un único legislador, sino obra de un pueblo entero. Lo que buscaba Catón era avisar a los romanos de sus peculiaridades y de sus elementos diferenciadores, y ello le llevó a hacer un aporte excepcional a la historia de Roma: el de ser capaz de usar la cultura griega para formar una conciencia nacional romana basada en el mos maiorum.

			Si hubiera que indicar cuál fue la consecuencia más importante de la fuerte entrada de la cultura griega en la Roma del siglo II, habría que decir que el éxito en emplear al helenismo en servicio de la República; en convertirlo en el soporte intelectual a través del cual los romanos se expandirán por todo el Mediterráneo. La aristocracia romana logró consolidar su poder a través del arte, la literatura, la filosofía, etc., transformándolas en un medio magnífico de difusión que les permitirá modelar y dirigir la propia cultura latina. Roma consiguió fundir en un mismo cuerpo los insuperables avances griegos con los valores fundamentales de la tradición romana. La elaboración del mos maiorum que tuvo lugar a lo largo del siglo II no hubiera tenido nunca tanta proyección si no hubiera contado con el soporte comunicativo que le ofrecían el arte y la literatura griega.

			Hasta el siglo II se puede hablar con propiedad de arte griego y arte romano como dos procesos diferenciados. A partir de ahí, hay que pensar más bien en arte griego y patronazgo romano: donde se unen la magnífica factura de las obras griegas con el gusto y los mensajes de Roma, especialmente en el retrato, el relieve, la pintura y el mosaico. Ello provocó el surgimiento del arte grecorromano, en el que se funden ambas tradiciones: el estilo, la factura, etc., eran siempre griegos, pero los temas, mensajes e intenciones eran siempre romanos. Gracias a este nuevo arte, en particular la escultura, se difundieron por todo el Mediterráneo los valores aristocráticos tan del gusto de la sociedad romana. El mos maiorum nacido para cohesionar a su clase dirigente acabó sirviendo para integrar paulatinamente a todos los pueblos del Mediterráneo, que empezaron a aprender lo que significaba Roma gracias a una cultura que habían creado otros.

		


		
			V.

            El final del régimen republicano (133-30)

            
            
            
			1. La disolución de la República (133-30)

			En septiembre del año 1599 se representó por primera vez la obra de teatro Julio César de William Shakespeare. El éxito de su estreno fue contundente por la maestría del dramaturgo inglés en representar la compleja psicología de los personajes que planearon y ejecutaron el asesinato del dictador. Shakespeare dibujó un magnifico cuadro sobre la conquista y conservación del poder y de cómo determinadas decisiones pueden atormentar hasta la destrucción a las mentes más fuertes y resistentes. Podría decirse que la pieza de Julio César es un magnífico canto a las decisiones arriesgadas y a los procesos por los que la mente humana llega a aceptar aquello que el corazón señala como un error.

			Para componer su texto, Shakespeare se sirvió de biografía de Julio César contenida en las Vidas paralelas de Plutarco. En ella, el autor inglés pudo encontrar toda la sicología que rodeaba a la aristocracia romana, y así alcanzó a componer un texto que, aunque no es una fuente histórica, sí que tiene el enorme valor de mostrar una visión muy posible de los sucesos y reacciones acaecidos en los famosos Idus de marzo del año 44 a. C. Al mirar Shakespeare a César a través de los ojos de Plutarco no pudo evitar tomar partido en contra del dictador y juzgarlo negativamente. Para el autor inglés, César era una amenaza a la libertad y su muerte estaba perfectamente justificada (iure caecus), calificando a los tiranicidas, y en particular a Bruto, como auténticos libertadores. Shakespeare pensaba que la muerte de César se justificaba por su intención de proclamarse rey de Roma, reemplazando un poder aristocrático de quinientos años por un gobierno personal de carácter monárquico. Por ello, el autor inglés puso en boca de Bruto los siguientes argumentos: «Y si entonces preguntaseis por qué Bruto se alzó contra César, esta sería mi contestación: No porque amara a César menos, sino porque amaba a Roma más. ¿Preferiríais que César viviera y morir todos esclavos o que esté muerto César y todos vivir libres? Porque César me apreciaba, le lloro; porque fue afortunado, le celebro; como valiente, le honro; pero por ambicioso le maté». Los argumentos son muy claros: el amor hacia Roma y la protección de los ciudadanos habían sido la causa fundamental de la acción de Bruto.

			Los apenas cien años que transcurrieron en la historia de Roma desde el 133 hasta el asesinato de Julio César (44 a. C.) fueron enormemente críticos; porque muchos pilares del régimen republicano se tambalearon hasta caer, derribados por sangrientas guerras civiles. El primer pilar en desparecer fue sin duda la forma en la que la clase dirigente desarrollaba la competición política. El gobierno de la República había sido siempre el ámbito de competencia de diversos grupos familiares aristocráticos que de alguna manera se habían turnado durante siglos en el ejercicio del poder. Al acabar el periodo señalado, el asesinato de César, eran individuos singulares, poderosos jefes militares los que rivalizaban por el total control del Estado. En segundo lugar, el método político de la rivalidad aristocrática se había trasladado del Senado y de la Asamblea a los crueles campos de batalla, reemplazando los votos y la participación popular por el inútil derramamiento de sangre: pues ahora serán los ejércitos los que entreguen el poder a la clase gobernante. Un tercer elemento igualmente novedoso fue la total pérdida del carácter de ciudad estado que Roma había conseguido mantener durante la mayor parte de la República. Desde comienzos del siglo I a. C., Roma era toda Italia e Italia se había convertido en Roma. Por último, la República se había transformado, en esos casi cien años, de una potencia con más hegemonía exterior que superficie controlada, en la gran dominadora del Mediterráneo, que decidía sobre la fortuna y bienestar de todos sus habitantes.

			Todo esto no difiere sustancialmente de la visión mayoritaria que los romanos tenían de las causas de la crisis. Ellos pensaban que su origen se encontraba en la falta de unidad dentro de la aristocracia romana. Que la ambición de poder y riquezas hicieron saltar por los aires los siglos de cohesión que habían llevado a la sociedad romana a lo más alto de su historia. En particular, los textos antiguos detallan como causa más inmediata la ruptura de la clase gobernante en dos bandos distanciados: populares y optimates, luchando por el control de las magistraturas. Sin embargo, hay que señalar que esta división es un tanto artificial, más argumental o interpretativa que real. La teórica división entre optimates y populares era una cuestión más de estrategia que de fondo o de objetivos. En la República romana siempre hubo optimates, o sea, grupos familiares que acaparaban con alianzas las más altas magistraturas y se sentían depositarios de la tradición: esta era la actitud de los patricios en el siglo IV, cuyo ejemplo siguieron los nobiles a partir del III. Pero examinados en sí mismos, los optimates no supusieron un cambio especial o un nuevo rumbo en el ejercicio del poder en Roma. Quizás lo realmente novedoso del siglo I a. C. sea la aparición de los populares, que no se diferenciaban en nada de los anteriores, salvo en optar por una estrategia política desacostumbrada. Ambos grupos eran profundamente partidarios del régimen republicano y de sus valores tradicionales, resumidos en la doctrina del mos maiorum. Las diferencias entre los dos grupos eran meramente circunstanciales y tácticas, ya que los populares preferían emplear las cuestiones sociales como nueva arma política en la historia de Roma para conseguir sus objetivos de poder.

			Fue, en el fondo, la división interna general dentro de la aristocracia romana la que favoreció la ruina del sistema republicano. La ruptura de la cohesión provocó que el Senado no pudiera mantener su papel de coordinador de los intereses familiares y de promotor de la concordia. La falta de liderazgo de aquellos que debían ostentarlo provocó que millones de personas que habitaban las tranquilas aguas del Mediterráneo acabaran pagando las consecuencias.

			Crisis política y evolución institucional (133-70)

			El año 133 a. C. abrió posiblemente el ciclo más dramático de la historia de Roma. Durante los cien años posteriores, hasta el año 30 a. C., la República vivió una profunda crisis institucional, zarandeada por las disputas internas dentro de la clase gobernante, lanzándose unos contra otros a sangrientas guerras civiles que propiciaron la llegada de un nuevo régimen político y de una nueva constitución. Curiosamente, estos enfrentamientos, que debilitaron a la aristocracia romana, se libraron en torno a la defensa de importantísimos proyectos legislativos, que intentaban arreglar problemas reales de la sociedad, porque a partir del 133 lucha política y reforma constitucional irán siempre de la mano. En los dos primeros tercios del siglo II a. C., la República había realizado importantes cambios en la organización de las magistraturas, en los procesos electorales, en la supervisión del gobierno provincial, etc. (pág. 231), y se logró con bastante consenso, hasta tal punto de que las fuentes no mencionan ninguna polémica en torno a sus aprobaciones. Pero a parir del año 133, la unanimidad mostrada hasta entonces para resolver los problemas reales del Estado saltó por los aires, y con ella la estabilidad de la República. La ambición y las aspiraciones políticas de los gobernantes romanos les llevaron a aprovechar reformas constitucionales necesarias, para convertirlas en campos de batalla donde obtener ventajas políticas, casi siempre a corto plazo. 

			Entre los años 133 y 70 a. C., la Asamblea popular aprobó más de doscientas leyes que buscaban poner orden en el engorroso entramado de relaciones institucionales y personales en el que se convirtió la República. La clase dirigente romana practicó el curioso método de intentar lograr mayores cotas de poder resolviendo los problemas que padecían la ciudadanía, los aliados itálicos o los provinciales. Quizás nunca en Roma se legisló tanto como en estas décadas, pero sin resultados aparentes de mejora, debido a que no pocas veces la nueva legislación era un arma de doble filo, destinada también a conseguir provecho político para aquellos que la proponían. Tanto optimates como populares van a romper la unidad de la aristocracia romana al disputarse las soluciones a los graves problemas del gigantesco Imperio romano. La constitución republicana acabó muriendo, destrozada por aquellos que pretendían salvarla.

			La primera acción política que marcó los nuevos tiempos fue protagonizada por Tiberio Sempronio Graco. Este noble romano era nieto materno de Escipión el Africano y cuñado de Escipión Emiliano. El 10 de diciembre del 134 fue elegido tribuno de la plebe, trayendo bajo el brazo un programa de reformas destinado a resolver el hambre de tierras de la población más necesitada de Roma. Desde unas décadas antes (178) no se habían vuelto a realizar fundaciones coloniales, aunque seguían existiendo tierras públicas (ager publicus) en Italia. El disfrute de estas parcelas era un privilegio de la ciudadanía romana, ya que todos podían acceder a ellas sin importar la clase social a la que se perteneciera. Pero el caso es que muchos ricos terratenientes, senadores incluidos, habían acaparado una gran parte de ellas, que habían fundido con otras privadas para así crear el típico latifundio tan característico del siglo II. 

			La ley agraria de Tiberio Graco buscaba recuperar esas tierras públicas aún ocupadas y repartirlas entre la población necesitada de Roma. Reivindicando la vieja ley del año 367 a. C. que prohibía la acaparación de más de 500 yugadas de ager publicus, la reforma de Graco pretendía conseguir parcelas de aquellos propietarios que se habían excedido en dicho límite. Para no dañar excesivamente los derechos adquiridos, se permitió a los poseedores de tierras del Estado retener hasta 1000 yugadas, a razón de 500 por el cabeza de familia y 250 yugadas más por un máximo de dos hijos varones; además, la ley prometía indemnizaciones por las inversiones realizadas. Con las tierras resultantes, Graco pensaba hacer lotes de 30 yugadas, cuyos nuevos propietarios no podrían venderlas ni enajenarlas. La ley contenía también el reglamento de una comisión de tres personas que supervisarían todo el proceso.

			El proyecto de ley encontró una fuerte oposición en el Senado, pues muchos de sus miembros acaparaban este tipo de propiedades y veían peligrar sus fortunas. Añadido a esto se daba la circunstancia de que una parte del ager publicus estaba ocupado por itálicos, aunque fuera ilegal, y ello podía provocar delicados problemas diplomáticos. Para esquivar la oposición del Senado, Tiberio Graco se dirigió directamente a la Asamblea popular, con la intención de hacer aprobar la ley, contraviniendo la ley Hortensia, que obligaba a todo proyecto de ley a ser previamente revisado por el Senado. El veto del tribuno M. Octavio, colega de Graco, que en condiciones normales hubiera paralizado todo el proceso y acabado con el problema, fue resuelto con una nueva votación en la Asamblea por la que se despojó a Octavio del cargo de tribuno, invocando el superior interés del pueblo. La comisión de tres personas encargadas de la reforma comenzó a trabajar muy lentamente por las graves cuestiones legales sobre la propiedad real, ya que la falta de un catastro imposibilitaba deslindar las tierras públicas de las privadas. Ni siquiera el tesoro del rey de Pérgamo Atalo III, que se usó para este fin, hizo avanzar más rápidamente la reforma. 

			Para garantizar el futuro de sus leyes, Tiberio Graco intentó hacerse reelegir un año más como tribuno. Un segundo ejercicio no estaba legalmente prohibido, pero en la constitución no escrita de la República no se había producido nunca un hecho semejante. Los enemigos de Graco aprovecharon el tumulto del día de las elecciones, el 10 de diciembre del 133, para asesinarlo junto a algunos de sus partidarios.

			La política reformista que estaba afrontando una parte de la nobleza romana por la vía del enfrentamiento directo con el Senado se reavivó cuando Cayo Sempronio Graco, el hermano menor de Tiberio, fue nombrado tribuno a finales del año 123. Durante los dos años que ejerció el cargo intentó avanzar reformas en ámbitos trascendentales de la República romana: la administración de justicia, el régimen provincial o la cuestión de los itálicos. Su primera gran propuesta, que desarrolló a lo largo del año 122, fue la reforma de los tribunales permanentes de justicia (quaestiones perpetuae) centrados en ese momento en juzgar la posible corrupción de los magistrados republicanos. La ley de Cayo Graco (lex iudicaria) reemplazaba a los cincuenta senadores que actuaban como jueces por igual número de caballeros. Esta medida fue la lógica consecuencia de la reforma del año 129 que separaba jurídicamente a senadores y caballeros, creando propiamente el ordo equester. Desde entonces, toda persona que ingresaba en el Senado estaba obligada a entregar su caballo público y abandonar las dieciocho centurias de caballería para pasar a votar únicamente en las centurias de infantería. Se trataba, pues, de encontrar un nuevo papel que los caballeros pudieran desempeñar en la administración. Como no podía ser de otra manera, todo servicio al Estado, y esto lo era, llevaba aparejado la capacidad de hacer política, y los caballeros tuvieron a partir de entonces un nuevo instrumento para hacer oír sus intereses.

			La segunda gran reforma de Cayo Graco se centró en la administración provincial. A través de una ley aprobada por la Asamblea se estableció la obligación del Senado de señalar las provincias que iban a recibir los cónsules antes de que estos fueran elegidos por los comicios electorales. Con ello se trataba de evitar que los recién nombrados pudieran presionar para que se les asignasen determinadas misiones de su interés y no del interés de la República. A ello se añadió otra ley más (lex de provincia Asiae), que regulaba el cobro de impuestos en el antiguo reino de Pérgamo (129), arrebatándole al Senado la supervisión de las finanzas de la República. Los impuestos debían recaudarse a través de sociedades privadas de publicanos gracias a una subasta pública, que cada cinco entregaba a estas sociedades en régimen de concesión la explotación financiera de la provincia de Asia.

			Además de las reformas administrativas, que se hicieron únicamente con apoyo popular y contra la voluntad del Senado, Graco también se interesó por la situación penosa de amplias capas de la población. Aunque intentó reavivar la reforma agraria de su hermano asesinado, su gran propuesta fue la de establecer colonias fuera de Italia, por la escasez de tierras y el enorme malestar que provocaba. Para ello, logró que la Asamblea aprobara la creación de una colonia en la antigua y maltrecha ciudad de Cartago, rompiendo con ello un viejo atavismo de siglos de historia por el que todas las colonias de ciudadanos tenían que fundarse en Italia. Aunque a duras penas, se estaba imponiendo en la sociedad romana la realidad de que su horizonte vital no concluía en la pequeña península itálica. Por último, durante su segundo mandato intentó dar una solución a las demandas de los aliados que aspiraban a una mayor integración en la sociedad romana. Cayo Graco fue prudente al proponer la extensión de la ciudadanía únicamente a aquellos que tenían la condición de latinos y no a todos los aliados, pero se equivocó al proponer que a estos últimos se les concediese el privilegio de votar en la Asamblea popular. Los enemigos de Graco hicieron ver al pueblo que dicha medida implicaría compartir con los recién llegados el botín de guerra, los repartos de trigo o las tierras de los futuros asentamientos coloniales. Graco tuvo que retirar la reforma, y la falta de apoyos se evidenció el 10 de diciembre del 121 cuando intentó presentarse para un tercer mandato, no alcanzando los votos suficientes para ello. A comienzos del 120, la agitación callejera y un intento de los partidarios de Graco de levantarse en armas contra la República terminaron en el tumulto donde murieron Graco y muchos de sus compañeros.

			La tranquilidad que vivió la República tras estos acontecimientos no duró excesivamente. Una guerra provincial y la irrupción de las tribus germanas de cimbrios y teutones en la recién creada provincia Narbonense (125-121) revelaron los graves defectos del sistema militar romano. La guerra de Yugurta en Numidia sirvió para llevar a primera línea de la política romana a Cayo Mario, elegido cónsul el año 107. Pero realmente terribles fueron las sangrientas derrotas causadas por los germanos: por dos veces (109 y 105), ambos ejércitos consulares fueron diezmados, quedando Italia a merced de una posible invasión. Tras la derrota de Arausio (105), todas las miradas se dirigieron a Mario, que fue elegido cónsul ininterrumpidamente para que pudiera afrontar con éxito la crisis militar. Debido a la falta de reclutas con cualificación económica suficiente para ser llamados a filas, y tratando de evitar el fácil recurso de alargar más años el servicio de los ya enrolados, Mario procedió a alistar a ciudadanos sin medios económicos que de ordinario no hubieran sido llamados a filas. De esta manera, el ejército romano perdió su viejo carácter cívico, de campesinos propietarios que servían a la República sin más recompensa que el botín que pudieran arrancar al enemigo, pues al ser licenciados volvían de ordinario a las tierras de su posesión. La reforma de Mario introdujo también novedades tácticas: los soldados estarán mucho mejor equipados a parir de entonces porque será la República quien se encargue de hacerlo. También se dio mayor protagonismo a las cohortes, pues estas unidades compactas de 500 o 600 hombres, se mostraron más eficaces a la hora del combate contra los germanos que los viejos manípulos. Gracias a ello, cimbrios y teutones fueron rápidamente derrotados, primero en Aquae Sextiae (102) y luego en Vercellae (101). La reforma de Mario trajo a la vida política una imprevisible novedad: la necesidad de atender a los soldados tras el licenciamiento, pues los veteranos no tenían de ordinario ningún sitio al que volver y, por ello, comenzaron a demandar a sus generales apoyo y tierras para asentarse.

			A finales del año 92 a. C. fue elegido tribuno de la plebe M. Livio Druso, que realizó diversas propuestas para resolver los problemas sociales e institucionales del momento: conflictos derivados de la presencia de caballeros en los tribunales de cohecho, leyes sobre el precio del trigo, fundaciones coloniales, etc. El asunto más delicado de su tribunado fue el intento de conceder la ciudadanía romana a los habitantes de Italia. Para hacer más fácil la aceptación de esta medida, vinculó la extensión de la ciudadanía a la entrega de tierras de los municipios incorporados, con el fin de asentar en ellas a la plebe romana. Se trataba de una concesión mutua por la que, según pensaba Livio Druso, todos saldrían ganando: las masas populares tendrían a su disposición tierras para repartir, y los pueblos de Italia verían recompensadas sus aspiraciones con la concesión de una nueva situación jurídica más ventajosa. Sin embargo, esta propuesta no gustó a casi nadie: a la aristocracia romana le preocupaba la llegada masiva de nuevos ciudadanos a las instituciones públicas, que serían difíciles de controlar por los mecanismos tradicionales de la clientela. No gustaba a los aliados por la perspectiva de perder sus tierras y riquezas en favor de la plebe de Roma. No gustó tampoco a esta última por el temor de tener que compartir con otros sus propios privilegios. El día señalado para la aprobación de la ley, un tumulto hizo imposible el desarrollo normal de la Asamblea, circunstancia que fue aprovechada por un desconocido para asesinar a M. Livio Druso.

			La Guerra de los Aliados (Bellum sociale) estalló de modo violento tras la muerte de Druso (91-89). Muchos habitantes de Italia permanecieron fieles a Roma, pero otros muchos formaron un nuevo estado itálico con capital en Corfinium. La pretensión de los sublevados no era consolidar una independencia total de Roma. Eran tantos los vínculos y elementos comunes que unían a los pueblos de Italia que esa reivindicación hubiera sido imposible de llevar a cabo. La intención de los sublevados era forzar a Roma a la plena integración jurídica, pues de hecho ya se sentían totalmente romanos desde bastante tiempo atrás. Roma reaccionó como no podía ser de otra manera: concediendo progresivamente la ciudadanía a los que no se habían alzado en armas o a aquellos que las abandonaron pronto. Los últimos fuegos de la guerra se apagaron a finales del año 89 con la total extensión de la ciudadanía. A partir de ahí, quedaba todo el trabajo por hacer: integrar a los recién llegados y crear los mecanismos para la mejor gestión de la Península.

			Las dificultades que Roma pasó para resolver la guerra con sus aliados de Italia fueron aprovechadas por el rey Mitrídates VI del Ponto (132-63) para invadir la provincia romana de Asia e incorporarla a su reino (invierno del 89-88). El Senado encargó esta guerra al cónsul del 88 L. Cornelio Sila, cuyos enemigos se organizaron contra esta decisión. El tribuno de la plebe P. Sulpicio Rufo hizo aprobar una ley que revocaba el nombramiento y se lo entregaba a un ya anciano C. Mario. La reacción de Sila fue sorprendente y nunca vista en la historia de Roma. Al frente del ejército que se estaba preparando en la Campania entró en Roma y, tras ocupar la ciudad, suspendió la reforma de Sulpicio Rufo, haciéndose otra vez con la dirección de la guerra en Oriente, hacia donde partió el año 87.

			Su ausencia de Roma fue aprovechada por M. Cornelio Cinna (cónsul el 87) para dar otro golpe de Estado con la ayuda de C. Mario, que murió el mismo año 86. La marcha de la guerra en Oriente fue muy ventajosa para los intereses romanos, y Sila pudo firmar la Paz de los Dardanelos (85), por la que se volvía a la situación anterior al comienzo de la guerra. Libre de obligaciones militares, Sila regresó a Italia el 83, donde encontró muchos apoyos contra Cinna que le permitieron recuperar el poder tras una breve guerra civil en la que tuvo especial protagonismo Gn. Pompeyo Magno.

			Cornelio Sila era un optimate empeñado en mantener el poder del Senado y el papel de este como coordinador de la clase dirigente, de ahí que procediera a reformar profundamente la constitución de la República para conseguir dicho fin. Desde el año 82 hasta el 79 ostentará el cargo de dictador, que le otorgaba una gran capacidad legislativa y le salvaba de todo tipo de vetos o de ataques de la oposición. Para debilitar la capacidad de acción de sus enemigos publicó una lista de proscritos que condenaba a muerte sin juicio y a la confiscación de las propiedades de todos los incluidos en ella. Según las fuentes, perdieron la vida cuarenta senadores, mil seiscientos caballeros e inunmerables ciudadanos. Con las tierras arrebatadas a los proscritos, Sila pudo asentar en colonias a miles de sus veteranos.

			Sus reformas fueron profundas y muchas de ellas ya habían sido anunciadas en décadas anteriores como posibles soluciones a los problemas de la República. Una de sus primeras medidas fue duplicar el número de senadores hasta elevar la cifra a seiscientos. La propuesta ya había sido planteada en época de los Graco ante la evidencia de que una clase gobernante compuesta únicamente por trescientos miembros no era suficiente para cubrir todas las necesidades administrativas del creciente Imperio romano. Además, con ello Sila conseguía una drástica reducción de las familias tradicionales que hasta entonces habían gobernado Roma. La elevada cifra de desaparecidos durante la persecución y la guerra civil habían mermado su número, y sus puestos fueron ocupados por una masa muy variada procedente del orden ecuestre. Por ello, se entiende que a partir de ahora la clase política romana comience a comportarse con otros parámetros e intereses.

			En lo que respecta a la estructura del Estado, Sila centró su atención en fortalecer los poderes del Senado, entregándole a la curia la capacidad de dar la aprobación definitiva a todas las leyes que votara la Asamblea popular. Los tribunales de cohecho, en permanente disputa con el orden ecuestre, pasaron a estar integrados únicamente por senadores. Los poderes del tribuno de la plebe se redujeron notablemente. El cargo no fue suprimido, pero se hizo prácticamente inoperante. Perdieron la capacidad de presentar proyectos de ley a la Asamblea si no eran autorizados por el Senado; se limitó su capacidad de intercesión a favor de la población de Roma; se les retiró el veto a las decisiones de los magistrados o del Senado; y, por último, para que la gente más capaz no aspirara a su ejercicio, se estableció que aquellos que fueran elegidos como tribunos no podían optar a ningún cargo más en la República.

			Quizás la reforma más sensata de Sila fue el intento de desmilitarizar la política de Roma: evitar que, como él había hecho, otros aristócratas romanos pudieran hacerse con el poder al mando de un ejército. Para ello se regulará que todos los magistrados durante el año de su ejercicio solo tendrían poderes civiles. Ningún cónsul o pretor podrían ponerse al frente de un ejército durante su mandato. Italia se declaraba zona no hostil y, por ello, no se permitía acantonar ejércitos en la Península. Al acabar sus respectivos mandatos, los dos cónsules y los ocho pretores del momento recibían del Senado por sorteo poderes militares para gobernar las diez provincias, que entonces tenía la República: Sicilia, Córcega y Cerdeña, Hispania Citerior, Hispania Ulterior, Macedonia, África, Asia, Galia Narbonense, Cilicia y Galia Cisalpina, donde estarían de ordinario un solo año como procónsules o propretores. Aunque se buscaba alejar los ejércitos de Italia, esta medida tuvo el efecto de mejorar la administración provincial. El gobierno de las provincias se separó de la lucha política de Roma y los nuevos gobernadores, libres del condicionante de la anualidad, podían pasar si era necesario mayor tiempo en la provincia para resolver mejor las necesidades de sus gobernados.

			El triunfo de los personalismos (70-49)

			El fracaso de las reformas de Sila, que buscaban asegurar el poder del Senado, trajo como consecuencia un fuerte debilitamiento de la institución, zarandeada por luchas partidistas. Las fuentes antiguas se empeñan en señalar que todo se reducía al conflicto entre optimates y populares, como si fueran grupos homogéneos disputándose el control del Estado: los primeros a favor del Senado, los segundos con una actitud oportunista en función de sus ambiciones. La distinción de unos y otros respondía únicamente a las alianzas que se establecían o a las tácticas que empleaban cada cual para alcanzar sus intereses. No se trató nunca de grupos coordinados y permanentes en busca de fines comunes. Aludir demasiado a optimates y populares puede llevar al error de creer que todo el Senado romano se encontraba dividido en dos bandos y no comprender qué es lo que estaba pasando realmente. La mayor parte de los senadores de Roma del siglo I no se alineaban ni con unos ni con otros y deploraban con frecuencia las tácticas que empleaban para desestabilizar la República.

			La crisis final la provocó la falta de unidad de la clase dirigente romana en su conjunto. Esta había sido la característica más sólida de la República y la causa de sus éxitos políticos, sociales y militares: el esplendor de Roma se debía al modo como sus gobernantes la habían sabido dirigir durante siglos. Pero, desde comienzos del siglo I, el Senado fracasó rotundamente en mantener la cohesión de sus miembros. El desprestigio de la institución provocó que perdiera aquello más precioso que tenía: la auctoritas, la seguridad de que las mayorías alcanzadas en su seno eran una garantía de buen gobierno. Casi nadie en estas décadas turbulentas seguía pensando que la opinión mayoritaria del Senado era la mejor solución a los problemas de la República. El espectáculo de división, violencia y oportunismo de sus integrantes era la prueba de que el Senado había dejado de cumplir su misión de controlar a las minorías.

			Gn. Pompeyo Magno supo aprovechar el desmantelamiento del régimen silano para labrar su propio camino. En los años 67 y 66 logró que la Asamblea popular le entregara amplísimos poderes para limpiar de piratas las aguas del Mediterráneo y acabar con la amenaza de Mitrídates del Ponto sobre las provincias romanas de Bitinia y Asia. El éxito de Pompeyo en estas misiones fue asombroso, demostrando sus excepcionales dotes de mando y su capacidad de coordinación. Lo conseguido en la guerra contra Mitrídates (66-63) por Pompeyo demostró lo eficaz que eran los mandos extraordinarios para resolver grandes campañas militares, pues logró en menos tiempo mucho más que ningún otro general romano, poniendo en duda el viejo sistema republicano de mandos militares rotatorios y limitados temporalmente.

			Mientras Pompeyo concluía sus operaciones en Oriente, la vida política en Roma se paralizó el año 63 por la gestación de una conjura destinada a dar un golpe de mano a la República. Antiguos partidarios de Sila y personajes descontentos con la marcha de los asuntos políticos se unieron en torno a L. Sergio Catilina con el fin de hacer cambiar sus fortunas por medios violentos. La conjuración fue descubierta a tiempo por el cónsul M. Tulio Cicerón, que logró apresar a algunos partidarios de Catilina y obligarlos a confesar. El peligro no pasó hasta que a comienzos del año 62 sus principales cabecillas perecieron en el campo de batalla.

			Pompeyo Magno regresó de Oriente a finales del año 62. Gracias a las derrotas de Mitrídates del Ponto y de Tigranes de Armenia había reorganizado todo Oriente con gran solidez. El Ponto y Bitinia se unieron en una única provincia, mientras que Cilicia aumentó su extensión. El año 64 Pompeyo había creado con el viejo reino Seléucida la nueva provincia de Siria y por todas partes se extendían reinos vasallos, que seguían fielmente los dictados de Roma. El botín de guerra ascendía a 20.000 talentos, que equivalía a unos 120 millones de denarios. Los impuestos que se cobrarían a partir de ese momento en las nuevas provincias superaban los 85 millones de denarios, de tal manera que la República pasó de ingresar unos 50 millones de denarios al año a alcanzar ahora la cifra de 135. Sin embargo, pese a lo exitoso de su gestión, Pompeyo se encontró con una fuerte oposición cuando intentó que el Senado aprobara las decisiones que había tomado en Oriente y concediera tierras a sus veteranos de guerra. El motivo último no era otro que el temor que él despertaba entre muchos senadores, dado el poder que había acumulado en los últimos años. Las riquezas y la capacidad de influencia de Pompeyo asustaban a muchos de sus coetáneos, y por eso se dispusieron a paralizar sus proyectos a lo largo del año 61. Destruir a Pompeyo se convirtió en el objetivo último de muchos políticos influyentes.

			Las circunstancias personales de Pompeyo también jugaban en su contra. Él no era un político como Sila, que tras regresar victorioso de Oriente se había impuesto por la fuerza a sus enemigos a fin de salvar la República. Pompeyo tenía una visión más legalista de la política y confiaba en los procedimientos ordinarios y en el funcionamiento de las instituciones. No cabía en su cabeza actuar al margen de la ley para conseguir sus objetivos, lo que provocó que tuviera que buscar otros aliados para no quedar arruinado ante sus veteranos y ante aquellos que confiaban en él. La búsqueda de alianzas obligó a Pompeyo a encontrarse con M. Licinio Craso y C. Julio César.

			César era sobrino de C. Mario y en su juventud se había desposado con la hija de Cornelio Cinna. El año 63 había sido elegido pontífice máximo y sorprendentemente había colaborado en la defensa de los partidarios de Catilina a comienzos de diciembre. Logró la pretura el 62 y, tras una estancia en la Hispania Ulterior (61-60), volvió a Roma para celebrar un triunfo que le permitiera afrontar con éxito las elecciones consulares del año 60. La obstrucción del Senado a sus pretensiones provocó que aceptara la alianza con Pompeyo y Craso, actuando como contrapeso de dos viejos políticos que no terminaban de entenderse. El llamado primer triunvirato fue la típica alianza personal (amicitia) que se había producido miles de veces en la historia de la República, y que por ello no extrañó a nadie: otra cosa será cómo se ejecutó lo pactado. El acuerdo entre los triunviros obligaba a aunar fuerzas para lograr objetivos políticos comunes, y los tres se comprometían a no dañar nunca los intereses de los otros dos. El primer fruto del pacto fue la elección de César al consulado del 59, a fin de que este lograra sacar adelante las cuestiones que tanto preocupaban a Pompeyo. Para dar mayor estabilidad a la nueva alianza, Pompeyo se casó con Julia, la única hija de César.

			El triunvirato funcionó adecuadamente durante el consulado de César el año 59. En los primeros meses se aprobaron las leyes que tanto necesitaba Pompeyo: una ley agraria que entregara tierras a sus veteranos y también la sanción del régimen provincial que había creado en Oriente. A su vez, César comenzó a labrarse su propio camino. Gracias al plebiscito promovido por el tribuno P. Vatinio se le asignó a César como provincia la Galia Cisalpina y el Ilírico donde estaban acantonadas tres legiones. Más tarde, por decisión del Senado, se le añadió la Galia Narbonense, que contaba con una legión más. Se trataba de un mando extraordinario que asumiría al acabar el consulado y que se extendería hasta el 1 de marzo del año 55.

			Los éxitos de César en la Galia le darán enorme prestigio y poder. En marzo del año 58 llegó la noticia a Aquileya de que la tribu de los helvecios pretendía desplazarse hacia la Galia occidental cruzando la provincia romana de la Narbonense, para lo cual pedían permiso al gobernador romano. César se negó en rotundo a ello, y al comprobar que los helvecios persistían en su objetivo, los atacó por la retaguardia. La guerra se extendió a lo largo del 58 a otros pueblos galos limítrofes y a los suevos que vivían más allá del Rin. El éxito de las legiones romanas fue contundente, logrando César el sometimiento de la Galia central. En el año 57 las operaciones militares se dirigieron contra los belgas y luego se sometió la costa atlántica de la Galia el 56, lográndose una paz razonable en casi todo el territorio. Esto permitió a Cesar realizar en los años 55 y 54 dos expediciones a Britania que no tuvieron los resultados esperados. En el invierno del 54 al 53 se produjo la sublevación de los eburones, que llegaron a aniquilar quince cohortes romanas y estuvieron a punto de hacer lo mismo con los cuarteles de invierno de otra legión, que se libró de esta suerte por la rápida intervención de César. Pero el año decisivo fue sin duda el 52, cuando Vercingetorix se alzó en rebeldía secundado por la mayor parte de las tribus galas. En una batalla masiva ante las murallas de Alesia, César derrotó a un poderoso ejército galo que lo tenía cercado dentro de su sistema de asedio, logrando la captura de su rival y consiguiendo la pacificación de la nueva provincia romana de la Galia Comata.

			Mientas César progresaba en la Galia afianzando su poder y prestigio, la evolución política en Roma se tornaba peligrosa para sus intereses. A comienzos del año 56 se supo de las pretensiones de L. Domicio Enobarbo, un enemigo declarado de César, de presentar su candidatura para el consulado del año siguiente, y así poder exigirle la entrega de la Galia cuando concluyera el plazo legal el 1 de marzo del 55. La intención última de Domicio no era otra que hacer volver a César a Roma, despojado de todo poder militar, y así acusarle como simple ciudadano de las muchas irregularidades que había cometido. Para evitar el peligro, César se reunió primero con Craso en Rávena y luego con Pompeyo en Luca a fin de renovar por segunda vez el pacto que les unía desde unos años antes. Se decidió que Craso y Pompeyo se presentaran también a las elecciones consulares para que Domicio Enobarbo no tuviera oportunidad de consumar sus planes. El pacto incluía la renovación del mandato de César cinco años más, hasta el 1 de marzo del 50, y la concesión a Pompeyo y a Craso, al acabar sus consulados, de sendos mandos extraordinarios, en Hispania para el primero y en Siria para el segundo.

			Muchas de las fuentes antiguas tildan este nuevo acuerdo entre los triunviros como un atentado a la constitución republicana, pues sus términos suponían someter al Estado a la voluntad de tres individuos poderosos e influyentes. Tito Livio no tuvo reparos en considerarlo una auténtica conspiración (Perioca, 103). Especialmente Cicerón opinaba que el inicial entendimiento del año 60 había evolucionado de una amicitia a una factio (facción) que amenazaba la libertad de toda la ciudadanía. Lo que sí es cierto es que este pacto firmado por los triunviros era novedoso en la historia de Roma, pues permitía que tres aristócratas romanos acumularan en connivencia poderes como nunca se habían dado. Tanto César como Pompeyo eran auténticos señores de la guerra que empleaban las tropas que la República y las leyes les entregaban para lograr paralizar los mecanismos del Estado en beneficio propio.

			El triunvirato salió fortalecido de los pactos del año 56. César pudo continuar la conquista de la Galia, Craso con un poderoso ejército partió en noviembre del 55 hacia Oriente, mientras que Pompeyo permaneció en las afueras de Roma, gobernando las dos provincias hispanas a través de legados. Sin embargo, las buenas relaciones entre los triunviros no sobrevivieron al año 53. En abril de ese año, Craso atravesó el Éufrates al mando de siete legiones para enfrentarse a los partos, y en mayo cayó derrotado y fue muerto junto a miles de soldados en la batalla de Carrhae. Su pérdida junto a la muerte de Julia, la hija de César y esposa de Pompeyo, el año anterior terminó por desequilibrar las relaciones entre los viejos aliados.

			El año 52 comenzó con importantes disturbios en las calles de Roma, que habían impedido la celebración de elecciones y el nombramiento de nuevos cónsules. Para acabar con la incertidumbre, el 25 de febrero se nombró a Pompeyo (que seguía siendo gobernador de Hispania) cónsul sin colega para que, con poderes ilimitados, pudiera poner orden en la ciudad. La fórmula recordaba a la dictadura de los siglos anteriores, aunque no se la denominara de esta manera. El 1 de agosto del 52, su nuevo aliado y suegro, Q. Cecilio Metelo Escipión, feroz enemigo de César, se convirtió en el colega de Pompeyo, acabando con la situación de interinidad. Ambos cónsules promovieron una nueva ley sobre la asignación de provincias que reformaba la práctica habitual. Hasta entonces, lo normal era que tanto cónsules como pretores partieran a ultramar al acabar sus respectivas magistraturas y permanecieran en el destino el tiempo requerido. La reforma exigía ahora un lapso de cinco años entre el consulado o la pretura y el gobierno provincial y todo el mundo entendió como un ataque personal de Pompeyo a los planes de César. El gobierno de César en la Galia concluía el 1 de marzo del 50, pero podía alargarse fácilmente hasta comienzos del 49. En una carta dirigida al Senado, César solicitó oficialmente permiso para prolongar a todo el año 49 su estancia en la provincia y gozar del privilegio de presentarse en ausencia a las elecciones de ese año y poder ejercer de cónsul el año 48. De esta manera, evitaba volver a Roma como simple ciudadano y que sus enemigos pudieran acusarle de cualquier circunstancia, arruinando su futuro político. Cuando se votó en el Senado esta petición, el grupo opuesto a César se impuso a la mayoría de senadores que deseaba un entendimiento entre todos los implicados. El 6 de enero del 49 se votó otra resolución del Senado que despojaba a César de su provincia y ordenaba el nombramiento de un sucesor, siendo declarado traidor al día siguiente. La noche del 10 al 11 de enero, Julio César, a frente de cinco cohortes, cruzó el río Rubicón e invadió Italia.

			La agonía del régimen republicano (49-30)

			Historiadores de todos los tiempos, desde el Mundo antiguo hasta la actualidad, han discutido tenazmente sobre a quién asistía la legalidad en el estallido de la guerra civil, y, en consecuencia, quién tuvo la culpa de toda la sangre vertida en los años posteriores. Es obvio que César infringió las leyes al entrar con su ejército en Italia. Desde las reformas de Sila, ningún procónsul tenía autoridad para comandar ejércitos en la Península, y aunque fueran reales las amenazas de sus enemigos y los peligros que se vertían contra César, su decisión de cruzar el Rubicón le situaba al margen de la ley. César era consciente de ello, pues señaló como único motivo de su decisión el que él luchaba, ante todo, por su vida y por su dignidad. Tampoco toda la legalidad estaba en el bando contrario: los cónsules de los años 50 y 49 desoyeron en múltiples ocasiones a la mayoría del Senado, y aunque actuaron siguiendo la literalidad de la ley, su actitud poco dialogante e inflexible hizo inevitable la guerra. Tampoco Pompeyo se ha librado del juicio de la historia. Durante toda la crisis mantuvo una actitud ambigua, nadando entre las dos aguas que suponían no romper del todo con César y no dejar de apoyar a los enemigos de este. Las fuentes antiguas fueron unánimes al achacar a diferencias personales entre Pompeyo y César las causas de la crisis: «El poder de César provocaba la suspicacia de Pompeyo, mientras que la eminencia y el prestigio de este último levantaba la envidia del primero; ni Pompeyo podía soportar a un igual, ni César a un superior» (Floro, Epítome, 2.13.14).

			César avanzó muy rápido por Italia, debido a que casi todas las ciudades le recibieron con los brazos abiertos. Pompeyo, los cónsules y muchos senadores consiguieron huir el 17 de marzo antes de que los cesarianos ocuparan el puerto de Brindisi. César no dejó tiempo a sus enemigos para organizarse. A comienzos de abril marchó para Hispania a enfrentarse con las fuerzas pompeyanas allí estacionadas. La sabiduría militar de César y una buena dosis de fortuna le permitió ganar la batalla de Ilerda (Lérida) y disolver el ejército que guardaba la Península.

			A su regreso a Roma en octubre se hizo nombrar dictador para presidir los comicios electorales que le nombrarán cónsul. Antes de acabar ese año, había cruzado el Adriático a fin de dirigirse contra Pompeyo, que se había refugiado en Grecia. El 9 de agosto, los dos antiguos aliados se encontraron en las llanuras de Farsalia, alcanzando César una sonora victoria a costa de la vida de miles de soldados enemigos. Pompeyo huyó a Egipto, donde fue asesinado por orden de Tolomeo XIV. César arribó a Alejandría el 2 de octubre y quedó atrapado en la ciudad por las tropas egipcias hasta que fue liberado a finales de marzo del 47. Antes de regresar a Roma venció en una significativa batalla a Farnaces del Bósforo (Crimea), que intentaba levantar en el Mar Negro el viejo reino de Mitrídates. A mediados de octubre, César estaba de nuevo en Roma, tras casi dos años de ausencia. Sin esperar más tiempo, se preparó para atacar los restos del ejército pompeyano que se habían concentrado en África a las órdenes de Q. Cecilio Metelo Escipión. La flota cesariana zarpó en diciembre del 47 y la batalla definitiva tuvo lugar a las afueras de Tapsos el 6 de abril del 46, con un contundente triunfo de César.

			Las noticias de una sublevación en la Bética a favor de los dos hijos de Pompeyo llegaron a Roma a finales del 46, cuando todo el mundo daba ya por concluida la guerra civil. La respuesta de César fue otra vez rápida y segura. En muy poco tiempo se presentó en Córdoba con un ejército muy disciplinado y logró enfrentarse a Gn. Pompeyo y a su antiguo lugarteniente T. Labieno cerca de la ciudad de Munda el 17 de marzo del 45. Inicialmente la batalla fue adversa, pero gracias a la tenacidad y el heroísmo de los soldados cesarianos, la fortuna se decantó finalmente hacia este bando. De vuelta a Roma a principios de octubre, César celebró un triunfo sobre los hijos de Pompeyo.

			La paz que parecía abrirse paso en el horizonte y que ansiaban todos los habitantes del Mediterráneo se vio truncada por el asesinato de César el 15 de marzo del año 44. Un grupo de antiguos pompeyanos resentidos, a los que se sumaron ciertos cesarianos insatisfechos, le asestaron unas veinte puñaladas cuando entraba a una reunión del Senado, bajo la acusación de que proyectaba proclamarse rey e instaurar otra vez la Monarquía en Roma. Muchos historiadores contemporáneos han tomado diversas posiciones a la hora de juzgar lo ocurrido en los Idus de marzo del 44. Para unos, César no estuvo a la altura de las circunstancias, incapaz de proponer una salida a tantos años de guerras civiles y de inestabilidad. La falta de medidas políticas que aclarasen el futuro de Roma, salvo el nombrarse dictador vitalicio en febrero del 44, estaría en la base del descontento de aquellos que se unieron para matarlo. Por el contrario, otros muchos historiadores han preferido culpar a sus asesinos, que precipitaron los acontecimientos, ya que no era cierto que César quisiera imponer una Monarquía. Su asesinato fue más una muerte preventiva que la consecuencia de unos hechos políticos consumados.

			La desaparición de César dejó a Roma sin líderes políticos destacados. Los conjurados no tenían un plan para el día posterior al asesinato, pues pensaban que César era el único problema de la República y que con su muerte volverían las aguas a su cauce por sí solas. Ello fue aprovechado por Marco Antonio, el colega de César en el consulado de ese año, para intentar hacerse con el control de Roma y liderar al parido cesariano. Sin embargo, en el mes de abril regresó de Apolonia un sobrino segundo de César llamado Cayo Octavio, al que el dictador había nombrado como heredero en su testamento. El joven Octavio contaba con apenas diecinueve años y aspiraba a heredar no solo la fortuna de César, sino también su liderazgo político. Con la ayuda de importantes senadores, entre ellos el propio Cicerón, consiguió aislar políticamente a Marco Antonio, cuyo prestigio quedó en entredicho en su guerra particular contra el gobernador de la Galia Cisalpina. Hasta la ciudad de Módena se desplazaron Octavio y los dos cónsules del 43, obligando a Antonio a levantar el asedio y a refugiarse junto a su amigo Emilio Lépido en la Galia Narbonense. De vuelta a Roma, Octavio exigió del Senado su nombramiento como cónsul para ocupar una de las dos vacantes producidas anteriormente. Ante la negativa de los senadores, Octavio tomó la ciudad con su ejército y logró el 19 de agosto ser investido cónsul sin haber cumplido los veinte años. Además de recompensar espléndidamente a sus soldados, reunió a las curias para que aprobaran su adopción testamentaria, pasando a convertirse oficialmente en hijo de César, lo que le permitió llamarse a partir de entonces C. Julio César Octaviano. Desde esta posición de poder convocó a Marco Antonio y a Emilio Lépido a una reunión a finales de octubre en Bolonia. En ella se fraguó una alianza que llevó a la creación de una nueva magistratura: el triunvirado para salvar la República (triumviri rei publicae constituendae). Cada uno de sus integrantes se repartieron los gobiernos provinciales: Antonio recibió la Galia Cisalpina y la Galia Comata; Lépido la Narbonense e Hispania, mientras que a Octaviano le correspondió África, Sicilia y Cerdeña. Los tres poseerían poderes amplísimos y una gran iniciativa política durante cinco años. Una de sus primeras medidas fue la redacción de una lista de proscritos que condujo a la muerte de unos trescientos senadores, entre ellos Cicerón, y de dos mil caballeros.

			Dueños de Italia y de las provincias occidentales, Antonio y Octaviano se dirigieron al frente de un poderoso ejército hacia Grecia, donde se habían refugiado los asesinos de César y muchos de sus enemigos políticos. Ante la ciudad de Filipos (42), Marco Antonio venció clamorosamente (Octaviano yacía en cama enfermo), con lo que desapareció toda oposición interna al triunvirato. Este triunfo hizo necesario un nuevo reparto provincial. Antonio se quedó con todo Oriente y la Galia Comata, para Octaviano se reservó Hispania y la tarea de repartir tierras a los veteranos de las legiones en Italia; y por último, a Lépido se le confió la provincia de África.

			La ausencia de enemigos externos provocará el progresivo distanciamiento y enemistad de los triunviros, ya que cada cual intentará fortalecer su posición a costa del debilitamiento de sus colegas. El 1 de julio del año 36, Octaviano atacó en Sicilia a las tropas de Sexto Pompeyo, que con su flota dificultaba el tráfico por el Mediterráneo y bloqueaba los suministros de Roma. Lépido quiso aprovechar los acontecimientos para hacerse con el control de la isla, pero sus soldados se negaron a luchar contra Octaviano. Lépido fue hecho prisionero y condenado al exilio, donde murió el año 12 a. C.

			La desaparición de la escena política de Lépido y el control total que Octaviano tenía sobre Occidente dañarán enormemente sus relaciones con Antonio, que estaba fracasando estrepitosamente en la guerra que le enfrentaba a los partos. Octaviano, para debilitarle, le negará sistemáticamente los refuerzos legionarios que tanto necesitaba para afrontar su guerra fronteriza, y ello acabó por enfrentar violentamente a los dos triunviros. Ante tanta obstrucción, Antonio, con la colaboración de la reina Cleopatra de Egipto, decidió reunir su ejército para enfrentarse con Octaviano y acabar con él. Ambos enemigos se encontrará el 2 de septiembre del año 31 frente al promontorio de Actium en el golfo de Ambracia. La flota de Octaviano rompió la línea de barcos egipcios que formaban la vanguardia, provocando su huida. Casi toda la flota de Antonio cayó en manos de Octaviano y, siete días más tarde, capituló el ejército de tierra. Antonio y Cleopata se suicidaron en Alejandría el año 30, al poco de desembarcar Octaviano en el Delta. De esta forma, todos los poderes de la República quedaron en las manos de una única persona: C. Julio César Octaviano, que pronto se pondrá a la tarea de instaurar un nuevo régimen político.

			2. El pensamiento político de Cicerón

			Sin ningún tipo de dudas, M. Tulio Cicerón es el personaje de toda la Antigüedad cuya vida mejor se conoce. Sus más de novecientas cartas conservadas a amigos, familiares, políticos del momento, etc., dejan de él una información tan abundante como ningún otro personaje histórico. Su producción literaria es abrumadora: de él se conservan obras de filosofía, retórica, religión, teoría del estado y hasta un pequeño manual sobre cómo ganar unas elecciones. Su estilo es brillante y fluido, grato de leer y con una elegancia que satisface hasta al lector más exigente. Todo ello le ha convertido en uno de los pensadores más influyentes de la historia de la cultura occidental.

			Cicerón nació en Arpino (Lacio) el año 106 en el seno de una familia ecuestre de la aristocracia local. En la década de los ochenta ya estaba asentado en Roma, donde realizará estudios de filosofía, retórica y derecho, que serán la base de sus futuras tareas políticas. El cursus honorum fue rápido y brillante, sin retrasos ni interrupciones (suo anno). El año 75 ejerció de cuestor, el 69 de edil, la pretura la consiguió el año 66 y, por último, fue creado cónsul el 63, consiguiendo la apreciada nobilitas a la que aspiraban todo los homines novi como él. Entre el 55 y el 51, Cicerón escribió sus obras políticas más importantes: Sobre el orador (55), Sobre la república (54-52) y Sobre las leyes (51), un conjunto de reflexiones en torno al Estado ideal, pero muy influidas por la situación de crisis que vivía Roma en esos años.

			Durante la Guerra Civil, Cicerón abrazó el bando pompeyano, pues consideraba a César culpable de la situación crítica. Tras la batalla de Farsalia fue perdonado y pudo volver a Roma sano y salvo para dedicarse a la reflexión filosófica en su villa de Túsculum. No tomó parte en el asesinato de César, pero no condenó a los que lo cometieron. Su vuelta a la política se debió a su deseo de apoyar a Cayo Octavio, el futuro Augusto, contra Marco Antonio, e intentar salvar por última vez la legalidad republicana. Cicerón calculó otra vez mal sus pasos políticos. A pesar de serle muy útil a Octavio atacando duramente a Antonio en el Senado, la instauración del Triunvirato exigió que su nombre fuera el que encabezara la lista de proscritos del nuevo régimen. Alcanzado en su huida, la cabeza de Cicerón fue el primer trofeo de aquellos que alardeaban de a salvar a la República.

			Su legado intelectual se puede rastrear a través de los siglos. Sus obras morales y filosóficas dejaron una honda huella entre los padres de la Iglesia, que le citaron asiduamente: san Agustín, san Ambrosio, san Isidoro de Sevilla, etc. En la Edad Media, sus obras se leían y estudiaban en las incipientes universidades. El Renacimiento revalorizó enormemente sus aportaciones, hasta convertirse en personaje frecuente en obras de literatura o en cuadros que rememoraban el pasado histórico. Los autores de la Ilustración tampoco se olvidaron de él y sirvió de inspiración a pensadores y estadistas de la talla de Federico II de Prusia o de Napoleón.

			Sin embargo, desde mediados del siglo XIX la historiografía positivista le criticó muy duramente, desprestigiando su figura política y su labor intelectual. De Cicerón comenzó a decirse que era un pensador mediocre, que todo lo que escribió lo había tomado de autores griegos y, por tanto, no había aportado nada a la historia de la cultura. Como político también había sido un fracaso, humillado y ridiculizados por grandes figuras como César o Pompeyo. Su vida entera había sido perseguir un imposible: salvar la República cuando se estaba hundiendo inexorablemente. Su palabra brillante y aguda no había podido defender lo que otros destruían a golpe de sus espadas.

			Tras acabar la Segunda Guerra Mundial, las distintas escuelas históricas han comenzado a reivindicar la figura y los méritos de Cicerón. Atrás habían quedado aquellos historiadores que valoraban los grandes éxitos militares, la mano dura en el gobierno y el control férreo del Estado. Las nuevas sensibilidades de la segunda mitad del siglo XX han sabido apreciar sus esfuerzos políticos, sus llamamientos a la concordia y a la moralidad en el uso del poder. Especialmente se le ha reconocido como el creador del humanismo, que dio estabilidad y cohesión al gigantesco Imperio romano. 

			En defensa de la República

			La obra de referencia de Cicerón sobre la teoría del Estado ha llegado hasta nosotros muy mermada debido a los avatares que sufrió en el transcurso de los siglos. Sobre la República fue compuesta por Cicerón entre los años 54 y 52, cuando Roma pasaba por unos momentos políticos muy delicados y la enemistad entre Pompeyo y César se hacía cada vez más evidente. La obra, organizada en seis libros, tenía dos partes muy marcadas: la primera (libros 1-4) afrontaba el estudio de la constitución política ideal y de sus fundamentos morales. La segunda parte (libros 5-6) estaba dedicada a las cualidades del hombre de Estado y al gobernante ideal.

			Aunque la obra fue muy leída a lo largo de toda la Antigüedad y citada por múltiples autores, su rastro se perdió en el tránsito de la Tardoantigüedad a la Edad Media. De ella solo se conservó el llamado sueño de Escipión, con el que concluía el sexto libro. Hubo que esperar al año 1819 para que el cardenal Angelo Mai descubriera el texto de Cicerón en un códice que contenía el comentario de san Agustín a los salmos 119-140. Según parece, en algún momento del siglo VIII el códice que contenía el tratado de Cicerón fue desmembrado y lavado para poder reescribir en él los comentarios de san Agustín, y así permaneció hasta que fue descubierto a comienzos del siglo XIX. La publicación del texto conservado, apenas una cuarta parte, ha permitido ahondar en el pensamiento del Arpinate sobre el gobierno ideal y sobre la constitución de Roma.

			La República de Cicerón se ambienta en la finca de recreo de Escipión Emiliano, aprovechando la festividad de las Ferias Latinas de comienzos del año 129. A lo largo de tres días de ocio y tranquilidad, Cicerón va poniendo en boca de los participantes sus reflexiones sobre el Estado, el sistema aristocrático romano y las cualidades del buen gobernante. La ocasión para iniciar la conversación fue la noticia de la reciente aparición de dos soles y de cómo había que interpretar ese prodigio de la naturaleza. No obstante, Lelio recondujo el diálogo hacia el tema que de verdad preocupaba a los presentes: la mejor forma de Estado.

			Cicerón sostiene que el hombre, por naturaleza, tiende a asociarse, pues no es un ser solitario o errante, sino que tiende a vivir en comunidad. Pero la simple unión de individuos o de familias no constituye un Estado, porque este requiere de un auténtico pueblo (populus), que es una agrupación numerosa de personas reunidas en virtud de la armonía del derecho (iuris consensus) y de la comunidad de intereses (utilitatis communio). Para Cicerón no son la lengua, la raza, la religión, etc., los elementos que agrupan a las personas en un Estado, sino sus leyes y el bien común de los integrantes. Cicerón pensaba que reducir la identidad de las personas únicamente a la lengua era condenarlas a estados primitivos de evolución. El Estado, la res publica, es la cosa del pueblo o res popularis, de tal manera que son sus miembros, unidos por las leyes y el común aprovechamiento, los que determinan la constitución, pues se dotan de un proyecto político, de un marco de actuación pública, para conducir la comunidad a sus objetivos. Cuando toda la responsabilidad política descansa en una sola persona, el régimen se llama monarquía. Si, por el contrario, es un grupo selecto de individuos el que dirige la comunidad, se debe hablar de aristocracia. Por último, si todos los poderes los ejerce el pueblo, entonces el régimen político es democrático.

			Pero para Cicerón existía un cuarto modelo de constitución, resultado de la combinación equilibrada de los tres sistemas básicos. La llamada constitución mixta, muy analizada por los filósofos griegos y últimamente por Polibio, es considerada por Cicerón como el mejor sistema político, ya que tiene dos notas que lo hacen insuperable (República, 1.69): por un lado, su carácter igualitario (aequabilitas), que genera una igual distribución de derechos y deberes; y, en segundo lugar, su estabilidad (firmitudo), ya que solo puede ser destruido por la violencia que puedan hacer desde dentro sus gobernantes.

			Como no podía ser de otra manera, Cicerón entiende que la constitución romana es mixta y por ende la mejor de las posibles. A lo largo de los diálogos que sostienen Escipión y sus amigos, el Arpinate no puede ocultar su enorme preferencia por el régimen aristocrático. Porque en el fondo, también Cicerón se da cuenta de que la República no es la sabia combinación de elementos monárquicos, aristocráticos y democráticos, porque en ella lo aristocrático es lo dominante. El poder de los cónsules, que según Polibio era la clara aportación de la Monarquía, no es más que la emanación de la voluntad aristocrática, y la Asamblea popular el mero espectador de los afanes de sus gobernantes.

			Tras describir qué es un Estado y cuál es el ideal, Cicerón pasa a analizar cómo tiene que funcionar, haciendo una profunda alabanza del sistema aristocrático. El Arpinate parte del principio universal de que todos los hombres tienden a elegir lo mejor y a los mejores; por ello, el pueblo, cuando tiene ocasión, elegirá a los mejores gobernantes posibles. Sin embargo, puede pasar que el pueblo confunda la virtud del gobernante con sus riquezas o su nobleza y vote engañado por las apariencias. Este es el peligro que puede conducir al régimen aristocrático a su degeneración en oligarquía. Para Cicerón, la República tendría que ser aquel gobierno ideal dirigido por hombres virtuosos que rigen los destinos de la ciudadanía como los padres velan por el bienestar de sus hijos.

			La constitución romana, como el mejor de los sistemas políticos, tiene que evitar los peligros de la degeneración y de la corrupción. Para ello es necesario el papel que juegan los optimates en la sociedad. Cicerón entiende por optimate un grupo amplísimo de personas compuesto por senadores, caballeros, medianos propietarios, gente humilde, etc., defensores todos ellos de la autoridad del Senado y de las leyes de la República. De ente ellos saldría el grupo más reducido (optimatium principes) de los que llevan sobre sus hombros el gobierno de la ciudad y que son los guardianes de la constitución (Sestio, 138: auctores et conservatores civitatis). La gran amenaza que, según Cicerón, se cierne sobre la República, es la masa descontrolada. El Arpinate critica muy duramente el sistema democrático porque entiende que los hombres no son iguales entre sí, y que actuar de forma distinta a la naturaleza conduciría a la peor de las injusticias (Republica, 3.45-47). Cicerón es de la idea de que toda la ciudadanía debe compartir derechos jurídicos individuales, pero no es partidario de que todos tenga los mismos derechos políticos individuales. Su alabanza a las reformas del rey Servio Tulio y al sistema censitario romano son muy marcadas. Por ello, su rechazo es total hacia los políticos populares que buscan agradar a la masa y oponerse al Senado. Ellos son los que con su violencia pueden destruir la perfecta constitución romana.

			En el caso de que el orden público se vea alterado o que la República se halle en grave peligro, Cicerón defiende la presencia de un líder (rector et moderator rei publicae) que, como el timonel de un barco, lleve su nave a través de la tormenta. Este princeps civitatis debe conocer las leyes y esforzarse por hacerlas cumplir con inteligencia y valentía (Republica, 5.2; 5.8). Muchos de los biógrafos de Cicerón han pensado que esta solución está condicionada por la realidad histórica que está atravesando la República en los años 54-52, cuando se compuso la obra. En la propuesta de un líder (princeps) para la República romana se ha querido ver una alusión a Pompeyo Magno como único capaz de salvar Roma de la grave crisis por la que atravesaba. Esta opinión también se apoyaría en la alabanza que hace el Arpinate en el libro primero del sistema monárquico, lo que haría pensar en una cierta inclinación de Cicerón por una solución drástica en caso de crisis aguda.

			Pero no todos los especialistas contemporáneos han aceptado esta interpretación, que de ser cierta contradeciría el conjunto de las obras y el pensamiento de Cicerón, muy partidario de las soluciones aristocráticas. Cuando el Arpinate habla de un princeps o de un moderator para la República no está pensando en nadie en concreto, ni mucho menos en César o en Pompeyo, a los que consideraba una amenaza para la estabilidad. Cicerón habla de un tipo genérico de persona, de un aristócrata que, como en los tiempos antiguos, asumiera la dictadura para solucionar los problemas de orden interno o de amenaza de guerra; pero que una vez concluido su trabajo, volviera a integrarse en el grupo porque la sociedad podía funcionar ordinariamente sin sus cuidados. Es muy probable que Cicerón contara con su propia experiencia cuando, el año 63, el Senado le entregó poderes especiales para combatir la conjuración de Catilina. Cicerón nunca pensó que Pompeyo pudiera recibir poderes excepcionales ni que él se anticipaba en varias décadas a lo que fue el principado de Augusto.

			La humanización del Imperio romano

			No es cierto lo que han señalado algunos autores de los siglos XIX y XX sobre la escasa o nula aportación de Cicerón a la historia del pensamiento occidental. A él se le debe la elaboración de una visión original de la política que podría denominarse el humanismo romano: una antropología muy cercana al hombre y a su comportamiento político. En esto el Arpinate se alejó notablemente del pensamiento griego, en donde el hombre era visto como un muñeco en las manos del destino, atormentado de continuo al sentirse juguete de unas fuerzas que no podía controlar y que actuaban sin ninguna lógica ni previsión. Un hombre falto de libertad y siempre pronto a pagar por delitos que no había cometido. La propuesta antropológica de Cicerón, en cambio, se libera del pensamiento irracional griego y se sitúa más cerca del ideal humano, de la persona que convive en una sociedad y se esfuerza diariamente por participar en ella.

			Cicerón centró su libro Sobre los deberes (año 44) en aquello que hace más humano al hombre y, por lo tanto, lo distingue de los animales. Entendía que era la educación lo que alejaba a la persona de los instintos más bajos, haciéndola refinada, culta y orgullosa de su condición. Al igual que Panecio, Cicerón entendía que, de la misma manera que el ideal de rectitud moral (decorum) debía guiar a todo hombre, también la sociedad y los grupos políticos tenían unas virtudes capitales que los conducían a la perfección. Cicerón propondrá la filantropía y la clemencia como las dos virtudes básicas que regulan la sociedad desde dentro. Con esta propuesta estaba en condiciones de hacer un gran servicio a Roma, al declarar que el imperio que había construido en el Mediterráneo era totalmente legítimo.

			Influenciado por el pensamiento de Panecio de Rodas, Cicerón rompió con la vieja concepción de la guerra como instrumento para obtener botín y gloria que había conducido a la República a su expansión por Italia. Para Cicerón, la guerra no puede ser el objetivo de la política exterior romana, pues la violencia se debe evitar siempre que se pueda. El Arpinate entiende que lo propio del ser humano es el diálogo, el entendimiento, el resolver los problemas con la razón; la violencia es el modo normal con el que los animales resuelven sus disputas, y ello no puede marcar la actuación humana. La guerra es siempre la última opción (extrema ratio), y solo se debe acudir a ella cuando fallan todas las negociaciones de paz. Para Cicerón, la guerra tiene que ser siempre justa, como había hecho el pueblo romano desde sus inicios a través de los sacerdotes feciales, que con sus ritos aseguraban la justicia de la causa. El Arpinate se siente orgulloso de ese antiguo procedimiento, pero añadirá nuevas propuestas para hacer la guerra mucho más humana.

			La guerra se justifica, en primer lugar, si se trata de evitar una agresión externa, bien contra uno mismo, bien contra amigos o aliados. Cicerón sostiene que todos los hombres desean vivir en paz y seguridad y, si esto se ve amenazado por un enemigo exterior, se puede declarar la guerra con toda justicia. También la guerra expansiva o hegemónica encuentra una justificación en el pensamiento del Arpitane. Siguiendo otra vez a Panecio, afirma que en todo hombre existe el deseo natural de supremacía (appetitio principatus) que le impulsa a sobresalir y a gobernar la familia, su propia ciudad o a los estados vecinos (Deberes, 1.13). Todo ello es lícito si el gobernante actúa después según las virtudes cardinales de la filantropía y de la clemencia.

			Sin ninguna duda, la gran aportación de Cicerón se encuentra en cómo debe realizarse tanto la guerra expansiva como la defensiva, porque en ambas los gobernantes tienen la obligación de comportarse con humanidad. Ello implica que la guerra no debe nunca realizarse con crueldad o violencia; que a los enemigos hay que tratarlos de forma apropiada a su condición humana y que, tras la victoria, los sometidos deben recibir justicia y favor. Cicerón prefiere llamar al Imperio romano como patrocinium orbis terrae (Deberes, 2.27) porque su tarea es la de cuidar a todos sus habitantes como un padre velaría por el bienestar de sus hijos.

			Frente a la visión corta y oportunista de la aristocracia romana de los siglos anteriores, más preocupada por el beneficio económico, por la fama personal y por el sometimiento brutal de los vencidos, Cicerón propondrá un gobierno humano, donde lo principal sea el bienestar de los provinciales. Con ello se justificarían las conquistas realizadas hasta ahora y la posible expansión futura: las legiones romanas serían entonces las encargadas de llevar la paz y el bienestar a todos los pueblos del Mediterráneo, y por eso el imperio de Roma sería legítimo y digno de perdurar eternamente. Para conseguir la integración de los provinciales, Cicerón propone, en primer lugar, expandir por todo el Mediterráneo el régimen aristocrático que tan buenos resultados ha producido en la historia de Roma. La República debe promover oligarquías locales por todas las provincias imbuidas de los valores romanos, a fin de que con su actuación reflejen la honestidad (decorum) exigida a todo buen gobernante. En segundo lugar, Cicerón propone extender unos impuestos justos a los provinciales, porque el sostenimiento de la paz lleva consigo unos gastos que deben recaer sobre los hombros de todos. Por esta vía, el Estado se enriquecería de forma legítima y no tendría que acudir al botín de guerra para ello, fuente siempre de mucha mayor violencia.

			Por último, como ya hemos comentado en el apartado anterior, la gran propuesta de Cicerón fue la de crear una ciudadanía basada en el imperio de la ley y en el común beneficio de todos. El Arpinate entendía que la lengua, el color de la piel, la religión y tantas costumbres ancestrales no eran lo fundamental en la seña de identidad de un pueblo. Este solo podía recibir dicho nombre cuando el vínculo entre sus miembros era la ley y el bienestar común. Con ello, Cicerón estaba aportando las bases ideológicas al gran fenómeno integrador que se producirá con la llegada de los emperadores. A diferencia de los romanos, los atenienses y otros muchos pueblos de la Antigüedad creían que la identidad procedía de haber nacido del mismo suelo (autóctonos) y la ciudadanía solo era transmisible de padres a hijos. Esta visión reducía enormemente la capacidad de integrar a nueva población y provocaba con frecuencia rigideces y el rechazo a todo lo que viniera de fuera. En cambio, en Roma se defendía que la condición de ciudadano no dependía de la lengua o de haber nacido dentro de las siete colinas de la ciudad. La ciudadanía romana se adquiría por la ley y, por lo tanto, podía recibirla cualquiera que estuviera dispuesto a someterse a ella.

			Estos planteamientos más flexibles harán del Imperio romano un mundo integrador, donde pueblos de muy variadas tradiciones se sentirán razonablemente aceptados sin tener que renunciar a sus diferencias. Cicerón lo formulaba con su teoría de que todas las personas tienen dos patrias, una por naturaleza y otra por ciudadanía (Leyes, 2.5). La primera es aquella en la que cada cual ha nacido, donde están sus tradiciones, costumbres, religión, etc. La segunda, la patria común (communis), es la adquirida, la que surge del derecho y la que hace a cada hombre ciudadano de un mismo Estado. El amor por una y otra, según el Arpinate, debe ser idéntico, y habría que estar dispuesto a dar la vida por las dos. La doble ciudadanía propuesta por Cicerón será el gran triunfo integrador de Roma, porque nunca se exigió a sus habitantes la renuncia a su pasado y a su identidad para disfrutar de la única ciudadanía. Se podía ser romano sin dejar por ello de ser hispano, galo, egipcio o britano.

			3. La creación de la Monarquía

			El escritor griego Plutarco, uno de los biógrafos más importantes de la Antigüedad, en su descripción de Julio César relata con todo lujo de detalles lo ocurrido en la fiesta de las Lupercales el 15 de febrero del año 44 a. C., cuando Marco Antonio le ofreció a César la corona de rey. Esta festividad era una de las más antiguas del calendario romano, posiblemente incluso anterior a la fundación de la ciudad. Luperca era el nombre que recibía la loba que había amamantado a Rómulo y Remo, y Lupercal era la cueva en la que tenía su madriguera, al suroeste de la colina Palatina. Habida cuenta del papel fundamental que había jugado dicho animal en la historia de Roma, desde tiempos muy antiguos había surgido una divinidad llamada Lupercus (igual nombre recibían sus servidores), que simbolizaba la perenne existencia de Roma. Su culto tenía lugar exclusivamente en el Palatino, asociándose también a ellos las figuras de Rómulo y Remo. El rito se iniciaba con el sacrificio de un chivo en el interior de la gruta del Lupercal. Con la sangre derramada se señalaba la frente de dos jóvenes, los lupercos, que prácticamente desnudos daban vueltas a la colina en una carrera mágica, golpeando con unas correas a cuantos encontraban en su camino como augurio de fecundidad.

			César presenció estas ceremonias del año 44 sentado en una silla de oro y vestido de ropas triunfales. A Marco Antonio, colega de César en el consulado, le tocó en suerte ser uno de los dos lupercos y participar activamente en el ritual sagrado. Cuando concluyeron los actos, Antonio se acercó a la tribuna en la que se hallaba César llevando una diadema enredada en una corona de laurel, que ofreció rápidamente al dictador. Como fueron pocos los aplausos de aprobación, César optó por rechazarla. Sin embargo, Marco Antonio persistió en su proyecto y se la ofreció por segunda vez. Como el pueblo presente tampoco mostró excesivo entusiasmo, César tuvo que rechazarla una vez más y ordenar que la corona se llevara al Capitolio para ofrecérsela a Júpiter: entonces, las masas estallaron en gritos de aprobación (Plutarco, César, 61). El historiador griego añadió a renglón seguido que todo aquello evidenciaba el deseo de César de instaurar una nueva Monarquía.

			En la misma dirección, argumentó Cayo Suetonio que en su biografía en latín de César escribió que él buscaba proclamarse rey, como lo prueba la gran cantidad de honores que recibió tras la guerra civil: «A César se le achacan acciones y palabras que demuestran el abuso del poder y que parecen justificar su muerte. No se contentó con aceptar los honores más altos, como el consulado vitalicio, la dictadura perpetua, la censura de las costumbres, el título de emperador, o el de padre de la patria, una estatua entre las de los reyes, una especie de trono en la orquesta, etc., sino que admitió, además, que se le decretasen otros superiores a la medida de las grandezas humanas; tuvo, en efecto, silla de oro en el Senado y en su tribunal; en las pompas del circo, un carro en el que su retrato era llevado religiosamente; templos, altares y estatuas junto a las de los dioses; tuvo, como estos, lecho sagrado, un flamen, sacerdotes lupercos, y el privilegio, en fin, de dar su nombre a un mes del año» (Suet., Jul., 76). El afán excesivo de honores le acarreó la muerte al provocar que un grupo de senadores contrarios a sus proyectos conspiraran para acabar con su vida el 15 de marzo del año 44.

			Ya desde la Antigüedad han sido un tema frecuente de discusión los motivos y razones para el asesinato de Julio César. Las fuentes romanas fueron en general muy críticas con el dictador romano y muy pocos fueron los que lamentaron la muerte de un gran hombre de Estado. En cambio, fue una opinión muy extendida la que justificaba su asesinato (iure caecus), porque César suponía un auténtico peligro para sus conciudadanos al amenazar la libertad de todos ellos. Esta corriente crítica se inició sin duda con Cicerón, que valoraba muy poco los deseos de restauración y de clemencia de César, pues veía detrás de ellos un mero oportunismo.

			Al igual que en época romana, los historiadores contemporáneos, desde Mommsen hasta ahora, se han dividido radicalmente entre la postura de defender los proyectos políticos de César de reemplazar la vieja República moribunda por un nuevo Estado o la de aquellos que pensaban que César era un oportunista, que lo único que buscaba era el beneficio propio en honores e influencia.

			Julio César y la solución a la República

			La gran pregunta que se han hecho los historiadores de todos los tiempos ha sido qué buscaba exactamente César con las medidas políticas que tomó y con todos los honores recibidos durante la guerra civil. Porque, sin ningún tipo de dudas, él fue el miembro de la aristocracia romana que más poder acumuló en sus manos en un periodo tan corto de tiempo, situación que acabó provocando su muerte preventiva a manos de un grupo de senadores romanos. Las razones últimas que se han dado de este magnicidio han ido en la línea de acusar a César de no haber sido capaz de usar para el bien de la ciudadanía los inmensos poderes que tenía y de no querer sanear y reformar una República, dañada por décadas de inestabilidad política. La inactividad de César ante muchos asuntos de Estado levantó pronto la sospecha sobre sus intenciones reales, y el temor a que pudiera imponer en Roma una Monarquía facilitó que un complot de sesenta senadores acabara preventivamente con su vida. Porque César fue asesinado más por lo que se creía que iba a hacer que por lo que realmente hizo. Su muerte, el 15 de marzo del año 44 a. C., abrió inmediatamente una polémica, todavía viva a día de hoy, entre los historiadores de todas las escuelas sobre las verdaderas intenciones del dictador y sobre las motivaciones últimas de sus asesinos, que se tomaron la justicia por su mano, justificándola con razonamientos morales muy complejos.

			De los cinco años que transcurrieron entre el 10 de enero del 49, cuando César cruzó el Rubicón, y el 15 de marzo del 44, fecha de su asesinato, Julio César apenas pasó quince meses en Roma con tiempo para desarrollar un programa político: la actividad de los distintos campos de batalla le mantuvo siempre muy alejado de la ciudad. Sin embargo, en ese pequeño lapso de tiempo logró imprimir un carácter personal a la política romana, pasando de ser un mero candidato al consulado el año 49 a convertirse en dictador vitalicio poco antes de su asesinato.

			En los primeros compases de la Guerra Civil, las medidas políticas llevadas a cabo por César fueron escasas, reduciéndose las más importantes a la extensión de la ciudadanía romana a todos los habitantes del valle del Po en el mismo año 49. Con ello, César concluía la integración de la península Itálica y conseguía una notable clientela política de decenas de miles de ciudadanos, dispuestos a apoyarle hasta donde hiciera falta. Hay que aguardar a octubre del 47, cuando César regresó de Oriente, para que salieran a la luz sus primeras reformas sistemáticas. En su condición de dictador, por un año, propuso al pueblo de Roma nuevas leyes agrarias que incluían repartos de tierras, muy en la línea de los políticos populares de la tradición. También elevó de ocho a diez el número de pretores anuales, a la par que introducía en el Senado a muchos partidarios suyos, hasta alcanzar la cifra de unos novecientos miembros. Su labor quedó interrumpida en el mes de diciembre, cuando partió hacia África, donde se habían concentrado los restos del ejército de Pompeyo.

			César estaba de vuelta en Roma el 25 de julio del 46 y contará por delante con casi seis meses para desarrollar una frenética labor legislativa. En primer lugar, se atendió a las necesidades de la población más humilde de Roma con nuevas leyes agrarias. Desde hacía décadas, los repartos de alimentos entre la población pobre de Roma suponían un enorme lastre para las arcas del Estado, que se veían con frecuencia exhaustas por unos gastos que no paraban de crecer. César consiguió reducir el número de miembros de la plebe con derecho a estas distribuciones públicas de 320.000 hasta tan solo 150.000 (Suetonio, Iul., 41.5). Ello se logró gracias a una ambiciosa labor colonizadora en Italia y en las provincias, que frecuentemente llevaba aparejada la extensión de la ciudadanía romana. Además, se añadió la reforma del calendario, el embellecimiento de Roma con un foro, una nueva curia, templos, etc., y dos importantísimas obras públicas de gran envergadura como fueron la desecación de las lagunas Pontinas y la construcción del canal de Corinto.

			Dichas medidas de gobierno fueron paralelas a la concesión de impresionantes honores. En primer lugar, se otorgó a César la dictadura por diez años, una cura alimentorum especial, y el derecho a presentar candidatos al pueblo para ser elegidos a las correspondientes magistraturas. A ello se añadió el privilegio de ser el primer ciudadano llamado a votar, a dar siempre la señal de comienzo de todos los juegos del circo y el poder inscribir su nombre en el templo de Júpiter. Para honrarle aún más, el Senado votó instalar en el Capitolio un carro triunfal en el que César aparecía pisando la bola del mundo, y se le reconoció oficialmente su condición de descendiente de Venus y del héroe troyano Eneas.

			La justificación de tantos poderes es lo que ha provocado una enorme discusión entre los historiadores de todos los tiempos, tratando cada cual de descubrir las intenciones últimas de César al promover y aceptar unos privilegios inauditos en la historia de Roma. El primer historiador contemporáneo que defendió la labor de César fue sin duda Theodoro Mommsen que creía en su genialidad. Para el premio nobel alemán, César había sabido entrever la decadencia del régimen republicano y comprender que la Monarquía era el único camino posible para salir de la crisis. Mommsen opinaba que el gran proyecto de César era la instauración de una monarquía democrática que extendiera el derecho romano y completara la difusión de la ciudadanía por todo el Mediterráneo. En esta misma dirección, Mathias Gelzer (1921) consideraba a César un gigante de la política y confiaba plenamente en su proyecto de sustituir una República agotada e inestable por una nueva Monarquía de reconciliación y clemencia.

			Jerome Carcopino (1974) hizo especial hincapié en el hecho de que César quisiera apuntalar la nueva Monarquía sacralizando su figura para dotarla de mayor coherencia y estabilidad. Este autor francés pensaba que la idea de un cierto culto a su persona había nacido en el año 47, que César pasó en su mayoría en Oriente. Consecuencia de esta estrategia fue la proclamación de su origen divino a través de Venus y Eneas, la instalación de su estatua en el Capitolio y, en particular, la aceptación del título de Epifanes (el que se ha aparecido) que le ofreció ese mismo año 47 la ciudad de Éfeso, y que le conectaba directamente con el pensamiento político de los reyes helenísticos. El proceso de instauración de la Monarquía hubiera concluido el 15 de marzo del 44 con su proclamación formal como rey, pero la conjura liderada por Junio Bruto, al que Carcopino tilda de personaje roído de escrúpulos, doctrinario y maldiciente, acabó con la vida de César, frustrando así sus proyectos.

			Los propios coetáneos de César no se sintieron excesivamente alarmados por los honores recibidos el año 46. Según se puede deducir de las fuentes antiguas, en particular de Cicerón, todo el mundo en Roma esperaba que, tras la victoria en África, César afrontara la reforma de la República. Especialmente significativa fue la política de reconciliación y de clemencia que César aplicó a sus enemigos. A diferencia de Sila, que persiguió a sus oponentes con crueles proscripciones que llenaron de sangre las calles de Roma, César desplegó la actitud contraria: todo aquel que había militado en el bando pompeyano pudo alcanzar el perdón y reintegrarse a la vida pública. Los poderes extraordinarios tampoco eran excesivamente sospechosos: la dictadura por diez años podía justificarse si se usaba para regenerar la República y ponerla de nuevo en marcha (Cicerón, Marcelo, 23). Un precedente parecido volvía a encontrarse en Sila, que fue dictador durante varios años para realizar una profunda reforma del Estado. Por tanto, César contó el año 46 con un especie de cheque en blanco, concedido por la clase dirigente romana, que soportó pacientemente que uno de los suyos se atribuyera honores inauditos hasta entonces.

			Muchos historiadores contemporáneos han criticado duramente la labor de César y han llamado la atención sobre su fracaso en la reforma de la constitución republicana. Uno de los motivos más recurrentes que han aportado sus biógrafos para explicar la ineficacia de sus medidas ha sido la evidente falta de apoyos políticos. César tuvo muy pocos amigos o partidarios entre los miembros de la nobilitas o del orden senatorial. En su círculo más íntimo no se encontraba ninguno de los grandes nombres que habían dirigido la República durante siglos. Su estilo de gobierno se asemejaba al de un general con su estado mayor. César tenía un gabinete de personas muy capaces e inteligentes, que no pertenecían al orden senatorial y que trabajaban intensamente a la sobra: el gaditano L. Cornelio Balbo o C. Opio dirigían un equipo de soldados, libertos y esclavos que le hacían el trabajo a César y que, según Cicerón, estaba integrado por unas dos mil personas (Atico, 13.52). Los asuntos importantes de la vida política de Roma eran preparados por este gabinete personal y luego llevados al Senado o a la Asamblea popular para su aprobación. Es lógico que la clase gobernante se sintiera desplazada en su tarea secular de discusión y debate de todos los asuntos públicos que afectaban al interés común por la gestión de un grupo de tecnócratas.

			En segundo lugar, muchos historiadores han llamado también la atención sobre la falta de eficacia de César en sus reformas sociales y políticas. Para Ronald Syme (1989), el dictador carecía de ideario político y no contaba con un programa de reformas coherentes que restauraran la República tras el sangriento conflicto civil: era un aristócrata ambicioso, pero no un revolucionario. Para Syme César estaba bloqueado en su fuero interno por su propia visión aristocrática, que buscaba ante todo la fama y la gloria. Como muchos de sus contemporáneos, había nacido, vivido y luchado en el marco del régimen republicano, y no era fácil llegar a imaginarse otro modelo constitucional, y mucho menos tener el arrojo de apostar por él. 

			En esta misma dirección, Luciano Canfora (2000) opinaba que el gran fracaso de César fue el no conseguir institucionalizar su poder carismático. Este historiador italiano no ha tenido dudas en afirmar que César era muy atractivo para amplísimos sectores de la sociedad romana, y en particular para los soldados que integraban las legiones. Estos apoyos le llevaron a conquistar el poder y a recibir honores como ningún otro romano en la historia de la ciudad. Pero todo poder carismático se vuelve efímero si no encuentra un sustento institucional que lo haga viable: un conjunto de leyes, una constitución, que regule lo que hasta ese momento era puro entusiasmo. El fracaso de César en esta transformación legal y jurídica hizo que su dictadura acabara aparentando una tiranía y que sus poderes acumulados acabaran siendo odiosos para todos.

			Según Christian Meier (1982), César se hizo sospechoso a todos con sus actitudes políticas. Su política de reconciliación (clementia) y de generosidad (liberalitas) no fueron más que una táctica para tener sujeta a la clase política, como también pensaba Cicerón (Ático, 9.8c). César ofreció a sus antiguos enemigos clemencia en vez de justicia, y eso les hería profundamente. La clemencia no había sido otra cosa, sino un regalo del vencedor, que había conducido la guerra por motivos personales.

			A finales del año 46, César recibió en Roma la sorprendente noticia de que los dos hijos de Pompeyo, Gneo y Sexto, y su antiguo colaborador, T. Labieno, se habían hecho fuertes en Córdoba al mando de un ejército bien armado. La reacción del dictador fue contundente, y tras una rápida campaña en Hispania, coronada por la victoria de Munda, regresó a Roma a mediados del año 45. La celebración correspondiente fue ocasión para que el Senado otorgara a César nuevos honores: fue nombrado padre de la patria, imperator y libertador; recibió el derecho a mostrarse en carro triunfal coronado de laurel; el mes de Quinctilis pasó a llamarse Julio. Una estatua suya se instaló en el Capitolio junto a los reyes de Roma y otra en el templo de Quirino con la inscripción “al dios invencible”. El Senado divinizó la Clementia Caesaris y erigió un templo para ella, al frente del cual estaba un flamen público. En enero del 44, César comenzó a preparar su campaña en Oriente contra los partos. El motivo no fue otro que el hallazgo de un nuevo oráculo sibilino en el que se decía que este pueblo solo podía ser derrotado por un rey. El 15 de febrero, César recibió el título de dictador vitalicio, y unos días más tarde, en las Lupercales, el cónsul Marco Antonio le ofreció repetidamente la corona de rey.

			Por toda Roma corrió la voz de que en la reunión del Senado prevista para el 15 de marzo, tres días antes de que abandonara la ciudad para luchar en Oriente, el sacerdote L. Aurelio Cota le proclamaría rey, posiblemente sobre el imperio y no sobre Roma o Italia. Una conjura de sesenta senadores, encabezada por M. Junio Bruto y C. Casio Longino, acabó con la vida de César. Cicerón creía ciertamente que César pensaba proclamarse rey ese mismo día (Familiares, 11.27.7)

			Según Elizabeth Rawson (1994), el nombramiento de César como dictador vitalicio puso boca arriba las cartas que de verdad estaba jugando y dejó patente ante todo el mundo sus nulos deseos de restaurar la constitución republicana. Aunque formalmente no llegó a proclamarse nunca rey, la dictadura de por vida que asumió no se diferenciaba mucho de una auténtica monarquía. Las nuevas intenciones de César acabaron por aglutinar a los conjurados que decidieron matar a César de modo preventivo. Como ha remarcado Adrian Goldworthy (2006), los conspiradores creían que tantos honores en las manos de una única persona no eran compatibles con una República libre. Porque a los asesinos no les movía, según el autor inglés, el interés general de la ciudadanía sino la ambición particular. Para ellos lo peor de César no era lo que había hecho, sino especialmente cómo lo había hecho: sus formas bruscas y enérgicas, propias de un general y no de un aristócrata romano.

			La historiografía de los últimos años ha sido aún más crítica con César y con sus asesinos. Hoy en día está muy extendida la opinión de que César quería fundar una monarquía, que su intención última no era la de recomponer la República, que había llegado al siglo I a. C. realmente agotada. En la cabeza de César estaba más bien el modelo helenístico de los reyes sucesores de Alejandro Magno. Mommsen, sin duda, se equivocaba cuando quería descubrir en César un monarca democrático, amante del derecho romano. La intención última del dictador era la de imponer un régimen en el que el culto a su persona fuera la pieza fundamental de su legitimidad. Esta pretensión última fue la que provocó su asesinato, ejecutado por unos tiranicidas que no eran ni mucho menos los auténticos amantes de la libertad y de una constitución libre. Ellos veían en César un peligro para sus propios privilegios y en defensa de ellos le asesinaron.

			Viejos problemas, nuevas soluciones

			Uno de los elementos que más llama la atención sobre la crisis de la República romana es la gran unanimidad que se ha alcanzado entre los especialistas a la hora de señalar sus causas últimas. A diferencia de otros momentos menos significativos de la historia de Roma, donde los argumentos de los estudiosos han sido enormemente variados, en el caso de la decadencia de la República casi nadie duda en proponer que tuvo un origen político-institucional. Porque, según esta opinión tan asentada, la República entró en crisis a causa de la división interna de su clase gobernante, que perdió la coherencia y unidad que había mostrado durante quinientos años, destrozada en crueles guerras intestinas. La unidad del grupo desapareció cuando la propia República no supo adaptar la vieja constitución con la que funcionaba desde el siglo V a las nuevas necesidades del imperio universal que Roma había creado en su expansión por el Mediterráneo. El Estado republicano se derrumbó porque se había quedado muy pequeño y, por tanto, no respondía a las grandes exigencias sociales y económicas de un imperio universal.

			Es muy probable que la unanimidad de la historiografía se deba en buena parte a las características singulares de las fuentes romanas; en particular, a su fuerte tendencia a centrarse en la acción de individuos concretos, personalizando así el relato histórico. Para los escritores romanos, la evolución de la República fue el resultado de las decisiones tomadas por aristócratas singulares que movían los hilos de la política a tenor de sus propios intereses. Prácticamente casi nunca las fuentes buscaban explicaciones más profundas a los grandes cambios históricos, y mucho menos los atribuían a la acción de grupos o colectivos organizados. Los procesos globales, como los ciclos económicos o los cambios sociales más profundos, pasaban a un segundo plano en la mentalidad personalista de las fuentes antiguas para que destacaran con más vigor las decisiones individuales. Así se entiende la notable la unanimidad en el análisis de los escritores romanos y de las escuelas historiográficas recientes, al afirmar que la crisis republicana tuvo su origen en las luchas personalistas habidas en el seno de la clase gobernante durante el siglo I a. C.

			La razón más frecuente que aportan los historiadores para explicar la crisis republicana hace hincapié en la falta de adecuación del marco político republicano a las necesidades de un imperio mediterráneo, poblado por millones de personas. La constitución republicana vigente en el siglo I a. C. era esencialmente la misma que había surgido en el siglo V, cuando Roma era una pequeña ciudad estado en el centro de Italia. Desde entonces nunca se había producido una auténtica reforma constitucional y solo se habían introducido leves modificaciones en función de las necesidades de cada momento. La Roma del siglo I seguía funcionando con aquellas instituciones vagas, imprecisas y escasamente dotadas que tenía desde cuatrocientos años antes: todas ellas igualmente controladas por unas pocas familias aristocráticas que integraban su clase gobernante.

			Sin embargo, desde el punto de vista social, económico, político o cultural, la Roma de César o Pompeyo no tenía nada que ver con aquella otra primitiva. La expansión de la ciudadanía por toda Italia, la incorporación de gigantescos espacios en el Mediterráneo, las nuevas responsabilidades de gobierno y el bienestar de millones de provinciales, exigían de la aristocracia un mayor compromiso. Pese a que Roma se había convertido en un imperio universal, la organización de sus instituciones o la mentalidad de su clase dirigente apenas habían evolucionado y, por tanto, no estaban capacitadas para dar las repuestas oportunas a los problemas reales de sus gobernados. Dicha falta de coherencia entre marco político, clase gobernante y realidad social es lo que provocó las fuertes tensiones que sacudieron a la República y facilitó la llegada del Imperio.

			Según la opinión más extendida de los historiadores, la chispa que produjo la detonación final del régimen republicano fue la regulación de los mandos extraordinarios acaecida en época de Sila, cuando se intentó resolver el problema de los magistrados dotados de imperium, tan característico de la República clásica. En las magistraturas con mando militar, pretura, consulado y dictadura, los poderes civiles y militares estaban limitados por el tiempo que duraba el cargo, normalmente un año. Por tanto la dirección de las operaciones militares cambiaba anualmente en Roma, ya que era el magistrado electo el único que podía dirigirlas legalmente. Este sistema, que permitía rotar en el poder a toda la aristocracia romana, podía sostenerse en un régimen de guerras estacionales, llevadas a cabo solo en primavera o verano, y que no tuvieran lugar muy lejos de Roma.

			Las limitaciones del sistema rotativo se evidenciaron cuando la República comenzó a extenderse por el Mediterráneo y los centros de operaciones se alejaban cada vez más de Italia. El método de la prórroga del mando militar por un año más no siempre daba buenos resultados, y muchas derrotas inexplicables del siglo II se debieron casi únicamente a este problema: la excesiva rotación de los generales. El sistema político romano también se resentía ante soluciones provisionales y extremas como la de Mario, que tuvo que ser nombrado cónsul seis veces para poder resolver con garantías la guerra contra Yugurta o la amenaza de las tribus germanas de cimbrios y teutones.

			La intención de la reforma de Sila era acabar con este problema, separando en el tiempo las tareas civiles en Roma y en Italia, con el posterior mando militar en ultramar. Desde el año 81, los cónsules y pretores permanecían en Roma y solo recibían una provincia al acabar el año. Ello permitía prolongar libremente los poderes del gobernador, logrando una mayor eficacia en la marcha de la guerra. Pero dicha solución tuvo una consecuencia inadvertida que no tardó mucho tiempo en manifestarse y que provocará el nacimiento de una figura militar no conocida hasta entonces en la constitución romana: el llamado mando militar extraordinario, que podía conceder a un general el gobierno de un número elevado de legiones por un tiempo mayor al acostumbrado.

			La República no estaba preparada, ni jurídica ni políticamente, para controlar a sus gobernadores provinciales, y mucho menos a los nuevos mandos extraordinarios. Nunca había habido en la constitución romana ningún mecanismo para supervisar la labor de un gobernador provincial en el ejercicio de su cargo. Durante su duración no existía ningún medio para impedirle que impusiera su real voluntad, aunque hubiera pruebas evidentes de que estaba infringiendo la ley. Lo único que se podía hacer era esperar a que volviera a Roma y entonces abrirle un procedimiento ante los tribunales permanentes de corrupción (quaestiones de repetundis). Pero dichos tribunales, desde época de Cayo Graco, se habían politizado enormemente y eran utilizados más como un arma política que como un medio para evitar las injusticias. Por tanto, un gobernador provincial o un mando extraordinario podían actuar con muchísima impunidad si contaban con apoyos políticos para restar eficacia a las instituciones del Estado. Esta nueva realidad del siglo I a. C. hizo que muchos aristócratas romanos escaparan al control del grupo y del Estado, pudiendo actuar únicamente a tenor de sus intereses particulares. Aquí radicaba la fuente de tensiones que llevó a Roma a su sangriento ciclo de guerras civiles, y en última instancia a la sustitución de la República por el Imperio.

			Estos planteamientos políticos e institucionales que se han hecho hasta ahora son los más extendidos entre los historiadores contemporáneos, y solo se aprecian variaciones de orden menor. Posiblemente sea Ronald Syme (1989) el que ha añadido algún elemento más novedoso. Para él, además de lo ya dicho, también pesó la sustitución de la vieja aristocracia romana a partir del gobierno de Sila por nuevas familias itálicas. Las guerras civiles, las proscripciones de enemigos políticos, la ampliación de miembros del Senado a seiscientos y luego con César a novecientos, provocaron la génesis de una nueva clase gobernante procedente de los municipios de Italia. Lo que Syme ha denominado con mucho éxito “la revolución romana” no es otra cosa que una profunda renovación de la aristocracia, que provocó la desaparición de las viejas familias de la nobilitas, que veían el Estado como una propiedad y un ámbito de disputa de sus intereses. Los recién llegados serán senadores con un talante más abierto a los cambios y a la búsqueda de mayores consensos políticos, y que a la postre facilitarán el tránsito de la República al Imperio. Siguiendo la huella de Syme, Timoty Wiseman, gracias a interesantes estudios prosopográficos, señaló la época de los hermanos Graco como el inicio del reemplazo de dicha clase gobernante romana. 

			En cambio, donde sí que se ha producido una mayor discusión entre los historiadores ha sido en la cuestión de la reversibilidad del proceso: de si la crisis de la República se pudo haber evitado aplicando las reformas apropiadas para lograr así la supervivencia del régimen. Ha sido especialmente Eric Gruen (1974) el que ha sostenido de modo más convincente que la República tenía solución. Los integrantes de lo que él denomina “la última generación de la República”, aquella que vivió entre el año 70 y el 49, conocieron un gobierno que todavía funcionaba y que no se había sumido en el caos. Esos años fueron un periodo de reformas internas que hubieran dado buenos resultados si no hubiera sido por el conflicto abierto entre César y Pompeyo. Gruen pensaba que si las relaciones entre los dos prohombres no hubieran desembocado en la guerra civil, la República hubiera durado muchas décadas más.

			En contra de esta opinión tan positiva, Christian Meier (1982) ha defendido, con muchísima aceptación por los historiadores, que la República no tenía solución desde dentro y que no podía ser reformada a partir de sus propios instrumentos políticos. El historiador alemán creía que la crisis de la República era una crisis sin alternativa, porque la propia constitución republicana no permitía que prosperara ninguna solución. Como tantos otros historiadores, Meier opinaba que el problema estaba en la clase gobernante, que ya no daba respuesta a las demandas sociales. Por tanto, la única solución pasaba por reemplazarla completamente, cambiando consecuentemente el marco constitucional, introduciendo un nuevo régimen político.

			De alguna manera Meier tenía razón en sus planteamientos, porque la crisis de la República romana no fue otra cosa que una crisis de su sistema social aristocrático y del papel del Senado como institución. La República era un caso insólito de Estado sin constitución escrita, porque la clase gobernante nunca quiso fijar en normas claras y tajantes los mecanismos legales de funcionamiento. La razón última de ello buscaba salvaguardar el sistema aristocrático. Porque Roma era, en primer lugar, un régimen social, y muy en segundo lugar, una estructura política, que respondía simplemente a las necesidades de aquellos que la gobernaban. En la República era muy difícil distinguir entre lo político y lo social. Toda su organización, las formas de vida, el pensamiento o las creencias eran una consecuencia del orden social existente, aristocrático cien por cien.

			Desde el siglo IV hasta el siglo II, la aristocracia romana fue capaz de sostener intacto su sistema social y la estructura política del Estado republicano, gracias, ante todo, a la notable cohesión y unidad interna que alcanzó. En ningún momento consintió que la ambición de individuos concretos pudiera imponerse a la acción colectiva del grupo. La monolítica unidad mostrada por la aristocracia romana durante siglos le permitió obtener éxitos inusitados, como la conquista de Italia y de todas las orillas del Mediterráneo.

			La constitución de su gigantesco imperio fue la razón última de la ruina del régimen republicano. El orden social y político del siglo II seguía siendo el mismo que el del siglo IV: el de una ciudad estado mediana y abarcable, donde casi todos se conocían y en la que los lazos de clientela eran fácilmente utilizables para mantener el orden social. Sin embargo, la Roma del siglo II a. C. extendía sus responsabilidades de gobierno sobre millones de personas, en un mundo plural, pleno de culturas, razas y lenguas hasta entonces inauditas en Roma. La crisis política y social estalló para la República en el momento en que quiso seguir funcionando como si no hubiera pasado nada, como si los problemas evidentes fueran causados por la deslealtad de algunas personas, corrompidas por el lujo y la riqueza, más amantes de sus honores e intereses que del bienestar del Estado. Se prefería pensar que los problemas podían resolverse con más tradición y con más identidad romana. Se hacían llamamientos a regresar a un viejo pasado idílico, a la Roma de pequeños campesinos unidos a su clase dirigente y donde todo había sido mejor que la realidad problemática tan característica del siglo II y I. La pretensión de imponer un renovado mos maiorum como remedio mágico a los males que aquejaban la sociedad se mostró pronto inútil por lo desacertado de su diagnóstico.

			Posiblemente fue el Senado el que falló durante la crisis republicana. Desde el nacimiento de la República, esta institución había sabido mantener unida a la clase gobernante. En su seno se encontraban las distintas corrientes de opinión de la aristocracia romana, que cuando alcanzaban un acuerdo lo trasladaban a la sociedad bajo la protección mágica de la auctoritas patrum.

			A lo largo de todo el siglo II y comienzos del I a. C. se perciben los primeros síntomas de la creciente dificultad del Senado para controlar los resortes del Estado. La abrumadora carga de responsabilidades que asume: toda la política exterior, las finanzas públicas, o la promoción de leyes, pronto harán evidentes las deficiencias de su modo de operar asambleario. Sin embargo, el Senado no permaneció ciego ante los síntomas de la crisis, como lo demuestran las numerosísimas reformas legales promovidas a través de los tribunos de la plebe durante los siglos II y I a. C.; pero las reformas nunca fueron ni rápidas ni definitivas. El Senado tenía en muchos aspectos las manos atadas para aplicar los remedios políticos a las necesidades del Estado. En primer lugar, debido a la mentalidad fuertemente conservadora de toda la sociedad romana, muy contraria, en general, a realizar cambios profundos; pero especialmente pesaba sobre el Senado la falta de instrumentos políticos y jurídicos para ello. La ausencia de una constitución escrita o la realidad de un Estado que funcionaba con criterios muy vagos en sus relaciones institucionales pudieron ser útiles en sus inicios a una aristocracia fuerte para controlar la sociedad; pero en los momentos de cambios o de crisis, cuando los problemas agudos se acumulaban sin solución posible, un Estado tan etéreo o indefinido como el romano difícilmente podía encontrar los instrumentos que necesitaba. En la Roma de finales de la República cualquier reforma de envergadura que pretendiera cambiar el rumbo de la política tenía que realizarse con mucho consenso y tiempo por delante, y eso era de lo que carecía Roma a mediados del siglo I a. C.

			El Senado dejó de ser la cámara del consenso al no poder imponer ni cohesión al grupo ni una actuación aceptable para todos. Al fallar el entendimiento, perdió inmediatamente su manifestación más visible: la auctoritas y, por tanto, su capacidad de influencia. La crisis de tantos valores políticos llevó a la evidencia de que no cabía en el Estado una reforma desde dentro, que surgiera desde el Senado como había pasado siempre en la historia de Roma. Por tanto, la única solución para muchos contemporáneos de Cicerón y César no podía ser otra que cambiar la constitución política y buscar un nuevo referente de la concordia y de la auctoritas.

		


		
			VI.

            El reinado de Augusto

            
            
			El imperio turco se fue consolidando en los Balcanes a lo largo de todo el siglo XVI gracias a las guerras de religión y los conflictos hegemónicos de las potencias europeas. El establecimiento de una frontera estable entre otomanos y el Sacro Imperio Romano Germánico motivó que el emperador Fernando I enviara en varias ocasiones a Ogier Ghiselin de Busbecq (1522-1592) a Constantinopla como su embajador en la corte de Solimán el Magnífico (1520-1566). Aunque Busbecq no llegó a conseguir sus objetivos diplomáticos de frenar la expansión otonama, sus viajes a la ciudad de Amasia y al interior de Turquía le permitieron desarrollar su curiosidad científica y pulicar varios libros sobre la fauna y la botánica de los territorios que recorría. En uno de sus viajes se encontró con las ruinas del templo dedicado a Roma y a Augusto, construido en la ciudad de Ancyra (Ancara) entre los años 25 y 20 a. C. El templo había sido pensado para impulsar la romanización de la provincia de Galacia, incorporada poco antes al Imperio romano a la muerte de su último rey Amintas. Asegurar el centro de Anatolia se había convertido en una necesidad estratégica para Roma, pues por estos territorios transitaban los caminos más importantes que se dirigían hacia Armenia y la frontera con los partos. La romanización de la provincia de Galacia fue iniciativa del mismísimo Augusto que aprobó el proyecto de construir en su capital un templo dedicado a Roma y a su persona, cuyo sacerdocio sería ejercido por las principales familias de la ciudad.

			El año 14 d. C. se instaló en las dos paredes de la pronaos de este templo una copia de las Res gestae Divi Augusti en latín y, en la parte exterior de la cella, su correspondiente traducción al griego. Hasta que esta inscripción fue publicada por primera vez por Busbecq en 1581, solo se tenían noticias de ella a través de fuentes escritas. La inscripción encontrada en Turquía era una copia exacta del original que había sido confeccionado para adornar las dos jambas principales de acceso al Mausoleo de Augusto en Roma.

			El testamento político de Augusto es el único texto que se ha conservado del primer emperador de Roma y es la fuente principal para acceder a su pensamiento y a sus proyectos políticos. Habida cuenta de que la autobiografía que el mismo Augusto redactó no ha sobrevivido al paso del tiempo, como tampoco sobrevivieron las de Agripa o Mecenas, los especialistas en esta época no han tenido más remedio que acudir una y otra vez a este breve texto político: sus hechos memorables (res gestae), donde Augusto asegura haber cumplido con la misión para la que el destino le había escogido.

			De César Augusto se ha conservado una información muy desigual: abundante y precisa para los primeros años de su vida política (44-30 a. C.), pero muy escasa para el tramo de su gobierno en solitario (30 a. C.-14 d. C.). Dos fuentes importantes que hubieran iluminado este periodo han desaparecido para siempre: los libros coetáneos de Ab urbe condita, de Tito Livio, que concluía su historia el año 9 a. C., y la biografía de Augusto de Nicolás de Damasco, de la que solo se conservan unos escasos fragmentos. Por ello, no queda más remedio que acudir a la biografía de Suetonio, contenida en su Vida de los doce Césares, cuya precisión y realismo dejan mucho que desear, y a la Historia romana de Dion Casio, escrita en el siglo III.

			Si se toma el conjunto de las fuentes antiguas, habría que decir que desde el mismo siglo primero la opinión pública ya se había dividido en dos bandos a la hora de enjuiciar el papel político jugado por Augusto en el gobierno de Roma. La visión más crítica contra el primer emperador la va a exponer el historiador Tácito (Anales, 1.1-2). Para este senador romano de época de Trajano, Augusto se había hecho con el poder gracias a su inmensa fortuna, halagando a los soldados con donativos, al pueblo con regalos y a todos los demás con la paz. Una vez conseguidos sus objetivos, había arrebatado el poder al Senado, al pueblo y a las leyes, pasando a instaurar una monarquía personal. Ello se vio facilitado, según Tácito, por la realidad de que las guerras civiles habían provocado la desaparición de las viejas familias romanas, sustituidas por una nueva nobleza dispuesta a la servidumbre por el egoísmo de las riquezas. Esta visión tan negativa de Augusto, presentado como un oportunista sin escrúpulos, fue rechazada por otros historiadores de la Antigüedad cuyo mejor representante va a ser Dion Casio (Historia romana 52.14-18), que tenía al primer emperador como el auténtico salvador de su patria. Augusto había sido aquel que libró al Estado de los sufrimientos de las guerras civiles y había traído a la República orden, paz y buena gestión de los asuntos públicos.

			Ambas visiones tan contrapuestas han incidido en la moderna investigación, que también se ha alineado, bien en el bando de Tácito o bien en el de Dion Casio. Probablemente la obra más representativa de la visión crítica sea la Revolución romana, de Ronald Syme, en donde se trata a Augusto como el jefe de una facción de cesarianos que se hizo con el poder, desplazando a las viejas instituciones republicanas por un nuevo régimen personalista al frente del cual se encontraba él solo. Muy distinta es en cambio la visión que tiene del primer emperador J. Bleicken en su extenso libro Augustus, eine Biographie. Para el investigador alemán, Augusto fue el creador del orden político que Roma necesitaba en aquel momento de su historia, dotado de tal coherencia y rigor que pudo sobrevivir más de doscientos años de evolución.

			De una manera o de otra, siempre ha sido un reto para los historiadores hacer una valoración ponderada de un personaje tan complejo y polifacético como lo fue César Augusto. El hecho de que su autobiografía no haya sobrevivido al paso del tiempo supone una notable limitación, pues desconocemos con precisión la profundidad de su pensamiento político. Pero de lo que no cabe la más mínima duda es que fue uno de esos personajes que marcan épocas; se habla del siglo de Augusto, gracias a que supo imprimir a su tiempo unas notas particulares derivadas de su visión de la realidad y de su labor de gobierno.

			1. Evolución histórica (30 a. C.-14 d. C.)

			Cayo Suetonio fue un funcionario de la Cancillería imperial que sirvió en importantes puestos administrativos bajo Trajano y Adriano. De él se conserva la obra titulada Vida de los doce Césares (120), con unas breves biografías de los emperadores romanos desde César hasta Domiciano. Su valor como fuente histórica fiable está muy en entredicho, pues su intención no es la de recoger y analizar los principales acontecimientos históricos de cada reinado. A Suetonio no le interesaba tanto la gestión pública de los soberanos, sino más bien sus vidas privadas, lo que trata con exhaustividad. Él se centra en mayor medida en ilustrar defectos y virtudes de los emperadores, sus hábitos y costumbres, los problemas domésticos y cómo reaccionaban ante ellos. Con toda justicia, hoy podrían incluirse las biografías de Suetonio entre la denominada prensa del corazón.

			En una de sus páginas sobre Augusto, Suetonio deja caer una pequeña anécdota que no tendría mayor transcendencia si no encerrara un comportamiento de inseguridad política del primer emperador que puede ser muy útil para comprenderle. El autor latino dejó constancia de que Augusto «cuando ejercía el consulado iba por las calles de Roma generalmente a pie, pero cuando no ostentaba este cargo, se hacía llevar casi siempre en una litera cerrada con cortinas» (Augusto, 53). Lamentablemente, Suetonio no indica cuándo sucedió este hecho, pero pudo haber sido perfectamente el año 23, ya que en los nueve años anteriores, desde el 31, Augusto había ejercido el consulado de modo ininterrumpido, para dejarlo de golpe a partir de ese momento. La pregunta lógica sería por qué Augusto se exponía a la población mientras ejercía el consulado, para luego ocultarse de ella al abandonar la magistratura. Posiblemente esta reacción recoja los balbuceos iniciales del régimen imperial en el momento en el que se estaba imponiendo. Es muy probable que, tras renunciar al consulado en julio del 23, se sintiera incómodo con su nueva situación y por ello intentara ocultarse tras las cortinas de una litera. No es pensable que quisiera evitar a la plebe de Roma, a la que tenía plenamente a su favor gracias a sus generosos donativos y regalos. En cambio, no sucedería lo mismo con los senadores y demás miembros de la clase dirigente, a los que sería muy embarazoso encontrar en un lugar público. Todo romano sabía qué hacer cuando se cruzaba por las calles con uno de los cónsules en ejercicio: había que cederle el paso, saludarle con respeto, dirigirse a él con una petición o agradecerle un favor recibido. De tal manera que Augusto se sentiría bien considerado si, siendo cónsul, era tratado de esta manera. Pero qué podía pasar si, como simple privado una vez depuesta la magistratura, Augusto se encontraba en el Foro con alguien de igual dignidad, otro antiguo cónsul o algún personaje de importancia política: ¿cómo reaccionar en ese momento?, ¿cómo debían actuar ambos?; ¿el senador tenía que apartarse, dejarle el asiento, tratarle con respeto, etc.? Las dificultades de protocolo en los primeros momentos del Imperio se solucionaron de la manera más simple y llana posible: para evitar situaciones comprometidas no había mejor respuesta que deambular por los lugares públicos oculto tras las cortinas de una litera. 

			Esta anécdota singular encierra la clave para entender cómo fue la instauración de la nueva Monarquía imperial. Esta no se instauró en una fecha concreta, que podría celebrarse como un aniversario en momentos posteriores. El Imperio romano se introdujo de forma paulatina, casi imperceptible incluso para sus protagonistas, ante el temor de que pudiera fracasar sin apenas haber nacido. La llegada de la nueva Monarquía se hizo de una forma caótica, sin la coherencia de un plan premeditado. No fue fruto de un proceso lineal de desarrollo institucional, sino el resultado de un plan ciego del que se desconocían los pasos a dar. El éxito final se debió sobre todo a la flexibilidad de que hizo gala desde la primera hora, pues Augusto supo adaptarse al momento, dando los pasos que realmente se podían dar y no aquellos que quizás se hubieran querido dar. Por ello, el nuevo régimen imperial quedó muy abierto porque no todo en él estaba atado y bien atado.

			Posiblemente Augusto no tenía un proyecto político claro y preciso al concluir la guerra contra Marco Antonio, pero de las decisiones de gobierno tomadas a partir del año 30 a. C. se puede deducir que el primer emperador se había marcado una estrategia basada en dos puntos fundamentales. Por un lado, la clara intención de aprovechar la experiencia de Julio César y, por otro, la de legitimar todos los pasos políticos en la legalidad republicana, creando instituciones que no rompieran la tradición de casi quinientos años de historia de Roma.

			Sin ninguna duda, la muerte trágica de Julio César debió de pesar durante años en la conciencia de Augusto y marcó, por ello, sus decisiones de gobierno. Como muchos de sus conciudadanos, él también pensaba que la ruina de su padre adoptivo se había debido al uso abusivo de la dictadura vitalicia y a que no había evitado la apariencia de monarquía encubierta en el ejerció el poder. Era muy probable que el pueblo romano no estuviera completamente preparado para un cambio tan radical en poco tiempo: para pasar de una República aristocrática a un poder monárquico de tipo oriental. Esta convicción debió de apartar a Augusto de decisiones precipitadas o de acortar los tiempos por medio de caminos excepcionales, y por ello se decidió a emprender una ruta más larga, sin graves rupturas aparentes con la constitución anterior, pero que a la postre condujera a la misma monarquía absoluta con la que quizás un día llegó a soñar el mismo César.

			La mejor decisión que tomó Augusto en su vida fue hacer algo muy romano, muy propio de la tradición política de este pueblo: introducir grandes cambios institucionales sin derogar los anteriores. En ningún momento concibió apartarse de la vieja constitución republicana, sino que buscó cómo usarla a su favor. Perseveró en su propósito de institucionalizar su monarquía desde dentro en la tradición republicana, de tal manera que las nuevas formas de poder pudieran gozar de la misma legitimidad que había tenido la República. El éxito del Principado consistió en mantener la continuidad con los casi quinientos años de historia anterior, a la vez que cambiaba radicalmente las viejas relaciones políticas por unas nuevas que ya no tenían al Senado como su centro, sino a la figura del emperador.

			La institucionalización del régimen

			La conquista de Alejandría tras las muertes de Marco Antonio y Cleopatra puso fin a la guerra civil. Octaviano no regresó inmediatamente a Roma, sino que se demoró en Oriente para desmontar el entramado de clientelas que habían tejido sus enemigos. Durante su ausencia, el Senado romano tomó varias decisiones para honrarle que marcaron tendencias posteriores en la labor de gobierno. El 11 de enero del año 29, el Senado decretó el cierre de las puertas del templo de Jano por tercera vez en toda la historia de Roma, como signo de que ninguna guerra o enemigo amenazaba a la patria. A la vez, se emitieron monedas en las que se reconocía a Octaviano como salvador de la libertad del pueblo romano (vindex libertatis populi Romani). También se ordenó la construcción de un arco de triunfo en el Foro junto a la Vía Sacra, no por sus victorias sobre Egipto y Cleopatra, sino por haber salvado a la República (res publica consevata).

			Augusto desembarcó en Brindisi a comienzos del verano del año 29 y se preparó para celebrar tres días de triunfos, como era costumbre entre los grandes generales de la República. Durante los días 13, 14 y 15 de agosto festejó sus victorias sobre los dálmatas, por la batalla de Accio y por la derrota de Cleopatra. El día 18 de ese mismo mes consagró el nuevo templo de Julio César en el Foro romano y, poco más tarde, participó en la inauguración de la nueva sala de reuniones del Senado, la curia Julia, que reemplazaba a la anterior, destruida por un incendio el año 52. A la entrada del nuevo edificio se instalará una estatua de la Victoria donada por el emperador, el cual se presentaba como príncipe de la paz.

			Tanto Octaviano como Agripa asumieron conjuntamente el año 28 competencias censorias y ordenaron un nuevo censo de los ciudadanos que actualizara el último realizado el año 42. El número de ciudadanos romanos varones alcanzó la cifra de 4.063.000. Pero lo más importante del censo fue la actualización de la lista de senadores (lectio Senatus), en la que se introducía a los nuevos magistrados y se actualizaba el rango de los ya inscritos. En esta ocasión, Octaviano aprovechó para reducir el número de senadores de unos mil hasta ochocientos, excluyendo de la institución a aquellos indignos de esta condición y a muchos enemigos personales, logrando así un Senado más dócil a su persona. Especial relevancia tuvo el hecho de que Octaviano encabezara la nueva lista de senadores como Princeps Senatus, un viejo título republicano reservado para el senador de mayor dignidad. Este título no tenía una significación política, y por tanto no aparecerá en la titulatura de los emperadores, pero, en cambio, sí que tenía una enorme significación social, ya que simbólicamente le distinguía como el primero de todos los ciudadanos. Fue sin duda el título de mayor predilección del propio Augusto, hasta tal punto que su régimen se denominará el Principado.

			El año 27 fue, sin duda, el año clave en la vida política del primer emperador, pues en él comenzó el auténtico proceso de institucionalización del nuevo régimen. Un proceso de quince años (27-12) en el que los viejos poderes republicanos se van a despolitizar para crear una nueva estructura en torno al emperador. El Senado romano se reunió el 13 de enero del 27 para escuchar de boca del príncipe su decisión de renunciar a los poderes extraordinarios que poseía desde la época triunviral, incluyendo el mando sobre todos sus ejércitos. Con ello proclamaba la solemne restauración de la República a fin de que volviese a funcionar como siempre lo había hecho bajo la dirección política del Senado, que recobraba todas sus competencias. Inmediatamente, y en la misma sesión, el propio Senado reconoció su incapacidad para asumir todos esos poderes devueltos y le entregó a Octaviano un mando especial (imperium proconsulare) para gobernar directamente tres grandes provincias: Hispania (Citerior, Lusitania y Bética), la Galia (Narbonense, Aquitania, Lugdunense y Bélgica) y Siria (Cilicia, Siria, Chipre y Egipto), donde se acumulaban la mayor parte de las legiones por ser territorios fronterizos y hallarse escasamente pacificados. El gobierno efectivo se realizaría a través de legados (legati Augusti) que cumplirían las tareas encargadas por el emperador. De esta manera, siendo enormemente respetuoso con el pasado republicano, se estaba introduciendo un nuevo orden político y constitucional.

			Pocos días más tarde, el 16 de enero, el Senado volvió a reunirse para otorgar a Octaviano nuevos honores y, en primer lugar, el título de Augusto (santo, consagrado). Con esta expresión no se le estaba concediendo un mero sobrenombre que acabará formando parte de la onomástica personal de todos los emperadores romanos. El término latino augustus estaba vinculado con augurium y con auctoritas, pues Roma había sido fundada bajo un augustum augurium (Enio, 155). Especial relevancia suponía reconocer al primer emperador una auctoritas singular para dirigir los asuntos de Estado, pues hasta ese momento la única auctoritas admitida en la República era la del Senado, en el que descansaba la auctoritas patrum. Esta institución había perdido su papel de referente político durante la crisis republicana al no haber podido cumplir su tarea de mantener la concordia y de tomar las decisiones más apropiadas para la ciudadanía. Ahora, superadas las guerras civiles, se buscaba un nuevo auctor (el que tiene auctoritas) para que garantizara la nueva legalidad: y ese va a ser el primer emperador.

			Junto al título y a la función de Augusto, el Senado le concedió otras honras singulares, nunca vistas en la historia de Roma: una corona cívica como salvador de la patria, el derecho a revestir con laureles las puertas de su casa y el honor de instalar en la propia sala de reuniones del Senado un escudo de oro en el que se reconocían su valor, clemencia, justicia y piedad para con los dioses y con los hombres. A mediados del año 27, Augusto decidió partir hacia sus provincias para conseguir victorias militares con las que apuntalar su prestigio político. Es muy probable que pensara en la conquista de Britania, de hondas resonancias populares, pues allí Julio César había realizado dos campañas fallidas. Pero cuando alcanzó la Galia, el agravamiento de la enfermedad que padecía desde el año 29 le obligó a dirigirse a Hispania, una provincia más próxima, para conducir desde allí la guerra contra los cántabros. 

			Ya de vuelta en Roma, Augusto tendrá que enfrentarse a una seria crisis el año 23, cuando todavía su poder no estaba del todo consolidado. Se desconocen las circunstancias previas de cómo se desarrollaron los sucesos, pero todo parece indicar que se había organizado un complot para derrocarle. Los acontecimientos se inician con el proceso penal contra el gobernador de Macedonia, Marco Primo, que había abandonado su provincia sin permiso del Senado para atacar a unas tribus en la Tracia. El acusado se defendió señalando que había recibido instrucciones precisas del propio Augusto y de su sobrino Marcelo. El procedimiento penal fue duramente criticado por A. Terencio Varrón, colega de consulado de Augusto y persona muy próxima a él. La reacción de Augusto fue muy violenta al descubrirse que un tal Fanio Cepión preparaba otro complot para asesinarlo. Un tribunal juzgó a ambos en ausencia y los condenó a muerte.

			Para poner fin a la crisis del año 23, Augusto tuvo que ceder también y renunciar al consulado, que había ejercido ininterrumpidamente desde el año 31. En compensación por los poderes que perdía con el consulado el Senado votó otorgarle unos nuevos, desconocidos hasta ahora en la tradición republicana. Desde mediados del año 23, Augusto tendrá en sus manos un nuevo instrumento institucional: la llamada potestad tribunicia, que venía a reemplazar lo que había perdido recientemente. En posesión de los mismos poderes que los tribunos de la plebe, Augusto podrá convocar al Senado, presentar proyectos de ley ante la Asamblea popular y ejercer un derecho de protección sobre la entera ciudadanía (auxilium) que le daba enorme libertad de actuación. Esta medida era excepcional, pues no existían precedentes del ejercicio de estos poderes sin la correspondiente magistratura, que Augusto no podía ejercer al ser un patricio. Pero a la postre, la solución tomada tampoco era del todo sospechosa, como hubiera sido la dictadura o nuevos poderes triunvirales. Augusto cedía competencias civiles con su renuncia al consulado a cambio de asumir otras nuevas, siempre emanadas de la tradición republicana aunque fueran innovadoras.

			El pacto constitucional del año 23 no puso fin a la tensión. Hasta el año 19 se sucedieron los problemas: hambres, epidemias e intranquilidad en las calles de Roma. Augusto se desprendió de dos provincias, Narbonense y Chipre, y se permitió que dos gobernadores de África celebraran sendos triunfos en Roma. La enfermedad que Augusto padecía le empujó a buscar heredero, primero en su sobrino Claudio Marcelo, pero cuando este murió el mismo año 23, optó por casar a su hija Julia con su fiel consejero Agripa dos años más tarde. Fue tal la tensión de esos meses que Augusto llegó a pensar muy seriamente en asumir la dictadura.

			Sin embargo, la crisis pudo superarse, y durante el año 18 se produjo una reafirmación de la posición del emperador. Los dos censores de ese año, personas muy cercanas a Augusto, elaboraron un nuevo censo y una nueva lista de senadores, cuyo número quedó reducido a 600. Así como la lista del año 28 tuvo como objetivo preparar los acontecimientos de enero del 27, eliminando a potenciales enemigos, ahora se trataba de buscar a quienes pudieran consolidar el proceso político ya gestado. Mucho más seguro en el poder, Augusto consagrará el año 17 a celebrar el nacimiento del nuevo orden político, emitiendo mensajes esperanzadores para toda la población. Coincidiendo con el nacimiento de su segundo nieto, Lucio César, Augusto decidió adoptarlo como hijo propio junto a su hermano mayor Cayo. A finales de mayo se celebraron los Juegos Seculares (Ludi Saeculares), siguiendo una tradición de origen etrusco importada a Roma en el siglo III a. C., que commemoraba los grandes cambios cíclicos de fin de era. Su repetición cada cien años aseguraba que ningún ser vivo que hubiera celebrado esos juegos previamente pudiera volver a hacerlo en el siguiente. Para dichos días se preparó todo un programa de mensajes destinados a la regeneración moral del Imperio, infundiendo valores tradicionales muy del gusto del emperador.

			A causa de la derrota el año 16 de M. Lollio Paulino en la Galia, Augusto tendrá que realizar un viaje a esta zona y a Hispania que le mantendrá alejado de Roma hasta el año 13. A su vuelta, el Senado decretó como agradecimiento la construcción de un altar consagrado a la Paz (Ara Pacis) que se ubicará en el Campo de Marte. El 6 de marzo del año 12, Augusto será nombrado pontífice máximo en medio de grandes manifestaciones de agradecimiento de toda Italia y de las provincias. Con este cargo, que ponía en las manos del emperador la religión oficial del Estado, puede darse por acabado el proceso de institucionalización del nuevo régimen, que se basará en el ejercicio de tres poderes básicos: el imperio proconsular concedido el año 27 con el mando de casi todas las legiones, la potestad tribunicia del año 23 y el cargo de pontífice máximo del año 12. Todo ello junto al reconocimiento de la auctoritas excepcional del primer emperador, que superaba a la de cualquier otra institución.

			La expansión militar

			Junto al proceso de legitimación e institucionalización del nuevo régimen, Augusto también obtuvo un éxito indiscutible en la política exterior y en la expansión militar, que supo dirigir con notable acierto. La razón última de ello se encontraba en cómo combinó dos anhelos que se percibían entre la población: por un lado, la vieja tradición romana que veía en el éxito militar la mejor prueba de la eficacia de un gobernante y, por otro, la necesidad de paz y estabilidad a la que toda la ciudadanía aspiraba tras los duros años de guerras civiles. La solución acertada para combinar ambos elementos, aparentemente contradictorios, fue la de promover una expansión militar cuyo objetivo último sería el crear unas fronteras estables, invulnerables ante potenciales enemigos exteriores, y el de apagar los últimos focos de resistencia a la integración en las provincias ya conquistadas. 

			El primer paso para todo ello fue sin duda el transformar las legiones romanas en un ejército completamente profesional, lo que hasta ahora no había tenido lugar. Frente al cierto desorden que caracterizó las levas militares de la República, capaz de poner sobre el campo de batalla más de setenta legiones, Augusto fijó el número de estas en veintiocho, y luego en veinticinco, cifra que se creía conveniente para atender las necesidades defensivas. Todo el interior del imperio se va a desmilitarizar y las legiones se ubicarán en las fronteras para su protección.

			El descenso del número de soldados y de gastos militares permitirá mejorar su armamento y la necesaria preparación técnica. Muy lejos en el pasado quedará el soldado campesino que era reclutado para combatir en los meses de verano y que luego volvía a su hogar prácticamente sin solución de continuidad. Ahora el tiempo de servicio se fijará en veinte años para la infantería y en veintiséis para la marinería, con salarios regulares que hacían atractiva esta profesión. Al acabar el servicio militar, el legionario ya no recibirá tierras como durante la República, fuente siempre de conflictos sociales y políticos, sino que al veterano se le entregará una recompensa económica suficiente para poder asentarse y comprar tierras allí donde él quisiera.

			El principal problema militar de Augusto al acabar la guerra civil el año 30 seguía siendo el de los partos. Pese a tener movilizado en Oriente, tras la batalla de Accio, un poderosísimo ejército, Augusto decidió no arriesgar una nueva campaña militar a fin de poder dedicarse a las reformas internas. La experiencia de las derrotas de Craso y de Marco Antonio le impulsaban a buscar soluciones diplomáticas. Estas se vieron facilitadas por la debilidad del rey Fraatres IV (37-2 a. C.), contestado desde el interior por príncipes díscolos y vasallos no dispuestos a someterse.

			El interés común de romanos y partos por lograr una paz en la zona facilitó que se llegara a un acuerdo. El año 20, gracias a una demostración de fuerza en Siria, Augusto logró un tratado muy ventajoso para toda la zona, que daba gran seguridad a las fronteras. En él se incluía la devolución de las águilas de las legiones romanas caídas en Carrhae el año 53 y que serán usadas muy hábilmente en la propaganda dinástica. Las disputas entre ambos imperios se trasladarán más al norte, al reino de Armenia, donde romanos y partos intentarán imponer en el trono a un candidato de su interés. La creación de la provincia de Galacia el año 25 ayudó mucho a esta labor. Un nuevo paso diplomático se intentará dar a partir del año 2 a. C., tras la muerte del rey Fraatres IV. Cayo César, heredero de Augusto, encabezará una expedición militar el año 1 d. C. con la intención de colocar en Armenia a un rey favorable a los intereses romanos. Sin embargo, la muerte prematura de Cayo tres años más tarde frustró todos estos proyectos, convirtiéndose Armenia en un permanente foco de conflictos entre ambos imperios.

			[image: ]

			Dos guerras menores en Hispania y África se resolvieron muy satisfactoriamente para las armas romanas. Fue el propio Augusto el que dirigió desde la península Ibérica la primera fase de la guerra contra los cántabros. Con un fuerte ejército y gracias a operaciones combinadas por tierra y mar logró reducir los focos de resistencia en la cordillera Cantábrica. La guerra pudo darse por concluida el año 19 con las últimas operaciones dirigidas por Agripa. África, provincia pública que incluía también Numidia (Argelia), era de las pocas supervisadas por el Senado que tenían legiones en su territorio. Ello se debía a su frontera con el reino de Mauritania, con el que Roma mantenía buenas relaciones. Aquí los problemas procederán de la tribu de los garamantes, ubicada al sur de la actual Libia, cuya capital Garama (Germa) fue asaltada y conquistada por el gaditano L. Cornelio Balbo (21-20).

			Donde sin duda las armas romanas alcanzaron sus mayores éxitos fue en el centro de Europa y en los Balcanes. El paso previo para hallar una frontera segura en el Rin y en el Danubio fue la conquista de los Alpes, donde las legiones romanas, a pesar de su proximidad a Italia, apenas habían hecho acto de presencia. Las operaciones militares se iniciaron el año 25 con la conquista y fundación de Augusta Pretoria (Aosta). Entre el 16 y el 15 los dos hijastros de Augusto, Tiberio y Druso, procedieron a la conquista de la vertiente norte de los Alpes y de la actual Baviera, creando las provincias de Nórico y Recia, que permitían abrir comunicaciones fáciles entre Italia y Centro Europa.

			A partir del año 12 Druso comenzó a someter a los pueblos de la margen derecha del Rin como paso previo para poder avanzar hacia el interior de Alemania en dirección al Elba. El estado mayor de Augusto se había marcado como objetivo establecer en este río la frontera del Imperio por sus mejores condiciones: menor longitud que el Rin y una corriente más fuerte lo hacían muy idóneo y fácil de defender. Desde Maguncia, a partir del año 10, se inició una costosa marcha hacia el Elba venciendo la resistencia de tribus suevas y marcómanas asentadas en toda la zona. La muerte de Druso el año 9 a. C. puso en peligro estas conquistas, obligando a Augusto a encargar a Tiberio que estabilizara lo ya logrado.

			Mientras las legiones romanas avanzaban por el interior de Alemania, el futuro emperador Tiberio dirigía las suyas en el Danubio con notable éxito (12-9 a. C.). La nueva provincia de Panonia, formada con partes de las actuales Austria, Hungría, Croacia y Eslovenia, se convertirá en un bastión fronterizo de enorme valor estratégico y en donde la presencia militar romana siempre fue abundante, como sucedió también con la vecina provincia de Mesia, ocupada el año 29 a. C. Sin embargo, estas conquistas no debieron de ser muy firmes a tenor de la terrible sublevación de los Balcanes acaecida entre los años 6 y 9 d. C., que puso a prueba todo el sistema militar romano. A ello se añadió la injustificada destrucción de tres legiones romanas en los bosques de Teotoburgo el 9 d. C. que casi condujo al fracaso tantos años de esfuerzos militares. Solo la decisión de Augusto y la pericia militar de Tiberio hicieron posible la recuperación de las conquistas romanas.

			La cuestión sucesoria

			Augusto contrajo matrimonio hasta en tres ocasiones. Su primera esposa fue Clodia, hijastra de Marco Antonio, cuya boda se celebró para sellar el pacto político que dio nacimiento al triunvirato. Pero, dadas las cambiantes relaciones políticas de los triunviros, este enlace duró muy poco, ya que Augusto se divorció de Clodia para contraer nuevas nupcias con Escribonia, hija de L. Escribonio Libón, con la que tendrá a su hija Julia, el único descendiente que trajo al mundo. Sin embargo, todo cambió para esta pareja el año 39 cuando Augusto conoció a Livia Drusila, de la que se enamoró completamente y que convertirá en su tercera y última esposa. Ella era hija de un Claudio Pulcher, adoptado en la familia de los Livio Druso, y descendiente por tanto del tribuno de la plebe del año 91. Livia estaba casada con Tiberio Claudio Nerón, con el que tuvo dos hijos: Tiberio, el futuro emperador, y su hermano Druso. El marido de Livia había sido pretor el año 42 y militado en muy diversos bandos desde el asesinato de Julio César, y últimamente se encontraba a las órdenes de Marco Antonio. Sin embargo, sus diferencias con el triunviro le forzaron a regresar a Roma con su mujer, de diecinueve años, lo que facilitó el primer encuentro con Augusto. El matrimonio de ambos se celebró el 17 de enero del 38, poco después del nacimiento de Julia y del divorcio con Escribonia. Livia se convirtió pronto en el mejor consejero de Augusto, pues intercambiaban frecuentes opiniones sobre la marcha de la política en Roma y trazaban juntos cuidadosos planes de futuro. 

			El primer intento serio de Augusto de buscar un heredero tuvo lugar el año 25, cuando todavía se encontraba en Hispania. Quizás apremiado por la marcha de su grave enfermedad, que todo el mundo conocía, decidió casar a su hija Julia, de diecisiete años, con su sobrino M. Claudio Marcelo, de diecinueve, nacido del primer matrimonio de su hermana Octavia. La urgencia por cerrar el enlace debió de ser mucha, pues no se aguardó a que Augusto regresara a Roma, sino que fue Agripa el que le sustituyó en calidad de padrino. Es probable que Augusto no pensara directamente en Marcelo como futuro heredero, sino que deseara que el matrimonio diera a luz a un hijo, a un descendiente de su misma sangre, al que Augusto pudiera designar como sucesor. Sin embargo, la muerte del joven Marcelo en el verano del 23 dará al traste con estos planes.

			Un nuevo camino a la sucesión se abrirá el año 21 con el matrimonio de Julia y Agripa, brazo derecho de Augusto y su mejor general. De dicha unión nacerán cinco hijos que Augusto usará para sus proyectos dinásticos. El primer hijo varón, Cayo César, nació el año 20, y el 17 vio la luz su hermano Lucio César. Será entonces cuando Augusto los adopte oficialmente, pasando a ser sus hijos legítimos, con derecho a portar el nombre de Julio César. El fallecimiento de Agripa el año 12 forzó a Julia a casarse con Tiberio, el hijo de Livia, recién divorciado de su mujer Vipsania, sin que ello menoscabase los derechos sucesorios de los nietos mayores del emperador.

			El proceso sucesorio se acelerará a partir del año 5 a. C., cuando Cayo César alcance la mayoría de edad. Augusto volvió a revestir para la ocasión el consulado, después de una larguísima interrupción (desde el año 23), con el objetivo de ser él, como cónsul, el que presentara a su nieto al Senado y al pueblo de Roma. Tres años más tarde se volvió a repetir la misma ceremonia con la mayoría de edad de Lucio César.

			Poco antes del cambio a la era cristiana todo parecía favorecer al régimen de Augusto. Las nuevas instituciones y la relaciones políticas funcionaban correctamente, las fronteras se afianzaban tras las recientes conquistas, la evolución económica aportaba seguridad y bienestar, etc. Por ello, el año 2 a. C. fue también el elegido por Augusto para aceptar un nuevo honor que hasta entonces había rechazado. A comienzos de febrero, a propuesta de su amigo M. Varelio Mesala Corvino, el Senado le va a proclamar padre de la patria (pater patriae). No se trataba de un mero honor vacío de contenido. Al ser padre de todos los romanos, Augusto se asemejaba a Rómulo, y como el primer rey de Roma, también era considerado un nuevo fundador de la Ciudad. Los actos festivos alcanzaron su culmen varias semanas más tarde, el 12 de mayo de ese año, con la consagración del templo de Marte Vengador, que ocupaba el lugar central del nuevo foro que Augusto había construido junto al de su padre Julio César.

			Todos los proyectos políticos de Augusto parecieron venirse abajo muy poco después. En apenas dos años, sus nietos murieron víctimas de diversas causas. Lucio falleció el año 2 d. C. a los dieciocho años de edad en Marsella cuando se encontraba de camino hacia Hispania. El año 4 le pasó lo mismo a Cayo César a causa de las heridas producidas mientras asediaba una ciudad en Armenia. 

			La pérdida de sus dos nietos obligó a Augusto a señalar a su hijastro Tiberio como posible sucesor, que fue adoptado por el emperador junto a Agripa Póstumo, el último hijo del matrimonio de Julia y Agripa. Tiberio será el encargado de sostener las fronteras del imperio cuando estas queden al descubierto por la terrible sublevación de las tribus ilíricas en los Balcanes entre los años 6 y 9. Cuando todo parecía volver a su cauce, la derrota de P. Quinctilio Varo en los bosques de Teotoburgo puso en entredicho toda la expansión de Roma entre el Rin y el Elba.

			El año 12, Augusto premiará a Tiberio con la entrega de un imperium proconsulare semejante al que él tenía y con la prorrogación por diez años de su potestad tribunicia (concedida el año 4 d. C.), lo que equivalía a igualarle en rango y a señalarle directamente como su sucesor. El primer emperador de Roma falleció en su villa de Nola el 19 de agosto del año 14. El cuerpo se trasladó a Roma y fue depositado en su mausoleo a comienzos del mes de septiembre. El 17 de ese mismo mes, el Senado proclamará la glorificación de Augusto como dios, quedando desde entonces el Estado obligado a su culto como divus Augustus.

			2. La nueva administración imperial

			Qué duda cabe que una persona destacada, especialmente si es un hombre de Estado, cuando decide redactar su testamento político escoge cuidadosamente las palabras y expresiones que va a usar, porque sabe que será recordado en buena parte por ellas. Esto seguramente sucedió con Augusto, que debió de pensar largamente en cómo dar comienzo al suyo, optando al final por una frase que hacía historia: «Hechos memorables del divino Augusto con los que sometió al mundo entero al dominio del pueblo romano» (Rerum gestarum divi Augusti, quibus orbem terrarum imperio populi Romani subiecit). No solo en la primera línea, sino en muchas más ocasiones volverá a utilizar la expresión imperium populi Romani, que seguramente era la que mejor definía el nuevo Estado que había contribuido a construir.

			El concepto de imperium tuvo una larguísima tradición en el pensamiento político romano. Su significado más simple es el de orden o mandato y otorgaba al que lo poseía (imperator) la capacidad de dar órdenes y de hacerlas cumplir por los medios coercitivos a su alcance. Por tanto, un magistrado romano investido de imperium podía tomar todas las disposiciones que creyera oportunas para llevar a buen puerto su misión.

			A comienzos de la República, cuando el Estado romano no se había desarrollado apenas, el imperium de los cónsules era prácticamente ilimitado, pues no existían otras instituciones que pudieran restringirlo. La solución de la colegialidad fue la única encontrada para limitar unos poderes que podían convertirse en excesivos. Con el desarrollo de la República, la Asamblea popular se atribuirá la tarea de aprobar las leyes, asumiendo con ello el imperium populi Romani. A partir de entonces, la capacidad de dar órdenes de los magistrados quedará sometida a los dictados y trámites que establecieran las leyes, máxima expresión de los romana imperia. La actividad de todos los magistrados cum imperio, especialmente la de los gobernadores provinciales de la República, estaba sometida a la supervisión del Senado y del pueblo, que podían procesarlo si incumplían las órdenes entregadas. Sin embargo, a partir del siglo II a. C. se va a producir una cierta evolución entre aquellos que daban órdenes dentro de la República, porque el Senado comenzó a arrebatarle prerrogativas al pueblo, especialmente en política exterior. Si hasta ese momento era necesaria, por ejemplo, la aprobación de la Asamblea para declarar una guerra o firmar la paz, desde el siglo II bastará el simple visto bueno del Senado.

			Uno de los factores que facilitó la transición de la República al Principado fue el hecho de que las provincias romanas ya habían comenzado a ser gobernadas con criterios muy monárquicos. Durante el último siglo republicano, el Senado fue incapaz de imponer sus decisiones a los gobernadores provinciales, que actuaban con bastante libertad en la gestión de sus territorios. Especialmente difícil para el Senado fue comprobar cómo los grandes líderes militares del siglo I a. C., como Sila, Pompeyo, César, etc., tomaban decisiones que afectaban al Estado sin contar con su aprobación. César, en particular, reguló muchos aspectos de la vida pública y de la organización provincial sin contar ni con el pueblo ni con el Senado. La etapa del triunvirato, en fin, confirmó el innecesario papel del Senado en el juego de los poderes políticos reales.

			La labor de gobierno de Augusto va a confirmar la evolución apuntada. Ya antes del año 27, en el que se le concedió el mando militar, no solo muchas ciudades provinciales acudían a él en demanda de favores, sino que también lo hacían otros gobernadores que no estaban legalmente sometidos a su autoridad, pero que consultaban a Augusto antes de tomar decisiones importantes. Por todas partes comenzaron a seguirse los mandatos del emperador porque era en él en el que descansaban ahora los imperia populi Romani.

			Los poderes de Augusto

			Todos los pasos políticos que dio Augusto para consolidar su posición al frente del Estado estuvieron marcados por la experiencia de Julio César: su asesinato violento y la grave crisis que le siguió eran algo que debía evitarse a toda costa. Bien por puro interés o bien por un sincero deseo de no agravar más la crisis republicana, Augusto se marcó el objetivo de una transición que no hiriera la sensibilidad de sus conciudadanos y, en especial, la de la clase dirigente, que había estado gobernando la República durante casi quinientos años. Para no repetir los errores del pasado, la estrategia del primer emperador fue el aparentar que lo que estaba haciendo no era real; que su intención no era establecer una monarquía, aunque algunos quisieran verlo así. Quiso desinflar todo lo posible la hipotética oposición al nuevo régimen, demostrando que en él no había nada nuevo, que la República seguía funcionando como siempre, y que por lo tanto no había ninguna causa para alarmarse; que sus poderes eran constitucionales y que podía dejar de ejercerlos y transmitírselos a otro candidato como marcaba la ortodoxia aristocrática.

			La estrategia escogida para la transición de la República al Imperio va a marcar las peculiaridades con las que el nuevo régimen verá la luz. Este será un sistema muy complejo y extraño, con mezclas de elementos variopintos que hasta entonces no se habían reunido en una misma institución: resultará así un vestido nuevo hecho con retales extraídos del viejo armario de la República. El gobierno de Augusto se basará en la mezcla, a veces complicada y a veces ingeniosa, de viejas magistraturas republicanas, de competencias y poderes fraccionados según el interés de cada momento, y de elementos políticos nuevos que le entregaban al Príncipe una enorme capacidad de acción, pero siempre intentando mantener la apariencia de una continuidad con la República.

			El proceso de génesis de las nuevas competencias del emperador comenzó el 13 de enero del año 27, cuando Augusto depuso sus abusivos poderes triunvirales, que se salían de la tradición republicana y que amenazaban su estrategia de transición. Pocos minutos después de haber hecho esto, y en la misma sesión, el Senado le entregará el gobierno de tres grandes provincias y el mando sobre las legiones allí establecidas: la mayor parte de las que Roma tenía en actividad. Este mando se le concedió por diez años, pero se fue renovando por intervalos hasta su muerte, de tal manera que, con toda razón, podría decirse que se le concedió un imperium vitalicio. Este mando sobre el ejército fue el fundamento del nuevo régimen imperial. Tanto Augusto como los emperadores posteriores se apoyaron abiertamente en las legiones romanas para poder gobernar el resto del imperio.

			La concesión de ese amplísimo mando militar (imperium proconsulare) tenía una lógica consecuencia. Según la tradición republicana no se podía dar tal imperium sin una provincia, porque el gobierno de una legión llevaba aparejado también el del territorio en el que estaba acantonada. Ello llevará a la creación de las llamadas provincias imperiales, que durante el reinado del primer emperador fueron dieciocho sobre un total de veintiocho. En ellas, el príncipe era su auténtico gobernante, asumiendo todas las competencias civiles y militares en el territorio, como era la práctica republicana. Dado que Augusto no podía estar en todas las provincias a la vez, desde el año 27 se creó la nueva figura de los legados del emperador, que con poderes de propretor (legati Augusti propraetore) gobernarán en su nombre todos los aspectos de la vida cotidiana de los provinciales.

			Posiblemente una mayor ruptura con la tradición anterior lo supuso el segundo poder sobre el que se apoyará el emperador: la potestad tribunicia. Como ya se ha comentado, fue en el año 23, en medio de una crisis política causada por la acumulación de consulados, cuando el Senado le concedió a Augusto los mismos poderes (potestas) que tenían los tribunos de la plebe, sin la obligación de ejercer la magistratura. La novedad se encontraba en que Augusto era un patricio al haber sido adoptado en la familia Julia, y por tanto no podía ser tribuno del pueblo. La solución política hallada consistía en arrebatar los poderes a la magistratura, ejerciendo los primeros sin tener que desempeñar la segunda. Ello no había pasado nunca en la historia constitucional de la República, donde el ejercicio del poder estaba siempre vinculado a la posesión de una magistratura o a su prorrogación. 

			Lo cierto es que la novedad constitucional de la potestad tribunicia va a poner en manos de Augusto el segundo instrumento de la nueva monarquía: la autoridad civil y la acción política en Roma y en Italia. Desde el año 27, el primer emperador controlaba con su imperium la mayor parte de las provincias, donde todos los asuntos civiles y militares caían bajo la competencia ordinaria del gobernador. En cambio, la ciudad de Roma y toda la península Itálica estaban desmilitarizadas, por lo que la ausencia de legiones impedía que Augusto actuara con competencias en el corazón del Imperio romano. Hasta el año 23, la solución adoptada había sido que el príncipe ejerciera anualmente el consulado, lo que le otorgaba muchos recursos políticos. Pero esta acaparación acabó provocando recelos y ponía en duda la estrategia general de aparentar normalidad: nunca antes en la República un senador había sido elegido nueve veces cónsul, y ello podía convertirse en un fuerte reproche en manos de enemigos políticos. La solución final fue entregar a Augusto las mismas atribuciones que tenían los tribunos de la plebe; no tanto los poderes de los tribunos del siglo IV, nacidos del conflicto entre patricios y plebeyos, como los de los tribunos del siglo II a. C., en cuyas manos se encontraba la producción de leyes y la conducción de los procesos penales. A partir del año 23, Augusto podrá convocar la Asamblea popular y el Senado para dirigirse a ellos con nuevas leyes o propuestas de resolución. Además, gracias al ius auxilii, que era la base de la potestas tribunicia, podía también tomar todas las iniciativas que creyera convenientes para proteger al pueblo, incluyendo la posibilidad de reprochar a otros magistrados por su labor. Si el imperium era el fundamento del poder militar del emperador, la potestas tribunicia representará la base de su actividad civil y política.

			Una vez establecidos, entre el año 27 y el 23, los poderes básicos del nuevo régimen, la práctica cotidiana de gobierno provocará el surgimiento de nuevos mecanismos de poder, desconocidos en tiempos de la República. Una novedad del nuevo régimen será la posibilidad que tendrán los emperadores de asumir la potestas censoria, no solo para la confección del censo de ciudadanos y de la lista de miembros del Senado, sino también para reconducir las conductas morales de la ciudadanía. Enorme importancia política tendrá la intervención del príncipe en la selección de aquellos que formen parte de la clase dirigente. Augusto impondrá un nuevo sistema de elección de magistrados, arrebatándole tal competencia a la Asamblea popular. El nuevo cuerpo electoral estará formado exclusivamente por senadores y caballeros, que recibirán el encargo de escoger anualmente entre todos los candidatos a las distintas magistraturas. Augusto se atribuyó pronto el privilegio de señalar entre los aspirantes a aquellos que gozaban de su confianza y cuya simple nominación garantizaba su elección para el puesto. De este modo, la clase política romana se irá moldeando dócilmente a tenor de las preferencias del emperador. 

			Por último, fue sin duda una gran novedad la aparición de una incipiente legislación que emanará de la persona del príncipe y no como antes del Senado o de la Asamblea. El origen de lo que más tarde serán las constituciones imperiales estuvo en el gobierno ordinario de las provincias imperiales. Los gobernadores, con competencias civiles y militares, recibían instrucciones directas del emperador (mandata) sobre el modo en el que debían resolverse determinados asuntos; igualmente, las consultas que estos pudieran hacer al emperador regresaban en forma de respuesta (responsa) que unificaba criterios de gobierno. Este corpus de instrucciones se fue compilando hasta formar un conjunto coherente de normas que los gobernadores de provincias debían seguir. La evidencia del peso del emperador en el conjunto del Estado hará que pronto los ciudadanos romanos comiencen a dirigirse a él en apelación contra las decisiones de sus gobernadores provinciales o de otros magistrados en ejercicio. El final del proceso provocará que la competencia más importante que tenía la Asamblea popular republicana de escuchar y decidir sobre las apelaciones de los ciudadanos se traslade al César como centro y cúspide de la administración imperial. 

			Esta evolución institucional no se entendería bien si no se añadiera el elemento social que la hizo posible. Tres días después del acto fundacional del régimen imperial, cuando se le entregó al primer emperador el mando sobre las legiones, el Senado le confirió el sobrenombre de Augusto (16 de enero del 27). No se trataba de un mero título, como luego será el de Padre de la Patria, sino que gracias al reconocimiento de una auctoritas especial, que el nombre de Augusto lleva consigo, se le entregó al príncipe una capacidad de influencia como nunca nadie había tenido en la historia de Roma. La auctoritas no le servirá a Augusto para gobernar, ya que ello lo conseguía con el mando militar y la potestad tribunicia, sino que será el presupuesto para que la voluntad del emperador se cumpla indefectiblemente. Gracias a su auctoritas, ninguna decisión del Senado, de la Asamblea o de cualquier otro magistrado podía contradecir la voluntad del emperador, sino que esta se cumplía siempre.

			Auctoritas es un concepto central en el pensamiento político republicano. Posiblemente no exista en castellano ningún concepto o término que permita definir con precisión todo su contenido. En el ámbito público, auctoritas expresaba el prestigio político y social de la aristocracia romana ante el conjunto de los ciudadanos. Todo aristócrata posee auctoritas y, a través de ellos, también el Senado, que es la cámara donde la clase política romana se pone de acuerdo. Este concepto no recoge la mera influencia que un senador pudiera ejercer sobre la población corriente, pues ello se expresa a través del término dignitas. La auctoritas es mucho más: compendia el derecho que tiene el conjunto de la aristocracia a dirigir los asuntos públicos y la vida de toda la ciudadanía romana.

			 Cuando el pensamiento político romano atribuía a la clase dirigente una auctoritas sobre el Estado no se estaba aludiendo a un poder carismático impreciso o a un entusiasmo provocado por el nacimiento ilustre de muchos senadores. Para todo romano, la auctoritas era fruto de la experiencia de servicio que la clase gobernante romana había acumulado durante siglos a favor de la República: resultado de tantos éxitos políticos, sociales, económicos y religiosos de la clase dirigente romana. El éxito de una gestión militar exitosa, de la preocupación por la ciudadanía, de la piedad para con los dioses, eran pruebas suficientes de que la aristocracia romana estaba capacitada para dirigir los asuntos públicos, y por ello se aceptaba su papel rector en la sociedad. La auctoritas surgía de la experiencia de siglos, y en Roma era la base de las relaciones políticas entre el gobernante y el gobernado.

			Cuando Augusto en su testamento político indicaba que él había tenido una auctoritas superior a cualquier otro magistrado estaba señalando que su capacidad de influencia pública aventajaba a la de cualquier otro, pues él era el primero de todos los aristócratas y por tanto su voluntad se imponía siempre. A través de esta auctoritas especial Augusto evitaba dar la apariencia de una monarquía clásica, pues no se concretaba en poderes precisos, pero gracias a ella se instaurará en Roma una nueva constitución en la que todo el Estado quedaba sometido a la voluntad de una única persona.

			El gobierno de Roma y de Italia

			Augusto no introdujo grandes cambios en la gestión cotidiana del Imperio, esforzándose por mantener las formas ya experimentadas durante la República. Por un lado, porque era prácticamente imposible crear de la noche a la mañana un nuevo sistema administrativo sin evitar los graves perjuicios que acarrea la introducción de métodos novedosos. Por otro lado, al primer emperador le interesaba mantener la apariencia de continuidad republicana, lo que se hubiera puesto en duda de haberse operado cambios radicales en el funcionamiento del Estado. 

			Donde más se notó la continuidad con la República fue en el caso de Italia, que era considerada la patria de todos los romanos y, por tanto, no sometida al régimen provincial. Teóricamente, Italia era competencia de los magistrados ordinarios de Roma, especialmente de los pretores y cónsules, pero en la práctica ello no era así, pues la Península estaba llena de ciudades completamente autónomas, que se bastaban por sí solas para gobernarse.

			Augusto se contentó con dividir Italia en once regiones que no tenían competencias administrativas. Hasta mediados del siglo II d. C., Italia no poseerá ninguna institución que pudiera mermar la autonomía de sus ciudades. Donde sí que se notó más la labor de los emperadores fue en la modernización de las calzadas que recorrían la Península. Bajo Augusto se mejoraron las vías Apia, Latina y Salaria y se impulsó la vía Augusta, que se convirtió en el gran proyecto de integración de Occidente al unir Hispania y el sur de Francia con el corazón del Imperio.

			Sin romper la continuidad republicana, donde se produjeron algunos cambios organizativos fue en Roma. La ciudad se convertirá en el lugar de residencia de los emperadores, que contentarán a sus habitantes con frecuentes regalos y donativos. La gestión diaria de los servicios será la gran novedad del régimen de Augusto, pues introducirá en la ciudad de Roma racionalidad y eficacia. En contra de la tradición republicana, que encomendaba la limpieza y mantenimiento de las calles a unos ediles carentes de profesionalidad, Augusto encargará a senadores de más edad y experiencia la resolución de los problemas habituales que tienen todas las grandes urbes. Posiblemente en el año 22 a. C., el príncipe creó la comisión responsable de gestionar la distribución de alimentos gratuitos a los que tenían derechos los vecinos de Roma (curatores frumenti dandi). Hacia el año 20 hizo lo mismo con el mantenimiento de las calzadas que salían y entraban de Roma y que facilitaban las comunicaciones de la ciudad (curatores viarum). También Augusto nombró senadores competentes para el saneamiento de las orillas del Tíber y la limpieza de los espacios públicos de la ciudad (curatores locorum publicorum), y junto a ellos los encargados del funcionamiento de las fuentes y acueductos que abastecían de agua (curatores aquarum).

			Un cambio más radical en la gestión de la ciudad de Roma se produjo el 2 d. C., cuando Augusto creó por primera vez los dos puestos de prefectos del pretorio, encargados de dirigir la guarnición que protegía la residencia y la persona del emperador. Como en esos momentos se trataba de una tarea poco relevante, no se le confió, como era lo habitual, a un miembro del orden senatorial, sino que se prefirió emplear para ello a caballeros, ya que las funciones de guardaespaldas que ejercían no eran propias de la dignidad de un aristócrata romano. La apertura de la administración imperial al orden ecuestre se fue confirmando con la creación el año 6 d. C. del jefe de la policía de Roma (praefectus vigilium), que al mando de seis cohortes (vigiles) aseguraba el orden público a la par que luchaba contra los incendios que pudieran producirse. Poco después del año 8 d. C., Augusto creó la autoridad que en su nombre se iba a encargar del abastecimiento de Roma y de los suministros que a ella llegaban (praefectus annonae).

			El régimen provincial

			Augusto tuvo la sabiduría de no querer precipitar los tiempos en el tránsito de la República al Imperio. Por ello se armó de paciencia e intentó llevar a cabo una lenta evolución, sin rupturas ni traumatismos. El propósito se notó en toda la administración del Estado, pero en particular en el régimen provincial, donde apenas introdujo cambios que negaran el pasado republicano de Roma. Porque las prácticas antiguas simbolizaban la forma tradicional de operar del pueblo romano y solo se procuró corregir los defectos más evidentes en beneficio de una mayor eficacia en la gestión. De hecho, ni Augusto ni sus sucesores promovieron una auténtica organización provincial, que no se hizo realidad hasta el siglo IV d. C.

			Fueron varios los principios republicanos que se mantendrán bajo el Imperio. En primer lugar, el gobernador provincial seguirá sin ser visto como un gestor ordinario, situado al frente de un aparato burocrático complejo, cuya eficacia se medía por la satisfacción de los gobernados. Él era básicamente el representante del poder de Roma en cada territorio y a eso tenía que aplicarse. Consecuentemente, lo importante de una provincia no era su extensión, sino la realidad de que allí se ejerciera la autoridad de Roma. Por tanto, los desequilibrios entre unas provincias y otras eran brutales: la Hispania Citerior tenía una superficie de unos 300.000 km2, mientras que la provincia de Chipre no alcanzaba los 9.000 km2. Además, tanto a las provincias grandes como a las más pequeñas se enviaban el mismo número de magistrados, sin tener en cuenta la población residente, el número de ciudades o las riquezas del lugar. A la Bética, con una extensión de 100.000 km2, se enviaba anualmente tres magistrados senatoriales: un procónsul, un legado jurídico y un cuestor, exactamente los mismos que a Chipre, que poseía una superficie diez veces menor y no contaba con apenas ciudades en su territorio. 

			Las provincias del Imperio no eran vistas como espacios de gestión, pues lo que primaba en ellas eran las necesidades militares y defensivas, de ahí que la superficie importase poco. Por tanto, no existía ningún interés por subdividirlas en entidades administrativas menores que salvaran la distancia entre la ciudad y el gobernador provincial o que acercaran el gobierno al ciudadano. Las únicas excepciones fueron Egipto, que se dividió en cuatro zonas gobernadas por otros tantos epiestrategos bajo la autoridad del gobernador, y la Hispania Citerior, que tuvo un funcionario, el legado jurídico, encargado de los territorios del noroeste peninsular (León, Asturias y Galicia). En muchas provincias existían los denominados conventos jurídicos, como por ejemplo en Hispania, pero ellos no eran auténticos ámbitos de administración compartida.

			Como en la República, las provincias seguían siendo espacios muy complejos, cuyos territorios no controlaba el gobernador íntegramente. Amplias zonas escapaban a sus competencias: en primer lugar las ciudades, que gozaban de amplísima autonomía y estaban capacitadas para resolver la gran mayoría de sus problemas. En segundo lugar, también podían darse aquí o allá grandes espacios tribales, atrasados en su evolución y en sus necesidades, que quedaban al margen de la administración, o incluso extensas tierras públicas con una población muy reducida a su servicio. Por ello la gestión provincial no exigía del gobernador una gran atención y podía concentrarse en la seguridad y en las necesidades defensivas.

			Un último elemento republicano que se perpetuará durante el Imperio fue la vinculación entre cargo y grupo social. Prácticamente toda la administración provincial estuvo en manos de miembros del orden senatorial, y solo se reservará a caballeros romanos el gobierno de Egipto y de provincias poco importantes como Judea o Cerdeña. Ello provocó un serio problema que se irá agravando con el tiempo, por el hecho de que los senadores eran un grupo social cerrado, cuya pertenencia se transmitía de padres a hijos y su número estaba fijado obligatoriamente en seiscientos. Por tanto, la administración del imperio siempre tuvo problemas para encontrar a las personas más idóneas, al tener que escoger necesariamente entre un número reducido de candidatos. Mientras Roma no afrontó grandes problemas económicos o militares, esta deficiencia se pudo solventar con cierto éxito. Pero, a partir del siglo II, cuando las fronteras comiencen a ser presionadas con intensidad, se advertirá el error que suponía el tener que escoger siempre entre un número pequeño de privilegiados.

			La entrega el año 27 a Augusto de un mando sobre la mayor parte de las legiones creó una nueva división provincial, que durará en esencia hasta finales del siglo III. Las provincias imperiales dirigidas directamente por el emperador y las provincias públicas o proconsulares, cuya titularidad pertenecía al pueblo romano y que supervisaba directamente el Senado. Mientras que en época de César la República contaba con diecisiete provincias, a la muerte de Augusto su número había crecido hasta veintiocho. Un siglo más tarde, con Trajano la cifra había pasado a cuarenta y una, lográndose el máximo bajo Caracalla con cuarenta y cuatro. Este progresivo incremento no se debió únicamente a nuevas conquistas sino que también fue el resultado de la incorporación de reinos vasallos, Mauritania o Tracia, y de la división de las provincias más grandes en unidades menores como Mesia, Panonia o Siria. Lo cierto es que mientras que el número de provincias públicas apenas varió desde las diez iniciales, todas las nuevas provincias fueron adscritas al ámbito administrativo del emperador.

			Las provincias públicas, dirigidas desde Roma por el Senado, tuvieron una configuración muy homogénea, facilitada por su escaso número y por el hecho de que apenas variaron durante todo el Imperio. Eran provincias muy romanizadas e integradas socialmente y que, por lo tanto, no necesitaban contar con legiones para garantizar su fidelidad. Salvo el caso de África o de Cirene, el resto de provincias púbicas estaban lejos de las fronteras y no eran amenazadas por ningún pueblo vecino. En ellas se perpetuó el viejo sistema republicano de gobiernos anuales, escogidos por sorteo de entre excónsules, para el gobierno de África o Asia, y de entre antiguos pretores para el resto de circunscripciones. Al gobernador de estas provincias, que siempre recibía el título de procónsul, le acompañaban otros dos magistrados de rango senatorial: un legado jurídico (en África y en Asia eran tres) que le auxiliaba en la administración de justicia y un cuestor para las tareas económicas y la recaudación de impuestos. Aunque teóricamente estos magistrados eran los auténticos gobernadores de la provincia y no debían rendir cuentas más que ante el Senado, la práctica diaria llevó a caer bajo la directa supervisión del emperador. En virtud de sus poderes (imperium proconsulare maius), Augusto podía imponer criterios en estas provincias que terminaron siendo administradas como si fueran imperiales, aunque tuvieran otra titularidad. 

			La característica fundamental de las provincias imperiales fue su mayor complejidad, que dependía de su desarrollo social o de su incorporación al Imperio. En el momento inicial tuvieron esta condición las provincias fronterizas (Siria) y aquellas que necesitaban la presencia de legiones (Egipto y Bélgica). Existían provincias muy estratégicas que acumulaban un gran número de soldados (Panonia o Mesia), mientras que otras, a pesar de su temprana incorporación a Roma, seguían presentando estructuras tribales y arcaicas (Lusitania). Muchas se formaron con territorios recién conquistados (Recia y Germania) o eran fruto de la transformación de reinos autónomos en provincias (Judea y Galacia). Las había muy ricas y con grandes recursos naturales (Hispania Citerior) o pobres y despobladas (Alpes y Córcega). Se daba, en fin, provincias gobernadas por senadores como Germania con otras gobernadas por caballeros como Egipto; incluso existía el caso especial del Nórico, que teniendo la condición de provincia, era gobernada por una dinastía local bajo la supervisión de un procurador ecuestre. En todas ellas el auténtico gobernador era Augusto, que enviaba a sus administradores con funciones delegadas. 

			A pesar de esta gran variedad, la administración imperial intentó mantener las mismas soluciones de gobierno. Siguiendo la tradición republicana, la organización administrativa fue siempre muy simple y elemental, consistente en unos pocos magistrados que solían residir en la provincia unos tres años. El gobernador provincial (legatus Augusti propraetore) era designado directamente por el emperador junto a un comandante (legatus legionis) para cada una de las legiones acantonadas en la zona: pero si en el territorio había una sola legión, el gobernador asumía también su mando. En algunos casos como Lusitania, Aquitania, etc., al no contar con unidades legionarias, se enviaba a la provincia solo al gobernador. Un caso singular fue la provincia Hispania Citerior, la más grande y extensa del Imperio, donde el gobernador contaba con un tercer magistrado (legatus iuridicus) que se encargaba de la gestión del noroeste hispano (León, Asturias y Galicia).

			El gobernador provincial debía ocuparse básicamente del ejército y de la seguridad de la provincia. Para el cobro de los impuestos, el aprovisionamiento de las legiones o para la gestión de los bienes del Estado en cada zona, el emperador nombraba procuradores de rango ecuestre, responsables ante él y no ante el gobernador de las tareas encomendadas.

			Dentro de la continuidad republicana, Augusto innovó decididamente al entregar el mando de algunas provincias a miembros del orden ecuestre. La primera experiencia de esta solución fue Egipto, incorporado al imperio el año 30, cuyo gobierno retuvo un caballero y no un senador a pesar de que tenía dos legiones acantonadas en su territorio. El valor estratégico del valle del Nilo era económico, pues sus cosechas de granos abastecían Italia y Roma. Por ello, Augusto decidió apartar la provincia de la lucha política y no solo entregársela a un caballero, sino incluso prohibir la presencia de senadores en el territorio. El resto de provincias imperiales gobernadas por procuradores de rango ecuestre eran territorios pequeños, muy pobres y atrasados culturalmente, que no tenían la entidad suficiente para que un senador se hiciera cargo de ellos.

			La Asamblea popular y el Senado

			La instauración del Principado provocó lógicamente que la Asamblea popular perdiera el papel tan importante que había jugado a lo largo de la historia de Roma. Ello se notó especialmente en el ejercicio de sus principales competencias: en la elección de magistrados y en la sanción de las leyes. Cuando Augusto restauró teóricamente la República a comienzos del año 27, el pueblo de Roma recobró también todas sus funciones, como sucedía con el Senado y el resto de instituciones del Estado. Sin embargo, la práctica política posterior condujo a una total anulación de la Asamblea popular hasta su definitiva desaparición.

			Como muchos otros aspectos institucionales, las competencias del pueblo fueron desapareciendo progresivamente, a través de cambios que se introducían durante décadas, sin que nadie advirtiera realmente lo que estaba pasando. Los primeros síntomas llegaron muy pronto, especialmente en la elección de los cónsules. Augusto adquirió la costumbre de presentarse en el Foro para apoyar personalmente a los candidatos de su preferencia, o bien lo hacía anunciar a través de heraldos que recorrían las calles de Roma. Aquellos que gozaban del honor de ser candidatos del emperador, no solo tenían garantizado el puesto puntual al que se presentaban, sino una segura y brillante carrera en el futuro.

			En el año 5 d. C. el procedimiento electoral cambió enormemente. Entonces se creó una comisión formada por senadores y caballeros que recibió el encargo de revisar la idoneidad de los candidatos que se presentaban a las inmediatas elecciones. Durante toda la República había sido responsabilidad de los cónsules, y especialmente del cónsul o dictador que dirigía los comicios electorales, comprobar que los candidatos reunían todos los requisitos que imponía la ley. Ahora esta tarea va a ser asumida por un grupo selecto de senadores y caballeros en cuyo nombramiento también intervenía Augusto. No se sabe exactamente cuándo sucedió, pero sin rupturas y de modo natural esta comisión acabó suplantando a la Asamblea popular en la elección de magistrados, pues bastaba con su aprobación para que los candidatos recibieran la magistratura a la que se postulaban.

			Durante los primeros años del Principado se siguió acudiendo a la Asamblea popular por iniciativa de cónsules y tribunos de la plebe para aprobar determinadas leyes. A partir del año 23, Augusto, por medio de su potestad tribunicia, acaparó el derecho a presentar leyes ante el pueblo que eran aprobadas por aclamación en virtud de su auctoritas. Se desconoce también el momento en el que ya no fue necesario nunca más la sanción de la Asamblea, ante la evidencia de lo rutinario e inútil de este mero trámite formal.

			En todo este proceso político no solo hay que ver el deseo de control del primer emperador de Roma, que sin duda fue notable, sino que también hay que tener en cuenta lo poco representativa que se había convertido la Asamblea popular y los grandes poderes que teóricamente aún seguía poseyendo. Esta institución sí que pudo acoger al conjunto del pueblo romano hasta el siglo I a. C., pero a partir de ese momento, cuando toda Italia recibió la ciudadanía romana, la pequeña minoría que constituía la plebe de Roma perdió toda legitimidad para poder hablar en nombre del conjunto. Por ende, la desaparición de los poderes de que gozaba la Asamblea trajo una enorme paz social, evidente para todos. En la República, las distintas familias políticas ponían en juego sus clientelas para promover candidatos favorables o lograr medidas legales acordes a sus intereses. Con la pérdida de estos privilegios, el pueblo de Roma se despolitizó, dejando de ser un contrapoder para convertirse en los receptores de regalos y de beneficios otorgados por los emperadores romanos.

			Igual que la Asamblea popular, el Senado también perdió con Augusto sus competencias de antaño. Pero a diferencia de la Asamblea, a la que le llegó el día en que dejó de convocarse y por tanto, desapareció, el Senado fue respetado y siguió funcionando como una institución más dentro del Estado. Para Augusto no era fácil suprimirlo o condenarlo a una lenta e inevitable extinción. En primer lugar, porque seguía siendo la figura visible de la República y su desaparición prematura hubiera hecho evidente la realidad de la nueva monarquía, lo que debía evitarse a toda costa. En segundo lugar, porque el Senado era algo más que la simple reunión de los que lo componían. Para el pueblo romano esta institución era insustituible, pues era consustancial a su identidad y el garante de su tradición y de siglos de historia. También era un referente moral que seguía siendo útil para los nuevos tiempos del Imperio. Suprimir el Senado hubiera sido tanto como querer suprimir la mentalidad aristocrática tan propia del pueblo romano. Una Roma sin Senado hubiera sido muy difícil de comprender incluso para los mismos romanos.

			Dado que esta institución era incuestionable, el régimen imperial intentó encontrar nuevas tareas, pues ya no podía seguir siendo lo que había sido en el pasado. La solución fue que asumiera la principal tarea que había tenido hasta ese momento la Asamblea popular: la sanción de las leyes. Ello encajaba muy bien con la tradición republicana, pues desde el siglo II a. C. las decisiones del Senado habían adquirido la condición de auténticas leyes por el gran peso normativo que contenían. Lo que potenciarán Augusto y sus sucesores será esta faceta de la cámara, que además podrá seguir siendo un lugar de encuentro de la clase gobernante, como había sido siempre.

			3. Un imperio sin fin

			El año 26, Augusto residió habitualmente en la ciudad de Tarragona, donde le retenía la dirección de la guerra contra los cántabros y también la grave enfermedad que padecía, que no remitía de ningún modo. Más que los baños de agua fría y caliente que le recomendaba su médico, fue sin duda para Augusto un gran motivo de satisfacción recibir el primer borrador de la Eneida que le envió el poeta Virgilio desde Roma. La lectura de esos versos, que estaban ya muy elaborados, debió de entusiasmarle. No solo porque las páginas que tenía en sus manos eran como una nueva Iliada y Odisea de Homero, escritas esta vez en latín, sino más bien porque lo que leía era la nueva historia teológica de Roma. En los hexámetros de Virgilio una única palabra sintetizaba completamente el alma romana: la piedad (pietas). Eneas no es un mero guerrero poderoso, ni los troyanos huidos del incendio de su ciudad unos simples conquistadores, como otros tantos de la historia. Todos eran gente piadosa que honraban a sus dioses y seguían obedientemente los dictados del destino por encima de cualquier impulso. 

			Porque la Eneida de Virgilio es realmente una historia de Roma que comienza con el héroe troyano y concluye con Augusto, que no se expresa en el relato de unos sucesos políticos sino a través de tres grandes profecías: la de Júpiter en el libro primero; la de Anquises en el Hades cantada en el libro sexto; y la descripción del escudo de Eneas que le entrega Venus en el libro octavo. Una obra que no busca en absoluto hacer recuento preciso de acontecimientos reales, porque se trata más de una descripción teológica que histórica, en la que se contrapone lo bueno a lo malo para concluir con la batalla de Accio, que fue el triunfo de Italia frente a Oriente y de Apolo sobre los dioses grotescos de Egipto (Eneida, 8.698).

			La primera profecía de las tres aludidas la realiza Júpiter a requerimiento de Venus, madre de Eneas. La diosa del amor estaba viendo con preocupación los fuertes vientos que Juno levantaba contra la flota de Eneas, que los apartaba de Italia y los conducía hacia África. Quejosa de la situación, Venus interpeló al padre de todos los dioses con estas palabras: «Me habías prometido que de ellos, andando los años, saldrían los romanos, guías del mundo, descendencia de la sangre de Teucro, los cuales dominarían el mar y la tierra con soberano imperio» (Eneida, 1.234-236). A lo que respondió Júpiter: «No pongo a las conquistas de este pueblo límite ni plazo; desde el principio de las cosas les concedí un imperio sin fin» (Eneida, 1.278-279). Dicha promesa de un imperio sin fin es la razón del régimen de Augusto, el proyecto supremo de su gobierno. Para lograrlo, el primer emperador llevará a su pueblo por una serie de reformas sociales y religiosas que harán realidad los principios doctrinales y teológicos del nuevo régimen.

			Las reformas sociales

			Todas las medidas que tomó Augusto para reparar los catastróficos resultados de las guerras civiles se desarrollaron a largo plazo y de forma progresiva. Se desconoce, como sucede en los aspectos institucionales, si Augusto tenía un proyecto definido de promoción e integración de toda la ciudadanía itálica y provincial, pues ello fue el resultado de largas décadas de trabajo y, por tanto, resulta difícil de entrever la premeditación de ese proceso. Sin duda, lo más inmediato para el primer emperador tras hacerse con el poder fue sanear a la clase dirigente, no solo en su número, sino especialmente en su situación moral.

			Todos los autores e intelectuales del siglo I a. C. habían atribuido la crisis republicana a la degradación moral de su clase dirigente. Para ellos, las guerras civiles y la crisis interna habían tenido su origen en las ansias de poder y de riquezas de la aristocracia. Además, la falta de respeto por la tradición y por los procedimientos políticos del pueblo romano habían cerrado las puertas a las posibles soluciones de la crisis, arrojando a la ciudadanía a décadas de guerras civiles que estuvieron a punto de hundir en el abismo la historia de Roma. Este punto de vista y de interpretación del último siglo de la República estaba tan arraigado que las primeras medidas sociales que tomó Augusto las condujo en esta dirección.

			El año 28 se produjo una reforma del Senado que consistió más bien en un retoque de urgencia para expulsar de la institución a aquellos que no reunían todos los requisitos necesarios. Durante las guerras civiles, y especialmente durante el triunvirato, muchos habían ingresado en el Senado sin merecerlo, pues ello se había convertido en la forma habitual de pagar los servicios prestados. Sin embargo, habrá que esperar al año 18 a. C. para que la nueva situación política e institucional del régimen permita hacer reformas más profundas en la clase dirigente romana.

			Un factor que favoreció la reforma social fue el elevado número vidas humanas que se perdieron en los largos años de guerra civil. La mayor parte de las familias senatoriales que habían gobernado la República durante siglos desaparecieron a consecuencia de ello y sus puestos fueron ocupados por recién llegados, procedentes de los municipios de Italia. Esto provocó una profunda renovación en la aristocracia romana, porque los nuevos senadores estaban más interesados en mantener la posición social recién alcanzada que en disputar el poder político al emperador. Gracias a ello, Augusto tuvo las manos libres para adoptar aquellas medidas que creyó más oportunas en la reforma del Senado.

			El mismo año 18 a. C., el número de senadores quedó reducido a seiscientos, cifra máxima de puestos disponibles en la curia y cuyo número no varió hasta finales del siglo III. A diferencia de la República, cuando al senador no se le imponían requisitos muy precisos para serlo, ahora estas personas se convertirán en un auténtico grupo cerrado (ordo), al que se exigirá un censo mínimo de un millón de sestercios y haber recibido la dignidad del propio padre, como si se tratara de una herencia familiar. Salvo que el emperador concediera expresamente esta condición, la única manera de llegar a ser senador en el Imperio era el haber nacido en el seno de una familia senatorial. Con esto se dotará a este grupo de una coherencia y uniformidad muchísimo mayor que la que había tenido durante la República, sobre todo porque la incorporación de nuevos miembros estará totalmente en manos del príncipe, que completará las vacantes con personas de su predilección. Para los senadores se destinarán los cargos más importantes del Estado: la gestión de Roma e Italia, el gobierno de las provincias y el mando de las unidades legionarias.

			Igualmente, las reformas afectaron al segundo estamento de la sociedad romana: el orden ecuestre (ordo equester). Para él se mantuvo el censo mínimo de cuatrocientos mil sestercios que ya tenía en la República, pero a diferencia de los senadores, la condición de caballero no era transmisible de padres a hijos, sino que era una concesión personal del emperador a aquellos que le servían con fidelidad. Además, se pensó que también colaboraran en la administración del Estado, no en competencia, sino ocupándose de las materias que no eran apropiadas a la dignidad de los senadores: la burocracia estatal, la recaudación de impuestos o el gobierno de provincias pobres e insignificantes. Aquellos caballeros que alcanzaran la cúspide del grupo, y por tanto estaban próximos al emperador, podían ser recompensados con su inclusión en el orden senatorial a tenor de las posibles vacantes.

			Con estas medidas, Augusto logró crear una nueva clase dirigente, organizada en dos niveles perfectamente delimitados. Ya no cabrán las viejas disputas republicanas entre senadores y caballeros por alcanzar mayores cotas de poder. Al tratarse de dos grupos claramente separados, con formas de reclutamiento distintas, quedaban excluidas la competencia y las riñas intestinas. Ambos grupos se repartían, no ya el poder, sino la gestión de los asuntos públicos, pues el poder residía en las manos del emperador. Para unos y otros se crearán los respectivos cursus honorum, una secuencia reglada de magistraturas y de puestos administrativo, que no solo indicarán los grados de responsabilidad en la gestión del Estado, sino que también marcarán la posición y el prestigio de los miembros dentro del propio grupo. Para progresar en las respectivas carreras, el criterio fundamental será la eficacia ante los ojos del emperador. Porque cuanto más cerca se esté de su persona, mayores honores y cotas de poder se podían alcanzar.

			Pero la reforma que afectó a la clase gobernante no se quedó únicamente en establecer unos límites económicos o unos puestos administrativos a ejercer. Quizás lo más destacado de todo el proceso fue que Augusto logró la total despolitización de las familias dirigentes romanas. Durante la República, la aristocracia había dispuesto de amplias masas de clientes que secundaban en las calles de Roma sus proyectos políticos, bien en la Asamblea popular o a través de la agitación. Con el Imperio, este tipo de fenómenos desaparecerá completamente porque el propio Augusto logró arrebatarles este instrumento de presión, convirtiéndose él en el único patrono de una inmensa clientela.

			Sin embargo, el príncipe no dejó a la aristocracia romana sin apoyo o reconocimiento social, algo de lo que difícilmente un senador podría prescindir, sino que a ellos destinó la misión de ser el modelo de ciudadano perfecto, la fuente de inspiración que regulaba la vida de la gente común. La clase dirigente romana se convirtió en un espejo de virtudes en el que todos debían mirarse, en el auténtico referente de la tradición, que hiciera realidad el mos maiorum que con tanto esfuerzo se intentó implantar durante el siglo II a. C. La regeneración moral del conjunto de la población debía comenzar por los senadores y caballeros, modelos de actuación cívica, a fin de que el conjunto de la población pudiera estar en consonancia con las necesidades de los nuevos tiempos. El mismo año 18 a. C., junto a la reforma del Senado, se aprobaron leyes destinadas a la regeneración moral de la clase dirigente y del conjunto de los ciudadanos: los temas afectados fueron el matrimonio, el divorcio o el adulterio. Se incluyeron también privilegios para aquellos que tuvieran mayor número de hijos o un control más estricto sobre los gastos de la aristocracia para evitar el lujo y el derroche. El senador romano dejó de ser con Augusto un político ambicioso con derecho al control del Estado en su propio interés para transformarse en un gestor eficaz cuyas virtudes y comportamiento aleccionaban a toda la ciudadanía.

			La aristocracia romana jugó a partir de entonces un enorme papel de integración a lo largo y ancho del Mediterráneo, particularmente extendiendo aquellos valores más propios, que fueron aceptados por el conjunto de la población. Las oligarquías provinciales se esforzaron por reproducir en sus ámbitos locales los mismos gustos y formas de comportamiento moral que percibían entre los senadores de Roma. Sin ninguna duda, una de las medida más innovadoras y exitosas de Augusto fue la de extender el estatuto de caballero a esas oligarquías locales, ganándose así el apoyo de miles de individuos influyentes de todas las provincias. A toda persona de prestigio y con medios económicos se le ofrecía la posibilidad de ingresar en el orden ecuestre, tras ganarse la confianza del emperador. De alguna manera, Augusto conseguirá que el horizonte social de muchas familias ricas del Imperio no termine en las fronteras de sus propias comunidades urbanas, sino que estas pudieran sentirse también parte de un grupo de prestigio que se extendía por todo el Imperio. El orden ecuestre se convirtió en el gran instrumento de poder de Augusto y de sus sucesores, porque su flexibilidad y permanente renovación provocaban una dinámica de promoción social que hará del Imperio romano un espacio mucho más integrado de lo que había sido durante la República.

			Cambios en la religión oficial

			En el capítulo octavo de su testamento político, Augusto afirmó con rotundidad que a través de «leyes nuevas, de las que yo era autor, volví a poner en vigor muchas costumbres de nuestros antepasados, que habían caído en desuso en estos tiempos» (Res gestae, 8.5). Esta afirmación tajante condensa sin duda el gran esfuerzo del primer emperador por modular el alma del pueblo romano. La crisis de la República había sido también moral y de comportamiento, pues la ciudadanía había abandonado las costumbres de sus antepasados siguiendo hábitos extraños. Por tanto, Augusto se empeñó en sanar no solo las heridas económicas, políticas o sociales del Imperio, sino que entre sus preocupaciones tomó especial importancia la religiosidad de sus súbditos.

			Augusto emprendió una cruzada para recuperar las viejas tradiciones religiosas del pueblo romano. El escudo de oro que le entregó el Senado el 16 de enero del 27 contenía las virtudes fundamentales de todo ciudadano: el valor en el combate, la clemencia, el sentido de la justicia y la piedad para con los dioses. Esas virtudes tenían que ser el signo identificador de su gobierno y de cada uno de los habitantes del imperio romano. Para lograrlo, Augusto se impuso un cierto tradicionalismo religioso, que consistió en una vuelta a la vieja religión oficial, a la de aquel pequeño campesino de los primeros años de la historia de Roma: la del hombre seguidor de los ritos ancestrales y escudriñador de los signos de la naturaleza. Augusto consiguió animar a su pueblo a recorrer de veras la senda del mos maiorum, la propia de los ciudadanos virtuosos y valientes del pasado que habían contribuido con su esfuerzo a tantas glorias de Roma.

			Para lograr esa restauración nacional, la primera labor del emperador fue reconducir la desidia y el abandono en que había caído la religión oficial en los años de crisis republicana. Augusto reparó todos los templos que amenazaban ruina: solo en el año 28 reconstruyó ochenta y dos, entre los que se encontraban los más antiguos y venerados de Roma. A ello se sumó la recuperación de viejos sacerdocios casi desaparecidos como el flamen de Júpiter y el del rex sacrorum, o los colegios sacerdotales de feciales y salios. También se incluía la creación de nuevos patricios entre los senadores romanos para que pudieran asumir los puestos a ellos reservados. El propio Augusto ingresó en los principales colegios sacerdotales de Roma, estando especialmente activo en el de los quindecemviri sacris faciundis y en el de los pontífices. El año 12 fue proclamado pontífice máximo a través de un plebiscito en el que «una multitud tan grande como jamás la hubo en Roma antes de ese momento» (Res gestae, 10.2) le convirtió en el jefe supremo de la religión romana.

			A todas estas medidas paliativas se sumaron otras nuevas de promoción de la religiosidad popular. Augusto no solo prohibió los cultos extranjeros dentro de los muros de Roma o expulsó de la ciudad a filósofos que predicaban religiones extrañas, sino que fomentó particularmente aquellos cultos que también tenían relación directa con su persona: el de Venus, el de Marte Vengador, el del divino Julio César y el de Apolo en el Palatino. Los tres primeros poseían un carácter nacional romano a la vez que dinástico, pues Venus y Marte conectaban con César y a través del dictador con el propio Augusto. Venus y Marte recogían las leyendas de los orígenes de Roma en las figuras de Eneas y Rómulo: dos tradiciones, una griega y la otra latina, que constituían la esencia del pueblo romano. Para estas tres divinidades se crearon importantes templos que fueron promovidos por el mismísimo Augusto, que estuvo presente en la inauguración de los correspondientes centros de culto. El año 44 participó en la consagración del templo de Venus en el nuevo foro de Julio César. Promovió directamente el templo del divino Julio, consagrado el año 29 en el centro del Foro romano, poco después de regresar de Oriente. El año 2 a. C. le tocó el turno al templo de Marte Vengador, ubicado en el eje central del nuevo foro que llevará el nombre de Augusto. En el frontispicio de ese templo aparecerán reunidas las tres divinidades dinásticas del nuevo Imperio: Marte Vengador, Venus y César.

			El culto a Apolo fue fruto más bien de una decisión personal del propio Augusto, pues no tenía un encaje tan fácil en la tradición romana como los anteriores. Podría decirse que se trataba de una devoción personal del primer emperador, pues los elementos solares y astrales de esta divinidad lo alejaban de la tradición de dioses rurales romanos. La cercanía de Augusto al culto a Apolo tuvo su origen en la época del triunvirato, cuando sus enemigos, especialmente Marco Antonio y también Sexto Pompeyo, se asociaron, como si fueran reyes helenísticos, al culto a determinados dioses. Marco Antonio se adornó con los símbolos de Dionisio, mientras que Sexto Pompeyo prefirió identificarse con Neptuno. Augusto siguió inicialmente este camino, escogiendo como divinidades protectoras a Mercurio y a Apolo, aunque nunca llegó a ir tan lejos en la divinización de sus personas como lo hicieron Marco Antonio y Pompeyo.

			El culto a Apolo cobró mucha más fuerza y desplazó al de Mercurio con la construcción de un templo en el Palatino, al lado de la casa del propio Augusto, inaugurado por el emperador el año 28. Esta decisión fue fruto del agradecimiento de Augusto a la divinidad, pues atribuía a su patrocinio la victoria en la batalla de Accio. La popularidad de esta divinidad creció enormemente cuando asumió el protagonismo de los Juegos Seculares celebrados el año 17 a. C. El tercer día de las celebraciones fue consagrado a Apolo y a su hermana Diana, aunque para ello hubo de alterar el ritual acostumbrado. Gracias al Carmen saeculare compuesto por Horacio, los dos hermanos se convirtieron en la personificación de la renovación cíclica del universo y promotores por ello de un nuevo siglo de oro (saeculum aureum) en la historia de Roma.

			Pero entre los procesos religiosos que Augusto promovió, el que sin duda tuvo mayor importancia fue el que abrió el camino a la divinización de la figura del emperador, toda una novedad en la tradición religiosa del pueblo romano. Augusto no recibió propiamente culto divino durante su vida, como habían hecho los reyes helenísticos de Oriente con el objetivo de cohesionar los territorios plurinacionales que gobernaban. El primer emperador no consintió que se levantaran en Roma templos a su persona, y solo se permitieron algunas manifestaciones en las provincias y siempre asociando su persona al culto a la diosa Roma.

			La apoteosis, o el paso de un ser mortal a otro divino, era un hecho insólito en la religión romana. Solo se había dado en un único caso: cuando Rómulo, al morir, se transformó en el dios Quirino. Una manifestación republicana que se acercaba a este fenómeno era la exaltación del general que entraba triunfante en la ciudad de Roma, tras una importante batalla. En ese momento, al triunfador se le adornaba con los vestidos de Júpiter y se pintaba su cuerpo con el color de la divinidad. Pero a ese general romano se le recordaba permanentemente su condición humana, ya que en su carro también viajaba una segunda persona que le soplaba al oído en todo momento que era un ser mortal (hominem te esse memento). Ello se hacía porque se trataba más de una exaltación del mando militar, del imperium, que de la conversión momentánea de un individuo en divinidad, para lo que la mentalidad romana no estaba preparada.

			La novedad traída por Augusto fue la de fomentar el culto de aquellos elementos más sobrenaturales que todo hombre siempre tiene: su capacidad generadora de vida, su fuerza interior, etc. Este tipo de elementos vagos e imprecisos, asociados al ser humano, estaban presentes en la religión romana tradicional, siempre pronta a personalizar ideas abstractas e inseguras. Según creencia común, en todo ser humano habitaba un genius y un numen, que en el caso del primer emperador debían de tener una fuerza e importancia excepcional.

			La primera manifestación de esta nueva religiosidad tuvo lugar entre el año 12 y el 7 a. C., con ocasión de una reforma de los distritos (regiones) y barrios (vici) de la ciudad de Roma. Junto al culto a los Lares de cada barrio se comenzó a venerar también al genius del emperador, representado como un ciudadano togado, con la cabeza cubierta y en actitud de ofrecer una libación. El genius era la personificación de los aspectos más sobrenaturales del ser humano. Recogía la fuerza vital y creadora que reside en toda persona. Hasta ese momento de la historia de Roma, el genius era un ser vago e impreciso que ahora se personaliza completamente y comienza a recibir culto. Su carácter universal lo hacía fácilmente aceptable por todos. En el caso del emperador, como era evidente que se trataba de un individuo excepcional y extraordinario, su genius debía de tener también esa misma circunstancia. Además, pronto se extendió la idea de que tanto de Augusto como de sus sucesores va a emanar una fuerza creadora suprema; un elemento realmente divino, un numen, que se podía transmitir de generación en generación. 

			Estos dos elementos tan típicos de la religión romana, siempre pronta a la abstracción y a la personalización de componentes imprecisos de la naturaleza, fue el camino escogido para inaugurar el culto al emperador. Este se difundió rápidamente por todo el Imperio, especialmente tras la apoteosis de Augusto decretada por el Senado el año 14 d. C. Esa necesidad del ciudadano romano de tener las fuerzas divinas siempre presentes y cercanas, a la par que la conciencia de la propia fragilidad, hizo muy popular el culto a Augusto, hasta convertirlo en el mayor elemento de integración del Imperio romano.

			El dominio sobre la historia

			El carácter de fachada y simulación que tenía el régimen de Augusto requirió del empleo de una cierta propaganda que lo hiciera creíble. Por supuesto que Augusto no contó con un gabinete de comunicación que le preparara una serie de mensajes oportunos tras haber sondeado a la opinión pública. Él no llegó a desarrollar nunca una ideología singular que pudiera imponerse a otras también vigentes. En cambio, lo que sí que hizo fue elaborar un conjunto de ideas y de mensajes que empleará en distintos momentos de su larga vida política para crear un ambiente favorable a las medidas que promovía.

			Augusto tuvo la suerte de que durante su vida acaeciera la época dorada de la literatura latina, marcada por geniales poetas y escritores que le dieron altura y empaque. Autores como Tito Livio, Virgilio, Horacio, Tibulo, Propercio y Ovidio compusieron a la sombra del primer emperador. No todos, por supuesto, se implicaron en la restauración que buscaba Augusto, ni siguieron directamente sus deseos. Los únicos que lo hicieron claramente fueron Horacio y Virgilio, los dos máximos exponentes de este momento de esplendor.

			Los otros autores participaron de alguna manera, contagiados por el fervor general. Tito Livio no pertenecía al círculo de Mecenas, y como historiador nunca ocultó sus preferencias por el régimen republicano. Tanto fue así que el propio Augusto llegó a decir de él que era una auténtico pompeyano (Tácito, Anales, 4.34.3). Lamentablemente, se han perdido los libros de su obra Ab urbe condita, referidos al reinado de Augusto, donde Livio no tuvo más remedio que juzgar los actos del primer emperador. Sin embargo, es muy probable que Livio nunca llegara a atacar al príncipe. Él compartía con Augusto muchos de los fundamentos del nuevo régimen: la necesidad de una regeneración moral, el mos maiorum como principio rector de la vida pública y privada, el papel de la religión en la sociedad, etc. Seguramente Livio llegó a aplaudir muchísimas de las decisiones tomadas por Augusto, aunque no compartiera la forma con la que ejercía el poder.

			Gracias a la colaboración directa o indirecta de los escritores latinos, Augusto logró difundir los principales mensajes de su régimen. A ello añadió la utilización del arte y de la arquitectura, muy consciente del fuerte poder de las imágenes; y de la numismática, poniendo por escrito en monedas que corrían de mano en mano aquellos mensajes deseados. Por este camino no logró cambiar la historia o hacer avanzar su régimen, siempre necesitado de una estructura institucional, pero sí que consiguió crearle un ambiente favorable. Lo que Augusto supo hacer fue justificar plenamente ante la ciudadanía los motivos por los que hacía cada cosa.

			El primero de estos mensajes fue emitido durante los años 44 y 38 a. C., cuando comenzaba a labrarse su prestigio político. En esos años se quiso presentar como el héroe de la libertad (vindex libertatis). Los asesinos de César se habían denominado a sí mismos como libertadores al haber acabado con la vida de un tirano, y Augusto quiso disputarles esa condición. Él quiso presentarse como el que estaba devolviendo al Estado su libertad, secuestrada por una minoría de asesinos (Res gestae, 1.1). Ello también le permitió justificar su guerra civil como un acto de piedad, como una venganza ordenada por los dioses. El éxito del mensaje se confirmó el año 38 cuando logró la apoteosis de César y su conversión en el divino Julio.

			El segundo gran mensaje propagandístico de Augusto lo va a lanzar entre los años 36 y 30 para justificar su enfrentamiento con Sexto Pompeyo y Marco Antonio. En esta ocasión, se presentará como el defensor de Italia y de las tradiciones del pueblo romano. Augusto logró un enorme éxito al convertir a sus enemigos, especialmente a Marco Antonio, en algo extraño a Roma. Este último va a ser visto por la población romana como un peligroso rey helenístico, que pensaba trasladar la capital del imperio a Alejandría, y que además había caído en las redes de Cleopatra, que controlaba totalmente su voluntad. Augusto, como defensor de la tradición, logró que toda Italia le jurara fidelidad para llevar adelante su lucha contra la amenaza que venía de Oriente.

			Una vez concluida la guerra civil, los mensajes de Augusto se vuelven más conciliadores y menos violentos. Entre el año 30 y el 27 se presentará a toda la ciudadanía romana como el príncipe de la paz. Los años de guerras civiles, desde el 49 al 30, habían provocado mucho dolor y sufrimiento, y todos los habitantes del Mediterráneo estaban ansiando una nueva época de paz. Por ello, el mensaje de la pax augustea tuvo un enorme éxito entre la población, logrando aumentar la popularidad del primer emperador. Además, Augusto siempre dejó claro que la paz no solo era el resultado de tener el mejor ejército de la Historia, sino que también era fruto de la sabiduría con la que él dirigía los asuntos públicos.

			A partir del año 27 se impuso el nuevo mensaje de la restauración de la República (res publica restituta). Con esta alusión no trataba simplemente de justificar lo acontecido el 13 de enero del 27 cuando el primer emperador entregó al Senado sus poderes extraordinarios de triunviro. No se trataba tampoco de una mera contraposición entre dos regímenes políticos opcionales: república y monarquía. Augusto nunca quiso restaurar la vieja constitución republicana, muy inservible por el paso de los años. Por res publica, en Roma se entendía ante todo la comunidad de intereses, el auténtico bien común, aquello que convertía a la simple persona en un auténtico ciudadano. La restauración que promovió Augusto fue la de volver a imponer la ley en el seno de una sociedad aristocrática. Bien común y valores aristocráticos constituían los elementos fundamentales de la tradición romana que había que reponer.

			Por último, cuando ya el nuevo orden político estaba perfectamente instaurado, Augusto lanzará su último y más valioso mensaje: el de la unidad e integración: el consensus universorum. Augusto sabía que las luchas del pasado habían dejado muchas heridas abiertas y divisiones internas que no convenía desatender. En su condición de padre de la patria apelará a la unidad e integración de todos los niveles sociales. Especial importancia tuvieron siempre el ejército y la plebe de Roma, cuya fuerza social era innegable. Pero la llamada a la unidad también se dirigió a nuevos grupos sociales que hasta entonces habían quedado desatendidos, en particular a los provinciales: la gran asignatura pendiente de Roma, que tanto Augusto como sus sucesores se empeñaran en aprobar con muy buena nota.

			Qué duda cabe que Augusto no se contentó únicamente con controlar los resortes legales que le permitieran gobernar en solitario. También quiso encauzar y dominar la historia, para que acompañara debidamente a la nueva constitución política. Los historiadores de todos los tiempos no han tenido la más mínima duda en denominar estos años de la historia de Roma como el Siglo de Augusto. Con ello se quiere indicar que la acción del primer emperador fue determinante en el devenir de los acontecimientos y, por tanto, le imprimió a esos años una unidad tan personal que toda la época se puede calificar con su mismo nombre. Augusto no fue un militar brillante como lo fueron César o Alejandro. Él, en cambio, era un político sagaz que sabía leer en el alma de su pueblo. Supo levantar un nuevo armazón institucional, sólido y duradero, con la satisfacción de los millones de habitantes del imperio romano.

		


		
			VII.

            
            Evolución institucional (14-235)

            
            
            
			1. Desarrollo histórico

			Si se analizan con un poco de frialdad las medidas políticas de Augusto y los métodos que utilizó para crear el nuevo régimen imperial, no tendríamos ninguna duda en afirmar que el primer emperador estuvo siempre condicionado más por la opinión pública de los habitantes de Roma y de Italia que por la de los provinciales. La suave transición desde la República al Imperio se debió a la necesidad de hacer más digerible a los ciudadanos de Roma un cambio absolutamente necesario. Sin embargo, la mayoría de los provinciales veían como absolutamente innecesarias las filigranas y matizaciones que tuvo que realizar Augusto para consolidar su monarquía. A la mayor parte del Mediterráneo les parecería completamente indiferente la yuxtaposición entre República y Principado, pues no participaban de la misma sensibilidad que la burguesía de Roma. Ellos estaban más acostumbrados a ser gobernados por reyes y, por tanto, el nuevo régimen tenía que justificarse por otras vías.

			Por lo tanto, el gran reto de los sucesores de Augusto va a estar en interesar a la población provincial en el nuevo orden constitucional. Para la mayoría de la población del Mediterráneo se dibujará una imagen de poder más sencilla y sin tantas complicaciones. Los provinciales tenían que aprender a venerar al emperador como un soberano justo y eficaz, como el padre sabio que asegura la paz y el bienestar de sus hijos: exactamente igual que la multitud de reyes que habían gobernado en todos los tiempos. Por tanto, a diferencia de Roma, en las provincias se desarrolló y potenció el culto al emperador vivo, pues a ellos les era más fácil entender.

			Durante el Principado, los restos de la constitución republicana van a tener una vida lánguida y artificial, hasta su definitiva desaparición. Las viejas magistraturas republicanas seguirán renovándose cada año, pero sin el contenido político que en su momento tuvieron. Especialmente significativo fue el caso de los cónsules, encargados de dirigir el funcionamiento del Estado. Durante el Imperio se convirtieron en una mera figura decorativa con la que se honraba a personajes distinguidos del orden senatorial o a leales servidores del emperador. En cambio, una nueva burocracia estatal formada por caballeros, jerarquizada y eficaz, irá ocupando el espacio de la actividad política y de la gestión de los asuntos públicos. Así como la República fue la etapa de dominio de la aristocracia senatorial, durante el Principado el orden ecuestre se convirtió en el grupo social más característico, tanto por su carácter ecuménico y cosmopolita, como por su total dependencia del emperador. El declive del orden senatorial fue simultáneo al afianzamiento del ecuestre.

			El único aspecto que quedó sin resolver a la muerte de Augusto fue el de la sucesión del príncipe. La necesidad que tuvo el primer emperador de enmascarar su auténtica monarquía en el ropaje republicano provocó que el poder de los emperadores no tuviera una estructura legal clara que transmitir al sucesor. Augusto gobernó gracias a sus méritos personales, materializados en su auctoritas, y a unos poderes como la potestad tribunicia o el imperio proconsular, concedidos por el Senado para breves periodos de tiempo. Era, por tanto, muy complicado introducir una sucesión familiar, de auténtica monarquía, en la teoría de la transmisión de poderes de la República. Este defecto provocará que la sucesión de un emperador por otro siempre pudiera poner en peligro la estabilidad interior.

			El nuevo régimen imperial hizo posible un largo periodo de paz de más de dos siglos. Las guerras civiles ocurridas a la muerte de Nerón o de Cómodo se resolvieron rápidamente y no enturbiaron el largo periodo de estabilidad y progreso. Las guerras externas, especialmente costosas con Trajano y Marco Aurelio, se desarrollaron en las fronteras, muy lejos de las zonas más pobladas y vitales para el desarrollo económico.

			La mitad occidental del Mediterráneo fue romanizada en un tiempo relativamente corto. Nuevas ciudades florecientes se crearon por todas partes. Muchas de ellas pobladas por veteranos venidos de Italia, pero también por población indígena que se dejará seducir por el sueño urbanizador de Roma. En Oriente, donde la cultura griega estaba fuertemente asentada, el proceso de romanización fue más lento. Decenas de ciudades más antiguas que Roma, como Atenas, Corinto, Éfeso, etc., no estaban tan dispuestas a olvidar sus viejas glorias históricas. Todas ellas habían perdido su independencia política, pero gozaban de la suficiente autonomía para que las cosas aparentaran seguir siendo más o menos como antes.

			Para el mundo provincial en su conjunto se abrieron las puertas de la promoción y de la integración a través del orden ecuestre. Las oligarquías urbanas de todo el Mediterráneo comenzaron a ingresar en los órganos de gobierno del Imperio alcanzando la cúspide social. A finales del siglo II, la mitad de los senadores de Roma procederán de las provincias, como lo prueba el hecho de que los emperadores de este siglo tuvieron origen provincial.

			Desde su comienzo, el Principado va a impulsar un proceso que se acentuará con el paso de los años: su progresiva conversión en un imperio universal y cosmopolita. La Republica se había desarrollado a la par que la aspiración de los habitantes de Roma de una permanente hegemonía: un afán de conquista que les había llevado a ocupar primero Italia, luego Occidente y por fin todo el Mediterráneo. La lógica consecuencia de la expansión fue el sobrepeso de la ciudad de Roma en el conjunto del Imperio, pues este giraba en torno a la Urbe. El nuevo régimen llegó a la clara percepción de que la integración y la cohesión no podían basarse en el derecho de guerra de los habitantes de Roma sobre el resto de las provincias; en el privilegio de poder aprovecharse de los recursos de los demás. Los sucesores de Augusto emprendieron el largo camino de crear un imperio cohesionado, donde ninguna parte tuviera un peso mayor al estrictamente necesario. Llegado el momento, los emperadores dejarán de vivir obligatoriamente en Roma y empezarán a hacerlo en aquellos lugares más convenientes para las necesidades globales de toda la ciudadanía.

			La dinastía Julio-Claudia (14-68)

			Al régimen de Augusto le quedaba el último paso para completar la auténtica y definitiva institucionalización: la transmisión del Principado a un nuevo candidato. Los poderes del régimen imperial no los poseía el emperador de manera permanente, sobre una base legal clara e indiscutible. Siempre se le concedían por un periodo corto de tiempo, cinco o diez años, y había que renovarlos al final del término. No existían mecanismos claros de sucesión y esto será un problema evidente durante todo el siglo primero. La posible inestabilidad que amenazaba cada cambio de gobernante se solventó gracias a otros factores: el ejército permaneció tranquilo en las fronteras, la clase dirigente aceptó su nuevo papel dentro del sistema, las provincias secundaron la realidad política impuesta desde Roma. Fue sin duda la bonanza en general la que permitió al régimen de Augusto terminar de asentarse, a pesar de que tenía en la sucesión todavía un problema sin resolver.

			El emperador Tiberio (14-37) pertenecía a la familia de los Claudios, una de las más importantes de la aristocracia romana, que había dado a la República veintiocho cónsules y cinco dictadores. Hijo de Livia, se convirtió en hijastro de Augusto el año 38 a. C., cuando se celebró el matrimonio entre ambos. Su carrera pública se afianzó en los campos de batalla de centroeuropa. Como premio a sus servicios militares en Panonia, se casó con Julia, la hija de Augusto, el 11 a. C., tras haber quedado viuda el año anterior.

			El momento central en la vida de Tiberio llegó el año 4 d. C., cuando, tras la muerte de Cayo César, fue adoptado por Augusto y convertido en su hijo. Además, en ese momento se le concedió una potestad tribunicia como la que tenía Augusto, lo que le situaba claramente en primera fila de la línea sucesoria. El año 12, al concluir la guerra en Germania y Panonia, Augusto le concedió el Imperio proconsular, que lo equiparaba prácticamente a la condición de corregente.

			Por tanto, fue lógico que todas las miradas se volvieran hacia él cuando Augusto falleció el 19 de agosto del año 14. Al conocerse la noticia juraron fidelidad a Tiberio todos los magistrados en ejercicio, el Senado, el pueblo de Roma y las legiones. Sin embargo, según las fuentes, se produjeron algunos titubeos por parte del nuevo emperador a la hora de asumir todos los poderes, pues los rechazó formalmente cuando se los ofrecieron los cónsules a finales de septiembre. La investigación no ha podido aclarar exactamente qué pasó en aquellos momentos. Tiberio aducía que su profunda convicción republicana le impedía ocupar el puesto que había tenido Augusto y que prefería gobernar con el Senado en una especie de Monarquía colegiada. Era lógico que se plantearan en aquellos momentos la cuestión de si el Principado era transmisible o había sido únicamente el privilegio irrepetible de un personaje excepcional llamado Augusto. Suetonio, en cambio, llegó a la conclusión de que la negativa inicial de Tiberio era mero postureo, una especie de comedia mal representada, pues en ningún momento llegó a pensar en compartir el poder. Es posible, sin embargo, que Tiberio estuviera buscando imitar el ejemplo de Augusto del año 27 a. C., que aparentó devolver sus poderes al Senado y restaurar la República. Lo cierto es que todas las dudas se disolvieron rápidamente cuando Tiberio comenzó a ejercer el poder de manera evidente.

			La primera fase del reinado de Tiberio estuvo marcada por los problemas dinásticos, especialmente por la difícil relación con Germánico, el hijo de su hermano Druso, al que se había visto obligado a adoptar como hijo el año 4 d. C. El joven príncipe recibió el encargo de dirigir los ejércitos del Rin con el fin de asentar las conquistas romanas en el margen derecho. Sin embargo, los escasos resultados obtenidos entre los años 15 y 16, con un gran coste de recursos, obligaron a Tiberio a abandonar esa zona de Germania y a renunciar a cualquier posible expansión más allá de las orillas del Rin. Germánico, que celebró un sonado triunfo en Roma, recibió el año 17 el encargo de dirigirse a Oriente para asentar en el trono de Armenia a un rey pro romano y organizar las provincias de Capadocia y Comagene, lo que logró con notable éxito. En la primavera del 19, Germánico realizó una visita inesperada a Egipto que desagradó profundamente a Tiberio, pues estaba prohibido que ningún senador pudiera viajar al Valle del Nilo sin permiso del emperador. Germánico, de regreso a Siria, va a ser envenenado el 10 de octubre del 19, siendo condenado por ello el gobernador de la provincia Calpurnio Pisón.

			La segunda fase del gobierno de Tiberio se desarrolló bajo la influencia del prefecto del pretorio L. Elio Sejano, que desde el comienzo del reinado se había ganado la confianza del emperador. Sejano consiguió que en el año 27 Tiberio abandonara Roma y se fuera a vivir de modo estable a la isla de Capri, en el golfo de Nápoles. De esta manera, se apropió de todos los instrumentos de poder, aumentando su influencia en la vida política del Imperio. Tanta fue su ambición que llegó a planear reemplazar a Tiberio como emperador. Descubierta la trama, va a caer en desgracia siendo asesinado a finales del año 31.

			El reinado de Tiberio estuvo marcado por fuertes tensiones internas y por una relativa paz en el exterior. Los problemas dinásticos y familiares fueron constantes. Las desavenencias con Germánico, que acabaron con su asesinato, se continuaron con su viuda Agripina y con sus hijos menores. El envenenamiento de Druso el año 23 también marcó una profunda crisis. Las relaciones con el Senado se volvieron difíciles. Esta institución se convirtió en el tribunal donde se juzgarán los más de sesenta procesos contra importantes senadores condenados por traición. Tal fue el pavor que provocó en el seno de la clase dirigente que muchos hablaron de un auténtico régimen de terror.

			En cambio, la política exterior fue muy exitosa. Aunque se dieron algunos conflictos locales como la guerra de Tacfarian en Numidia (17-24) o luchas intestinas en la monarquía de Tracia (18-25), que obligó a las tropas romanas a intervenir, en general la paz fue la nota dominante. Incluso en Oriente, hasta el año 35 se vivió en una paz bastante razonable. Tiberio sabía que la fortaleza del Imperio se encontraba en sus fronteras y que mantenerlas seguras no era síntoma de debilidad, sino de inteligencia. Las intervenciones militares debían hacerse únicamente cuando no hubiera más remedio.

			A diferencia de Augusto, que se empeñó en designar heredero y sucesor, Tiberio no lo hizo. De tal manera que tendrá que ser el Senado el que decida entre los dos posibles candidatos, Calígula, hijo de Germánico, que estaba apoyado por el prefecto del pretorio, y Tiberio Gemelo, nieto del difunto emperador, que no tenía aún mayoría de edad. Por tanto, fue designado Calígula (37-41), que había sobrevivido a las intrigas de la corte debido a su enfermedad de epilepsia y a que había sabido estar en un segundo plano y no hacerse sospechoso ni a Tiberio ni a Sejano. Su corta edad de veinticinco años era una fuerte limitación, pues todavía no se había labrado ningún prestigio y no podía reclamar ninguna auctoritas. Por tanto, tuvo que apoyarse en la gente más próxima, especialmente en Macro, su prefecto del pretorio.

			El 29 de marzo del 37, el Senado le nombró emperador y le entregó los mismos poderes y honores que habían tenido Augusto y Tiberio. La llegada del nuevo príncipe fue recibida con entusiasmo por todos. La represión y la violencia de los años finales de Tiberio habían provocado una notable expectación por el cambio de gobernante. Muchos presos políticos salieron de las cárceles y se suspendieron los juicios por traición en el Senado. Sin embargo, muy pronto el joven emperador mostró cómo entendía el ejercicio del poder: muy alejado de la visión que habían tenido Augusto y Tiberio. Calígula se fijó como modelo el gobierno de los reyes helenísticos y, en especial, la monarquía tolemaica de Egipto. Causó un profundo escándalo cuando decidió casarse con su hermana Drusila, y un enorme rechazo cuando exigió culto divino a su persona en la misma ciudad de Roma, atreviéndose a competir en dignidad con sus dioses ancestrales.

			Su política exterior fue mínima y se redujo simplemente a un campaña en Germania entre el 39 y 40 en la que él mismo participó. Su intención era reivindicar la memoria de su padre Germánico y adquirir un cierto prestigio militar del que carecía. Es muy probable que también la concentración de tropas que hizo en la zona tuviera como objetivo la futura conquista de Britania, a fin de compararse con Julio César.

			Cuando se encontraba en la Galia, el año 39, conoció el primer complot fallido para arrebatarle el poder en el que participaron muchos senadores. Además, su popularidad había caído enormemente al haber tenido que aumentar los impuestos por los gastos militares y el enorme lujo que desplegaba la corte. A su vuelta de Germania, el temor de Calígula a un posible asesinato se incrementó hasta la paranoia. Sus choques con el Senado se hicieron continuos. Los procesos por traición se reiniciaron con mayor intensidad que antes. Su muerte fue provocada por un tribuno de su guardia personal, Casio Querea, que aprovechó un desplazamiento de Calígula por los sótanos de palacio para acabar con su vida en la mañana del 24 de enero del 41.

			Al conocerse la muerte del emperador, el Senado se reunió inmediatamente, pero no logró alcanzar ningún acuerdo sobre la salida más conveniente. Algunos propusieron la vuelta al régimen republicano, mientras que otros buscaban nombrar emperador a algún candidato idóneo. Pero la solución llegó por una vía inesperada. Un grupo de pretorianos, que habían aprovechado la confusión para saquear el palacio, encontraron escondido a Claudio, tío de Calígula, y lo llevaron al campamento, donde se convirtió en su candidato, previa promesa de un donativo de 15.000 sestercios. A la mañana siguiente, el Senado y los cónsules fueron a saludarle como nuevo príncipe. Claudio (41-54) no poseía ni prestigio ni presencia, pero no permaneció pasivo, sino que afrontó el reto de gobernar Roma. Su primer gran proyecto fue la conquista de Britania, para la que había muchos motivos de peso: razones de prestigio, de seguridad de la comunicaciones, motivos económicos notables y también el de evitar la influencia de los druidas britanos sobre la población de la Galia.

			Los preparativos para la invasión de la isla comenzaron muy pronto. Cuatro legiones se acantonaron frente al Canal en la ciudad de Gesoriacum (Boulogne) bajo la dirección de Aulo Plaucio. El desembarco fue todo un éxito, así como el establecimiento de una cabeza de puente en la zona. La conquista del valle del Támesis se hizo razonablemente rápida. El propio Claudio participó en esa primera fase, permaneciendo unos quince días en Britania. La conquista de la isla obligó a reorganizar otras partes del Imperio. La frontera del Rin se fortaleció con nuevos puestos defensivos. La provincia de Nórico se incorporó definitivamente al Imperio. También en Mauritania fue disuelta la monarquía local y el territorio convertido en dos provincias gobernadas por caballeros: la Mauritania Cesariense y la Mauritania Tingitana. Otros reinos vasallos también desaparecieron, como Tracia y Licia en el 43, o Judea en el 44.

			En la política interior, el emperador Claudio se propuso desarrollar y perfeccionar la administración. Se rodeó de personal fiel en la Cancillería central, especialmente de libertos, que dependían totalmente de él. Se apoyó en el orden ecuestre, organizando de modo más conveniente para ello su cursus honorum. Desarrolló una relación cordial y cercana con el Senado. Pero, sin duda, su gran logro personal estuvo en los pasos que dio para integrar aún más el Imperio: fue el gran impulsor de la ciudadanía romana entre los provinciales, y gracias a él muchos aristócratas locales de Oriente y Occidente comenzaron a ocupar asientos en el Senado y en la clase gobernante romana. En el año 47, asumió la censura, y en el censo que realizó fueron inscritos unos seis millones de ciudadanos romanos. También en dicho año se celebraron los ochocientos años de la fundación de Roma con unos nuevos Juegos Seculares.

			La cuestión dinástica y la sucesión van a marcar los años finales del reinado de Claudio, especialmente la ejecución de Mesalina, su tercera mujer, y su nuevo enlace con su sobrina Agripina. La cuarta esposa de Claudio va a acumular pronto un inusitado poder, con nombramientos de personas afines en los puestos importantes de la administración que aislarán al propio Claudio. De esta manera, preparará el camino al trono de Nerón, hijo de un matrimonio anterior, frente a Británico, hijo del emperador y tres años menor que el primero. El 13 de octubre del 54 murió Claudio, envenenado.

			El emperador Nerón (54-68), con apenas 17 años de edad, comenzó su reinado bajo la tutela de su influyente madre, del prefecto de la guardia Burrus y de su preceptor Séneca. Sus primeros años de gobierno fueron tranquilos y esperanzadores. Muchos de los colaboradores de Claudio siguieron trabajando para el nuevo monarca, y ello dotó de continuidad y estabilidad a la sucesión. Sin embargo, pronto Nerón dará claros síntomas de querer librarse de la tutela a la que le sometían sus consejeros y, especialmente, su madre. El año 55 cayó asesinado Británico, el hijo de Claudio, que podía convertirse en un competidor. El año 59, Nerón ordenó la muerte de su madre Agripina, y el 62 consintió que se procesara y condenara a su mujer Octavia por adulterio. Su nueva esposa Popea Sabina influirá notablemente en la personalidad de Nerón hasta su asesinato el año 65. 

			Según las fuentes antiguas, muy críticas con el emperador, Nerón nunca mostró interés por los asuntos de gobierno. No asumió ningún proyecto político, social o militar que valiera la pena. Su pasión se encontraba en el arte, especialmente en la música y en la recitación. Participaba en audiciones públicas y en competiciones con otros poetas, a los que siempre vencía. Su gran obsesión fue viajar a Grecia para ser aclamado por las multitudes, que sabrían apreciar su arte. Sus enemigos atribuyeron a Nerón el haber sido el causante del incendio de Roma la noche del 18 al 19 de julio del 64, con la intención de buscar inspiración para sus versos. Las llamas arrasaron barrios enteros de la ciudad debido a las altas temperaturas y al fuerte viento reinante. En la zona más devastada de la Subura, próxima al Palatino, Nerón levantará seguidamente una gigantesca mansión con todos los lujos del momento.

			En política exterior, la única amenaza seria provino de Armenia. El año 53, el rey parto Vologases I había conseguido imponer en el trono de Armenia a su hermano Tirídates I, a fin de controlar mejor esta estratégica zona. Las armas romanas reaccionaron con prontitud: un fuerte ejército romano ocupó las principales ciudades de Armenia entre el 58 y 59. Aunque en el 63 se produjo una derrota de las legiones romanas, ello no impidió la firma al año siguiente de un acuerdo de paz que incluso facilitó que el propio rey Tirídates viajara a Roma para ser coronado por el mismo emperador.

			La oposición interna a Nerón comenzó a gestarse el año 62, cuando se descubrió la primera conjura. La reacción del príncipe fue imponer una política de terror que incluía la reactivación de los procedimientos por traición. El año 65 se desveló otro complot, mucho más sólido, en el que participaban importantes senadores y miembros de la guardia que pretendían coronar como emperador a C. Calpurnio Pisón. El año 68 se levantó en armas el gobernador de la Galia Lugdunense, C. Julio Vindex, cuyo desafío fue secundado por el gobernador de la Hispania Citerior, Supicio Galba, y el de la Lusitania, Marco Otón. Aunque Vindex fue derrotado por el ejército enviado contra él desde Germania Superior, los otros sublevados aguantaron en sus puestos hasta que se sumaron más gobernadores provinciales. El Senado, con el apoyo de la guardia pretoriana, se decantó por la opción de Sulpicio Galba y condenó a Nerón a muerte como enemigo público. Aislado y sin recursos Nerón se suicidó el 9 de junio del año 68. Con él desapareció la dinastía de los Julio-Claudios, descendientes de Augusto, que según la visión crítica de Tácito habían tratado al Imperio como si fuera un asunto familiar (Historia, 1.16).

			La dinastía Flavia (69-96)

			Apenas habían pasado cincuenta y cuatro años de la muerte de Augusto cuando el régimen imperial va a soportar su crisis más grave hasta entonces. La desaparición de Nerón no trajo la paz que los conjurados y la mayor parte de la ciudadanía deseaban, sino que abrió un periodo de casi dieciocho meses en el que la maldición de la guerra civil se va a cernir otra vez sobre los habitantes del Imperio. Aparte de la lamentable pérdida de vidas humanas, la crisis de esos meses no cuestionó el régimen imperial como tal, que ya nadie podía ponerlo en duda. Por tanto, la crisis se redujo a encontrar un nuevo monarca que pudiera reemplazar a los descendientes de Augusto, cuya familia era la única que hasta entonces había ejercido el poder. La novedad de la crisis del 68-69 estuvo en que la elección del nuevo emperador no quedó en las manos de los habitantes de Roma o de su vieja aristocracia, sino que se trató de un proceso más abierto en el que participaron Italia, las provincias y, en definitiva, todo aquel que tenía intereses en el proceso.

			Galba fue proclamado emperador el 8 de junio del 68 por el Senado, pero no llegó a Roma hasta el otoño siguiente. Su primer objetivo fue reponer las heridas y tensiones internas provocadas por la muerte de Nerón. Su modelo a seguir fue el de Augusto y, por lo tanto, se propuso restaurar la tradición y las viejas virtudes del pueblo romano. En sus acuñaciones monetarias se pueden encontrar apelaciones a la restauración de la libertad, como hizo el primer emperador tras la guerra civil. Aprobó una amnistía que hizo volver a muchos exiliados y se comportó con cierto rigorismo con los partidarios de Nerón. Muchas de las magistraturas que ocupaban estos últimos pasaron a manos de partidarios de Julio Vindex o de enemigos de Nerón, lo que provocó un notable temor a futuras represiones.

			Los temores por la evolución de la política en Roma provocaron que el 1 de enero del 69 se levantaran contra Galba las legiones del Rin, que nombraron emperador a Aulo Vitelio, gobernador de Germania Inferior. A pesar de ser invierno, las tropas no se quedaron a esperar acontecimientos en sus cuarteles, sino que se pusieron en marcha hacia Italia con la intención de imponer por la fuerza a su candidato. Cuando esta noticia llegó a Roma, el pánico se generalizó entre todos. Galba, que no tenía hijos, escogió como sucesor a un joven senador, L. Calpurnio Pisón, que no tenía ni experiencia militar ni apoyos políticos. Este acto desesperado de Galba, que denotaba su extraordinaria debilidad, fue aprovechado por M. Salvio Otón, anterior gobernador de la Lusitania, para proclamarse emperador con el apoyo de la guardia pretoriana, a la que prometió una cuantiosa recompensa. El nuevo emperador fue proclamado el 15 de enero, y tanto Galba como Pisón fueron asesinados inmediatamente.

			Otón intentó llegar a un acuerdo con Vitelio para ganar tiempo y poder preparar una reacción, pues al parecer las legiones del Danubio se inclinaban a su favor. Sin embargo, el ejército del Rin siguió su marcha hacia Italia, a donde llegó a comienzos de la primavera. Con las fuerzas que pudo conseguir, Otón salió al paso de Vitelio cerca de Cremona. El 14 de abril del 69, los dos ejércitos se encontraron en el campo de batalla con un resultado muy adverso para Otón, que, al no hallar una salida pactada, se suicidó dos días más tarde.

			Vitelio fue rápidamente reconocido emperador por el Senado y, a ejemplo de Augusto y Galba, intentó apelar al entendimiento y al consenso. Sin embargo, sus enemigos no le van a dar apenas tiempo para que disfrutase de la púrpura imperial. El 1 de julio se pronunciaron a favor de T. Flavio Vespasiano las legiones de Egipto y Siria, y muy pronto las del Danubio, recelosas de las intenciones de Vitelio por la clara posición, en su momento tomaron a favor de Otón. Sin esperar a que Vespasiano se desplazara desde Judea, el gobernador de Panonia, Antonio Primo, se puso en marcha hacia Italia, donde derrotó al ejército de Vitelio en Cremona. Este último intentó resistir en la propia Roma hasta el 20 de diciembre, cuando cayó la última resistencia.

			T. Flavio Vespasiano (69-79) no llegó a Roma hasta el verano del 70. A diferencia de la dinastía anterior, cuyos miembros pertenecían a familias de antiguo renombre republicano, la familia de Vespasiano era poco conocida y, según Suetonio, de antepasados irrelevantes. Procedente de la pequeña ciudad de Reate, la familia de Vespasiano había entrado con él y su hermano en el orden senatorial. Vespasiano había desarrollado su carrera con Calígula y Claudio hasta alcanzar los círculos próximos a Nerón, que le encargó la guerra en Judea, con la responsabilidad de mandar tres legiones y numerosos destacamentos auxiliares. La buena marcha de las operaciones en Galilea y de los preparativos para el asedio de Jerusalén le otorgaron el suficiente prestigio para postularse como emperador y ser secundado por importantes cuerpos de ejército.

			El comienzo oficial de su reinado tuvo lugar el 22 de diciembre del 69 con la publicación de la conocida lex de imperio Vespasiani, donde se recogían todos los poderes y honores que asumía el emperador. Con ello se quería acabar con las soluciones precarias a las que había recurrido Augusto. Muerta la República un siglo antes, ya no era necesario seguir ocultado lo que todo el mundo admitía: la existencia de una Monarquía con poderes asentados. Esta ley fue el fruto de una larga reflexión que se había producido desde la época de Calígula, pero que ahora se hacía pública con todos los formalismos.

			Vespasiano asoció rápidamente a su hijo Tito a las labores de gobierno. Este había quedado en Judea para concluir la conquista de Jerusalén, cuyo asedio había comenzado a principio del año 70. Los muros de la ciudad cayeron a comienzos de marzo, lo que no provocó la rendición de la plaza. La resistencia de sus habitantes obligó a luchar casa por casa. El templo se ocupó en agosto, y solo el 3 de septiembre pudo darse por conquistada la ciudad, que va a ser completamente destruida.

			De regreso a Roma, Tito va a recibir la potestad tribunicia y el Imperio proconsular. Vespasiano se reservó el título de Augusto y el pontificado máximo. El gobierno conjunto de padre e hijo fue muy fructífero, especialmente cuando asumieron conjuntamente la censura los años 73 y 74. Su principal labor fue reponer de miembros el Senado y el orden ecuestre, muy dañados en sus efectivos por la guerra civil. Muchísimo itálicos y provinciales, especialmente del Mediterráneo occidental, ingresaron en el Senado. Hispania, siempre fiel a Vespasiano durante la guerra civil, fue recompensada con la extensión de la ciudadanía latina a todos los municipios que todavía no gozaban de ella.

			Sin que ninguna conjura u oposición empañaran su reinado, Vespasiano falleció el 24 de junio del 79. Su hijo Tito (79-81) asumirá el poder de modo natural y sin contratiempos. Su corto reinado estuvo marcado por las catástrofes naturales. El 24 de agosto del 79 comenzó la erupción del Vesubio, que sepultó bajo sus cenizas las ciudades de Pompeya, Herculano y Estabia. Un nuevo incendio en Roma que duró tres día causó tremendas desgracias, que se agravaron por la llegada de una fuerte epidemia de peste.

			Tito se esforzó por continuar la labor de su padre, sobre todo en las obras públicas que habían quedado maltrechas por las guerras civiles. Muchas calzadas se repararon, como también aquellos edificios de Roma especialmente dañados. A Tito le cupo en suerte presidir la inauguración del Coliseo o Anfiteatro Flavio, regalo de su padre a la ciudad de Roma. Su muere en el verano del año 81 sorprendió a todos, y en sus funerales hubo mucho sentimiento de pesar de amplísimos sectores sociales.

			Le sucedió su hermano Domiciano (81-96), de treinta años, que dará un notable impulso al imperio. Su reinado estará claramente marcado por una intensa política exterior. En primer lugar, impulsó nuevos avances en la conquista de Britania, ocupando Gales y estableciendo una frontera más al norte en la línea de Manchester. El año 83, el propio Domiciano dirigirá una campaña contra la tribu de los Chatti en el margen derecho del Rin. El éxito alcanzado le permitió capturar los Campos Decumates, en el suroeste de la actual Alemania, y establecer un limes defensivo de puestos avanzados muy bien trazado, que serviría de frontera artificial para Roma. Enlazados por una red de carreteras, se construyó una línea de fortificaciones que, partiendo de Coblenza, en el Rin, alcanzaba la actual Regensburg en el Danubio

			La otra zona militarmente activa fue la de los Balcanes. En la región de Transilvania y los Cárpatos se había ido haciendo fuerte la tribu de los dacios. A lo largo del siglo primero, este pueblo había evolucionado muy favorablemente, creando una serie de asentamientos agrícolas que permitieron con el tiempo el surgimiento de una monarquía poderosa, que tarde o temprano acabaría chocando con la frontera romana del Danubio. Se desconocen las causas exactas de la confrontación, pero en el invierno del 85-86 un gran destacamento de dacios cruzó el Danubio entrando en Mesia con intención de saquearla. La muerte del gobernador romano en batalla obligó a Domiciano a asumir personalmente el mando, desplazándose a la zona con nuevas tropas. Los dacios fueron obligados a rendirse y fueron expulsados del territorio romano. Un intento de invasión de la Dacia de las legiones romanas el año 87 acabó en un desastre. El año siguiente se volvieron a realizar operaciones más allá del Danubio, pero no se pudo avanzar apenas hacia el interior. En el 89, la guerra se complicó porque el rey dacio Decébalo consiguió implicar a las tribus marcómanas del Danubio superior que hostigaron por el flanco a las tropas romanas. La falta de avances obligó a Domiciano a un entendimiento con los dacios que llevó a la firma de la paz a finales del 89.

			En cuanto a los asuntos domésticos, la opinión sobre Domiciano ha sido muy controvertida. Algunos han querido ver en él a un emperador autoritario en la línea de Calígula y de Nerón, que persiguió al orden senatorial, premiando a delatores (Suetonio, Domiciano, 9.3) y exigiendo culto divino a su persona. Posiblemente todo ello sean exageraciones, fruto de sacar de contexto algunas decisiones del emperador. Sí que es cierto que se hizo cargo directamente del poder y que le gustaba dirigir personalmente los asuntos públicos, pero se situó muy lejos de Calígula o Nerón ya que nunca rompió la tradición romana. Gobernó como un monarca helenístico, con autoridad y competencia, pero sin querer divinizarse, pues el título de dominus et deus lo usó únicamente en el ámbito doméstico. De él se conservan innumerables testimonios del buen funcionamiento de la administración (Suetonio, Domiciano, 8.2). Prueba de ello fue que la sublevación de L. Antonio Saturnino en el 88-89 se saldó con un fracaso, pues todo el mundo se alineó con Domiciano. Sin duda, tuvo una relación difícil con el Senado, posiblemente debido al protagonismo que tomó el consejo consultivo del emperador (consilium principis), que desplazó a aquella institución de las decisiones importantes. Su asesinato, ocurrido el 18 de septiembre del 96, se debió a problemas internos con sus allegados y servidores y no a una oposición declarada a su persona.

			Los emperadores del siglo II (96-192)

			M. Cocceio Nerva (96-98) fue elegido emperador a los 65 años, el mismo día del asesinato de Domiciano. Su avanzada edad y el hecho de que no tuviera hijos lo convertían en un candidato fácilmente aceptable, pues llenaba el vacío de poder y aplazaba brevemente la elección de un emperador definitivo. Tras castigar a los asesinos de su predecesor, el nuevo emperador hizo notables llamamientos a la concordia y al entendimiento. Otra vez volvió a aparecer en las monedas la apelación a la libertas restituta.

			De su brevísimo gobierno, que no llegó a los dieciocho meses, cabe destacar la creación de la institución de los alimenta, luego potenciada por Trajano. Se trataba de crear una fundación con cuyos bienes acudir en socorro de la población pobre de Italia, especialmente de los niños, a los que se buscaba educar y alimentar. Esta fundación se nutría con los intereses al 5% de los préstamos perpetuos que el fisco ofrecía a propietarios y campesinos de Italia, bajo la garantía del valor de sus tierras. El capital recaudado de esta manera se repartía entre los municipios de Italia a fin de que las instituciones locales se encargaran de alimentar y educar a los niños más pobres.

			El 27 de octubre del año 97, Nerva hizo pública su decisión de adoptar a M. Ulpio Trajano, que por entonces ejercía de gobernador de Germania Superior, entregándole la potestad tribunicia y el Imperio proconsular. Al morir el emperador el 28 de enero del 98, el poder pasó sin contratiempos a su heredero.

			La llegada al poder de Trajano (98-117) supuso el establecimiento de una nueva fórmula de sucesión basada en la adopción del heredero. Con esto, los emperadores del siglo II quisieron distanciarse claramente de sus antecesores. Aunque la adopción había sido habitual en la dinastía Julio-Claudia, esta siempre se había realizado dentro de la familia de Augusto. Tampoco gustaba la experiencia de los Flavios, que habían llegado al poder por decisión de las legiones en el campo de batalla. El nuevo modelo de sucesión de un emperador a otro imponía que el príncipe reinante no debía transmitir la púrpura imperial a sus descendientes naturales para que el Imperio no se convirtiera en la propiedad de una familia. El previsible sucesor tenía que ser escogido por sus cualidades personales y por ser el mejor (optimus princeps) para dirigir los asuntos de gobierno. Con la adopción del heredero se transmitían también los poderes constitucionales del emperador a fin de facilitar el tránsito de un monarca a otro.

			Casi todos los emperadores del siglo II van a seguir este procedimiento, aunque siempre ha quedado la duda de saber si lo hacían por convencimiento o porque no cabía otra solución. Los emperadores que practicaron el principio de adopción no tuvieron hijos varones, y el único que sí tuvo uno fue quien no siguió este procedimiento. Se desconoce qué hubiera pasado si Trajano, Adriano y Antonino Pío hubieran tenido hijos varones. El caso es que no los tuvieron y, por tanto, la única solución fue adoptar al heredero.

			Trajano nació en Itálica (Santiponce) el 18 de septiembre del año 53. Su padre fue el primero de la familia en alcanzar el Senado. El futuro emperador fue creado cónsul el año 91 y el 97 fue nombrado gobernador de Germania Superior, donde se encontraba cuando conoció la decisión de Nerva. Sorprendentemente, Trajano no se apresuró a regresar a Roma, sino que se entretuvo en la provincia y luego viajó a la frontera del Danubio para conocer la situación de las defensas. Su entrada en Roma se produjo en el otoño del 99.

			El reinado de este emperador estuvo marcado por la guerra. El estado mayor romano llevaba tiempo meditando la conquista de la Dacia, ante la certeza de que la ocupación de este territorio traería estabilidad a la frontera de los Balcanes y que las ricas minas de oro de su territorio aportarían notables ingresos al fisco. La guerra se inició el año 101, dirigida por el propio Trajano. El avance inicial fue lento y lleno de dificultades, pero al año siguiente se lograron notables avances que condujeron a la captura de la capital del reino, Sarmizegetusa. El rey dacio Decébalo pidió la paz y se le impusieron unas condiciones muy gravosas.

			El conflicto se reactivó el año 105. La guerra pasó por varias fases de avances y retrocesos hasta que, en otoño del 106, la capital de Dacia volvió a caer y su rey murió cuando huía de la batalla. Inmediatamente comenzó la organización de la nueva provincia. Ese mismo año, Trajano ordenó la ocupación del reino nabateo de Petra, aprovechando la muerte de su último rey, acaecida el año 105, a fin de evitar que el caos se extendiera por la zona.

			Trajano gozó de una enorme popularidad. Su relación con el Senado fue extraordinaria, el cual estaba cada vez más poblado por familias de origen provincial. Con los ingresos de la guerra dácica pudo realizar grandes gastos públicos: aumentó los donativos regulares que recibían los habitantes de Roma (congiaria); impulsó la institución de los alimenta con nuevos aportes de dinero; afrontó grandes obras públicas, como el foro que llevará su nombre y el imponente mercado adjunto; los puertos de Ostia y Ancona se mejoraron notablemente; una nueva calzada que transcurría entre Benevento y Brindisi llevará su nombre.

			El final de su reinado estuvo marcado por la guerra contra los partos. El rey Cosroes había impuesto en el reino de Armenia a un pariente suyo (112), lo que suponía una grave provocación. Las negociaciones fracasaron y la guerra se hizo inevitable. El propio Trajano se puso al frente del ejército que invadió Armenia el año 114 con notable éxito, gracias a los abundantes apoyos locales. Al año siguiente, las legiones romanas avanzaron por el norte de Mesopotamia y conquistaron Nísibe.

			Ante la notable debilidad del rey parto, acorralado por los éxitos romanos, se pudo ocupar Mesopotamia, con sus principales ciudades: Babilonia, Seleucia y Ctesifonte, la capital del reino. La provincia de Mesopotamia se sumó a la ya creada provincia de Armenia. Pero el año 116 se tuvieron que parar en seco las operaciones militares. Una revuelta general de los judíos del Próximo Oriente, iniciada el año 115, provocó el caos en la retaguardia, extendiéndose incluso hasta el frente de combate, ya que pronto surgieron focos de resistencia en zonas que se creían seguras. El rey parto aprovechó la oportunidad para rehacerse y tomar la iniciativa.

			En el año 117 no se realizó ninguna campaña en Mesopotamia, pues la atención se centró en apagar la revuelta judía. Trajano decidió regresar a Roma, pero morirá de camino en el puerto de Selinunte (Cilicia) el 11 de agosto del 117 a los sesenta y cuatro años de edad. La tradición le recordará como el mejor de los emperadores (optimus princeps).

			La adopción de Adriano (117-138) se había hecho pública el 9 de agosto del 117, dos días antes del fallecimiento de Trajano. El nuevo emperador había nacido el año 76, también en Itálica. Cuando falleció su padre diez años más tarde, Trajano se hizo cargo de su educación y se lo llevó a Roma. Fue nombrado cónsul el 108 y el 113 acompañó a Trajano a Oriente para participar en la guerra pártica, siendo nombrado gobernador de Siria el 117. Debido a su experiencia militar y a sus vínculos con Trajano era uno de los mejores candidatos a la sucesión.

			Siguiendo el ejemplo de Trajano, el nuevo emperador no se apresuró a regresar a Roma. Cálculos más realistas le aconsejaron dar un paso atrás en la conquista de Mesopotamia. La última fase de la guerra había demostrado cuán difícil iba a ser mantener y administrar los territorios incorporados. Por ello, Adriano dio la orden de abandonar las nuevas provincias y de firmar una paz con el rey parto que pudiera garantizar una convivencia pacífica. Esta decisión no fue bien entendida por algunos generares de Trajano, que llegaron a planear un atentado contra el nuevo emperador.

			Adriano fue, sin duda, el emperador del siglo II que poseyó la personalidad más rica. Escribió una autobiografía que no se ha conservado; su gusto por las artes y la cultura helenística fueron más que notables, y sabía combinar todo ello con la caza o la aventura en la naturaleza. Fue un intelectual muy serio, pero dotado de un realismo y una capacidad para el gobierno extraordinarias.

			Sus años de reinado supusieron una ruptura con la evolución general del Imperio. Él tenía la opinión de que la grandeza de Roma no se hallaba en una expansión militar continua, sino en el fortalecimiento interior y en la integración cabal de todas sus partes. Su mayor proyecto de largo recorrido fue el de facilitar una relación cordial y fructífera entre la cultura latina y la griega, de tal manera que el Imperio no quedara dividido en dos partes, Oriente y Occidente, sino que la unidad actuara en beneficio de todos. Y ello, por supuesto, sin descuidar las necesidades defensivas, que Adriano atendió convenientemente, acentuando la disciplina de las legiones y los recursos materiales de que disponían.

			De los veintiún años que reinó, pasó únicamente nueve en Roma. El resto del tiempo estuvo viajando por todo el Imperio, supervisando las fronteras y mejorando la administración civil de las provincias. Su primer viaje tuvo lugar entre el 121 y 125. Se trasladó inicialmente a la Galia y a Britania, donde ordenó la construcción de un muro de 117 kilómetros de largo que llevará su nombre. Luego se desplazó a Hispania (122), a Muretania y, por mar, alcanzó las costas de Asia Menor. El momento culminante fue el encuentro con el rey parto en la frontera del Éufrates para sellar un nuevo status quo entre las dos potencias. De vuelta a casa, atravesó los Balcanes y visitó la frontera del Danubio. Su segundo viaje comenzó el año 128 con una visita a la provincia de África. Desde allí se dirigió a Atenas para recorrer luego todo el Próximo Oriente hasta alcanzar Egipto. Los principales objetivos fueron militares y diplomáticos, pero también hubo tiempo para visitar lugares maravillosos o disfrutar de la naturaleza más salvaje.

			Adriano quiso crear una nueva edad dorada en la historia de Roma. Sus monedas le presentan como el restitutor orbis terrarum y el locupletator orbis terrarum. Se esforzó por fomentar la eficacia y la profesionalidad en las tareas administrativas y por dotar de bases legales el Principado. Por ello, se rodeó de un consejo integrado por notables juristas que hicieron avanzar el derecho romano. Junto a la protección del orden ecuestre, la clase dirigente romana se llenó de senadores de enorme talla intelectual: filósofos, oradores, juristas, etc., que combinaban la política con el estudio de sus temas de interés.

			El año 135, Adriano se desplazó a Palestina para concluir con la última revuelta de los judíos. A su regreso a Roma el año siguiente, empezó a sentirse enfermo, dando comienzo a las especulaciones sobre su sucesión. A mediados de ese año sorprendió a todos anunciando la adopción de L. Ceyonio Cómodo, un joven senador sin prestigio ni apoyos, marginando a otros candidatos mejor preparados. Inesperadamente, Cómodo murió el 1 de enero del 138, frustrando todos estos planes. Adriano, en ese momento, tenía un nuevo favorito llamado M. Anio Vero (el futuro Marco Aurelio), de diecisiete años. Como era muy peligroso nombrarlo sucesor a esa edad tan temprana, decidió adoptar a un senador de cincuenta y un años llamado T. Aurelio Antonino, que no tenía hijos varones. Este fue obligado a su vez a adoptar a M. Anio Vero y a un hijo muy pequeño del difunto Cómodo que se llamaba como su padre y que será el futuro Lucio Vero. Adriano murió el 10 de julio del 138, asegurando la continuidad del Imperio por dos generaciones.

			Antonino Pío (138-161) procedía de una familia de Nemausus (Nîmes) que llevaba varias generaciones en el Senado. Su carrera previa había sido básicamente civil, sin mandos militares relevantes. Durante su reinado no se produjo ninguna acción militar de importancia. Su gobierno se esforzó por el buen funcionamiento de la administración y por el rigor en los gastos financieros del Estado. No realizó ningún viaje como Adriano y nunca abandonó Italia. Este emperador no fue el tipo de monarca expansivo que había sido Augusto o Trajano, sino que desplegó un gobierno pacífico y de bienestar para todos los habitantes del Imperio.

			Marco Aurelio (161-180) sucedió a su padre adoptivo con normalidad constitucional a los cuarenta años de edad. Aunque él era el depositario de todos los poderes, pues Antonino Pio lo había nombrado Augusto años antes, no dudó en asociar a su hermano Lucio Vero al poder. Entre el año 161 y 169, los dos hermanos compartieron todos los poderes: ambos fueron augustos y, por tanto, emperadores. Sin embargo, las riendas del Estado estuvieron siempre en las manos de Marco Aurelio, que tenía no solo más edad, sino también mejores cualidades para ello.

			El reinado de los dos emperadores fue radicalmente distinto al de su predecesor. Frente a la calma y la paz dominantes en los años de Antonino Pío, el tiempo de Marco Aurelio fue violento y peligroso. Él se pasó prácticamente toda su vida de príncipe de un campamento militar a otro, atendiendo las necesidades defensivas del Imperio. Sus ambiciones intelectuales, sus reflexiones de pensador estoico, su vida de rigor ascético, tuvo que desarrollarlas no en una biblioteca bien nutrida, sino en una tienda de campaña en las fronteras del Danubio.

			El año 162 estalló el primer conflicto grave. El rey parto invadió Armenia y derrotó allí a un ejército romano. Ello le permitió someter a saqueo las provincias de Siria y Capadocia. Lucio Vero asumió la respuesta militar bajo la tutela del general Avidio Casio, un experimentado militar. El año 163 se logró retomar la iniciativa, ocupando Armenia y todo lo perdido. Siguiendo los pasos de Trajano, el año 164 las legiones romanas invadieron Mesopotamia y el 165 alcanzaron las ciudades claves del reino parto: Seleucia y Ctesifonte. Pero las operaciones no pudieron continuarse por la aparición de una epidemia de peste que afectó a gran parte del ejército romano. Las legiones tuvieron que regresar, extendiendo la enfermedad por Asia Menor, Grecia, los Balcanes y, por último, a la misma Italia. El año 166 se celebró en Roma un triste triunfo sobre los partos.

			Pero un nuevo problema va a surgir en la frontera del Danubio a cargo de la tribu sueva de los marcómanos, asentada en la actual Chequia. En esta ocasión no se trataba de los típicos asaltos fronterizos que se neutralizaban fácilmente, reforzando los puntos comprometidos. Las nuevas guerras contra los germanos tendrán su causa a cientos de kilómetros del limes y serán la consecuencia de importantes movimientos migratorios que se estaban produciendo en la Europa del Este. Decenas de miles de personas se van a ver lanzadas contra la frontera del Imperio, convertido en un dique superado por una presión insoportable.

			A mediados del siglo II fueron dos las migraciones más significativas: la primera, protagonizada por los alamanes, un pueblo de las estepas de Asia que, procedente del Mar Caspio, estaba comenzando a alcanzar el Danubio. La segunda ola migratoria tenía su origen en Polonia y se dirigía al sureste, hacia el Mar Negro, conducida por los godos. Ambos procesos provocarán que muchas tribus germanas, como los burgundios, longobardos o vándalos, presionen sobre los marcómanos, que se veían obligados a asaltar a su vez las defensas romanas.

			La primera ruptura del Danubio se produjo el año 166. Esta vez no era el típico saqueo estacional con la posterior retirada de los guerreros, sino un auténtico desplazamiento de familias que buscaban un nuevo lugar donde asentarse. La sorpresa es que los germanos consiguieron invadir Italia llegando hasta la ciudad de Verona, lo que obligó a Marco Aurelio a un enorme esfuerzo defensivo para atajar el peligro, que no se resolvió hasta bien entrado el año 167.

			Lucio Vero murió el año 169 y Marco Aurelio asumió en solitario el gobierno del Imperio. Para el año 172 se había preparado una ofensiva contra los marcómanos y sus vecinos los cuados, que habitaban en la actual Eslovaquia. Un poderoso ejército invadió el territorio enemigo, logrando avanzar a costa de notables pérdidas. Lamentablemente no se pudieron completar todos los objetivos porque, en medio de la campaña del año 175, llegó hasta Marco Aurelio la noticia del pronunciamiento del general romano Avidio Casio en Oriente proclamándose emperador, lo que obligó a Marco Aurelio a firmar una paz rápida que le permitiera retirar tropas de las fronteras para poder dirigirse contra el usurpador.

			Se desconocen con exactitud los motivos que condujeron al senador Avidio Casio, que mandaba todas las tropas de Oriente, a proclamarse emperador. Parece que hasta él llegó la falsa noticia de la muerte de Marco Aurelio en los Balcanes y se había precipitado al proclamar su candidatura. Inicialmente contó con el apoyo de Siria, Egipto y buena parte de Asia Menor, pero cuando se supo que Marco Aurelio marchaba hacia Oriente con un fuerte ejército, Avidio Casio fue abandonado por todos y asesinado.

			El año 178 estalló la Segunda Guerra Marcómana, que obligó a Marco Aurelio a volver a los Balcanes, esta vez acompañado por su hijo Cómodo. Desde el año 176, el emperador había comenzado a preparar la sucesión. El 1 de enero del 177 Cómodo fue nombrado Augusto. Con ello, la llamada ideología de la adopción se aparcaba para otro momento, porque no se estaba escogiendo al optimus princeps.

			El emperador Cómodo (180-192) sucedió a su padre con normalidad cuando este murió en el campamento de Carnuntum (Eslovaquia). El nuevo príncipe pudo disfrutar de la paz que nunca vivió su padre. Salvo algunos incidentes locales en Britania (184), Germania (187) o Hispania, las fronteras permanecieron tranquilas. A diferencia de su predecesor, Cómodo apenas se interesó por las tareas de gobierno, dejándolas por lo general en las manos de privados y favoritos. Por tanto, su reinado estuvo marcado por constantes disputas en la corte que llevaron al desgobierno. El año 182 se descubrió la conjura de Lucila, la hermana de Cómodo, secundada por muchísimos senadores. La represión posterior tensionó hasta la violencia la vida política en Roma.

			Estas manifestaciones de mal gobierno provocaron graves problemas económicos. La carestía de alimentos y el hambre llevaron a la sublevación de la población. Un ejército de desesperados, dirigido por un tal Materno, intentó invadir Italia desde la Galia (186). Cómodo no practicó el rigor moral de su padre y pronto se identificó con Hércules, empeñándose además en utilizar apelativos reservados a Júpiter. El año 190 cambió el nombre de Roma por el de Colonia Comodiana. Las disputas en la corte se agravaron, especialmente en el círculo de sirvientes más cercanos. Cómodo fue asesinado el 31 de diciembre del 192. Su memoria fue condenada al olvido y todas sus imágenes destruidas entre la alegría popular.

			Una familia africana (192-235)

			La misma tarde del asesinato de Cómodo, el Senado proclamó emperador a P. Helvio Pertinax (193), que ocupaba en ese momento el cargo de praefectus Urbis. De origen itálico y descendiente de esclavos, Pertinax se había labrado un sólido prestigio de buen militar en las guerras de Marco Aurelio. Su paso por el orden ecuestre y senatorial fue brillante, hasta convertirse en uno de los pilares de la dinastía reinante. Por tanto, nadie puso ningún reparo a su elección como príncipe. En su brevísimo reinado no pudo tomar apenas ninguna medida. Su enfrentamiento con la guardia pretoria fue decisivo. Este cuerpo de soldados había adquirido tanta fuerza en los últimos años del reinado de Cómodo que actuaba con total impunidad. A la postre, los pretorianos asesinaron a Pertinax el 28 de marzo del 193 sin que pudiera llegar a completar tres meses de reinado.

			El vacío de poder fue rápidamente llenado por un senador africano llamado Didio Juliano, carente de prestigio y de apoyos, pero con la suficiente fortuna para prometer a los pretorianos un generoso donativo de 25.000 sestercios por cabeza. Este acontecimiento, que recordaba lo acaecido en la crisis de los años 68-69 tras la muerte de Nerón, provocó el rechazo de los tres cuerpos de ejército más poderosos del Imperio. Las legiones de Siria y Asia Menor proclamaron emperador a su propio candidato, Pescenio Níger. Lo mismo hicieron las tropas del Danubio con Septimio Severo, y otro tanto el ejército de Britania con su gobernador Clodio Albino. Otra vez, la sombra de la guerra civil volvía a cernirse sobre el Imperio.

			Septimio Severo (193-211) no esperó a los acontecimientos, y a las dos semanas de conocerse la muerte de Pértinax, decidió marchar sobre Roma con su ejército del Danubio. Su llegada a Italia precipitó el asesinato de Didio Juliano y su proclamación como emperador por el Senado. Severo había nacido en la ciudad africana de Leptis Magna el 11 de marzo del 145. Fue nombrado cónsul el 190 y gobernador de Panonia Superior el 191, provincia en la que se hallaba cuando Pértinax fue asesinado. Tras poner orden en Roma, Septimio Severo se dispuso a neutralizar a los otros dos pretendientes a la púrpura imperial. Mediante un acuerdo firmado con Clodio Albino, al que había convertido en César, pudo dirigirse con garantías contra su oponente más peligroso, porque Pescenio Níger contaba con casi la totalidad del ejército de Oriente, especialmente el que defendía la frontera con los partos.

			La guerra comenzó pronto, el mismo año 193, y se concentrará en la zona de los estrechos entre Europa y Asia. La fortuna acompañó a Septimio Severo, que en la primavera del 194 ya controlaba toda la península de Anatolia. Los dos enemigos se encontrarán en la batalla decisiva de Isos, en el mismo lugar donde siglos antes Alejandro Magno había derrotado a Dario III, y allí Septimio Severo venció a Níger, que murió en la huida.

			Mientras buena parte del ejército mantenía el asedio de Bizancio, último reducto en el que se habían refugiado sus enemigos, Septimio Severo realizó el año 195 una rápida campaña más allá del Eúfrates que le permitió conocer mejor la zona y tomar contacto con el imperio parto. Tras lo cual pudo regresar a Occidente el año 196, donde le amenazaba la actividad de Clodio Albino. Este había decidido retirar las legiones de Britania y pasar a la Galia, gracias al apoyo de la población local e incluso el compromiso de la legión acantonada en Hispania. Esta amenaza obligó a Septimio Severo a enfrentarse al hasta entonces aliado, al que derrotó en una cruenta batalla cerca de Lyon el 11 de febrero del 197.

			El resto del reinado de Septimio Severo estuvo marcado por dos claros objetivos: asentar su dinastía y reparar las consecuencias de la guerra civil, especialmente en las fronteras del Imperio. Para lograr lo primero, el nuevo príncipe se empeñó en dar una imagen de continuidad con los emperadores que le habían precedido. El año 196 celebró la apoteosis de Cómodo y se proclamó hijo de Marco Aurelio. Para hacerlo más explícito, su propio hijo L. Septimio Basiano cambió el nombre a M. Aurelio Severo Antonino. Con ello evitaba la imagen de violencia con la que había llegado al poder y aseguraba la legitimidad de su dinastía, emparentando con los emperadores anteriores que habían gozado de un gran prestigio.

			Este esfuerzo de legitimidad lo acompañó con el proyecto de hacer popular a los miembros de su familia, incluyendo a su mujer Julia Domna, que procedía de una familia sacerdotal de Emesa (Siria). Ella recibió el título de madre de la patria, del Senado y del ejército. Su hijo mayor, Caracalla, fue nombrado Augusto el 198 con apenas diez años de edad. Por todas partes se propagó el concepto de domus divina para referirse a la familia imperial, no tanto con la intención de que sus miembros recibieran culto religioso, sino con el deseo de exaltar el valor de la dinastía. Toda la familia fue presentada como una unidad, incluyéndose los nombres de sus componentes en las inscripciones y documentos oficiales.

			El otro gran objetivo de Septimio Severo fue reparar los efectos colaterales de la guerra civil, especialmente los causados en las fronteras. El año 197, desaparecido Clodio Albino, el emperador volvió a trasladar el grueso del ejército romano a Oriente para una campaña contra los partos. A comienzos del año 198 ocupó la capital del imperio Ctesifón en Mesopotamia, dando un golpe de gracia a la dinastía Arsácida.

			El otro punto de atención se encontraba en Britania, que estaba pagando las consecuencias de la retirada masiva del ejército por Clodio Albino para trasladarse al continente. Tribus caledonias del norte de la isla había aprovechado la ocasión para asaltar la provincia, sometiendo a su población a un duro saqueo. El año 207, Septimio Severo se trasladó a York con toda la corte con la intención de dirigir personalmente las operaciones. A partir del año 209 comenzó a sentirse enfermo y entregó a su hijo Caracalla el mando supremo del ejército. El 4 de febrero del 211 morirá en York, dejando como herederos a sus dos hijos.

			El reinado de Septimio Severo fue sin duda de gran continuidad con los emperadores anteriores. No solo por querer reclamar la sucesión dinástica con los que le habían precedido, sino sobre todo por las medidas políticas que tomó en todo momento. A pesar de la apariencia de autoritarismo, de su consciente acercamiento a los soldados o al uso del título de dominus frente al de princeps, Septimio Severo no supuso ninguna ruptura en las formas de gobernar de los emperadores romanos.

			Entre sus últimas voluntades, el emperador difunto estableció el gobierno colegiado de sus dos hijos: Caracalla había sido nombrado Augusto el 198 y Geta el 209. De esta manera trataba de imitar el ejemplo que cincuenta años antes habían protagonizado Marco Aurelio y Lucio Vero, en su afán de identificarse con dichos monarcas. La difícil concordia entre los dos emperadores intentó salvaguardarla la emperatriz Julia Domna sin mucho éxito. La rivalidad entre los hermanos se fue agravando hasta llegar al enfrentamiento abierto. Caracalla logró con engaño asesinar a Geta a comienzos del 212, iniciando así un gobierno en solitario (211-217).

			La primera medida notable de gobierno de Caracalla fue su famoso edicto, que extendía la ciudadanía romana por todo el imperio. La denominada Constitutio Antoniniana tuvo un efecto más simbólico que real, pues pocos eran los habitantes del Imperio de condición libre que todavía no hubieran alcanzado el estatuto de ciudadano y que, por lo tanto, se pudieran beneficiar del nuevo edicto. Esta medida tuvo el valor de cerrar un proceso de más de doscientos años, en el que participaron todos los emperadores para lograr un espacio homogéneo e integrado en el que la igualdad de derechos fuera lo habitual. Durante los siglos I y II, millones de personas fueron admitidas en la ciudadanía romana y ahora Caracalla daba por concluido el proceso de manera solemne. 

			En política exterior, las fronteras del Rin y del Danubio volvieron a inquietarse por la llegada a esta zona de los alamanes, un pueblo de las estepas de Asia que desde el siglo anterior estaba alcanzando el centro de Europa. Pero la decisión más importante de Caracalla fue la de iniciar una nueva campaña en Oriente contra los partos, aunque no hubiera motivos de peso para ello. En el año 215, al frente de un notable ejército, Caracalla se trasladó a Alejandría y desde allí como si fuera un nuevo Alejandro Magno se dirigió a Antioquía con la intención de pasar al interior del continente. Al año siguiente alcanzó el Tigris, cerca de donde había tenido lugar la batalla de Gaugamela. Pero el año 217, cuando preparaba un nuevo avance hacia el interior, fue asesinado.

			En el mismo campamento imperial va a ser proclamado emperador M. Opio Macrino (217-218), prefecto del pretorio de Caracalla, nacido en Cesarea de Mauritania y de condición ecuestre, siendo el primer caballero en acceder a la púrpura imperial. Su primera medida fue la firma de una paz rápida con los partos y la retirada del ejército de Mesopotamia.

			La reacción contra el nuevo emperador llegó a través de la familia política de Caracalla. La hermana de su madre Julia Mesa vivía en la ciudad siria de Emesa, y allí había logrado aunar voluntades entre ricos parientes e influyentes amistades para colocar en el trono a su nieto Heliogábalo. El momento oportuno fue el paso por Emesa de parte del ejército que se retiraba de la campaña contra los partos. Con promesas de dinero y la falsedad de que Eliogábalo era el auténtico hijo de Caracalla, Julia Mesa logró el apoyo de toda una legión, que proclamó emperador al joven pretendiente el 16 de marzo del 218. Macrino fue derrotado en las cercanías de Antioquía y murió al poco mientras huía.

			El reinado de Heliogábalo (218-222) fue bastante efímero. Con apenas quince años estuvo permanente controlado por su abuela Julia Mesa y su madre Julia Soemias. Su llegada a Roma tuvo lugar en el otoño del 219, tras haber visitado las legiones del Danubio, donde se le juró lealtad. En un intento de asegurar la dinastía, Julia Mesa logró que Heliogábalo nombrara César a su primo Severo Alejandro, cuatro años menor. Sin embargo, esta medida no mantuvo unida a la familia, sino que las disputas internas llevaron al asesinato del emperador y de su madre el año 222.

			Severo Alejandro (222-235) accedió al poder también muy joven, con catorce años de edad, y bajo la permanente tutela de su madre Julia Mamea. Su carácter enfermizo y reservado provocó un permanente aislamiento de las tareas de gobierno, que dejó en manos de su madre y de diversas personalidades influyentes como el jurista Ulpiano, su prefecto del pretorio.

			La ausencia de amenazas externas en las fronteras hasta los años treinta permitió una primera etapa de reinado pacífico, marcado por el desarrollo institucional y ciertas obras públicas de gran envergadura. Sin embargo, los nuevos ataques de persas y alamanes en las fronteras de Oriente y del Rin y Danubio mostraron lo frágil que era el reinado de Severo Alejandro. Un factor novedoso fue la sustitución en Oriente de la dinastía Arsácida por la nueva familia persa de los Sasánidas (226), que cambiará el panorama militar, ya que la nueva dinastía se comportará de una manera más agresiva al pretender recuperar el viejo imperio persa levantado por Ciro el Grande, que extendía sus fronteras a todo el Mediterráneo oriental. Sus ataques se iniciaron el 230, tomando por sorpresa y superando a las legiones de Oriente. Una campaña dirigida por el mismo emperador, entre el 231 y 232, en el interior de Mesopotamia, concluyó en notable fracaso. 

			Las noticias de nuevos asaltos en la frontera del Danubio y del Rin obligaron a Severo Alejandro a regresar a Europa. El limes había quedado desguarnecido al retirar el emperador tropas que llevar a Oriente, debilitando la resistencia romana. El descontento por la escasa habilidad con que el príncipe gestionaba los problemas militares provocó su asesinato cerca de Maguncia en marzo del 235 junto a su madre. Con él concluyó la dinastía de los Severos y se abrió un periodo de inestabilidad en el que la institución imperial será sometida a toda clase de pruebas internas y externas.

			2. La ecúmene romana

			Probablemente uno de los actos de gobierno más significativos del Imperio romano fue protagonizado por el emperador Claudio el año 49. Por aquel entonces se estaba discutiendo cómo completar los puestos vacantes del Senado y si había que buscar a los nuevos senadores entre las aristocracias provinciales, especialmente de origen galo. Según cuenta el propio Tácito (Anales, 11.23-24), voces discrepantes se levantaron en el Senado contra esta medida, aduciendo que no hacía falta irse tan lejos para encontrar candidatos dignos de ser senadores; que Italia seguía teniendo el vigor suficiente para promoverlos como había hecho durante siglos. Por lo tanto, se pedía el rechazo del proyecto de abrir de modo general el Senado a los provinciales. Fue el propio emperador Claudio quien zanjó la cuestión con uno de los discursos más decisivos y plásticos de por dónde iba la sociedad romana en el siglo I. De las palabras del emperador cabría destacar las siguientes: «¿Acaso nos arrepentimos de que los Balbos hayan venido de España y otros hombres no menos ilustres de la Galia Narbonense? Quedan sus descendientes y no nos van a la zaga en amor a la patria. ¿Por qué otra razón se produjo la perdición de los lacedemonios y de los atenienses a pesar de su potencial en armas, sino por mantener apartados a los vencidos como si fueran extranjeros? Nuestro fundador, Rómulo, fue tan inteligente que a muchos pueblos, en el mismo día, les consideró como enemigos y luego como ciudadanos».

			Cuando Augusto se asentó en el poder y creó el régimen del Principado, el Imperio romano distaba mucho de ser un espacio homogéneo. Se trataba más bien de un gigantesco mosaico de lenguas, razas, culturas y tradiciones difícilmente encajables unas con otras. La variedad de estatutos jurídicos de sus habitantes era enorme, y la falta de uniformidad de sus ciudades, un factor de preocupación. El sistema urbano de época de Augusto era muy incipiente y la situación no era la misma en Oriente que en Occidente. Tampoco en esta última zona las ciudades evolucionaban a la misma velocidad, porque Hispania, el norte de África o las provincias fronterizas llevaban ritmos desacompasados. Por ende, el Imperio también acogía a grandes grupos tribales que apenas habían evolucionado junto a reinos vasallos en determinados puntos fronterizos, a lo que se sumaban en Oriente pequeños estados propiedad de tempos que gozaban de una gran autonomía.

			Toda esta diversidad tendría que haber supuesto una enorme dificultad para el gobierno del Imperio, por la gravedad de los problemas provocados. Sin embargo ello no fue así, porque a la postre Roma logró unas cotas de cohesión e integración como nunca había sucedido en la historia. Muy atrás, en los años de la República, quedaron las sublevaciones violentas contra el poder romano. No volvió a ser necesario amenazar con represalias a posibles provinciales díscolos. Prueba de ello fue que las legiones romanas se ubicaron en las fronteras, mirando hacia el exterior, muy lejos de los habitantes del Imperio, que vivían con tranquilidad sus nuevas vidas.

			La realidad política y social de los primeros siglos de la era cristiana fue de aceptación plena del régimen imperial, que no va a ser cuestionado en ningún momento. La población en general, en la multitud de sus formas y estados de evolución, abandonó toda voluntad política de resistencia a Roma y aceptó sin más los beneficios de la nueva realidad institucional. Pronto comprendieron que el gobierno del emperador se preocupaba de modo razonable por satisfacer sus necesidades, y a ello se respondía con acatamiento. Ni siquiera entre los muchos intelectuales de la época surgió un pensamiento político que propusiera alternativas al régimen imperial: o sea, otras soluciones, aunque fueran utópicas. En estos momentos no se va a producir lo característico de las situaciones de crisis, como lo ocurrido en Grecia en el siglo IV o en Roma en los siglos II y I a. C., momento en el que aparecieron teóricos de la política que abanderaban soluciones alternativas. Esto no sucedió entonces porque el Imperio se había convertido en la única realidad imaginable.

			La excepción a todo lo dicho hasta ahora la protagonizó el pueblo judío, que se levantó en armas varias veces contra Roma. Pero sus motivos no eran enteramente políticos, sino especialmente religiosos. La visión teocrática y nacionalista de entender la realidad fue sin duda su nota definitoria. Los judíos solo podían sentirse satisfechos en un gobierno de sus propios sacerdotes que aplicara de modo estricto la Torá, y esto dificultaba enormemente su encaje en un sistema abierto y flexible como el que generó Roma. 

			Muchos fueron los factores que ayudaron a cohesionar el Imperio y a hacerlo estable; pero si hubiera que destacar alguno en particular habría que decir que el más importante fue la decisión de los emperadores de apoyarse permanentemente en las oligarquías locales. En el discurso de Claudio sobre la admisión en el Senado de aristócratas galos, la cuestión importante no era si los senadores debían venir de aquí o de allá. La cuestión clave era qué papel se otorgaba en el Imperio a las oligarquías locales. Si el Principado tenía que ser una realidad exclusivamente itálica, una especie de derecho propio de los que habían conquistado el Mediterráneo, o cabía abrirse a aquellos que habían aceptado como irreversible la nueva realidad política. Por fortuna para todos, Roma supo estar al lado de los que demandaban una mayor integración.

			Como en la República, la nota peculiar de esta sociedad integrada de los siglos I y II fue su carácter profundamente aristocrático: no porque los emperadores fueran también aristócratas y gustaran de dichos valores e ideales, sino porque se potenció intencionalmente a las oligarquías locales hasta convertirlas en los auténticos cimientos del Imperio. No solo eran siempre los primeros que recibían la plena ciudadanía romana, sino sobre todo eran los únicos gobernantes de sus ciudades y tenían la suficiente autonomía para hacer y deshacer a voluntad. Las nuevas formas de prestigio y autorrepresentación, tenían muy en cuenta a las oligarquías urbanas para que pudieran recibir el homenaje de sus conciudadanos. Para ellos se van a crear mecanismos que les permitirán acceder a la promoción social: todos contaban con los instrumentos necesarios para poder dar el salto al orden ecuestre y luego a Roma, hasta convertirse en los auténticos gobernantes del Imperio. La consecuencia lógica de todo ello fue que las aristocracias del Mediterráneo, agradecidas al emperador por tanto apoyo, se encargaron de apuntalar el régimen y darle una solidez como nunca había ocurrido.

			Romanización y desarrollo urbano

			Por romanización se entiende el proceso de transformación cultural que hizo posible la conversión del Imperio en un espacio único y coherente. Cuando concluyeron las guerras civiles que pusieron fin a la República, el Mediterráneo podía considerarse como una unidad política que distaba mucho de ser un ámbito de convivencia. El Imperio romano se había formado por la acción aplastante de las legiones sin tener en cuenta que en su interior se amontonaban poblaciones que nada tenían que ver unas con otras. Difícilmente un egipcio, un galo o un númida podrían sentirse cómodos conviviendo entre sí; como seguramente también pasaría con un hispano, un panonio o un griego. El Imperio romano era en sus inicios un gran mosaico plural donde decenas de lenguas y razas se sumaban a cientos de religiones y formas de vida muy enfrentadas. Cualquier observador externo podría haber pensado que con esos mimbres difícilmente se podría construir algo duradero y estable. Sin embargo, dicha realidad se pudo revertir gracias a la acción exitosa de los emperadores de los siglos I y II que, a pesar de sus limitaciones personales, mantuvieron una acción continuada que se ha denominado romanización y que se manifestó por dos caminos: la extensión de la ciudadanía romana por el Mediterráneo y la difusión de unos modos de vida. No solo se logró extender el latín por Occidente, sino conseguir que los provinciales aceptaran libremente los valores y mensajes emitidos desde Roma.

			La extensión de la ciudadanía fue el proceso por el que millones de provinciales, antiguos enemigos de Roma, recibieron todos los derechos políticos y jurídicos íntegros que habían sido exclusividad de sus conquistadores. En ello, los propios romanos mostraron una generosidad que la historia no ha dejado de alabar, porque exigió de los romanos la ruptura de una mentalidad muy arraigada tras siglos de historia. En el mundo antiguo era inconcebible que una ciudad concediese la ciudadanía en masa a un número elevado de personas. En Grecia, por ejemplo, las ciudades tenían un territorio muy reducido que apenas bastaba para alimentar a sus habitantes. Por tanto, no era nada frecuente que se produjeran crecimientos masivos de población por la ampliación de la ciudadanía a extraños. Cuando una ciudad se sentía fuerte, solía extender su hegemonía a sus vecinos, pero ello no implicaba tratarlos como iguales. Por tanto, la ciudad solo concedía la ciudadanía en muy contadas ocasiones y casi siempre a título personal para aquellos benefactores que se hubieran comportado con generosidad. Roma inicialmente también se negó a extender su ciudadanía de modo masivo e inventó soluciones diversas, como el derecho latino o la ciudadanía sin sufragio. Tuvo que ser una guerra violenta contra sus propios aliados entre el 91-89 a. C. la única manera para que rectificara abiertamente. Todo esto cambió durante el Imperio, cuando se optó por facilitar la concesión masiva de la ciudadanía. Durante el siglo I y II, millones de provinciales (peregrinos) van a recibir la plena ciudadanía romana como premio a su fidelidad a Roma y al acatamiento de su orden político.

			La concesión del Derecho Romano se hizo de modo progresivo, siguiendo modelos distintos en Oriente y en Occidente, pero en ambos casos apoyándose en la aristocracia local para luego generalizar el estatuto jurídico al resto de la población. En las provincias occidentales el modelo más frecuente fue la creación y promoción de ciudades, que no solo servían para concentrar a la población, sino que se convertían en poderosos motores de cambio cultural. A través de la extensión del derecho latino a las ciudades provinciales se fue logrando el eficaz proceso de transformación. En Oriente, la evolución fue más lenta y complicada. Allí existían ciudades populosas cuyos habitantes se sentían muy orgullosos de su pasado, y por tanto no muy dispuestos a cambiar su condición de ciudadanos. Aquí Roma no pudo fundar apenas ciudades nuevas, salvo algunas colonias de veteranos, ni mucho menos hacer que se aceptase la ciudadanía latina, que interesaba a muy pocos. Por ello, la estrategia fue buscar la colaboración de las elites locales, concediéndoles a ellas nominalmente la ciudadanía, para que luego se encargaran a su vez de convencer al resto de la población. Esto explica que la romanización en Oriente fuera más lenta que en Occidente y que hubiera que esperar hasta la mitad del siglo II para que el proceso fuera irreversible.

			Una segunda vía para la extensión de la ciudadanía romana fue el ejército. Las legiones estaban integradas únicamente por ciudadanos, pero junto a ellas también luchaban tropas auxiliares de muy variada procedencia. A partir del emperador Claudio, y luego de modo intenso con Adriano, se generalizó la práctica de recompensar a estos soldados auxiliares cuando se licenciaban. No solo se les entregaba una sustanciosa suma de dinero, sino que también se les concedía la plena ciudadanía. Ello resultaba lógico al entenderse que los veinte años de servicio militar, vividos en permanente contacto con los auténticos romanos, eran suficientes para garantizar que estaban preparados para recibir el nuevo estatuto jurídico. Además, la concesión del emperador solía extenderse a la mujer y a los hijos que el veterano pudiera tener en el momento de licenciarse. Ello fue una vía por la que millares de personas alcanzaron la condición de ciudadanos.

			Todo confluyó el año 212, cuando el emperador Caracalla decretó la extensión de la ciudadanía a la práctica totalidad de los habitantes del Imperio. Con ello se cerró el proceso más exitoso de la historia de Roma, ya que consiguió crear un espacio único y homogéneo de un territorio que difícilmente hubiera podido controlarse.

			Además de la extensión de la ciudadanía durante los siglos I y II, la romanización también provocó la difusión de un estilo de vida muy romano, que tenía en la ciudad su nota más característica. A lo largo y a lo ancho del Mediterráneo se encontraban miles de ciudades que acogían al conjunto de la población. Roma era, ante todo, una ciudad, y especialmente la única ciudad auténtica con todas sus potencialidades. Más que las conquistas de nuevos territorios, más que las mejoras económicas indudables, el gran éxito del Imperio fue el proceso urbanizador que emprendió en los primeros siglos de la era cristiana.

			Desde César y Augusto, el poder romano asumió el gran reto de crear un mundo de ciudades, muchas de ellas surgidas en territorios donde nunca antes habían existido, como Hispania, el norte de África o la lejana frontera del Rin. Gracias a un intenso esfuerzo de promoción se evitó el riesgo de que se creara un imperio descompensado. Las orillas del Mediterráneo estaban pobladas de ciudades populosas y centenarias, lo que no sucedía en la periferia, que no había tenido la suerte de disfrutar igualmente de la civilización. Sin la acción consciente de los emperadores podría haber surgido un imperio dislocado, sin capacidad de evolucionar armónicamente y, por tanto, podría haber llevado a la ruina la unidad política.

			La ciudad era el auténtico espacio vital para los millones de habitantes del Imperio. Aunque se podía viajar por todas partes, en la Antigüedad muy pocos lo hacían realmente. La mayoría de la población apenas rebasaba los escasos kilómetros cuadrados en donde transcurrían sus vidas. Para ellos el mundo no era la ecúmene defendida por los pensadores estoicos, sino el espacio urbano y su territorio, en el que pasaban la mayor parte de sus años. La ciudad se convirtió así en el mejor modo de integración y de cohesión, porque a través de ella millones de súbditos del emperador recibían los beneficios de la civilización y se sentían parte de un proyecto común llamado Roma.

			Por ciudad (civitas) se entiende la unidad administrativa local del Imperio romano. Está integrada por un núcleo urbano más o menos amplio y un territorio circundante de donde obtiene recursos e ingresos. La ciudad, como parte del Estado romano, tiene competencias políticas y de gestión, propias y no delegadas. Bajo la dirección de un senado local (curia), sus habitantes tienen capacidad para elegir a sus magistrados y tomar sus propias resoluciones vinculantes. Se desconoce el número total de ciudades que se extendían por el Imperio, pero muchos autores han hablado de más de cinco mil. Las había de todos los tamaños: las más abundantes eran las ciudades pequeñas, con una población de entre 1.000 y 2.000 habitantes. Junto a estas estaban las ciudades de tamaño medio y una población de entre 10.000 y 20.000 personas. Grandes ciudades, de entre 50.000 y 100.000 habitantes había pocas: la mayoría en Oriente, y se trataba de capitales de provincia o de grandes centros portuarios.

			Hasta que concluyó el proceso urbanizador a finales del siglo II, el estatuto jurídico podía ser muy variado. En primer lugar, estarían las ciudades estipendiarias, libres o federadas. Por encima de ellas se encontraban las ciudades privilegiadas: municipios y colonias. De estas dos, los municipios, continuadores de la tradición colonizadora de Roma en Italia, solían ser ciudades provinciales a las que, por su avanzado estado de romanización, se les concedía el derecho latino y, por tanto, se gobernaban siguiendo patrones romanos, aunque no disfrutaban de la plena ciudadanía. Solamente la clase dirigente de los municipios podía alcanzar esa condición tras el ejercicio de las magistraturas locales. 

			Las colonias representaban el nivel superior de desarrollo urbano. Inicialmente, durante la República, eran asentamientos acotados de veteranos de guerra o de población necesitada de Roma, a la que se les asentaba en un nuevo territorio para que pudieran rehacer sus vidas. César y Augusto promovieron este tipo de asentamiento en Oriente y Occidente, especialmente para los veteranos de las guerras civiles. Sin embargo, pronto, especialmente a partir de Claudio, los emperadores comenzaron a donar este estatuto a los municipios que lo merecieran y que suponía la conversión de todos sus habitantes en ciudadanos romanos de pleno derecho. Estas ciudades estaban gobernadas por un senado (curia) cuyos miembros procedían de los magistrados electos por la asamblea popular. Muy importantes fueron también las ciudades que surgieron junto a los asentamientos legionarios (cannabae) en las líneas fronterizas. Ciudades al servicio del acuartelamiento que, en los siglos I y II, se convirtieron en potentes focos de romanización en aquellas zonas más recónditas y alejadas del Imperio.

			Con el proceso urbanizador, Roma creó un tipo de ciudadano muy peculiar que tenía, por así decirlo, una doble identidad. En primer lugar, una identidad local, derivada de su lengua, religión y tradiciones ancestrales, que le permitían desarrollarse plenamente como persona. Y, en segundo lugar, una identidad política derivada de su condición de ciudadano de Roma, lugar al que seguramente nunca iría de visita, pero que era el baluarte de sus derechos y el garante de su bienestar.

			La estructura social y económica del Imperio

			La principal característica de la sociedad romana imperial fue su gran diversidad y complejidad. Desde la cúspide hasta sus niveles más bajos se daba una impresionante variedad de matices que rechazaba cualquier intento de nivelación. Entre los millones de habitantes que llegó a tener el Imperio en el siglo II se daba todo tipo de posibilidades en función de la riqueza, del prestigio, de la participación en las tareas de la administración, etc.

			En lo alto de la pirámide social, junto al emperador, se encontraba la clase dirigente. A ella pertenecían los consulares, los gobernadores de provincias y de unidades legionarias, además de los miembros de la Cancillería imperial. De este grupo de personas salían las principales decisiones políticas, la dirección de la guerra, la administración de justica o la gestión de la hacienda pública. Estaba integrada por miembros del orden senatorial y por aquellos caballeros que habían accedido a los puestos procuratorios. Incluso también podrían incluirse los libertos del emperador, que gozaban de la total confianza del soberano. Aunque de un nivel social muy inferior a los otros, lograban acumular un poder impresionante.

			Por debajo de los anteriores se encontraban los oligarcas locales, con funciones de gobierno en sus ciudades o en los órganos consultivos de la provincia (concilium y koiná). Eran grupos de propietarios con un prestigio tan alto que disfrutaban de una enorme influencia social. Entre ellos destacaban los miembros del orden ecuestre, que solían ser los aristócratas locales de las grandes ciudades provinciales. Los notables ingresos económicos que poseían, y que les habían permitido acceder al estatuto de caballero, también les facilitaban el acceso al servicio del emperador como procuradores e, incluso más adelante, su posible admisión en el Senado.

			Las clases medias del Imperio eran enormemente desiguales, pero no por ello dejaban de constituir la auténtica base del régimen político. Estos grupos estarían compuestos por las oligarquías de pequeñas ciudades (decuriones), por propietarios de tierras y por aquellos que tras el servicio en el ejército se habían incorporado a la vida urbana: centuriones, suboficiales, pretorianos, etc. Dentro de este grupo había que incluir también a muchísimos libertos que, tras su manumisión, habían logrado salir adelante amasando una cierta fortuna.

			A las clases bajas pertenecerían gentes de muy variada condición: trabajadores asalariados y personal de servicio, divididos entre plebe urbana y plebe rústica. A ellos se sumarían los pobres sin recursos que vivían de la generosidad de otros. Incluso habría que añadir la masa de esclavos, de vida muy desigual que no formaban realmente una clase social.

			Así como el pensamiento griego especuló sobre todas las circunstancias de la vida humana: sobre cómo usar la razón o cuáles eran las formas ideales de convivencia, sin embargo nunca llegó a interesarse por la economía y por cómo lograr que el mundo en el que el hombre vivía funcionara con criterios más prácticos en la producción y comercialización de bienes. En la Antigüedad nunca se produjo un pensamiento económico que propusiera soluciones globales en este aspecto tan importante de la vida humana.

			La lógica consecuencia de esta falta de especulación fue que ningún gobernante, y entre ellos los emperadores romanos, desarrolló un programa económico, sino que se desentendieron totalmente de esta actividad. Quizás el único principio global que por entonces se veía evidente para desarrollar la economía era el de que la paz y la estabilidad generaba siempre bienestar y crecimiento. Por tanto, los emperadores romanos apenas tomaron decisiones económicas y solo se contentaron por crear las condiciones necesarias para el desarrollo: se apoyó la propiedad privada, se idearon mecanismos jurídicos que garantizaran los contratos y las transacciones comerciales, se amplió la red viaria a nivel global y también promovieron otras obras públicas, como las mejoras de los puertos o la creación de grandes mercados.

			La agricultura fue el principal ámbito económico del Imperio. Sin embargo, las fuentes no permiten hacer una valoración global de qué decisiones tomó el poder central para protegerla y potenciarla. Salvo medidas muy puntuales y aisladas como las de Domiciano y Trajano sobre la situación del campo itálico, prácticamente no sabemos nada del posible interés de los emperadores romanos por esta actividad. La información que casi siempre se conserva es de carácter local y provincial, obtenida de los restos arqueológicos. Existe el gran peligro de errar en la visión de Roma si se pretende generalizar a todo el Imperio la información local o situaciones concretas que no son extrapolables.

			El único aspecto en el que intervinieron permanentemente los emperadores romanos fue en la acuñación de moneda, pues se convirtieron en los garantes de los pesos y medidas del sistema monetario. Desgraciadamente, las fuentes no informan qué criterios se utilizaban para acuñar más o menos dinero o para intervenir en su valor a través de la variación de la ley de los metales preciosos. Para que esas alteraciones resultaran eficaces, los gobernantes deberían haber tenido información sobre la marcha de la economía o previsiones realistas de futuro. Sin embargo, desconocemos hasta qué punto eso era posible para un Estado como el romano, que sistemáticamente se negaba a reunir información sobre ello. 

			Durante los años del Principado, la característica fundamental fue la dispersión de los centros de emisión de monedas: no solo se acuñaba a nivel central, sino que también las provincias lo hacían e incluso muchos municipios se sumaron a esta actividad. Ello provocó que hasta la Antigüedad tardía no se lograra una total uniformidad en los tipos y pesos, pero, por otro lado, sí que facilitó que la economía monetaria se extendiera por todas las provincias. La romanización llevó consigo la difusión por todas partes del modelo romano de acuñación.

			La herencia de la República condicionó las formas en que operó la administración imperial. La práctica habitual durante las guerras civiles fue que, junto a la caja central en Roma, muchos generales romanos acuñaran sus propias monedas con la que pagar las campañas, de ahí que los centros de emisión se dispersaran por las provincias según marchaban los ejércitos. Ello se hacía en busca de una mayor eficacia: porque acuñar moneda era siempre muy fácil y, por el contrario, su transporte era normalmente muy complicado. La tendencia habitual era acuñar la moneda en los lugares donde más se necesitaba, porque de haber existido un único centro emisor, este no siempre hubiera podido llegar a tiempo para realizar los pagos previstos. Como la moneda en la Antigüedad no tenía carácter fiduciario, sino que el valor de cambio se identificaba con el propio valor material, el emisor que tuviera plata u oro podía emitir moneda libremente. Entonces, el dinero no se contaba sino que se pesaba, y eso era a la postre lo que realmente importaba.

			Durante el reinado de Augusto, el emperador acuñó moneda en diversas ciudades de sus provincias. A partir de Calígula esta actividad se concretó mayormente en Roma, pero según las necesidades se podían promover grandes emisiones en otras partes. También los emperadores controlaban las acuñaciones provinciales, que buscaban surtir de numerario las distintas partes del Imperio, especialmente en Oriente. Alejandría y Antioquía se convirtieron en grandes centros emisores. Por último, durante la dinastía Julio-Claudia se dieron emisiones locales siguiendo patrones romanos y con mención de los magistrados del lugar.

			El sistema monetario romano se basó en tres monedas fundamentalmente. La moneda más valiosa era el áureo, que contenía unos ocho gramos de oro. Se usaba para las grandes transacciones y muy poco para la vida cotidiana. En el día a día se empleaba el denario de plata, que en época de Augusto tenía cuatro gramos de plata (1 áureo = 25 denarios). Junto a estas dos se encontraba el sestercio de latón, con un peso de veintisiete gramos (1 denario = 4 sestercios). Prácticamente estas dos últimas monedas cubrían la mayor parte de las necesidades de la población.

			La reflexión en torno a Roma

			En el siglo II, el poder de Roma y de los emperadores se convirtió en una realidad incuestionable. Los tímidos intentos del historiador Tácito por defender algunas soluciones republicanas se apagaron totalmente tras su muerte. El pensamiento político crítico contra el Principado quedó acallado durante décadas, pues nadie creía necesario levantar su voz contra un régimen aceptado totalmente. El género biográfico se abrirá paso a lo largo de este siglo, desplazando a la teoría política y al propio relato histórico. El emperador, y no el Estado, se convertirá en el centro del interés general como consecuencia de una realidad insoslayable. 

			Las colecciones de biografías de emperadores o de grandes personajes marcarán buena parte de la literatura del siglo II. Pero del emperador no interesaba tanto su gestión política o los resultados de su administración, donde se podrían introducir críticas y hasta un serio rechazo. De lo que tratarán las fuentes literarias será de la vida privada, de las virtudes y vicios de cada soberano y de aquellos aspectos que pudieran ser presentados como modelos a imitar. La crítica al poder quedó totalmente desterrada en el siglo II ante la profunda despolitización de la sociedad romana.

			En las letras latinas, Suetonio (70-130) va a ser el mejor representante de este género. Fue un caballero romano que sirvió en importantes puestos de la Cancillería imperial durante los reinados de Trajano y Adriano. En el año 120 publicó su obra Vida de los doce Césares, con el relato biográfico de aquellos que habían gobernado Roma desde César a Domiciano. Su obra está absolutamente despolitizada. A Suetonio no le interesaba elogiar o criticar a los emperadores en función de su gestión pública, sino destacar su decencia y establecer un juicio moral del biografiado. Ello le permitía presentarlos como modelo de virtudes a seguir o de defectos a evitar.

			Plutarco de Queronea (40-120) fue sin duda el mayor representante del genero biográfico de toda la Antigüedad. Es conocido principalmente por sus Vidas paralelas, colección de biografía de personajes griegos y romanos con características comunes y que por ello podían ser presentados conjuntamente. Al igual que Suetonio, la presentación de los distintos personajes no tiene la más mínima finalidad política, sino un objetivo moral. Los grandes personajes de Grecia y Roma son principalmente modelos de virtudes o de pésimo comportamiento. Como buen platónico, Plutarco buscaba ante todo educar a sus lectores sirviéndose de la vida de sus biografiados. Estos son ante todo seres humanos y como tal son juzgados, aunque hayan sido también grandes genios de la política o de la guerra.

			Un último escritor al que vale la pena señalar fue Elio Arístides (129-189), un orador griego que pertenecía a lo que se ha llamado la segunda sofística. Se dedicaba a recorrer diversas ciudades donde realizaba discursos públicos de alto contenido oratorio. En ellos alababa al emperador, a los dioses y, muy frecuentemente, a la ciudad que le acogía. De él se conservan dos discursos especialmente significativos: uno sobre Atenas (Panathenaikos) y otro sobre Roma, pronunciado el año 143 en presencia del emperador Antonino Pío.

			Se trata de una de las mayores alabanzas realizadas a Roma y a su Imperio, hecha además por un autor de origen y formación griega. Para Arístides, Roma era un imperio sin límites donde nunca se ponía el sol y que había traído la paz y la seguridad al género humano. Su imperio había sido capaz de superar a todos los anteriores, incluso al de Alejandro Magno, pues su muerte prematura no le permitió consolidar su obra. Porque el Imperio romano no solo fue grande por la extensión de sus provincias, sino que especialmente lo fue por su ordenamiento político, que permitió que sus habitantes fueran libres y pudieran participar en su gobierno.

			Según Arístides, gracias a Roma el mundo entero se había transformado en una única ciudad en la que todos podían ejercer sus derechos. Tanto ricos como pobres, griegos o bárbaros, son tratados de la misma manera y pueden apelar al emperador, logrando de él justicia para sus causas. Cada cual puede viajar a donde quiera sin tener que temer por su seguridad. Roma no era una mera ciudad, sino que se había transformado en una auténtica familia. El poder romano, concluía Arístides, era como el de Zeus, y los pueblos debían rezar constantemente para que se mantuviera por toda la eternidad.

			Independientemente de lo ponderadas o no que fueran las afirmaciones de Elio Arístides, lo cierto es que este discurso, pronunciado por un intelectual griego, constataba que un largo proceso histórico había llegado a su fin: el del tipo de expansión y el modo de gobierno desarrollados por Roma y que la habían convertido en cabeza del mundo entero.

			La expansión romana desde sus orígenes había tenido unas características específicas que la hicieron muy singular frente a otros imperios como el de Alejandro Magno. En el caso de Roma, las conquistas militares casi nunca fueron fruto de cálculos estratégicos globales o el resultado del deseo de controlar grandes vías comerciales para enriquecer así a su población. Casi siempre fueron la consecuencia de actos imprevistos o de circunstancias incontrolables que obligaban a las legiones a librar importantes batallas. El imperialismo romano estuvo motivado en la mayoría de los casos por factores subjetivos, como el deseo de seguridad ante temores más o menos reales. El miedo a un enemigo externo movía mucho más a la guerra que la necesidad de conquistar espacios geográficos coherentes para su posterior explotación. 

			Esta visión de la guerra, hasta cierto punto subjetiva, va a motivar que los escritores latinos asumieran como inevitable una continua expansión que no podía detenerse en ningún momento. Cada conquista suponía el desplazamiento de las fronteras hasta nuevos territorios desconocidos, lo que implicaba la creación de nuevos enemigos donde antes no existían. De ahí que en la República se acuñara el concepto tan ciceroniano de la prorrogatio imperii como fórmula que resumía la permanente expansión romana hasta abarcar la tierra entera, desde donde sale el sol hasta su ocaso.

			Sin embargo, la implantación del Principado provocó un cambio profundo en la visión romana del enemigo permanente, que conducirá a la desaparición de esta concepción tan subjetiva de la guerra. Aunque el planteamiento de Augusto sobre la expansión fue muy republicano y muchos de sus sucesores respondieron a la misma idea de la expansión sin límites, lo cierto es que la paz general que se vivió en los siglos I y II ayudó a acabar con la vieja mentalidad. La extensión de la ciudadanía y una gestión razonable de los asuntos públicos generaron el suficiente bienestar como para provocar profundos cambios en esta perspectiva romana. Por ello, muchos escritores de los siglos I y II comenzaron a poner en duda la expansión a ultranza que habían realizado las legiones. Personajes como Estrabón, Séneca o Veleyo Patérculo levantaron sus voces para preguntarse si los beneficios de más conquistas compensarían realmente los enormes gastos que implicaban.

			En el siglo II acabó triunfando la ida de que Roma había alcanzado sus límites naturales y que ya formaba una unidad coherente y segura. Adriano fue el primer emperador que puso fin a la vieja concepción de la prorrogatio imperii republicana, que había tenido su epígono con Trajano. Su decisión de fijar las fronteras y de renunciar a cualquier expansión sin sentido no fue fruto de un simple cambio de rumbo o de una mera opción personal. Con Adriano se puso el broche final a un largo proceso de maduración política de toda la sociedad romana: la renuncia a la conquista del orbis terrarum, de aquellas tierras que se extendían desde donde sale el sol hasta el ocaso. En su lugar va surgir el nuevo concepto del orbis romanus, o sea, aquel espacio comprendido dentro de unas fronteras protegidas por las legiones y gobernado por la autoridad del emperador.

			Desde entonces, el Imperio ya no será visto como algo estrictamente romano y en permanente cambio al estar siempre abierto a la posibilidad de incorporar nuevos territorios, sino como el bien común del que pueden participar todos sus habitantes. Elio Arístides fue el primero griego que dejó de hablar del “mundo romano” para empezar a hablar de “nuestro mundo”. El viejo orbis terrarum del que hablaban Cicerón y Augusto acabó convirtiéndose en el orbis romanus de todos los habitantes del Mediterráneo. Como señaló el poeta del siglo IV Rutilio Numantiano refiriéndose a Roma: «Tú has hecho de muchos pueblos una única patria / a aquellos sin leyes que has conquistados, / has beneficiado entregándoles tu propio derecho / has hecho una urbe de lo que antes era todo un orbe» (Poemas, 1.63-66).

		


		
			VIII.

            La práctica de gobierno (14-235)

            
            
			El conocimiento que actualmente se tiene de la administración imperial no procede únicamente de la información aportada por las fuentes antiguas. Aunque parezca increíble, los escritores romanos apenas dejaron información de cómo funcionaba un Estado complejo, capaz de dirigir las vidas de decenas de millones de personas por toda la superficie del Mediterráneo. Aunque son muchas las menciones literarias al emperador, al Senado y a miles de decisiones de gobierno, hasta ahora no se ha conservado ningún escrito sobre cómo fue surgiendo y se organizó el gigantesco aparato administrativo del Imperio, a excepción de sus ciudades.

			Sin embargo, a pesar de las notables dificultades que supone la escasez de datos, la investigación moderna ha logrado recuperar del pasado los elementos fundamentales de la administración romana, hasta llegar a conocerla con una profundidad mucho más que aceptable. Ello ha sido el logro de múltiples investigadores que, desde el siglo XIX hasta hoy, han recompuesto el puzle del gigantesco Estado romano por la vía de reunir la información dispersa que aporta la epigrafía. Gracias a la acumulación y estudio de millones de datos puntuales, repartidos por todo el Mediterráneo en inscripciones muy variadas, ha sido posible obtener unos conocimientos que hubieran quedado enterrados en el olvido de la Historia.

			Uno de esos investigadores con los que la Historia de Roma tiene una deuda impagable fue Eric Birley (1906-1995). Estudiante de Historia Antigua en la Universidad de Oxford, se inclinó desde muy pronto por la Arqueología, excavando en 1927 en el Muro de Adriano y en otras partes de la Britania romana. En 1931 ganó la plaza de profesor en la Universidad de Durham, donde permaneció hasta su jubilación. A partir de ese momento orientó sus estudios hacia la Epigrafía y la organización del ejército romano, siendo uno de los grandes impulsores del método epigráfico. Gracias al estudio de miles de inscripciones con las carreras de soldados, suboficiales y oficiales del ejército romano pudo establecer no solo la cadena de mando de las legiones, sino los criterios de promoción, la especialización de los cuadros y el funcionamiento de la Cancillería imperial a la hora de decidir los diversos nombramientos que realizaba.

			El prestigio científico que alcanzó Birley en los años treinta facilitó que el ejército británico lo reclutara para tareas de inteligencia militar. En agosto de 1939, poco antes de comenzar la Segunda Guerra Mundial, fue nombrado teniente y comenzó a estudiar en profundidad la estructura del ejército alemán. Gracias a la aplicación del mismo método de investigación histórica que había desarrollado en los años anteriores, logró desentrañar el funcionamiento de un ejército moderno y brillante como era la Wehrmacht. A partir de los fragmentos de información que se obtenía de los oficiales enemigos logró reconstruir los criterios de actuación del alto mando alemán y deducir qué se podía esperar de cada uno de los oficiales alemanes con los que se enfrentaban las unidades británicas. Su nombramiento como teniente coronel en 1945 y las medallas que recibió al concluir la guerra muestran por sí solos lo exitoso que debió de ser su trabajo.

			Gracias a la metodología empleada por Eric Birley, y por cientos de estudiosos de todo el mundo, se ha podido reconstruir de manera muy razonable el conjunto de la administración romana. Esta tenía una serie de notas básicas que se van a afirmar a lo largo de su evolución. En primer lugar, se caracterizó por una fuerte militarización, pues buena parte de los funcionarios que la servían salían de las filas del ejército. En segundo lugar, la administración romana alcanzó unas altas cotas de profesionalización que la hizo muy eficaz. Por último, a diferencia de la República, la administración imperial contaba con los suficientes mecanismos de control para evitar la corrupción o el caos en su trabajo.

			Como ya se ha señalado en otras ocasiones, muchas de las peculiaridades de la evolución del Imperio se debieron a las circunstancias de su nacimiento. No hay que olvidar que el Principado nació por la imposición de Augusto, un aristócrata que venció a sus contrincantes tras una larga guerra civil. Por tanto, Augusto llegó al poder gracias al ejército que lo apoyaba, y ello marcará muchos de los elementos de su futura evolución. Como es obvio, Augusto no fue un usurpador porque pronto legitimó su régimen en un nuevo marco legal, reduciendo al mínimo la imagen de violencia con la que había nacido. Pero el nuevo régimen nunca perdió este rasgo tan significativo.

			Aunque todos los emperadores romanos se esforzaron por permanecer siempre cerca del ejército y por ganarse su favor, no hay que caer en la fácil explicación de que ahí residía el auténtico poder del Estado. No era el temor a unas legiones bien preparadas lo que ataba a la población, sino que el éxito del nuevo régimen imperial estuvo en su eficacia. La fuerza del Imperio descansaba más en la gestión administrativa y en el desarrollo institucional que en la presión de un ejército acuartelado en las fronteras. Pero qué duda cabe que el ejército fue siempre un factor a tener muy en cuenta.

			El emperador procuraba por muchos caminos avivar su prestigio ante las legiones, asegurando sobre todo los éxitos militares. Más que la gestión económica o política, lo que más podía debilitar la posición de un emperador eran las derrotas en los campos de batalla, pues ahí era donde realmente se medía la capacidad de mando y gobierno del príncipe. Estas circunstancias influyeron lógicamente en la evolución de la administración. Todos los funcionarios tenían una completa formación militar, sin la cual era imposible avanzar dentro de la administración. Todo senador empezaba su vida pública a los veinte años en el estado mayor de una legión como tribuno militar. Después de la pretura, el éxito de su carrera se medía por el tiempo en que tardaba en recibir el mando de una legión. Aquellos que la obtenían con treinta y dos o treinta y tres años, podían tenerse como afortunados, mientras que cuanto más tarde se recibiera, más efímera se convertía la carrera política.

			Entre los miembros del orden ecuestre, la formación militar era aún más intensa que entre los senadores. Un caballero pasaba unos diez años de su juventud en el ejército antes de aspirar a un cargo en la administración imperial. Esa larga etapa de formación como mandos intermedios de las legiones forjaba la mentalidad de estos funcionarios públicos, que una vez probados en la milicia podían continuar una carrera brillante como procuradores. Este proceso de militarización de los funcionarios del Estado se asentó en los siglos I y II para completarse totalmente en el siglo III.

			La segunda característica de la administración imperial fue su profesionalización. Ya los primeros emperadores se preocuparon de despolitizar la vida pública romana y de lograr que sus funcionarios fueran personas muy preparadas. Pronto, la administración comenzó a jerarquizarse y los puestos a clasificarse según su relevancia. Un funcionario solo progresaba lentamente, a partir de criterios tasados y después de comprobar su valía en la buena gestión de los puestos anteriores. Tal fue la importancia de la posición ocupada en el cursus honorum que el prestigio social de un funcionario dependía de su ubicación en la jerarquía administrativa. Desde el siglo II, los procuradores ecuestres se clasificaban en eminentissimi, perfectissimi o egregii según los cargos desarrollados.

			Para que la profesionalización fuera una realidad, los emperadores introdujeron el salario en la administración. A diferencia de la República, donde el ejercicio de una magistratura se consideraba un honor por el que no se recibía nada a cambio, en el Imperio los funcionarios percibían un salario por su trabajo. Ello permitía reclutar servidores públicos entre los diversos niveles sociales y poder escoger así a los mejores. Augusto instituyó una compensación económica de un millón de sestercios para los gobernadores provinciales. Para no herir susceptibilidades, este salario adoptó la forma de unas dietas anuales (vasarium) para compensar los gastos del desplazamiento a la provincia. La dignidad de un senador difícilmente hubiera aceptado un salario en sentido estricto.

			En el caso de los caballeros, el salario recibido marcaba su posición social y su ubicación en la jerarquía administrativa. Entre los siglos I y II se desarrolló una clasificación de estos funcionarios a tenor de sus ingresos. Los que comenzaban la carrera ecuestre percibían 60.000 sestercios al año, y por ello se los denominaban procuradores sexagenarii. Muy por encima se encontraban los procuradores ya experimentados, que podían recibir o 100.000 sestercios al año (centenarii) o bien 200.000 (ducenarii). Los puestos más altos de la administración ecuestre estaban ocupados por los trecenarii, que cobraban 300.000 sestercios al año.

			La tercera nota característica de la administración imperial fue el control que en todo momento ejercía el emperador. A diferencia de la República, la llegada del Imperio supuso la desaparición de las elecciones populares para el nombramiento de los funcionarios públicos, que no progresaban en la administración sin la intervención directa del emperador. Esto estaba muy claro para los procuradores de rango ecuestre, pues la concesión del caballo público dependía únicamente de la voluntad del emperador. Tampoco los senadores escapaban del control imperial, pese a que tenían esta condición por nacimiento y su progreso en el cursus se hacía teóricamente por votación dentro del Senado. El emperador tutelaba cada uno de sus pasos y marcaba la trayectoria pública presente y futura. Incluso las provincias públicas o proconsulares, cuyo gobierno se sorteaba teóricamente, muestran una clara intervención del emperador. Todo nombramiento, tanto senatorial como ecuestre, se comunicaba al interesado desde la Cancillería imperial a través de un documento (codicillus), lo que implicaba que el emperador se reservaba la última palabra a la hora de escoger a los más idóneos.

			El control imperial también se extendía por medios indirectos como la limitación temporal de todos los cargos. Por regla general, un funcionario estaba tres años en su puesto y, salvo que las circunstancias aconsejaran otra cosa, al final de ese plazo quedaba disponible para otras tareas. También la desaparición de la colegialidad en los puestos públicos, algo muy típico de la República, facilitó un mayor control, pues las órdenes del emperador no se discutían ni podían ser vetadas sino cumplirse con la mayor rapidez. Estas tres notas de la administración imperial la dotaron de tal eficacia que la satisfacción provocada entre la población acabo apuntalando al régimen imperial hasta hacerlo aceptable universalmente.

			1. La administración central

			Uno de los signos más expresivos del tránsito de la República al Imperio fue la decadencia del Senado, que perdió todo el poderío y esplendor con el que se había adornado durante la República. Entonces el Senado había sido quien dirigía la política en Roma y orientaba las acciones del Estado. Ningún poder osaba contravenir la auctoritas patrum, surgida del consenso de aquellos que lo integraban. Sin embargo, todo comenzó a cambiar a partir del 13 de enero del año 27, cuando Augusto, teóricamente, devolvió a esta institución sus poderes, que habían sido secuestrados durante las guerras civiles. 

			Pero el Senado como institución no tenía cabida en el nuevo régimen de los emperadores. Muy pronto comenzó a ver limitadas sus facultades. Sus reuniones se redujeron a dos veces al mes y siempre por convocatoria expresa del emperador. Los temas a tratar fueron cada vez más insignificantes. Dejaron de recibir embajadas de aliados o de ciudades, ni siquiera de las provincias proconsulares, y solo atendían a aquellas que el emperador expresamente les reenviaba. El príncipe casi nunca asistía a sus reuniones, no solo porque muchos emperadores pasaban años enteros alejados de Roma, sino porque tampoco iban a las sesiones cuando se encontraban en la ciudad. Las tareas del Senado acabaron reduciéndose a las de mero tribunal de justicia para algunos casos señalados y a la aprobación de leyes emanadas de la Cancillería imperial y que el Senado aprobaba sin discusión ni capacidad de enmienda.

			Esta vieja institución republicana nunca llegó a suprimirse, a pesar de su escasa utilidad. La razón última fue que durante el Imperio lo importante no era el Senado, sino los senadores, que se convirtieron en un elemento imprescindible del nuevo régimen. Los senadores como grupo social sí que eran necesarios para el sostenimiento de la administración y para la comunicación con la población en general. Hubiera sido muy difícil justificar la existencia de este ordo aristocrático si el Senado hubiera desaparecido. Sin Senado en Roma, no hubiera podido haber senadores.

			Cuando en enero del año 27 a. C. Augusto recibió el control sobre las legiones y una auctoritas excepcional, toda la clase política advirtió que en ese momento había nacido un nuevo régimen político: todavía por desarrollar institucionalmente, pero que, al entregar un poder extraordinario a una única persona, acababa con quinientos años de historia republicana. El régimen imperial se aceptó gracias a un pacto no escrito con la vieja clase gobernante para que esta siguiera siéndolo. En ningún momento se desplazó al orden senatorial de las tareas de gobierno porque siguió gobernando Roma, ahora bajo la dirección del emperador. Así, el nuevo régimen y el nuevo gobernante legitimaban su situación y se enraizaban en el orden social romano. Augusto, en el año 27, se convirtió en el senador más poderoso de Roma, pero sin dejar de ser senador.

			Las tensiones internas del Principado no fueron entre el Emperador y el Senado, sino entre el primero y el conjunto de los senadores, que tenían en el Senado el símbolo ya trasnochado de su posición. Dichas tensiones políticas eran más bien fricciones producidas por la falta de experiencia y de consenso, lógicas en una cohabitación incipiente. De lo que no cabe la más mínima duda es de que el emperador nunca apartó del poder a la vieja clase aristocrática, a la vez que asumía personalmente los valores tradicionales de ese grupo. No hay que olvidar que hasta el emperador Macrino (217) todos los emperadores romanos fueron senadores con clara conciencia de esta condición.

			Quizás el cambio más trascendental en todo este proceso de inserción del régimen imperial en la sociedad romana tuvo lugar a partir de la dinastía Flavia, cuando se impulsó decididamente al orden ecuestre, que fue ocupando cada vez más protagonismo en la administración del Estado. La nota social de este grupo era su marcado carácter militar, pues antes de acceder al servicio del emperador pasaban largos años en las legiones, y su clara extracción cosmopolita. Este grupo logró cambiar mucho la mentalidad política romana y apartar al emperador de su inicial dependencia de la aristocracia senatorial. El orden ecuestre posibilitó la irrupción de una burocracia compleja, de obediencia rígida y militar a los dictados del emperador, que difícilmente encajaba con el espíritu de la vieja aristocracia romana.

			La Cancillería del emperador

			Los órganos centrales de la administración romana se fueron asentando y configurando a lo largo de los siglos I y II. En la medida en la que el emperador fue ganando espacios de competencia y mayor intervención en todos los niveles de la sociedad, se fue desarrollando un aparato burocrático destinado a facilitarle la resolución de los asuntos públicos. Durante los reinados de Augusto y Tiberio se siguió manteniendo la vieja tradición republicana por la que cada magistrado, y especialmente los gobernadores de provincias, aportaban de su propio entorno el personal subalterno necesario para cumplir sus funciones. Era habitual que cada general romano escogiera entre sus esclavos, libertos y amigos a aquellos destinados a colaborar con su gestión (cohors amicorum). Una vez concluida su tarea, el magistrado volvía a la condición de privado, y con él todos aquellos designados para ayudarle.

			Va a ser el emperador Claudio el primero que creó una serie de departamentos con competencias perfectamente delimitadas, aunque todavía confiados a la gestión de personas próximas, de total confianza, especialmente a libertos que le debían fidelidad. Solo será con el emperador Adriano cuando estos departamentos adquieran su configuración definitiva, pasando la gestión de dichos asuntos a auténticos funcionarios, altamente cualificados y preparados para resolver todo tipo de problemas.

			Como no podía ser menos, el departamento (officina) más importante era el que gestionaba los ingresos del fisco, dirigido por un procurador de altísimo rango (a rationibus). Su tarea fundamental era llevar la contabilidad de los ingresos y gastos que estaban bajo la competencia del emperador: el Fiscus Caesaris. Ahí iban a parar los ingresos de las provincias, los impuestos indirectos y especiales, etc., e intentaba distinguirse, a veces sin mucho acierto, de los bienes personales del emperador (Patrimonium Caesaris), porque no siempre quedaba claro qué era público y qué privado. Por ejemplo, toda la recaudación de la provincia de Egipto era tenida como ingresos personales del emperador.

			El segundo gran departamento de la Cancillería imperial fue la oficina ab epistulis, encargada de responder a las preguntas y peticiones dirigidas al emperador por gobernadores de provincias, ciudades y otras agrupaciones de carácter público. Además, también gestionaban los nombramientos, pues el ejercicio de todo cargo público requería de un documento (codicillus) emitido por el emperador. El volumen de trabajo de este departamento era abrumador, pues muchos gobernadores, funcionarios y ciudades consultaban sobre cómo actuar ante determinadas situaciones. El emperador solía responder con una carta (epistula) a la que se adjuntaba un documento legal (rescriptum) en el que no solo se solventaba el caso en cuestión, sino que además se establecían criterios jurídicos de carácter general para situaciones semejantes. Esta oficina creció a lo largo del siglo II hasta que Adriano tuvo que dividirla usando como criterio la lengua en la que se redactaban los documentos: una para la parte occidental del Imperio en latín (ab epistulis Latinis) y otra para la parte oriental donde se hablaba el griego (ab epistulis Graecis). 

			Una tercera oficina (ab libellis) se asemejaba a la anterior: en este caso, atendía las peticiones (libellus) y demandas de particulares que se dirigían al emperador. No se trataba de un departamento menor, pues también en este caso el príncipe aprovechaba la ocasión para legislar y dar normas generales a partir de casos concretos. No era extraño que el emperador respondiera a la consulta con un rescriptum vinculante que daba criterio general para casos parecidos.

			Importante también fue la oficina que se encargaba de las competencias judiciales del emperador (a cognitionibus). En ella se resolvían todas las cuestiones referidas a los tribunales imperiales, a la par que se daba criterio para el funcionamiento del resto de tribunales del Estado. Menos trabajo, en cambio, soportaban otras oficinas que podían denominarse de apoyo. El emperador contaba con un consejo de expertos (ab studis) encargados de prepararle los informes y documentos necesarios para que pudieran tomar decisiones. Por último, la oficina de archivos (a memoria) se encargaba de la custodia de toda la burocracia imperial.

			En un segundo nivel en la administración imperial estaba el praefectus vehiculorum, encargado de garantizar las comunicaciones dentro de la administración. Era el responsable de una tupida red de postas de caballos, de barcos y de otros medios de transportes (cursus publicus) para que tanto las noticias como los documentos oficiales pudieran recorrer grandes distancias en el menor tiempo posible.

			Para la gestión de los servicios de la ciudad de Roma, responsabilidad directa del emperador, el príncipe contaba con diversos funcionarios. En primer lugar, nombraba a un encargado del abastecimiento (praefectus annonae) cuya tarea era que nunca, bajo ningún concepto, la ciudad quedara desabastecida. Junto a él se encontraba el praefectus vigilium, que mandaba las siete cohortes destinadas a prevenir y sofocar los frecuentes incendios que asolaban los barrios de Roma, especialmente los más pobres. Por último, las cohortes urbanas estaban dirigidas por el praefectus Urbis, garante de la seguridad de las calles de Roma.

			No se puede concluir este apartado sin mencionar la importantísima tarea de la defensa y seguridad del propio emperador, encargada a la guardia pretoriana. Estas cohortes estaban mandadas por dos prefectos del pretorio, el único cargo en la administración que siguió manteniendo la vieja colegialidad republicana, debido a la enorme importancia de su tarea. La proximidad diaria al emperador la convirtió en el puesto más alto de la administración ecuestre. A lo largo del siglo I fue adquiriendo también tareas judiciales hasta acabar convirtiéndose en los representantes del emperador en sus tribunales. En el siglo III todavía siguieron ampliando sus competencias hasta abarcar todas las cuestiones penales de Italia.

			El Senado y la legislación imperial

			En Roma, durante la época republicana, la principal fuente de derecho había sido la Asamblea popular. Especialmente los comicios por tribus habían elaborado en los siglos II y I una legislación compleja y avanzada en todos los ámbitos del derecho. Una segunda fuente de legislación en la República había estado en manos de los pretores a través de sus edictos que, por la vía de la aplicación de la justicia, crearon lo que se denomina el derecho honorario. Por último, también los juristas, sobre todo los del siglo I a. C., habían impulsado normas de gran importancia. Con la llegada del Principado todo ello va a cambiar notablemente. La nueva época abierta por Augusto hasta el siglo III, el llamado periodo clásico, supuso la decadencia del sistema comicial y del derecho honorario y la irrupción del emperador como fuente del derecho.

			La Asamblea popular romana perdió todo su protagonismo en la medida en que crecía el del emperador. Augusto no quiso inicialmente asumir tareas legislativas, pues podía haber puesto en tela de juicio su pretendida restauración republicana. Por tanto, no tuvo más remedio que utilizar los comicios para aprobar sus leyes más importantes. Todavía el emperador Claudio llegó a promover una ley comicial sobre la tutela de las mujeres, pero desde entonces no se volvió a usar este procedimiento. También el derecho honorario cayó en desuso. La publicación el año 130 del Edicto perpetuo de Adriano obligaba a impartir justicia con unas normas que ya no necesitaban ser renovadas cada año. El derecho honorario pasó de ser algo vivo, permanentemente actualizado, a ser algo inmutable y fijo.

			El Senado también se vio afectado en todo este proceso de readaptación que supuso la llegada del Principado, especialmente en su papel de creador de consensos de clase dirigente. Sin embargo, nadie se atrevió a suprimirlo por lo antiquísimo de su historia y sobre todo porque era necesario para que pudieran existir senadores. A la vieja institución republicana se le encontró una nueva tarea que podía justificar su existencia institucional. A lo largo del siglo I fue convirtiéndose en un auténtico órgano legislativo a servicio del emperador. El nuevo papel a desempeñar no implicó la acumulación de poderes especiales. Las leyes aprobadas por el Senado (senatus consulta) eran elaboradas en la Cancillería imperial y remitidas a la cámara para su simple refrendo. No cabía que el Senado pudiera discutirlas, ni mucho menos enmendarlas: simplemente aprobaba lo que el emperador les remitía.

			En consecuencia, el emperador se convirtió en la gran fuente del derecho. Ello se logró de una forma paulatina, como otras tantas cosas en el Principado. Poco a poco, el príncipe fue adquiriendo instrumentos de legislación por la vía de los hechos, sin que se aprobara una ley de traspaso de competencias ni se sistematizara el nuevo procedimiento de elaboración. A través de las órdenes que enviaba a sus funcionarios, en especial a los gobernadores de provincias, se fue creando un conjunto normativo de obligado cumplimiento para todo el Estado. Los titubeos iniciales provocaron la aparición de cuatro tipos de reglamentos que las fuentes denominan constituciones imperiales. El emperador podía emitir órdenes administrativas (edicta), decisiones judiciales individuales (decreta), respuestas a cuestiones legales planteadas por funcionarios o particulares (rescripta) y, por último, instrucciones enviadas a los oficiales de la administración (mandata).

			Los edictos eran una antiquísima forma de actuación de los magistrados republicanos que tenían mando militar. Se trataban de proclamaciones públicas donde el magistrado competente o bien imponía órdenes, o advertía sobre los procedimientos de su tribunal de justicia, o simplemente daba noticias a la población. El emperador romano, como magistrado superior, tuvo desde el inicio la capacidad de emitir edictos, y por esta vía se generó una gran producción de leyes penales, civiles y administrativas. La célebre Constitutio Antoniniana del año 212, que extendía la ciudadanía romana, fue un edicto del emperador Caracalla.

			Los rescriptos eran respuestas del emperador a problemas planteados por los funcionarios del Estado o por particulares interesados. Fue siempre la vía normal que tenían los jueces o los gobernadores de provincias para resolver cuestiones confusas o novedosas. También los particulares podían usar esta vía en la defensa de sus intereses. Aunque inicialmente el rescripto era la respuesta a una situación concreta y solo válida para el caso en cuestión, muy pronto los rescriptos de los emperadores trascenderán el hecho particular para convertirse en normas de aplicación universal. Debido a que la producción de rescriptos fue abrumadora, la Cancillería imperial estaba obligada a sintetizarlos y unificarlos para su correcta aplicación.

			Los mandata eran instrucciones administrativas dirigidas a funcionarios al servicio del emperador sobre el modo en el que tenían que desarrollar sus competencias. El mayor volumen afectaba al gobierno provincial y luego a la administración de justicia. Técnicamente eran órdenes a funcionarios concretos que decaían en su vigencia al abandonar estos sus puestos o al morir el emperador. Pero con el tiempo, la continua repetición de órdenes semejantes obligó a crear un cuerpo coherente de mandata que adquirió validez para todos los servidores del Estado. La publicación de estos criterios de gobierno también servía para que los ciudadanos pudieran iniciar acciones legales si entendían que sus intereses habían sido dañados por los funcionarios públicos al apartarse de las órdenes imperiales.

			Por último, los decreta eran normas emitidas por el emperador para los órganos de justicia, a fin de fijar la doctrina jurídica y la interpretación de las leyes procesales, y no tanto, como era el caso de los mandata, para las cuestiones meramente administrativas. Desde el comienzo del Principado se produjo el hecho de que el emperador fue asumiendo tantas competencias jurisdiccionales que acabó desplazando a los tribunales ordinarios, no solo en primera instancia, sino también en apelación. A la larga, la acción del emperador a través de sus decreta contribuyó a crear una jurisprudencia de gran coherencia que mejoró sin duda toda la administración de justicia.

			Los recursos financieros

			Hasta el siglo III a. C., ya muy avanzada la República, no se creó en Roma una estructura financiera que gestionara los recursos del Estado. La razón estaba en que entonces las necesidades económicas eran muy escasas, ya que ni siquiera las frecuentes guerras se financiaban con recursos públicos, sino a través del botín arrancado al enemigo. Sin embargo, la expansión por el Mediterráneo obligó a alterar este planteamiento y exigió la creación de una caja que centralizara los ingresos y atendiera los pagos comprometidos por el Estado: ello fue la razón para que naciera el primer Aerarium populi Romani. Su dirección fue asumida por el Senado, que confiaba la gestión de la recaudación y la ejecución de los gastos a sociedades privadas, que reemplazaron en ello a posibles funcionarios públicos, siempre molestos en una sociedad aristocrática.

			La llegada del Imperio cambió los viejos planteamientos republicanos. Ya desde Augusto, el Estado romano fue asumiendo mayores obligaciones económicas y un volumen de gasto que requerían instrumentos financieros eficaces. Anualmente había que atender a los 250.000 soldados que integraban las legiones romanas. La generalización del sueldo a los gobernadores de provincias y a otros funcionarios de la administración obligó a emplear grandes sumas de dinero. Las obras públicas promovidas por el Estado o la gestión de la política asistencial del emperador requerían de una constante liquidez de capitales que hiciera todo posible.

			La necesidad de mantener la apariencia de continuidad republicana que siempre tuvo Augusto obligó a que en el Estado romano convivieran dos cajas centrales: el viejo erario, conocido a partir del emperador Claudio como el Aerarium Saturni, a donde iban a parar los ingresos provenientes de las provincias del pueblo romano o provincias proconsulares, y el Fiscus Caesaris para las provincias imperiales. Como no podía ser de otra manera, el fisco, dirigido por el emperador, se convirtió en el gran gestor del Estado romano. El erario tuvo siempre una vida lánguida, pues se nutría con los ingresos de provincias pequeñas y no especialmente ricas, salvo África y Asia. Durante décadas sufrió frecuentes dificultades recaudatorias que obligaban al emperador a asistirlo con aportaciones personales. Durante el siglo I, el erario siguió manteniendo el viejo método de cobro de impuestos a través de sociedades de publicanos, hasta que, en el siglo siguiente, se optó porque fueran las ciudades las que recaudaran los impuestos que más tarde se transferían a Roma. Esta institución estuvo dirigida por los praefecti aerarii Saturni de rango senatorial.

			En el año 6 d. C., Augusto creó un pequeño erario para que atendiera a un gasto específico de la administración. El Aerarium militare también estuvo dirigido por un prefecto de rango senatorial y estaba destinado a pagar únicamente las compensaciones económicas que los soldados romanos recibían a la hora de licenciarse. Se nutría de un impuesto especial creado el mismo año para ese fin: una tasa del 5% sobre el patrimonio transmitido por herencia (vicesima hereditatium), siempre y cuando su valor superara los 10.000 ases. Como a veces esos ingresos eran insuficientes para atender los pagos, el emperador no tenía más remedio que traspasar a esta caja dinero de otros impuestos o, incluso, de su patrimonio personal.

			Realmente fue el Fisco la gran caja del Imperio donde se recaudaba la mayor parte de los impuestos que pagaba la población. Se nutría tanto de impuestos directos como de indirectos y de donaciones. Entre los primeros se encontraba el que gravaba la propiedad de la tierra (tributum soli), cuyo montante podía variar de una provincia a otra. En Sicilia, desde época republicana se pagaba el 10% de las cosechas. Dicho impuesto podía cobrarse en dinero o en especie, solución esta última que facilitaba el aprovisionamiento de las legiones, que eran quienes recibían lo así recaudado. El segundo impuesto directo afectaba a las personas (tributum capitis) y, en particular, a los que no eran ciudadanos romanos. Para el cobro de dichos impuestos, Augusto ordenó la confección de un catastro general de todo el Imperio, como aparece en el segundo capítulo del Evangelio de san Lucas, que luego se fue actualizando a través de unos funcionarios (correctores) que recorrían las provincias a este fin.

			Cuando Augusto llegó al poder el Estado romano cobraba un único impuesto indirecto: una tasa del 5% sobre el valor del esclavo al que se deseaba manumitir, normalmente pagada por el propio liberto (vicesima libertatis). A este impuesto se le añadió el año 6 d. C. el del 5% sobre el valor del patrimonio transmitido por herencia (vicesima hereditatium) para nutrir el Aerarium militare. También Augusto creó un impuesto del 1% sobre el valor de todos los productos vendidos (rerum venalium), salvo que se tratase de un esclavo, pues en este caso se pagaba un 4%. También se creó una especie de tasa aduanera sobre los productos de lujo que se traían de más allá de las fronteras, cuyo valor dependía de la zona fronteriza por la que entraba en el ámbito del Imperio. Por último, también el Estado romano cobraba impuestos especiales, pues tenía el monopolio del comercio de la sal y cobraba tasas por su distribución.

			Como hay que suponer, el emperador recibía importantes donaciones. Ese es el caso del aurum coronarium que solían entregarle tanto las ciudades como los particulares en ocasiones muy señaladas: en el momento de acceder al poder o para celebrar una gran victoria militar. Tampoco era muy infrecuente que muchos ciudadanos romanos declararan al emperador como heredero parcial o universal de sus bienes.

			Para gestionar todos estos ingresos fue necesario crear una administración financiera compleja que no dejó de crecer a lo largo del Principado. Al frente de ella se colocó a un caballero de altísimo rango, el procurador a rationibus, que desde el siglo II gestionaba simultáneamente el Fisco y el Erario de Saturno. Él tenía a su disposición toda una red de funcionarios que recaudaban en cada provincia los impuestos directos e indirectos. Para evitar conflictos con los gobernadores del lugar, estos procuradores financieros tenían todas las competencias para realizar su trabajo. También presidían los tribunales que saldaban los posibles contenciosos entre el Estado y los contribuyentes. Para defender los intereses del fisco en dichos contenciosos, Adriano creó un cuerpo de abogados del Estado (advocti fisci), altamente especializado y presente en todas las provincias. Gracias a ello se logró una mayor racionalidad y objetividad recaudatoria, evitando las arbitrariedades que habían sido tan frecuentes en épocas anteriores

			La administración de justicia

			Como en otros tantos aspectos de la administración, durante buena parte del Principado convivieron viejas formas republicanas con otras nuevas, que se iban abriendo camino en la medida en que decaían las anteriores. Tal fue el caso de la administración de justicia, que requirió de un tiempo relativamente largo para que las fórmulas anteriores al régimen imperial acabaran desapareciendo totalmente.

			Durante la época republicana, la justicia se había impartido siguiendo el procedimiento formulario a instancia privada (pág. 193). Este constaba de dos fases bien marcadas: la primera, in iure, se desarrollaba ante el pretor, que tras oír al demandante determinaba si existían indicios suficientes para que su causa fuera vista por un juez, a la vez que establecía los fundamentos jurídicos por los que debía juzgarse el litigio. Todo ello quedaba redactado en un escrito (formula) que entregaba a las partes implicadas. Entonces se abría la segunda fase, apud iudicem, en la que las partes acudían ante el juez previamente pactado: un ciudadano privado con prestigio y conocimientos jurídicos que, tras oír a los litigantes, emitía sentencia en consonancia con la fórmula remitida por el pretor.

			Así se impartió justicia durante la República y comienzos del Principado. Sin embargo, ya en el siglo I a. C. empezó a introducirse un nuevo procedimiento judicial extraordinario (cognitio extra ordinem), especialmente en las provincias. Se trataba de juicios que se realizaban ante el tribunal del gobernador por asuntos especialmente complejos o difíciles de solucionar. En ellos se traba de hallar la sentencia más conveniente ante posibles vacíos legales o porque las leyes no recogían todos los matices necesarios.

			La llegada del Imperio no supuso inicialmente ningún cambio en la administración de justicia, que siguió administrándose como se había hecho durante siglos. Pero pronto comenzaron a cambiar las cosas cuando el emperador, en su condición de gobernador de la mayoría de las provincias del Imperio, empezó a ejercer funciones ordinarias de juez. Así, poco a poco, se fueron desarrollando tribunales imperiales en los que en nombre del emperador se impartía justicia en todo tipo de materias: civiles, penales y administrativas.

			Una gran novedad fue el nacimiento paulatino de la apelación a una instancia superior. En el sistema procesal republicano en dos fases no cabía esta posibilidad, pues se entendía que una misma cosa no podía ser juzgada dos veces. Por tanto, la segunda fase ante el juez cerraba siempre el procedimiento. En cambio, durante el Imperio, en la medida en que el emperador se afianzaba, se empezó a entender que este era el auténtico juez, y por lo tanto podía revisar las decisiones de sus inferiores. Desde el siglo I se generalizó la apelación al emperador, pero con la peculiaridad de que el que apelaba no era una de las partes litigantes, sino el magistrado que había juzgado y emitido sentencia. Era frecuente el caso de un gobernador provincial que ante dudas razonables o circunstancias difíciles de evaluar, remitiera la causa al emperador para que dictara la última palabra. Porque, en el fondo, este tipo de apelación no era otra cosa que una forma de gobierno en la que un asunto difícil se elevaba a una instancia superior para su evaluación.

			Un camino semejante fue el del nuevo procedimiento judicial de la cognitio extra ordinem, hasta imponerse a partir del siglo II. El viejo sistema republicano acabó siendo aparcado por uno nuevo, en el que un mismo juez dirigía el procedimiento en todas sus fases. Ello supuso la simplificación de la administración de justicia, pue el mismo juez garantizaba el procedimiento y dictaba sentencia, apelable a una instancia superior. Mientras que el sistema republicano se basaba en el arbitraje y en el entendimiento de las partes, el sistema imperial lo hacía sobre la autoridad del Estado. Ahora los jueces serán funcionarios especializados que, al disponer de toda la legislación imperial, podían ser más unánimes a la hora de dictar sentencia, lo que no sucedía necesariamente durante la República. El cambio impuso una mayor simplicidad y flexibilidad que garantizaba la seguridad jurídica y, por tanto, un mejor gobierno de la ciudadanía.

			2. La gestión del Imperio

			Seguramente se puede considerar a L. Anneo Séneca como uno de los miembros más representativos de la clase dirigente del siglo I; de aquella primera generación de senadores que no llegó a conocer la República, sino que nació y se formó íntegramente durante el Imperio. Su padre fue un nombrado orador que desde su Córdoba natal se trasladó a Roma en época de Augusto en busca de una vida mejor y más próspera. Gracias a sus amistades y relaciones familiares, logró que dos hijos suyos ingresaran en el orden senatorial, de los cuales Séneca será el más conocido.

			Séneca representa como ningún otro esa aristocracia provincial que se fue abriendo camino con dificultad en los inicios de la Roma imperial. Para lograrlo no solo buscó amistades e influencias, sino que asumió en su plenitud el espíritu de la vieja aristocracia romana, que tenía en el rigor moral y en la estricta observancia del mos maiorum sus señas de identidad. La carrera de Séneca no fue fácil a pesar de su brillante reputación como orador, filósofo y político. Su vida estuvo en serio peligro en varias ocasiones: Calígula quiso acabar con él por envida tras escuchar uno de sus discursos; luego con Claudio fue acusado de adulterio y condenado a muerte, lo que consiguió evitar marchando al exilio a la isla de Córcega, donde permaneció entre el 41 y 49. La emperatriz Agripina le hizo volver con el encargo de educar al futuro emperador Nerón, de doce años de edad. Para su tutelado escribió una serie de obras morales con las virtudes que debía adornar al buen gobernante, especialmente el libro Sobre la clemencia (55-56).

			Séneca conocía como ningún otro las intrigas de la corte, las conspiraciones palaciegas, la búsqueda de amistades y apoyos con fines políticos, etc. En uno de sus tratados más conocidos hizo una brillante descripción, entre cómica e irónica, de la actitud de muchos senadores romanos a la hora de progresar en el cursu honorum: «Nadie está contento con su fortuna cuando contempla la de los demás. De aquí que nos irritemos hasta contra los dioses porque otro nos adelanta, olvidando cuántos quedan a nuestras espaldas y envidiando a unos pocos la envidia que llevan detrás. Tal es, sin embargo, la exigencia de los hombres: aunque hayan recibido mucho, tienen por injuria haber podido recibir más. ¿Me dio la pretura? Esperaba el consulado. ¿Me dio los doces haces? Pero no me hizo cónsul ordinario. ¿Quiso que el año llevara mi nombre? Pero me faltó el sacerdocio. ¿Se me admitió en el colegio de pontífices? ¿Y por qué en uno solo? ¿Me llevó a la cumbre de la grandeza? Pero no aumentó mi patrimonio» (Ira, 3.31.2). De lo que no cabe duda es que el protagonista de este relato, el quejoso senador que no se cansaba de recibir honores, estaba hablando del mismo emperador, pues era el príncipe el que otorga siempre las recompensas.

			La época del aristócrata romano que buscaba aumentar su dignitas con hechos extraordinarios al servicio del Estado había quedado muy atrás. Desde que Augusto logró despolitizar a la clase dirigente romana, esta quedó completamente a merced del príncipe que otorgaba premios y hacía crecer en prestigio. El mando militar o el gobierno provincial habían dejado de ser, como en la República, la mejor manera de adquirir fama e influencia social. Según la visión de Séneca, la clase dirigente medraba entre los salones de palacio próximos al emperador. Era perteneciendo a una camarilla influyente como se lograban cargos y mandos militares.

			Es obvio que Séneca está satirizando la realidad en busca ante todo de un mensaje moral y que la situación aludida no puede tomarse como la norma general. Si bien no todo es como Séneca indica, también es verdad que tiene un algo de razón: los senadores del siglo I no tenía nada que ver con los republicanos, aunque siguiera manteniendo sus viejos valores aristocráticos.

			El gobierno de Hispania

			Desde que las legiones romanas arribaron por primera vez a sus costas, la península Ibérica se convirtió en un banco de pruebas para una República en plena expansión. Los doscientos años que se necesitaron para completar la conquista son la demostración palpable de lo complicado que resultó el proyecto. Este retraso en la ocupación se debió, sin duda alguna, a dos problemas fundamentales: uno de los romanos y otro de los hispanos. Los primeros carecían de experiencia para gobernar territorios de ultramar, muy alejados de Italia y, en consecuencia, no contaban con los instrumentos administrativos adecuados que las condiciones requerían. Por parte hispana, existía una notable distancia cultural, prácticamente insalvable, con el conquistador que hacía inútil el diálogo o entendimiento y que obligaba a hablar el lenguaje de las las armas más allá de lo razonable. Tanto la incapacidad de Roma por adaptarse al lugar como la falta de entendimiento con un mundo hispánico, varios siglos atrasados, fueron la causa última de un proceso que resultó largo y costoso.

			Sin embargo, las iniciales perspectivas poco halagüeñas de la conquista de Hispania se recondujeron hacia una especie de milagro final donde ambas partes consiguieron entenderse. Roma supo rectificar aprendiendo de sus errores y los hispanos hicieron el esfuerzo de evolucionar, y hasta de utilizar la lengua de sus conquistadores. Roma aprendió mucho en la península Ibérica porque en ella experimentó soluciones de gobierno que luego aplicará al resto del Mediterráneo. Su régimen provincial nació realmente en las dos provincias hispanas y se consagró cuando entendió que gobernar no era sinónimo de explotar económicamente, sino de unir e integrar. La historia de Roma es la historia de su imperio y de su régimen provincial. En Hispania comenzó a ser ella misma.

			Por tanto, resulta absolutamente lógico que cuando Augusto instauró el Principado y desarrolló el nuevo régimen provincial pusiera especial empeño en no equivocarse con Hispania. Tan importante resultaba la Península que las principales medidas que le afectaban las tomará el emperador en su propio suelo. En sus dos estancias de los años 27-25 y 14-13 fue cuando se configuró un modelo provincial que luego se extenderá al resto del Imperio. Roma volvió a ensayar en Hispania como lo había hecho durante la República, pero esta vez con mejores perspectivas. Las tres provincias hispanas supusieron el modelo representativo de todo el régimen imperial.

			La historiografía contemporánea tiene aún una asignatura pendiente en torno al régimen provincial romano. Pese a que hay espléndidos estudios sobre algunas provincias concretas como Britania o Dalmacia, con muchas otras ni siquiera se ha empezado a trabajar. Ello ha provocado que no existan estudios globales del régimen provincial que puedan dar una visión llena de matices de lo que Roma realmente hizo. Por tanto, es mucho más sensato hoy por hoy fijarse especialmente en las provincias hispanas, que no pretender esbozar un cuadro general lleno de incertidumbres.

			La reforma de Augusto en Hispania partió de un hecho fundamental: la Península no era un espacio unitario y, por tanto, se requería de altas dosis de flexibilidad para no despertar los fantasmas del pasado. La división provincial atendió en su conjunto a la evolución de las distintas regiones, aplicándoles soluciones diferentes a cada cual. En los años veinte, Augusto creó en el Valle del Duero y noroeste la provincia Transduriana con el objetivo de dirigir mejor las operaciones militares de la guerra Cántabra; pero concluida esta, la provincia desapareció. La solución definitiva consistirá en tres provincias distintas: la Bética, Lusitania y la Hispania Citerior, con tres formas de gobierno diversas a tenor sus de sus características especiales.

			La provincia Hispania Ulterior Bética, como así se denominaba oficialmente, se constituyó con la parte sur de la vieja provincia romana de la Ulterior. Comprendía básicamente la actual Andalucía y se trataba de una zona rica y desarrollada, donde ciudades populosas cubrían prácticamente todo su suelo. Debió de ser hacia el año 13 a. C. cuando se convirtió en una provincia pública o proconsular, siendo posiblemente uno de sus mejores modelos. Dicho estatuto lo mantuvo hasta finales del siglo III, salvo en algunos momentos, tres con seguridad si no fueron más, en los que volvió al ámbito del emperador por necesidades militares.

			Su régimen de gobierno seguía, por tanto, el viejo planteamiento republicano: gobernadores de rango pretorio, designados teóricamente por sorteo, que permanecían solo un año en su puesto. Este modelo, ya caduco y con notables problemas por el rápido cambio de sus gobernantes, se destinó a aquellas provincias muy evolucionadas y completamente pacificadas donde la labor del gobernador no era fundamental y, por lo tanto, se le podía cambiar frecuentemente sin mayores problemas.

			A través del cursus honorum de los casi cincuenta procónsules de la Bética que se conocen se ha podido comprobar la alta valoración que tenía la provincia en el conjunto del Imperio. El gobernador solía ser un senador con cierta experiencia, de unos treinta y ocho años, ya bregado en otras tareas previas y cuyo buen hacer se había tenido en cuenta para su designación al cargo. Aunque entre los procónsules de la Bética hay carreras sencillas, domina sin embargo el cursus prestigioso que concluye con el consulado. En contra de lo que sucede con otras provincias públicas como Chipre o Creta, cuyos gobernadores casi nunca alcanzaban el consulado, más de la mitad de los gobernadores de la Bética fueron recompensados de esta manera por el emperador.

			Pese a que las fuentes señalan que este cargo se recibía gracias a un sorteo entre senadores de rango pretorio, como en la República, la investigación ha rechazado desde hace tiempo esta posibilidad. En primer lugar, porque de ser así entraría en contradicción con principios básicos de la administración, y en particular sobre el permanente control del emperador de todos los puestos disponibles. En segundo lugar, la presencia de un patrón claro de actuación y de unos criterios de selección entre los gobernadores de las provincias públicas hacen imposible la existencia de un auténtico sorteo.

			El procónsul de la Bética podía presentarse como el típico ejemplo de lo que se esperaba de un gobernador y de la preparación que recibían. La mayor parte de estos gobernadores presentan carreras de unas cuatro magistraturas: dos con clara orientación militar, como el mando de una legión o el gobierno de una provincia fronteriza, y otros dos encargos civiles, entre los cuales estaba el gobierno de la Bética, a la que no amenazaba ningún peligro exterior. Es tan frecuente esta secuencia que casi se podría hablar de un plan de formación de la clase gobernante. La mayor parte de los procónsules alcanzaron el consulado, y muchos siguieron carreras posteriores, lo que niega la vieja visión de algunos historiadores de considerar a las provincias públicas como gobiernos de segunda categoría; puestos ocupados por gente sin prestigio y que no contaba con la confianza del emperador.

			A una conclusión parecida se puede llegar si se observan también las carreras del segundo cargo romano que se desplazaba a la Bética: el legado del gobernador (legatus proconsulis). En esta ocasión se trataba de un senador más joven, de unos treinta y tres años, que estaba iniciando su carrera pretoria. Eran auxiliares del gobernador para todo aquello que fuera necesario: principalmente, le ayudaban en la administración de justicia, pero también le representaban ante el concilio provincial, en actos religiosos o en la recepción de embajadas. 

			Posiblemente como parte de la formación civil y militar de la clase aristocrática romana, a la Bética venían como legados personas de origen distinguido, pues abundaban entre ellos quienes habían desempañado inicialmente cargos muy prestigiosos (tresviri monetales, decemviri, etc.), frecuentemente ocupados por patricios o por hijos de senadores con mucha influencia. Ya llegaban a la Bética con cierta experiencia anterior, y cuando la abandonaban era para recibir cargos aún más importantes en el ámbito del emperador. Es sorprendente comprobar cómo muchos legados de la Bética, al igual que sus gobernadores, alcanzaban con facilidad el consulado.

			Por último, la Bética también contaba con un cuestor cuyo encargo fundamental era el control de los publicanos y recaudadores de impuestos y de todo lo que afectara al erario público (Aerarium Saturni). Dado que todos contaban con veinticinco años cuando ejercía esta función y que se hallaban muy al inicio de sus carreras, poco se puede decir de la experiencia o del peso anterior de estos personajes.

			De las tres provincias hispanas, sin duda la más compleja fue la Citerior, también llamada Tarraconense. Con una extensión de unos 300.000 km2, era la provincia más grande del Imperio y posiblemente también la menos homogénea e integrada de todas. Comprendía un espacio roto con diferencias abismales entre sus partes, en desarrollo y evolución cultural. La costa levantina y las regiones colindantes gozaban del mismo mundo urbano y de todos los avances que se daban en las mejores zonas del Mediterráneo. En cambio, cuanto más se avanzaba hacia el interior de la Meseta, la dispersión de la población y de las ciudades se acentuaba con la distancia.

			La investigación solo ha llegado a suposiciones para explicar por qué se mantuvo durante siglos una provincia tan dispar y desigual. Quizás hubiera sido más racional haber creado dos, con tamaños más habituales en la administración provincial: una con la zona más desarrollada del Mediterráneo, que incluso podría haber sido provincia pública como la Bética, y otra con el centro y el noroeste, incluyendo incluso la Lusitania, donde se justificaría mejor ubicar la legión VII Gémina. 

			Aunque no se tengan evidencias directas a través de las fuentes, podría pensarse que la Cancillería imperial sí que era consciente de que en la Citerior había en la práctica dos provincias bajo una única denominación. La Tarraconense fue la única provincia del imperio que durante varios siglos tuvo gobernador y subgobernador. El primero se encargaba de la parte oriental mediterránea, mientras que el segundo lo hacía del noroeste. Además de que también la Citerior fue pionera en la creación de conventus: una especie de subdivisión provincial, sin atribuciones administrativas, meros lugares de encuentro entre el gobernador y la población romana.

			De lo que no cabe duda es que Roma entendió desde el principio que la Citerior necesitaba un marco administrativo flexible, alejado de moldes férreos que no tenían por qué funcionar. La creación de la provincia Transduriana con Augusto y luego la Nova Antoniniana entre el 214 y 218, que incluía el norte de Portugal, Galicia, Asturias y León, indican claramente que esa zona era considerada ajena al resto de la provincia. Los conventus no fueron solo una mera facilidad organizativa, lugares donde el gobernador o el legado jurídico impartían justicia, sino que mostraban también la existencia de bloques regionales con sus respectivos grupos étnicos coherentes.

			Aunque no exista una total seguridad, podría pensarse que la provincia Citerior no se fragmentó a fin de que fuera la provincia más grande del Imperio y que su gobierno por tanto supusiera una recompensa extraordinaria para quien lo recibía, algo muy parecido a lo que sucedía con África y Asia. Estas dos provincias proconsulares gozaban de una reputación excepcional. Debido a su antigüedad y a su desarrollo eran entregadas a consulares de altísimo prestigio, después de muchos años de servicio al emperador. Probablemente la Citerior se organizó con el mismo objetivo. Sus gobernadores también eran consulares que habían recibido el mando de grandes unidades militares en las fronteras, especialmente en Germania y en Mesia. También era frecuente que hubieran pasado por Britania y Siria, los dos puntos más sensibles de todo el Imperio. Tras estos cargos de máxima responsabilidad, el emperador solía premiar a dichos colaboradores con el gobierno de Hispania Citerior, un retiro lleno de honor y una manifestación pública del aprecio del príncipe.

			El gobernador de la Tarraconense solía llegar a la Península con unos cincuenta años, edad donde comprobaría la complejidad y diversidad de los asuntos provinciales. Para ayudarle en su tarea tenía a un vicegobernador, el legado jurídico, responsable de buena pare de la gestión administrativa. Este colaborador fue creciendo en categoría durante los siglos I y II. Hasta la época Flavia estuvieron acantonadas en la provincia diversas legiones, con sus respectivos comandantes, y por ello el legado jurídico permanecería la mayor parte del tiempo junto al gobernador en la parte más oriental de la provincia. Cuando se retiraron todas las legiones que había en el valle del Duero y se dejó establecida únicamente la legión VII, el legado jurídico comenzará a asumir mayor protagonismo en los conventus del noroeste. A partir de Antonino Pío, se transformó de facto en su auténtico gobernador, pues tomaba decisiones independientemente del de Tarragona. Sus carreras muestran que eran personas preparadas y de confianza, cuyos cursus honorum no terminaban con el consulado, como les pasaba a la mayoría de los gobernadores provinciales, sino que continuaban con posterioridad en brillantes carreras militares. El punto culminante del proceso llegó con la constitución de la breve y efímera provincia Nova Antoniniana, creada por Caracalla el año 214 y suprimida cuatro años más tarde, que convirtió en auténtico gobernador al que ya lo venía siendo desde mucho antes.

			Una de las grandes ventajas de que la Citerior tuviera siempre gobernadores altamente preparados fue la eficacia con la que se gobernó. A través de las fuentes epigráficas se puede comprobar que al menos fueron dos las líneas de acción de estos gobernantes: en primer lugar, acentuar la romanización del interior peninsular para salvar las diferencias culturales con otras partes de la provincia y, en segundo lugar, empeñarse en un serio esfuerzo por dar voz a todos habitantes, potenciando el concilio provincial.

			Es muy probable que sea de la provincia Citerior de donde se conozca el mayor número de gobernadores de todo el Imperio, pues de casi la mitad se conserva algún dato. Estos levantaron múltiples monumentos con inscripciones a lo largo y ancho de la provincia, casi siempre siguiendo el mismo patrón. En las ciudades del Levante y alrededores instalaron estatuas honoríficas al emperador para facilitar su presencia y la adhesión de los súbditos. En cambio, en las ciudades del interior y del noroeste erigieron casi siempre inscripciones a divinidades locales y del panteón romano. Es evidente que el gobierno imperial no enviaba los mismos mensajes a sus súbditos sin tener en cuenta si eran capaces de entenderlos.

			En las ricas y prósperas ciudades del Mediterráneo, la romanización tenía hondas raíces, y por ello se usó un método muy urbano de comunicación, como eran los monumentos honoríficos. Así, la presencia del emperador se materializaba por todas partes a través de sus imágenes. En cambio, ese mismo mensaje quizás no hubiera funcionado en el noroeste, donde la ciudad estaba dando sus primeros pasos y todavía la población no se había acostumbrado a ella. Como resulta obvio, la romanización se sirvió de la religión y de la piedad popular para facilitar el acercamiento. La convivencia codo con codo de dioses romanos e indígenas tenía que servir de modelo y camino de otra más importante y vital que era con el poder de Roma.

			El segundo objetivo de los gobernadores de la Citerior fue, sin duda, el de dar voz a los habitantes de la provincia a través del concilio provincial. Ya desde Augusto se habían promovido asambleas periódicas de ciudades en las que se ponían en común los problemas de la región. El concilio de la Tarraconense es sin duda uno de los más conocidos del Imperio y el mejor documentado de Hispania. Nació a la sombra del templo de Augusto en Tarragona y tuvo como misión fundamental cuidar del culto al soberano a través de los flámines que nombraba. Una vez al año, en la terraza superior de Tarraco, en el llamado Foro provincial, se reunían las ciudades que habían enviado sus embajadas y allí honraban al emperador con procesiones, oraciones y sacrificios. El momento culminante era la elección del nuevo flamen provincial, que durante ese año, posiblemente también con su mujer como flaminica, atendía el templo de Augusto y su culto.

			La reunión de ciudades también servía para hablar de los problemas comunes y muchas veces de la gestión del gobernador. Como conclusión a las deliberaciones se podían tomar habitualmente dos decisiones: o bien dar gracias al gobernante por la eficacia con la que llevaba los asuntos públicos, o bien levantar una queja con respecto a su gestión, que podía ser trasladada al emperador si se creía conveniente. Quizás la nota más significativa del concilio de la Citerior fue que nunca estuvo acaparado por unas pocas familias o por una ciudad de mayor peso. Del estudio de la procedencia de sus flámines se puede deducir que este cargo estuvo ocupado por personas muy diversas. Es cierto que abundan los flámines nacidos en Tarraco o en Caesaragusta, pero son la minoría. Lo específico fue la gran dispersión geográfica de los que ostentaron este cargo, que muestra que sin duda reinó una gran concordia en la institución, haciéndola así más eficaz.

			La tercera provincia peninsular fue la Lusitania, con capital en Emérita Augusta. Durante buena parte del siglo XX se la denominó la provincia olvidada. Solo contaba para su gobierno con un legado de rango pretorio y con un procurador financiero. Nunca tuvo legiones, pues se entendía que en caso de dificultad las de la Citerior estaban lo suficientemente cerca para acudir en ayuda. Para muchos especialistas la Lusitania no tuvo ni la brillantez ni el prestigio de otras provincias imperiales. Entre sus gobernadores no se encuentras familias patricias ni senadores de prestigio y, además, se llegaba a ese puesto tras pasar por otros intermedios, que retrasaban el acceso al consulado. Por lo tanto, era tenida como la cenicienta despreciada por sus hermanas mayores.

			Sin embargo, hoy en día, gracias al estudio sistemático de las carreras de sus gobernantes, se puede estar seguro de que su prestigio no estaría muy lejos del de otras provincias semejantes. La Lusitania era muy parecida a provincias importantes y vitales como Aquitania, Bélgica, Lugdunense o Licia-Panfilia, en las que tampoco se hallaban legiones estables. Entre sus gobernadores había senadores de todo tipo. Es cierto que muchos no tuvieron un origen muy ilustre, pero también lo es que muchos otros fueron candidatos del emperador, lo que presupone una notable confianza por parte del monarca. La edad con la que accedían al gobierno de la provincia rondaba los treinta y ocho, tras tres o cuatro misiones más, pero algo parecido le sucedía al procónsul de la Bética e incluso a muchos legados jurídicos de la Citerior.

			El ser designado para gobernar la Lusitania debió ser un éxito para muchos senadores, pues garantizaba directamente el acceso al consulado, destino último de la gran mayoría de los aristócratas romanos. Algunos siguieron incluso carreras consulares con posterioridad, lo que indica que estaban bien avalados. Sin ninguna duda, el gobierno de la Lusitania no tuvo el esplendor de la Citerior, pero sus gobernantes supieron servir bien al emperador como se esperaba de ellos.

			El ejército romano

			Los emperadores romanos de los siglos I al III asumieron como objetivo importantísimo de sus reinados la profesionalización de todos los ámbitos de la administración. Sin ningún tipo de duda, la primera institución romana que se sometió a este proceso fue el ejército, debido a su especial importancia en el sostenimiento del Estado. Fue el mismo Augusto quien puso las bases para que ello fuera posible y sus sucesores no se apartaron en nada de dicho camino.

			A diferencia de la República, donde los ejércitos se reclutaban en función de las necesidades militares del momento y eran disueltos tras pasar el peligro, Augusto decidió fijar el número de legiones permanentes en veintiocho, que luego se redujo a veinticinco tras la derrota de Teutoburgo. La profesionalización se hizo muy evidente, en primer lugar, por los largos años que los soldados permanecían acuartelados. En general, los legionarios solían servir durante veinte años, las tropas auxiliares veinticinco y los marineros de la flota veintiséis. Un caso especial fueron siempre los soldados pretorianos, que solían estar en armas solo unos dieciséis años. En cambio, para los oficiales no había límites de edad, dándose el caso de centuriones que alcanzaban los setenta años de vida sirviendo en el ejército. Esta prolongada estancia, así como las mejoras en el armamento y en la uniformidad, dotaron al ejército romano de una eficacia insuperada a lo largo de la historia.

			También la profesionalización se hizo evidente en el salario que recibían los soldados. En tiempos de Augusto se entregaba a cada legionario 225 denarios al año y a los pretorianos 750 denarios. Con Domiciano la cantidad se elevó a 300 denarios y con Septimio Severo quedó fijada en 500. Ello provocó que la carrera de las armas se hiciera muy atractiva para gran parte de la población, de tal forma que Roma nunca tuvo en esta época problemas de reclutamiento. Las provincias, en la medida en que se extendió la ciudadanía romana, se convirtieron en una fuente inagotable de soldados, desplazando a Italia en esta misión. Este proceso provocó que las legiones romanas se convirtieran en el gran motor de la integración y de la universalización del Imperio. 

			La legión romana típica estaba compuesta por unos seis mil soldados, divididos en diez cohortes de seis centurias cada una. A ello se sumaba un pequeño destacamento de caballería de unos 120 jinetes organizados en cuatro unidades operativas (turmae). Por tanto, la fuerza fundamental del ejército romano osciló durante los siglos I y II entre 150.000 y 180.000 soldados. A ello habría que añadir otro tanto con aquellos integrados en las tropas auxiliares. Se trataba de fuerzas de caballería e infantería integradas por ciudadanos no romanos, que por esa razón no podían servir en las legiones. Debido a que su armamento era más ligero y de peor calidad, no constituían las unidades de combate fundamentales sino que servían para llenar huecos tácticos y de transición entre unidades mayores. El servicio de armas quedó fijado para estos soldados en veinticinco años, lo que no desanimó a los aspirantes, pues al ser licenciados recibían como recompensan la plena ciudadanía romana y así podían volver a sus lugares de origen con una posición social mucho más elevada.

			Por último, estaba la flota, que nunca gozó de gran prestigio en Roma por su escaso peso en las guerras de conquista. El Imperio contaba con dos flotas importantes para el Mediterráneo, una con base en Miseno (Campania) y la otra en Rávena (Adriático). Junto a ellas existían pequeñas flotillas repartidas por todo el Mediterráneo, Atlántico y Mar Negro para vigilar tramos más reducidos de costa. Es muy difícil saber cuántos soldados servían es estas unidades, pero se ha llegado a especular que la flota de Miseno, en tiempos de Nerón, contaba con 50 trirremes y unos 100.000 marineros.

			Todas las legiones y tropas auxiliares estaban bajo el mando de oficiales de rango senatorial. El gobernador de la provincia era siempre el comandante supremo de las tropas allí acantonadas. Si en la provincia había más de una legión, su mando directo era entregado a un comandante específico (legatus legionis) a las órdenes del gobernador. La única excepción a esta regla fue Egipto, que, pese a contar con dos legiones, su gobernador era de rango ecuestre. Igualmente, las tropas de la ciudad de Roma, así como los mandos de la flota, estaban confiados también a caballeros romanos.

			Por regla general, el mando de una legión solía estar limitado a tres años, tanto si se trataba del gobernador de la provincia como de los legados específicos; de ahí que la eficacia operativa descansaba más en la oficialidad intermedia que en la superior. Cada legión contaba con unos seis tribunos militares, casi todos caballeros, aunque siempre se reservaba un puesto para un posible miembro del orden senatorial. Eran mandos altamente cualificados que conocían perfectamente sus tareas por los lagos años de servicio. Además, a estos oficiales había que añadir el praefectus castrorum, encargado del funcionamiento y del orden en el campamento.

			Más abajo se encontraban los suboficiales. Cada legión tenía sesenta centuriones, destacando entre ellos el primer centurión de la primera cohorte (primus pilus), que además solía ser el que dirigía e instruía a los soldados. Entre la tropa existía una gran variedad de posibilidades y de promoción en atención a la valentía y a los servicios prestados. En la parte más baja del escalafón se encontraba el soldado raso (miles, gregarius), que en época de Augusto cobraba 225 denarios al año. Por encima de ellos estaban los soldados especializados (immunes) y, por tanto, mejor considerados. En tercer lugar, más arriba que los anteriores, se hallaban los principales, a los que se les podía considerar también suboficiales. De ellos destacaba el portador de la insignia de la legión (signifer), y que también solía guardar los ahorros de sus camaradas. Junto a él estaba el encargado de pasar el santo y seña (tessarius), y por último, el optio, que hacía las funciones de segundo del centurión y ocupaba su lugar si este faltaba. Como suboficiales solían cobrar una vez y media el salario del soldado.

			La legión también tenía unos puestos de honor para recompensar servicios prestados. Eran aquellos que portaban los estandartes o las imágenes del emperador. Toda legión tenía sus símbolos y animales totémicos: un toro, una cabra, etc. También la legión podía recibir un apelativo o sobrenombre por acciones meritorias en la batalla: victrix, pia, felix, etc. Los que portaban estos símbolos eran soldados bien considerados, tanto por los mandos como por sus camaradas. Destacaba en especial el cornicularius, el imaginifer y el aquilifer. Solían cobrar el triple del salario común.

			La administración local

			Podría afirmarse con total certeza que una de las tareas en las que los emperadores romanos lograron un mayor éxito fue la promoción y desarrollo de un mismo modelo de ciudad por todo el Imperio. En pocos asuntos puede observarse tanta continuidad como en esta materia. Porque no solo se buscó potenciar ciudades viables, sino que el poder central se empeñó en conseguir una total homogenización del sistema urbano, de tal manera que en todos lados floreció un tipo de ciudad común que repetía, no solo las mismas soluciones urbanísticas, sino que también perpetuaba una mentalidad y unos valores cívicos que dotaron de gran cohesión a los millones de personas que vivían a la sombra del poder de Roma.

			No deja de ser contradictorio que el modelo de funcionamiento querido por los emperadores para sus ciudades fuera el republicano. Mientras que esta vieja forma política desaparecía a nivel general por la irrupción del Principado, se mantenía y potenciaba a nivel local sin que supusiera un rechazo o se tuviera por anacrónica. El modelo republicano era apetecible, pues respetaba como ninguno las formas aristocráticas de poder y ese estilo fue el que se quiso extender por todas las provincias. Como en la República, la ciudad romana funcionaba por la acción de tres instituciones fundamentales: la ciudadanía con capacidad electoral, la curia o senado, que ejercía el auténtico poder, y un conjunto de magistrados anuales y colegiados, electos por la ciudadanía, que seguían los dictados del senado local. Para que esas instituciones pudieran funcionar con normalidad, la ciudad contaba con un alto grado de autonomía política y financiera que evitaba injerencias externas.

			Una ciudad estaba compuesta ante todo por el conjunto de sus ciudadanos (cives), a los que se sumaban los que residían en ella, pero que no contaban con derechos locales (incolae) y, por tanto, no tomaban parte en la vida política cotidiana. La tarea fundamental del ciudadano era la elección de los magistrados que gobernaban la ciudad, así como también algunos puestos sacerdotales, especialmente los de la religión oficial. Según las circunstancias y la ocasión, la asamblea popular ratificaba algunas decisiones de la curia, como el nombramiento de patronos o la selección de delegados que pudieran representar a la ciudad en alguna embajada.

			A la cabeza de los magistrados elegidos por la asamblea popular se encontraban los duoviri iure dicundo, que junto a los dos ediles formaban un colegio de magistrados que gobernaba ordinariamente la ciudad (quattuorviri). Los dos primeros tenían la dirección general de los asuntos de la ciudad: presidían el senado, la asamblea popular, especialmente en los comicios electorales, y ejercían de jueces locales. Sus competencias judiciales fueron muy amplias durante el siglo I, ya que entendían de asuntos criminales, pero en general la mayor parte de las cuestiones que juzgaban eran de derecho civil y familiar, especialmente algo tan habitual entonces como eran la manumisión de esclavos, la emancipación de la autoridad paterna o la adopción. Los dos ediles supervisaban, en cambio, la limpieza y conservación de la ciudad, el control de los mercados, el orden público en tareas de policía y, por último, según la ocasión supervisaban los juegos y otras ceremonias. 

			En algunas ciudades especialmente grandes podían nombrarse dos cuestores que se unían a los cuatro anteriores para ocuparse de los ingresos y gastos de la ciudad. Sin embargo, a partir del siglo II las finanzas municipales comenzaron a estar supervisadas por el emperador a través de un funcionario especial (curator). Inicialmente esta intromisión se hizo de forma ocasional o si se producía alguna necesidad insalvable, pero progresivamente esta práctica se convirtió en lo normal hasta limitar una parte sustancial de la autonomía ciudadana.

			El senado local (curia o bulé) estaba integrado por aquellos que habían sido magistrados: ediles o duoviros, y también por aquellos que habían recibido esta distinción por decisión de la propia institución (adlectio). El número de sus componentes, o decuriones, fue siempre muy variado, pues dependía del tamaño de la ciudad. En aquellas más populosas, su número nunca superaba los cien. La curia era realmente la institución que gobernaba la ciudad, pues los magistrados eran los simples ejecutores de sus decisiones. Del consenso de sus miembros salían las decisiones que afectaban a la vida cotidiana de la ciudad: gestionaban la caja pública y las propiedades comunales, decidían sobre las obras públicas y el urbanismo, sobre las fiestas religiosas, y nombraban embajadas que representaban a la ciudad en el concilium provincial o ante el gobernador.

			Un aspecto fundamental que asumía el senado local era el nombramiento de patrones y la concesión de honores públicos a aquellos benefactores que se habían destacado por su apoyo a la ciudad. La cuestión era de vital importancia debido a que las ciudades no tenían garantizada su supervivencia económica. Con mucha dificultad se podían atender los gastos ordinarios, como el mantenimiento y conservación de los lugares públicos, y por tanto se necesitaba que fueran particulares los que solventaran esos problemas económicos.

			La ciudad romana no disponía en general de medios financieros para su sostenimiento. No existía ningún tipo de tasa ni impuesto municipal de carácter directo. Los únicos ingresos procedían de eventuales arrendamientos de tierras comunales o de donativos testamentarios vinculados, por lo general, al uso de algún bien o edificio público: unas termas, el servicio de un templo o la organización de espectáculos públicos. Por tanto, la ciudad tenía que acudir a la ayuda privada o al emperador. Por todas las provincias se han recogido abundantes testimonios epigráficos del evergetismo que practicaban muchos particulares, que gracias a su generosidad mantenían vivas las ciudades a las que pertenecían. Ellos financiaban la construcción de templos, calles, puentes, o distribuían dinero y alimento a la población del lugar.

			Este sistema de beneficencia era muy complejo y en absoluto desinteresado, pues el donante lo hacía para obtener rédito político o influencia social. Los receptores de estos beneficios eran los ciudadanos, que como cuerpo electoral y político otorgaban magistraturas y, por tanto, honores municipales. En el juego entre ambición política y necesidades materiales, la ciudad romana y sus habitantes salían ganando con generosidad.

			Esta falta de recurso obligaba a las ciudades a buscar patronos poderosos para las situaciones más preocupantes. Los más solicitados eran los miembros del orden senatorial, bien por ser originarios de la provincia o porque habían desempeñado un cargo público en ella: gobernadores, comandantes de legión, etc. Pero cualquier funcionario imperial también valía, pues la cercanía al emperador se valoraba altamente. Eran los decuriones los que escogían al patrón y este, a cambio del reconocimiento público, garantizaba influencia política y apoyo financiero.

			La vida de una ciudad giraba en torno a los problemas y necesidades de sus habitantes. Especial protagonismo tenían las asociaciones de ciudadanos (collegia, corpora) con muy variados objetivos. Las principales asociaciones eran las religiosas en torno a un culto local. Luego estaban las agrupaciones de aquellos que ejercían el mismo oficio a fin de defender sus intereses o de asistir a los miembros que pudieran pasar por alguna necesidad. Un collegium omnipresente solía ser el funerario que, a través de aportaciones periódicas de sus miembros, garantizaba el enterramiento de sus integrantes. Estos collegia, con sus estatutos y sus modos de funcionamiento, constituían el núcleo de la vida de las masas urbanas.

			La acción del poder central sobre las ciudades se notó también en el desarrollo de un urbanismo casi universal. Por todas las provincias, incluso por las griegas de antigua tradición urbana, se extendió una forma común de concebir la ciudad. El plan urbano más difundido fue el de tablero de ajedrez formado por calles paralelas que, siguiendo los ejes del cardo y decumano, se cruzaban en el centro de la ciudad. Allí normalmente surgía el foro o ágora: un espacio rectangular y porticado, no pensado tanto como mercado sino como lugar de representación para las estatuas del emperador o de los prohombres de la ciudad. En el eje longitudinal del foro solía levantarse el templo más importante de la ciudad: en Occidente solía estar dedicado a la tríada Capitolina, mientras que en Oriente lo ocupaba la divinidad del lugar. También era frecuente que en el foro se ubicasen la curia u otras dependencias municipales.

			El teatro solía ser también un lugar imprescindible. De larga tradición en la historia del Mediterráneo, en época romana se convirtió en la forma de diversión más popular de la ciudad. Para otros espectáculos, como juegos de gladiadores, cacerías de animales o carreras de caballos, había que desplazarse a ciudades más populosas. No pocas ciudades levantaban gimnasios en los que la gente joven ejercitaba ciertas disciplinas atléticas: carrera, salto de longitud, lanzamiento de discos, boxeo, etc. Estos edificios solían contar con espacios para la formación literaria o para escuchar música. En Occidente las termas aunaron estos dos aspectos, cultural y deportivo, además de sumar a ellos una cultura del baño y de la higiene que elevó sin duda el nivel de vida de aquellos que las disfrutaban. 

			3. Bases políticas y sociales del gobierno

			La noticia del fallecimiento de Augusto el año 14 en su villa de Nola corrió rápidamente por todo el Imperio. Muchos le lloraron sinceramente, pues sabían que con él se perdía un buen gobernante. Todas las ciudades mostraron, de una manera u otra, su agradecimiento al divus Augustus con actos de lealtad hacia la institución y al régimen político que había creado. A los pocos meses de su entierro, Tiberio recibió la embajada de la ciudad de Tarragona (Tarraco), que había llegado a Roma con el firme propósito de obtener del nuevo príncipe permiso para levantar un templo al emperador fallecido en la capital de la Citerior (Tácito, Anales, 1.78). La respuesta afirmativa de Tiberio a la construcción del edificio, que se convertirá en modelo para otros muchos, no implicaba sin más atender al capricho o al entusiasmo de unos provinciales, sino que se estaba dando un paso trascendental para consolidar el régimen imperial.

			Mientras Augusto se encontraba en Oriente el año 30, tras concluir la conquista de Egipto, recibió las embajadas de muchas ciudades de Asia y Bitinia con el ruego de que les permitiera levantar templos a su persona, a fin de dar culto a un gran general y excepcional gobernante. Augusto concedió solo parcialmente lo que le pedían, pues impuso que los nuevos templos estuvieran dedicados a él y a la diosa Roma. De esta manera, se extendió por las provincias la imagen unitaria de un poder formado por un pueblo y su gobernante. En cambio, se prohibió expresamente que esos templos se erigieran en Italia, donde Augusto estaba empeñado en no aparentar un excesivo poder personal. El siguiente paso para la exaltación religiosa del gobernante se produjo añadiendo a determinadas divinidades el nombre del emperador: así comenzó a adorarse por todo el imperio la Salus Augusta, la Pax Augusta o a Apolo Augusto. Tras ello, se procedió a venerar directamente divinidades asociadas al emperador como su genius y su numen. El último y definitivo paso en este proceso lo dará Tiberio con la apoteosis del emperador difunto, declarando que Augusto, tras su acceso al cielo, se había convertido en una auténtica divinidad: el divus Augustus, lo que exigía la creación por todo el Imperio de templos que atendieran a su culto, y el de Tarraco fue sin duda el primero de ellos.

			Pero lo más sorprendente de todo este proceso es que el culto al emperador no fue una idea o un proyecto promovido desde el poder central; algo pensado en Roma y destinado a legitimar un régimen incipiente. Según indican las fuentes, la iniciativa surgió siempre en las provincias, que deseaban manifestar así su lealtad al emperador. Ello fue lógico, ya que por todo el Mediterráneo estaba asentada la vieja idea política de que el poder civil y el poder divino no podían separarse, porque el poder era siempre único. Gracias al fomento del culto al emperador, universalmente aceptado por los súbditos, se creó una fuente de legitimación impresionante, pues desde ese momento la lealtad y la adhesión al gobernante se manifestarán a través de la práctica religiosa. 

			Los apoyos del emperador

			Qué duda cabe que en la estabilidad del Principado tuvo un enorme peso el éxito en el desarrollo de un aparato legal y administrativo del cual pudieran sentirse razonablemente satisfechos los habitantes del Imperio. Pero ello estuvo acompañado por la búsqueda permanente de amplios apoyos sociales que reafirmaran el impresionante poder que llegaron a alcanzar los emperadores. Para lograrlo, se sirvieron de tres instrumentos con los que afianzar no solo la mera aceptación de los súbditos, sino el entusiasmo más intenso hacia sus personas. Ello se consiguió mediante el apoyo de las legiones, el culto al emperador y, en tercer lugar, de una labor asistencial y de protección que se extendió a todas las capas de la sociedad.

			Como ya se ha mencionado en otras ocasiones, el Imperio se creó gracias a una imposición militar. Augusto fue el ganador de una larga y cruenta guerra civil que le permitió crear un régimen hecho a su medida. Pero el primer emperador no se contentó con disfrutar sin más del poder adquirido, sino que tuvo la audacia de crear un régimen político apoyado en la tradición republicana con el objetivo de ocultar y hacer más aceptable el origen violento con el que se había impuesto.

			Los emperadores romanos no olvidaron nunca que el primer fundamento de su poder descansaba en las legiones y, en consecuencia, no descuidaron los vínculos que les unían a sus soldados. Para ello adoptaron la solución de extender al ejército la vieja institución de la clientela romana, que generaba auténticos lazos jurídicos que ataban a los que recurrían a ella. Esta no fue una solución novedosa de Augusto, pues fue a finales de la República cuando se comenzó a ensayar. Los ejércitos de Pompeyo o de César eran auténticas clientelas militares, que no servían a sus generales en razón de una cadena de mando legítima en el Estado republicano. Los juramentos de lealtad y fidelidad que tenían que hacer los soldados los ataban a su comandante en jefe, sea este César, Marco Antonio, Craso o Pompeyo. El éxito final de Augusto en la guerra civil se debió especialmente a que pudo heredar la clientela militar que César había dejado a su muerte, el año 44.

			Los sucesores de Augusto no abandonaron el camino ya trazado, pues sabían que la lealtad de las legiones garantizaba siempre un reinado exitoso. Pero pronto también entendieron que no bastaba con pagar bien a los soldados, porque la realidad mostraba que las fidelidades podían comprarse o venderse con facilidad, llevando a las legiones a apoyar el bando del mejor pagador. Por ello, los emperadores romanos pusieron un notable esfuerzo en generar vínculos aún más intensos, basados en juramentos religiosos que también ataran la voluntad de los soldados.

			Es muy probable que a una mentalidad moderna le pueda costar entender qué bullía en la cabeza de un patrono y su cliente. Quizás a veces se tienda a simplificar la institución como un simple pacto de conveniencia en el que las dos partes salían ganando. Es realmente difícil llegar a abarcar en su totalidad todo lo que implicaba una situación semejante. El pacto de clientela era un hecho religioso y no solo social o económico. El patrono y el cliente se unían por un juramento que hacía inviolable el vínculo alcanzado. Si alguno rompía lo pactado podía esperar la maldición de todos los dioses y el rechazo social más profundo. El juramento de fidelidad al emperador se producía en el momento del reclutamiento y se renovaba cada año. Junto a las águilas y estandartes de la legión apareció pronto la imagen del emperador, que acompañaba a los soldados en todos sus movimientos. Cuando los campamento se hicieron permanentes, en el centro del pretorio se instalaba la estatua del monarca reinante para recordar a cada cual quién era realmente el jefe.

			Los vínculos no solo permanecían vivos durante los años de servicio, sino que se intentaba que no cayeran en el olvido tras el licenciamiento. Cada soldado recibía al abandonar las armas una fuerte recompensa que le permitía iniciar una nueva vida donde quisiera. El agradecimiento al emperador convertía al veterano en un leal servidor a la autoridad constituida.

			El culto al emperador divinizado se fue extendiendo por todo el Mediterráneo en la medida en que el número de estos fue creciendo: tanto Claudio como Vespasiano y Tito tuvieron la misma apoteosis que Augusto. Prácticamente todos los emperadores del siglo II y comienzos del III también recibieron la condición de dioses, extensible a muchas de sus mujeres. Para ellos se crearon templos, sacerdocios, fiestas y festivales. Por todos lados quedó claro qué tipo de gobernante llevaba las riendas del Estado.

			Este culto tenía sus peculiaridades, pues en Roma no se imitó sin más las formas de las viejas monarquías orientales. Siempre faltó una auténtica adoración al monarca vivo, pues el emperador reinante era tratado con reverencia, pero nunca como una auténtica divinidad. Se buscaba exaltar más a la institución que al príncipe, porque estos actos religiosos eran ante todo un apoyo político: un acto de lealtad al emperador, que vinculaban más a la comunidad que al individuo. Eran las ciudades del Imperio las que organizaban este culto, y en ningún momento se exigía que el individuo singular participara con sinceridad en él. 

			Fue solo en el siglo III cuando se exigió obligatoriamente a la población que tomara parte en sacrificios religiosos de auténtico culto imperial. Las décadas centrales de ese siglo fueron muy duras para la institución, ocupada por emperadores con una legitimación muy discutida y en permanente conflicto con usurpadores y pretendientes. En ese momento se exigieron a la población actos de lealtad que se manifestaban a través de la religión. La persecución a los cristianos no estuvo motivada por un problema de libertad religiosa. La religión romana garantizaba el culto a los dioses oficiales, pero era muy indulgente con todos los demás. La reacción contra los cristianos fue ante todo política por el intento de fortalecer una autoridad que pasaba por sus momentos más difíciles.

			El tercer medio por el que los emperadores se atrajeron a las masas populares fue gracias a una constante preocupación por su bienestar. Siguiendo el espíritu de los viejos aristócratas republicanos, los emperadores se esforzaron por ocuparse de los que estaban debajo. La gran novedad del Imperio fue la de convertir en una cuestión de Estado lo que durante la República no había sido más que un asunto privado. La asistencia económica de los súbditos se convirtió en uno de los primeros objetivos de la administración. Por eso el emperador cobraba impuestos y por ello debía socorrer siempre a los súbditos en sus necesidades.

			Pero el modelo de beneficencia romana no se parecía en nada al actual Estado de Bienestar. Recibir ayuda del emperador no era un derecho individual inmediato que el emperador tenía que otorgar si se reunían los requisitos. Los beneficios que otorgaba el emperador a la ciudadanía se organizaban siguiendo los criterios de la clientela: el patrono apoyaba a sus clientes según las circunstancias, pero siempre y cuando el primero lo creyera conveniente. Todos los súbditos esperaban que en caso de grave necesidad, como una catástrofe natural, un terremoto, una larga escasez de recursos, etc., el emperador pudiera acudir en socorro de los necesitados, pero el príncipe escogía siempre el momento y la cuantía de la ayuda.

			De Augusto ha quedado constancia escrita de sus enormes gastos (largitiones) en favor de la plebe de Roma, y de Adriano se dice que durante su reinado socorrió a doscientas cincuenta ciudades. Los gastos del Estado para la construcción de calzadas, puentes y otros medios de comunicación, o para el mantenimiento de ciudades enteras debieron de ser cuantiosísimos. Es una pena que no se haya salvado del paso de la Historia un recuento detallado de en qué cosas se emplearon.

			La clase dirigente romana

			La despolitización de la vida pública, conseguida por Augusto desde la primera hora, traerá como consecuencia un enorme cambio en la clase dirigente romana. Durante la República, el aristócrata se labraba su propio futuro y su influencia social en una dura competición contra sus iguales. Por supuesto que el prestigio familiar y los bienes económicos heredados jugaban un papel importante, pero ello era más palpable al comienzo del cursus honorum. En cambio, a medida que se avanzaba en la vida pública, eran realmente las dotes política y la valía personal lo que empujaban al aristócrata romano a las posiciones más altas de la escala social. 

			Este modo de funcionamiento se verá profundamente alterado con la llegada del Principado: a partir de entonces será la voluntad o la proximidad al emperador el elemento decisivo en la progresión de una carrera senatorial. Ello no quiere decir que durante el Imperio se cayera en la arbitrariedad de escoger únicamente a los favoritos del emperador. La preparación y la dotes de gestión eran igualmente determinantes, pero nunca por encima de la lealtad y fidelidad al emperador.

			Mayor continuidad entre la República y el Imperio se produjo en la imagen exterior de la clase gobernante. La vieja nobleza republicana seguirá siendo un modelo de virtudes, al menos aparentes, que debían reproducir las generaciones posteriores. El mos maiorum, creado por aquellos, seguirá obligando a los nuevos gobernantes, pues estos debían comportarse con la misma austeridad, rigor moral y piedad para con los dioses que durante siglos había guiado el modo de ser aristocrático en Roma.

			La labor de despolitización emprendida por los emperadores romanos produjo la desaparición de los lazos de clientela que habían dado poder real a las familias de la nobleza romana. En el nuevo régimen imperial solo el príncipe podía ejercer la función de patrono universal, y cualquier otra alternativa hubiera supuesto una traición muy grave. La aristocracia romana tuvo que encontrar nuevos caminos y soluciones para seguir ejerciendo una influencia social notable, sin herir por ello la sensibilidad del emperador.

			Mientras que durante la República era en las calles de Roma donde los senadores exhibían su poder y se encontraban con clientes y protegidos, en el Imperio la Urbe se convirtió en coto exclusivo del emperador. El Senado tenía especiales competencias para impedir que nadie, que no perteneciera a la familia imperial, pudiera ser honrado públicamente. Por tanto, los aristócratas romanos tuvieron que derivar hacia su ámbito doméstico aquello de lo que no podían prescindir: la estima popular (existimatio). Será en los atrios y en los jardines de sus casas romanas donde los senadores podrán recibir el homenaje y el agradecimiento de particulares y colectividades por los favores concedidos. 

			Para evitar las sospechas de emperadores celosos, muchos senadores romanos levantarán una segunda residencia en alguna ciudad de Italia o de las provincias, bien porque su familia procediera originariamente de allí, bien porque hubieran establecido lazos afectivos con ella. Será en estas ciudades donde el senador romano pueda gozar de una vida pública más amplia. Lejos de las miradas del emperador y de las rencillas políticas, podrá recibir embajadas de ciudades agradecidas o de particulares que se habían beneficiado por algún favor. Dichos vínculos entre la clase dirigente romana y las ciudades del Imperio van a tener consecuencias impresionantes para todos. Porque la aristocracia senatorial, que durante la República jugaba a hacer política, pasará durante el Imperio a hacer sociedad. Con sus bienes económicos y con su influencia conseguirá que personas valiosas de todas partes puedan promocionar fácilmente a posiciones más altas.

			La promoción social continuada, debida al amparo de los senadores, provocaba que en una o dos generaciones cualquier ciudadano romano, si tenía condiciones, pudiera ingresar en el orden ecuestre y después en el senatorial, convirtiéndose así en un nuevo aristócrata. Una vez alcanzada esa posición procedía a hacer lo mismo con sus protegidos. La gran novedad de los siglos I al III fue el continuo ascenso y renovación de la aristocracia romana, que siempre estuvo abierta a admitir a todos aquellos que realmente lo merecieran. De esta manera, la clase senatorial dejó de ser fundamentalmente itálica para ser propiamente mediterránea, ya que oligarcas de todo el Imperio fueron rellenando las vacantes que el paso de los años producía en el viejo Senado romano.

			Fueron los senadores los que gobernaron realmente el Imperio durante los siglos I y II. A diferencia de la República, esta condición se adquiría ahora por nacimiento y no por decisión personal. El proceso de consolidación como grupo coherente requirió de algunos años y no quedó concluido hasta los reinados de Calígula y Claudio. Augusto introdujo la novedad de otorgar él mismo un asiento en el Senado sin necesidad del ejercicio previo de una magistratura. A muchos hijos de senadores, que querían seguir la actividad política de sus padres, les concedía como privilegio el uso de la banda ancha de púrpura (latus clavus) que distinguía a los miembros de este grupo; a partir de ese momento, podían tomar parte en las reuniones del Senado sin más requisitos previos. De esta forma, muchos jóvenes ingresaron en el orden senatorial sin esperar a que cada cinco años un censor procediera a incorporarlos. Hasta el reinado de Calígula, la concesión del latus clavus fue una práctica muy frecuente. 

			El emperador Claudio, durante su censura los años 47-48, abrió un nuevo camino para que servidores diligentes, cuyos padres no eran senadores, pudieran ingresar en el Senado sin tener que desempañar ningún cargo previo. Para ello impulsará el método republicano de la inclusión de los candidatos en la lista de senadores (adlectio). En aquella época, eran los censores los que cada cinco años actualizaban la lista de miembros del Senado suprimiendo a los fallecidos o a los expulsados por alguna indignidad. Además, añadían a la nueva lista los cuestores o ediles que habían ejercido esas magistraturas en los años anteriores y que estaban esperando la nueva lectio Senatus para hacer efectivo su ingreso en la institución. La práctica promovida por Claudio otorgaba al emperador la potestad de introducir en el orden senatorial a aquel que considerara más conveniente, salvando el requisito de que sus padres ya fueran senadores. Esto permitía renovar el ordo con gente ajena a él, especialmente si se trataba de caballeros. Este método lo confirmaron definitivamente Vespasiano y Tito en los años 73-74, durante la censura compartida, para rellenar las vacantes de senadores muertos en la guerra civil y para premiar a sus fieles partidarios. A partir del siglo II, los emperadores renunciaron a asumir la tarea de censor, por lo que la renovación de la lista de senadores y las adlectiones se convertirán en algo normal y cotidiano al no tener que esperar a un año censal.

			Lo que es obvio en todo este proceso es la permanente intervención del emperador en el nombramiento y promoción de los senadores. Desgraciadamente, se desconocen los mecanismos de intervención: de si era el emperador en persona o un funcionario de la Cancillería el que recibía la responsabilidad. Desde el año 14 d. C., el Senado asumió la tarea de elegir magistrados para cada puesto disponible (Tácito, Anales, 1.15.1). Un día señalado previamente, se remitía al Senado la lista con todos los candidatos que se presentaban, entre los que destacaban los recomendados del emperador que, como tales, tenían asegurada la elección. Es muy probable que los emperadores actuaran en tres niveles con aquellos que aspiraban a una de las viejas magistraturas republicanas: rechazo de los indeseados, aceptación de los indiferentes y recomendación para los favoritos. La voluntad del emperador se extendía igualmente a las provincias proconsulares, señalando posibles gobernadores de su preferencia; incluso de las más importantes, como Asia y África, a las que se destinaban antiguos cónsules de gran peso político.

			La carrera de un senador romano de época imperial pasaba por diversas fases, donde se evaluaban con precisión sus competencias. Durante la dinastía Julio-Claudia se dieron muchas variaciones en los cusus honorum, especialmente en las atribuciones de las magistraturas y en los años de servicio. A partir de los Flavios y hasta los Severos, el cursus se estabilizó haciéndose muy previsible. Aquel senador que deseara realizar una carrera pública al servicio del Estado solía comenzarla a los veinte años de edad. Para estos jóvenes estaban dispuestas una serie de tareas de colaboración con otros funcionarios a fin de adquirir experiencia. De esos veinte puestos disponibles no todos tenían la misma relevancia. Para los hijos de patricios y de consulares próximos al emperador se reservaban tareas relacionadas con las acuñaciones de monedas (tresviri monetales) o la administración de justicia (decemviri stlitibus iudicandis). El resto debía conformarse con las menos prestigiosas de asistir a las ejecuciones (quattuorviri capitales) o a la limpieza de las calles (tresviri viarum curandarum). Tras un año de servicio, los futuros candidatos a ocupar un puesto en el Senado marchaban a las fronteras para adquirir experiencia militar. Todas las legiones reservaban uno de los seis puestos de tribuno militar para hijos de senadores. Ahí solían estar un año y medio o dos, bien en la misma legión o en dos sucesivas.

			Con veinticinco años, el joven senador accedía a la cuestura, lo que implicaba tomar posesión de un asiento en el Senado. De los veinte cuestores nombrados anualmente, dos eran asignados al servicio del emperador, normalmente hijos de patricios o con padres influyentes. Otros dos servían en el Senado (quaestores urbani) y cuatro acompañaban a los dos cónsules en ejercicio (quaestores consulum). El resto de cuestores marchaban a las provincias proconsulares, donde pasaban un año atendiendo diversas cuestiones financieras.

			Tras una breve pausa, los jóvenes senadores accedían a los cargos de edil o tribuno de la plebe con veintisiete o veintiocho años. En principio había solo dieciséis puestos disponibles, seis de ediles y diez de tribunos, por lo que teóricamente cuatro de los cuestores anteriores veían trucadas sus carreras al no poder continuarlas. Sin embargo, esta dificultad podía salvarse por el hecho de que los hijos de patricios no ejercían ninguna de estas dos magistraturas: edil o tribuno. Un criterio casi infalible para comprobar si un senador determinado era patricio suele ser el paso directo de la cuestura a la pretura sin ejercer ninguna de estas dos magistraturas intermedias. Pero de lo que no cabe duda es que, a pesar de todo, algunos jóvenes senadores quedaban apartados de una posterior promoción.

			Para la pretura había dieciocho puestos disponibles y se ejercía a la edad de treinta años. Como de la magistratura anterior procedían dieciséis senadores, los dos añadidos solían ser patricios o algún miembro del orden ecuestre que tras su adlectio por el emperador solía ingresar en este nivel del cursus honorum. La pretura suponía un mero trámite sin más preocupación que esperar a concluirla. Tras ella se iniciaba la auténtica competición por los puestos relevantes de la administración y se dejaba ver claramente la mano del emperador en todos los nombramientos.

			A través del estudio de miles de carreras senatoriales se ha podido comprobar la existencia de unas normas generales que aplicaba la Cancillería imperial a la hora de designar los puestos pretorios. Un criterio básico era que cuantos menos años se tardaba, o cuantas menos magistraturas se desarrollaban entre la pretura y el consulado, mayor era el prestigio e influencia de un senador. Por regla general, los patricios ocupaban muy pronto el consulado, con apenas treinta y tres años. Los hijos de senadores influyentes o aquellos más capaces alcanzaban el consulado con treinta y seis años, tras el ejercicio de dos puestos en el ámbito del emperador. Por último, los que llegaban a ser cónsules con cuarenta o cuarenta y dos años, o sea tras cuatro o cinco magistraturas, podían considerarse dichosos de haber alcanzado dicha meta, ya que sus carreras podrían haberse truncado como la de muchos ex-pretores que nunca pudieron soñar en ser cónsules alguna vez.

			El hecho de que un senador desarrollara su carrera pretoria en el ámbito de gestión del emperador indicaba que contaba en cierto grado con su confianza. Para ellos cabían dos tipos de carreras, ya configuradas desde finales del siglo I. En primer lugar, un cursus más brillante y rápido para senadores escogidos que pasaba por solo dos puestos pretorios: el mando de una legión y el posterior gobierno de una provincia imperial. Ello suponía alcanzar el consulado con unos treinta y seis años y pasar a formar parte de la elite de la clase gobernante. Provincias imperiales que abrían las puertas del consulado eran Aquitania, Arabia, Bélgica, Cilicia, Judea, Lugdunense, Lusitania, Licia-Panfilia, Panonia Inferior y Tracia. El segundo modelo también concluía con el consulado, pero requería que el senador realizara alguna magistratura más que obviamente retrasaba la meta del consulado. Estos puestos, añadidos normalmente a los dos anteriores, podían ser el cuidado de una de las calzadas de Italia (curator viarum), el jurídico de Britania, Capadocia o Hispania Citerior (legatus iuridicus) o también la gestión de la caja militar (praefectus Aerari militari) o de la caja del Estado (praefectus Aerari Saturni). En cambio, si un senador, tras el desempeño de la pretura, era destinado al ámbito de responsabilidad del Senado, bien como legado o como gobernador de una provincia proconsular, podría afirmarse que no contaba con la suficiente influencia. De estos solo alcanzaban el consulado los que pasaban después al ámbito del emperador y recibían un cargo significativo, como el mando de una legión o el gobierno de una provincia imperial.

			Con el consulado concluía el curus honorum para la mayor parte de los senadores, especialmente de aquellos que habían ejercido un mayor número de magistraturas. Para el pequeño grupo que había alcanzado el consulado con treinta y seis o treinta y ocho años se abrían nuevas posibilidades de continuar con una carrera brillante. Era normal que antes de asumir misiones destacadas los nuevos consulares atendieran algunos de los servicios que requerían el buen funcionamiento de la ciudad de Roma. Estos eran el cuidado de templos y espacios públicos (curatores aedium sacrarum et operum locorumque publicorum), el saneamiento y limpieza de las orillas del Tíber (curatores alvei Tiberis et riparum et cloacarum Urbis), o bien el correcto funcionamiento de los acueductos (cuaratores aquarum).

			Tras estas tareas relativamente sencillas, más simbólicas que otra cosa, llegaba el auténtico poder asociado al gobierno de las grandes provincias imperiales, donde estaban acantonadas varias legiones. Estos puestos eran enormemente sensibles, lo que hacía que los candidatos fueran escogidos con sumo cuidado. No todas las provincias imperiales tenían la misma importancia. Normalmente se comenzaba gobernando Capadocia, Panonia Superior, las dos Mesias o las dos Germanias y, si todavía se gozaba de la confianza del emperador, se concluía con Britania, Siria o Hispania Citerior. Esta última provincia no tenía obviamente la misma significación estratégica que las anteriores, pues durante el Imperio no fue una zona de riesgo y por ello solo permanecía acantonada la legión VII Gémina. Pero su viejo prestigio histórico y el hecho de que era la provincia más grande de todas hacían que sus gobernadores fueran escogidos entre consulares de gran prestigio, al final de la carrera pública.

			Ya para concluir, algunos pocos de estos gobernadores de grandes provincias imperiales podían recibir nuevos honores al asignárseles otras tareas más de representación que de poder real. Algunos eran agraciados con un segundo consulado, normalmente ordinario, siendo colegas del emperador y dando su nombre al año. También podían ser nombrados praefectus Urbis o bien destinados al gobierno de las dos provincias proconsulares más importantes: Asia y África. Con ello, y a una edad de sesenta o sesenta y cinco años, el senador podía retirarse de la vida pública habiendo servido con eficacia al emperador.

			Caballeros y decuriones

			El orden senatorial era sin duda una clara reminiscencia del pasado. Una especie de legado que los emperadores romanos recibieron de la República, muy útil en los comienzos para otorgar legitimidad al Principado, a sus nuevas instituciones, y para simbolizar un conjunto de virtudes propias de la identidad romana. En cambio, el orden ecuestre fue la gran creación ex novo de los emperadores. Aunque también de raíces republicanas, este grupo social va a representar como ningún otro lo que el Imperio suponía. Su honda formación militar, su amplísima extracción geográfica y su total dependencia del emperador lo hacían el mejor instrumento de integración y cohesión al servicio de los nuevos gobernantes.

			Los requisitos para ingresar en el orden ecuestre eran más sencillos que para ser senador. Se requería nacimiento libre en al menos dos generaciones, aunque esto no suponía un gran obstáculo, poseer una renta mínima de 400.000 sestercios y recibir el nombramiento del emperador. Por tanto, era una dignidad individual, no transmisible de padres a hijos. Los que gozaban de esta condición tenían el privilegio de lucir una banda estrecha de púrpura en la túnica (angusti clavus), llevar un anillo de oro y tener reservados lugares especiales en teatros y en actos públicos.

			No constituían un grupo pequeño como los senadores, los cuales no superaban el límite de seiscientos miembros. Según la investigación más reciente, se estima que en época de Augusto existían unos veinte mil caballeros, cifra que se fue incrementando con el paso del tiempo. Se repartían por toda Italia y las provincias, especialmente en grandes ciudades: capitales de provincias, centros de culto muy populares o lugares en los que se desarrollaba una gran actividad comercial. Según Estrabón, solo en Cádiz vivían bajo Augusto quinientos caballeros.

			No pocos especialistas han puesto en duda su auténtica condición de ordo, pues en nada mantenía la alta uniformidad que caracterizaba a los senadores. Entre los caballeros había enormes diferencias de fortuna, de poder o de influencia social. La mayor parte de ellos pertenecía a oligarquías locales de centenares de ciudades y sus horizontes vitales no estarían muy lejos de los decuriones que las poblaban. Solo un pequeño número de caballeros desempeñarían tareas de alta responsabilidad en la gestión del Estado. Es un hecho que nunca actuaron como un gremio unido ni sostuvieron intereses comunes más allá de la obediencia al emperador.

			Al igual que los senadores, los caballeros tenían a su disposición un cursus honorum que les introducía en la gestión de los asuntos públicos y que les proporcionaba prestigio y posición social. A la edad de veinticinco años podían iniciar un largo periodo de servicio militar como mandos intermedios de las legiones romanas. Este cursus consistía en el desarrollo de tres puestos sucesivos (tres militiae) que se iniciaban con el mando de una cohorte de tropas auxiliares de unos 500-600 soldados (praefectus cohortis). Concluida esta misión, pasaban a mandar una cohorte legionaria e ingresaban en el estado mayor de la legión (tribunus militum). Por último, les quedaba el mando de un regimiento de caballería auxiliar (praefectus alae). Cada puesto solía durar unos tres años, por lo que el caballero regresaba a la vida civil con unos treinta y cinco años, tras diez de servicio.

			Concluida la preparación militar, al caballero se le abrían dos opciones. La mayoría regresaba a sus lugares de origen para desarrollar una vida ordinaria y gestionar sus propios asuntos. No era infrecuente que estos caballeros se implicaran en el sostenimiento de las ciudades en las que vivían. La segunda posibilidad, reservada a una pequeña minoría, consistía en continuar el servicio al emperador en la administración imperial. Para ello era necesario contar con los apoyos e influencias necesarios, pues al igual que con los senadores, para cualquier puesto de la administración se necesitaba la aprobación del emperador. Entonces se abría al caballero toda una serie de procuratelas destinadas a la gestión financiera e impositiva del Estado. Ello incluía también el volver a tener mando en tropa como almirante de la flota (praefectus classis) o jefe de los soldados acantonados en Roma. Los dos puestos más elevados y que marcaban el final de la carrera ecuestre eran el gobierno de Egipto (praefectus Aegypti) o la protección del emperador (praefectus praetorio). Siempre cabía que el emperador, agradecido por los servicios prestados, otorgara al caballero una adlectio y lo incluyera en el orden senatorial, abriéndole entonces otro horizonte de poder e influencia. Este grupo de procuradores y prefectos fue, sin duda, el que más creció durante el Principado, hasta convertirse en su símbolo. Según ha podido comprobar la investigación en el periodo de Augusto, hasta mediados del siglo III el número de puestos reservados a senadores pasó de 131 a 165, mientras que el de caballeros creció de 30 a 188.

			Lo realmente significativo de toda esta evolución es que nunca se produjo una confrontación entre senadores y caballeros, como acaeció a finales de la República. Así como las fuentes antiguas atestiguan numerosos choques entre el emperador y grupos de senadores, esto no se produjo con el orden ecuestre. Senadores y caballeros formaban la clase gobernante romana y podían haber chocado por la dirección real de los asuntos públicos. Quizás el peligro se evitó por el hecho de que ambos estamentos tenían las competencias muy definidas, que apenas se producían trasvases de caballeros al orden senatorial y, sobre todo, porque el emperador tenía siempre, en última instancia, la llave de toda promoción.

			Los decuriones integraban el tercer estamento de la sociedad romana y formaban la clase gobernante de la mayoría de las ciudades del imperio. Aunque estaban integrados en un auténtico ordo, las diferencias entre sus miembros eran abismales, mucho mayores que las señaladas para el orden ecuestre. Tanto es así que no pocos investigadores han llegado a negar el carácter homogéneo, de grupo coherente, que quizás llegaron a tener senadores y caballeros. La razón de todo ello estriba en que el Imperio contaba en los siglos I al III con más de mil ciudades, lo que implicaba que el número de decuriones superaría con creces los 100.000; por tanto, es imposible concebir un grupo tan numeroso que mantenga unas señas de identidad coherentes.

			El que se pueda hablar de un ordo en el caso de los decuriones se debe mucho más a los requerimientos jurídicos a los que estaban sometidos que a la semejanza social y económica de sus integrantes. Las leyes municipales recogían un conjunto de normas que se debían cumplir para ingresar en el ordo. En primer lugar, se exigía a sus miembros una renta mínima que podía oscilar entre los 20.000 y los 100.000 sestercios. A ello se sumaba el estar en posesión de la ciudadanía local, el nacimiento libre, la edad conveniente y el poseer el domicilio habitual en dicha ciudad con una antelación de cinco años. El acceso normal al estatuto de decurión se hacía tras el ejercicio de una magistratura local. Además, el senado de la ciudad estaba capacitado para incluir en el grupo a aquellos que estimara convenientes, especialmente a patronos y bienhechores. La condición de decurión podía perderse por indignidad: por la comisión del algún delito grave incompatible con dicha condición. Como contrapartida, poseían una serie de privilegios que marcaban su condición: lucir los ornamenta decurionalia, poder llevar la toga praetexta y participar en mayor medida en los repartos de dinero y donativos públicos (sportulae) que se hicieran. También tenían asientos asignados en lugares especiales de fiestas y espectáculos públicos.

			Sobre ellos descansaba todo el peso del funcionamiento de la ciudad, incluyendo sus cargas económicas. Sin su generosidad, la mayoría de las ciudades del Imperio no hubieran podido subsistir económicamente. Estas no tenían apenas fuentes de ingresos y, por lo tanto, a duras penas hubieran podido atender las cosas más necesarias. Los decuriones costeaban con sus bienes todo lo necesario para la vida pública, tanto a través del donativo regularizado que realizaban al tomar posesión de una magistratura (summa honoraria) que podía oscilar entre 2.000 y 20.000 sestercios, o bien cuando lo estimaran oportuno a través de una aportación extraordinaria.

			No solo atendían cuestiones de primera necesidad, como el culto local, con sus sacrificios, juegos o banquetes rituales, el suministro de agua o el mantenimiento de calles y calzadas, sino que también se preocupaban con igual generosidad de aspectos más suntuarios: espléndidos foros, teatros o completísimas termas con todo lo necesario para la higiene y la diversión. Otras partidas también gravosas podían ser el pago de médicos y maestros para las escuelas públicas. Incluso de sus bolsillos podía salir lo necesario para enviar una embajada al concilio provincial o para defender los intereses de la comunidad ante el gobernador de la provincia.

			La compensación que recibían los decuriones era básicamente honorífica. El ejercicio de los sacerdocios locales, como el de pontífice y augur, o el flaminado del culto imperial, solían ser una buena recompensa. Casi nunca prescindían del reconocimiento público y de la influencia social. A veces, la satisfacción consistía en una estatua honorífica en el foro o en el teatro de la ciudad, y otras simplemente el saberse útiles a la comunidad en la que vivían.
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